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Jactancia.  —  Pendiente  un  sumario  para  la  averiguación  de  un 
delito,  no  puede  admitirse  una  demanda  de  jactancia  que  tenga 
por  fundamento  el  mismo  hecho  del  sumario  (art.  1101,  Cód. 
Civ.).  —  T.  19,  p.  74. 

—  £1  término  que  el  juez  señala  para  que  el  demandado  por 
jactancia  deduzca  sus  acciones,  no  es  fatal  ni  perentorio ;  y  por 
consiguiente,  debe  ser  admitida  la  acción  que  se  deduzca  antes 
de  la  declaración  de  rebeldía  (ley  46,  tít.  2,  part.  3«).  —  T.  19, 
p.  115. 

—  Una  resolución  administrativa  ordenando  la  gestión  para  co- 
brar un  crédito^  no  se  halla  comprendida  en  los  casos  de  las  le* 
yes  46  y  47,  título  2,  partida  3».  —  T.  19,  p.  180. 

—  La  acción  de  jactancia  pendiente,  no  impide  la  introducción 
del  interdicto  de  amparo,  máxime  cuando  los  hechos  en  que 
éste  se  funda,  son  posteriores  á  la  fecha  de  U  demanda.  (Dicha 
acción,  dice  el  fallo^  no  es  una  acción  petitoria  que  obsta  al 
ejercicio  de  las  acciones  posesorias).  —  T.  27,  p.  334. 

—  La  negación   del  gobierno  á  reconocer  la  validez  de  títulos 
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se  designa  la  persona  contra  quien  se  dirige  la  acción.  —  T.  38. 
p.  346. 

Jueces.  —  Es  deber  de  éstos,  decidir  los  pleitos  atenta  la  verdad 
probada  en  autos  y  prescindiendo  de  los  ápices  del  derecho.  — 
T.  40,  p.  296. 

—  El  juez,  para  llenar  cumplidamente  sumisión  de  justicia,  está 
obligado  á  buscar  la  verdad,  prescindiendo  de  aquellas  solem- 
nidades y  formas  que  no  sean  las  substanciales  del  juicio  (ley 
10,  tít.  47,  lib.  4,  Recop.  Casi.).  —  T.  56,  p.  428  y  441. 

—  Corresponde  al  oficio  del  juez,  regularizar  el  procedimiento 
en  los  juicios.  —  T.  62,  p.  297. 

Jueces  de  la  Capital. — No  están  sujetos  á  la  jurisdicción  de  ios 
tribunales  federales,  por  las  faltas  ó  delitos  que  cometan  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones.  —  T.  31,  p.  169. 

Jueces  letrados.  —  Los  de  los  territorios  nacionales  pueden  or- 
denar á  los  jueces  de  paz  que,  en  cada  caso  de  menores  ó  im- 
capaces que  A  su  juicio  requiera  la  intervención  del  ministerio 
de  menores,  les  transmitan  las  noticias  necesarias,  para  poder 
dictar  las  medidas  que  la  ley  autorice.  — T.  39,  p.  256. 

—  Los  de  los  territorios  nacionales,  en  casos  de  recusación  ó 
impedimento,  deben  ser  reemplazados  por  el  juez  de  sección 
más  próximo.  —  T.  54,  p.  208. 

Juego.  —  Véase  :  Inhabilidad. 

« 
Juez  ad  hoc.  —  En  los  casos  de  impedimento  del  juez  federal  de 

una  sección,  debe  pasar  el  conocimiento  de  las  causas  á  cada 
uno  de  los  abogados  incluidos  en  la  nómina  hecha  por  la  Su- 
prema («orte,  según  el  orden  en  que  se  hallan  nombrados,  de- 
biendo completarse  el  turno  antes  de  volver  á  pasar  al  primero 
de  la  lista  (ley  de  24  de  septiembre  de  1878).  -  T.  28,  p.  126. 

—  El  haber  sido  nombrado  en  la  lista  de  abogados  que  deben 
ejercer  las  funciones  de  jueces  federales  ó  fiscales  ad  hoc^  por 
impedimento  de  estos  funcionarios,  no  importa  el  caso  del  de- 
sempeño de  una  comisión  del  gobierno  nacional,  previsto  por 
el  artículo  20  de  la  ley  de  jurisdicción,  —  T.  29,  p.  458. 
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Juez  adhoc.  —  Cesada  la  ausencia  del  juez  federal  especial  que 
motivó  el  nombramiento  de  otro  juez  especial,  el  conocimiento 
de  la  causa  debe  volver  al  primero.  —  T.  32,  p.  25. 

—  En  los  casos  de  nombramiento  de  juez  federal  ad  hoc^  deben 
pasarse  las  causas  en  que  se  halla  impedido  el  titular,  sucesi- 
vamente  y  según  su  orden,  á  todos  los  abogados  designados 
en  la  lista,  anual,  y  no  solamente  al  primero  designado  en  ella. 
(Se  funda  en  la  palabra  turno  que  emplea  la  ley  de  4878).  — 
T.  37,  p.247. 

—  Los  jueces  federales  ad  hoc  deben  actuar  en  el  juzgado  de 
sección  respectivo.  —  T.  44,  p.  401. 

—  Los  jueces  suplentes  cesan  en  el  conocimiento  de  la  causa  al 
concluir  el  año  judicial  para  que  fueron  nombrados,  y  no  siendo 
reelectos  para  el  año  siguiente,  los  autos  deben  pasar  al  conjuez 
respectivo.  —  T.  47,  p.  381. 

—  Los  jueces  suplentes,  al  aceptar  eljcargo,  contraen  los  debe- 
res que  éste  impone,  y  entre  ellos,  el  de  despachar  las  causas 
sin  demora.  —  T.  52,  p.  37. 

—  Pueden  excusarse  y  ser  recusados  por  las  mismas  causas 
por  las  que  pueden  serlo  los  jueces  titulares  de  sección  (Ley 
de  24  de  septiembre  de  1878).  —  T.  54,  p.  158. 

—  Cesa  en  sus  funciones  el  juez  suplente  que  no  figura  en  la 
lista  formada  por  la  Suprema  Corte.  — T.  60^  p.  454. 

Juez  de  aguas.  —  La  misión  del  juez  de  aguas  en  los  municipios 
de  la  provincia  de  Salta,  se  reduce  á  hacer  observar  los  turnos 
del  agua,  establecidos  por  las  ordenanzas,  procediendo  admi- 
nistrativamente, y  como  ejecutor  de  dichas  ordenanzas.  — 
T.  46,  p.  258. 

Juez  del  concurso.  —  No  puede  ser  remitida  á  éste,  la  causa 
fallada  por  un  juez  federal,  que  se  encuentra  en  apelación  ante 
la  Suprema  Corte  por  recurso  de  apelación.  (Sólo  la  Corte  pue- 
de conocer  de  éste ;  y  la  remisión  de  la  causa,  en  ese  estado, 
no  produciría  efecto  jurídico  alguno,  por  cuanto  uo  podría  ser 
continuada  ante  los  tribunalesprovinciales,  ni  tomarse  en  con- 
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sideración  en  el  concurso,  por  no  haber  cosa  juzgada). -*T.  60, 
p.  143. 

Juez  del  concurso . — Véase:  Concurso;  Justicia  provincial;  Quiebra, 

Juez  de  paz.  —  Las  causas  de  jurisdicción  concurrente  menores 
de  300  pesos,  corresponden  en  la  Capital,  á  los  jueces  de  paz 
(art.40,  ley  de  los  tribunales  de  la  Capital,  de  4881:  art.  1^  ley 
de  3  de  septiembre  de  1878).  —  T.  24,  p.  386. 

—  El  de  un  territorio  nacional,  tiene  facultad  para  ordenar  la 
prisión  de  los  procesados  ante  su  jurisdicción,  y  requerirla  de 
las  autoridades  del  lugar  á  donde  se  hubiesen  trasladado.  — 
T.  26,  p.  40Í. 

—  Corresponde  á  los  jueces  de  paz,  la  jurisdicción  civil,  comer- 
cial y  criminal  de  1*  instancia,  en  los  territorios  nacionales 
(ley  de  11  de  octubre  de  1872).  —  T.  27,  p.  496. 

—  No  puede  obligarse  á  un  juez  de  paz,  á  dar  cumplimiento  á 
una  orden,  cuando  tiene  recibidas  de  otros  jueces^  órdenes 
contrarias.  —  T.  32,  p.  147. 

Juez  federal.  —  Procede  en  uso  de  sus  atribuciones,  librando 
exhorto  á  un  juez  de  provincia  para  embargar  bienes  con  el  ob- 
jeto de  asegurar  las  responsabilidades  civiles  reclamadas  por 
una  provincia,  en  causa  criminal  por  traición  á  la  patria  ;  por- 
que el  juez  de  lo  principal  es  el  juez  de  las  incidencias,  y  el  de- 
lito de  traición,  que  es  la  materia  principal  de  la  causa,  perte- 
nece al  conocimiento  del  juez  de  sección  en  la  provincia  en 
que  ha  sido  cometido,  según  el  articulo  102  de  la  Constitución 
Nacional.  —  T.  9,  p.  405. 

—  Declarado  el  concurso  por  el  juez  de  provincia,  si  pide  la  re- 
misión de  una  causa  contra  el  concursado  ante  el  juez  de  sec- 
ción, éste  debe  remitírsela.  —  T.  9,  p.  434. 

—  No  ejercen  jurisdicción  sobre  los  empleados  de  provincia,, 
para  mandar  que  éstos  otorguen  testimonio  de  actos  pasados 
ante  los  tribunales  provinciales.  ~  T.  10,  p.  266. 

—  Puede  fijar  término  al  juez  de  provincia,  para  devolver  dili- 
genciado un  exhorto  (art.  118,  Ley  Proc).  —  T.  10,  p.  464. 


—  H  —  JUE 

Juez  federal. —  N^o  son  por  la  ley,  jueces  de  residencia  de  los  de 
las  provincias.  No  pueden,  por  consiguiente,  llevarlos  á  sus 
estrados  para  que  den  cuenta  de  sus  juicios  y  de  la  manera 
cómo  resuelven  las  causas  de  su  competencia.  —  T.  13,  p.  326. 

—  Es  el  único  competente  para  conocer  en  primera  instancia, 
de  la  nulidad  de  una  sentencia  arbitral  dictada  sobre  una  cues- 
tión de  daños  y  perjuicios  provenientes  de  un  contrato  de  fle- 
tamento.  —  T.  13,  p.  344. 

—  Concedido  el  recurso  por  el  administrador  de  la  aduana  y  no 
habiéndose  apelado  de  esta  resolución,  el  deber  del  juez  de 
sección  es  resolver  sobre  el  fondo  del  auto  apelado  y  no  ave- 
riguar si  la  apelación  se  ha  interpuesto  dentro  ó  fuera  del  tér- 
mino legal.  —  T.  U,  p.  853. 

—  No  pueden  declararse  incompetentes  en  una  causa  entre  un 
argentino  y  un  extranjero,  por  el  mero  hecho  de  ser  citada  de 
evicción  una  provincia.  —  T.  \^,  p.  403. 

—  Corresponde  á  ellos  el  conocimiento  de  los  recursos  deduci- 
dos de  los  laudos  arbitrales,  cuando  la  causa  no  es  de  jurisdic- 
ción originaria  de  la  Suprema  Corte.  —  T.  17,  p.'3l9. 

—  Corresponde  á  éste,  mandar  ejecutar  lo  juzgado  y  sentencia- 
do. —  T.  27,  p.  94. 

—  Si  no  pueden  iniciar  de  oficio  un  proceso  criminal,  una  vez 
recibido  éste,  deben  de  oficio,  activar  todas  las  diligencias  que 
conduzcan  á  su  terminación.  —  T.  27,  p.  389. 

—  Puede  conocer  en  los  incidentes  que  se  susciten  sobre  falta 
de  autoridad  y  jurisdicción  de  las  personas  que  actúan  como 
miembros  del  tribunal  arbitral  nombrado  ante  él.  (Laapelación, 
en  el  caso,  se  refería  ala  organización  y  funcionamiento  del  tri- 
bunal arbitral,  apoyándose  en  motivos  referentes  no  al  conoci- 
miento del  fondo  mismo  del  negocio  sometido  al  arbitraje,  ni  á 
incidente  alguno  dentro  de  su  tramitación  regular).  —  T.  40, 
p.  83. 

Jues  federal  de  Buenos  Aires.  —  El  conocimiento  de  las  cau- 
sas sobre  choques  ó  abordajes  acaecidos  en  los  ríos  ó  costas 
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de  la.provincia  de  Buenos  Aires,  corresponde  al  juez  federal  de 
dicha  provincia.  La  ley  de  diciembre  de  4884,  que  organizó  los 
tribunales  de  la  Capital  de  la  República,  no  es  limitativa  de  la 
jurisdicción  de  los  juzgados  federales  de  provincia,  y  sólo  se- 
para del  de  la  de  Buenos  Aires,  el  municipio  de  la  Capital  y  la 
parte  del  río  más  próxima  á  él.  —  T.  24,  p.  95. 

Juez  federal  de  U  Gapital.  ~  El  de  lo  comercial,  es  competente 
para  conocer  en  un  juicio  en  que  se  demanda  indemnización 
por  falsificación  de  marca  de  fábrica  y  la  multa  de  ley,  si  él  y  no 
el  de  lo  criminal,  hubiera  estado  de  turno  cuando  se  inició  la 
demanda.  —  T.  23,  p.  546. 

Juez  impedido.  —  El  juez  que  se  ha  declarado  impedido  en  un 
juicio  por  mediar  intereses  entre  su  hermano  y  el  actor^  debe 
serlo  en  otro  que  se  sigue  entre  las  mismas  partes.  —  T.  25, 
p.  435. 

Jaez  inferior.  —  No  tiene  facultad  para  dictar  medidas  que  im- 
pidan el  cumplimiento  de  sentencia  del  superior,  sobre  obras 
que  debe  hacer  una  parte  para  evitar  perjuicios  en  terreno  de 
la  otra,  so  pretexto,  alegado  por  aquella,  de  que  el  terreno  no 
está  deslindado  y  de  que  tiene  dudas  sobre  la  ubicación.  — 
—  T.  22,  p.  429. 

Juez  originario.  —  Véase  :  Inhibición. 

Juez  proyincial.—  Si  la  ley  nacional  ha  podido  autorizar  á  éstos 
para  levantar  el  sumario  y  proceder  á  la  aprehensión  de  los 
reos,  cuando  se  haya  cometido  en  sus  respectivos  territorios 
algún  crimen  que  caiga  bajo  la  jurisdicción  nacional,  no  habría 
podido,  sin  embargo,  á  título  de  reciprocidad,  hacer  á  los  jue- 
ces nacionales  agentes  del  poder  judicial  de  las  provincias 
(art.  3,  Ley  Jurisd.).  —  T.  9,p.  382. 

—  No  puede  rehusar  el  cumplimiento  de  un  exhorto  que  le  en- 
vía un  juez  de  sección,  sin  rebelarse  contra  la  ley  de  jurisdic- 
ción y  competencia  de  los  tribunales  nacionales  (art.  43  de 
dicha  ley).  —  T.  40^  p.  464. 

—  Debe  remitir  á  la  Suprema  Corte,  luego  de  ser  requerido  por 
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el  juez  de  sección,  los  autos  materia  de  la  competencia,  obrados 
ante  él  (art.  52,  Ley  Proc).  —  T.  U,  p.  244. 

Juez  proyincial.  —  Siempre  que  un  juez  nacional  dirija  un  des- 
pacho precatorioá  un  juez  provincial,  sea  para  hacer  citaciones 
ó  notificaciones,  ó  recibir  testimonios,  ó  practicar  otros  actos 
judiciales,  debeser  cumplido  el  encargo  (art.  13,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  24,  p.  144. 

Jues  reemplazante.  —  El  juez  que  por  la  ley  reemplaza  al  juez 
impedido,  ejerce,  en  el  caso  de  impedimento,  la  jurisdicción  de 
éste,  y  puede  ordenar  el  cumplimiento  de  un  exhorto  en  su  te- 
rritorio. —  T.  54,  p.  208. 

Juicio.  —  Sólo  la  forma  de  los  juicios  puede  ser  reglamentada 
por  las  provincias.  —  T.  11,  p.  120. 

—  Xo  lo  hay,  si  el  actor  no  designa  la  persona  demandada.  — 
T.  1o,p.  65. 

—  Las  gestiones  ante  la  autoridad  administrativa  pidiendo  el 
abono  de  un  crédito,  no  importa  un  juicio,  ni  la  pérdida  de 
derecho  de  ocurrirá  la  autoridad  competente  para  cobrarlo.  — 
T.  37,  p.  18. 

—  Este  termina  con  la  sentencia  ó  auto  firme  que  pone  fin  á 
la  controversia,  ó  asunto  que  en  él  se  ventila^  d^  suerte  que  no 
haya  más  recurso  que  poder  hacer  valer  contra  ella  (Ley  19, 
tít.22,  part,  3*).  —  T.  54,  p.  334. 

Juicio  arbitral.  —  Cuando  en  él  se  renuncia  todo  recurso,  no 
puede  entablarse  otro  que  el  de  nulidad.  —  T.  4,  p.  291. 

—  No  puede  tacharse  de  nula  una  sentencia  arbitral,  por  el 
hecho  de  haber  aceptado  los  arbitros  todas  las  pruebas  que 
una  de  las  partes  ha  pretendido  producir.  —  T.  4,  p.  291. 

—  En  él^  no  puede  el  juez  ordinario  hacer  otra  cosa  que  enten- 
der de  la  recusación  de  los  arbitros  y  compelerlos  á  cumplir 
su  mandato.  —  T.  4,  p.  297. 

—  En  él,  los  arbitros  pueden  conocer  y  decidir  un  incidente 
sobre  honorarios  de  traducción  de  documentos  presentados  en 
el  mismo  juicio.  — T.  4,  p.  301. 
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Juicio  arbitral.  —  Deben  ser  decididas  en  él,  las  cuestiones  que 
surgen  de  contratos  de  arrendamiento  mercantil  (art.  604,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  Í5,  p.  294. 

—  En  un  juicio  arbitral  en  que  los  arbitros  han  pedido  que  las 
partes  manifiesten  si  están  conformes  en  prorogar  el  término 
para  laudar,  el  juez  ordinario  puede,  á  instancia  de  un  arbi- 
tro ó  de  la  parte,  intimar  se  manifieste  la  conformidad  y  sus- 
pender el  término  corriente  mientras  se  produzca  la  manifes- 
tación. —  T.  55,  p.  238. 

Juicio  civil.  —  El  condenado  por  un  delito,  no  puede  impugnar 
el  hecho  que  lo  constituye,  ni  su  culpabilidad,  en  el  juicio 
civil  que,  después  del  criminal,  se  siga  por  la  indemnización 
de  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  aquél  (art.  4402,  Cód. 
Civ.).  — T.10,  p.  28. 

—  En  el  iniciado  después  del  criminal,  puede  el  condenado 
oponer  las  excepciones  que  no  se  expresan  en  el  artículo  4102 
del  Código  Civil.  —  T.  40,  p.  28. 

Juicio  criminal.  —  El  de  oficio,  no  puede  existir  sin  sumario 
terminado  por  la  confesión  del  indiciado.  — T.  5,  p.  474. 

—  Es  nulo  aquel  en  que  el  juez  dé  la  causa,  no  toma  la  indaga- 
toria ni  la  confesión  á  los  acusados.  —  T.  5^  p.  268. 

—  La  actuación  de  ellos,  debe  hacerse  en  la  misma  provincia 
donde  se  haya  cometido  el  delito.  —  T.  9,  p.  382. 

—  Deben  tramitarse  ante  los  tribunales  del  lugar  donde  se  ha 
perpetrado  el  delito.  — T.  9,  p.  444. 

—  La  disposición  del  artículo  4  401  del  Código  Civil,  es  aplica- 
ble al  caso  en  que  el  actor  en  el  juicio  criminal,  obre  como  tal 
en  el  juicio  civil,  como  al  en  que  siendo  en  el  primero  deman- 
dante, sea  demandado  en  el  segundo,  con  tal  que  los  hechos 
que  dan  origen  á  ambas  acciones,  sean  los  mismos.  — >  T.  45, 
p.  237. 

—  Véase  :  Arraigo;  Documentm;  Testigos. 

Juicio  de  apremio.  —  Véase  :  Apelable;  Apremio;  Excepciones; 
Fianza. 
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Juicio  de  cuentas.  —  En  ellos,  son  siempre  reparables  las  omi- 
siones y  errores  materiales  cometidos.  (Ley  49,  tft.  22,  part.  3«; 
ley  4,  tít.  26,  part.  3«;  art.  861,  Cód.  Civ.).  ■—  T.  24,  p.  290. 

Juicio  de  presas.  —  Deben  dirigirse  contra  el  apresador  ó  po- 
seedor, y  no  puede  quedar  definida  la  demanda  sino  cuando  se 
deslinda  la  persona  y  carácter  del  demandado. —  T.  15,  p.  137. 

Juicio  ejecutivo.  —  Entablado  éste,  y  allanándose  el  ejecutado 
á  cumplir  por  su  parte  el  contrato  que  se  ejecuta,  con  la  con- 
dición de  que  se  le  reserve  el  derecho  de  repetir  en  vía  ordi- 
naria los  daños  y  perjpicios  que  sufrió  en  dependencia  de  di- 
cho contrato,  siesta  reserva  ha  sido  aceptada  por  el  ejecutante, 
debe  considerarse  como  una  verdadera  reconvención.  —  T,  1, 
p.  419. 

—  La  acción  ordinaria  que  le  siga,  y  que  el  ejecutado  se  reser- 
vó deducir,  debe  ser  juzgada  por  el  mismo  juez  que  conoció  en 
el  juicio  ejecutivo.  —  T.  1,  p.  419. 

—  No  puede  oponerse  en  él,  otra  compensación  que  la  que  re- 
sulta de  un  crédito  líquido  justificado  con  documentos  que  ten- 
gan fuerza  ejecutiva  (art.  270,  Ley  Proc).  —  T.  1,p.  432. 

—  No  es  documento  que  tenga  fuerza  ejecutiva,  la  cuenta  de  gas- 
tos hechos  por  el  administrador  de  una  casa,  cuando  no  ha  si- 
do reconocida  judicialmente,  ni  aprobada  por  auto  ejecutoriado 
después  de  discutida  enjuicio  contradictorio.  —  T.  1,p.  432. 

—  Todo  documento  público,  trae  aparejada  ejecución  (art.  249, 
inc.  3«,  Ley  Proc).  —  T,  2,  p.  209. 

—  No  probándose  la  falsedad  del  título  opuesto,  debe  pronun- 
ciarse la  sentencia  de  remate,  mandando  que  se  lleve  adelante 
la  ejecución  (art.  276  y  277.  Ley  Proc).  —  T.  2,  p.  209. 

—  Toda  póliza  de  contrato  á  la  gruesa,  redactada  con  las  forma- 
lidades de  derecho,  tiene  fuerza  ejecutiva  (art.  1289,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  2,p.  290. 

—  En  la  ejecución  de  las  pólizas  de  contrato  á  la  gruesa,  debe 
seguirse  el  mismo  procedimiento  que  para  las  letras  de  cambio 
(art.  1289,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  2,  p.  290. 
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Juicio  ejecutívo.  —  En  la  ejecución  de  las  pólizas  de  contrato  á 
la  gruesa,  es  inadmisible  la  excepción  de  inhabilidad  del  titulo. 
—  T.  2,  p.  290. 

—  Solamente  son  apelables  en  él,  los  autos  que  se  declaran  tales 
por  la  ley  (art.  300,  Ley  Proc).  —  T.  3,  p.  172. 

—  Las  providencias  que  se  dicten  para  llevará  efecto  el  auto  de 
solvendo  antes  de  la  citación  de  remate,  no  son  apelables.  — 
T.  3,  p.  172. 

—  La  fianza  que  puede  exigir  el  deudor  al  entregar  las  cosas 
ejecutadas,  es  la  de  garantir  el  resultado  del  juicio  ordinario 
que  pueda  promover.  —  T.  3,  p.  178. 

—  £1  haber  desistido  de  proponer  excepciones  al  juicio  ejecu- 
tivo, no  quita  al  ejecutado  el  derecho  de  exigir  fianza  para  ga~ 
rantir  el  resultado  del  juicio  ordinario  que  pueda  promoverse, 
sí  su  desistimiento  ha  sido  hecho  y  aceptado  bajo  la  expresa 
condición  de  reservarse  el  derecho  para  promover  el  juicio  or- 
dinario. —  T.  3,  p.  178. 

—  Las  cuentas  traen  aparejada  ejecución,  cuando  han  sido  apro- 
badas ó  reconocidas  con  audiencia  de  las  partes,  ó  suscritas 
por  el  deudor  (art.  249,  inc.  7*»,  Ley  Proc).  —  T.  3,  p.  185. 

—  Un  vale  al  portador,  debidamente  protestado,  produce  ac- 
ción ejecutiva  contra  el  firmante.  — T.  3,  p.  190. 

—  La  substracción  del  vale  que  sirve  de  título  á  la  ejecución, 
no  constituye  una  excepción  legal  contra  ésta.  —  T.  3,  p.  190. 

—  La  substracción  á  que  alude  el  sumario  precedente,  sólo  po- 
dría dar  lugar,  en  caso  de  resultar  mérito  para  ello,  á  la  sus- 
pensión del  juicio  civil,  hasta  la  decisión  del  criminal.  —  T. 
3,  p.  190. 

—  Los  perjuicios  que  están  reconocidos  como  legítimos  por 
una  sentencia  ejecutoriada,  pero  que  no  están  liquidados,  no 
pueden  cobrarse  ejecutivamente.  —  T.  3,  p.  222. 

—  Las  leyes  de  forma,  que  rigen  el  juicio  ejecutivo,  están  subor- 
dinadas á  las  de  fondo.  —  T.  5,  p.  56. 

—  La  excepción  de  inhabilidad  del  título,  admitida  en  general 


r 
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por  la  ley  áe  proceditnieutos  del  juicio  ejecutivo,  no  se  puede 
admitir  cuando  éste  proceda  de  letras  de  cambio.  — «V,  ^, 
p.  56. 

Juicio  ejecutivo. — Las  costas  y  dilaciones  de  ia  prueba  admitida 
por  el  juez  sobre  la  excepción  mencionada  en  el  sumario  que 
precede,  deben  ser  indemnizadas  por  él.  —  T.  5,  p.  56. 

—  Las  cuentas  aprobadas,  revisten  un  carácter  ejecutivo  (art. 
247,  Ley  Proc).  —  T.  5,  p.  248. 

—  El  simple  reconocimiento  de  la  firma  de  un  documento  de 
obligación,  basta  para  que  la  ejecución  quede  preparada,  aun- 
que se  niegue  su  contenido  (art.  251,  Ley  Proc).  — T.  5,  p. 
248. 

—  Su  tramitación  puede  ser  paralizada  por  un  incidente  de'com- 
petencia^  para  evitar  nulidades.  —  T.  5,  p.  261. 

—  Sí  el  vendedor  no  justifica  haber  cumplido  por  su  parte  el 
contrato  de  compra-venta,  no  le  corresponde  acción  ejecutiva 
por  el  cobro  del  precio.  Su  acción  debe  substanciarse  por  los 
trámites  del  juicio  ordinario.  —  T.  5,  p.  332. 

—  No  puede  demandarse  ejecutivamente  el  pago  de  fletes,  exis- 
tiendo cuestión  sobre  la  cantidad  que  debe  abonarse  por  ellos, 
(art.  252,  Ley  Proc).  —  T.  5,  p.  343. 

—  Del  juicio  ordinario,  no  puede  pasarse  al  ejecutivo  y  del  auto 
que  en  ese  caso  se  dicte  en  la  forma  de  auto  de  solvendo,  debe 
concederse  apelación.  —  T.  5,  p.  393. 

—  El  auto  de  solvendo  no  hace  autoridad  de  cosa  juzgada.  — 
T.  5,  p.  415. 

—  La  falta  de  cumplimiento  del  contrato  por  parte  del  fletante, 
y  la  plus  petitio  opuesta  á  la  ejecución  por  cobro  de  fletes,  im- 
portan la  excepción  de  inhabilidad  del  título.  —  T.  5,  p.  415. 

—  En  el  caso  del  artículo  253  de  la  ley  de  procedimientos,  se  si- 
gue válidamente  con  el  defensor  de  oficio,  y  para  perjuicio  al 
deudor.  —  T.  6,  p.  73. 

—  Es  una  excepción  legal  en  il,  el  pago  confesado  en  una  carta 
reconocida  en  juicio  (art.  270,  Ley  Proc).  —  T.  6,  p.  164. 

T.    II  I 
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Juicio  ejecutivo.  —  En  la  sentencia  de  remate  en  que  se  manda 
llevar  adelante  la  ejecución,  el  ejecutado  debe  ser  condenado 
en  costas  (art.  277,  Ley  Proc.).— T.  6,  p.  209. 

—  Las  sumas  realizadas  en  él  no  pueden  aplicarse  á  otros  ob- 
jetos que  á  la  reintegración  del  ejecutante.  Se  exceptúa  el  ca- 
so délas  costas  del  mismo  juicio,  y  de  otro  crédito  declarado 
preferente  por  ejecutoria  (art.  298,  Ley  Proc).  —  T.  7,  p.  106. 

—  El  traslado  sin  perjuicio,  es  ajeno  de  la  tramitación  que  la 
ley  de  procedimientos  ha  dado  al  juicio  ejecutivo.  El  deman- 
dante que  se  conforma  con  esa  tramitación,  viene  á  reconocer 
que  el  documento  presentado  por  él,  no  reviste  «1  carácter  de 
plena  prueba,  que  se  requiere  para  despachar  el  auto  de  sol  ven- 
do. £a  ese  caso  no  puede  oponerse  á  que  el  juez  se  procure 
los  C(mocimientos  que  repute  convenientes  para  resolver  la 
causa.  — T.  7,  p.  138. 

—  La  providencia  de  traslado  sin  perjuicio  en  una  demanda  eje- 
cutiva, equivale  á  denegar  el  auto  de  sol  vendo.  —  T.  7,  p.170. 

—  La  citación  de  remate  es  uno  de  los  trámites  esenciales  del 
juicio  ejecutivo.  —  T.  7,  p.  201 . 

—  En  éste,  ante  la  Suprema  Corte  no  se  admiten  pruebas 
que  no  consten  de  documentos  públicos  (art.  306,  Ley  Proc). 
—  T.  8,  p.  220. 

—  Concluido  éste,  tanto  el  actor  como  el  reo  tienen  su  derecho 
á  salvo  para  promover  el  ordinario  (art.  278,  Ley  Proc).  — 
T.  8,  p.  252. 

—  No  puede  pedirse  la  citación  de  remate  en  un  juicio  ejecuti- 
vo, suspendido  en  virtud  de  fallos  ejecutoriados. — T.  9,  p.  249. 

—  Siendo  por  la  ley  inapelable  la  resolución  dada  en  un  juicio 
verbal,  no  puede  decirse  consentida  cuando  tenga  por  objeto 
una  excepción  que  no  puede  oponerse  sino  en  una  estación 
posterior  deljuicio.  —  T.  9,  p.  330. 

—  En  él,  no  hay  más  autos  apelables  que  los  declarados  tales 
por  la  ley  (art.  300,  Ley  Proc).  —  T.  9,  p.  468. 

—  El  juez  debe  examinar  cuidadosamente  el  instrumento  con 
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que  se  deduce  una  acción  ejecutiva,  para  decidir  si  la  ejecu- 
ción debe  ó  no  debe  tener  lugar  (art.  259,  Ley  Proc).  —  T.  9, 
p.  577. 

Juicio  ejeouthro.  —  No  oponiéndose  en  él,  excepción  dentro 
del  término  legal  (art.  268,  Ley  Proc.)^  debe  dictarse  sentencia 
de  remate.  —  T.  <0,  p.  106. 

—  Aquel  contra  el  cual  no  se  ha  deducido  tercería  alguna  de 
oposición,  debe  llevarse  adelante,  con  arreglo  á  la  ley  de  pro- 
cedimientos (art.  28Í).  —  T.  ii,  p.  4Í. 

—  En  él,  son  apelables  solamente  los  autos  que  se  declaran  ta- 
les por  la  ley  de  procedimientos  (art.  300);  por  consiguiente 
no  puede  apelarse  del  auto  de  sol  vendo.  —  T.  15,  p.  130. 

—  En  él,  no  puede  dictarse  sentencia,  sí  no  se  ha  citado  de  re- 
mate al  deudor,  ó  éste  no  ha  renunciado  á  oponer  las  excep- 
ciones permitidas  por  la  ley.  —  T.  15,  p.  355. 

—  Puede  iniciarse,  proviniendo  el  crédito  de  una  letra  de  cam- 
bio. —  T.  17,  p.  64. 

—  Sólo  son  admisibles  en  el  juicio  ejecutivo,  las  excepciones 
enumeradas  en  el  artículo  270  de  la  ley  de  procedimientos.  En- 
tre ellas  no  está  la  de  error  ó  de  devolución  de  lo  indebidamen- 
te pagado.  —  T. 19,  p.  10. 

—  -     El  artículo  290  de  la  ley  de  procedimientos  nacionales,  deja 

al  arbitrio  del  actor  pedir  una  nueva  subasta,  previa  retasa, 
cuando  en  la  anterior  no  ha  habido  postores,  ó  que  se  le  adju- 
diquen los  bienes  por  las  dos  terceras  partes  de  la  tasación. 
Habiendo  optado  el  acreedor  por  el  primer  extremo,  no  puede 
ser  compelido  al  segundo,  sin  convertir  en  una  obligación  lo 
que  la  ley  ha  querido  que  sea  facultativo  y  dependiente  de'  la 
voluntad  del  interesado.  —  T.  19,  p.  172. 

—  Los  bienes  embargados  deben  ser  vendidos  en  pública  su- 
basta, cuando  las  partes  no  se  hallen  conformes  respecto  del 
nombramiento  de  martiliero  (art.  288,  Ley  Proc).  —  T.  20, 
p.  43. 

—  No  siendo  realizables  en  el  acto  los  créditos  embargados  en 
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el  juicio  ejecutivo,  debe  procederse  á  su  venta  (art.  S183,  Ley 
Proc).  —T.  32,  p.  Í1. 

Juicio  ejecutivo.  —  En  él,  no  puede  discutirse  y  resolverse  la 
nulidad  y  constitucionalidad  de  una  ley,  por  ser  de  lato  cono  • 
cimiento.  —  T.  25,  p.  347. 

—  La  omisión  de  la  condenación  en  costas  en  un  incidente  del 
juicio  ejecutivo,  es  reparable,  y  el  auto  relativo  no  es  suscep- 
tible (le apelación.  —  T.  49,  p.  106. 

—  Las  excepciones  en  el  juicio  ejecutivo,  deben  considerarse 
opuestas  dentro  del  término  legal,  si  así  resulta  de  los  infor- 
mes del  secretario  y  otros  antecedentes  de  autos.  —  T.  52, 
p.  151. 

—  En  él,  no  son  admisibles  las  excepciones  opuestas  después 
de  la  oportunidad  legal^  máxime  si  ellas  no  son  legítimas.  — 
T.  56,  p.  229. 

—  Caracterizada  la  contienda  como  juicio  ejecutivo,  en  virtud  de 
haberse  ordenado  la  citación  de  remate,  y  opuesto  y  contestado 
excepciones,  el  juez  está  en  el  deber  de  pronunciarse  sobre 
éstas.  —  T.  59,  p.  59. 

—  No  es  excepción  admisible  contra  la  ejecución,  la  de  hallarse 
los  muebles  embargados  sujetos  á  un  embargo  anterior  ó  ser 
algunos  de  ellos  de  los  exceptuados  por  la  ley.  —  T.  60;  p.  259. 

—  Los  procedimientos  de  éste,  se  han  introducido  en  favor  del 
acreedor  y  para  conseguir  por  el  ministerio  de  la  justicia,  el 
más  pronto  pago  del  capital  é  intereses  del  crédito  que  recla- 
ma. —  T.  61,  p.  383. 

—  Iniciado  contra  el  ñrmantede  una  letra,  á  quien  se  intimó  el 
pago,  el  que  se  presenta  y  es  aceptado  como  deudor  de  la  mis- 
ma, no  puede  pretender  que  se  vuelva  á  intimar  el  pago.  — T. 
61,  p.  444. 

—  No  es  pasible  de  intereses  y  costas  el  deudor  que  al  ser  noti- 
ficado del  auto  de  sol  vendo,  renuncia  los  trámites  del  juicio, 
pide  que  se  entregue  al  acreedor  el  dinero  que  con  conoci- 
miento de  él  tenía  depositado  en  el  Banco  de  la  Nación,  y  ha- 
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ce  transferir  el  depósito  á  la  orden  del  juzgado,  para  efectuar 
el  pago.  —  T.  62,  p.  209. 

Jaicio  ejecutivo. — Véase:  Apelable;  Apelaciónj  Auto  de  solvendo; 
Costas;  Embargo:  Excepciones;  Honorarios;  Juicio  ordinario ; 
Litis  pendencia ;  Nulidad;  Prescripción  ;  Reconocimiento;  Retaba; 
Suprema  Corte.  / 

Juicio  en  rebeldía.  —  No  es  un  requisito  esencial  al  juicio  se- 
guido en  rebeldía,  el  abrir  la  causa  á  prueba  de  los  hechos  so- 
bre que  versa  la  cuestión  (art.  185  y  186,  Ley  Proc).  —  T.  11, 
p.  95. 

—  En  los  juicios  seguidos  en  rebeldía,  el  demandado  no  tiene 
más  recurso  que  el  de  rescisión.  — T.  12,  p.  349. 

—  El  procedimiento  extraordinario  del  juicio  en  rebeldía,  tiene 
por  objeto  contener  la  malicia  y  reprimir  la  desobediencia  de 
los  litigantes  que  voluntariamente  se  constituyen  rebeldes.  — 
T.  20,  p.  244. 

—  Véase:  Prueba, 

Juicio  entre  socios.  —  Véase:  Justicia  federal. 

Jaicio  ordinario.  —  Las  acciones  para  las  cuales  las  leyes  no 
han  creado  un  juicio  excepcional,  deben  substanciarse  por  la 
vía  ordinaria.  —  T.  7,  p.  319. 

—  Las  excepciones  opuestas  y  desechadas  en  el  juicio  ejecutivo, 
no  pueden  servir  de  base  al  reclamo  en  el  ordinario,  sino  sólo 
en  el  caso  de  ser  legítimas  y  haber  sido  desechadas  por  falta 
de  prueba.  —  T.  7,  p.  390. 

—  En  él,  después  de  contestada  la  demanda,  si  no  se  hubiese 
recibido  la  causa  á  prueba,  debe  el  escribano  poner  el  expe- 
diente al  despacho,  y  el  juez  llamar  autos  para  sentencia  (art. 
178,  Ley  Proc).  —  T.  10,p.  328. 

—  No  puede  empezar  por  embargo.  — T.  16,  p.  445. 

—  Véase :  Apoderado ;  Juicio  ejecutivo. 

Jaicio  pendiente.  —  Concluido  un  juicio  ejecutivo  con  la  entre- 
ga de  una  parte  del  crédito,  y  ordenada  la  caución  juratoria  al 


JUI  —  22  — 

deudor^  de  pagar  el  resto  cuando  llegase  á  mejor  fortuna^  no 
puede  decirse  que  hay  juicio  pendiente  con  respecto  á  la  ac- 
ción ordinaria  que  se  entable  después  de  18  años  para  co- 
brar el  resto  de  la  deuda.  -•-  T.  12,  p.  425. 

Juicio  pendiente.  —  La  excepción  de  juicio  pendiente,  no  está 
comprendida  en  las  únicas  admisibles  en  el  juicio  ejecutivo, 
con  arreglo  al  articulo  270  de  la  ley  de  procedimientos  nacio- 
nales.—T.  13,  p.  24. 

—  Pendiente  el  juicio  sobre  ejecución  del  laudo,  no  deben  ad- 
mitirse los  recursos  de  apelación  y  nulidad,  sin  que  antes  se 
cumpla  la  sentencia  arbitral.  —  T.  15,  p.  465. 

Juicio  político.  —  El  artículo  45  de  la  Constitución  nacional 
no  se  refiere  á  los  jueces  locales  de  la  Capital:  el  juicio  poli- 
tico  á  que  éstos  se  hallan  sometidos,  tiene  su  origen  en  el  ar- 
ticulo 105  de  la  ley  orgánica  de  los  tribunales  de  la  Capital,  de 
1886. —  T.  52,  p.  286. 

Juicio  posesorio.  —  En  él  nada  se  prejuzga  y  es  independiente 
del  de  propiedad.  —  T.  12,  p.  354. 

—  Iniciado  un  juicio  posesorio  no  puede  intentarse  el  petitorio 
antes  que  aquella  instancia  haya  terminado  (art.  2484,  Cód. 
Civ.).  —  T.  13,  p.  315. 

—  Las  sentencias  dictadas  en  él,  no  hacen  cosa  juzgada  para 
la  cuestión  de  propiedad.  —  T.  13,  p.  456. 

—  Véase :  Interdicto  ;  Juicio  verbal ;  Posesión. 

Juicio  radicado.  —  El  juicio  radicado  en  los  tribunales  de  pro- 
vincia, debe  seguirse  y  fenecerse  en  ellos,  cualquiera  que  sea 
la  calidad  délas  partes.  —  T.  10,  p.  171. 

—  En  juicio  radicado  ante  los  tribunales  de  provincia,  queda  á 
salvo  el  recurso  para  la  Suprema  Corte  expresado  por  el  artí- 
culo 1 4  de  la  ley  sobre  jurisdicción,  de  1 4  de  septiembre  de  1 863. 
—  T.10,  p.  171. 

—  No  existiendo  éste,  no  hay  materia  que  pueda  ser  avocada.— 
T.10,p.  171. 

—  El  juicio  radicado  ante  los  tribunales  de  provincia,  debe  con- 
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cluirse  ante  los  mismos^  aunque  sea  entre  un  ciudadano  y  un 
extranjero  (art. -12,  inc.  4*»,  y  14,  LeyJurisd.).  —T.  10,  p.  413. 

Juicio  radicado.— Radicado  un  juicio  ante  los  tribunales  de  pro- 
vincia, debe  ser  sentenciado  y  fenecido  en  la  jurisdicción  pro- 
vincial (art.  14,  Ley  Jarisd.).  —  T.  10,  p.  490  ;  t.  13,  p.  315. 

—  Una  demanda  desechada  in  limine^  sin  audiendia  ni  citación 
de  parte,  no  produce  el  efecto  de  radicar  el  juicio.  — T.  12, 
p.  425. 

—  Habiendo  los  poderes  públicos  provinciales,  declarádose  in- 
competentes para  conocer  en  un  reclamo,  no  puede  decirse 
que  hay  sobre  él,  juicio  radicado  en  lo  contencioso  adminis- 
trativo. —  T.  17,  p.  343. 

—  £1  juicio  seguido  ante  la  jurisdicción  comercial  de  la  provin- 
cia, debe  considerarse  radicado  ante  los  tribunales  provinciales, 
aunque  en  última  instancia  se  declare  nulo  lo  actuado,  por 
corresponder  la  causa  á  la  jurisdicción  civil.  — T.  17,  p.  411. 

—  Radicado  el  juicio  ante  los  tribunales  de  provincia,  debe  fe- 
necer allí,  y  sólo  podrá  apelarse  á  la  Suprema  Corte  nacional 
en  los  casos  especificados  en  el  artículo  14  de  la  ley  sobre  com- 
petencia y  jurisdicción  de  los  tribunales  nacionales,  de  14  de 
septiembre  de  1863.  Entre  esos  casos  no  se  encuentra  el  de  ha- 
ber cambiado  de  nacionalidad  una  de  las  partes,  pendiente  el 
juicio  anulado  y  no  para  apelar  sino  para  iniciar  el  pleito  ante 
la  justicia  nacional.  — T.  17,  p.  411. 

—  £1  juicio  radicado  ante  los  tribunales  de  provincia,  debe  ser 
sentenciado  y  fenecido  en  laíjurisdicción provincial,  salvoel  re- 
curso á  la  Suprema  Corte,  en  los  casos  del  artículo  1 4  de  la  ley 
sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  tribunales  nacionales. 
—  T.  18,p.  23. 

—  La  causa  que  se  promueve  sobre  unas  tierras  por  los  que  se 
consideran  herederos  de  su  concesionario,  después  que  otros 
considerándose  con  el  mismo  carácter,  han  iniciado  igual  ges- 
tión ante  los  tribunales  de  provincia,  debe  considerarse  como 
radicado  ante  éstos.  Tanto  por  esta  razón,  como  por  la  de  tra- 
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tarse de  derechos  hereditarios  sobre  una  sucesión  ó  mejor  de- 
recho áella,  los  tribunales  federales  no  tienen  jurisdicción  pa- 
ra conocer  en  la  causa.  Tampoco  la  tienen,  si  la  causa  ha  sido 
traída  á  los  tribunales  federales  por  la  distinta  vecindad  ó  na- 
cionalidad de  una  de  las  partes,  y  esta  razón  no  comprende  á 
uno  de  los  actores  (art.  100,  Const.  Nac;  art.  10,  12,  inc.  1*»,  y 
U,  Ley  Jurisd.).  —  T.  18,  p.  79. 

Juicio  radicado.  —  En  los  casos  de  jurisdicción  concurrente, 

el  juicio  radicado  ante  los  tribunales  de  provincia  debe  ser 

fenecido  ante  ellos,  salvo  el  recurso  del  artículo  14  de  la  lev 

sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  tribunales  nacionales. 

—  T.  19,  p.  137. 

—  Radicado  un  juicio  ante  la  justicia  provincial^  debe  fenecer 
ante  la  misma,  sin  que  la  Corte  Suprema  pueda  conocer  de  él, 
sino  por  apelación  de  las  sentencias  definitivas  pronunciadas 
por  los  tribunales  superiores  de  las  provincias,  en  los  casos 
que  expresa  el  artículo  14  de  la  ley  de  jurisdicción.  — T.  20, 
p.  234. 

—  Radicado  un  juicio  ante  el  juez  de  sección,  no  puede  darse 
al  demandante  testimonio  de  piezas  del  proceso  pedidas  para 
ocurrir  al  juez  del  concurso  que  se  alegue  haber  formado  al 
demandado,  si  no  se  justifica  la  existencia  de  ese  concurso.  — 
T.  21,  p.  623. 

—  Si  bien  por  el  artículo  14,  ley  de  jurisdicción,  una  vez  ra- 
dicado un  juicio  ante  los  tribunales  de  provincia,  será  senten- 
ciado y  fenecido  en  la  jurisdicción  provincial,  ello  debe  en- 
tenderse en  los  casos  de  jurisdicción  concurrente,  mas  no 
cuando  la  jurisdicción  es  improrrogable  por  razón  de  la  ma- 
teria. —  T.  41  p.  174. 

Juicio  terminado.  —  No  son  admisibles  las  diligencias  pedidas 
con  el  objeto  de  continuar  un  juicio  que  se  halla  definitiva- 
mente terminado.  —  T.  53,  p.  375  y  377. 

Juicio  testamentario.  —  Los  juicios  testamentarios  son  univer- 
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sales  y  atraen  á  sf,  las  causas  que  se  promueven  contra  la  tes- 
tamentaría. —  T.  U,  p.  92. 

Juicio  testamentario.  —  Véase  :  Justicia  provincial. 

Juicio  universal.  —  A.trae  al  tribunal  donde  se  radica,  todos  los 
pleitos  pendientes  ante  otros  juzgados.  — T.  3,p.  55. 

—  Las  causas  que  se  encuentran  en  instancia  de  apelación,  no 
son  avocables  por  el  juicio  universal  de  sucesión  (art.  763, 
Cód.  Procedimientos  de  la  Capital.  Este  artículo  es  aplicable 
lo  mismo  al  juicio  ab  intestato,  que  al  de  testamentaría).  — 
T.  37,  p.  318. 

—  La  universalidad  del  juicio  atrae  las  causas  en  que  la  testa- 
mentaría ó  el  causante  son  parte  demandada,  no  las  en  quer  son 
parte  demandante.  (No  está  comprendido  en  el  art.  12;  inc.  1^, 
Ley  jurisd.,  el  caso  en  que  la  sucesión  sea  demandante,  con 
arreglo  al  art.  4°,  Ley  Proc,  y  art.  3284,  Cód.  Civ.).  —  T.  37, 
p.  354. 

—  Véase  :  Justicia  provincial . 

Juicio  verbal. —  En  los  juicios  posesorios^  el  trámite  legal  para 
oir  á  las  partes,  es  el  juicio  verbal.  —  T.  25,  p.  177. 

Junta  calificadora.  —  Véase  :  Ley  electoral. 

Junta  escrutadora.  —  No  es  competente  para  conocer  de  sus 
actos, eV juez  de  sección;  pues  éste  forma  parte  de  ella:  no 
hay  disposición  alguna  legal  que  lo  autorice  á  rever  sus  pro- 
cederes, y  por  ser  los  funcionarios  que  la  forman,  justiciables 
ante  otros  tribunales.  —  T.  30,  p.  90. 

Juramento.  —  La  prueba  imperfecta  sólo  puede  completarse 
por  el  juramento  supletorio^  en  causas  de  poca  importancia.  — 
—  T.  8,  p.  446. 

—  Al  presunto  reo,  no  debe  exigirsele  juramento,  cuando  se 
le  toma  la  declaración  indagatoria.  —  T.  12,  p.  315. 

—  No  existiendo  datos  para  establecer  el  importe  del  dinero 
perdido,  debe  deferirse  su  fijación  al  juramento  del  actor  y  á 
la  estimación  del  juez,  previa  la  prueba  de  los  datos  indis- 
pensables para  hacerla  (ley  5,  tít.  11,  part.  3).  —  T.  20,  p.  473. 
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Juramento. —  No  resultando  prueba  bastante  respecto  del  valor 
de  un  bulto  perdido,  debe  él  ser  fijado  por  el  juramento  del 
actor  dentro  de  la  suma  del  aforo  déla  aduana.  — T.  40, 
p.  30. 

—  £1  importe  de  los  perjuicios  debidos  que  no  se  hayan  justi- 
ficado, debe  fijarse  por  medio  del  juramento  deferido  al  actor. 
—  T.  44,  p.  97. 

—  El  que  se  difiere  al  actor  sobre  los  daños  causados,  debe 
prestarse  dentro  de  la  suma  que  fija  el  juez,  y  no  puede  ser 
dejado  al  arbitrio  de  aquél  (ley  5,  tít.  M\  part.  3»).  —  T.  62, 
p.  231. 

—  Véase  :  Daños  y  perjuicios. 

Jurisdicoión.  —  £s  atributo  esencial  de  la  soberanía.  —  T.  3, 
p.  484. 

—  Es  un  acto  de  jurisdicción,  el  obligar  á  un  individuo  de  la 
nacionalidad  del  cónsul,  comparecer  contra  su  voluntad  ai 
consulado.  —  T.  3,  p.  484. 

—  Los  tribunales  inferiores  á  la  Suprema  Corte^  sólo  tienen  la 
jurisdicción  que  el  Congreso  les  ha  conferido.  —  T.  4,  p.  352. 

—  El  juez  competente  para  lo  principal,  lo  es  también  para  lo 
accesorio.  —  T.  4,  p.  352. 

—  De  los  juicios  en  que  se  trata  de  la  ejecución  de  actos  judi- 
ciales, debe  conocer  la  misma  jurisdicción  ante  la  que  queda- 
ron ejecutoriados.  —  T.  4,  p.  468. 

—  Es  un  principio  de  derecho  internacional,  que  los  tribunales 
de  un  estado,  sólo  ejercen  jurisdicción  rectamente  sobre  las 
personas  y  cosas  que  se  encuentran  en  su  territorio.  Este  prin- 
cipio comprende  tanto  el  conocimiento  de  las  contestacio- 
nes sobre  el  derecho  á  los  bienes,  como  las  providencias  con- 
servatorias para  asegurar  el  resultado  de  juicios  que  deban 
promoverse  ante  tribunales  extranjeros.  — T.  7,p.  267. 

—  No  se  extiende  fuera  del  propio  territorio.  — T.  8,  p.  58. 

—  El  orden  de  las  jurisdicciones  es  de  interés  general,  y  no 
puede,  fuera  de  los  casos  permitidos  por  la  ley,  ser  alterado 
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por  la  voluntad  de  los  que  son  llamados  á  comparecer  en  juicio. 
—  T.  i%,  p.  7;t.  13,  p.  392. 

Jurisdicción. —  Las  leyes  sobre  jurisdicción  y  competencia  son 
de  orden  público»  y  no  depende  de  la  voluntad  de  las  partes 
su  aplicación.  —  T.  U,  p.  280. 

—  Para  establecer  la  del  juzgado,  debe  sólo  atenderse  á  la  na- 
turaleza de  la  causa  y  personas  que  intervienen,  según  se 
desprenda  de  la  demanda,  h\n  entrar  á  juzgar  sobre  el  fondo 
de  ella.  —  T.  15,  p.  182. 

—  El  cesionario  tiene  que  seguir  la  del  cedente. — T.  17,  p.  325. 

—  No  la  tienen  los  tribunales  de  justicia  para  juzgar  de  la  le- 
galidad ó  ilegalidad  de  la  composición  del  congreso,  desde  que 
por  disposición  expresa  de  la  constitución,  cada  cámara  es  juez 
único  de  las  elecciones,  derechos  y  títulos  de  sus  miembros. — 
T.  23,  p.  257. 

—  Federalizado  el  territorio  de  Misiones,  la  jurisdicción  que  so- 
bre él  ejercía  la  provincia  de  Corrientes,  pasó  ipso  fado  á  la 
autoridad  nacional.  —  T.  24,  p.  432. 

—  La  estipulación  expresa  en  el  contrato  de  fletamento,  de 
que  todo  reclamo  por  pérdida,  daño,  entrega  defectuosa  de  la 
mercadería,  ó  cualquier  otro,  se  arreglará  en  Liverpool,  de 
acuerdo  con  las  leyes  inglesas,  importa  falta  de  jurisdicción 
en  los  tribunales  argentinos  para  conocer  de  un  reclamo  so- 
bre entrega  de  las  mismas  (art.  43,  Cód.  Com.  ant.).  — T.  25, 
p.  235 ;  t.  60,  p.  225. 

—  Mientras  no  se  hallen  en  posesión  legal  de  su  cargo  los  jue- 
ces de  paz  de  las  colonias  nacionales  del  Chaco,  el  juez  federal 
de  Corrientes  sigue  ejerciendo  en  ellas  la  jurisdicción  que  te- 
nía antes  de  organizarse  el  gobierno  de  ese  territorio.  —  T.  26, 
p.  205. 

—  La  de  los  tribunales  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  en  los 
juicios  de  testamentaría,  es  prorrogable  por  voluntad  de  partes 
(art.  1,  Cód.  Proc.  de  dicha  provincia).  —  T.  42,  p.  69. 

—  Esta  se  determina  por  la  naturaleza  de  la  demanda  en  sí. 
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y  no  por  lo  que  se  haga  materia  de  contradicción  por  parte 
del  demandado.  —  T.  43,  p.  2í0. 

Jurisdicción.  —  La  naturaleza  de  los  delitos  ó  el  lugar  en  que 
se  cometen,  son  los  que  señalan  la  jurisdicción  respectiva  de 
la  nación  ó  de  la  provincia.  —  T.  53,  p.  254. 

—  No  queda  ella  definitivamente  fijada,  sino  cuando  el  pleito 
ha  sido  trabado  por  demanda  y  por  respuesta.  — T.  57,  p.  382. 

—  La  jurisdicción,  una  vez  radicada  ante  los  tribunales  locales, 
queda  la  misma,  cualesquiera  que  senn  las  modificaciones 
que  sobrevengan  en  relación  al  domicilio  ó  vecindad  de  las 
partes,  ó  por  razón  de  la  cesión  ó  traspaso  á  .terceros  de  los 
derechos  de  aquellos.  — T.  58,  p.  329. 

—  El  cambio  de  las  personas  que  intervienen  como  partes  en  un 
pleito^  no  altera  la  jurisdicción  de  los  tribunales  en  que  éste 
se  haya  trabado  por  demanda  y  por  respuesta.  —  T.  59,  p.  7. 

—  Véase  :  Competencia;  Domicilio  especial;  Ejecución;  Justicia 
federal;  Impuesto  provincial ;  Magistrado. 

Jurisdicción  administrativa.  —  Si  al  tiempo  de  vencer  los  tres 
días  señalados  en  el  artículo  179  de  las  ordenanzas  de  adua- 
na (antiguas),  no  existen  mercaderías  en  ésta,  el  cobro  debe 
salir  de  la  jurisdicción  administrativa,  y  entrar  á  la  judiciaria. 
La  administración  no  puede  reasumirla  para  embargar  las  mer- 
caderías entradas  con  posterioridad.  Es  al  juez  á  quien  se 
debe  ocurrir,  quien  puede  ordenar  el  embargo  de  éstas.  — 
T.  \0,  p.  203. 

Jurisdicción  administrativa.  —  El  hecho  de  ocurrir  á  la  mu- 
nicipalidad un  acreedor  de  ella,  gestionando  el  cobro  de  su 
cuenta,  no  importa  someterá  su  jurisdicción  administrativa,  la 
justicia  y  pago  de  su  crédito.  —  T.  27,  p.  435. 

—  La  jurisdicción  y  procedimientos  administrativos  estableci- 
dos por  las  Ordenanzas  de  Aduana^  no  pugnan  con  la  Consti- 
tución, sino  que  están,  al  contrario,  dentro  de  su  letra  y  de  su 
espíritu.  (Corresponde  al  poder  ejecutivo  la  recaudación  de 
las  rentas  de  la  nación:  art.  86,  inc.  13,  Const.  Nac.  Las  Or- 
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denaozas  dictadas  por  el  Congreso,  en  ejercicio  de  la  facultad 
especial  quele  confiere  el  inc.  1^,  art.  67,  Const.  Nac,  y  déla 
general  del  inciso  28  del  mismo  articulo,  tienen  por  objeto  fun- 
damental dar  para  la  percepción  del  impuesto,  á  los  que  han 
de  ajustarse  los  procedimientos  de  la  administración,  reglas 
que  no  excluyen,  en  su  caso,  la  intervención  del  poder  judicial). 
—  T.  52,  p.  325. 

Jurisdicción  arbitral.  —  En  los  arbitramentos  voluntarios,  la 
jurisdicción  voluntaria  concluye  con  el  plazo  señalado  por  las 
partes,  salvo  que  éstas  convengan  en  prorogarlo  fley  27,  tít.  4", 
part.  3a).  —  T.  9,  p.  453. 

—  La  competencia  del  juez  no  excluye  la  de  jurisdicción  arbi- 
tral^ sea  que  ésta  provenga  de  la  ley,  sea  que  nazca  de  la  con- 
vención de  las  partes ;  porque  en  uno  y  otro  caso  debe  haber 
un  juez  competente  para  compeler  á  las  partes  á  acatar  y  eje- 
cutar lo  que  la  ley,  ó  ellos  mismos  hubiesen  proscripto.  — 
T.  13,  p.  236. 

Jurísdicción  comercial.  —  Están  sujetas  á  ella,  las  causas  que 
se  refieren  al  transporte  de  pasajeros  por  empresas  de  vapores 
por  agua,  y  todas  sus  consecuencias  (arl.  7  y  8,  inc.  5<*,  Cód. 
Com.).  —  T.  44,  p.  70. 

Jurisdicción  concurrente.  —  En  los  casos  de  ella,  la  preven- 
ción en  el  conocimiento  de  la  causa  tomada  por  el  juez  depro- 
vincia, le  da  una  competencia  exclusiva  en  ella  (art.  12  y  14, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  7^  p.  38. 

—  En  el  caso  de  jurisdicción  concurrente,  debe  llevarse  el  asun- 
to al  conocimiento  de  los  tribunales  de  provincia,  si  ambas 
partes  están  conformes  al  respecto.  —  T.  8,  p.  261 . 

—  En  las  causas  de  jurisdicción  concurrente  por  razón  de  las 
personas,  debe  conocer  el  juez  de  provincia,  si  se  ocurre  an- 
te él.  —  T.  20,  p.  198. 

—  Las  demandas  cuya  importancia  exceden  de  500  pesos,  no  es- 
tán comprendidas  en  la  ley  de  3  de  septiembre  de  1878.  —  T. 
28,  p.  358. 
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JnriadicciAit  conourrente. — En  lus  casos  de  jurisdiccióa  concu- 
rrente, la  demanda  deducida  ante  un  juez  ordinario  incompe- 
tente, puede,  no  habiendo  sido  contestatada,  interponerse  ante 
los  tribunides  federales.  —  T.  28,  p.  428. 

Jurísdíccián  consentida.  —  Propuestas  las  cuestionesde  com- 
petencia como  excepciones  dilatorias,  y  consentido  el  fallo  de 
los  tribunales  provinciales  declarándose  competentes,  queda 
consentida  la  jurisdicción  de  éstos.  —  T.  19,  p.  383. 

JarisdicciAn  criminal.  —  La  de  los  jueces  de  sección,  se  limita 
Á  los  casos  especificados  en  el  articulo  tercero  de  la  ley  sobre 
jurisdicción.  —  T.  1(i,  p.  6i. 

—  El  lugar  del  delito,  es  la  fuente  primera  de  la  jurisdicción  en 
materia  criminal.  —  T.  24,  p,  450. 

—  Es  improrogable  entre  jueces  de  diverso  orden ;  y  la  decla- 
ración de  su  incompetencia  procede  de  oficio  en  cualquier  es- 
lado  de  la  causa  en  que  aparezca  ella  (art,  19  y  48,  Cód.  Proc. 
Crim.;  art.  1,  Ley  Proc).  —  T.  48,  p.  151. 

—  La  de  los  tribunales  federales,  no  procede  sino  en  los  casos 
determinados  por  la  ley.  —  T.  56,  p.  182. 

Jañsdioción  excluyeme.  —  Véase :  Justicia  federal. 

Jarisdioción  militar.  —  La  jurisdicción  militar  nacional,  no  pue- 
de aplicarse  á  los  enrolados  en  la  milicia  sino  transitoriamen- 
te, mientras  la  guardia  nacional  se  encuentra  movilizada  en  ser- 
vicio de  la  nación,  ni  retenerse  después  que  la  movilización  ha 
cesado,  sino  en  el  caso  de  que  tos  procedimientos  hubiesen  em- 
pezado mientras  ella  subsistía.  —  T,  9,  p.  474. 

—  El  articulo  7  de  la  ley  de  14  de  septiembre  de  1863,  debe  li- 
mitarse en  su  interpretación,  al  caso  en  que  concurra  la  juris- 
dicción nacional  y  militar  en  un  mismo  delito,  previsto  y  pe- 
nado en  uno  y  otro  código;  y  no  debe  aplicarse  al  caso  de  un 
delito  común,  penado  solamente  por  la  ley  nacional,  á  pesarde 
ser  cometido  en  acto  de  servicio.  —  T.  14,  p.  453. 

—  Corresponde  á  ella  el  juzgamiento  de. los  cómplices  en  la  fu- 
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ga  de  un  militar,  sujeto  á  un  consejo  de  guerra,  —  T.  46,  p. 
197. 

Jurisdicción  militar. — Está  sujeto  á  ella,  el  delito  ejecutado  por 
un  militar,  dentro  del  cuartel  y  en  un  acto  del  servicio  (art.  4, 
tít.  5,  tratados  de  las  Ordenanzas  del  ejército;  y  art.  4,  ley  de  la 
provincia  de  Buenos  Aires,  de  7  de  julio  de  1823,  aceptada  por 
la  jurisprudencia  como  disposición  nacional).  —  T.  25,  p.  479; 
t.   27,  p.  110;  t,  52,  p.  211. 

Jurisdicción  originaria. —  Véase  :  Suprema  Corte. 

Jurisdicción  privativa.  —  Excluye  á  los  jueces  de  provincia; 
pero  no  á  los  jueces  seccionales  entre  sf.  Para  éstos,  la  pre- 
vención puede  y  debe  ser  una  causa  de  preferencia.  La  dispo- 
sición relativa  á  los  límites  jurisdiccionales,  no  es  aplicable  en 
el  caso  en  que  el  procesado  hubiese  cometido  un  delito  sepa- 
rado en  dos  provincias,  aunque  sea  del  mismo  género.  —  T. 
16,  p.  417. 

—  En  caso  de  jurisdicción  privativa,  no  puede  haber  lugar  á 
prevención,  y  el  reo  aprehendido  ó  procesado  por  otro,  debe  ser 
remitido  al  juez  competente.  —  T.  16,  p.  433. 

Jurisdicción  prorrogada. —  Cuando  un  extranjero  demanda  á  un 
argentino  anto  los  tribunales  provinciales,  la  jurisdicción  se 
entiende  prorrogada  con  sólo  la  demanda  (art.  12,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  5,  p.  405. 

—  Guando  un  extranjero  demanda  á  un  ciudadano  en  pleito 
civil,  ante  un  juez  de  provincia,  se  entiende  que  la  jurisdicción 
ha  sido  prorrogada  (art.  12,  Ley  Jurisd.).  — T.  6,  p.  76. 

—  Una  compañía  extranjera  que  contesta  una  demanda  ante  la 
justicia  nacional,  sin  declinar  de  jurisdícr.ión  sobre  materia  de 
jurisdicción  nacional,  ésta  queda  prorrogada,  cualquiera  que 
sea  la  vecindad  ó  domicilio  de  la  compañía.  —  T.  9,  p.  460. 

—  El  extranjero  que,  contra  un  argentino,  ocurre  ante  el  juez 
de  provincia,  prorroga  la  jurisdicción  provincial,  y  no  puede, 
pendiente  el  asunto,  ir  con  la  misma  acción  á  la  justicia  fede- 
ral. —  T.  9,  p.  544. 
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Jurisdicoión  prorrogada.  — En  las  causas  civiles  en  que  un  ex- 
tranjero demanda  á  un  ciudadano  ante  los  tribunales  de  pro- 
vincia, se  entiende  que  la  jurisdicción  ha  sido  prorrogada,  y  su 
conocimiento  corresponde  á  éstos  (art.  43,  inc.  4^,  Ley  Jurisd.). 
— T.  10,  p.  373  y  394. 

—  Aceptada  la  de  los  tribunales  provinciales  por  el  defensor 
del  demandado  extranjero,  la  causa  debe  seguirse  ante  aquella, 
por  haberse  prorrogado  la  jurisdicción.  —  T.  12,  p.  352. 

—  Para  que  se  entienda  prorrogada  la  jurisdicción  provincial,  en 
la  demanda  entablada  por  un  argentino  contra  un  extranjero, 
es  necesario  que  el  demandado  haya  contestado  la  demanda 
(art.  12,  Ley  Jurisd.).  —  T.  15,  p.  384. 

—  Entablada  y  seguida  una  causa  ante  los  tribunales  provincia- 
les, lajjurisdicción  concurrente  de  éstos  se  entiende  prorrogada 
aunque  se  hayan  declarado  incompetentes  por  considerarlo  de 
carácter  administrativo.  Prorrogada  la  jurisdicción,  la  causa  no 
puede  ser  traída  á  la  justicia  nacional  sino  por  el  recurso  pre- 
visto por  el  artículo  14  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competen- 
cia de  los  tribunales  nacionales  (art.  12,  inc.  4»,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  17,  p.  346. 

—  Siempre  que  el  vecino  de  una  provincia  demande  al  vecino 
de  otra  ante  un  juez  de  provincia,  se  entiende¡que  ha  prorroga- 
do la  jurisdicción  provincial  (art.  12,  inc.  4®,  Ley  Jurisd.).  — 
T.  23,  p.  75.  ^ 

—  Demandando  un  extranjero  á  un  argentino  ante  un  juez  de 
provincia,  se  entiende  prorrogada  la  jurisdicción  de  éste  (art. 
12,  inc.  4^  Ley  Jurisd.).  —  T.  24, p.  39. 

—  La  contestación  de  la  demanda  hecha  por  el  extranjero  ante 
los  tribunales  ordinarios,  importa  la  prorrogación  de  su  juris- 
dicción, aunque  se|haya  declarado  nulo  todo  lo  obrado.  —  T. 
31,  p.  49. 

—  La  prorrogación  tácita  de  la  jurisdicción  local,  prevista  por  el 
artículo  12  de  la  ley  de  jurisdicción,  se  determina  solamente 
por  la  contestación  de  la  demanda,  y  no  por  otros  actos  verifi- 
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cados  ante  ella.  (En  este  caso,  el  demandado  extranjero,  opuso 
la  excepción  de  incompetencia,  fundado  en  motivos  extraños 
al  fuero  federal,  al  que  se  acogió  después  de  resuelta  aquella. 
La  Corle  declaró  la  procedencia  de  dicho  fuero,  porque  aquella 
excepción  no  reviBla  el  propósito  de  renunciará  él).  —  T.  33, 
p.  285. 

Jurisdicción  prorrogada.  — .  El  extranjero  debidamente  citado 
ante  el  juez  de  paz,  y  condenado  en  rebeldía,  que  sólo  apele 
de  la  sentencia  sin  hacer  constar  la  incompetencia  y  la  nulidad 
del  procedimiento,  se  entiende  que  ha  prorrogado  ia  jurisdic- 
ción local. —  T.  56,  p.  18. 

—  La  jurisdicción  local  concurrente  se  entiende  prorrogada, 
cuando  se  opone  una  excepción  que  importa  reconocerla.  Tal 
es  la  que  se  refiere  al  fondo  del  asunto  (art.  12,  inc.  4°,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  62,  p.422. 

Jurisdicción  provincial.  —  Véase  :  Juicio  radicado  ;  Justicia  pro- 
cincial. 

Jurisprudencia.  —  Los  juzgados  de  sección  deben  conformar  sus 
resoluciones  á  las  decisiones  que  en  casos  análogos,  dicte  la 
Suprema  Corte  haciendo  jurisprudencia.  — T.  9,  p.  53. 

—  Véase  :  Suprema  Corte. 

Justicia.  —  Ésta  para  no  ser  cruel,  debe  ser  acompañada  de  la 
equidad.  —  !.  7,  p.  301. 

Justicia  de  paz.  —  E:s:cede  de  la  jurisdicción  de  la  justicia  de  paz 
de  los  territorios  nacionales,  la  cantidad  de  9635  pesos  que  se 
pideá  consecuencia  de  auto  ejecutoriado,  de  un  juez  de  paz  de 
los  mismos  territorios.  (Dicha  suma  se  pedía  como  indemni- 
zación de  perjuicios  á  que  condenaba  el  mencionado  auto).  — 
—  T.  34,  p.  46. 

Justicia  federal. —  Su  jurisdicción,  no  es  prorrogable  sobre  per- 
sonas y  cosas  ajenas  de  ella,  aun  cuando  las  partes  litigantes 
convengan  en  la  prorrogación  fart.  1®,  Ley  Proc.).— T.  1,  p.  25. 

—  No  corresponde  al  conocimiento  de  ella,  una  acción  civil  pro- 
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oedenta  de  dftñoa  raire  vecinos  de  una  misma  provincia.  — 
T.  i,  p.  400. 

i^mÜmmt^áidímL  -^  Su  jurtsdícoión  es  excluyante  de  la  de  ios 
tribunales  deprovincia^  —  T.  4,  p.  494'. 

—  Su  jurisdlccióti  comprende  las  causas  de  almirantazgo  y  ju- 
risdicción marítima,  pues  el  inciso  4^^  del  articulo  4S  déla  ley 
sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  tribunales  federales, 
exoeptúa  sÓTo  los  casos  que  caen  bajo  la  jurisdicción  federal 
por  la  calidad  de  las  personas  y  no  por  razón  de  la  materia.  — 
T,  4,p.  4S1. 

—  No  corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  los  delitos  come- 
tidos por  medio  de  la  prensa.  -«-  T.  4,  p.  430. 

—  No  corresponde  á  ella,  per  razón  de  la  materia,  el  conoci- 
miento del  juicio  sobre  cumplimiento  de  un  contrato  entre 
particulares,  regido  por  el  derecho  común.  —  T.  4,  p.  161. 

—  Los  artículos  de  la  Constitución,  que  declaran  la  inviolabili- 
dad de  las  personas,  del  domicilio  y  de  la  propiedad,  nodeben 
interpretarse  de  manera  que  venga  á  quedar  por  ellos  supri- 
mida la  jurisdicción  criminal  de  los  tribunales  de  provincia, 
como  sucedería  si  el  castigo  de  todo  atentado  contra  esos  de- 
rechos, correspondiera  á  la  justicia  federal.  —  T.  1,  p.  470.. 

—  Su  jurisdicción  es  restrictiva  por  su  naturaleza,  y  en  materia 
criminal  sólo  puede  ejercerse  aplicando  las  leyes  del  Congreso^ 
excepto  en  los  casos  previstos  por  el  articulo  93  de  la  ley  penal 
de  14  de  septiembre  de  1863.  —  T.  4,  p.  470. 

—  No  corresponden  á  ella,  los  pleitos  entre  extranjeros,  porque 
su  jurisdicción  soló  se  extiende  á  los  casos  descriptos  en  el  ar- 
tículo 100  de  la  constitución,  entre  los  cuales  no  figuran  las 
causas  en  que  demandante  y  demandado  son  extranjeros. — 
T.4,p.  175. 

—  En  una  cuestión  de  derecho  común,  no  se  induce  el  fuero 
nacional  por  la  calidad  déla  persona  demandada,  si  estaño  es 
la  inmediatamente  responsable  por  la  ley,  á  favor  del  deman- 
dante. —  T.  4,  p,313; 
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Juvtieia  federal,  -^  En  materia  criminal,  no  tiene  jurisdicción 
sino  en  los  capos  comprendidos  en  las  Ie.yes  del  congreso, 
entre  los  cuales  no  existe  el  de  calumnia  contra  un  particular. 
—  T.  4.p.  338. 

—  Su  competencia  puede  ser  definitivamente  determinada  sin 
intervención  de  todos  los  que  van  á  ser  parte  en  el  juicio 
como  en  el  caso  de  los  artículos  3  y  54  de  la  ley  de  procedi- 
mientos. —  T.  4,  p.  340. 

—  Deteiminada  su  competencia  por  resolución  de  la  Suprema 
Corte,  no  puede  ya  discutirse  ante  los  tribunales  inferiores,  ni 
conceder  apelación  de  las  sentencias  dictadas  por  éstos,  con 
arreglo  á  aquella.  —  T.  1,  p.  340. 

—  Tiene  jurisdicción  por  el  artículo  93  de  la  ley  penal  nacio- 
nal, para  castigar  los  delitos  contra  la  nación,  no  previstos  en 
ella:  y  por  el  artículo  30  para  castigar  á  los  que  calumnian, 
insultan  ó  amenazan  á  algún  diputado  ó  senador,  por  las  opi- 
niones manifestadas  en  las  cámaras,  —  T.  4,  p.  340. 

—  La  razón  del  artículo  2o  de  la  ley  de  procedimientos,  que 
impone  á  lodo  demandante  el  deber  de  justiíicar  previa  y  cum- 
plidamente, que  el  caso  corresponde  á  su  conocimiento,  es  la 
de  evitar  un  error  que  podría  importar  nulidad  insanable  en 
los  procedimientos.  —  T.  1,  p.  364. 

—  Es  incompetente  para  conocer  en  causas  entre  dos  extran- 
jeros^ cuando  el  fuero  nacional  se  determina  sólo  por  la  ca- 
lidad de  las  personas  (art.  100,  Const.  Nac).  —  T.  1,  p.  435 
y  454. 

—  No  puede  conocer  de  otras  causas  crimínales,  que  las  se- 
ñaladas por  la  ley  de  jurisdicción,  de  septiembre  44  de  4863. 
—  T.  4,p.  453. 

—  No  puede  resolver  cuestiones  en  abstracto  sino  como  judi- 
ciales, aplicando  á  ellas  las  disposiciones  délas  leyes.  —  T.  4, 
p.  455. 

—  Guando  el  fuero  es  determinado  por  la   materia,  es  compe- 
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tente,  cualquiera  que  sea  la  calidad  de  las  personas  litigantes, 
(art.  íob,  Const.  Nac).  —  T.  1.  p*  485. 

Justicia  federal.  —  Nada  induce  á  creer  que  Tos  autores  de  la 
constitución  hayan  tenido  presente,  en  lo  relativo  á  la  jurisdic- 
ción federal,  la  legislación  española;  es  evidente  que  sólo  pen- 
saron en  imitar  la  constitución  de  los  Estados  Unidos,  en  esa 
parte  como  en  otras  muchas.  —  T.  2,  p.  37. 

—  Para  conocer  el  alcance  de  su  jurisdicción,  á  falta  de  prece- 
dentes propios,  debe  ocurrirse  á  la  constitución  y  á  la  juris- 
prudencia de  los  Estados  Unidos.  —  T.  2,  p.  37. 

—  Son  independientes  de  ella,  los  jueces  de  provincia,  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones,  y  por  consiguiente,  no  son  deman- 
dables  ante  la  misma,  para  responder  de  las  faltas  que  come- 
tan en  el  procedimiento  de  las  causas  de  que  conocen.  —  T.  2, 
p.  84. 

—  En  las  causas  de  jurisdicción  concurrente,  el  fuero  se  deter- 
mina por  la  nacionalidad  0  vecindad  del  causante  del  derecho, 
y  no  por  la  del  que  lo  representa  en  virtud  de  endoso  ó  man- 
dato (art.  8,  Ley  Jurisd.).  —  T.  2,  p.  177. 

—  Siendo  el  propietario  primitivo  de  un  pagaré  endosado,  ve- 
cino dn  una  provincia,  y  la  contraparte,  en  el  juicio  con  los 
endosatarios  sobre  mejor  derecho á su  valor,  vecino  déla  otra, 
la  justicia  federal  es  competente  para  conocer  de  la  causa,  se- 
gún el  artículo  100  de  la  constitución  nacional.  — T.  2,  p.  177. 

—  Para  que  pueda  ejercer  jurisdicción  en  los  casos  de  falsifi- 
cación de  moneda,  es  necesario  que  tenga  ésta  curso  legal  en 
la  República  (art.  60,  Ley  Penal).  —  T.  2,  p.  261. 

—  Pendiente  un  asunto  ante  el  poder  ejecutivo  de  la  Repúbli- 
ca, por  reclamo  diplomático,  los  tribunales  nacionales  de  sec- 
ción no  tienen  facultad  para  recibir  pruebas  que  tiendan  á 
justificar  los  capítulos  ó  fundamentos  del  reclamo,  á  menos 
que  el  poder  ejecutivo  los  autorice  al  efecto  ;  y  la  prueba  pro- 
ducida ante  ellos  sin  esa  autorización,  seria  ilegal  y  nula.  — 
T.  2,  p.  323. 
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Justicia  federal.  —  Iniciada  ante  ella  una  ejecución  contra  una 
sociedad,  no  puede  seguirse  ante  la  misma,  después  de  convo- 
cado el  concurso  de  aquélla  ante  los  tribunales  provinciales;  y 
los  procedimientos  ulteriores  practicados  por  la  justicia  fede- 
ral deben  quedar  sin  efecto. —  T.  3,  p.  55. 

—  Corresponde  á  ella  y  no  al  jefe  de  policía,  el  conocimiento 
de  los  delitos  de  hurto  en  los  almacenes  fiscales ;  debiendo 
comprender  el  juicio,  á  los  autores  y  á  los  que  han  tomado 
participación  en  el  delito  ó  en  sus  efectos.  —  T.  3,  p.  80. 

—  No  es  competente  para  conocer  de  una  demanda  que  por 
cobro  de  pesos,  se  interpone  contra  quien  se  halla  concursado 
ante  el  tribunal  de  comercio.  —  T.  3,  p.  102. 

—  La  calidad  de  ciudadano  argentino,  para  el  efecto  del  fuero 
federal,  puede  ser  justificada  por  la  pública  notoriedad.  — 
T.  3,  p.123. 

—  Debe  suspenderse  la  ejecución  que  se  siga  ante  ella,  contra 
individuos  que  después  de  iniciada  dicha  ejecución,  hayan 
hecho  cesión  de  bienes  ante  los  jueces  de  provincia,  aunque 
sea  nulo  el  auto  de  éstos  aceptando  la  cesión  y  aun  cuando  el 
reclamo  de  nulidad  esté  pendiente  ante  el  tribunal  superior  de 
provincia.  —  T.  3,  p.  124. 

—  Debe  resolver  previamente  las  cuestiones  de  competencia, 
aunque  no  se  deduzcan  en  la  forma  legal^  por  ser  improrro- 
gable su  jurisdicción.  —  T.  3,  p.  139. 

—  No  puede  ejercitarse  su  jurisdicción  respecto  de  una  ley 
provincial  que  se  pretende  ser  contraria  á  la  constitución  na- 
cional, mientras  no  se  someta  á  su  conocimiento  un  caso  judi- 
cial originado  por  la  ejecución  de  aquella  y  que  dé  mérito  para 
discutir  su  validez.  —  T.  3,  p.  139. 

—  Las  cuestiones  de  derecho  común  entre  extranjeros,  corres- 
ponden á  la  justicia  provincial.  —  T.  3,  p.  175. 

—  Para  surtir  el  fuero  federal  por  razón  de  distinta  vecindad, 
es  necesario  que  el  derecho  que  se  disputa  pertenezca  origi- 
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nanamente,  y  no  por  cesión  6  mandato  (art.  8,  Ley  Junad.).  — 

—  T.  3,  p.  355. 

Justicia  fbdsral.—  El  que  entabla  una  demanda  ante  la  justicia 
federal,  siendo  ésta  evidentemente  incompetente  para  conocer 
en  ella,  debe  pagar  todas  las  costas  del  juicio  desde  la  inter- 
posición de  la  misma.  —  T.  3,  p.  S55. 

—  Su  jurisdicción  criminal  está  limitada  á  los  casos  especifi- 
cados en  las  leyes  penales  federales.  —  T.  -I,  p.  961 . 

—  En  los  delitos  comunes,  los  tribunales  federales  no  pueden 
asumir  la  jurisdicción  nt  aplicar  sus  penas,  sino  cuando  se 
cometan  en  los  lugares  sujetos  á  la  exclusiva  autoridad  del  go- 
bierno nacional.  — T.  3,  p.  S64 . 

—  El  lugar  del  contrato,  encontrándose  en  él  los  contratantes, 
cuando  se  intenta  la  acción  sobre  su  cumplimiento,  es  una 
causa  legal  de  surtir  fuero.  —  T.  3,  p.  271 . 

—  Correspondeá  ella,  el  pleito  en  que  se  trata  del  verdadero  va- 
lor de  una  garantía  constitucional.  —  T.  3,  p.  315. 

—  Corresponde  áella  el  pleito  de  un  médico  contra  el  consejo 
de  higiene,  por  haberle  éste  prohibido  el  ejercicio  de  la  medi- 
cina, mientras  no  se  sujete  á  las  pruebas  establecidas,  preten- 
diendo aquél,  que  dichas  pruebas  son  contrarias  á  la  libertad 
de  profesión,  asegurada  por  la  constitución.  — T.  3,  p.  315. 

—  Seguido  un  juicio  de  deslinde  ante  tos  tribunales  de  pro- 
vincia, DO  puede  el  sucesor  de  una  de  las  partes,  pedir  la  nu- 
lidad de  le  mensura  practicada,  ante  la  justicia  federal.  — 
T.  3,  p.  320. 

—  La  lilis  pendencia  míe  los  tribunales  provinciales,  es  razón 
legal  para  que  la  justicia  federal   se  declare  incompetente. — 

—  T.  3,  p.  320. 

—  Na  tiene  jurisdicción  para  conocer  délos  delitos  de  impren- 
ta {art.  32,  Const.  Nac).  —  T.  3,  p.  371. 

—  Es  competente  para  conocer  en  las  diferencias  que  se  susci- 
tan, al  aplicar  la  ley  de  aduana  ó  la  tarifa  de  aforos.  —  T.  3, 
p.  477. 
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Jiutioia  federal.  —  No  tiene  jarisdiooión  para  conocer  de  la 
innovación  en  el  estado  de  una  cosa  que  es  materia  de  un 
pleito,  del  eual  están  conociendo  los  tribunales  de  provincia. 
—  T.  i,  p.  35. 

—  Corresponde  á  ella  ia  aplicación  del  derecho  internacional. 
—  T.  4,p.  50. 

—  No  puede  conocer  de  los  delitos  cometidos  en  el  territorio 
de  una  provincia,  contra  particulares.  —  T.  4,  p.  2S5. 

—  La  jurisdicción  criminal  atribuida  ¿  ella,  no  altera  la  mili- 
taren los  casos  en  que  debe  procederse  por  consejo  de  guerra 
(art.  7,  Ley  Jurisd.).—  T.  4,  p.  225. 

—  No  conoce  de  los  delitos  ó  abusos  de  autoridad,  que  cometan 
los  gobernadores  de  provincia.  ^^T.  4,  p.  295. 

—  Es  competente  para  resolver  los  casos  regidos  por  los  prin- 
cipios del  derecho  internacional  (art.  2,  Ley  Jurisd.)-  ^  T.  4, 
p.  307. 

—  La  distinta  vecindad  de  dos  subditos  extranjeros,  no  surte 
fuero  federal,  por  no  estar  este  caso  compredido  en  el  articu- 
lo 400  de  la  constitución  nacional.  —  T.  4,  p.  336. 

—  El  inciso  4  del  articulo  2  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  com- 
petencia de  los  tribunales  federales,  sólo  da  ¿  éstos  jurisdic- 
ción, cuando  la  acción  deducida  trae  su  origen  de  actos  ad- 
ministrativos del  gobierno  nacional,  y  no  cuando  esos  actos  se 
Invocan  como  defensa  de  una  parte  ó  como  motivo  que  justi- 
fica la  acción,  por  la  otra.  —  T.  4,  p.  336. 

—  Corresponde  al  conocimiento  de  ella,  la  causa  por  daños  y 
perjuicios  que  un  particular  alega  haberle  inferido  un  admi- 
nistrador de  rentas,  por  infracción  de  los  reglamentos  de  aduana 
(art.  2,  Ley  Jurisd.).  —  T.  4,  p.  349. 

—  No  puede  juagar  á  los  funcionarios  provinciales,  por  faltas 
cometidas  en  el  ejercicio  de  sus  funciones.  —  T.  4,  p.  402. 

—  Corresponde  á  ella,  la  aplicación  de  la  ley  del  congreso,  so- 
bre organización  de  la  guardia  nacional  (art.  ^00,  Condt,  Nac. ; 
an.  2,  Ley  Jurisd.).  —  T.  4,  p.  404. 
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Justicia  federal.  —  En  las  causas  que  se  susciten  entre  marido  y 
mujer,  sobre  disposición  ó  administración  de  los  bienes  que 
llevan  á  la  sociedad,  no  puede  admitirse  diversidad  en  la 
calidad  de  sus  personas  para  que  surta  el  fuero  nacional.  — T. 
.4,  p.  468;  t.  9,  p.  53. 

—  Están  sujetas  á  la  jurisdicción  de  ella,  las  injurias  y  demás 
delitos  cometidos  dentro  de  los  colegios  nacionales.  —  T.  o, 
p.  30. 

—  La  validez  de  los  actos  de  las  justicias  provinciales,  no  pue- 
de ser  revisada  ppr  la  justicia  federal,  sino  en  los  casos  del 
artículo  14  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los 
tribunales  federales.  —  T.  5,  p.  59. 

—  Son  justiciables  por  ella,  los  crímenes  comunes  ejecutados 
por  los  rebeldes,  durante  la  rebelión  ó  con  ocasión  de  ella.  — 
T.  5,  p.  297. 

—  No  puede  hacer  declaraciones  en  abstracto.  — T.  5,  p.  316. 

—  Su  jurisdicción  es  restrictiva.  — T.  5,  p.  345. 

—  Sólo  puede  ejercer  su  jurisdicción,  respecto  de  prisiones  ar- 
bitrarias, cuando  han  sido  impuestas  por  ó  contra  empleados 
nacionales;  y  á  estos  casos  se  refieren  los  artículos  45  y  46  de 
la  ley  nacional  penal  (art.  20,  Ley  Jurisd.).  —  T.  5,  p.  345. 

—  Nunca  procede  de  oficio ;  y  no  puede  dictar  providencia  sino 
á  solicitud  de  parte  legítima.  —  T.  6,  p.  125. 

—  La  nación  no  puede  ser  damandada  ante  ella.  —  T.  6,  p.  159. 

—  Según  el  artículo  100  de  la  Constitución  nacional,  la  juris- 
dicción federal  se  eiLtiende  á  todos  los  casos  regidos  por  las  leyes 
del  Congreso,  abrazando  en  esta  generalidad  tanto  la  jurisdicción 
civil  cuando  se  ejerce  directamente,  como  la  criminal.  De  esta 
regla  no  se  exceptúan  los  delitos  que  los  gobernadores  de  pro- 
vincia y  sus  ministros  cometan  contra  la  seguridad  de  la  nación  » 
porque  se  opone  á  ello  la  expresión  todos  los  casos  y  porque  t 
si  se  adoptase  tal  excepción,  se  dejaría  en  completa  impunidad 
á  aquellos  para  comprometer  la  tranquilidad  pública  y  sobe- 
ranía del  gobierno  nacional,  cuando  su  ambición  ó  sus  malas 
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pasiones  los  indujesen  á  promover  la  rebelión  ó  la  sedición, 
por  cuyos  crímenes  no  podrían  ser  juzgados  por  las  autorida- 
des de  provincia,  á  quienes  el  Congreso  mismo  es  impotente 
para  investir  de  una  jurisdicción  que  la  Constitución  le  manda 
distribuir  éntrela  Suprema  Corte  y  los  tribunales  de  la  nación 
exclusivamente.  —  T.  6,  p.  385. 

Jastieia  federal.— La  jurisdicción  de  almirantazgo  que  ésta  ejerce 
se  extiende  á  los  casos  de  navegación  y  comercio  marítimo 
(art.  2j  inc.  10,  Ley  Jurisd.  Véase  :  Lanchaje;  Navegación),  — T. 
6,  p.  400. 

—  Comprendiendo  una  acusación  criminal,  el  delito  político  de 
rebelión  y  el  común  de  abijeato,  la  justicia  federal  es  compe- 
tente, aunque  sólo  se  condene  por  el  segundo  y  se  absuelva 
del  primero;  porque  si  él  existe,  fué  cometido  durante  la  rebe- 
lión y  con  motivo  de  ella.  —  t.  6,  p.  459. 

—  Para  que  los  tribunales  de  la  nación  puedan  tomar  conoci- 
miento de  una  demanda,  debe  previamente  probarse  que  el 
caso  cae  bajo  su  jurisdicción  (art.  2,  Ley  Proc).  —  T.  7,  p.  15. 

—  Los  tribunales  nacionales  son  incompetentes  para  conocer 
de  los  abusos  que  las  autoridades  provinciales  puedan  come- 
ter en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  cuando  esos  abusos  atañen 
sólo  á  los  individuos  ó  á  los  intereses  locales.  —  T.  7,  p.  59. 

—  En  los  pleitos  en  que  un  extranjero  es  demandado  por  un  ar- 
gentino, la  competencia  de  aquella  depende  de  la  contestación 
á  la  demanda.  Negándose  el  extranjero  á  contestar  la  demanda 
ante  el  juez  de  sección,  la  resistencia  de  éste  á  inhibirse  en  el 
conocimiento  de  la  causa,  es  infundada  (art.  12,  inc.  4'',  Ley 
Jurisd.;.  —  T.  7,  p.  69. 

—  Los  jueces  de  sección  son  competentes  para  conocer  de  las 
causas  que  versan  sobre  negocios  particulares  de  los  cónsules 
(art.  2,  inc.  3°,  Ley  Jurisd.).  —  T.  7,  p.  91. 

—  La  competencia  de  ella  no  se  rige  por  las  leyes  del  derecho 
común,  sino  por  las  prescripciones  de  la  Constitución  y  leyes 
nacionales.  Según  éstas,  los  tribunales  de  la  nación  son  com- 
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peieDtespara  conocer  de  los  casos  en  que  los  interesados  son 
vecinos  de  distintas  provincias.  —  T.  7.  p.  404. 

Justicia  federal.  —  Los  jueces  de  sección  son  incompetentes 
para  conocer  de  ios  delitos  de  defraudación  de  rentas  públicas, 
cometidos  por  militares  en  actual  servicio  (art.  7,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  7,  p.UO. 

—  No  puede  en  ningún  caso,  proceder  de  oficio  (art.  2,  ley  46 
de  octubre  de  4862).  —  T.  7,  p.  443. 

—  Es  incompetente  para  obligará  una  provincia,  que  ha  prohibi- 
do las  corridas  de  toros,  á  soportar  la  construcción  de  una 
plaza  para  dar  al  pueblo  ese  espectáculo.  (Véase:  Industria; 
Provincia),  —  T.  7,  p.  450. 

—  Corresponde  á  ésta  y  no  á  los  consejos  de  guerra,  el  cono- 
cimiento de  las  causas  sobre  crímenes  que  ofendan  la  sobera- 
nía y  seguridad  de  la  nación  (art.  3,  inc.  3°,  Ley  Jurisd.).  —  T. 
7,  p.  205. 

—  Los  tribunales  nacionales  deben  aplicar  á  los  casos  en  que 
conocen,  no  sólo  la  Constitución  y  las  leyes,  sino  también  los 
principios  del  derecho  de  gentes  (art.  24,  Ley  Jurisd.).  —  T. 
7,  p.  282. 

—  Es  de  su  competencia  toda  causa  civil  entre  un  argentino  y 
un  extranjero,  aunque  se  haya  pedido  por  una  de  las  partes, 
pero  no  obtenido  aun,  la  declaración  en  quiebra  de  la  otra  (art. 
42,  Ley  Jurisd.).  —  T.  7,  p.  338. 

—  Es  incompetente  para  juzgar  de  la  validez  de  las  leyes  provin- 
ciales y  de  los  procedimientos  de  los  funcionarios  encargados 
de  su  cumplimiento.  Se  exceptúa  el  caso  en  que  una  disposi- 
ción constitucional  autorice  expresamente  el  conocimiento,  ó 
se  trate  de  una  violación  de  los  preceptos  de  la  Constitución 
nacional,  de  las  leyes  y  tratados  sancionados  por  el. Congreso. 
(Véase:  Provincia).  —  T.  7,  p.  373. 

—  El  decreto  mandando  acreditar  antes  de  tramitarse  la  deman- 
da, que  el  caso  corresponde  á  aquella,  importa  sólo  exigir  el 
cumplimiento  del  requisito  establecido  en  el  artículo  2  de  la  ley 
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de  procedimieutos,  sin  que  se  pueda  deducir  que  la  tramita- 
ción de  la  demanda  resolvió  definitivamente  el  punto  sobre  la 
competencia  dejurisdicción,  cuando  aún  no  se  conocía  la  na- 
turaleza déla  causa,  ni  se  había  dado  audiencia  á  la  parte  de- 
mandada. —  T.  7,  p.  373. 

Jntíeia  fcderal.  —  Todas  las  acciones  civiles  y  criminales  na- 
cidas de  un  acto  de  sedición,  penado  por  la  ley  nacional  pena], 
son  de  competencia  de  los  tribunales  nacionales  (art.  2,  inc . 
4»,  Ley  Jurisd.).— T.  7,  p.  457. 

—  Los  jueces  nacionales  no  pueden  carecer  de  jurisdicción  para 
amparar  á  los  agentes  del  presidente  de  la  Repáblica^  en  el 
desempeño  de  sus  comisiones,  pues  quedaría  desarmado  el 
poder  nacional  para  el  cumplimiento  de  sus  atribuciones  cons- 
titucionales.—  T.  7,  p.  457. 

—  El  pleito  entre  un  argentino  y  un  extranjero  corresponde  en 
1*  instancia  al  juzgado  de  sección,  aunque  pudiera  su  resolu- 
ción afectar  á  una  provincia  por  la  evicción.  — T.  8,  p.  456. 

—  Corresponde  á  los  jueces  de  sección,  el  conocimiento  y  casM- 
go  de  los  crímenes  que  ofendan  la  soberanía  y  seguridad  de  la 
nación,  siendo  el  más  grave  el  de  traición  á  la  patria  (art.  3, 
inc.  3^  Ley  Jurisd.).  —  T.  8,  p.  486. 

—  £1  juez  de  sección  es  competente  para  conocer  del  caso  en 
que  se  trate  de  una  condenación  ¿  servicio  militar,  impuesta 
por  un  gobierno  de  provincia  para  un  cuerpo  dependiente  de 
la  Nación.  —  T.  8,  p.  234 . 

—  La  jurisdicción  de  los  tribunales  nacionales,  es  improrroga- 
ble por  la  ley.  —  T.  9,  p.  53. 

—  No  puede  ocurrirse  á  ella,  invocando  el  fuero  de  las  perso- 
nas, por  razón  de  vecindad  ó  nacionalidad,  cuando  se  trata  de 
la  liquidación  ó  de  demandarse  los  socios  entre  si  las  obliga- 
ciones que  contrajeron  (art.  40,  Ley  Jurisd.).  —  T.  9,  p.  80. 

—  Ni  la  facultad  concedida  al  Congreso  para  arreglar  el  pago  de 
la  deuda  interior  y  exterior  de  la  Nación,  ni  la  autorización  da- 
da al  Ejecutivo  para  el  reconocimiento  de  la  deuda  flotante  de 
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la  Confederación,  obstan  á  los  tribunales  nacionales  para  in- 
vestigar en  los  casos  llevados  ante  ellos,  la  verdad  de  los  he- 
chos alegados  ;  porque  es  un  principio  constitucional  consig- 
nado en  el  artículo  400  de  la  Constitución  Nacional,  que  la  ju- 
risdicción redera!  alcanza  á  la  decisión  de  todos  los  casos  que 
versen  sobre  puntos  regidos  por  la  Constitución  y  leyes  del  Con- 
greso, y  porque  habiendo  salido  el  asunto  de  los  límites  admi- 
nistrativos, se  ha  convertido  en  contencioso  por  requisición 
del  mismo  gobierno  (art.  4,  ley  46  de  octubre  1862).—  T.  9, 
p.  200. 

Justicia  federal. — Una  demanda  dirigida  contra  una  municipali- 
dad sobre  ilegalidad  de  un  impuesto,  no  puede  llevarse  á  la 
jurisdicción  nacional  por  razón  de  las  personas. —  T.  9,  p.249. 

—  No  tratándose  de  derechos  impuestos  contra  la  Constitución 
Nacional,  por  las  autoridades  encargadas  de  legislar  esa  ma- 
teria en  las  provincias^  sino  de  avances  que  se  dicen  cometidos  • 
por  una  corporación  dependiente  de  los  poderes  de  la  provin- 
cia, en  el  uso  de  las  facultades  que  sus  leyes  le  acuerdan,  la 
cuestión  no  puede  ser  llevada  ante  los  tribunales  nacionales. 
—  T.  9,  p.  249. 

—  Ni  la  Constitución  ni  las  leyes  nacionales  atribuyen  á  los  jue- 
ces federales,  el  conocimiento  de  actos  administrativos  de  em- 
pleados ó  corporaciones  de  las  provincias.  Sólo  pueden  ser  lle- 
vados en  última  instancia  ante  la  Suprema  Corte,  sise  verifica 
el  caso  previsto  en  el  inciso  2''  del  artículo  44  de  la  Ley  de  Ju- 
risdicción. —  T.  9,  p.  249. 

—  Para  surtir  el  fuero  federal,  es  preciso  que  el  derecho  que  se 
disputa  pertenezca  originariamente  á  personas  que,  por  su  ve- 
cindad ó  nacionalidad,  pueden  respectivamente  invocar  el  fuero 
(art.  8,  Ley  Jurisd.).  —  T.  9,  p.  22o. 

—  El  poder  judicial  déla  Nación,  debiendo  ser  coex  tensivo  con 
el  poder  legislativo,  no  puede  juzgar  sino  de  las  materias  sobre 
que  puede  legislar  el  Congreso,  á  menos  que  una  disposición 
expresa  de  la  Constitución,  autorice  su  juicio  en  casos  no  com- 
prendidos en  dichas  materias.  —  T.  9,  p.  277. 
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Jusidcia  federal.  —  Es  competente  para  conocer  en  las  causas, 
civiles  en  quesean  parte  un  ciudadano  argentino  y  un  extran- 
jero (art.  2,  inc.  4°,  Ley  Jurisd.).— T.  9,  p.  350. 

—  Corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  las  causas  entre  ve- 
cinos de  diferentes  provincias  (art.  100,  Const.  Nac). — T. 

9,  p.  365. 

—  Tratándose  de  un  delito  ordinario,  perpetrado  en  el  territo- 
rio de  una  provincia,  el  poder  judicial  de  la  Nación  no  tiene 
atribuciones  suyas  que  defender,  pidiendo  que  el  detenido  por 
el  poder  ejecutivo  nacional,  se  ponga  á  su  disposición.  —  T.  9, 
p.  382. 

—  No  es  prorrogable  sobre  personas  ó  cosas  ajenas  á  ella  (art. 
1,  Ley  Proc).  —  T.  9,p.  439 ;  t.  10,  p.  477  ;  t.  12,  p.  488. 

—  No  corresponde  á  ella  ratione  materice,  el  conocimiento  de 
una  cuestión  sobre  pago  de  efectos  comprados  á  bordo,  ni  so- 
bre el  de  estadías  por  no  haberlas  recibido  en  el  tiempo  de- 
terminado en  el  contrato  de  compra-venta.  —  T.  9,  p.  450. 

—  Los  juzgados  de  sección  son  competentes  para  conocer  de  un 
recurso  sobre  prisión  ilegal,  hecha  por  una  autoridad  nacional 
(art.  20,  Ley  Jurisd.).  —  T.  9.  p.  474. 

—  La  violación  de  las  garantías  constitucionales  relativas  á  la 
propiedad,  libertad  y  vida  de  los  habitantes  de  la  República, 
no  sujeta^  por  sí  sola,  las  causas  que  de  ella  surjan,  al  fuero 
federal.  —  T.  10,  p.  20. 

—  Cuando  procede  por  la  diversa  vecindad  de  las  partes,  no  es 
necesaria  la  prueba  de  la  nacionalidad  del  demandado.  —  T. 

10,  p.  108. 

—  La  jurisdicción  de  los  tribunales  nacionales  es  excluyenlede 
la  de  los  provinciales  en  las  causas  especificadas  por  los  artí- 
culos 1,  2  y  3  de  la  ley  de  14  de  septiembre  de  1863.  —  T.  10, 
p.  134. 

—  No  se  extiende  á  los  casos  que  no  estén  expresamente  seña- 
lados. —  T.  10,  p.  134. 

—  No  es  de  jurisdicción  federal,  el  caso  de  que  una  ley  provincial 
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sea  impugnada  como  repugnante  á  la  Caustitución  Nacional  : 
en  ese  caso,  ésta  es  de  indirecta  aplicación.  —  T.  10,  p.  13i. 
Justicia  foderal. —    Debe  declararse  su  incompetencia  de  ofi- 
cio, y  en  cualquier  estado  de  la  cauaa  en  que  aparezca. — T.  1 0, 
p.  i77. 

—  El  pleito  entre  dos  extranjeros,  no  corresponde  á  la  justicia 
nacional.— T.  10,  p.  177. 

—  Es  incompetente  para  conocer  del  delito  de  falba  denuncia, 
relativo  Á  un  crimen  ordinario  cometido  en  territorio  provin- 
cial. —  T.  10,  p.  258. 

—  No  es  competente  para  conocer  en  los  delitos  de  imprenta 
(art.  32,  Const.  Nac).  —  T.  10,  p.  361. 

—  Una  declaratoria  de  lajusticia  provincial,  no  puede  dar  juris- 
dicción illa  justicia  nacional  en  los  casos  en  que  estañóla 
tiene  por  la  ley.  — T.  10,  p.  413. 

—  La  demanda  por  cobro  de  pesos,  procedente  de  venta  de  mer- 
caderías, no  pertenece  al  fuero  federal  ralione  matericB,  por  no 
estar  comprendida  en  el  inciso  40,  artículo  3,  de  la  ley  de  ju- 
risdicción.—  T.  11,  p.  76. 

—  No  corresponde  á  ella,  la  demanda  sobre  reparación  de 
daños  y  penuicios  provenientes  del  modo  de  proceder  de 
un  juez  provincial,  en  una  causa  pendiente  ante  los  tribunales 
de  provincia. — T.  11,p.  87. 

—  La  infracción  de  la  ley  de  27  de  agosto  de  1864,  prohibiendo 
imponer  la  pena  de  azotes,  constituye  un  delito  qne  puede  ser 
acusado  ante  los  tribunales  nacionales  (art.  i,  ley  citada)-  — 
T.  11,p.  835. 

—  El  conocimiento  de  las  causas  que  versen  sobre  impuestos 
á  la  navegación  ó  comercio,  aunque  hayan  sido  creados  por 
actos  administrativos  del  gobierno  de  Buenos  Aires,  antes  de 
su  incorporación  á  la  nación,  corresponde  á  la  justicia  nacio- 
nal (arl.  2,  íhc.  1"  y  4°,  Ley  Jurisd.).  — T.  11,  p.  257. 

—  Los  delitos  sujetos  á  ella,  que  no  se  bailen  previstos  en  la 
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misma  ley,  deben  ser  castigados  con  arreglo  á  las  leyes  comu- 
nes (art.  93,  Ley  Peaal).  —  T.  44,  p.  290. 

Jostiflia  fedwal.  —  No  pueden  losjueces  nacionales  sustituir  su 
apreciación,  ni  á  la  de  otros  peritos,  ni  á  la  de  los  funcionarios 
llamados  por  la  ley  en  las  cuestiones  que  se  susciten  sobre 
aplicación  de  la  tarifa  ó  calificación  y  aforo  de  meroaderías, 
porque  ello  corresponde  exclusivamente  á  la  Dirección  General 
de  Rentas.  —  T .  4.1 ,  p.  326. 

—  Los  excesos  en  la  ejecución  de  leyes  provinciales,  no  consti- 
tuyen un  delito  de  competencia  de  los  tribunales  nacionales. — 
T.  4J,p.  423. 

—  Son  de  competencia  exclusiva  de  los  juzgados  federales^  las 
demandas  sobre  cumplimiento  de  obligaciones  procedentes  de 
uu  contrato  de  fletamento  (art.  2,  inc.  40,  y  art.  42,  Ley  Jurisd.). 

—  T.  41,  p.436. 

— *  No  es  competente  por  razón  de  la  materia^  en  una  causa  que 
tiene  su  origen  en  un  acto  entre  particulares,  aun  cuando  él 
se  refiera  á  actos  administrativos  del  gobierno  nacional.  —  T. 
4  4 ,  p.  439. 

—  Lajurisdicción  de  los  tribunales  nacionales  en  todas  las  cau- 
sas que  son  de  su  resorte,  es  privativa  y  exckiyente  de  la  de  los 
tribunales  de  provincia,  con  la  sola  limitación  de  las  excepcio- 
nes especiales  contenidas  en  el  artículo  42  de  la  ley  sobre 
jurisdicción  y  competencia  (art.  42,  Ley  Jurisd.).  —  T.  42, 
p.  7;  1.  43,  p.  392. 

^-  El  conocimiento  y  decisión  de  las  causas  en  que  sean  parte 
un  ciudadano  argentino  y  un  extranjero,  corresponde  al  poder 
judicial  de  la  nación  (art.  400,Const.  Nac;  art.  2,  Ley  Jurisd.). 

—  T.  42,  p.  7. 

—  £1  juzgado  federal  no  tiene  jurisdicción  para  entender  en  in- 
cidentes de  un  juicio  radicado  en  lajurisdicción  provincial.  — 
T.  42,p.  37- 

—  Todas  las  cuestiones  cuya  resolución  pueda  afectar  al  fisco 
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nacional,  son  de  lá  competencia  délos  tribunales  de  la  nación 
(art.  2,  ¡nc.  5°  y  6o,  Ley  Jurisd.).  — T.  12,  p.  206. 

Justicia  federal. — No  corresponde  al  conocimiento  de  la  justicia 
nacional,  una  demanda  sobrevenía  de  un  buque,  cuando  uno 
de  los  copartícipes  es  una  testamentaria  no  liquidada  (art.  12, 
Ley  Jurisd. ).—T .  1 2,  p.  24 6 . 

' —  La  jurisdicción  de  almirantazgo  que  ios  tribunales  federales 
ejercen  privativamente,  sólo  se  extiende  á  los  hechos  ó  contra- 
tos concernientes  á  la  navegación  y  comercio  marítimo,  que  se 
hace  entre  un  puerto  de  la  República  y  otro  extranjero,  ó  entre 
diferentes  puertos  por  los  rios  interiores.  — T.  12,  p.  233. 

—  Es  incompetente  para  conocer  en  demandas  contra  una  tes- 
tamentaria. Ellas  deben  entablarse  ante  el  juez  de  provincia 
que  conozca  del  juicio  universal  testamentario  (art.  12,  Ley 
Jurisd.).  — T.  12,  p.  260. 

—  Siempre  que  de  la  demanda  aparezca  claramente  que  la  cau- 
sa no  compete  á  la  justicia  nacional,  debe  el  juez  desecharla 
de  plano  (art.  3,  Ley  Proc).  —  T.  12,  p.  299. 

—  Es  incompetente  para  conocer  en  cuestiones  entre  extranje- 
ros, cuando  el  fuero  no  resulte  por  razón  de  la  materia.  — 
T.  12,  p.  335. 

—  Un  asunto  llevado  á  los  tribunales  nacionales  por  el  mismo 
fallido,  como  actor,'anles  de  ser  concursado,  y  sujeto  á  su  ju- 
risdicción ratione  matertce,  debe  seguirse  ante  aquellos,  pudien- 
do  el  representante  del  concurso  tomarparte  en  el  juicio  y  lle- 
var oportunamente  á  la  masa  general,  el  crédito  ó  los  fondos 
que  según  el  resultado  final  pudiesen  corresponderle.  —  T.  12, 
p.  363. 

—  Los  tribunales  nacionales  no  tienen  jurisdicción  para  deci- 
dir cuestiones  abstractas  de  derecho;  ni  para  juzgar  sobre  la 
inconstitucionalidad  de  una  ley,  sino  cuando  se  trata  de  su 
aplicación  á  un  caso  contencioso.  —  T.  12,  p.  372. 

—  Los  jueces  de  sección  son  competentes  para  entender  en  las 
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demandas  por  cobro  de  pesos  contra  los  cónsules  extranjeros. 
T.  42,  p.  437. 

Justicia  federal. — Los  tribunales  nacionales  no  son  competentes 
en  las  causas  contra  empleados  del  gobierno  nacional,  por  sus 
actos  administrativos^  en  los  que  dependen  solamente  del 
gobierno  (arl.  2,  inc.  4»,  Ley  Jurisd.).  —  T.  42,  p.  462. 

—  Corresponde  á  los  tribunales  nacionales,  el  conocimiento  de 
las  causas  criminales  contra  los  rebeldes  y  los  autores  de  de- 
litos comunes  cometidos  durante  la  rebelión,  con  los  propósi- 
tos consignados  en  el  artículo  18  de  la  ley  penal  de  4863.  —  T. 
12,  p.  494. 

—  En  las  demandas  en  que  una  de  las  partes  es  argentina  y  la 
otra  extranjera,  la  justicia  nacional  es  siempre  competente, 
cualquiera  que  sea  la  cantidad  que  se  litigue  (art.  2,  inc.  2<>, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  13,  p.  35. 

—  Los  juzgados  de  sección  son  competentes  para  conocer  de 
demandas  en  que  una  de  las  partes  es  argentino  y  la  otra  ex- 
tranjero (art.  2,  inc.  2o,  Ley  Jurisd.).  -—  T.  43,  p,  76. 

—  No  es  competente  para  los  casos  que  ninguna  ley  nacional 
clasifique  como  delitos.  —  T.  13^  p.  102. 

—  Sometido  un  acto  desde  el  principio  á  la  jurisdicción  federal 
por  consentimiento  de  las  partes,  el  hecho  personal  de  una  so- 
la^ no  es  bastante  para  cambiar  la  jurisdicción  recíprocamente 
aceptada.  —  T.  1 3,  p .  1 61 . 

—  Los  jueces  federales  son  competentes  en  las  causas  que  ver- 
sen sobre  negocios  particulares  de  un  cónsul  extranjero  (art. 
2,  inc.  3°,  Ley  Jurisd.).  —  T.  43,  p.  164. 

—  Es  competente  para  el  conocimiento  de  un  incidente  cuyo 
principal  corresponde  á  su  jurisdicción.  —  T.  13,  p.  205. 

—  Para  surtir  el  fuero  nacional  por  razón  de  las  personas,  es 
necesario  que  el  derecho  disputado  haya  correspondido  origi- 
nariamente y  no  por  cesión  ó  mandato,  á  personas  respectiva- 
mente sujetas  á  la  jurisdicción  nacional  (art.  8,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  13,  p.  315. 
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delito  que  compete  á  ella  (art.  3,  inc.  3°,  Ley  Jurisd.).  —  T.  45, 
p.  89. 

Justicia  federal.  —  Los  delitos  comunes  ó  contra  la  seguridad 
interior  de  una  provincia,  cometidos  en  una  sublevación  verifi- 
cada con  el  objeto  de  impedir  la  reunión  de  milicias,  ordenada 
por  el  poder  ejecutivo  nacional,  en  cumplimiento  de  una  ley 
del  Congreso,  caen  bajo  la  jurisdicción  federal  (art.  24,  Ley 
Penal).  —  T.  45,  p.  92. 

^-  Es  competente  para  conocer  de  las  causas  civiles  en  que  sean 
partes  un  vecino  de  la  provincia  en  que  se  suscite  el  pleito  y 
un  vecino  de  otra  (art.  2,  Ley  Jurisd.).  La  competencia  sub- 
siste aun  cuando  se  trate  de  un  contrato  de  compra  de  un  bien 
raíz  ubicado  en  el  domicilio  del  demandante^  en  cuyo  caso  la 
causa  debe  iniciarse  ante  el  juez  nacional  de  esta  provincia.  — 
T.  45,  p.  215. 

—  Los  jueces  de  sección  son  competentes  para  conocer  de  las 
causas  en  que  sean  parle  un  ciudadano  argentino  y  un  extran- 
jero (art.  2,  Ley  Jurisd.).  —  T.  45,  p.  233. 

—  Losjueces  de  sección  son  competentes  para  conocer  en  los 
delitos  que  se  cometen  en  lugares  donde  ei  gobierno  nacional 
tiene  exclusiva  jurisdicción  (art.  3,  inc.  4»,  Ley  Jurisd.).  — T. 
45,  p.  237. 

—  Es  competente,  para  conocer  de  causas  aunque  el  demandante 
sea  una  sucesión.  —  T.  45,  p.  342. 

—  No  intentándose  la  acción  criminal  por  rebelión  de  carácter 
nacional,  sino  entablándose  solamente  una  acción  civil  entre 
partes  por  indemnización  de  daños  causados  en  la  rebelión, 
los  tribunales  nacionales  no  pueden  ser  competentes  para  co- 
nocer en  ésta  sino  en  razón  de  las  personas.  —  T.  45,  p.  346. 

—  No  pertenece  á  ella  por  razón  de  la  materia,  el  conocimiento 
de  la  demanda  por  cobro  de  gastos  personales  contra  un  ca- 
pitán de  buque.  —  T.  45,  p.  365. 

—  La  diversa  vecindad  establece  la  competencia  de  ella  por 
razón  de  las  personas,  respecto  de  los  nacionales  avecindados 
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en  diversas  provincias,  y  no  respecto  de  los  extranjeros.  —  T. 
45,  p.  365. 

Justicia  federal.  —  Una  de  las  principales  disposiciones  de  la 
Constitución,  es  la  prohibición  á  los  gobiernos  de  provincia  de 
imponer  derechos  de  tránsito,  de  importación  y  exportación  ; 
por  consiguiente  una  demanda  por  cobro  indebido  de  estos 
derechos,  constituye  un  caso  regido  por  la  Constitución,  y 
como  tal,  es  de  competencia  de  la  justicia  nacional  (art.  2, 
inc.  1«,  Ley  Jurisd.).— T.  45,  p.  378. 

—  Vendida  una  finca  en  un  juicio  de  concurso  como  de  propie- 
dad del  deudor,  en  tanto  puede  la  justicia  federal  entender  en 
la  demanda  que  su  antiguo  dueño  promueva  reivindicándola^ 
en  cuanto  conste  que  él  es  una  persona  distinta  del  deudor 
concursado.  A  ser  una  misma  la  persona  de  éste  y  del  reivin- 
dicante, el  examen  de  la  acción  de  la  demanda,  importaría  re- 
visar la  legalidad  de  los  actos  del  tribunal  que  entendió  en  el 
juicio  de  concurso,  y  ordenó  y  sancionó  la  venta  de  la  finca. 
—  T.  45,  p.  423. 

—  Son  de  su  competencia,  las  demandas  sobre  cumplimiento  de 
contratos  defletamento  (art.  %  inc.  40,  Ley  Jurisd.)  —  T.  45, 
p.  432. 

—  Los  tribunales  nacionales  tienen  el  deber  de  examinar  ante 
todo,  si  el  asunto  que  se  les  presenta  es  de  su  competencia,  é 
inhibirse  de  entender  en  él,  en  caso  de  no  serlo,  aunque  las 
partes  no  lo  soliciten.  —  T.  46,  p.  64. 

—  No  tienen  jurisdicción  los  juzgados  de  sección,  para  procesar 
criminalmente  á  las  personas  que  ejercen  el  gobierno  de  una 
provincia,  por  hechos  practicados  en  su  carácter  oficial.  Equi- 
parar con  los  subalternos  del  juzgado  á  los  gobernadores  y 
ministros  de  las  provincias  obrando  como  tales,  y  creerse  fa- 
cultado un  juez  de  sección  para  corregirles  con  multus,  es  una 
confusión  de  ideas  deplorable  é  insostenible.  — T.  46,  p.  70. 

—  No  corresponden  á  ella,  las  causas  entre  dos  extranjeros 
por  cobro  de  servicios  profesionales.  —  T.  16,  p.  442. 
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los  actos  y  operaciones  del  Banco  Nacional  (art.  100,  Const. 
Nac. ;  art.  2,  Ley  Jurisd.).  —  T.  18,  p.  462, 268,  329  y  369. 

Justicia  federal. — Una  vez  establecida  por  la  distinta  nacionali- 
dad de  las  partes,  cualquier  modificación  en  sus  derechos 
recíprocos,  no  puede  alterar  aquélla. —  T.  48,  p.  190. 

—  No  es  competente  para  conocer  en  la  demanda  por  cobro  de 
honorarios  y  costas  causadas  en  un  juicio  de  imprenta  ;  porque 
no  siendo  competente  la  jurisdicción  nacional  para  entender 
en  los  juicios  de  imprenta^  tampoco  debe  serlo  para  llevará 
efecto  las  sentencias  que  los  jurados  prouuncien,  aunque  éstas 
sean  condenaciones  civiles,  y  aunque  por  la  calidad  de  las  per- 
sonas, debiese  surtir  el  fuero  federal;  pues  que,  perteneciendo, 
por  su  naturaleza,  el  conocimiento  de  la  causa  principal  á  la 
jurisdicción  provincial,  debe  también  entender  de  todos  los 
juicios  incidentales  y  de  los  consiguientes,  conforme  al  prin- 
cipio de  que  el  juez  de  lo  principal,  lo  es  también  de  los  acce- 
sorios. (Esta  resolución  se  funda  también  en  el  articulo  14  de 
la  ley  de  jurisdicción).  — T.  18,  p.  196. 

—  Corresponde  á  los  jueces  de  sección,  el  conocimiento  y  deci- 
sión en  1&  instancia^  de  las  causas  civiles  en  que  sean  parte  un 
argentino  y  un  extranjero,  aunque  se  trate  de  acciones  socia- 
les (art.  2,  Ley  Jurisd.).  —  T.  18,  p.  227. 

—  Corresponde  privativamente  á  ella,  el  conocimiento  de  las 
causas  que  versan  sobre  hipoteca  del  casco  de  un  buque  (art. 
12,  inc.  10,  Ley  Jurisd.).  -T.  18,  p.  232. 

—  No  puede  aceptar  un  juicio  sobre  la  legalidad  de  una  decla- 
ratoria de  heredero,  hecha  por  un  juez  de  provincia.  — T.  18, 
p.  399. 

—  Para  surtir  el  fuero  federal,  es  necesario  que  el  derecho  que 
se  disputa  pertenezca  originariamente  y  no  por  cesión  ó  man- 
dato á  ciudadanos  extranjeros  ó  vecinos  de  otras  provincias 
respectivamente  (art.  8,  Ley  Jurisd.).  —  T.  18,  p.  419. 

—  Es  competente  para  entender  en  toda  acción  contra  ó  en  fa- 
vor del  Banco  Nacional.  —  T.  18,  p.  463. 
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Justicia  federal.  —  Corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  una 
causa  por  acción  civil  de  hurto  deducida  por  un  vecino  de  una 
provincia,  contra  un  vecino  de  otra(art.  2,  inc.  2*,  Ley  Jurisd.). 
— T.  18,  p.  479. 

—  Las  causas  que  se  intenten  contra  ios  cónsules  y  vice-cónsu- 
les  extranjeros,  deben  ser  conocidas  en  i*  instancia  por  los  jue- 
ces nacionales  de  sección,  aunque  sean  criminales,  con  arreglo 
al  inciso  3°  del  artículo  2  de  la  ley  de  jurisdicción,  en  cuyos 
términos  generales,  y  sin  distinciones,  deben  entenderse  com- 
prendidos, tanto  los  asuntos  criminales  como  los  civiles.  — T. 
49,  p. 187. 

—  Acreditada  la  distinta  vecindad  délas  partes,  la  justicia  na- 
cional es  competente  para  conocer  en  una  causa  civil  (art.  2, 
inc.  2S  Ley  Jurisd.)-  —  T.  19.  p.  253. 

—  Corresponde  á  los  jueces  de  sección  el  conocimiento  de  las 
causas  de  contrabando  cuando  hay  delito  conexo  de  falsedad 
(art.  H26  de  las  Ord.  ant.;  y  art.  1060  de  las  nuevas).  —  T. 
49,p.  258. 

—  Es  competente  para  conocer  de  toda  causa  promovida  por  un 
vecino  de  una  provincia  contra  un  vecino  de  otra  (art.  2,  inc. 
2*»,  Ley  Jurisd.).  —  T.  19,  p.  304. 

—  Son  de  la  competencia  de  los  jueces  de  sección  en  1*  instan- 
cia, y  no  del  administrador  de  rentas,  las  causas  sobre  delito 
conexo  de  contrabando  v  falsifícación  de  documentos.  —  T. 
19,  p.  308. 

—  Es  incompetente  para  juzgar  á  las  autoridades  provinciales, 
por  los  actos. que  ejerza  en  el  desempeño  de  sus  funciones.  — 
T.  19,  p.  318. 

—  Las  acciones  del  fisco  nacional  contra  un  particular,  deben 
deducirse  ante  los  jueces  de  sección,  sin  más  excepción  que 
existir  juicio  universal  de  concurso  (art.  2,inc.  5*>,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  19,  p.  348. 

—  El  derecho  que  la  ley  requiere  para  surtir  el  fuero  nacional 
por  razón  délas  personas^  debe  corresponder  á  quien  lo  invo- 
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el  dominio  de  sus  bienes,  el  acreedor  puede  continuar  el  juicio 
pendiente.  —  T.  %\,  p.  94. 

Justicia  federal. —  Su  jurisdicción  es  improrrogable  sobre  per- 
sonas ó  cosas  ajenas  de  ella,  aun  cuando  las  partes  litigantes 
convengan  en  la  prorrogación.  —  T.  21,  p.  99. 

—  Es  de  su  competencia,  la  demanda  de  los  tripulantes  por  res- 
cisión del  contrato  de  servicios,  fundada  en  mal  tratamiento  ó 
falta  en  la  alimentación  (art.  2,inc.  10^  Ley  Jurisd.).  —  T.  24, 
p.  404. 

—  Es  competente  para  conocer  en  una  causa  en  que  tenga  inte- 
rés directo  el  tesoro  nacional  (art.  2,  inc.  5**,  Ley  Jurisd.).  — 
T.  21,p.  H3. 

—  La  rebelión  que  no  llega  á  las  proporciones  de  una  verdade- 
ra guerra  civil,  el  auxilio  prestado  á  ella,  y  la  violación  de  de- 
cretos del  poder  ejecutivo,  relativos  ala  misma,  son  delitos  cu- 
yo conocimiento  corresponde  á  tos  tribunales  federales  y  no  al 
presidente  de  la  República,  por  las  facultades  llamadas  pode- 
res de  guerra,  —  T.  21^  p.  245. 

—  Es  ésta,  y  no  el  administrador  de  rentas,  la  competente  para 
conocery  resolveren  las  causas  de  contrabando  (art.  1034, Ord., 
y  art.  3,  Ley  Jurisd.).  —  T.  21,  p.  276. 

—  La  acción  por  daños  y  perjuicios  provenientes  del  embargo 
de  un  buque,  ordenado  por  un  juez  de  provincia,  no  correspon- 
de al  fuero  nacional ;  porque  el  caso  no  está  comprendido  en  el 
inciso  10,  artículo  2  de  la  ley  de  jurisdicción.  —  T.  21 ,  p.  360. 

—  Para  que  una  cuestión  entre  dos  sociedades,  sea  de  jurisdic- 
ción nacional  por  razón  de  las  personas,  es  necesario  que  todos 
y  cada  uno  de  los  demandantes  y  demandados,  sean  extranjeros 
ynacionales  respectivamente.  —  T.  21,  p.  433. 

—  Es  por  su  naturaleza,  esencialmente  restrictiva.  —  T.  21.  p. 
433. 

—  Los  crímenes  cometidos  en  lugares  donde  el  gobierno  nacio- 
nal tenga  jurisdicción  exclusiva,  como  son  los  fortines  de  fron- 
tera y  su  recinto,  deben  ser  juzgados  por  los  jueces  de  sección, 
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aunque  dichos  lugares  no  sean  de  propiedad  de  la  nación  (art. 
3,  Ley  Jurisd.).  — T,21,  p.  491. 

Justicia  federal.— Las  causas  que  versan  sobre  violación  de  una 
cláusula  constitucional  corresponden  al  fuero  federal,  con 
prescindencia  de  las  personas ;  y  pueden  ser  traídas  al  cono- 
cimiento de  la  Suprema  Corte,  si  una  de  las  partes  es  una 
provincia  (art.  100  y  101,  Const.  Nac).  —  T.  21,  p.  498. 

—  Corresponde  al  conocimiento  de  los  jueces  de  sección,  toda 
demanda  deducida  contra  un  vice-cónsul  extranjero,  aun  cuan- 
do el  demandante  sea  también  extranjero.  —  T.  21,  p.  559. 

—  El  conocimiento  de  las  causas  sobre  nulidad  de  patentes  de 
invención,  corresponde  á  los  tribunales  nacionales,  por  la  ley 
de  14  de  octubre  de  1864.  —  T.  22,  p.  15. 

—  Es  incompetente  para  conocer  en  demandas  contra  las  muni- 
cipalidades, por  cobro  de  sueldos,  porque  en  tal  caso  no  obran 
en  calidad  de  persona  jurídica.  —  T.  22,  p.  37. 

—  El  juez  de  sección  no  es  competente  para  conocer  en  prime- 
ra instancia,  de  asuntos  procedentes  de  actos  oficiales  de  un 
vice-cónsul  extranjero  en  su  carácter  oficial  (art.  1,  inc.  4o,  y 
art.  2,  inc.  3%  Ley  Jurisd.).  —  T.  22,  p.  176. 

—  Cesado  el  estado  de  quiebra  del  deudor  por  el  concordato,  el 
juzgado  federal  es  competente  para  conocer  de  los  salarios  que 
aquél  debe  á  los  tripulantes  de  un  buque  de  su  propiedad.  — 
T.22,  p.  212. 

—  Aunque  las  partes  lo  consientan,  es  improrrogable  á  personas 
y  cosas  ajenas  de  ella,  siendo  deber  del  juez  declarar,  aun  de 
oficio,  su  incompetencia,  en  cualquier  estado  de  la  causa  en  que 
se  conozca  (art.  1,  Ley  Proc).  —  T.  22,  p.  261 . 

—  Los  tribunales  nacionales  no  pueden  hacer  á  favor  de  un  cré- 
dito, declaraciones  de  privilegio  para  un  futuro  concurso  de 
acreedores  (art.  42,  Ley  Jurisd.).  —  T.  22,  p.  343. 

—  La  falsificación  de  moneda  es  justiciable  ante  los  tribunales 
federales,  si  la  moneda  tiene  curso  legal  en  la  República.  — 
T.23,p.  81. 
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Justicia  federal.  —  Para  que  los  tribunales  federales  sean  com- 
petentes por  razón  de  las  personas,  es  preciso  que  el  derecho 
disputado  pertenezca  originariamente  y  no  por  cesión  ó  man- 
dato (art.  8, Ley  Jurisd.).  —  T.  23,  p.  473. 

—  No  es  prorrogable  sobre  personas  y  cosas  ajenas  de  ella,  aun 
cuando  las  partes  litigantes  convengan  en  su  prorrogación  (art. 
1,  LeyProc).  —  T.  23,  p.  202. 

—  La  venta  de  efectos  hecha  á  un  proveedor  de  colonias  nacio- 
nales, por  un  particular,  no  es  acto  de  administración  guberna- 
tiva; y  el  pleito  que  el  vendedor  suscite  por  cobro  del  precio,  no 
corresponde  á  la  jurisdicción  federal.  —  T.  23,  p.  244. 

—  Los  delitos  cometidos  en  los  puertos  por  los  que  se  hacen  la 
importación  y  exportación  de  mercaderías,  están  sujetos  á  la 
jurisdicción  federal  (art.  3,  inc.  2o,  Ley  Jurisd.).  —  T.  23,  p. 
344. 

—  Probándose  que  el  demandado  es  extranjero,  y  argentino  el 
demandante,  el  conocimiento  de  la  causa  corresponde  al  juez 
de  sección.  —  T.  23,  p.  442. 

—  El  delito  de  destrucción  de  un  puente  de  ferrocarril,  come- 
tido durante  la  rebelión,  con  el  propósito  de  descarrilar  el  tren 
en  que  va  una  división  del  ejército  nacional,  cae  bajo  la  juris- 
dicción del  juez  de  sección,  por  ser  conexo  con  el  de  rebelión. 
£1  encontrarse  la  causa  en  estado  de  sumario  ante  un  juez  de 
provincia,  no  es  motivo  para  que  éste  pueda  resistir  la  compe- 
tencia por  inhibitoria  que  se  le  promueva,  desde  que  del  suma- 
rio resulte  comprobada  la  naturaleza  del  delito,  quiénes  son 
los  presuntos  reos  y  á  quién  corresponde  .su  juzgamiento  (art. 
18,  Ley  Jurisd.  ).—  T.  23,  p.  416. 

—  Es  incompetente  para  conocer  en  el  pedido  de  hateas  corpas 
de  un  preso  como  desertor  del  ejército  de  línea.  (Ese  delito, 
dice  el  fallo,  pertenece  al  fuero  militar  y  como  tal  está  regido 
exclusivamente  por  las  ordenanzas  del  ejército).  —  T.  23,  p. 
458. 

—  Determinada  en  el  escrito  de  demanda  la  acción  de  desalojo. 
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y  deducida  por  un  ciudadano  contra  un  extranjero,  la  cau- 
sa corresponde  al  fuero  federal.  —  T.  23,  p.  488. 

Justicia  federal.  —  Es  competente  para  conocer  en  las  causas 
en  que  son  partes  una  municipalidad  argentina  y  un  subdito 
extranjero  (art,  2,  inc.  2o,  Ley  Jurisd.).  —  T.  23,  p.  691 . 

—  Para  que  surta  el  fuero  federal  por  razón  de-  las  personas 
en  caso  de  un  crédito  cedido,  es  necesario  que  tanto  el  ceden- 
te  como  el  cesionario  se  hallen  en  condiciones  de  poder  de- 
mandar al  deudor  ante  la  justicia  federal.  Así,  ei  pleito  entre 
dos  extranjeros,  ó  vecinos  de  una  misma  provincia,  aunque 
originariamente  hubiese  podido  ser  llevado  ala  justicia  federal, 
no  pertenece  á  ella.  (£1  caso  fué  el  siguiente :  Don  Domingo 
Dávita,  argentino  y  vecino  de  la  Rioja,  demandó  á  don  Ricardo 
Valdez,  de  igual  nacionalidad  y  vecindad,  por  cobro  de  un  cré- 
dito que  le  cedieron  Brownell  y  C»,  extranjeros  y  vecinos  de 
Buenos  Aires.  La  Corte  (T.  21,  p.  66),  fuhdada  en  el  art.  8, 
ley  de  jurisdicción,  declaró  la  incompetencia  de  la  justicia  fe- 
deral; €  porque  el  objeto  del  artículo  citado  no  era  otro  que 
establecer  una  excepción  ó  limitación  á  los  casos  en  que,  por 
razón  de  las  calidades  personales  de  los  litigantes^  correspon- 
diera una  causa  al  fuero  nacional  ».  Posteriormente,  don  Do- 
mingo Dávilá  cedió,  á  su  vez,  el  crédito  á  don  Ramón  Dávila^ 
extranjero,  quien  demandó  nuevamente  á  Valdez.  En  esta  oca- 
sión, la  Corte  fundó  extensament3  su  fallo,  arribando  á  las 
conclusiones  que  quedan  indicadas).  —  T.  23,  p.  726. 

—  Se  puede  con  seguridad,  establecer  las  siguientes  reglas  para 
resolver  con  facilidad  las  cuestiones  sobre  jurisdicción  por  ra- 
zón de  la  nacionalidad  ó  vecindad  de  las  partes:  1&  las  causas 
entre  un  extranjero  y  un  ciudadano,  ó  entre  un  vecino  de  la 
provincia  en  que  se  promueve  el  juicio,  y  un  vecino  de  otra 
provincia,  corresponde  á  la  jurisdicción  nacional;  2«  Pero  si 
el  derecho  cuestionado  no  pertenece  originariamente,  sino  por 
cesión  al  que  lo  reclama,  para  que  surta  fuero  nacional  es  ne- 
cesario :  a)  que  el  cesionario  personalmente  se  halle  en  las  con- 
diciones necesarias  de  nacionalidad  ó  vecindad  con  respecto  á 
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la  otra;  b)  que  el  cedente  se  halle  en  las  mismas  condicio- 
nes, de  modo  que  él  mismo  hubiera  podido  promover  el  juicio: 
3*  Las  cuestiones  entre  extranjeros,  ó  entre  vecinos  de  una 
misma  provincia,  son  siempre  extrañas  á  la  jurisdicción  nacio- 
nal, aun  cuando  el  derecho  cuestionado  pertenezca  al  que  lo 
reclama,  por  cesión  de  otra  persona  que  hubiera  podido  ocu- 

'    rrir  á  dicha  jurisdicción.  —  T,  23,  p.  726, 

Justicia  federal. — Es  competente  para  conocer  de  una  demunda 
sobre  daños  y  perjuicios  provenientes  de  abusos  de  autoridad 
cometidos  por  un  juez  de  paz  de  provincia,  siempre  que  el  caso 
sea  de  jurisdicción  nacional  por  razón  de  las  personas. — T.S4, 
p.  87, 

—  No  es  competente,  para  conocer  sobre  el  levantamiento  de 
un  embargo,  trabado  por  la  justicia  local  en  causa  criminal  or- 
dinaria. —  T,  24,  p.  2H. 

—  No  corresponde  á  los  tribunales  federales,  tas  cuestiones  re- 
lativis  ¿  impuestos  de  la  Municipalidad  de  la  Capital  (art.  71, 
inc.  3°, de  laley  de  organización  délos  tribunales,  de  1881). — 
T.  24,  p.  246. 

—  iVo  corresponde  á  ella,  el  conocimiento  délos  casos  conten- 
ciosos administrativos  entre  un  particular  y  )a  municipalidad 
de  la  Capital  (art.  71,  ley  de  organización  de  los  tribunales  de 
la  capital,  de  1881).  —  T.  24,  p.  248. 

—  No  puede  decidir  cuestiones  abstractas  ni  juzgar  sobre  la  in- 
constitucionalidad  de  una  ley,  sino  cuando  se  trata  de  su  apli- 
cación á  los  casos  contenciosos  que  ocurren.  —  T.  24,  p.  248. 

—  Corresponde  al  tribunal  federal  que  mandó  practicar  una  li- 
quidación de  cuentas  y  las  aprobó,  conocer  de  la  demanda  que 
versa  sobre  la  reparación  de  un  error  cometido  en  la  misma, 
aunque  en  el  intermedio  haya  fallecido  una  de  las  partes,  y  la 
demanda  sea  contra  la  sucesión  del  mismo.  —  T.  24,  p.  290. 

—  El  conocimiento  del  pleito  de  un  ciudadano  contra  un  extran- 
jero, corresponde  al  juzgado  federal  en  cuya  jurisdicción  está 
domiciliado  el  demandado.  —  T.  24,  p.  312. 
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Justicia  federal.  —  El  extranjero  en  pleito  con  un  ciudadano, 
no  puede  renunciar  el  fuero  federal  sino  en  caso  de  ser  de- 
mandante (art.  12,  inc.  4o,  Ley  Jurisd.).  —  T.  24,  p.  389. 

—  Las  causas  de  fuero  federal  por  la  distinta  vecindad  de  las 
partes,  corresponden  á  la  justicia  federal  aun  siendo  menores 
de  500  pesos,  si  su  importancia  excede  de  la  que  pertenece  á 
los  jueces  de  paz  por  la  ley  provincial.  — T.  24^  p.  408. 

—  Los  delitos  cometidos  en  el  territorio  de  Misiones,  aun  antes 
de  la  ley  de  su  federalización^  corresponden  al  conocimiento 
de  la  justicia  nacional .  No  hallándose  organizada  la  justicia  de 
paz,  á  la  que,  según  la  ley  de  4874,  sobre  territorios  naciona- 
les, se  atribuyó  la  jurisdicción  civil,  comercial  y  criminal,  el 
conocimiento  de  las  causas  debe  pasar  al  juez  federal  de  la 
sección  más  próxima.  —  T.  24,  p.  432. 

—  Corresponde  á  ella,  el  conocimiento  del  delito  de  violación 
de  correspondencia,  aunque  se  haya  cometido  con  motivo  de 
una  revolución  local.  —  T.  25,  p.  38. 

—  La  oposición  á  una  mensura  importa  un  juicio  contencioso, 
cuyo  conocimiento  puede  ser  traído  á  la  justicia  federal,  por 
razón  de  la  distinta  vecindad  ó  nacionalidad  de  las  partes ; 
pues  no  es  un  juicio  universal  de  los  comprendidos  en  el  inci- 
so 1%  artículo  42,  ley  de  jurisdicción,  ni  mucho  menos  puede 
considerarse  dicho  juicio  un  accesorio  de  las  diligencias  de 
mensura  y  amojonamiento.  —  T.  25>  p.  465. 

—  Los  crímenes  cometidos  á  bordo  de  los  buques  mercantes 
extranjeros,  surtos  en  puertos  argentinos,  deben  ser  juzgados 
por  los  tribunales  argentinos^  aunque  sean  cometidos  entre 
personas  de  la  tripulación  (art.  3*,  inc.  2°,  Ley  Jurisd.).— 
T.  25,  p.  489. 

-r-  £1  conocimiento  de  un  interdicto  deducido  por  un  extranjero 
contra  un  ciudadano,  corresponde  á  aquélla.  El  haberse  resuelto 
por  los  tribunales  locales  un  interdicto  sobre  el  mismo  inmue- 
ble con  el  causante  del  extranjero,  no  es  razón  para  atribuir  á 
aquellos  el  conocimiento  del  nuevo  interdicto.— T.  25,  p.  339. 

T.  II  5 
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Justicia  federal.  —  El  puerto  de  Zarate  está  sometido  á  ella,  y 
los  crímenes  allí  cometidos  deben  ser  juzgados  por  los  jueces 
federales  (art.  3«,  inc.  2®,  Ley  Jurisd.).  —  T.  25,  p.  449. 

—  No  corresponden  á  ella,  las  causas  entre  las  provincias  y  sus 
propios  vecinos.  — T.  25,  p.  466. 

•—  Corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  una  causa  civil  entre 
un  ciudadano  y  un  extranjero,  que  no  resulta  haberse  radicado 
ante  los  tribunales  locales.  ~  T.  25,  p.  469. 

—  Siendo  extranjero  el  locador,  y  ciudadano  el  locatario,  pue- 
de aquél  hacer  valer  sus  derechos  ante  la  justicia  federal. — 
—  T.  25,  p.  495. 

—  La  nulidad  de  una  venta  discutida  y  resuelta  por  vía  de  ex- 
cepción ante  la  justicia  local,  no  puede  ser  traída  al  conoci- 
miento de  la  federal,  por  vía  de  acción.  —  T.  26,  p.  28. 

—  Para  establecer  el  fuero  federal,  por  razón  de  las  personas, 
en  caso  de  un  crédito  cedido,  no  basta  acreditar  la  distinta 
vecindad  del  ceden  te  y  del  deudor.  — -  T.  26,  p.  457. 

—  No  corresponde  á  ella,  conocer  en  los  casos  de  detención 
ilegal  ó  servicio  obligatorio  de  guardia  nacional  ó  de  policía, 
impuesta  por  las  autoridades  locales  y  en  servicio  de  la  loca- 
lidad. (El  fallo  se  funda,  entre  otras  razones,  en  que  el  caso  no 
emana  ó  no  está  especialmente  regido  por  la  constitución  y 
leyes  nacionales  ;  en  que  en  las  instituciones  locales  y  ante  las 
autoridades  que  ellas  crean,  debe  buscarse  la  reparación  de 
los  abusos  que  puedan  cometerlas  autoridades  de  aquel  orderi^ 
en  violación  de  derechos  y  garantías;  y  en  que  la  guardia  na- 
cional, mientras  no  sea  llamada  al  servicio  de  la  nación  en  algu- 
no de  los  casos  especialmente  determinados  por  el  inciso  24, 
artículo  67,  déla  constitución,  está  según  ese  artículo  y  los  404 
y  405,  esencialmente  sujeta  al  algobierno  y  jurisdicción  de  las 
provincias;  y  en  que  el  servicio  de  que  se  trata  es  puramente  de 
policía  y  orden  público,  que  por  el  citado  artículo  405  está 
reservado  á  la  acción  ó  soberanía  de  las  provincias,  no  pu- 
diendo  decirse  incluido  en  la  prohibición  del  artículo  408).  — 
T.  26,  p,  233. 
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Jasticia  federal.  —  Corresponde  á  ella,  la  cuestión  sobre  la  li- 
bertad de  una  servidumbre  de  tránsito,  entre  un  argentino  y 
extranjero,  aunque  el  tránsito  se  verifique  sobre  un  rama!  de 
ferrocarril.  (En  este  caso,  el  demandado  pretendía  que  la  cues- 
tión era  de  resorte  administrativo,  según  la  ley  de  ferrocarri- 
les de  1872).  —  T.  26,  p.  244. 

—  Corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  la  demanda  por  co- 
bro de  suministros  para  la  provisión  de  un  buque.  —  T.  26, 
p.  338. 

—  La  Municipalidad  de  Buenos  Aires  puede  ser  demandada 
por  un  extranjero  ante  los  tribunales  federales,  por  razón  de 
perjuicios  que  le  causa  la  prohibición  de  expender  billetes  de 
lotería  extraña.   -— T.  26,  p.  378. 

—  No  es  competente  para  conocer  de  la  demanda  deducida  por 
varios  en  el  carácter  de  comuneros^  si  no  se  prueba  que  cada 
uno  de  ést«)s  individualmente,  tiene  el  derecho  de  deducirla 
ante  dicha  jurisdicción  (art.  10,  Ley  Jurisd.).  —  T.  27,  p.  35. 

—  Sí  por  razón  de  las  protestas  contra  una  mensura,  sobreviene 
un  juicio  contradictorio,  aquella  es  competente  para  conocer 
de  él,  cuando  la  nacionalidad  ó  vencindad  de  los  litigantes  es 
diversa.  —  T.  27,  p.  96. 

—  Es  competente  para  conocer  de  la  acción  civil  y  criminal 
que  se  deduce  por  violación  de  la  ley  nacional  sobre  marcas 
de  fábrica  (art.  35  de  ésta).  —  T.  27,  p.  122. 

—  Corresponde  á  ella  la  averiguación  y  castigo  de  delitos  co- 
metidos dentro  de  establecimientos,  en  los  que  el  gobierno 
nacional  tiene  absoluta  y  exclusiva  jurisdicción.  (Se  trataba  de 
un  delito  cometido  en  el  Asilo  de  inmigrantes  vlel  Paraná, 
creado  por  el  gobierno  nacional :  art.  3o,  inc.  4°,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  27,  p.  143. 

—  No  corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  las  causas  civiles 
entre  dos  argentinos  de  distinta  provincia,  siendo  otra  diversa 
la  en  que  se  ha  suscitado  el  pleito.  —  T.  27^  p.  1 46. 

—  La  oposición  á  una  mensura  importa  un  juicio  contencioso, 
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y  su  conocimiento  puede  ser  traído  á  la  justicia  federal,  por  la 
distinta  nacionalidad  de  las  partes(art.  400,  Const.  Nac;  art.  S% 
inc.  2°,  Ley  Jurisd.  Dicho  juicio,  dice  el  fallo,  no  está  com- 
prendido en  las  excepciones  que  indica  e!  art.  42,  Ley  Jurisd. ; 
y  agrega  :  aunque  hubiera  división  de  la  continencia  de  la 
causa,  no  sería  motivo  legal  suficiente  para  que  la  jurisdicción 
federal  no  entendiera  en  el  asunto,  puesto  que  tiene  lugar  la 
división  de  la  continencia  de  la  causa,  como  consecuencia  for- 
zosa de  la  diversidad  de  fueros,  según  la  doctrina  común, 
cuando  el  juez  no  tiene  jurisdicción  plena  para  conocer  de 
todo  el  pleito,  salvo  disposición  expresa  de  la  ley  en  contrario, 
como  en  los  juicios  universales  de  concurso  de  acreedores  y 
partición  de  herencia,  que  es  una  de  las  excepciones  que  esta- 
blece el  citado  art.  12,  y  en  los  casos  de  que  habla  el  art.  40 
de  la  misma  ley  de  jurisdicción).  —  T.  27,  p.  150. 

Justicia  federal.  — Por  la  ley  de  48  de  septiembre  de  4884, 
corresponden  á  ésta  las  causas  civiles  entre  los  vecinos  de  la 
Capital  y  los  de  las  provincias.  —  T.  27,  p.  470  y  400. 

—  Corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  las  causas  de  apre- 
samiento marítimo  (art.  2,  inc.  7®,  ley  Jurisd.).  —  T.  27,  p.  235. 

—  Corresponden  á  ella,  las  causas  entre  un  vecino  de  la  Capi- 
tal y  una  municipalidad  de  provincia  (ley  48  de  septiembre  de 
4884). —T.  27,  p.  348. 

—  En  las  acciones  que  se  ejercitan  solidariamente  por  más  de 
una  persona,  es  necesario  que  cada  una  de  éstas  tenga  indivi- 
dualmente el  derecho  de  ocurrir  al  fuero  federal,  para  que  la 
causa  corre§ponda  á  los  tribunales  federales.  —  T.  27,  p.  329. 

—  Corresponde  á  ella,  la  causa  de  un  argentino  contra  un  ex- 
tranjero, sobre  desalojo.  —  T.  27,  p.  409. 

—  Corresponden  á  ella,  las  causas  entre  un  extranjero,  cesiona- 
rio de  otro  extranjero,  y  un  argentino.  — T.  27,  p.  434. 

—  Corresponde  á  ella,  ratione  materiae,  el  conocimiento  de  la 
demanda  cuyo  objeto  es  hacer  efectivo  el  cumplimiento  de 
obligaciones  impuestas  por  una  ley  especial  del  congreso 
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(art.  400,  Coiist.  Nac;  art.  2,  ídc.  i'*.  Ley  Jurisd.  La  empresa 
del  Ferrocarril  Central  Argentino,  fué  demandada  ante  el  juez 
local,  para  que  se  la  declarara  obligada  á  soportar  los  graváme- 
nes que  impone  la  ley  de  ferrocarriles  de  1872 ;  y  ocurrió  al  juez 
federal  interponiendo  la  contienda  de  competencia.  La  Corte, 
al  resolver  el  caso,  dijo  que  la  jurisdicción  federal,  por  razón 
de  la  materia,  no  puede  ser  alterada^  ni  modificada  en  mane- 
ra alguna,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  ó  vecindad  de 
las  partes  interesadas  en  el  juicio).  —  T.  27,  p.  449. 

Justicia  federal.  —  La  jurisdicción  de  los  tribunales  nacionales 
en  las  causas  que  versan  sobre  puntos  regidos  por  la  constitu- 
ción, por  las  leyes  del  congreso  ó  tratados  celebrados  con  na- 
ciones extranjeras,  es  privativa.  Los  jueces  de  provincia  no 
pueden  conocer  de  ellas,  so  pretexto  de  ser  también  intérpretes 
de  la  constitución  y  leyes  del  congreso.  Interpretan  y  aplican 
estas  leyes,  como  leyes  supremas  de  la  nación,  en  las  causas 
cuyo  conocimiento  les  corresponde  originariamente,  ó  en  las 
que,  siendo  de  competencia  nacional  por  razón  de  las  perso- 
nas, han  quedado  sujetas  á  su  jurisdicción,  con  arreglo  al 
inciso  4<>,  artículo  12,  ley  de  jurisdicción  de  1863^  no  pudien- 
do,  por  consiguiente,  deducirse  de  aquí  que  tengan  jurisdicción 
concurrente  con  los  tribunales  nacionales.  —  T.  ¿7,  p.  449. 

—  Corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  una  demanda  sobre 
derechos  puramente  privados, entre  un  argentino  y  un  extranje- 
ro, aunque  el  extranjero  haya  servido  en  el  ejército  nacional. 
(Este  solo  hecho,  dice  el  fallo,  no  basta  para  conferir  la  na- 
cionalidad, sino  que  es  necesario  que  el  que  lo  presta,  mani- 
fieste su  voluntad  de  naturalizarse  y  obtenga  la  carta  coires- 
pondiente:  art  2,  ley  de  3  de  octubre  de  1869).  —T.  27,  p.  472. 

—  Su  creación,  por  razón  de  las  personas,  responde  á  los  más 
altos  propósitos  de  la  paz  pública,  evitando  reclamaciones  y 
•conflictos  internacionales;  al  mismo  tiempo  que  afianza  el  cré- 
dito público  y  privado  en  las  relaciones  de  comercio  con  las 

^  potencias  extranjeras  y  sus  habitantes,  no  puede  desapare- 
cer, sino  en  los  casos  de  excepción  expresamente  establecidos 
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en ]a  constitucíÓD  nacional  y  leyes  de  la  materia.  —  T.  28, 
p.  78. 

Justicia  federal.  —  Corresponde  á  ella,  toda  demanda  por  causa 
civil  que  un  extranjero  inicie  contra  un  ciudadano  argentino, 
aunque  existan  ciudadanos  argentinos  que  tengan  el  mismo 
interés  que  el  extranjero,  y  la  resolución  que  recaiga  en  la 
demanda  pueda  aprovecharles  por  implicancia  :  ella  es  priva- 
tiva y  excluyente  de  los  juzgados  de  provincia,  salvo  las  limi- 
taciones contenidas  en  el  artículo  12,  ley  de  jurisdicción.  —  T. 
28,  p.  78. 

—  A  los  efectos  del  fuero  federal,  sólo  se  consideran  parte  en  el 
juicio,  las  personas  cuya  representación  asume  el  apoderado, 
prescindiejido  de  las  otras  que  han  intervenido  en  el  otorga- 
miento del  poder.  —  T.  28,  p.  93. 

—  Corresponde  á  ella,  por  razón  de  la  materia,  la  causa  sobre 
inconstitucionalidad  de  un  impuesto  creado  por  leyes  provin- 
ciales (art.  400,  Const.  Nac).  —  T.  28,  p.  93. 

—  Conoce  en  todas  las  causas  que  versan  sobre  puntos  regidos 
por  la  Constitución,  y^  por  consiguiente,  cuando  la  decisión 
del  caso  depende  de  la  inteligencia  y  aplicación  de  una  cláu- 
sula constitucional,  ó  se  trata  de  impuestos  creados  por  las 
provincias  que  se  dicen  repugnantes  á  la  constitución  (art.  400 
y  401,  Const.  Nac;  art.  2,  inc.  4®,  Ley  Jurisd.).  —  T.  28,  p.  93. 

—  Siendo  extranjero  el  demandante  y  argentino  el  demandado, 
aquella  es  competente  para  entender  en  la  demanda  por  desa- 
lojo de  un  campo.  —  T.  28,  p.  454. 

—  El  juez  federal  puede  declararse  incompetente  de  oficio  en 
las  causas  que  no  le  corresponden,  y  anular  todo  lo  obrado. 
—  T.  28,  p.  239. 

—  No  pertenece  á  ella,  el  juicio  de  deslinde,  sino  cuando  sur- 
ja la  acción  contenciosa,  siendo  las  partes  de  diversa  naciona- 
lidad ó  vecindad.  —  T.  28,  p.  244. 

—  La  demanda  contra  un  recaudador  de  rentas  nacionales^ 
por  hechos  que  no  tienen  relación  con  la  percepción  de  taren- 
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ta  y  el  servicio  público,  no  está  comprendida  en  la  disposición 
del  artículo  2,  inciso  e"*,  ley  de  jurisdicción.  —  T.  28,  p.  258. 

Jasticia  federal.  — En  las  acciones  civiles  que  un  argentino 
deduce  contra  un  extranjero  ó  un  vecino  de  otra  provincia, 
ante  el  juzgado  federal,  es  éste  el  que  debe  conocer  en  ellas 
y  no  el  juez  local  ante  quien  el  demandado  entable  contienda 
de  competencia.  —  T.  28,  p.  276. 

—  La  carga,  descarga  y  estiva  de  mercaderías  para  la  exporta- 
ción á  bordo  de  buques,  pertenece  al  comercio  marítimo;  y  el 
conocimiento  de  las  causas  sobre  salarios  délos  estivadores, 
corresponde  á  los  tribunales  federales.  —  T.  28,  p.  360. 

—  Es  competente  para  conocer  en  la  acción  deducida  por  abu- 
so de  autoridad,  cometido  dentro  del  recinto  de  una  aduana 
nacional  (art.  4,  inc.  3®,  Ley  Jurisd.).  —  T.  29,  p.  51. 

—  Es  competente  para  conocer  en  las  causas  en  que  son  parte 
una  municipalidad  argentina  y  un  extranjero  (art  2,  inc.  2*;  y 
art.  9,  Ley  Jurisd.).  —  T.  29,  p.  178. 

—  La  infracción  délos  artículos  45  y  46  de  la  ley  penal  de  1863, 
no  somete  á  sus  autores  á  la  jurisdicción  federal,  cuando  re- 
resulta que  no  han  sido  comisionados  nacionales^  sino  sólo 
agentes  provinciales.  —  T.  29,  p.  255. 

—  La  violación  de  domicilio  y  la  substracción  de  dinero,  son  de- 
litos comunes  que  no  caen  bajo  la  jurisdicción  de  los  tribunales 
federales.  (No  basta  para  que  surta  el  fuero  federal,  la  sola  cir- 
cunstancia de  que  los  derechos  que  se  dicen  violados  estén 
garantidos  por  la  Const.  Nac,  pues  así  lo  están  todos  los  que 
se  refieren  á  la  propiedad,  libertad  y  vida  de  los  habitantes  de 
de  la  República.  Lo  contrario  importaría  atribuir  el  conoci- 
miento de  todas  las  causas  criminales  á  la  justicia  federal, 
absorbiendo  así,  por  completo,  la  jurisdicción  de  los  jueces  de 
la  Capital  y  provincias).  —  T.  29,  p.  319. 

—  La  demanda  sobre  indemnización  de  perjuicios,  deducida 
por  un  extranjero  contra  ciudadanos  argentinos,  corresponde 
á  aquélla.  —  T.  29,  p.  346. 


JÜS  —  7«  — 

Justicia  federal.  —  La  designación  del  lugar  para  el  cumplimiento 
de  la  obligación,  no  modifícala  vecindad  de  las  partes  páralos 
efectos  del  fuero  federal :  tal  acto  no  tiene  más  alcance  que  la 
designación  de  un  domicilio  especial.  (Los  señores  Demarchi, 
vecinos  de  la  Capital,  demandaron  á  don  Ambrosio  Olmos,  veci- 
no de  Córdoba,  por  cumplimiento  de  un  contrato.  £1  demandado 
dijo  que  debiendo  éste  cumplirse  en  la  misma  Capital,  debía 
considerársele  también  como  vecino  de  ella).  —  T.  29,  p.  363. 

—  Las  causas  civiles  entre  vecinos  de  la  Capital  y  vecinos  de 
una  provincia,  corresponden  á  la  justicia  federal  (ley  18  de 
septiembre  de  1884).  —  T.  29,  p.  363. 

—  Para  que  ella  proceda,  por  razón  de  las  personas,  es  preciso 
que  el  derecho  discutido  pertenezca  á  las  partes  originaria- 
mente (art.  8,  Ley  Jurisd.).  —  T.  29,  p.  433. 

—  No  corresponde  á  ella,  el  recurso  de  habeos  corptis^  cuando  se 
trata  de  detención  hecha  por  la  autoridad  local  y  respecto  de 
personas  que  no  son  empleados  nacionales  (art.  20,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  29,  p.  456. 

—  Carece  de  jurisdicción,  para  traer  ajuicio  los  abusos  de  las  au- 
toridades locales.  —  T.  29,  p.  458. 

—  No  tiene  jurisdicción,  para  intervenir  en  los  nombramientos 
de  las  autoridades  provinciales.  —  T.  30,  p.  17. 

—  La  jurisdicción  de  los  jueces  federales  difiere  substancial- 
mente  de  la  de  los  jueces  del  territorio  de  la  Capital,  no  obs- 
tante ser  unos  y  otros  nacionales,  y  proceder  su  nombramiento 
del  gobierno  de  la  Nación  ;  pues  los  primeros  ejercen  una  ju- 
risdicció>n  de  excepción,  limitada  álos  casos  enumerados  en  el 
articulo  100  de  la  Constitución  nacional,  mientras  que  los  se- 
gundos ejercen  la  jurisdicción  ordinaria  que  el  poder  legisla- 
tivo les  confiere  y  que  puede  éste  ampliar  ó  restringir  según  lo 
creyere  conveniente.  Los  primeros  son  propiamente  los  jueces 
de  la  Constitución,  creados  por  el  artículo  24  de  la  misma ;  los 
segundos  son  los  jueces  de  la  ley,  establecidos  por  el  Congreso 
en  virtud  de  la  facultad  que  le  acuerda  eKartículo  67,  incisos  14 
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y  27,  para  ejercer  una  legislación  exclusiva  en  la  Capital^  de- 
terminar por  una  legislación  especial  la  organización,  adminis- 
tración y  gobierno  que  deben  tener  los  territorios  nacionales, 
que  queden  fuera  de  los  límitcb  que  se  asigne  á  las  provincias. 
—  T.  30.  p.  112. 

Justicia  federal.  —  Los  delitos  cometidos  en  la  Capital  por  medio 
de  la  prensa,  no  corresponden  á  la  justicia  federal,  sino  á  los 
tribunales  nacionales  ordinarios.  (Se  trataba  del  delito  de  de- 
sacato y  amenazas  contra  el  presidente  déla  República,  come- 
tido por  medio  del  diario  El  Debate.  Se  funda  esta  resolución, 
entre  otras  razones,  en  el  artículo  32  de  la  Constitución,  y  en  que 
la  ley  orgánica  de  los  tribunales  de  la  Capital,  de  1881 ,  atribuye 
á  la  justicia  criminal  de  la  misma,  amplia  jurisdicción  para  co- 
nocer de  todos  los  delitos  justiciables  en  su  territorio,  sin  excep- 
tuar los  que  puedan  cometerse  por  la  prensa).  —  T.  30,  p.  1 12. 

—  La  demanda  por  cobro  de  pesos,  valor  de  mercaderías  em- 
barcadas, ó  por  entrega  de  los  conocimientos  de  éstas,  en  su 
defecto,  no  pertenece  á  la  jurisdicción  federal  por  razón  de  la 
materia.  {Ella,  dice  el  fallo,  es  una  simple  acción  por  cobro  de 
pesos,  sin  relación  alguna  con  la  navegación,  ni  con  los  medios 
paradla  necesarios.  Si  bastara  el  hecho  de  haberse  embarcado 
un  artículo,  para  determinar  la  jurisdicción  federal,  no  habría 
contrato  alguno  sobre  los  productos  del  país,  que  no  la  estable- 
ciera, pues  todos  tienen  por  objeto  final  la  exportación).  —  T. 
30,  p.  143. 

—  Es  incompetente  en  los  asuntos  pertenecientes  á  concurso 
(art.  12,  Ley  Jurisd.).  —  T.  30,  p.  146. 

—  Corresponde  al  conocimiento  de  ella,  el  delito  de  herida  in- . 
ferida  con  motivo  de  intentar  la  falsificación  de  elecciones  na- 
cionales. —  T.  30,  p.  158. 

—  Corresponden  á  ella,  las  cuestiones  sobre  inconstitucionali- 
dad  de  impuestos.  —  T.  30,  p.  332. 

^-  No  es  competente  para  entender  en  una  petición  de  mensu- 
ra, pues  no  importa  un  caso  contencioso,  aunque  puede  dar 
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lugar  á  él  cuando  surge  opusición  de  algún  colindante.  —  T. 
m,  p.  389. 
Justina  federRl.  —  !So  es  competente  para  conocer  en  el  inter- 
dicto de  habeos  eorpm,  sino  en  los  casos  que  la  policía  que 
apresa  ó  el  apresado,  tengan  carácter  nacional  (art.  20,  Ley 
Jurisíi.)-  —  T.  30,  p.  400. 

—  Es  incompetente  para  conocerenlas  demandas  sobre  exone- 
ración del  pago  (fe  un  impuesto  local.  —  T.  31,  p.  103. 

—  No  es  competente,  para  conocer  de  los  actos  y  obligaciones 
(le  los  asociados  en  su  calidad  de  tales.  —  T.  31 .  p.  1 43. 

—  Corresponde  á  ella,  conocer  en  la  acción  de  daños  ¡y  perjui- 
cios procedentes  de  actos  ejecutados  en  comisión  de  una  de  las 
cámaras  del  Congreso  nacional.  (Don  Elíseo  Acevedo  (demandó 
al  jefe  de  policía  (ie  la  Capital,  por  haberlo  puesto  preso  por 
orden  de  la  Cámara  de  diputados  nacionales,  autoridad  incom- 
petente, á  su  juicio,  para  dictar  tal  orden.  El  juez  se  declaró  in- 
competente, y  la  Corte  revocó  el  auto  por  tratarse  de  la  respon- 
sabilidad de  un  funcionario  público,  por  actos  ejecutados  en 
tas  condiciones  expresadas).  —  T.  31,  p.  296. 

—  La  demanda  en  que  no  es  partelamunicipalidad,  ni  ninguna 
otra  autoridad  provincial,  aunque  sea  por  cobro  de  impuestos, 
corresponde  al  conocimiento  de  la  justicia  federal,  sí  se  enta- 
bla por  el  cesionario  de  esos  impuestos,  argentino,  contra  un 
extranjero.  — T.  3(,  p.  355. 

—  En  el  orden  nacional,  no  existen  jueces  de  instrucción,  y  el 
juez  federal  exhortado  por  el  de  la  causa,  para  instruir  el  suma- 
rio, puede  negarse  ai  cumplimiento  del  exhorto.  — T.  32,  p.  1 5. 

—  Carece  de  competencia  para  conocer  en  las  causas  de  juris- 
dicción concurrente,  cuyo  valor  es  inferior  á  ta  tasa  d«  la  ley 
de  3  de  septiembre  de  1878.  —  T.  32,  p.  92. 

—  Para  que  pueda  surgir  el  fuero  federa),  tratándose  de  dere- 
chos adquiridos  por  cestón,  es  necesario  que  tanto  el  cesiona- 
rio como  el  cedente  puedan  personalmente  demandar  ante  la 
justicia  federal  (art-  8,  Ley  Jurisd.). —  T.  32,  p.  155, 
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Jastíoia  federal.  —  No  corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  la 
causa  por  daños  y  perjuicios  procedentes  de  un  contrato  reali- 
zado en  la  provincia  de  Santa  Fe,  entre  un  vecino  de  dicha  pro- 
vincia y  la  administración  del  Ferrocarril  Central  Argentino, 
residente  en  la  misma  (art.  9,  Ley  Jurisd.;  art.  90,  inc.  4,  Cód. 
Civ.).  —  T.  32,  p.  186. 

—  Corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  la  demanda  por  cobro 
de  precio  de  artículos  vendidos  para  construcciones  navales  y 
reparaciones  de  buques.  —  T.  32,  p.  239. 

—  No  son  de  su  competencia,  las  causas  criminales  por  viola- 
ción de  domicilio.  No  basta  para  que  surta  el  fuero  federal,  la 
sola  circunstancia  de  que  los  derechos  que  se  creen  violados, 
estén  garantidos  por  la  Constitución.  —  T.  32,  p.  244. 

—  Pertenece  á  ella,  la  demanda  contra  el  dueño  de  un  vapor,  por 
averias  que  ha  sufrido  la  carga  por  entrega  fuera  de  los  térmi- 
nos del  conocimiento  (art.  2,  inc.  10,  Ley  Jurisd.).  —  T.  32, 
p.  292. 

—  Es  de  su  competencia,  la  demanda  que  se  funda  en  un  acto 
administrativo  del  gobierno  nacional,  y  en  las  disposiciones 
de  la  ley  nacional  de  ferrocarriles  de  1872.  — T.  33,  p.  73. 

—  La  demanda  por  cobro  de  pesos  iniciada  contra  el  albacea 
de  una  sucesión,  después  de  concluido  el  juicio  testamentario 
por  la  partición  de  bienes,  no  está  comprendida  en  la  limita- 
ción del  inciso  4"^,  articulo  12  de  la  ley  de  jurisdicción  (art. 
3284,  inc.  4%  y  art.  3490^  Cód.  Civ.).  —  T.  33,  p.  91 . 

—  Los  delitos  previstos  y  penados  por  los  artículos  o,  14  y  19 
de  la  ley  nacional  penal,  están  sujetos  ala  jurisdicción  federal, 
aunque  hayan  sido  cometidos  por  un  eclesiástico  en  ejercicio 
de  sus  funciones  de  tal.  (La  ley  de  5  de  julio  de  1823,  al  san- 
cionar la  abolición  de  los  tueros  personales,  sólo  ha  reservado 
á  la  jurisdicción  eclesiástica  la  averiguación  y  castigo  de  aque- 
llos delitos  que  no  puedan  ser  cometidos  sino  por  los  indivi- 
duos del  clero).  —  T.  33,  p.  141. 

—  Es  incompetente  para  entender  en  las  demandas  en  que  el 
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actor  y  uno  de  los  demandados,  son  extranjeros  (art.   40,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  33,  p.  217. 

Justicia  federal.  —  Es  incompetente  para  conocer  y  resolver  en 
los  delitos  cometidos  por  medio  de  la  prensa.  (Se  trataba  de 
ataques  dirigidos  al  diputado  nacional  don  Manuel  Gorostiaga, 
que  se  opuso  á  la  sanción  de  una  partida  del  presupuesto  relativa 
al  sueldo  del  Rector  del  Colegio  de  Santiago,  don  Vicente  García 
Aguilera,  cuya  conducta  atacó  en  la  cámara.  Se  funda  esa  re- 
solución en  el  articulo  32  de  la  Constitución  nacional ;  en  que 
contra  la  limitación  impuesta  por  dicho  artículo  á  la  jurisdic- 
ción federal,  no  pueden  alegarse  los  privilegios  de  que  gozan 
los  miembros  del  Congreso,  pues  ella  en  nada  afecta  á  los  que 
se  les  acuerda  por  el  artículo  60  de  la  misma ;  y  en  que  aque- 
llos no  gozan  del  fuero  federa],  como  no  lo  gozan  los  ministros 
del  gobierno  nacional,  los  jueces  y  demás  autoridades  nacio- 
nales en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  en  los  delitos  cometidos 
contra  ellos  por  medio  de  la  prensa).  —  T.  33,  p.  228. 

—  Las  injurias  de  hecho  inferidas  al  secretario  del  juzgado  fe- 
deral, con  ocasión^  y  por  razón  de  sus  funciones,  constituyen  un 
delito  justiciable  por  los  tribunales  federales  (art.  32,  Ley  Pe- 
nal). —  T.  33,  p.  280. 

—  El  haber  sido  vendido  un  terreno  por  los  síndicos  y  el  juez  de 
un  concurso,  no  es  razón  para  declarar  que  la  reivindicación 
del  mismo,  promovida  entre  dos  vecinos  de  distintas  provin- 
cias, no  sea  de  competencia  de  la  jurisdicción  federal.  (Ese 
caso  no  está  comprendido  en  las  excepciones  del  art.  42,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  33,  p.  305. 

—  La  venta  hecha  de  un  campo  en  .litigio,  no  importa  sino  la 
cesión  de  los  derechos  del  vendedor  á  la  cosa  disputada;  y  en 
tal  caso,  para  que  la  cuestión  corresponda  á  la  justicia  federal, 
es  necesario  que  concurra  la  distinta  vecindad  ó  nacionalidad 
extranjera,  tanto  del  cesionario,  como  del  cedente  (art.  8,  Ley 
Jurisd,).  —  T.  33,  p.  326. 

—  Corresponde  áella,  el  conocimiento  de  una  causa  promovida 
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por  UD  vecino  de  La  Plata,  contra  vecinos  de  la  Capital.  —  T. 
33,  p.  344. 

Justicia  federal.  —  £1  desalojo  ordenado  por  sentencia  de  los 
tribunales  provinciales  competentes,  no  puede  dar  lugar  á  una 
acción  de  danos  y  perjuicios,  ni  á  su  conocimiento  por  la  jus- 
ticia federal,  en  razón  de  la  distinta  nacionalidad  de  las  partes. 
—  T.  33,  p.  405. 

—  La  causa  sometida  á  ella  en  razón  de  la  distinta  nacionalidad 
de  las  partes,  cesa  de  corresponder  á  la  misma,  si  el  deman- 
dado extranjero,  toma  carta  de  ciudadanía  antes  de  contestar 
la  demanda,  porque  aún  no  está  deñnitivamente  fijada  la  ju- 
risdicción del  juez.  —  T.  34,  p.  57. 

—  En  los  pagarés  á  la  orden  transmitidos  por  vía  de  endoso,  no 
es  aplicable  el  artículo  8  de  la  ley  de  jurisdicción.  Siendo  ex- 
tranjeros los  endosatarios  ejecutantes  y  los  deudores,  la  justi- 
cia federal  es  incompetente  para  conocer  en  la  ejecución.  (Los 
cónyuges  Arancibia,  extranjeros,  otorgaron  un  pagaré  á  la  or- 
den y  á  favor  de  don  José  M.  UUoque,  argentino,  quien  lo  en- 
dosó á  Meníchetti  yBottini^  extranjeros,  los  que  demandaron  á 
los  deudores).  —  T.  34,  p.  135. 

—  No  corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  crímenes  come- 
tidos en  tierra  firme,  fuera  de  la  línea  de  las  aguas  y  de  los  lu- 
gares á  que  se  refiere  el  artículo  3,  inciso  S'',  de  la  ley  de  juris- 
dicción. —  T.  34,  p.  162. 

—  Las  diligencias  preparatorias  de  la  demanda  de  jactancia 
contra  un  extranjero,  no  atribuyen  la  jurisdicción  federal  en  la 
causa  que  éste  ha  entablado  ante  la  justicia  local,  antes  de  ra- 
dicada dicha  demanda  de  jactancia,  porque  siendo  actor  el  ex- 
tranjero, puede  optar  por  la  jurisdicción  ordinaria.  —  T.  34, 
p.  170. 

—  Gozan  del  fuero  federal,  los  agentes  consulares  en  causas 
.   civiles;  porqué  las  funciones  de  aquellos,  son  las  mismas  que 

las  del  vice-cónsul,  según  opinión  de  los  tratadistas  de  dere- 
cho internacional.  —  T.  34,  p.  249. 
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Justioia  federal.  —  El  artículo  ^,  inciso  2^  de  la  ley  de  juris- 
dicción, al  mencionar  las  causas  civiles,  comprende  éstas  y 
las  comerciales.  (Emplea  la  palabra  cityiles  en  oposición  á  cri- 
minales^ como  término  genérico).  —  T.  34,  p.  263. 

—  No  obsta  al  ejercicio  de  ésta,  por  la  distinta  vecindad  de  las 
partes,  Inexistencia  de  una  sentencia  délos  tribunales  locales, 
que  el  demandado  opone  para  excepcionarse  contra  la  acción 
instaurada.  —  T.  34,  p.  270. 

—  Corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  los  delitos  de  contra- 
bando y  de  los  comunes  conexos  con  aquél.  — T.  34,  p.  405. 

—  La  incompetencia  de  ella,  para  entender  en  las  cuestiones 
sobre  impuestos  provinciales  ó  municipales,  sin  ventilar  su 
constitucionalidad,  se  entiende  para  el  caso  en  que  se  traen 
ante  ella  aisladamente,  y  no  en  conexión  con  otros  que  perte- 
necen como  principales,  al  fuero  federal.  (Don  Antonio  Santa 
María,  empresario  del  gas  del  Rosario,  pendiente  la  conccbión 
que  le  acordóla  municipalidad,  en  la  que  le  exceptuaba  de  im- 
puestos municipales^  demandó  á  ésta  para  que  se  la  obligase  á 
respetar  ese  privilegio,  y  se  le  declarase  libre  de  todo  impuesto 
local).  —  T.  34,  p.  422. 

—  La  demanda  por  daños  y  perjuicios  de  un  extranjero  contra 
un  ciudadano,  corresponde  á  la  justicia  federal,  aunque  el 
demandado  alegue  haber  procedido  en  desempeño  de  una  co- 
misión de  los  tribunales  de  provincia,  porque  no  se  trata  en 
el  caso,  sino  de  la  reparación  debida  por  hechos  personales  del 
demandado  y  de  excesos  que  se  dicen  por  él  cometidos  en  la 
ejecución  de  aquella  comisión.  —  T.  35,  p.  230. 

—  La  entrega  de  mercaderías  que  se  pide  á  un  agente  de  vapores, 
en  virtud  de  conocimientos,  y  se  niega  por  éste,  por  falta  de 
pago  de  flete  y  desembolsos,  pertenece  á  la  navegación  y  ci»- 
mercio  marítimo,  y  el  conocimiento  de  la  demanda,  á  la  justi- 
cia federal  (art.  2,  inc.  íO,  Ley  Jurisd.).  —  T.  35,  p.  265. 

—  Estando  justificado  en  causa  civil,  que  los  demandados  son 
vecinos  de  una  provincia,  y  el  demandante  es  vecino  de  la  Ca- 
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pital,  el  conocimiento  de  ella  corresponde  á  la  justicia  federal. 
—  T.  35.  p.  399. 

asticia  federal.  —  Es  incompetente  para  conocer  en  demandas 
cuyo  importe  es  inferior  á  la  tasa  de  la  ley  de  3  de  septiem- 
bre de  4878,  y  que  no  corresponden  á  su  conocimiento  por  ra- 
zón de  la  materia.  (Se  demandaba  la  devolución  de  26  pesos^ 
que  habían  sido  pagados  á  la  municipalidad  de  Mendoza,  pre- 
tendiendo que  el  cobro  que  ésta  hizo  era  contrario  á  la  Consti- 
tución provincial.  El  fallo  de  la  Corte  dice  que  ese  punto  no 
está  especialmente  regido  por  la  Constitución  ó  leyes  naciona- 
les). —  T.  35.  p.  354. 

No  acreditándose  el  fuero  federal,  no  corresponde  proceder, 
y  las  resoluciones  que  se  dicten  son  sin  efecto.  —  T.  36,  p. 
104. 

Corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  los  delitos  comunes 
cometidos  en  las  islas  argentinas  (art.  23,  inc.  2^  Cód.  Proc. 
Crim.).  —  T.  36,  p.  264. 

Carece  de  jurisdicción,  para  conocer  en  las  causas  civiles  en- 
tre ciudadanos  domiciliados  en  la  misma  provincia.  —  T.  36, 
p.  322. 

'  Por  las  leyes  de  federalización  del  territorio  de  la  Capital  y 
orgánica  de  los  tribunales  de  la  misma,  los  jueces  federales 
carecen  de  Jurisdicción  para  conocer  en  las  causas  civiles  de 
menor  cuantía,  entre  un  extranjero  y  un  ciudadano.  —  T.  36, 
p.  394. 

No  es  competente  por  razón  de  las  personas,  cuando  uno  de 
los  demandantes  es  de  la  misma  provincia  de  tos  demandados, 
y  todos  son  ciudadanos  argentinos  (art.  10,  Ley  Jurisd.).  —  T. 
37,  p.  240. 

En  el  juicio  de  reivindicación  deducido  por  un  argentino  con- 
tra un  extranjero,  la  justicia  federal  cesa  de  ser  competente  pa- 
ra conocer  en  él,  si  es  argentino  el  causante  del  demandado, 
y  se  hace  parte  en  la  causa  en  virtud  de  la  citación  de  evicción. 
(En  virtud  de  ésta,  el  demandado  viene  á  ser  un  ciudadano  ar- 
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gentino,  y  entonces  es  de  aplicación  la  doctrina  delart.  12,  inc. 
4^  Ley  Jürisd.).  —  T.  38,  p.  105. 

Justicia  federal.  —  No  tiene  jurisdicción  para  conocer  en  la  de- 
manda por  acción  personal,  deducida  por  un  vecino  de  la  Ca- 
pital contra  un  vecino  de  la  misma.  Su  conocimiento  corres- 
ponde á  los  tribunales  ordinarios  de  la  Capital.  — T.  38,  p.  194. 

—  Es  incompetente  para  conocer,  por  razón  de  las  personas,  de 
las  causas  que  por  su  valor  corresponden  á  los  jueces  de  paz 
de  la  localidad,  y  no  excedan  de  500  pesos  (art.  1,  ley  de  3  de 
septiembre  de  1878).  —  T.  38,  p.  334. 

—  La  acción  civil  por  daños  y  perjuicios  entablada  por  un  ex- 
tranjero contra  un  ciudadano,  corresponde  á  la  justicia  fede- 
ral, aunque  proceda  de  faltas  del  demandado  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  de  empleado  público  (art.  2,  inc.  3°,  LeyJurisd.). 
—  T.38,  p.  513. 

T-  Corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  la  acción  civil  por  la 
que  un  extranjero  pretende  cobrar  á  un  ciudadano^  el  valor  de 
los  daños  y  perjuicios  que  alega  haberle  éste  causado  como  in- 
tendente municipal.  (La  ley  orgánica  de  la  municipalidad  de 
la  Capital,  al  establecer  que  los  empleados  del  departamento 
ejecutivo  responden  individualmente  ante  los  tribunales  ordi- 
narios por  transgresiones  ú  omisiones  en  el  cumplimiento  de  sus 
deberes,  no  excluye  y  sí  funda  la  jurisdicción  federal,  pues  el 
tribunal  ordinario  de  la  causa  no  es  otro  que  el  federal,  dada 
la  diversa  nacionalidad  de  las  partes).  —  T.  38,  p.  526. 

—  El  endoso  de  un  pagaré  hecho  después  de  la  quiebra  del  fir- 
mante, debe  ser  reputado  como  una  cesión  civil  (art.  812,  Cód. 
Com.  ant.) ;  y  en  tal  caso,  si  el  cedente  y  el  demandado  son  ar- 
gentinos, la  cobranza  deélno  corresponde  al  fuero  federal  (art. 
8,  Ley  Jurisd.).  —  T.  39,  p.  38. 

—  Las  demandas  sobre  devolución  de  impuestos  pagados,  fun- 
dadas en  la  inconstitucionalidad  de  éstos,  corresponden  al  co* 
nocimiento  en  1»  instancia,  de  los  jueces  federales  (art.  S,  inc. 
lo,  Ley  Jurisd.  La  demanda  se  funda  directa  y  exclusivamente 
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en  la  violación  de  la  prescripción  de  los  art.  9, 40  y  14,  Const. 
Nac).  —  T.  39,  p.  112  y  123. 

Justicia  federal.  —  Siendo  extranjeros  todos  los  actores  y  sus 
cedentes,  y  argentino  el  demandado,  procede  la  jurisdicción 
federal.  —  T.  39,  p.  348. 

—  Los  jueces  locales  no  son  demandables  ante  ella,  por  sus  ac- 
tos y  procedimientos  de  tales.  (La  acción  se  fundaba  en  irregu- 
laridades que  se  dicen  cometidas  y  retardos  maliciosos  en  la 
tramitación  de  expedientes  ante  un  juez  de  paz  letrado,  en  que 
era  interesado  el  actor).  —  T.  40,  p.  181. 

—  Para  los  efectos  del  fuero  federal^  la  mujer  casada  tiene  la 
nacionalidad  de  su  marido.  —  T.  40,  p.  225. 

—  Es  incompetente  para  conocer  en  la  reivindicación  de  un  te- 
rreno que  se  halla  en  litigio  ante  los  tribunales  locales^  por  ex- 
propiación pedida  ante  ellos  por  el  demandado,  extranjero, 
contra  el  propietario,  argentino.  (El  extranjero  aceptó  la  juris-^ 
dicción  local,  la  que  admitió  también  el  demandante,  que  pos- 
teriormente promovió  juicio  de  reivindicación,  haciendo  diver- 
sas gestiones  ante  el  juez  que  conocía  de  la  expropiación).  — 
T.  40,  p.  349. 

—  Corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  la  acción  civil  de  reí- 
vindicación  promovida  por  un  vecino  de  la  provincia  de  Bue- 
nos Aires^  contraía  municipalidad  de  la  Capital  (art.  2,  inc.  ^, 
y  art.  9,  Ley  Jurisd.).  —  T.  40,  p.  360. 

—  El  conocimiento  de  las  causas  por  defraudación  de  la  renta 
fiscal,  una  vez  salidas  de  la  jurisdicción  de  la  aduana,  las  mer- 
caderías que  han  sido  materia  de  ella,  corresponde  exclusiva- 
mente al  juez  federal  (art.  1034,  Ord.).  —  T.  41,  p.  13. 

—  Corresponde  á  ella  exclusivamente,  el  conocimiento  de  las 
causas  en  que  la  defraudación  se  comete  juntamente  con  un 
delito  común^  se  hallen  ó  no  las  mercaderías  en  poder  de  la 
aduana  (art.  1060^  Ord.).  ^  T.  41,  p.  13. 

—  La  resolución  que  dicte  la  aduana  en  las  causas  á  que  se 
refieren  los  casos  anteriores,  no  impide  el  conocimiento  en 
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ellas  de  la  justicia  federal,  aunque  no  baya  sido  reclamada  en 
tiempo;  pues  el  orden  de  las  jurisdicciones  es  de  orden  público» 
y  en  materia  penal^lajurisdicciónabsolutamente  improrrogable, 
y  nulo,  en  consecuencia,  lo  hecho  por  persona  ó  autoridad  sin 
jurisdicción  para  ello.  —  T.  44, p.  43. 

Jastioia  federal.  —  No  es  competente,  para  conocer  en  la  de- 
manda de  daños  y  perjuicios  procedentes  de  la  ejecución  de 
sentencia  de  un  juez  local,  entablada  conjuntamente  contra  éste 
y  otra  persona.  (Los  jueces  de  provincia  no  pueden  ser  traídos 
ante  la  justicia  nacional  á  responder  de  sus  actos  de  tales, 
salvo  los  casos  de  excepción  establecidos  por  la  ley;  y  aun 
cuando  esto  se  refiera  á  un  solo  demandado,  habiéndose  inter- 
puesto la  acción  conjunta  y  solidariamente  contra  un  juez  y  otra 
persona,  debe  entenderse  de  aplicación  la  disposición  del  arti- 
culo 40,  ley  de  jurisdicción).  —  T.  44,  p.  43. 

—  Corresponde  á  ella,  la  demanda  de  un  extranjero  contra  una 
municipalidad,  por  devolución  de  especies  que  se  dicen  inde- 
bidamente tomadas  en  virtud  de  ordenanzas  y  procedimientos 
inconstitucionales,  y  por  reparación  de  perjuicios.  (Tal  deman- 
da es  una  acción  puramente  civil  :  art.  2,  inc.  S"",  y  art.  9, 
Ley  íurisd . ).  —  T.  44 ,  p.  57 . 

—  La  jurisdicción  federal  en  las  causas  de  comercio  marítimo, 
es  excluyente  de  los  juzgados  de  provincia,  y  debe  conocer  en 
ellas,  aunque  se  haya  entablado  y  contestado  la  demanda  ante 
la  justicia  local  (art.  2»,  inc.  40,  y  art.  42,  Ley  Jurisd.).— T.  44, 
p.  174. 

—  No  corresponden  á  ella,  las  causas  entre  dos  extranjeros, 
aunque  sean  vecinos  de  distintas  provincias.  —  T.  44 ,  p.  207. 

—  £1  conocimiento  de  demandas  contra  las  empresas  de  ferro- 
carriles nacionales,  por  daños  y  perjuicios  procedentes  de  in- 
cendio causado  por  el  fuego  de  sus  locomotoras,  corresponde 
á  la  justicia  federal.  (Por  la  naturaleza  de  los  hechos  alegados^ 
la  responsabilidad  de  la  empresa  tiene  que  juzgarse  necesaria- 
mente y  en  primer  lugar,  del  punto  devista  de  las  disposiciones 
esplicitas  ó  implícitas  conferidas  en  la  ley  de  ferrocarriles. 
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que  rige  en  general  las  relaciones  de  las  empresas  con  la  ad- 
ministración y  con  los  particulares.  £1  caso,  en  consecuencia, 
debe  entenderse  regido  por  una  ley  especial ,  no  comprendida 
en  la  reserva  del  artículo  67,  inciso  41^  constitución  nacional, 
y  sometido  por  lo  mismo  á  la  justicia  federal,  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 2,  inciso  4%ley  de  jurisdicción.  No  obsta  que  él  entrañe  ó 
pueda  suscitar  cuestiones  que  deban  regirse  puramente  por  los 
principios  de  derecho  común,  pues  siendo  éstos  supletorios, 
en  materia  de  responsabilidad  de  las  empresas  de  ferrocarril, 
cuando  no  se  trata  de  acciones  resultantes  del  contrato  de 
transporte,  y  aplicables  sólo  en  defecto  de  disposición  parti- 
cular en  la  ley  especial  de  la  materia,  tales  cuestiones,  s*  se 
suscitan,  deben  resolverse  como  incidentales,  por  la  jurisdic- 
ción que  determina  la  naturaleza  de  la  causa). —  T.  44^  p.  S60. 

Jastioia  federal.  —  El  conocimiento  de  demandas  contra  ferro- 
carriles nacionales  por  daños  y  perjuicios,  por  muerte  ocurrida 
á  consecuencia  de  infracciones  de  la  ley  nacional,  corresponde 
á  la  justicia  federal  (art.  %,  inc.  1®,  Ley  Jurisd.  Esta  resolución 
se  funda  en  las  mismas  razones  expuestas  en  el  caso  anterior). 

—  T.  44,  p.  267. 

—  La  acción  civil  por  daños  y  perjuicios  procedente  de  abusos 
cometidos  por  un  funcionario  local,  puede  ser  traída  á  la  jus- 
ticia federal  por  razón  de  la  distinta  nacionalidad  de  las  partes. 

—  T.  42,  p.  43. 

—  Es  competente,  para  conocer  en  la  demanda  interpuesta  con- 
tra el  jefe  de  una  oficina  telegráfica  nacional,  por  devolución 
de  importe  de  telegramas,  que  se  alega  no  haber  sido  transmi- 
tidos en  tiempo  ó  no  recibidos  por  el  destinatario  (art.  34,  444 
y  464,  Ley  de  Telégrafos).  — T.  42,  p.  24. 

—  La  acción  de  división  de  condominio,  impugnada  por  el  de- 
mandado, que  sostiene  ser  dueño  único,  es  una  acción  reivin- 
dicatoría, y  no  de  deslinde;  y  su  conocimiento  corresponde  á 
la  justicia  federal,  si  las  partes  son  argentinas  de  distinta  ve- 
cindad (Véase  :  División  de  condominio).  —  T.  42,  p.  448. 

—  Es  competente,  para  entender  en  todo  asunto  civil  entre  un 
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extranjero  y  una  municipalidad,  sin  que  pueda  oponerse  por 
ésta,  que  se  trata  de  actos  administrativos  de  la  misma.  — 
T.  42,  p.  295. 

Justicia  federal.  —  Las  municipalidades  son  consideradas  á  los 
efectos  del  fuero,  como  personas  de  nacionalidad  argentina.  — 
T.  43,  p.  46. 

^  No  pueden  ser  traídas  á  ella,  las  causas  de  jurisdicción  con- 
currente^ cuyo  valor  no  excede  de  500  pesos  fuertes,  que  co- 
rresponda al  conocimiento  de  los  jueces  de  paz  (ley  de  sep- 
tiembre 3  de  1878).  —  T.  43,  p.  52. 

—  No  corresponden  á  ella,  las  causas  de  jurisdicción  concu- 
rrente que  las  leyes  locales  defieren  al  conocimiento  de  los 
jueces  de  paz,  y  cuyo  valor  no  excede  de  500  pesos  (ley  de  3 
septiembre  de  1878).  —  T.  43.  p.  117. 

—  Las  causas  civiles  que  por  razón  de  la  materia  corresponden 
á  la  justicia  federal,  son  las  que  tienen  prima  fade  una  rela- 
ción directa  é  inmediata  con  alguna  disposición  de  la  constitu- 
ción nacional,  ú  otra  de  carácter  federal.  No  aparece  tener  tal 
relación,  la  causa  que  se  promueva  por  devolución  de  impuesto 
de  rodado  pagado  á  una  municipalidad  de  provincia,  por  un 
coche  por  el  cual  ha  sido  abonado  un  impuesto  parecido  á 
otra  municipalidad .  — T.  43,  p.  117. 

—  La  acción  civil  procedente  de  delitos  del  derecho  común, 
tiene  un  fuero  distinto  de  la  criminal,  cuando  se  deduce  inde- 
pendientemente de  ésta;  y  siendo  extranjero  el  actor  y  argen- 
tino el  demandado,  puede  ser  traída  á  conocimiento  de  la 
justicia  federal.  ^  T.  43,  p.  155. 

—  Fundada  la  demanda  en  la  violación  de  una  cláusula  cons- 
titucional, aunque  el  demandado  no  contradiga  ese  fundamento 
y  sólo  oponga  excepciones  de  derecho  común,  su  conocimien- 
to pertenece  á  la  justicia  federal;  porque  la  jurisdicción  se  de- 
termina por  la  naturaleza  de  la  demanda  en  sí,  y  no  por  lo  que 
se  haga  materia  de  contradicción  por  el  demandado.  —  T.  43, 
p.  220. 
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federal.  —  Compareciendo  al  juicio  la  persona  citada 
de  evicción,  antes  de  contestarse  la  demanda,  el  conocimiento 
no  corresponde  á  la  justicia  nacional,  si  el  fuero  federal  no 
procede  por  razón  de  la  materia^  ni  por  razón  de  la  persona 
citada  de  evicción.  —  T.  43,  p.  226. 

-  La  acción  para  obtener  la  devolución  de  lo  pagado  á  la  Mu- 
nicipalidad por  impuesto  inconstitucional,  corresponde  al  co- 
nocimiento de  la  justicia  federal.  (La  Municipalidad  como  per- 
sona jurídica,  es  demandable  ante  los  tribunales  de  justicia, 
toda  vez  que  no  se  trate  de  acciones  procedentes  del  ejercicio 
de  las  atribuciones,  que  la  ley  le  confiere  en  las  secciones  de 
seguridad,  higiene  y  moralidad  pública.  Si  bien  la  creación 
de  impuestos  es  un  acto  del  poder  público  en  su  capacidad 
administrativa,  las  acciones  de  los  particulares  para  obtener 
la  restitución  de  lo  pagado  indebidamente,  no  participan  de 
los  caracteres  que  constituyen  la  excepción  al  derecho  común, 
ni  modifica  la  naturaleza  de  su  capacidad  jurídica,  para  res- 
ponder en  tales  juicios,  como  cualquier  otro  estado  ó  corpo- 
ración, en  el  caso  de  impugnarse  la  constitucionalidad  de  la 
ley  provincial  para  obtener  la  devolución  de  lo  pagado.  Uno 
de  los  fundamentos  de  la  demanda,  es  la  inconstitucionalidad 
de  la  ordenanza  que  impuso  el  pago  que  se  reclama  como  in- 
debido, por  cuanto  bajo  el  nombre  de  impuesto  de  abasto,  im- 
pone una  verdadera  contribución  al  tránsito,  condenada  por  los 
artículos  1 0  y  4  4  de  la  Constitución  Nacional.  El  caso,  por  consi- 
guiente, está  regido  por  los  artículos  100,  Const.  Nac;  artículo 
2,  inciso  i**.  Ley  de  Jurisdicción;  artículo  144,  inciso  1°,  Ley  or- 
gánica délos  tribunales  de  la  Capital,  de  1886).— T. 43,  p.  234. 

-  La  demanda  civil  por  despojo,  entablada  por  un  extranjero 
contra  un  argentino,  corresponde  al  conocimiento  de  la  jus- 
ticia federal,  aunque  éste  alegue  haber  procedido  como  fun- 
cionario provincial.  —  T.  43,  p.  283. 

-  Siempre  que  aparezca  que  la  causa  no  compete  á  ella,  así 
debe  declararse  sin  más  trámite,  por  ser  improrrogable  la  ju- 
risdicción nacional,  á  pesar  del  consentimiento  de  las  partes. 
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cón arreglo  articulo  4  de  la  ley  de  procedimientos.  —  T.  43, 
p.  372. 

Jostieia  federal.  —  Es  incompetente  para  conocer  en  una  de- 
manda de  derecho  común,  que  ha  sido  promovida  por  el  ex- 
tranjero contra  un  argentino,  ante  la  justicia  local  (art.  4S,  inc. 
4»,  Ley  Jurisd.).  —  T.  43,  p.  37«. 

—  El  endoso  perfecto  de  un  pagaré  á  la  orden,  transmite  la 
propiedad  de  éste,  y  no  se  considera  como  cesión  ó  mandato 
á  los  efectos  del  fuero  federal  (art.  635^  Cód.  Com.).  — T.  44, 
p.  63. 

—  La  emisión  de  billetes  hecha  por  los  bancos  acogidos  á  la 
ley  de  bancos  garantidos,  y  su  entrega  en  sustitución  de  los 
emitidos  anteriormente,  es  regida  especialmente  por  una  ley 
nacional ;  y  el  conocimiento  de  la  demanda  sobre  dicha  entre- 
ga, corresponde  ala  justicia  federal  (art.  2,  inc.  4»,  Ley  Proc.)- 
—  T.  44,  p.  92. 

—  Si  con  posterioridad  á  la  demanda  deducida  por  un  extranjero 
contra  un  argentino,  este  último  enajena  la  cosa  litigiosa  á  fa- 
vor de  otro  extranjero,  la  jurisdicción  federal  acreditada  en  la 
fecha  de  la  demanda,  queda  inalterable;  pues  á  los  efectos  de 
la  jurisdicción  debe  atenderse  á  la  calidad  de  las  partes  y  es- 
tado de  las  cosas,  en  la  fecha  de  la  demanda.  —  T.  44,  p.  187. 

—  El  contrato  de  transporte  por  ferrocarriles^  no  hace  surtir  el 
fuero  federal  ratione  materiae^  pues  está  regido  y  legislado  por 
las  disposiciones  del  derecho  común^  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to por  el  artículo  52  de  la  ley  de  ferrocarriles  de  4872 ;  y  si  el 
fuero  resulta  no  corresponder  por  razón  de  las  personas,  los 
tribunales  federales  deben  declarar  su  incompetencia  para  co- 
nocer en  las  acciones  que  nacen  de  él,  en  cualquier  estado  del 
juicio  en  que  ella  aparezca  (art.  <<>,  Ley  Proc^).  —  T.  44,  p.  429, 
437  y  229. 

—  No  corresponden  á  ella,  los  asuntos  de  jurisdicción  concu- 
rrente que  caen  bajo  la  de  la  justicia  de  paz  (art.  1,  ley  3  de 
septiembre  de  4878).  —  T.  44,  p.  245. 
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J«itioU  federal.  —  No  es  de  su  competencia,  la  causa  sobre 
infracción  de  una  ley  local  de  elecciones,  en  el  territorio  nacio- 
nal del  Chaco  (arl.  33,  inc.  4»,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  44, 
p.  249. 

—  Las  contestaciones  entre  asociados,  por  razón  de  actos  que 
derivan  de)  contrato  social,  tienen  un  fuero  único  que  se  deter- 
mina por  el  lugar  del  establecimiento  de  la  sociedad,  y  no  co- 
rresponden al  federal  por  razón  de  las  personas.  —  T.  44, 
p.  313. 

—  Corresponde  á  su  conocimiento,  la  demanda  por  cobro  de 
precio  de  venta,  deducida  por  un  argentino  contra  extranjeros 
(art.  2,  inc.  2%  Ley  Jurisd.).  —  T.  44, p.  382. 

—  La  diversa  vecindad,  como  causa  del  fuero  federal,  com- 
prende solamente  á  los  ciudadanos  argentinos.  —  T.  44, 
p.  389. 

—  La  falsificación  de  un  libro  presentado  como  prueba  en  un 
juicio  de  abordaje  ante  los  jueces  arbitros^  que  por  su  natu- 
raleza pertenece  á  la  jurisdicción  federal,  constituye  un  delito 
scyeto  á  ésta.  —  T.  45,  p.  5. 

—  En  las  causas  sobre  transportes  por  ferrocarriles  nacionales, 
que  no  sean  de  propiedad  de  la  nación,  debe  acreditarse  el 
fuero  federal,  por  razón  de  la  distinta  nacionalidad  ó  vecindad 
de  las  partes.  (El  contrato  de  transporte  está  regido  por  las 
disposiciones  del  derecho  común).  — T.  45,  p.  M\. 

—  £1  Juzgado  federal  de  la  Capital  no  es  competente  para  co- 
nocer en  la  defraudación  al  Fisco  que  se  denuncia  haber  sido 
cometida  en  el  territorio  nacional  de  Misiones  (art.  3^  Ley 
Jurisd.).  —  T.  44,  p.  i91. 

—  Las  acciones  por  cobro  ó  defraudación  de  reutas  fiscales  ó 
municipales,  que  sean  exclusivamente  para  la  Capital,  están 
excluidas  de  la  jurisdicción  federal,  cualquiera  que  sea  la  na- 
cionalidad ó  vecindad  del  demandado  (art.  404,  inc.  5<',  ley 
orgánica  de  los  tribunales  de  la  Capital;  art.  25,  inc.  3^  Cód. 
Pitoc.  Crim.  Esta  doctrina  no  se  opone  al  art.  400,  Const.  Nac, 
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por  hallarse  el  gobierno  y  régimen  de  la  Capital,  sujetos  eiclu- 
sivamente  á  la  legislaciÓD  del  congreso,  con  arreglo  al  art.  67, 
inc.  27,  de  la  misma  constitución).  —  T.  45,  p.  (9t. 

Jaaticia  federal.  —  En  ella,  las  i-esolucÍones  de  los  arbitros  no 
son  recurribles  para  ante  la  Suprema  Corte,  —  T.  i5,  p.  404. 

— ^  Cuando  la  descarga  de  un  paquete  forma  parte  de  un  coa- 
trato  de  fletamento,  las  acciones  por  lanchaje  deben  ser  de- 
ducidas ante  el  juez  de  sección.  —  T.  46,  p.  64. 

—  Su  incompetencia  debe  declararse  en  cualquier  estado  en  que 
ella  aparezca,  por  do  ser  pi'orrogable  á  voluntad  de  las  partes. 
—  T.  46,  p.  69  y  70. 

—  El  pleito  civil  promovido  por  el  extranjero  ante  la  justicia 
local,  no  puede  ser  traído  á  la  iederal,  y  lo  obrado  ante  ésta  es 
nulo  (art.  ü,  inc.  4",  Ley  Jurisd.).  —  T.  46,  p.  96. 

—  La  demanda  deducida  por  el  extrai^jero  ante  la  justicia  local, 
no  puede  ser  traída  al  conocimiento  de  los  juzgados  federales 
{art.  lí,  inc.  4',  Ley  Jurisd.).  —  T.  46,  p.  143. 

—  Corresponde  á  ella,  la  causa  civil  seguida  por  el  vecino  de 
una  provincia  contra  un  vecino  de  la  Capital  (art.  1H,  rae.  8°, 
ley  orgánica  de  tos  tribunales  de  la  Capital,  de  1886}.  — T.  46, 
p.  U9. 

—  Sólo  ejerce  jurisdicción,  en  los  casos  contenciosos  (art.  S, 
ley  Í6  deoctubre  de  1862). —T.  46,  p.  3H. 

—  Es  competente  para  conocer  en  la  demanda  civil  entre  una 
municipalidad  de  provincia  y  un  vecino  de  la  Capital.  No  obsta 
al  ejercicio  de  esta  jurisdicción,  el  carácter  de  contencioso- 
administrativo  que  se  atribuya  ¿  la  demanda,  ni  la  disposición 
de  la  constitución  y  leyes  locales  que  crean  para  esa  clase  de  de- 
mandas, un  fuero  especial.  (Las  disposiciones  de  las  leyes  loca- 
les no  pueden  alterar  la  jurisdicción  de  los  tribunales  federa- 
les, regida  eiclusivamente  por  la  constitución  y  leyes  de  la 
nación).  —  T.  46,  p.  397. 

_  Los  socios  entre  si  ó  en  sus  contestaciones  con  la  sociedad, 
por  actos  ú  obligaciones  derivados  del  contrato  social,  tienen 
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el  fuero  del  lugar  donde  la  sociedad  tiene  su  asiento,  con  ex- 
clusión del  fuero  federal,  por  razón  de  las  personas.  —  T.  47, 
p.  65. 

Jasticia  federal.  —  No  corresponde  á  su  conocimiento,  la  causa 
entre  dos  ciudadanos  domiciliados  en  la  Capital. — T.  47,  p.  i  05. 

—  Es  incompetente  en  causa  entre  extranjero  y  argentino,  cuan- 
do los  dos  residen  en  el  extranjeit)  y  el  contrato  que  funda  la 
demanda  no  ha  sido  celebrado  ni  debe  tener  ejecución  en  la 
República.  —  T.  47,  p.  282. 

—  La  jurisdicción  nacional  en  las  causas  regidas  por  la  Cons- 
titución, leyes  ó  tratados  del  Congreso,  es  privativa  y  exclu- 
vente  de  la  de  los  tribunales  de  provincia.  Tal  es  la  que  co- 
rresponde en  las  cuestiones  que  dimanan  de  actos  y  operacio- 
nes del  Banco  Nacional^  la  que  por  consiguiente  no  puede  ser 
prorrogada  (art.  42,  Ley  lurisd.  El  Banco  Nacional  dedujo  de- 
manda ejecutiva  ante  los  tribunales  ordinarios.  El  deudor  opu- 
so la  excepción  de  incompetencia,  por  corresponder  la  causa 
á  la  justicia  federal.  El  juez  de  comercio  aceptó  dicha  in- 
competencia; pero  la  cámara  revocó  el  fallo  de  aquél,  decla- 
rando que  el  Banco  Nacional  podía  renunciar  al  fuero  federal, 
establecido  en  su  favor).  —  T.  47,  p.  232. 

—  Las  cuestiones  sobre  contratos  de  transporte,  no  pertenecen 
al  fuero  nacional  por  razón  de  la  materia,  aunque  hayan  sido 
celebrados  con  empresas  de  ferrocarriles  nacionales,  por  cuan-* 
to  ellos  están  regidos  por  las  disposiciones  del  derecho  coman. 
—  T.  47,  p.  255. 

—  Corresponde  á  ella,  entender  en  las  causas  sobre  imposición 
de  pena  por  contravención  á  la  ley  de  impuestos  internos.  (Se 
pretendía  que  la  administración  debía  previamente  imponer  la 
multa,  y  rehusado  el  pago  de  ésta,  ocurrir  recién  á  los  tribuna- 
les. La  Corte  dijo  que  el  procedimiento  establecido  para  la  im- 
posición de  pena  en  los  casos  de  contravención  por  fraude  de 
dicha  ley,  es,  desde  su  iniciación,  estrictamente  judicial,  aten- 
tas no  solamente  la  naturaleza  de  la  pena  impuesta  de  multa  y 
arresto  hasta  un  año,  sino  también  las  disposiciones  del  decre- 
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to  reglamentario  de  la  citada  ley  y  las  de  la  ley  de  jurisdicción 
de  U  de  septiembre  de  4863,  en  su  articulo  S,  incisos  S""  y  6^). 

—  T.  47,  p.  447  y  507. 

Juatioia  fadaral. -^  La  demanda  por  daños  y  perjuicios  proce- 
dentes de  la  falta  de  cumplimiento  de  un  boleto  de  venta  trans- 
ferido al  actor,  se  halla  comprendida  en  la  disposición  del  ar- 
ticulo 8  de  la  ley  de  jurisdicción  y  no  denegándose  por  el 
demandante  la  afirmación  de  ser  sus  causantes  extranjeros,  co- 
mo lo  es  el  demandado,  la  causa  no  corresponde  al  fuei*o  federal. 
(No  aparece  que  el  actor  ni  sus  causantes  hayan  adquirido  un 
ju8  in  re  sobre  el  terreno  materia  del  boleto,  por  efecto  de  su 
tradición  y  misión  en  posesión  efectiva^  resultando,  por  el 
contrario,  de  la  demanda  y  del  boleto,  que  esa  posesión  debia 
continuar  y  continúa  en  poder  del  vendedor).  —  T.  47,  p.  486. 

—  Las  compañías  anónimas  deben  reputarse  á  los  efectos  del 
fuero,  vecinos  de  la  provincia  donde  tienen  su  administración 
(art.  90,  inc.  4o,  Cód.  Civ. ;  art.  9,  Ley  Jurisd.).  —  T.  48,  p.  5 
y  13. 

—  En  los  casos  de  jurisdicción  concurrente,  la  justicia  federal 
no  es  competente,  si  no  lo  es  también  respecto  de  las  personas 
á  quienes  pertenece  originariamente  el  derecho  cedido  que  se 
disputa  (art.  8,  Ley  Jurisd.  Se  trataba  de  la  cesión  de  un  crédito 
hipotecario).  —  T.  48,  p.  37. 

—  Los  casos  regidos  por  las  leyes  que  se  refieren  al  gobierno  y 
administración  de  la  Capital,  no  corresponden  á  la  justicia  fe- 
deral, y  sólo  pueden  ser  sometidos  á  la  jurisdicción  de  la  Su- 
prema Corte  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  44  de  la 
ley  de  jurisdicción  (art.  411,  inc.  S"*,  ley  orgánica  de  los  tri- 
bunales de  la  Capital,  de  1886;  art.  95,  inc.3o,  Cód.  Proc.  Crim.). 

—  T.  48,  p.  131. 

—  Las  causas  sobre  transporte  de  mercaderías  por  ferrocarriles, 
no  son  de  fuero  federal  por  razón  de  la  materia.  —  T.  48,  p. 
147. 

—  No  es  de  fuero  federal  por  razón  del  lugar,  el  delito  cometido 
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en  terrenos  déla  obra  del  puerto,  comprendidos  en  la  jurisdic- 
ción de  una  délas  secciones  de  policía  de  la  Capital,  fuera  del 
agua  y  de  todo  lugar  de  embarque  ó  desembarque  ó  de  otro  de 
los  comprendidos  en  el  articulo  3  de  la  ley  de  jurisdicción.  — 
T.  48,  p.  45i. 

Justicia  federal.  —  Están  expresamente  excluidos  de  su  cono- 
cimiento, los  delitos  comunes  cometidos  en  territorio  de  la 
Capital,  salvo  los  casos  especialmente  exceptuados  por  el  dere- 
cho público  interno  ó  por  los  principios  de  derecho  interna- 
cional (art.  23  y  25,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  48,  p.  454. 

—  Siendo  ésta  por  su  naturaleza  excepcional  y  restringida,  el 
ejercicio  de  su  jurisdicción  no  procede  nlientras  no  aparezca 
claramente  y  de  un  modo  expreso  ó  por  necesaria  inducción, 
que  el  caso  sea  de  su  competencia.  —  T.  48,  p.  451 . 

—  No  es  competente  para  resolver  sobre  peticiones  de  registro 
de  firma^  presentadas  á  la  aduana  y  no  despachadas  por  ésta. 

—  T.  48,  p.  467. 

—  Corresponde  á  ella,  y  no  á  la  administración  de  Correos,  el 
conocimiento  de  las  infracciones  previstas  por  la  ley  general 
de  correos  de  4  O  de  octubre  de  4  876,  y  la  aplicación  de  las  penas 
establecidas  en  ella.  (Esta  ley  no  ha  sustraído  el  conocimiento 
de  dichas  causas,  de  la  justicia  federal).  —  T.  48,  p.  334,  338 
y  342. 

-^  No  corresponde  á  ella,  la  acción  seguida  contra  una  testamen- 
taría, aunque  su  objeto  sea  el  cobro  de  derechos  fiscales  (art. 
3284,  Cód.  Civ.;  art.  42,  inc.  4«,  Ley  Jurisd.).  —  T.  48,  p.  568. 

—  En  las  causas  en  que  el  actor  procede  como  cesionario,  no 
basta  acreditar  la  competencia  federal  respecto  de  su  persona 
y  de  la  del  demandado;  es  necesario  acreditarla  también  res- 
pecto del  cedente  (art.  8,  Ley  Jurisd.).  —  T.  49,  p.  5. 

—  No  es  competente,  para  entender  en  la  ejecución  de  un  paga- 
ré ¿  la  orden,  firmado  por  dos  personas,  respecto  de  una  de 
las  cuales  no  corresponde  el  fuero  federal  (art.  40,  Ley  Jurisd.). 

—  T.  49,  p-  498. 
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Justicia  federal.  —  En  las  causas  de  jurisdicción  concnrreale, 
es  necesario  acreditar  por  inrormación  previa,  que  el  caso  com- 
pete á  la  jurisdicción  nacional  (art.  3,  Ley  Pi'oc).  —  T.  19, 
p.  391. 

—  No  competen  á  ella,  por  razón  de  la  materia,  las  causas  de 
transporte  por  ferrocarriles.  —  T.  (9,  p.  461. 

—  No  corresponde  á  ella,  la  demanda  de  un  ciudadano  argen- 
tino contra  una  suciedad  anónima,  vecinos  ambos  de  la  mis- 
ma provincia  (art.  90,  inc.  4%  Cód.  Civ. ).  —  T.  49,  p.  464 . 

—  No  son  de  su  competencia,  las  causas  de  fuero  concurrente, 
cuyo  valor  sea  menor  de  500  pesos  y  corresponda,  por  las  leyes 
locales,  al  conocimiento  de  la  justicia  de  pai  (art.  1,  ley  3  de 
septiembre  de  4878).  —  T.  49,  p.  495. 

—  No  puede  mandar  suspender  el  cobro  de  un  tmpues'tn  provin- 
cial, por  haberse  interpuesto  demanda  sobre  inconstituciona- 
lidad  de  la  ley  que  lo  sanciona.  —  T.  50,  p.  179. 

—  La  demanda  de  un  argentino  contra  un  extranjero,  por  cobro 
de  servicios,  no  deja  de  corresponder  al  fuero  federal,  por  ale- 
gar el  demandado  que  los  servicios  han  sido  prestados  á  una 
testamentarla  y  á  otras  personas.  (Tal  defensa  importa  una  ex- 
cepción de  fondo,  que  debe  ser  apreciada  y  resuelta  en  la  sen- 
tencia definitiva).  —  T.  51.  p.  195. 

—  El  cobro  de  una  suma  menor  de  500  pesos,  no  cae  bajo  la 
sanción  de  la  ley  de  3  de  septiembre  de  1 878,  si  es  parte  de  una 
obligación  mayor  de  esa  suma,  cuya  eficacia  se  desconoce  en 
su  totaUdad.(Se  trataba,  en  el  caso,  del  cobro  de  cuotas  deafir- 
mado construido  por  orden  de  la  municipalidad  del  Paraná,  en 
que  el  demandado  desconoció  y  discutía  la  validez  del  contrato 
celebrado  por  ésta,  según  el  cual  debia  abonar  una  suma  ma- 
yor de  500  pesos) .  —  T.  51 ,  p.  2t  2 . 

—  No  corresponde  á  ella  por  razón  de  la  materia,  la  acción  que 
no  versa  sobre  expropiación,  sino  sobre  indemnización  por  te- 
rreno ocupado.  —  T.  51,  p.  376. 

—  No  puede  invocarla,  el  vecino  de  una  provincia  demandado 
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ante  su  juez  iocal  (art.  12,  inc.  4<»,  Ley  Jurisd.).—  T,  51 ,  p.  429. 

Jasticia  federal.  —  La  exclusión  del  fuero  federal  por  razón  de 
cantidad,  sancionada  por  la  ley  de  3  de  septiembre  de  1878, 
comprende  tanto  las  causas  por  cobro  de  pesos,  como  las  que 
se  refieren  á  otros  objetos,  cuyo  valor  no  supere  la  cantidad 
fijada  por  dicha  ley.  —  T.  52,  p.  397. 

—  El  transporte  de  efectos  por  ferrocarriles,  no  es  de  fuero  fe- 
deral por  razón  de  la  materia.  —  T.  53,  p.  63. 

—  La  acción  fundada  sobre  la  turbación  que  resulte  haberse 
efectuado  sin  la  intención  de  hacerse  poseedor,  debe  juzgarse 
como  acción  de  indemnización  de  daños,  y  corresponde  ó  no  al 
fuero  federal  por  razón  de  las  personas,  según  sea  el  importe 
de  éstos  (art.  2497,  Cód.  Civ.).  —  T.  53,  p.  111. 

—  No  corresponde  á  ella  por  razón  de  la  materia,  lo  relativo  á 
una  sociedad  de  lanchaje,  cuyas  embarcaciones  han  operado 
dentro  de  un  puerto  de  la  RepúbHca.  (Operaciones  de  ese  género 
no  constituyen  actos  de  comercio  marítimo,  de  modo  que  su 
conocimiento  no  se  halla  comprendido  en  la  disposición  del 
art.  2,  inc.  10,  Ley  íurisd.).  —  T.  53,  p.  224. 

—  £1  ser  de  la  nación  las  obras  en  cuyo  paraje  se  comete  un  de- 
lito común,  no  produce  el  fuero  federal  para  someter  su  cono- 
cimiento á  los  tribunales  nacionales.  (Tal  circunstancia  no  bas- 
ta para  dar  al  gobierno  federal  la  jurisdicción  absoluta  y  exclu- 
siva que  requiere  el  art.  3,  inc.  4%  Ley  Jurisd.)  —  T.  53,  p.  254. 

—  No  pertenece  á  ella,  la  demanda  de  reivindicación  interpues- 
ta por  el  cesionario  de  vecinos  de  una  provincia,  contra  vecinos 
déla  misma  provincia  (art.  8,  Ley  Jurisd.).  —  T.  54,  p.  51. 

—  No  corresponden  á  ella  por  razón  de  la  materia,  las  obliga- 
ciones relativas  á  transporte  por  ferrocarril.  —  T.  54,  p.  67. 

—  Es  de  su  competencia,  la  acción  por  perjuicios  que  una  em- 
presa de  ferrocarril  deduce  contra  un  particular,  por  resisten- 
cia opuestaá  la  toma  de  posesión  ordenada  por  el  juez  de  sec- 
ción, en  virtud  de  expropiación.  (Es  un  incidente  de  que  debe 
conocer  el  mismo  juez  que  dictó  y  mandó  ejecutar  la  resolución 
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atacada  -  de  lo  contrario,  un  juez  local,  conociendo  de  él,  po- 
dría rever  j  revocar  las  decisiones  del  juez  nacional  en  causa 
de  su  competencia).  —  T.  Si,  p.  S38. 
JaatioM  federal.  —  No  corresponde  á  ésta,  la  causa  seguida 
contra  un  extranjero  por  quien  obra  en  nombre  de  otros,  de 
los  cuales  uno  es  extranjero  (art.  8y  tO,  Ley  Jurisd.)-  —  T.  54, 
p.  3S8. 

—  No  corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  infracciones  y  de- 
serción cometidas  por  guardias  nacionales,  antes  de  haber  sido 
puestos  á  la  orden  del  gobierno  nacional.  —  T.  54,' p.  421 . 

—  Una  Tez  comprobada  y  declarada  la  competencia  de  ésta  en 
una  causa,  las  modificaciones  que  ocurran  después  de  la  Híis 
contestado,  no  pueden  hacerla  variar.  —  T.  54,  p.  475. 

—  No  es  competente  para  conocer  en  la  causa  sobre  deserción 
de  la  guardia  nacional  y  sus  incidentes,  cuando  la  deserción 
ha  ocurrido  antes  de  estar  la  guardia  nacional  á  las  órdenes  del 
gobierno  de  la  nación.  —  T.  54,  p.  511. 

—  Para  que  una  causa  se  digaespecialmente  regida  por  la  Cons- 
titución nacional,  las  leyes  sancionadas  y  que  sancionase  el 
congreso  y  los  tratados  públicos  con  naciones  extranjeras,  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  el  articulo  2,  inciso  1",  ley  de  jurisdic- 
ción, de  suerte  que  su  conocimiento  corresponda  por  razón  de 
la  materia,  á  la  jurisdicción  privativa  de  la  justicia  federal,  es 
necesario  que  el  derecho  que  se  pretende  hacer  valer  por  una 
demanda  en  juicio,  esté  directa  é  inmediatamente  fundado  en 
un  articulo  de  la  Constitución,  de  la  ley  ó  del  tratado .  —  T.  55, 
p.  114. 

-  El  argentino  demandado  por  un  extranjero,  ante  los  jueces 
locales  de  su  vecindad,  no  puede  invocar  el  fuero  federal  por 
razón  de  la  distinta  nacionalidad  de  las  partes  (art.  12,  inc. 
i».  Ley  Jurisd.). —T.  o5.  p.  135. 

-  Es  competente  para  conocer  del  delito  de  abaso  y  usurpa- 
ción de  autoridad,  imputado  á  empleados  nacionales  en  el  des- 
empeño de  sus  funciones,  procedente  de  hechos  realizados  en 
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el  recinto  de  una  aduana  nacional.  (La  responsabilidad  de  los 
empleados  públicos  para  ante  sus  superiores  y  las  exigencias 
de  los  servicios  administrativos,  no  se  oponen  en  manera  al- 
guna al  ejercicio  de  las  acciones  de  los  particulares  en  juicio, 
y  al  sometimiento  del  empleado  á  sus  jueces  naturales,  cuando 
haya  de  por  medio  ó  se  ventilen  intereses  particulares  que  se 
dicen  indebidamente  heridos,  ú  ofensas  á  las  personas  que 
se  pretenden  inmerecidas,  siendo  em^  una  dt  las  garantías  que 
más  recomiendan  la  excelencia  de  nuestras  instituciones :  art.  3, 
inc.  4%  Ley  Jurisd. ;  art.  23,  inc.  4*.  Cód.  Proc.  Crim.).  — 
T.  55,  p.  392. 
Justicia  federal.  —  No  corresponde  á  ella,  la  causa  del  vecino 
de  extraña  provincia,  promovida  contra  el  vecino  de  otra,  ante 
los  jueces  locales  de  ésta  (art.  42,  inc.  4^*,  Ley  Jurisd.).  —  T. 
56,  p.  92. 

—  No  corresponde  á  ella,  la  causa  entre  un  extranjero  y  una  so- 
ciedad de  la  cual  forma  parte  otro  extranjero  (art.  40,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  56,  p.  283. 

—  Las  causas  en  que  es  parte  la  comisión  de  las  Obras  de  Sa- 
lubridad de  la  Capital,  y  en  que  se  trata  de  la  aplicación  de  la 
ley  nacional  de  obras  públicas,  corresponden  á  la  justicia 
federal  (art.  2,  inc.  4<>  y  5%  Ley  Jurisd.).  —  T.  56,  p.  304. 

—  Las  causas  cuyo  valor  uo  exceda  de  500  pesos,  y  caen  bajo 
la  jurisdicción  de  la  justicia  de  paz  local,  no  corresponden  á  los 
tribunales  federales,  sean  ellas  por  cantidad  de  dinero>  ó  por 
otro  objeto  que  represente  ese  valor  (art.  4 ,  ley  3  de  septiem- 
bre de  1878).  —  T.  57,  p.  266  y  272. 

—  El  fallo  de  la  Suprema  Corte,  admitiendo  la  jurisdicción  de 
la  justicia  federal  por  razón  de  las  personas,  no  impide  la  de- 
claración de  incompetencia  de  ésta,  por  razón  de  la  cuantía.  — 
T.  57,  p.  266  y  272. 

—  No  corresponde  á  ella,  el  conocimiento  del  delito  de  hurto 
de  mercaderías,  cometido  en  vagones  de  una  empresa  de  fe- 
rrocarril de  propiedad  particular.  (El  caso  no  está  comprendi- 
dido  en  la  ley  de  ferrocarriles,  ni  entra  en  ios  enumerados  en 
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el  ÍQC.  30,  art.  23,  Cód.  Proc.  Crim. ;  siendo  un  delito  de  dere- 
cho común,  cometido  en  territorio  provincial,  y  en  lugares  en 
que  el  gobierno  nacional  no  tiene  absoluta  y  exclusiva  juris- 
dicción, la  incompetencia  de  la  justicia  federal,  resulta  del 
citado  art.  3,  Ley  Jurisd.).  —  T.  57,  p.  300. 

Justicia  federal.  —  Emanando  su  jurisdicción  de  la  constitución 
nacional  y  leyes  del  congreso,  que  deben  aplicarse  como  ley 
suprema  de  la  nación  (art  31,  Const.  Nac),  y  estando  destina- 
das las  constituciones  de  provincias,  á  reglar  su  propio  régi- 
men, las  disposiciones  que  ellas  contengan,  no  pueden  refe- 
rirse sino  á  su  propio  gobierno  y,  por  consiguiente,  á  juicios  á 
seguirse  ante  sus  tribunales.  —  T.  57,  p.  337. 

—  No  corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  la  causa  iniciada 
ante  la  misma  por  un  argentino,  vecino  de  la  Capital,  contra  un 
argentino  vecino  de  provincia,  si  el  actor,  estando  el  pleito  en 
estado  de  demanda  y  antes  de  ser  trabado  por  la  respuesta, 
traslada  su  domicilio  á  la  provincia  de  la  vecindad  del  de- 
mandado. —  T.  57,  p.  382. 

—  No  corresponde  á  ella,  la  averiguación  y  castigo  del  delito 
de  defraudación  de  dineros  de  la  empresa  del  ferrocarril  Cen- 
tral Argentino^  cometido  por  uno  de  sus  empleados.  (Ese  hecho 
no  se  halla  comprendido  en  los  delitos  y  faltas  contra  la  segu- 
ridad del  tráfico,  previstos  y  penados  por  la  ley  general  de  fe- 
rrocarriles, ni  entra  en  la  categoría  de  los  especificados  en  el 
inc.  3%  art.  23,  Cód.  de  Proc.  Crim.,  y  art.  3,  inc.  3**,  Ley 
Jurisd.  Es  un  delito  común,  cometido  en  territorio  provincial 
y  en  lugares  en  que  el  gobierno  nacional  no  tiene  absoluta  y 
exclusiva  jurisdicción).  —  T.  58,  p.  485. 

—  Corresponde  á  ella,  la  cuestión  sobre  propiedad  de  un  buque 
(art.  2,  inc.  9%  Ley  Jurisd.).  — T.  58,  p.  315. 

—  No  corresponde  á  ella,  por  razón  de  las  personas,  la  causa 
entablada  por  un  argentino  contra  otro  argentino,  vecinos  de 
la  misma  provincia,  aunque  el  actor  obre  como  cesionario  de 
un  extranjero  (art.  8,  Ley  Jurisd.).  —  T,  58,  p.  432. 
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Justicia  federal.  —  Corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  los 
delitos  comunes  cometidos  en  las  islas  argentinas.  —  T.  59, 
p.  428. 

—  Corresponde  á  ella,  el  conocimiento  del  delito  de  falsificación 
y  estafa,  cometido  cobrando  una  suma  de  dinero  en  las  ofici- 
nas nacionales,  mediante  falsificación  de  firmas  hechas  en  el 
espediente  de  cobro  administrativo  (art.  23,ínc.  4"",  Cód.  Proc. 
Crim.).  — T.  59,  p.230. 

—  No  corresponde  á  ella,  el  cobro  de  un  crédito  civil,  compra- 
do al  concurso  de  un  extranjero,  contra  un  deudor  también  ex- 
tranjero (art.  8,  Ley  Jurisd. ;  art.  H35,  Cód.  Civ.). — T.  59, 
p.  234. 

—  Sí  la  demanda  por  nulidad  de  un  título  de  venta,  se  dirige 
contra  la  nación,  la  justicia  federal  no  puede  conocer  en  ella, 
sin  el  consentimiento  de  la  misma.  —  T.  59,  p.  254. 

—  £1  que  deduce  acción  conjunta  por  sí  y  como  cesionario  de 
otro,  é  invoca  la  jurisdicción  federal  por  razón  de  personas, 
tiene  que  demostrar  que  ésta  corresponde  no  sólo  respecto  de 
su  persona,  sino  también  respecto  de  la  de  su  cedente  (art.  8  y 
4  0,  Ley  Jurisd.).  —  T.  59,  p.  354. 

—  No  es  competente  para  juzgar  el  delito  de  abuso  y  usurpa- 
ción de  autoridad,  atribuido  á  empleados  provinciales. —  T.  59, 
p.  442. 

—  No  corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  recursos  contra 
las  resoluciones  del  consejo  de.higiene  de  la  Capital.  (Están  ex- 
cluidos de  su  competencia  los  asuntos  locales  de  la  Capital,  de 
cuyo  carácter  es  la  resolución  que  motiva  el  recurso).  —  T-  64, 
p.  236. 

—  No  corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  la  causa  de  un 
argentino  y  de  un  extranjero  contra  otro  extranjero,  aunque 
los  demandantes  y  el  demandado  sean  vecinos  de  distintas 
provincias  (art.  40,  Ley  Jurisd.).  —  T.  64,  p.  430. 

—  La  palabra  vecinos  de  diferentes  provincias,  empleada  en  el 
articulo  100^  constitución  nacional,  se  refiere  á  los  nacionales 

T.   11  T 
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y  no  á  los  extranjeros  :  así  lo  ha  consagrado  invariablemente 
la  Suprema  Corte,  como  el  derecho  constitucional  del  país.  — 
—  T.62,  p.  467. 

Justicia  federal.  —  En  las  causas  sobre  rescisión  de  contratos  de 
locación,  entre  un  argentino  y  un  extranjero,  es  competente  la 
justicia  nacional,  aunque  por  el  importe  de  los  alquileres,  su 
conocimiento  en  el  fuero  común,  corresponda  á  la  justicia  de 
paz.  (El  monto  del  contrato  excedía  de  500  pesos ;  no  encontrán- 
dose, por  tanto,  comprendido  el  caso  en  la  ley  de  3  de  sep- 
tiembre de  1878).  —  T.  62,  p.  338. 

—  No  corresponden  á  ella,  las  causas  criminales  de  derecho  co- 
mún, ni  las  civiles,  de  competencia  de  los  jueces  de  paz,  que 
no  excedan  del  valor  de  500  pesos  (art.  23,  Cód.  Proc.  Crim.;  ley 
de  3  de  septiembre  de  1878).  —  T.  62,  p.  437. 

—  Corresponden  á  ella,  las  cuestiones  entre  dos  ferrocarriles 
nacionales  sobre  uso  y  aprovechamiento  de  líneas  férreas,  y  las 
que  se  susciten  á  consecuencia  de  obras  hechas  en  base  de  un 
decreto  del  poder  ejecutivo  nacional  (art.  2,  incl^y  4°,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  62, p.  443. 

—  Véase :  Acción  cicil ;  Actos  y  contratos  marítimos ;  Arrenda- 
mimto  de  buque;  Autoridades protinciales ;  Contencioso-adminis- 
trativo;  Delito;  Embargo;  Expropiación;  Filiación  natural; 
Impuesto;  Impuesto  provincia í ;  Incidente;  Juicio  radicado; 
Mensura;  Mina. 

Justicia  local.  —  Véase  :  Justicia  protinciaL 

Justicia  ordinaria.  —  Véase :  Justicia  provincial . 

Justicia  provincial.  —  Es  independiente  y  soberana  en  las  ma- 
terias de  su  competencia,  y  no  debe  cuenta  de  sus  actos  á  la 
justicia  federal,  sino  en  los  casos  expresados  en  el  articulo  14  de 
la  ley  de  jurisdicción.  —  T.  1,  p.  29  y  38. 

—  No  pueden  ser  castigados  por  los  tribunales  locales,  los  abu- 
sos de  la  libertad  de  la  prensa  que  constituyen  una  violación  de 
la  Constitución,  ó  un  atentado  contra  el  orden  establecido  por 
ella.  —  T.  1,p.  297. 
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Justicia  provincial.  —  Los  tribunales  de  los  estados,  no  tienen 
jurisdicción  concurrente  para  interpretar  la  Constitución.  ^ 
T.  1,  p.  341. 

—  La  jurisdicción  de  sus  tribunales  es  ordinaria,  y  ia  de  los 
nacionales  es  excepcional.  —  T.  1,  p.  364. 

—  El  juicio  de  inventario  y  liquidación  de  una  testamentaria, 
como  que  es  universal  y  se  extiende  á  todos  los  bienes,  dere- 
chos y  obligaciones  del  finado,  es  de  competencia  de  los  tribu- 
nales de  provincia.  — T.  2,  p.  49. 

—  La  declaración  sobre  el  hecho  de  si  existe  ó  no  comunidad  de 
propiedad  entre  la  testamentaría  y  un  tercero,  así  como  la  or- 
den de  venta  de  ellos  y  depósito  de  su  valor,  corresponde  al 
mismo  juez  que  conoce  del  juicio  universal.  —  T.  2,  p.  49. 

—  La  circunstancia  de  no  haberse  iniciado  el  juicio  universal 
ante  los  tribunales  competentes,  no  autoriza  á  la  justicia  nacio- 
nal para  conocer  de  causas  que  hacen  parte  del  arreglo  tes- 
tamentario. —  T.  2,  p.  49. 

—  Los'  tribunales  de  provincia  son  independientes  en  el  ejerci- 
cio de  la  jurisdicción  que  les  compete,  y  un  juez  seccional  no 
puede  darles  orden  de  promover  el  arreglo  de  una  testamenta- 
ría. —  T.  í,  p.  49. 

—  Radicado  un  juicio  ante  ella,  en  ella  debe  fenecer  (art.  14^  Ley 
Jurisd.).  —  T.  2,  p.  IH. 

—  En  los  pleitos  civiles  de  jurisdicción  concurrente,  el  juicio 
queda  radicado  en  los  tribunales  de  provincia,  respecto  del  de- 
mandante, desde  que  éste  deduce  su  acción  ante  ellos  (art. 
12,  inc.  4o,  Ley  Jurisd.).  —  T.  2,  p.  117. 

—  Radicada  una  causa  ante  sus  tribunales,  las  irregularidades 
de  procedimiento  que  éstos  cometan,  no  es  una  razón  para  de- 
saforar la  causa,  llevándola  al  tribunal  incompetente  por  la  ley. 
—  T.  2,p.  117. 

—  Para  que  quede  prorrogada  la  jurisdicción  de  ella,  por  el 
que  puede  acogerse  al  fuero  federal^  sólo  Sje  exige  que  el  pleito 
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sea  civil,  y  el  ejecutivo  loes  (art.  42,  inc.  4®,  Ley  Jurisd.).  — 
T.  2,  p.H7. 

Justicia  provincial.  —  Las  cuestiones  sobre  pago  de  precio  de 
artículos  que  han  sido  objeto  de  un  contrato  de  fletamento^ 
son  de  la  competencia  de  los  tribunales  provinciales,  si  en  el 
juicio  no  se  ha  tratado  del  fletamento,  ni  de  los  derechos  que 
por  éste,  corresponden  al  capitán.  — T.  3,  p.  75. 

—  Los  tribunales  de  provincia  pueden  en  un  juicio  ejecutivo  de 
su  competencia,  mandar  embargarlas  cosas  que  se  preparan  ó 
pueden  servir  para  la  navegación  ó  comercio  marítimo,  antes 
de  ser  empleadas  en  estos  objetos,  y  hallándose  dentro  de  su 
territorio.  —  T.  3,  p.  234. 

—  En  los  casos  de  jurisdicción  concurrente  por  la  distinta  na- 
cionalidad de  las  personas,  se  entiende  prorrogada  la  jurisdic- 
ción provincial,  toda  vez  que  el  extranjero  demande  ante  ella 
á  los  ciudadanos  (art.  42,  Ley  Jurisd.).  —  T.  3,  p.  402. 

—  Los  que  han  sido  parte  en  un  juicio  promovido  ante  ella,  no 
pueden  buscar  la  reparación  de  los  agravios,  promoviendo  el 
mismo  juicio  ante  los  tribunales  federales,  porque  de  tal  modo 
se  daría  á  éstos,  la  facultad  de  rever  los  procedimientos  de  los 
jueces  de  provincia,  para  lo  que  carecen  de  jurisdicción. —  T. 
4,  p.  7. 

—  Corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  una  causa  sobre  abu- 
so de  autoridad  de  un  empleado  de  provincia.  —  T.  4,  p.  352. 

—  Corresponde  á  los  jueces  de  provincia,  el  conocimiento  de 
los  juicios  de  concurso,  sean  comerciales  ó  civiles.  —  T.  9^  p. 
434. 

—  El  conocimiento  de  los  juicios  de  concurso,  pertenece  exclu- 
sivamente á  los  juzgados  competentes  de  provincia  (art.  42,  inc. 
4%  Ley  Jurisd.).  —  T.  9,  p.  439. 

—  Un  juicio  radicado  ante  los  tribunales  de  provincia  debe  ser 
sentenciado  y  fenecido  en  la  jurisdicción  provincial  (art.  44, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  9,  p.  439. 

—  El  conocimiento  de  las  causas  que  versan  entre  dos  extran- 
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jeros,  aunque  vecinos  de  distintas  provincias^  corresponde  por 
razón  de  las  personas  á  la  jurisdicción  de  los  tribunales  de  pro- 
vincia. —  T.  9,  p.  444. 

Justicia  proYÍnoial.  —  El  juzgamiento  de  un  delito  común^ 
cuando  no  es  ejecutado  en  lugar  sometido  á  la  jurisdicción 
exclusiva  de  los  poderes  nacionales,  corresponde  por  su  natu- 
raleza á  los  tribunales  de  la  provincia  en  donde  el  hecho  ha 
ocurrido.  —  T.  9,  p.  474. 

—  El  conocimiento  de  los  juicios  de  concurso,  corresponded 
los  juzgados  de  provincia,  aun  cuando  se  ejerciten  acciones 
que  por  razón  de  la  materia  sean  de  jurisdicción  nacional  (art. 
i%.  Ley  Jurisd.).  —  T.  9,  p.  575. 

—  Los  tribunales  provinciales  pueden  capturar  á  los  presuntos 
delincuentes,  aunque  sean  militares  ó  se  hallen  desempeñando 
una  comisión  nacional,  sin  que  precisen  autorización  previa  de 
sus  jefes.  —  T.  9,  p.  533. 

—  Una  declaratoria  de  ella,  no  puede  dar  jurisdicción  á  la  jus- 
ticia nacional  en  los  casos  en  que  ésta  no  la  tiene  por  la  ley. — 
T.  40,  p.  413. 

—  Ante  ella  debe  entablarse  toda  acción  directamente  deducida 
contra  una  testamentaria,  aunque  los  de  la  nación  hayan  podi- 
do conocer  en  las  diligencias  preparatorias  de  la  misma  (art. 
42,  Ley  Jurisd.).  —  T.  44,  p.  382. 

—  Un  pleito  radicado  ante  ella,  debe  seguirse  en  la  misma  has- 
ta  su  terminación  (art.  42  y  44,  Ley  Jurisd.).  — T.  44,  p.  474. 

—  Es  preferible  que  los  atentados  contra  la  vida  ó  la  persona 
del  jefe  supremo  de  la  nación^  que  debieran  estar  bajo  la  pro- 
tección de  los  tribunales  nacionales,  queden  sujetos,  por  falta 
de  ley,  á  la  jurisdicción  ordinaria  de  los  tribunales  de  la  pro- 
vincia en  cuyo  territorio  se  hubiesen  cometido,  antes  que  con- 
sentir que  los  jueces  nacionales  asuman  el  poder  legislativo. 
—  T.  44,  p.  26. 

—  Corresponden  á  ella,  los  juicios  testamentarios.— T.  44,  p.  92. 

—  Puede  ella  prorrogarse  por  el  extranjero  quCj'^ya  como  de- 


mandante  ya  como  demandado,  la  acepta,  demandando  ó  con- 
testaiidoante  lamisma  (ait.  1%,  ¡QC.  4°,  Ley  Junsd.)- — T.  14, 
p.  284. 
Justíoi*  prOTÍncial.  —  El  vicio  de  inconsttlucional  que  se  opon- 
ga á  una  ley  de  provincia  en  la  que  se  funda  una  demanda,  no 
autoriza  al  opositor  á  desconocer  la  jurisdicción  de  los  jueces 
de  provincia,  si  les  corresponde  sobre  la  demanda  por  razón  de 
la  raatma  y  de  las  personas;  y  sólo  puedo  dar  lugar  al  recurso 
que  sanciona  la  ley  de  14  de  septiembre  de  1863  en  caso  que 
se  aplique  aquella  ley.  —  T.  15,  p.  316, 

—  Los  abusos  que  en  la  percepción  de  impuestos  establecidos 
por  las  provincias,  pudieran  cometer  sus  empleados,  son  pasi- 
bles de  la  jurisdicción  local,  administrativa  ó  judicial.  — T.  19, 
p.  86. 

—  Corresponde  á  ella,  el  conncimiento  del  juicio  universal  de 
concurso  de  acreedores  (art.  12,  Ley  Jurisd.)-  —  T.  19,  p.  193. 

—  Las  cuestiones  radicadas  ante  ella,  deben  continuarse  y  fe- 
necer en  ta  misma  (art.  12,  Ley  Jurisd.).  —  T.  19,  p.  34b. 

—  Son  de  competencia  del  tribunal  de  comercio  de  las  provin- 
cias, todas  las  acciones  contra  los  bienes  de  un  comerciante 
declarado  en  f)uiebra,  aunque  ellas  se  funden  en  derechos  pri- 
vilegiados sobre  buques  (art.  13,  inc.  4>,  Ley  Jurisd.).  — T.  20, 
p.  241. 

—  Propuesta  la  cuestión  de  competencia  como  excepción  dila- 
toria ante  los  tribunales  provinciales,  y  consentido  su  fallo  de- 
clarándose competentes,  queda  consentida  la  jurisdicción  de 
éstos.  —  T.  2b,  p.  89. 

—  Demandado  el  deudor  ante  su  propio  juez,  se  entiende  pro- 
rrogada aquella,  cualquiera  que  sea  la  vecindad  delcesionario 
(art.  12,  Ley  Jurisd.).  —  T.  26,  p.  157. 

—  Las  causas  radicadas  ante  la  justicia  local  de  la  ciudad  de 
Buenos  Aires,  deben  proseguirse  ante  la  nacional  ordinaria, 
sustituida  á  aquella  (art.  309,  ley  orgánica  de  los  tribunales,  de 
1881).  —  T.  26,  p.  222. 
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Justicia  provincial.  —  El  suicidio  de  un  preso  en  el  Departamen- 
to de  Policía  de  Buenos  Aires,  sucedido  en  la  ciudad  de  Buenos. 
Aires,  después  de  su  cesión  para  capital  de  la  nación  y  antes 
de  la  traslación  de  dicho  Departamento  á  la  capital  de  la  pro- 
vincia, debe  considerarse  como  sucedido  en  la  provincia,  y  su 
conocimiento  corresponde  á  la  justicia  provincial. — T.  27, 
p.  4Í9. 

—  El  conocimiento  del  juicio  ejecutivo  de  un  argentino  contra 
un  extranjero,  corresponde  al  juez  local,  si  antes  de  iniciarse 
el  juicio,  el  extranjero  ha  hecho  consignación  ante  éste  de  la 
suma  cobrada,  v  la  cuestión  se  reduce  á  saber  si  la  suma  con- 
signada,  es  exactamente  la  que  se  debe.  (Tal  acto  impórtala  su- 
misión del  extranjero  á  la  justicia  ordinaria).  —  T.  30,  p.  284. 

—  La  inhibición  de  bienes  hereditarios  pedida  y  obtenida  por 
quien  alega  ser  heredero,  es  un  incidente  del  juicio  universal 
de  testamentaría,  y  el  conocimiento  de  su  legalidad  ó  ilegali- 
dad corresponde  ala  justicia  local  (art.  42,  Ley  Jurisd.;  art. 
3284,  inc.  4%  Cód.  Civ.).  —  T.  30,  p.  6U. 

—  La  demanda  por  cobro  de  honorarios  devengados  en  pleito 
seguido  ante  los  tribunales  ordinarios,  debe  ventilarse  ante 
éstos.  (Ese  cobro  no  es  sino  incidente  del  juicio  en  que  se 
devengaron,  y  su  conocimiento  corresponded  los  jueces  que 
entendieron  en  dicho  juicio).  —  T.  31 ,  p.  49. 

—  La  inconstitucionalidad  que  se  atribuye  á  un  impuesto  local, 
no  priva  á  los  jueces  locales  de  la  jurisdicción  que  les  corres- 
ponde para  hacerlo  efectivo.  Los  contribuyentes  sean  ciudada- 
nos ó  extranjeros,  no  pueden  sustraerse  de  esa  jurisdicción,  y 
solamente  pagando  con  la  correspondiente  protesta,  pueden 
ocurrir  á  los  jueces  de  su  fuero  para  pedir  la  devolución  de  lo 
indebidamente  pagado,  ó  bien  ala  Suprema  Corte  por  el  recur- 
so establecido  en  el  artículo  14  de  la  ley  de  jurisdicción.  — T. 
31,  p.  103. 

—  Los  crímenes  cometidos  fuera  de  los  lugares  á  que  se  refiere 
el  artículo  3,  inciso  2®  de  la  ley  de  jurisdicción,  están  sujetos  á 
la  jurisdicción  de  los  jueces  locales.  (Se  trataba  de  un  delito 
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ocurrido  á  uno  ó  dos  metros  de  la  costa  del  rio).  —  T.  32, 
p.80. 

Justicia  provincial. — El  conocimiento  de  la  causa  criminal  por 
delito,  cometido  en  tierra  firme,  fuera  de  la  línea  de  las  aguas, 
corresponde  al  juez  local.—  T.  32,  p.  216. 

—  El  conocimiento  de  las  causas  por  cobro  de  contribuciones  ó 
defraudación  de  las  rentas  fiscales  ó  municipales,  que  proven- 
gan de  impuestos  establecidos  exclusivamente  para  la  Capital 
y  territorios  nacionales,  corresponde  á  la  jurisdicción  civil  ó 
criminal  ordinaria  (art.  m,  inc.  5°,  ley  orgánica  de  los  tribu- 
nales de  la  Capital,  de  4886;  art.  25,  inc.  3%  Cód.  Proc.  Crim.). 

—  T.  48,  p.  ^M. 

—  Si  una  cuestión  de  tercería  se  halla  radicada  ante  la  juris- 
dicción provincial  en  otro  juicio  distinto  del  seguido  en 
la  justicia  federal,  es  en  la  primera  donde  deberá  ser  resuelta. 

—  T.  53,  p,  169. 

—  Corresponden  á  ella,  las  causas  sobre  cobro  de  impuestos 
locales.  (Las  provincias  pueden  ejecutar  sus  propias  leyes  de 
impuestos,  sin  que  la  justicia  nacional  pueda  estorbar  su  per- 
cepción, mientras  no  haya  sido  declarada  en  el  juicio  corres- 
pondiente, la  inconstitucionalidad  de  la  ley  que  los  establezca). 

—  T.  57.  p.  46, 

—  Véase  :  Juicio  radicado  j  Jurisdicción  prorrogada. 

Juzgado  de  Pas.  —  Un  juzgado  de  paz  no  es  persona  visible,  ni 
jurídica,  susceptible  de  ser  demandada  en  juicio^  y  todo  lo 
obrado  en  la  demanda  entablada  en  su  contra,  es  nulo.  —  T.32, 
p.  328. 
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Lianch^je.  —  El  incísolO,  artículo  2,  ley  de  jurisdicción,  se  refie- 
re á  los  buques  que  viajan  de  un  puerto  de  la  República  á  otro 
extranjero^  ó  de  una  provincia  á  otra  por  los  ríos  interiores, 
y  no  á  lanchas  que  se  ocupan  dentro  de  un  puerto  en  la  des- 
carga de  mercaderías.  —  T.  6,  p.  400. 

—  No  habiendo  estipulación  respecto  al  pago  de  lanchajes, 
las  partes  deben  sujetarse  á  las  prácticas  déla  plaza  (art.  42H, 
Cód.  Com.  ant.).  La  práctica  en  Buenos  Aires  es  abonar  con 
sujeción  á  la  tarifa  publicada  por  los  lancheros,  y  que  co- 
nocen todos  los  comerciantes.  Dicha  práctica  es  equitativa 
y  conveniente  para  el  comercio,  sobre  todo  para  los  vapo- 
res que  tienen  día  fijo  para  la  salida,  por  la  economía  del  tiem- 
po que  se  invertiría  en  ajustar  el  lanchaje.  —  T.  44,  p.  55. 

—  £1  lanchero  que  practica  la  descarga  de  mercancías  por  man- 
dato del  consignatario  del  buque,  no  tiene  acción  contra  el 
dueño  de  la  carga  para  cobrar  el  lanchaje,  sí  aquél  no  obró 
en  nombre  de  éste  (art.  2«6,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  H ,  p.  209. 

—  No  habiendo  convenio  acerca  del  precio  de  lanchaje^  debe 
estarse  al  de  tarifa  y  al  establecido  por  el  uso  del  puerto.  — 
T.  43,  p.  439. 

—  Los  gastos  de  lanchaje  deben  ser  pagados  por  el  consigna- 
tario de  las  mercaderías.  —  T.  44,  p.  409. 

—  £1  lanchaje  por  coches  de  tramways  que  no  excedan  de  una 
y  media  tonelada  de  peso,  es  dedos  y  medio  pesos  por  pie  cú- 
bico. —  T.  46,  p.  203. 
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Lanchaje. —  El  dueño  de  mercaderías  no  puede  exigir,  sin  de- 
manda en  forma,  la  cuenta  de  lanchajes  sino  en  el  caso  de 
embargo  de  aquéllas.  —  T.  20,  p.  47. 

—  En  caso  de  divergencia  sobre  el  quantum  del  precio  conve- 
nido por  el  transporte  en  lanchas  y  del  importe  de  estadías, 
debe  estarse  á  la  tarifa  y  á  las  prácticas  del  puerto;  y  resultan- 
do que  el  que  se  cobra  es  menos  del  que  cobran  éstas,  debe 
mandarse  pagar.  —  T.  28,  p.  66. 

—  Los  tirantes  de  fierro,  hasta  una  tonelada  de  peso,  se  consi- 
deran comprendidos  en  la  tarifa  del  lanchaje  de  fierro  en  ba- 
rras. —  T.  29,  p.  75. 

—  La  facultad  de  los  capitanes  ó  consignatarios  de  buques,  de 
imponer  á  los  dueños  de  la  carga  los  lancheros  que  deben 
efectuar  la  descarga,  no  implica  dejar  librada  á  éstos  la  fijación 
del  precio  de  dicha  operación.  En  este  caso,  y  á  falta  de  con- 
vención con  dichos  lancheros,  el  precio  que  debe  pagárseles  es 
el  corriente  de  plaza  (art.  296,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  29,  p.  75. 

—  El  precio  corriente  de  plaza  respecto  de  los  lanchajes  y  fle- 
tes* es  el  que  resulta  de  las  operaciones  y  transacciones  que  se 
verifican  en  la  Bolsa  de  Comercio;  y  dicho  resultado  puede 
quedar  acreditado  con  el  informe  de  la  cámara  sindical  de  la 
misma  (art  207,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  29,  p.  75. 

—  Según  el  uso,  y  por  los  privilegios  que  afectan  las  mercan- 
cías porteadas,  el  precio  de  su  descarga  y  conducción  se  deben 
directamente  por  los  dueños  de  aquellas.  —  T.  33,  p.  416. 

—  No  puede  imponerse  pena  al  lanchero,  por  desembarcar 
mercaderías  fuei*a  de  manifiesto,  sin  darle  participación  en  el 
juicio.  —  T.  34, p.  16. 

—  A  falta  de  convenio  sobre  la  forma  de  cobrar  el  lanchaje, 
debe  estarse  á  la  práctica  establecida;  y  siendo  ésta  la  de  co- 
brarlo por  las  ruedas  con  eje  montado,  según  su  cubaje,  debe 
mandarse  pagar  en  esa  forma  (art.  296,.inc.  6»,  Cód.  Com.  ant.). 
—  T.  36,  p.  ni. 

—  Los  dueños  de  la  carga  están  obligados  á  pagar  el  lanchaje 
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de  ella  á  los  lancheros  que,  según  el  conocimiento^  ha  podido 
designar  el  capitán,  máxime  cuando  han  reclamado  á  éstos 
por  faltas,  ó  les  han  dado  órdenes  directas  respecto  de  la  carga 
(art  486,  299  y  308,  Cód.  Cora,  ant.)-  —  T.  40,  p.  40. 

Lanchaje.  —  En  defecto  de  convenio  sobre  precio  del  lanchaje, 
se  debe  el  corriente  de  plaza,  que  se  rige  por  la  tarifa  vigente. 

—  T.  40,  p.  40. 

—  Al  lanchero  que  ha  efectuado  la  descarga,  no  puede  recon- 
venírsele en  las  mercaderías  entregadas,  si  no  se  pidió  dentro 
de  los  términos  legales,  el  reconocimiento  y  la  estimación  del 
daño  por  medio  de  peritos  (art.  175  y  1246^  Cód.  Com.  ant.  En 
el  caso  á  que  se  refiere  el  primer  artículo  citado,  está  com- 
prendida también  la  entrega  de  menos).  —  T.  44,  p.  75. 

—  Un  vale  por  cantidad  de  mercaderías,  otorgado  por  el  lan- 
chero, es  un  documento  de  deber,  y  su  valor  debe  ser  descon- 
tado del  precio  cobrado  por  el  servicio  de  descarga.  —  T.  44, 
p.  75. 

—  El  lanchero  que  ha  prestado  el  servicio  de  descarga,  tiene 
derecho  á  cobrar  el  precio  de  él  con  arreglo  á  la  tarifa  vigente, 
en  detecto  de  convención.  —  T.  44,  p.  75. 

—  El  precio  usual  de  los  lanchajes  en  el  puerto  de  Buenos 
Aires,  es  el  de  la  tarifa  de  la  sociedad  de  lancheros,  con  el 
descuento  de  20  por  ciento.  —  T.  44,  p.  282. 

—  Los  lancheros  que  han  hecho  la  descarga^  tienen  derecho  de 
cobrar  el  precio  de  este  servicio,  á  los  dueños  de  la  carga,  aun- 
que  se  lo  hayan  encargado  los  agentes  del  buque  que  la  trajo 
(art.  1627,  Cód.  Civ. ;  art.  303,  Cód.  Com.  ant.).  — T.  45,  p.  95. 

—  Los  lancheros  encargados  por  los  agentes  del  buque,  de  la 
descarga  de  las  mercancías,  tienen  el  derecho  de  cobrar  direc- 
tamente á  los  dueños  de  éstas  el  precio  de  uso,  cuando  los  co- 
nocimientos contienen  la  cláusula  de  que  la  descarga  se  efec- 
tuaría por  el  capitán,  por  ios  medios  que  juzgara  convenientes. 

—  T.  47.  p.  320. 

—  Las  faltas  no  reclamadas  y  verificadas  en  tiempo,  que  ade- 
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más  aparecen  inverosímiles,  no  dan  derecho  á  resistir  el  pago 
de  lanchaje  (art.  175  y  1246,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  47,  p.  320. 

Lanchaje.  —  Véase  :  Acarreo;  Buque;  Contrabando;  Descarga; 
Estadías  ;  Justicia  federal. 

Laudo.  —  Lo  es  la  sentencia  pronunciada  por  un  juez  de  sec- 
ción, facultado  por  las  partes  para  resolver  sumaria  y  arbitra- 
riamente un  pleito.  —  T.  5,  p.  221 . 

—  De  los  laudos  arbitrales,  no  hay  recurso  de  apelación  para 
ante  la  Suprema  Corte.  —  T.  5,  p.  221. 

—  Cuando  consta  y  no  se  pone  en  duda  que  los  que  dictaron  el 
laudo,  son  los  mismos  arbitros  nombrados  por  las  partes,  no  es 
necesaria  la  intervención  del  escribano  para  dar  fe  de  ello.  Es 
en  este  sentido  que  la  ley  exige  la  legalización  del  escribano 
para  despachar  la  ejecución  de  un  laudo.  —  T.  8,  p.  94. 

—  En  ninguna  ley  se  determina  como  causa  de  nulidad  del  lau- 
do, la  falta  de  autorización  del  escribano.  Mucho  menos  pue- 
de serlo  en  las  causas  que  corresponden  á  los  tribunales  fede- 
rales, donde  se  ha  suprimido  la  autenticación  de  las  providen- 
cias judiciales  por  el  escribano;  y  en  el  caso  de  haber  sido 
presentado  el  laudo  al  juez  y  hechóse  saber  á  las  partes  por  su 
orden.  —  T.  8,  p.  94. 

—  La  publicidad  de  las  pruebas  en  juicio  arbitral,  no  es  una  for- 
ma ^substancial  cuya  falta  importe  un  vicio  de  nulidad.  —  T.  8, 
p.  94. 

—  Un  decreto  prorrogando  el  término  de  prueba  dictado  por 
los  dos  primeros  arbitros  sin  la  concurrencia  del  tercero,  ci- 
tado ya  para  laudarles  válido  y  novicia  el  laudo.  — T.  8,  p.  94. 

—  La  falta  de  autorización  del  laudo  por  el  escribano,  no  cons> 
tituye  un  vicio  de  nulidad  insanable.  —  T.  8,  p.  94. 

—  £1  no  haberse  recibido  la  causa  á  prueba,  no  es  una  causa  de 
nulidad  que  pueda  alegarse  contra  un  laudo  arbitral  (leyes  23 
y  34,  tít.  4,  part.  3»).  —  T.  9,  p.  234. 

—  No  es  causa  de  nulidad  el  que  el  laudo  no  esté  firmado  por 
uno  de  los  tres  arbitros  que  se  negó  á  hacerlo,  habiendo  cons- 
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tancia  de  que  estuvo  presente  cuando  se  acordó  la  resolución 
(Porque  la  ley  4,  t(t.  26,  purt.  3",  no  obliga  á  todos  los  jueces 
á  firmar  la  sentencia,  limitándose  á  exigir  que  ésta  haya  sido 
dada  por  todos  los  jueces,  esto  es,  que  todos  estén  presentes  y 
manifiesten  su  opinión  al  tiempo  de  acordarla,  y  ésto  para  evi- 
tar el  peligro  de  que  aisladamente  se  pronunciasen  sentencias 
que  no  habrían  pronunciado  ó  haberla  acordado  en  común 
oyendo  las  razones  de  todos,  como  se  deduce  de  la  ley  32,  tit. 
4^  part.  3^;  peligro  que  no  existe  cuando  la  resolución  ha  sido 
acordada  en  presencia  y  previa  discusión  entre  todos  los  jne~ 
ees,  y  que  justifica  la  práctica  observada  en  varios  casos,  de  no 
firmar  todos  la  sentencia,  y  de  fundar  su  voto  aisladamente  los 
disidentes).  —  T.  9,  p.  234. 

Liaudo.  —  Debiendo  presumirse  que  al  dictarse  un  laudo  arbitral, 
se  han  llenado  las  formalidades  legales  antes  y  en  el  acto  del 
pronunciamiento,  es  á  cargo  de  laparte  que  lo  ataca,  el  probar 
que  dichas  formalidades  no  fueron  llenadas.  —  T.  9,  p.  234. 

•^  Los  laudos  arbitrales  dictados  con  los  requisitos  de  la  ley  4, 
título  24,  libro  4,  Recopilación  Castellana^  son  instrumentos 
que  traen  aparejada  ejecución,  y  sólo  pueden  impedirla  los  re- 
cursos de  nulidad  que  se  funden  en  la  falta  de  alguno  de  dichos 
requisitos  (art.  249,  Ley  Proc).  Esto  no  importa  considerar 
comprendido  el  de  nulidad  que  se  funde  en  otras  causas,  en 
la  renuncia  general  de  recursos  que  contenga  el  compromiso^ 
por  cuanto  la  nulidad  en  tal  caso  puede  ser  alegada,  bien  sea 
en  la  oportunidad  que  establece  ^1  artículo  268,  ley  de  proce- 
dimiento, como  razón  que  afecte  á  la  habilidad  del  título,  bien 
sea  como  una  acción  principal,  después  de  la  ejecución,  para 
repetir  lo  que  se  suponga  indebidamente  pagado.  —  T.  9, 
p.  272. 

—  Las  razones  que  se  aducen  sobre  el  fondo  de  una  cuestión 
sometida  al  juicio  de  peritos  arbitradores,  no  son  causa  para 
declarar  la  nulidad  del  laudo  expedido  con  las  condiciones  y 
formalidades  legales.  —  T.  12,  p.  322. 

—  Los  laudos  arbitrales  con  los  requisitos  de  derecho  deben 
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vi  ojooutauios,  aunque  se  pida  de  ellos  reducción  á  albedrío 
kW  buen  varón,  se  diga  de  nulidad  ó  se  deduzca  otro  recurso, 
iiundo  el  acreedor  fianza  de  restituir  lo  que  en  virtud  del  laudo 
recibiese  si  éste  fuese  después  revocado  (art.  249,  Ley  Proc; 
ley  4,  tít.  21,  lib.  4,  Recop.  Cast.).  —  T.  15,  p.  465. 

Laudo.  —  Un  decreto  del  juez  de  sección  mandando  cumplir  un 
laudo  arbitral,  da  Fuerza  ejecutiva  y  queda  homologado  dicho 
laudo.  —  T.  15,  p.  465. 

—  £1  pronunciado  por  peritos  arbitros  arbítradores,  no  puede 
anularse  cuando  se  alega  para  ello  que  la  causa  no  ha  sido  bien 
substanciada.  Tampoco  es  causa  de  nulidad,  la  confabulación 
alegada  pero  que  no  consta  de  autos,  para  perjudicar  á  una  de 
las  partes.  —  T.  18,  p.  420. 

—  No  hay  ley  ni  principio  de  derecho  que  establezca  la  nulidad 
de  un  laudo  arbitral,  por  el  hecho  sólo  de  su  presentación  al  juez 
ordinario  para  la  notificación  y  demás  efectos,  fuera  del  térmi- 
no asignado  para  laudar,  cuando  consta  que  los  arbitros  han 
dado  fin  á  su  cometido  dentro  de  él.  —  T.  20,  p.  193. 

—  Para  la  validez  del  dictado  dentro  del  término  asignado,  bas- 
ta que  haya  acuerdo  de  todos  los  arbitros  (ley  4,  tít.  26,  part 
3»).  —  T.20,  p.  193. 

—  Si  los  recursos  de  apelación  y  nulidad  contra  un  laudo  han 
sido  interpuestos  en  tiempo  hábil,  aun  cuando  el  escrito  sea 
presentado  ante  los  arbitros,  el  juez  debe  conocer  de  ellos  y  re- 
solver con  arreglo  á  derecho.  —  T.  23,  p.  627. 

—  No  son  apelables  los  laudos  en  los  arbitrajes  foi*zosos  sobre 
choques  ó  abordajes^  porque  ellos,  según  el  artículo  1429, 
Código  de  Comercio  antiguo,  deben  ser  decididos  por  peritos 
arhitradores ;  y  versando  la  apelación  sobre  el  fondo  del  nego- 
cio y  conociendo  de  ella  los  jueces  ordinarios,  resultaría  que 
éstos  y  no  los  peritos  arhitradores  serían  en  definitiva  los  que 
resolviesen^  lo  que  es  contrario  al  artículo  citado.  — T.  25^ 
p.  61. 

—  Sometida  á  los  arbitros  la  cuestión  de  quién  es  responsable 
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de  daños  y  perjuicios^  y  cuánto  es  el  importe  de  éstos,  no  es 
nulo  el  laudo  por  el  cual  resuelven  la  primera,  para  pronun- 
ciarse por  separado  sobre  la  segunda  (leyes  33  y  34,  tit.  4,  part. 
3').  —  T.  25,  p.  393. 

liando.  —  No  puede  ser  observado,  el  consentido  y  ejecutoriado. 
—  T.  26,  p.  272. 

—  La  oposición  ala  ejecución  del  laudo,  fundada  en  la  com- 
pensación de  una  partida  que  ha  debido  ser  tomada  en  consi- 
deración al  dictarse  el  laudo,  importa  observarlo,  y  no  puede 
ser  admitida.  —  T.  26,  p.  272. 

—  Corresponde  á  los  jueces  de  sección  el  conocimiento  de  los 
recursos  contra  los  laudos  arbitrales,  dictados  en  asuntos  de  su 
competencia.  — T.  28,  p.  190. 

—  La  nulidad  de  un  laudo  de  arbitros  arbitradores,  no  puede 
fundarse  en  supuestos  vicios  de  procedimiento,  no  demostrán- 
dose que  los  arbitros  procedieron  dolosamente  (ley  23,  tit.  4, 
part.  3*).— T.  29,  p.  222. 

—  La  omisión  del  juramento  de  uno  de  los  arbitros  al  tiempo  de 
aceptar  el*  cargo,  no  basta  para  invalidar  el  laudo:  las  leyes  de 
partidas  ni  las  de  la  Recopilación,  establecen  esplícítamente 
y  menos  aún  con  el  carácter  de  esencial,  tal  requisito.  —  T. 
29,  p.  222. 

—  Los  recursos  contra  los  laudos  arbitrales,  dictados  en  causa 
que  no  sea  de  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corte,  de- 
ben ser  elevados  al  juez  de  sección  á  quien  habría  correspondi- 
do el  conocimiento  de  la  misma,  si  no  hubiese  sido  sometido  á 
arbitramiento.  —  T.  35,  p.  270. 

—  La  falta  de  autorización  del  laudo  por  el  escribano,  no  cons- 
tituye un  vicio  de  nulidad  de  aquél.  —  T.  39,  p.  47. 

—  Los  arbitradores  no  están  sujetos  á  formalidad  alguna  para 
formar  juicio,  y  la  falta  de  notificación  de  providencias  dictadas 
con  ese  motivo,  no  es  causa  de  nulidad  del  laudo  (ley  23,  tit. 
4.  part.  3»).  —  T.  39,  p.  382. 

—  La  parte  que  ha  convenido  en  nombrar  á  una  persona  como 
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arbitro  tercero,  no  puede  fundar  la  nulidad  del  laudr»  en  la  in- 
competencia de  la  misma,  sin  hacerse  responsable  de  todos 
los  daños  y  perjuicios  causados  por  esa  nulidad.  —  T.  45, 
p.  78. 

Laudo.  —  Los  argumentos  dirigidos  á  demostrarla  injusticia  del 
laudo,  no  son  procedentes  en  la  cuestión  de  nulidad  de  dicho 
laudo.  —  T.  45,  p.  78. 

—  En  la  justicia  federal^  las  resoluciones  de  los  arbitros  no  son 
recurribles  para  ante  la  Suprema  Corte.  —  T.  45,  p.  404. 

—  El  laudo  es  ejecutable  á  condición  de  presentarse  el  com- 
promiso y  sentencia  signada  de  escribano  público,  y  parecien- 
do que  fué  dada  dentro  del  término  y  sobre  las  cosas  conte- 
nidas en  el  compromiso.  El  juez  debe  examinar  si  estas  con- 
diciones se  verifican,  antes  de  mandar  cumplir  el  laudo  (art. 
249,  inc.  2^  Ley  Proc;  ley  4,  tít.  21,  lib.  4,  Recop.  Cast.).  — 
T.  51,  p.  224. 

—  El  perito  tercero  nombrado  exclusivamente  para  dirimir  la 
discordia,  no  tiene  facultad  para  resolver  los  puntos  en  que 
los  arbitros  han  laudado  de  conformidad,  y  su  decisión  es  nula 
en  esta  parte,  quedando  válida  en  lo  relativo  á  los  puntos  so- 
bre los  cuales  se  produjo  la  discordia.  —  T.  52,  p.  241 . 

—  No  hay  nulidad  en  el  laudo  por  exceso  en  el  modo  de  proce- 
der, si  resulta  que  los  arbitros  han  observado  la  forma  conve- 
nida por  las  partes.  —  T.  57,  p.  317. 

—  Los  laudos  arbitrales  de  que  la  parte  pide  ejecución,  deben 
ejecutarse  presentándose  el  compromiso  y  sentencia  signada 
de  escribano  público,  y  pareciendo  que  fué  dada  dentro  del 
término  del  compromiso  y  sobre  las  cosas  que  fueron  compro- 
metidas, siempre  que  la  referida  parte  afiance  la  restitución  (ley 
4,  tít.  24,  lib.  4%  Recop.  Cast.;  art.  249,  inc.  2%  y  art.  309, 
Ley  Proc).  —  T.  58,  p.  75. 

—  En  la  ejecución  de  un  laudo,  el  mandamiento  debe  librarse 
contra  la  persona  contra  quien  ha  sido  pronunciado.  —  T.  58, 
p.  287. 
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liaodo. — £1  voto  emitido  por  separado  no  importa  haber  laudado 
sin  formar  tribunal,  si  consta  que  los  arbitros  se  reunieron^  y 
así  reunidos  resolvieron  dictarlo  en  esa  forma.— T.  69,  p.  178. 

—  Antes  de  notificarse  el  laudo,  cada  arbitro  puede,  sin  vicio, 
reformar  ó  enmendar  su  voto.— T.  59,  p.  178. 

—  Dictado  el  laudo  declarando  no  haber  lugar  á  la  rescisión  de 
contrato,  queda  de  hecho  declarado  que  no  hay  lugar  á  la  in- 
demnización que  se  reclamaba  en  caso  de  rescisión.  —  T.  59, 
p.  -178. 

—  Es  nulo  el  dictado  en  juicio  arbitral  voluntario,  sin  haber 
los  arbitros  formado  tribunal,  no  teniendo  por  el  compromiso 
facultad  para  dictarlo  en  esa  forma  (ley  23,  tit.  4,  part,  3*;  ley 
^7,  tít.  22,  part.  3»;  ley  29,  tít.  4,  part.  3»;  ley  32,  tít.  4,  part.  3»; 
art.  374,  Ley  Proc.  Los  poderes  délos  arbitros  voluntarios  de- 
rivan del  mandato  conferido  por  las  partes,  y  no  cabe  duda 
que  arrogan  jurisdicción  de  que  carecen,  cuando  laudan  sin 
facultades  ó  con  exceso  en  las  que  se  les  hubiese  acordado. 
Así  sucede  cuando  dictan  el  fallo  aisladamente,  con  violación 
del  deber  de  formar  tribunal,  seaeste  deber  el  resultado  de  una 
convención  esplicita  ó  de  una  convención  implícita.  El  acto 
así  producido  sólo  impropiamente  puede  ser  calificado  de  sen- 
tencia, pues  que  ésta  no  existe  en  realidad,  sino  tomando  por 
base  ]2l  jurisdicción  del  que  la  pronuncia,  lo  que  es  materia  de 
orden  público.  En  consecuencia,  la  renuncia  de  recursos  es- 
tipulada en  el  compromiso,  no  puede  referirse  á  nulidades  que 
afectando  el  laudo  mismo,  despojan  á  éste  de  ese  carácter).  — 
T.  61,  p.  242. 

—  Véase  :  Arbitros;  Compromiso ;  Daños  y  perjuicios ; Expropia- 
ción;  Interpretación ;  Juicio  pendiente;  Multa;  Nulidad;  Peritos 
artntradores  ;  Recurso  de  nulidad  ;  Recurso  de  revisión. 

Legaciones.  —  Véase  :  Suprema  Corte. 

Liegislacióii  de  minas.  —  ínterin  se  dicte  el  código  de  minería, 
la  legislación  de  minas  se  compone  de  las  ordenanzas  de  Méji- 
co^ de  las  modificaciones  hechas  en  ellas  por  las  legislaturas 
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provinciales,  y  por  la  ley  de  17  de  diciembre  de  4853  denomi- 
nada Estatuto  de  Hacienda  y  Crédito  de  la  Confederación.  —  T. 
25,  p.  43. 

Legislaturas.  —  Si  por  una  parte  carecen  de  poder  y  de  acción 
sobre  los  hechos  pasados,  carecen  igualmente  de  facultad  para 
enajenar  el  porvenir  por  una  concesión  gratuita.  — T.  40,  p. 
427. 

—  Véase :  Efecto  retroactivo ;  Leyes  retroactivas. 

Lesión.  —  Véase  :  Heredero  ;  Rescisión, 

Lesión  enorme.  —  Es  uno  de  los  vicios  rescisorios  de  los  contra- 
tos (ley  56,  til.  5,  part.  5').  —  T.  9,  p.  200. 

Letra  de  aduana.  —  Tratándose  de  letras  de  aduana,  el  descon- 
tador ó  endosatario,  no  tiene  derecho  de  cobrarlas  por  sí  eje- 
cutivamente, del  deudor.  Su  derecho,  vencido  el  plazo  de  la  le- 
tra y  no  cubierto  su  importe  por  el  deudor  ó  fiador,  está  limi- 
tado á  protestar  la  letra  y  presentarla  dentro  de  tercero  día  á 
la  aduana  que  la  descontó,  quien  deberá  cubrir  á  la  vista  su 
importe  y  gastos  de  protesto  y  cobrarlo  por  su  cuenta  (art.  474, 
476,  479  á  487,  Ord.  ant.).  —  T.  48,  p.  447. 

Letra  de  cambio.  —  En  el  caso  de  pérdida  ó  robo  de  una  letra 
al  portador  ó  á  la  orden,  con  endoso  en  blanco,  hay  lugar  á  la 
reivindicación,  y  puede  embargarse  su  valor  y  aun  pagarse  su 
importe  á  otro  que  al  tenedor  de  ella,  por  mandato  de  autori- 
dad competente  (doctrina  de  los  artículos  678  y  868  del  Cód. 
Com.  ant.;  Curia  Filípica,  lib.  2,  cap.  7,  n*  9).  —  T.  2,  p.  427. 

—  El  artículo  862  del  antiguo  Código  de  Comercio,  se  refiere  al 
caso  en  que  la  persona  á  cuyo  cargo  se  gira  una  letra,  la  paga 
ó  la  descuenta  voluntariamente  antes  de  su  vencimiento.  — T. 
2,p.  127. 

—  El  pago  hecho  por  mandato  del  gobernador  de  Buenos  Aires, 
es  decir,  por  autoridad  competente,  por  ser  quien  ejercía  provi- 
soriamente todos  los  poderes  nacionales  después  de  la  batalla  de 
Pavón,  con  el  derecho  déla  revolución  triunfante  y  asentida 
por  los  pueblos,  y  la  virtud  de  los  graves  deberes  que  la  vic- 
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toria  le  imponía,  es  una  exQepción  legal  de  pago  por  mandato 
de  autoridad  competente.  — T.  8,  p.  427. 

Letra  de  cambio. — La  declaración  ó  promesa  de  los  otorgantes, 
de  que  al  vencimiento  del  plazo  de  ia  letra  entregarán  á  los  fia- 
dores la  suma  adeudada  para  que  la  abonen  al  acreedor  princi- 
pal, no  envuelve  otras  obligaciones  que  las  que  impone  el  Có- 
digo de  Comercio  al  girante  que  no  ha  hecho  provisión  de  fon- 
dos, y  los  que  impone  la  ley  44,  título  12,  partida  5*,  respecto 
del  fiador  que  ha  pagado  la  deuda.  —  T.  2,  p.  330. 

—  Las  obligaciones  á  que  alude  el  caso  precedente,  no  son  in- 
compatibles con  las  que  la  ley  44,  título  42^  partida  5%  impone 
á  los  fiadores  solidarios,  cuando  uno  de  ellos  ha  pagado  por 
el  deudor  principal,  y  obtenido  del  acreedor  la  cesión  de  accio- 
nes; y  por  consiguiente,  no  alteran  ni  destruyen  las  que  se  de- 
rivan de  la  aceptación  solidaria  de  las  letras.  —  T.  2,  p.  330. 

—  La  declaración  de  un  endosante  de  pertenecerle  la  letra  en- 
dosada, es  de  ningún  valor  para  anular  la  transmisión  de  su  pro- 
piedad hecha  al  endosatario.  — T.  7,  p.  446. 

—  La  simulación  ó  fraude  empleado  entre  un  endosante  y  un  en- 
dosatario, no  perjudica  al  endosatario  posterior,  sí  no  se  prueba 
que  éste  participó  ó  tuvo  conocimiento  de  la  mala  fe  de  aque- 
llos (art.  223,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  7,  p.  446. 

—  La  orden  judicial  de  retener  una  letra  que  haya  sido  endo- 
sada antes  de  dicha  orden,  no  puede  impedir  su  cobro  á  me- 
nos que  se  pruebe  la  antidata  del  endoso  para  eludirla.  —  T. 
7,  p.  446. 

—  Aceptada  una  letra,  el  aceptante  no  puede  desvirtuar  su 
obligación,  con  excepción  alguna,  fuera  de  la  de  falsedad  (art. 
824,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  7,  p.  390. 

—  La  aceptación  hecha  sin  tener  pix>visión  de  fondos,  da  acción 
contra  el  girante,  no  contra  el  tomador  (art,  822  y  826,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  7,  p.  390. 

—  La  girada  contra  un  gobierno  por  su  representante,  autoriza- 
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do  para  ello,  no  puede  ser  cobrada  contra  éste,  como  librador. 

—  T.  10,  p.  104. 

Letra  de  cambio.  —  El  portador  de  una  letra  imperfectamente 
endosada  en  país  extranjero,  puede  exigir  judicialmente  el 
pago  en  la  República  (art.  804  y  805,  Cód.  Com.  ant.).— T.  12, 
p.  305. 

—  Firmada  una  letra  de  cambio  con  la  condición  hecha  en  do- 
cumento separado,  de  que  al  vencimiento  seria  renovada  por 
la  mitad,  pagando  la  otra  mitad,  si  el  deudor  no  paga  lo  con- 
venido, el  acreedor  lo  puede  ejecutar  por  el  todo.  —  T.  16, 
p.  479, 

—  Otorgada  una  letra  por  precio  de  una  partida  de  ganado, 
comprado  para  la  sociedad,  cada  socio  es  responsable  solida- 
riamente del  pago  de  su  importe.  —  T.  17,  p.  426. 

T-  Deben  pagarse  en  la  moneda  que  ellas  indican  (art.  861 , 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  18,  p.  251 . 

—  Una  letra  girada  á  pesos  fuertes  no  puede  pagarse  con  bille- 
tes de  Banco  que  no  son  convertibles  á  la  vista  en  numerario, 
y  á  los  que  ninguna  ley  da  el  carácter  de  curso  légalo  forzoso. 

—  T.  18,  p.  251. 

—  Debe  ser  pagada  en  la  moneda  que  ella  indica,  ó  en  las  mo- 
nedas que  tengan  curso  legal  en  el  lugar  de  pago  (art.  861 , 
Cód.  Com.  ant.),  —  T.  18,  p.  294. 

—  Protestada  una  letra  por  el  tenedor,  por  falta  de  pago,  y 
devuelta  al  endosante  con  testimonio  del  proteslo,  éste  no  ne- 
cesita más  título  para  ejercitar  sus  acciones  contra  el  librador 
(art.  902,  inc.  2%  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  21,  p.  350. 

—  Cuando  en  la  firma  de  una  letra  de  cambio,  no  se  expresa 
que  se  hace  por  mandato  de  un  tercero,  no  puede  el  firmante 
excepcionar  su  falta  de  obligación  como  girante,  aunque  de 
otro  modo  demuestre  que  era  mandatario  (art.  781,  Cód.  Com. 
ant.;.  —  T.  21,  p.  320. 

—  Contra  las  ejecuciones  por  letra  de  cambio  sólo  son  admisi- 
bles las  excepciones  que  designa  el  artículo  852  del  Código  de 
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Goroercio  antiguo, con  exclusión  de  todas  las  demás,  sean  déla 
naturaleza  que  fuesen.  (Se  trataba  en  el  caso  de  una  excepción 
fundada  en  el  hecho  de  la  minoridad  del  ejecutado,  al  suscri- 
bir la  letra  en  cuestión).  —  T.  21,  p.  350. 

Lf«tra  de  cambio. —  Esta  y  los  pagarés  deben  ser  cobrados  en  e) 
lugar  designado  en  ellos,  máxime  si  éste  es  el  domicilio  del 
deudor,  aunque  hayan  sido  otorgados  en  otro  lugar  (art.  659  y 
siguientes,  Cód.  Com.).  —  T.  41,  p.  182. 

—  Las  letras  de  cambio  y  pagarés  á  la  orden,  que  no  llevan 
lugar  designado  para  el  pago,  son  pagaderos  en  el  lugar  donde 
han  sido  firmados,  con  preferencia  al  domicilio  del  deudor 
(art.  606,  740  y  741,  Cód.  Com.).  —  T.  56,  p.  244. 

—  No  puede  ejecutarse  contra  un  socio  una  letra  protestada 
contra  la  sociedad,  sin  haber  antes  ejecutado  á  ésta.  (El  eje- 
cutado no  es  el  girante  de  la  letra,  que  la  ha  aceptado  indivi- 
dualmente; por  consiguiente  no  tienen  aplicación  al  caso,  las 
disposiciones  legales  que  acuerdan  al  portador  de  una  letra, 
el  derecho  de  demandar  su  pago  contra  el  librador  ó  aceptan- 
te, obligados  recíproca  y  solidariamente  (art;. 332,  335  y  443, 
Cód,  Com.).  —  T.  61,  p.  238. 

—  Véase  :  Endoso;  Excepciones  ;  Fianza  j  Inhabilidad  de  titulo  ; 
Protesto. 

LfOTantamiento  de  tropas.  —  £1  levantamiento  de  tropas  en  el 
territorio  argentino,  sin  el  permiso  del  gobierno,  es  una  viola- 
ción de  una  de  las  más  importantes  prerrogativas  de  la  sobe- 
ranía nacional.  Es  además,  un  delito  previsto  y  penado  por  el 
articulo  7  de  la  ley  de  14  de  septiembre  de  1863,  si  se  hace 
aquél  contra  un  gobierno  amigo.  No  siendo  consumado  el  de- 
Uto,  la  pena  á  imponerse  al  procesado  por  él,  es  de  un  año  de 
trabajos.  —  T.  10,  p.  413. 

liOj.  —  No  puede  dejarse  de  aplicar  una  ley,  cuyo  texto  es  claro 
y  preciso,  por  la  consideración  de  los  perjuicios  á  que  se  supo- 
ne que  pueda  dar  lugar  su  aplicación.  — T.  8,  p.  393. 

—  Las  leyes  sólo  pueden  ser  derogadas  por  otras  leyes,  y  el 
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uso,  la  costumbre  ó  práctica,  no  pueden  crear  derechos,  sino 
cuando  las  leyes  se  refieren  expresamente  á  ellos.  —  T.  17, 
p.  487. 

Lej. — Véase  :  Presunción. 

Ley  constitucional.  —  No  es  inconstitucional  la  de  46  de  octu- 
bre de  4862,  que  establece  la  integración  de  la  Suprema  Corte 
por  abogados  nombrados  por  ella,  y  no  puede  alegarse  que  la 
Corteas!  integrada,  no  reviste  el  carácter  que  leda  la  constitu- 
ción. —  T.  45,  p.  7. 

—  Véase  :  Impuesto  constitiicional ;  Impuesto  provincial;  Incons- 
titucional; Ley  de  tierras. 

Lej  de  autenticación.  —  La  ley  de  26  de  agosto  de  4863,  dic- 
tada por  el  congreso  en  cumplimiento  y  como  complementaria 
del  articulo  7  de  la  constitución,  determina  en  los  tres  prime- 
ros artículos,  la  forma  que  deben  tenerlos  actos  y  procedi- 
mientos judiciales  para  que  se  tengan  por  auténticos,  y  esta- 
blece en  el  cuarto  que  asi  autenticados,  deben  surtir  ante  todos 
los  tribunales  v  autoridades  de  todo  el  territorio  de  la  nación, 
los  mismos  efectos  legales  que  en  la  provincia  en  que  se  hayan 
originado.  —  T.  47,  p.  286. 

—  Véase  :  Autenticación;  Exhorto. 

Ley  de  CapitaL  —  Véase  :  Federalización. 

Ley  de  jurisdicción,  —  La  ley  nacional  de  46  de  octubre  de 
4862  ha  sido  reformada  por  la  de  44de  septiembre  de  4863,  so- 
bre jurisdicción  y  competencia  de  los  tribunales  nacionales.  — 
T.  7,  p.  94. 

—  £1  artículo  23  de  la  ley  de  justicia  nacional  de  46  de  octu- 
bre de  4862,  ha  sido  modificado  por  el  artículo  4  4  de}la  de  44 
de  septiembre  de  4863,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de 
los  tribunales  nacionales,  que  es  correctiva  de  aquélla.  — 
T.  8,  p.  494. 

Ley  de  orden  público.  —  Lo  son  las  que  reglan  la  circulación 
monetaria  y  la  emisión  de  los  bancos.  — T.  40,  p.  427. 

—  Ninguna  persona  puede  tener  derechos  irrevocablemente 
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adquiridos  contra  una  ley  de  orden  páblico  (art.  5,  Cód.  Civ.). 
—  T.  40,  p.  427. 

liejde  procedimientos.  —  Véase  :  Embargo  de  minas ;  Leyes  pro- 
cesales; Retroactitidad. 

liOj  de  sellos.  —  No  son  aplicables  sus  disposiciones  á  los  do- 
cumentos presentados  en  juicio,  cuando  en  la  demanda  se  de- 
clara que  son  simples  copias  que  se  presentan,  por  no  tener  el 
demandante  en  su  poder  el  original.  —  T.  24,  p.  537. 

Liej  de  tierras.  —  La  ley  de  25  de  octubre  de  4870,  de  la  pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  autorizando  á  la  municipalidad  del  Ba- 
radero,  para  vender  á  los  colonos  establecidos  en  el  ejido  de 
dicho  pueblo,  las  áreas  ocupadas  por  ellos,  á  razón  de  300  pesos 
moneda  corriente  la  cuadra,  comprendió  los  terrenos  fiscales, 
y  no  los  que  resultasen  ser  de  propiedad  particular.  Por  estos 
últimos,  los  colonos  no  pueden  exigir  la  entrega  de  las  áreas 
ocupadas,  por  el  precio  de  la  ley  de  4870 ;  y  la  ley  de  2  agosto 
de  4883,  que  ordenó  su  expropiación  para  venderlas  á  los  colo- 
nos por  el  precio  establecido  en  la  misma,  no  afecta  derechos 
adquiridos,  y  no  es  repugnante  á  la  constitución.  —  T.  29, 
p.  244. 

Liey  electoral.  —  Presentarse  á  votar  con  nombre  supuesto  ó 
con  papeleta  de  calificación  correspondiente  á  otro,  es  un  cri- 
men previsto  y  penado  por  la  ley  de  4  4  de  septiembre  de 
4863*  El  mínimum  de  la  pena  es  de  seis  meses  de  prisión,  ó 
una  multa  de  ciento  cincuenta  pesos  fuertes.  La  generalidad 
del  delito,  lejos  de  ser  una  excusa,  es  motivo  para  aplicar  las 
penas  que  lo  corrijan.  — T.  9,  p.  244. 

—  En  los  términos  de  la  ley  de  43  de  noviembre  de  4863,  ar- 
tículo 55,  se  encuentran  igualmente  comprendidas  las  infrac- 
ciones que  consistan  en  la  omisión  de  los  deberes  que  ella  im- 
pone. —  T.  9,  p.  344. 

—  La  inasistencia  inmotivada  de  las  personas  que  deben  presi- 
dir las  asambleas  primarias  en  las  elecciones  nacionales,  es 
una  omisión  de  sus  deberes  y  una  grave  infracción  de  la  ley. 
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privando  á  los  ciudadanos  del  derecho  de  sufragio  y  pudiendo 
modificar  el  resultado  de  la  elección.  —  T.  9,  p.  314. 

Ley  electoral.— La  facultad  quo  confiere  la  ley  de  43  de  noviem- 
bre de  4863,  á  la  mesa  receptora  de  votos,  de  decidir  inmediata- 
mente, todas  las  dificultades  que  ocurran  á  fin  de  no  suspender 
su  misión,  no  la  autoriza  para  dejar  de  rechazar  el  sufragio  de 
todo  el  que  no  presente  la  boleta  de  inscripción  en  el  registro 
cívico.  —  T.  45,  p.  444 . 

—  La  inscripción  en  el  registro  cívico  y  la  presentación  de  la 
boleta  de  inscripción  en  el  acto  de  prestar  el  voto,  son  dos 
requisitos  igualmente  indispensables  para  el  ejercicio  de  aquel 
derecho  (art.  24,  y  art.  426,  inc.  4%  ley  de  43  de  noviembre  de 
4863). —  T.  45.  p.  444. 

—  Según  la  ley  nacional  de  elecciones  (ley  núm.  623^  de  25  de 
septiembre  de  4873),  puede  castigarse  con  la  multa  de  doscien- 
tos pesos  fuertes,  el  hecho  de  no  concurrir  los  escrutadores  á 
la  formación  de  las  mesas.  —  T.  47,  p.  79. 

—  La  apertura  de  las  asambleas  electorales  después  de  la  hora 
legal,  la  traslación  de  la  mesa  de  un  lugar  á  otro  y  da  los  vo- 
tos de  una  urna  á  otra,  practicados  durante  la  elección,  cons- 
tituyen una  infracción  de  la  ley  nacional  de  elecciones,  y  so- 
meten á  pena  á  los  conjueces  de  la  mesa  escrutadora  (art.  49, 
22,  27  y  33  de  la  ley  de  1873).  —  T.  48,  p.  205. 

—  La  falta  de  asistencia  sin  causa  justificada  de  los  conjueces 
de  las  mesas  escrutadoras  en  lab  elecciones  nacionales,  se  pena 
con  doscientos  pesos  fuertes  de  multa,  ó  prisión  por  un  mes. 
La  excusa  por  enfermedad  debe  ser  probada  (art.  20  y  54,  ley 
de  elecciones  de  4873).  —  T.  48,  p.  223. 

—  En  las  infracciones  de  ella,  la  falta  de  intención  culpable 
exime  de  pena  á  Iqs  acusados,  y  aun  á  aquel-  que  propuso,  sin 
probarla,  una  excepción  de  otra  clase.  —  T.  48,  p.  374 . 

—  En  las  causas  por  infracción  de  la  ley  de  elecciones  debe 
procederse  breve  y  sumariamente,  absolviéndose  al  acusado 
si  no  resultan  justificados  los  cargos  que  fundan  la  acusación 
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(art.  40  y  71  de  la  ley  de  46  de  octubre  de  4877).  —  T.  20, 
p.  407. 

liej  electoral. —  La  fuerza  de  policía  puesta  á  la  orden  del  presi- 
dente de  la  mesa  receptora  de  votos,  no  constituye  ostentación 
de  fuerza  armada,  aunque  resulte  haber  sido  aumentada,  pero 
no  en  número  excesivo,  sobre  la  de  costumbre,  en  el  lugar.  — 
T.24,p.  241. 

—  La  ingerencia  indebida  del  jefe  de  policía  y  el  haber  hecho 
valer  la  influencia  de  su  puesto  en  la  elección,  es  una  infrac- 
ción de  la  ley  nacional  de  elecciones,  y  es  penada  con  una  mul- 
ta de  200  pesos  fuertes,  ó  con  un  mes  de  prisión.  —  T.  21,  p. 
244. 

—  Los  juicios  sobre  infracción  á  la  ley  de  elecciones^  deben  ser 
breves  y  sumarios.  —  T.  24,  p.  342. 

—  Los  escrutadores  nombrados  para  las  elecciones  de  diputados 
nacionales,  que  abandonan  la  mesa,  cometen  una  falta  que  de- 
be ser  penada.  Dicha  falta  es  mayor  en  el  escrutador  que  aban- 
dona la  mesa,  llevándose  una  de  las  llaves  de  la  urna.  No  es 
excusa  bastante  la  de  que  el  presidente  haya  cometido  irregula- 
ridades. —  T.  24,  p.  342. 

—  La  inasistencia  injustificada  del  juez  de  paz  á  las  reuniones 
de  la  junta  calificadora,  constituye  una  de  las  infracciones  más 
graves  de  la  ley  electoral  (art.  69,  ley  de  4877).  —  T.  29,  p.  440, 
414,  131  y  424. 

—  El  juicio  á  que  da  lugar  las  infracciones  de  ésta,  es  breve  y 
sumario,  y  las  partes  deben  concurrir  al  comparendo  á  que  se 
les  cita,  con  toda  la  prueba  que  deban  producir.  —  T.  29,  p. 
440. 

—  Todos  los  miembros  de  la  junta  calificadora,  creada  por  di- 
cha ley,  están  sujetos  á  las  mismas  responsabilidades.  —  T.  29, 
p.  444. 

—  En  el  juicio  breve  y  sumario  por  infracción  á  dicha  ley,  no 
son  admisibles  cuestiones  previas,  sino  que  todas  ellas  deben 
ventilarse  en  un  mismo  acto.  —  T.  29,  p.  4  4  4. 
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Ijoy  «lectoral.  ~  Las  inrracciones  á  ella,  consIsLen  en  la  ejecu- 
ciÓD  de  hecbos  contrarios  ó  sus  disposiciones  ó  en  la  omisión 
ó  falta  fie  cumplimiento  de  los  deberes  que  ella  impone. — T.  J9. 
p.  1Uy131. 

—  Esta  no  disponeque  la  jurisdicción  que  atribuye  al  juez  fede- 
ral para  los  casos  de  infracción,  corresponda  al  mismo  juez  que 
lia  intervenido  en  la  junta  electoral,  —  T.  29,  p.  131. 

—  El  juez  de  paz,  para  presidir  la  junta  calificadora,  no  debe 
esperar  el  nombramiento:  basta  que  tenga  conocimiento  del 
nombramiento  para  que  concurra  á  presidirla. —  T.  S9,  p.  131 . 

—  El  fallo  del  juez  de  sección  sobre  inscripción  ó  exclusión  in- 
debidas, es  inapelable  (art.  lO.ley  de1877).— T.  29,  p.262,  274, 
316  y  402. 

—  La  instalación  de  la  mesa  en  el  cancel  déla  iglesia  parroquial, 
no  constituye  infracción  ¿  dicha  ley,  desde  que  con  ese  hecho 
no  se  ha  obstruido  la  libre  inscripción  en  el  Registro  Cívico. — 

!9,  p.  288. 

.a  instalación  de  la  junta  calificadora  en  el  lugar  designado 

el  poder  ejecutivo,  consultando  la   comodidad  de  los  ciu- 
lanos,  es  arreglada  á  aquella  ley. — T.  29,  p.  274. 
lo  probados  los  hechos  en  que  se  funda  la  acusación  por  in- 
xión  de  ella,  aquella  debe  ser  rechazada  con  costas.  —  T. 

p.  274. 

.a  interrupción  del  ac'.o  de  inscripción  en  el  Registro  Cívico, 
lorta  una  infracción  prevista  y  penada  por  la  ley  de  16  de 
ubre  de  1877.  —  T.  29,  p.  389. 

-a  intervención  del  jefe  político  del  departamento  en  el  mo- 
nto de  la  inscripción  en  el  Registro  Cívico,  requiriendo  ¿los 
dadanos  por  sus  papeletas  de  enrolamiento,'  é  imponiendo 
Itas  ó  mandando  A  la  cárcel  á  los  que  no  la  llevaban  consigo, 
tslituye  una  infracción  grave  de  la  ley  de  elecciones  y  debe 

penada.  También  la  constituye,  el  hecho  de  haberse  insta- 
o  la  junta  calificadora  en  el  juzgado  de  paz,  en  donde  existe 
esia  y  atrio  parroquial.  —  T.  29,  p.  392. 
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liej  electoral.  —  La  junta  calificadora,  que  es  juez  inferior  en 
los  reclamos  por  inscripción  ó  exclusión  indebida  en  el  Re- 
gistro Cívico^  no  puede  recurrir  de  los  fallos  de  los  jueces  de 
sección  sobre  dichos  reclamos.  —  T.  29,  p.  402. 

—  La  inasistencia  de  los  miembros  de  la  junta  calificadora  en 
el  día  designado  para  instalarla,  importa  una  infracción  previs- 
ta y  penada  por  dicha  ley.  —  T.  29,  p.  406. 

—  La  instalación  de  la  mesa  de  inscripción  en  el  Registro  Cívico, 
hecha  en  el  juzgado  de  paz,  en  vez  de  serlo  en  el  atrio  de  la 
iglesia  parroquial,  constituye  una  infracción  prevista  y  penada 
por  dicha  ley.  —  T.  29,  p.  413,  418  y  421. 

—  La  junta  calificadora  no  tiene  personería  para  deducir  recur- 
sos de  las  resoluciones  del  juez  federal^  sobre  inscripción  ó 
exclusión  indebidas,  pues  no  es  parte  en  los  juicios  relativos, 
y  porque,  en  su  calidad  de  juez  inferior,  debe  acatar  y  cumplir 
las  resoluciones  de  su  superior.  —  T.  29,  p.  427. 

—  Cualquier  ciudadano,  aunque  no  sea  vecino  del  distrito  elec- 
toral de  la  junta  acusada,  tiene  personería  para  denunciarlas 
infracciones  de  dicha  ley  y  pedir  su  castigo  (art.  71  de  la  ley 
de  1877.  Dada  la  generalidad  de  este  artículo,  uo  hay  razón  para 
establecer  distinciones  que  él  no  contiene.  El  carácter  de  esa 
acción,  y  los  propósitos  de  interés  general  que  se  han  tenido 
en  vista  al  crearla,  conducen  á  la  misma  doctrina). —  T.  29,  p. 
418  y  436. 

—  Las  pruebas  de  la  defensa,  una  vez  notificada  la  acusación 
y  sus  fundamentos^  por  infracción  de  esta  ley,  deben  presentarse 
en  el  comparendo  ordenado.  —  T.  29,  p.  424. 

—  El  hecho  de  no  haber  la  junta  inscriptora  mandado  retirar 
un  grupo  de  gente  armada  que  ha  obstruido  la  inscripción,  cae 
bajo  la  sanción  penal  de  dicha  ley.  —  T.  29,  p.  436. 

—  El  hecho  de  abrirse  la  inscripción  del  Registro  Cívico  por 
uno  sólo  de  los  miembros  de  la  junta  calificadora,  y  de  suscri- 
birse por  los  demás  en  lugar  distinto  del  de  su  reunión,  y  el 
de  no  concurrirá  su  instalación  sin  causa  justificada,  constitu- 
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yen  infracciones  de  dicha  ley  ;  y  si  bien  no  tienen  pena  espe- 
cial, determinad»  en  ella,  debeD,  según  el  artículo  69  de  la 
misma,  penarse  con  multas,  en  proporción  á  la  gravedad  déla 
falta.  —  T.  29,  p.  440. 
Lej  electoral.  —  El  rechazo  de  fiscales  por  la  mesa  calificadora, 
y  la  inscripción  indebida  de  menores  de  diei  y  siete  años,  no 
constituye  infracción  de  aquella  ley.  —  T.  29,  p.  145. 

—  Admitida  la  acusación  por  infracción  á  ella,  la  no  compare- 
cencia del  acusador  al'juicio  verbal  decretado  para  oÍr  las  de- 
fensas de  los  acusados,  produce  el  efecto  de  darse  por  contes- 
tadas las  excepciones  y  puede  abrírsela  causa  á  prueba.  —  T. 
30,  p.  490. 

—  La  negativa  á  inscribir  en  los  registros  electorales,  debe  ser 
reclamada  ante  la  junta  calificadora,  para  ante  el  juzgado  fede- 
ral, y  no  da  mérito  ¿  una  acusación.  La  acusación  fundada  en 
dicha  negativa,  no  es  bastante  para  condenar  en  costas  al  acu- 
sador (art.  9,  ley  de  1877J.  —  T.  30,  p.  493. 

—  El  hecho  de  no  haber  el  juez  de  paz  concurrido  á  instalar  en 
el  atrio  de  la  iglesia  parroquial,  lajunta  calificadora,  constituye 
una  de  las  más  graves  infracciones  de  dicha  ley,  y  debe  ser  cas" 
tigado  con  el  máximum  de  la  pena  establecida  por  el  artículo 
69(Leydel877).  — T.30,  p.  634  y  639. 

-  El  no  haber  concurrido  los  conjueces  nombrados,  al  local 
destinado  para  instalación  de  la  mesa  receptora  de  votos,  en  el 
día  fijado  para  las  elecciones  nacionales,  constituye  una  in- 
fracción de  dicha  ley.  La  pena  por  tal  infracción,  puede  ser  dis- 
minuida en  vista  de  circunstancias  atenuantes  (art.  63  de  la 
cil.  ley).  —  T.  31,  p.  212. 

-  La  detención  injustificada  de  ciudadanos  durante  el  día  de 
las  elecciones  nacionales,  impidiéndoles  de  este  modo  concu- 
rrirá ellas,  importa  una  infracción  de  dicha  ley,  prevista  y  pe- 
nada por  el  artículo  69  déla  misma.  — T.  3t,  p.  218. 

-  La  movilización  de  guardias  nacionales,  hecha  con  motivo 
délas  elecciones,  constituye  una  infracción  de  aquella  ley.  El 
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haber  sido  hecha  par  orden  del  gobierno  de  la  provincia,  es 
cansa  atenuante  (art.  59  y  65,  ley  de  1877).  —  T.  32,  p.  i89. 

Ley  electoral. — El  conocimiento  de  haberse  elevado  y  aceptado 
la  renuncia  del  alcalde  que  debía  presidir  la  mesa  inscriptora 
de  votos,  no  justifica  la  inasistencia  de  los  miembros  de  ella, 
y  no  les  exime  de  pena  por  esta  faltai  (Aun  siendo  cierto  el 
hecho,  fué  deber  de  los  miembros  de  la  mesa  concurrir,  y  no 
pudieron  dejarlo  de  hacer,  teniendo  como  tenían  i  su  cargo 
proveer  á  todas  las  diligencias  necesarias  para  evitar  la  sus- 
pensión de  su  cometido  con  arreglo  al  artículo  29  de  la  ley^  de 
estricta  aplicación  por  su  naturaleza,  á  las  mesas  inscriptoras  ; 
y,  si  consideraron  esencial  la  asistencia  del  alcalde,  pudieron  y 
debieron  requerir  la  asistencia  del  funcionario  reemplazante). 
—  T.  47,  p.  513. 

—  La  infracción  de  ella,  constituye  un  delito  público,  cuyo  jui- 
cio debe  seguir,  aunque  el  acusador  particular  desista  de  la  acu- 
sación (art.  71,  ley  citada).  —  T.  47,  p.  524. 

—  La  resolución  por  la  cual  la  mayoría  de  la  mesa  inscriptora 
de  votos^  dispone  que  se  haga  la  inscripción  de  cada  uno  de  los 
partidos  concurrentes  al  acto,  fijando  un  turno,  no  es  contraria 
á  la  ley  nacional  de  elecciones,  cuando  no  resulta  que  se  haya 
dictado  para  obstruir  la  inscripción.  (Las  mesas  calificadoras, 
lo  mismo  que  las  receptoras  de  votos,  tienen  á  su  cargo  por  la 
ley  y  la  naturaleza  misma  de  sus  funciones,  la  conservación 
del  orden  y  policía  en  la  asamblea  electoral,  como  la  de  resol- 
ver todas  las  dificultades  que  se  susciten  relativamente  á  la 
inscripción  ó  á  la  emisión  del  voto  y  orden  de  admisión  de  los 
votantes,  consultando  el  espíritu  déla  ley  y  las  mayores  facili- 
dades para  la  tranquila  y  ordenada  expedición  délos  sufragios. 
Entre  esas  facultades  se  halla  naturalmente  la  de  fijar  un  turno 
para  la  inscripción  de  los  miembros  de  cada  uno  de  los  partidos 
concurrentes  al  acto,  á  fin  de  evitar  desórdenes  y  atropellos^  y 
procurar  la  mayor  igualdad  en  el  ejercicio  del  derecho  de  los 
individuos  de  cada  bando).  —  T.  47,  p.  524. 

—    El  acusado  por  infracción  de  ella,  no  puede  diferir  el  com- 
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parendo  ordenado  hasta  traerse  un  documento,  y  cuando  éste 
DO  es  indispensable  á  la  veriñcaciÓQ  da  diclio  comparendo.— 
—  T.  48,  p.  223. 
Lef  electoral.  —  La  doble  ínscrípciún,  es  un  delito  penado  poi- 
ella  (art.  67  de  la  citada  ley).  —  T.  i8,  p.  2(7. 

—  No  es  contraria  A  ella,  la  disposición  por  la  que  la  mesa 
inscriptora  de  votos  fija  un  turno  para  la  inscripción  de  los 
miembros  de  los  diversos  partidos  concurrentes  al  acto,  toma- 
da con  el  fin  de  evitar  desórdenes  y  sin  haberse  obstruido  la 
inscripción  de  ninguna  persona.  —  T.  48,  p.  468. 

—  La  inasistencia  sin  razón  atendible,  por  parte  del  juez  de  paz 
al  acto  de  la  inscripción,  es  una  infracción  de  la  ley  nacional 
de  elecciones  (art.  3).  — T.  48,  p.  575. 

—  Los  titulares  de  la  junta  inscriptora,  que  concurren  al  local 
designado  por  la  ley  y  resuelven,  juzgando  el  caso,  que  no  esta- 
ban autorizados  para  continuar  la  inscripción,  á  consecuencia 
de  no  reputarse  en  numero  legal  suficiente  para  la  realización 
del  acto,  por  no  estar  presente  el  juez  de  paz,  y  no  reconocer 
en  la  persona  que  pretendió  presidirlo,  la  investidura  que  se 
atribula,  no  violan  articulo  alguno  de  la  ley  electoral.  —  T.  48, 
p.  575. 

—  Esta  no  impone  al  jnez  de  paz  el  deber  de  citar  expresamente 
á  los  miembros  de  lajunta  calificadora,  y  por  consiguiente,  la 
omisión  de  diclia  citación  no  puede  ser  castigada.  — T.  49, 
p.  205. 

—  Aunque  el  juicio  sobre  infracción  de  ella,  debe  ser  breve  y 
sumario,  esto  no  excluye  la  necesidad  de  la  citación  y  audien- 
cia del  acusado,  substanciales  en  lodo  juicio;  y  su  omisión  ano 
la  lodo  lo  obrado.  —  T.  55,  p.  244  y  Sül . 

—  La  detención  de  las  actas  electorales  y  demora  injustificada 
de  su  entrega,  constituyen  una  intracciónde  la  ley  nacional  de 
elecciones,  que  debe  ser  castigada  con  arreglo  al  articulo  69  de 
la  misma  (art.  3fi  y  70).  —  T.  56,  p.  274. 

—  Es  nulo  lo  obrado  en  juicio  sumario  sobre  infracción  á  la  ley 
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nacional  de  elecciones,  en  el  cual  resulta  no  haberse  dado  au- 
diencia al  procesado.  (La  naturaleza  sumaria  del  juicio,  no  im- 
porta la  supresión  del  requisito  substancial  de  la  defensa,  ga- 
rantido por  el  art.  18,  Const.  Nac).  —  T.  57,  p.  5. 

Ley  electoraL — El  delito  de  inscripción  fraudulenta  en  el  regis- 
tro cívico  de  ciudadanos  que  no  lo  solicitarotí^  es  característico 
de  la  ley  electoral,  y  no  teniendo  pena  determinada,  cae  bajo 
la  del  artículo  69  de  dicha  ley,  que  autoriza  la  excarcelación 
bajo  fianza.  —  T.  57,  p.  259. 

—  Véase:  Amnistía ;  Junta  escrutadora;  Justicia  federal;  Papel 
sellado;  Sufragio. 

Ley  inconstitucional.  —  La  ley  de  la  provincia  de  San  Juan,  de 
i6  de  agosto  de  1870,  declarando  caducos  los  conventos  de 
Santo  Domingo  y  San  Agustín,  y  mandando  ocupar  y  realizar 
sus  bienes,  es  incompatible  con  la  atribución  conferida  al  Con- 
greso en  los  artículos  67,  inciso  20,  y  art.  408  de  la  Constitución, 
y  repugnante  á  ésta.  —  T.  40,  p.  380. 

—  La  ley  de  3  de  marzo  dé  4877  de  la  provincia  de  Entre  Rios, 
en  cuanto  impone  derechos  al  ganado  procedente  de  una  pro- 
vincia con  destino  á  otra^  es  inconstitucional  y  nula  (art.  44, 
Cent.  Nac.  Refiriéndose  al  nombre  del  impuesto,  que  lo  era 
el  de  « Impuesto  de  inspección  de  Tablada  »,  dice  el  fallo :  que 
si  hubiere  de  estarse  á  la  denominación  y  no  á  la  realidad  de 
las  cosas,  quedaría  sin  garantía  la  libre  circulación  de  los  pro- 
ductos nacionales  por  todo  el  territorio  de  la  República,  com- 
prometido gravemente  el  comercio  interprovincial,  y  sacrifica- 
dos por  el  hecho,  los  fines  benéficos  de  la  cláusula  constitucio- 
nal).—T.  24,  p.  498. 

—  La  ley  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  de  26  de  septiembre 
de  4875,  es  repugnante  á  la  Constitución  Nacional,  en  cuanto 
altera  y  modifica  las  disposiciones  del  Código  Civil.  (Después  de 
recordar  las  disposiciones  de  los  art.  28,  34  y  4  08,  Const.  Nac, 
y  art.  3606,  Cód.  Civ.,  la  Corte  dice  que  la  citada  ley  en  cuanto 
dispone  que  €la  décima  parte  de  toda  herencia  ó  legado,  por 
el  hecho  de  ser  dejados  á  extraños,  sea  destinada  al  fondo  de 
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las  escuelas  comunes,  crea,  por  el  hecho  y  bajo  pretexto  de 
una  contribución  ó  impuesto  muy  mal  á  propósito  en  favor  del 
ñsco  provincial,  un  verdadero  derecho  sucesorio,  una  legitima 
forzosa,  que  el  Código  Civil,  no  había  establecido,  y  que  por 
lo  tanto^  modifica  y  amplía  sus  disposiciones»  ;  agregando  en 
seguida  :  «  que  esta  modificación  resulta  más  evidente  todavía  en 
el  presente  caso,  porque  tratándose  de  una  sucesión  testamen- 
taria deferida  únicamente  por  la  voluntad  de  la  testadora^  esta 
voluntad  viene  á  ser  de  hecho,  coartada  por  la  ley  provincial, 
al  señalar  á  una  décima  parte  de  la  herencia  otro  destino  del 
que  tuvo  en  vista  la  autora  déla  sucesión;  fuera  de  quedando 
dicha  ley  al  Director  General  de  Escuelas  una  intervención  ne-- 
cesaria  en  el  juicio  de  dinisión,  impone  á  los  interesados,  en 
todos  los  casos,  el  gravamen  de  la  partición  judicial^  cuando 
por  el  Código  Civil  (art.  3462)  pueden  á  simple  mayoría  de 
personas,  hacerla  extrajud¡cialmente>).  — T.  23,  p.  647. 

Lej  inconstitucional.  — La  ley  de  la  provincia  de  Tucumán  en  la 
parte  que  prescribe  que  « toda  carga  de  vinos  en  barriles  ó  en  bote- 
llas, de  los  que  se  fabrican  en  la  República,  que  se  consignan  ó  venden 
para  el  consumo  público^  pagará  doce  reales  fuertes  por  cada  car- 
ga^ y  unreal  fuerte  por  cada  docena  de  botellas^  de  los  que  vengan 
en  cajones  1^,  es  inconstitucional.  (Este  derecho  dice  el  fallo» 
importa  un  impuesto  sobre  artículos  de  producción  nacional, 
por  el  hecho  de  introducirse  de  una  provincia  á  otra,  y  es- 
tando aún  bajo  el  mismo  envase  y  acondicionamiento  en  que 
han  sido  introducidos,  y  sin  que  se  hayan  incorporado  al  ca- 
pital de  la  provincia,  lo  que  es  contrario  al  art.  10  de  la  Cons- 
titución Nacional).—!.  26,  p.  94. 

—  Véase  :  Impuesto  inconstitucional ;  Inconstitucional;  Responsa- 
bilidad. 

Ley  penal  nacional. — £1  objeto  de  ella,  es  deslindar  los  crímenes, 
cuyo  juzgamiento  corresponde  á  la  justicia  federal,  y  moderar 
las  graves  penas  con  que  eran  reprimidos  en  la  antigua  legisla- 
ción. —  T.  5,  p.  480. 

—  No  es  un  Código  completo,  y  sus  omisiones  deben  ser  lie- 
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nadas  por  la  ciencia  y  las  leyes  comunes  (art.  93  de  la  misma). 
—  T.  6,  p.  107. 

Ley  suprama.  —  La  constitución  nacional  y  las  leyes  que  en  su 
consecuencia  se  dicten  por  el  congreso,  son  la  ley  suprema  de 
la  nación;  y  las  autoridades  de  cada  provincia  están  obligadas 
á  conformarse  á  ellas,  no  obstante  cualquiera  disposición  en 
contrario  que  contengan  las  leyes  ó  constituciones  provincia- 
les (art.  31,  Const.  Nac).  —  T.  14,  p.  244. 

Layas  criminalaa.  —  Aunque  las  leyes  de  la  República  en  ma- 
teria criminal  puedan  considerarse  rezagadas  con  relación  alas 
de  otros  países,  á  ellas,  sin  embargo,  deben  sujetarse  los  jue- 
ces, no  á  prácticas  ó  costumbres  extrañas^  por  dignas  que  sean 
de  imitación.  — T.  21,  p.  121. 

Layas  axtranjaraa. —  No  se  aplican  las  leyes  extranjeras,  cuan- 
do las  de  la  República  en  colisión  con  ellas,  son  más  favora- 
bles á  la  validez  de  los  actos  jurídicos  (art.  14,  inc.  4^,  Cód. 
Civ.).  —  T.  12,  p.  305. 

—  El  que  las  alega  ante  los  tribunales  de  la  República,  tiene 
que  probarlas  como  un  hecho  (art.  13,  Cód.  Civ.).  — T.  17,  p.  7. 

Layas  procasalas.  —  La  facultad  de  las  provincias  para  dictar 
leyes  de  procedimientos,  está  limitada  á  las  que  se  hayan  de 
observar  en  sus  propios  tribunales.  —  T.  11,  p.  120. 

Layas  províncialas.  —  La  objeción  de  inconstitucional idad  de 
leyes  provinciales,  no  basta  para  privar  á  los  tribunales  de 
provincia  de  la  jurisdicción  que  les  compete  para  conocer  de 
causas  regidas  por  dichas  leyes.  —  T.  10,  p.  134. 

—  Los  excesos  en  la  ejecución  de  éstas,  no  constituyen  un  de- 
lito de  competencia  de  los  tribunales  nacionales.  —  T.  11, 
p.  423. 

—  Véase  :  Expropiación. 

Layas  ratroactivaa.  —  En  la  constitución  nacional  no  se  en- 
cuentra disposición  alguna,  como  la  que  contiene  la  de  los  Es- 
tados Unidos  de  Norte-América,  prohibiendo  expresamente  á 
los  estados  dictar  leyes  retroactivas  ex  posi  /acto,  ni  leyes  que 

T.     II  9 
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alteren  las  obligaciones  nacidas  de  los  contratos.  La  observan- 
cia de  esas  reglas  de  legislación  universal,  ha  quedado  con- 
fiada á  la  discreta  sensatez  de  las  legislaturas  provinciales,  si 
en  las  respectivas  constituciones  de  provincia  no  les  han  sido 
impuestas  como  una  limitación  de  su  poder.  — T.  40,  p.  427. 

Leyes  supletorias. — Las  leyes  preexistentes  ala  de  procedimien- 
tos nacionales,  son  supletorias  ala  misma  en  lo  que  no  se  opon- 
gan á  sus  disposiciones.  La  ley  30,  título  20^  libro  42»  Recopi- 
lación Castellana,  se  halla  en  este  caso  (art.  374,  Ley  Proc). 
—  T.  7,  p.  (92. 

—  Véase  :  Nulidad. 

Libertad  de  contratar.  —  Tiene  ella  sus  límites,  y  un  pacto  re- 
probado por  el  derecho  y  condenado  por  la  ley,  es  siempre 
ilícito  y  nulo,  sea  cualquiera  la  forma  que  él  asuma.  —  T.  14, 
p.  402. 

Libertad  de  imprenta.  —  Ninguna  ley  nacional  impone  pe- 
nas á  los  abusos  de  la  libertad  de  la  prensa,  cuando  éstos 
hieren  á  personas  privadas  ó  á  empleados  á  quienes  no  se  ha 
concedido  esta  inmunidad  por  la  constitución.  —  T.  47^  p.  440. 

Libertad  de  industria.  —  La  disposición  del  artículo  44  déla 
Constitución,  declarando  el  principio  de  la  libertad  de  toda  in- 
dustria, no  obsta  á  que  ésta  sea  reglamentada  en  su  ejercicio, 
y  aun  limitada  por  causas  de  utilidad  general.  —  T.  3,  p.  468; 
t.  44,  p.  5. 

Libro.  —  El  libro  donde  el  directorio  asienta  las  cuentas  de  los 
socios,  como  tales,  es  un  documento  social  y  no  necesita  ser 
rubricado  para  obligar  á  los  asociados.  —  T.  47,  p.  244. 

Libro  copiador  de  cuentas.  —  Este  libro,  solo,  no  merece  fe 
(art.  78,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  44,  p.  27. 

Libros  de  aduana.  —  Véase  :  Ejecución. 

Libros  de  comercio.  —  El  borrador,  llevado  con  regularidad, 
es  un  verdadero  diario.  —  T.  3,  p.  328. 

—  Para  contradecir  los  libros  comerciales,  es  necesario  pro- 
ducir otros  en  contra.  —  T,  3,  p.  328. 
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Libros  de  comercio. — El  encargado  de  la  administración  de  un 
baque,  debe  llevar  los  libros  relativos  á  su  administración.  — 
T.  3,  p.  328. 

—  No  pueden  ser  suplidos  por  documentos  sueltos  y  por  un 
libro  de  recibos.  —  T.  3,  p.  328. 

^  La  carencia  de  toda  prueba  en  contra  de  los  libros  de  co- 
mercio llevados  con  regularidad,  hace  nacer  á  favor  de  éstos^ 
una  presunción  legal.  —  T.  3,  p.  328. 

—  Las  anotaciones  en  ellos,  deben  hacerse  inmediatamente  de 
realizada  la  operación  á  anotarse :  de  otra  manera  se  infringen 
los  artículos  56  y  66  del  antiguo  Código  de  Comercio;  y  por 
coosiguisnte,  no  pueden  servir  ni  como  principio  de  prueba 
por  escrito,  cuando  la  partida  ha  sido  anotada  con  posterioridad, 
mucho  más  cuando  la  transposición  se  ha  hecho  en  aquellas 
mismas  partidas  que  se  intenta  justificar  con  los  libros.  — 
T.  4,  p.  75. 

—  Hay  presunción  de  fraude,  en  el  hecho  de  arrancarse  hojas 
en  los  libros  de  un  comerciante  (art.  1177,  Cód.  Com.  ant.).  — 
-T.  4,  p.75. 

—  Deben  conservarse  en  el  lugar  en  que  son  llevados.  — 
-T.  Il.p.  27. 

—  No  pueden  admitirse  en  perjuicio  de  tercero,  las  tachas 
opuestas  por  un  comerciante  contra  los  libros  de  su  propia 
casa.  —  T.  15,  p.  53. 

—  La  omisión  de  la  foliatura  y  rúbrica  de  ellos,  no  puede  ser 
invocada  en  su  defensa  por  un  socio.  —  T.  18,  p.  236. 

—  En  materia  mercantil,  los  asientos  de  los  libros  del  actor 
prueban  á  su  favor,  cuando  el  demandado  no  presenta  en  sus 
libros  asientos  en  contra  (art.  76,  Cód.  Com.  ant.). — T.  21, 
p.  25. 

—  En  el  espíritu  de  la  ley  que  impone  á  los  comerciantes  el 
deber  de  conservar  todos  los  libros  de  la  contabilidad  y  la  co- 
rrespondencia que  tengan  relación  con  su  giro,  están  compren- 
didos los  documentos  que,   firmados    por  los  contratantes, 
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(ieterminai)  la  razón  y  la  naturaleza  de  los  contratos  y  justíñcan 
la  verdad  de  los  asientos  de  los  libros.  Un  comerciante  nu 
puede,  sin  grave  falta,  romper  ó  hacer  desaparecer  un  contrato 
que  tenga  relación  con  pagos  asentados  en  sus  libros,  aunque 
tenga  para  ello  el  asentimieDlo  del  otro  firmante,  y  mucho 
menos  si  ese  contrato  afecta  el  interés  de  un  tercero.  Si  este 
tercero  demanda,  no  puede  defenderse  con  el  hecho  de  haber 
destruido  el  documento  (arl.  ü,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  23, 
p.  576. 

Libros  de  comercio.  —  La  exhibición  ¡j^eneral  de  ellos,  no  pro- 
cede sino  en  los  casos  de  excepción  determinados  por  el  arti- 
culo 58,  Código  de  Comercio.  —  T.  43,  p.  273. 

Libros  fitcalat.  —  Los  de  la  administración  pública,  están  ex- 
clusivamente A  cargo  de  los  jefes  de  oficina,  y  sólo  ellos  pue- 
den dar  certificado  de  sus  constancias.  —  T.  5,  p.  434. 

Lioenoia.  —  No  corresponde  conceder  permiso  para  retirarse  del 
juzgado,  al  juez  que  lo  solicita  por  haber  remitido  á  la  cámara 
de  diputados  los  antecedentes  de  denuncias,  al  efecto  de  pro- 
vocar un  juicio  sobre  su  conducta.  —  T.  56,  p.  ¡¡09. 

Limites.  —  Son  limites  de  la  provincia  de  Buenos  Aires  con 
las  de  Santa  Pe  y  Córdoba  :  el  arroyo  del  Medio  en  todo  su  curso, 
hasta  el  centro  de  la  laguna  de  Carduso.  Una  línea  recta  desde 
la  Laguna  de  Cardnso,  pasando  por  el  centro  de  la  laguna  del 
Chañar  y  que  termine  en  el  paralelo  34''23'  de  latitud;  este 
mismo  paralelo  hasta  el  meridiano  quinto  de  Buenos  Aires,  y 
este  meridiano  hasta  encontrar  el  limite  de  los  territorios  na- 
cionales. (Fallo  de  la  Suprema  Corte,  como  arbitro  arbitrador). 
—  T.  24,  p.  62. 

—  Son  limites  de  las  provincias  de  Córdoba  y  Santa  Fe  entre 
si  :  una  linea  recta  que  partiendo  de  la  cabecera  del  arroyo 
de  las  Mojarras,  corte  el  paralelo  34°23',  divisorio  con  Buenos 
Aires,  medio  grado  antes  del  meridiano  quinto  de  esta  ciudad  ; 
desde  la  cabecera  del  arroyo  de  las  Mojarras,  siguiendo  su 
curso  hasta  la  confluencia  con  el  río  Tercero  ;  este  rio  basta  la 
embocadura  del  arroyo  de  las  Tortugas  ;  el  arroyo  de  las  Tor- 
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tugas  y  la  cañada  de  San  Antonio ;  y  desde  el  centro  de  esta  ca- 
ñada entre  el  Quebracho  Herrado  y  el  Quebrachito,  una  linea 
recta  hacía  el  norte  hasta  un  punto  distante  dos  leguas  al  este 
del  fuerte  de  los  Morteros ;  y  en  seguida  otra  línea  que  tocando 
el  Uofíite  de  los  Altos,  vaya  á  terminar  en  el  centro  de  la  laguna 
de  los  Porongos.  (Fallo  de  la  Suprema  Corte,  como  arbitro 
arbitrador).  —  T.  24,  p.  62. 

Limites.— La  cuestión  de  límites  sometida  á  la  Suprema  Corte  por 
las  provincias  de  Buenos  Aires,  Córdoba  y  Santa  Fe,  fué  deferi- 
da ala  decisión  arbitral  de  ella,  en  su  calidad  de  Corte  Suprema. 
-T.  24,p.199. 

—  Los  de  una  provincia  con  el  mar  y  los  ríos  navegables,  llegan 
cuando  más  á  la  línea  del  reflujo  de  las  aguas.  (Véase  :  Río 
naoegablé). —  T.  25,  p.  419. 

Limites  interprovinciales.  —  Vendido  por  la  provincia  de  Bue- 
nos Aires  un  terreno  de  campo,  bajo  la  condición  de  estar  su- 
jeta la  venta  á  las  resultas  de  la  cuestión  de  límites  con  la 
provincia  de  Santa  Fe,  y  resuelta  dicha  cuestión  respecto  del 
citado  terreno  á  favor  de  la  provincia  de  Santa  Fe,  el  dominio 
del  mismo  pertenece  al  que  por  título  válido,  lo  compró  ante- 
riormente á  esta  última  provincia.  (El  demandante,  que  pre^ 
sentaba  titulo  emanado  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  no 
puede  en  manera  alguna,  dice  el  fallo,  sustiaerse  á  las  conse- 
cuencias del  fallo  sobre  límites,  ni  contestar  absolutamente  los 
derechos  y  acciones  que  por  su  contrato  se  hizo  una  obligación 
acatar,  siendo  indiferente  la  forma  en  que  haya  sido  decidida  la 
cuestión^  pues  el  contrato  no  hace  reserva  ni  distinción  alguna 
en  cuanto  al  procedimiento  á  que  el  litigio  debería  someterse. 
Tampoco  es  procedente  la  prescripción,  porque  aun  admitida 
en  favor  déla  provincia  de  Buenos  Aires  la  posesión  necesaria 
para  fundarla,  tal  medio  de  defensa  sería  incompatible  con  los 
términos  de  la  escritura  de  venta,  que  importan  una  sumisión 
incondicional  al  resultado  del  litigio  sobre  límites,  y  una  re- 
nuncia virtual  y  necesaria  de  toda  prescripción  y  todo  medio 
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de  defensa,  que  haya  sido  desestimado  al  tiempo  de  su  deci- 
sión). —  T.  38,  p.4i9y  432. 

Limites  interprovinciales. —  El  compromiso  de  1^  de  marzo  de 
1884  (art.  6),  por  el  cual  las  provincias  de  Buenos  Aires»  Cór- 
doba y  Santa  Fe,  sometieron  al  fallo  arbitral  de  la  Suprema 
Corte,  la  cuestión  sobre  Hmites  interprovinciales,  validó  las 
enajenaciones  anteriores,  hechas  por  ellas,  de  los  terrenos 
comprendidos  en  la  zona  disputada.  —  T.  46,  p.  442. 

Linea  divisoria.  —  En  la  incertidumbreque|dejan  los  títulos  y  el 
convenio  de  las  partes,  sobre  la  línea  divisoria  de  sus  propie- 
dades, debe  estarse  á  los  hechos  que  se  pruebe  haberse  verifi- 
cado por  las  mismas,  con  posterioridad  al  convenio.  —  T.  34, 
p.  428. 

Liquidación.  —  La  aceptada  primeramente  é  impugnada  des- 
pués, adoleciendo  de  un  error  evidente,  no  puede  alegarse  que 
estaba  consentida.  —  T.  9,  p.  487. 

—  Las  operaciones  de  pagar  y  cobrar  los  créditos  sociales,  son 
consecuencia  natural  de  la  liquidación.  —  T.  44,  p.  448. 

—  Debe  ser  aprobada,  la  que  se  practica  de  conformidad  á  las 
constancias  de  una  sentencia  ejecutoriada. — T.  42,  p.  444. 

—  La  liquidación  social  debe  comprender  el  arreglo  de  las  cuen- 
tas y  responsabilidades  de  cada  socio  para  con  la  sociedad.  — 
T.  43,  p.  45. 

—  Un  documento  por  el  cual  un  comerciante  se  obliga  á  pagar 
á  un  acreedor,  el  saldo  que  resulte,  de  lo  que  éste  perciba  del 
cQncurso,  no  tiene  base  suficiente  de  liquidación.  —  T.  43,  p. 
229. 

—  La  de  la  sociedad,  tiene  lugar  cuando  se  fijan  las  obligacio- 
nes de  los  socios  entre  sí  y  para  con  los  terceros  y  se  dividen 
las  existencias  (art.  504,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  4  4,  p.  379. 

—  El  término  de  diez  días  para  observarla,  corre  desde  que  se 
comunique  á  los  socios  (art.  504,  Cód.  Com.  ant.).  — T.  44,  p. 
379. 

—  Cuando  ^los  liquidadores  son  los  mismos  socios,  y  uno  de 
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ellos  no  acéptala  liquidación  formada  por  el  otro,  no  puede  de- 
cirse que  ésta  haya  sido  acabada  y  que  haya  empezado  á  correr 
el  término  de  la  prescripción.  Para  ello  es  necesario  que  el  que 
está  conforme,  intime  formalmente  al  que  no  lo  está,  para  que 
preste  su  conformidad  ó  deduzca  sus  observaciones.  —  T.  H, 
p.  379. 

I'iqoidación.— Presentada  en  la  testamentaria  del  socio  fallido,  la 

liquidación  social  por  los  demás  socios,  no  pueden  éstos  pedir 

ante  juez  distinto,  contra  el  socio  administrador,  la  rendición 

de  cuentas  de  algunos  negocios  que  pertenecen  á  la  misma 

sociedad.  —  T.  16,  p.  48. 

'"-'  IL.as  cuestiones  que  se  susciten  con  motivo  de  la  liquidación 
de  una  sociedad,  deben  ser  dirimidas  por  arbitros  arbitradores. 
Ca^t.  5H  y  512,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  17,  p.  450. 

"^  La  de  intereses,  costas  y  honorarios  que  se  hace  para  prepa- 
^SLv  la  ejecución  de  una  sentencia,  no  cae  bajo  la  disposición 
<iel  artículo  293  déla  ley  de  procedimientos,  ni  bajo  la  del  ar- 
^^oulo  6  de  la  ley  de  Arancel.  Ella  puede  ser  observada  al  día 
^^ luiente  de  notificada.  £1  auto  que  no  admite  el  derecho  de 
^^t>servarla,  es  recurrible.  —  T.  21,  p.  298. 

"^  Una  equivocada,  hecha  por  el  actuario,  puede  ser  corregida 
T>or  el  juez.  —  T.  23,  p.  424. 

Teniendo  ¿I  acreedor  derecho  para  embargar  créditos  que  su 
^l^udor  tenga  contra  un  tercero,  lo  tiene  también  para  exigir  que 
se  liquiden.  —  T.  24,  p.  107. 

"^      La  de  cuentas,  ordenada  por  laudo  arbitral,  debe  hacerse  con 
arreglo  á  lo  resuelto  por  los  arbitros  en  las  partidas  en  que  han 
astado  conformes,  y  en  las  que  no  lo  han  estado,  cota  arreglo 
^  lo  resuelto  por  el  tercero  al  adherirse  á  lo  laudado  por  algu- 
no de  aquellos,  prescindiendo  délas  razones  en  que  éste  se  hu- 
biese fundado.  Las  rectificaciones  hechas  por  el  perito  tercero, 
y  fundadas  en  documentos  y  cuentas  admitidas,  deben  ser  apro- 
badas. —  T.  24,  p.  266. 

—    Los  errores  aritméticos  padecidos  en  una  sentencia,  pueden 


rectificarse  en  cualquier  tiempo   (leyes  Í9,  tft.  82,    y  4,  tít.  26, 
pan.  3»).  —  T.  3t,  p.  65. 

Liquidsoióii.  —  Declarada  legal  la  consif;nacÍún  de  48.228  pesos 
4  centavos  moneda  nacional  curso  legal,  hasta  donde  alcanza 
á  cubrir  la  deuda  con  sus  intereses,  de  30.000  pesos  bolivianos, 
al  dfa  en  que  se  interpuso  el  reclamo,  el  deudor  debe  la  d'iTe- 
rencia  entre  el  peso  boliviano  y  el  peso  de  curso  legal,  al  tipo 
de  ese  mismodfa,  con  más  los  intereses  de  dicha  diferencia.  — 
T.  34,  p.  97. 

—  Dictada  sentencia  condenatoria  sobre  entre;^  de  tejas  vendi- 
das en  un  cargamento  de  tejas  y  baldosas,  ó  de  su  valor,  lali- 
quidación  de  éste  debe  comprender  solamente  el  importe  que 
debe  abonarse  de  aquellas,  según  lo  juzgado.  —  T.  40,  p.  76. 

—  La  consentida  debe  ser  guardada.  — T.  46,  p.  246. 

—  En  el  caso  de  comiso  de  mercaderías  substraídas  de  la  adua- 
na, debe  fijarse  separadamente  el  valor  de  ellas  según  tarifa,  y 
al  importe  de  los  derechos.  En  dicho  caso,  la  liquidación  de 
uno  y  otras  debe  hacerse  con  arreglo  á  la  disposición  vigente 
en  la  fechadeta  declaración  (tít.  8,  sec.  2*,  lib.  2<>,  Cód.  Civ-, 
de  aplicación  al  caso  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  el  art.  939, 
Ord.  Véase  :  Dapacho).—  T.  47,  p.  414. 

—  Las  sumas  depositadas  ¿  embargo,  no  pueden  considerarse 
como  consignadas  en  pago;  y  su  liquidación,  tratándose  de  deu- 
da á  oro,  debe  hacerse  con  arreglo  al  cambio  de  plaza  en  el  día 
de  la  entrega  (art.  619,  Cód.  Civ.).  —  T.  48,  p.  588. 

—  La  discusión  sóbrela  clase  ycantidad  de  monedaen  que  de- 
be ser'satisfechalaliquidaciónprocedente  de  una  sentencia  eje- 
cutoriada, puede  substanciarse  prescindiendo  de  los  trámites  de 
un  juicio  ordinario.  —  T.  51 ,  p.  45. 

—  Sometida  á  arbitros  la  indemnización  á  fijarse  por  el  área 
expropiada,  con  determinación  expresa  de  su  superficie,  no 
puede  después  de  dictado  el  laudo,  exigirse  que  la  liquidación 
se  baga  por  una  superficie  menor.  (Ello  importaría  modificar 
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sobslancíalraente  las  condiciones  en  que  el  pleito  fué  trabado  y 
fallado  por  los  arbitros).  —  T.  54,  p.  160. 

Liquidación.  —  El  convenio  por  el  cual  se  ha  estipulado  que  en 
el  caso  de  no  haberse  saldado  el  crédito  dentro  de  un  término, 
se  procederá  á  la  venta  de  una  finca  con  la  base  de  las  dos  ter- 
ceras partes  del  saldo  adeudado  por  capital,  intereses  y  costas, 
previa   liquidación,    importa  que  transcurrido  el  plazo    sin 
iiaberse  hecho  el  pago  total,  debe  procederseá  la  liquidación, 
y  que  ésta  debe  comprender  las  costas  del  juicio.  —  T.  54,  p. 


a  sentencia  que  manda  pagar  el  importe  del  flete  estipulado, 
ucidaslas  cantidades  pagadas  á  cuenta,  importa  que  deben 

^^t\  vcirse  ánicamente  las  cantidades  pagadas  á  cuenta  de  d¡- 

ct^o^    flettj.  —  T.  55,  p.  414. 

o  os  apelable  en  el  procedimiento  de  apremio,  el  auto  apro- 
rio  de  la  liquidación  (art.  300,  Ley  Proc).  —  T.  57,  p.  283. 

andada  escriturar  una  venta  por  sentencia   ejecutoriada, 
^    ^  i  quidacíón  que  se  pida  y  ordene,  del  precio,   no  pertenece 
'■'^  rocedimiento  de  apremio  y  es  apelable.  —  T.  61,  p.  343. 

o  siendo  ésta  observada  en  sí  misma,  sino  en  cuanto  á  su 
rtunidad,  debe  ser  aprobada.  — T.  61,  p.  343. 

^^éase:  Apelable  ;  Comiso ;  Coparticipación  de  buque  ;  Sociedad, 

"^  ^^^i dación  de  aduana.  —  Los  comerciantes  tienen  el  derecho 
^  ^0  la  obligación  de  revisar  las  liquidaciones  de  la  aduana, 
^^tes  de  pagar  su  importe.  —  T.  7,  p.  196. 

^^^idación  de  sentencia.  —  Véase;  Demanda. 

^^^idador.  —  Es  atriLución  de  éste  seguir  judicialmente  las 
S^stiones  que  se  susciten  sobre  los  créditos  sociales  (art.  209, 
^óíi.  Com.  ant.).  —  T.  11,  p.  148. 

9  pendencia.  —  Un  juicio  de  cesión  de  bienes,  no  debe  con- 
federarse pendiente  para  los  efectos  de  la  excepción  de  litis 
Pendencia,  sino  abandonado  por  el  desistimiento  tácito  de  los 
^Interesados,  dadas  estas  circunstancias:  1*  cuando  presentada 
1^  cesión  y  citados  los  acreedores  á  junta,  hubo  uno  que  no 
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coaforiDÁDdost  con  et  acuerdo  He  los  demás  comparecientes 
que  delermiaaron  encargar  á  ano  dt-  ellos  el  cobro  de  ciertas 
deudas  actiras.  que  eran  los  únicos  bienes  que  el  cedente  pre- 
sentaba, se  retinj  sin  firmar  la  acta  de  este  acuerdo;  i'  cuando 
no  se  comprneba  su  obligación  á  pasar  por  el  acuerdo  de  la 
mayoría,  JDStiGcándosebaber  asistido  ¿  la  jnnU  la  mayor  parte 
de  los  acreedores,  y  haberse  convocado  ésta  con  las  solemni- 
dades de  ley  para  la  Tormacióo  regular  del  concurso;  3*  cuando 
aparece  que  el  juicio  se  hallaba  en  el  estado  en  que  lo  dejó  el 
referido  compareodn,  cuando  sobrerinu  la  pérdida  completa 
de  los  autos:  1'  cuando  á  pesardel  transcurso  de  un  largo  tiem- 
po, no  «e  ha  tratado  de  reponer  las  actuaciones  perdidas.  —  T. 
2,  p,  i'rt. 

Utw  pes4eacú. —  Si  el  deudor  principal  en  el  caso  del  sumario 
anUrríor,  qu«  ha  hecho  la  cesión  no  puede  invocar  la  excepción 
lía  titi^  pendencia,  para  declinar  de  la  jurisdicción  federal, 
iin:iim  paHe  invocarla  el  deudor  simplemente  mancomunado 
en  el  documento  de  crédito  que  no  figuró  en  el  juicio  como 
as^rciado  á  la  quiebra,  sino  como  simple  deudor  del  princi- 
pal. —  T.  2,  p.  200. 

—  Para  que  se  considere  pendiente  un  juicio,  es  necesario  que 
hayan  intervenido  en  él  las  dos  partes  litigantes. — T.  4, 
p.  250. 

—  Si  una  de  las  partes  no  ha  sido  oida  ni  citada,  el  juicio  ini- 
ciado por  la  otra,  no  puede  decirse  arraigado  y  pendiente  res- 
pedo  de  la  primera;  y  en  este  caso,  la  parte  que  no  ha  interve- 
nido, puede  ocurrir  á  los  tribunales  federales,  si  la  causa  le  co- 
rresponde por  razón  de  las  personas.  —  T.  4,  p.  250. 

—  Si'do  existe  en  el  caso  en  que  se  intente  traer  ante  un  tribunal, 
un  asunto  ya  pendiente  ante  otro  competente.  —  T.  7,  p.  338. 

—  .Negada  por  el  actor  y  no  probada  por  el  demandado,  la 
identidad  de  los  juicios  promovidos,  nu  debe  hacerse  lugar  á 
esa  ejicepción.  —  T.  9,  p.  124. 

—  Existe  sobre  el  valor  de  un  pagaré,  cuando  el  signatario,  de- 
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mandando  al  tenedor  por  una  suma  mayor,  rebaja  de  su  crédi- 
to el  valor  de  aquél.  —  T.  10,  p.  490. 

Litis  pendencia.  —  No  puede  existir  cuando  las  partes  y  la 
acción  de  uno  y  otro  pleito,  son  distintos.  — T.  18,  p.  35. 

—  No  puede  alegarse  ésta^  cuando  en  un  nuevo  juicio  las  partes 
son  diferentes  de  las  que  gestionan  en  otro.  —  T.  20,  p.  39. 

—  Para  que  exista  ésta,  es  necesario  que  la  demanda  haya  sido 
contestada  ante  el  juez  á  quien  se  ocurrió  primero,  en  cuyo  caso 
aquel  ante  quien  se  hubiese  ocurrido  después,  debe  suspender 
sus  procedimientos.  —  T.  20,  p.  290. 

—  La  copia  simple  de  una  sentencia,  cuyo  examen  además  de- 
muestra su  nulidad,  no  puede  constituir  prueba  de  litis  pen- 
dencia. —  T.  26,  p.  32. 

— *  No  puede  fundarse  en  la  existencia  de  juicios  que  no  son 
entre  las  mismas  partes,  por  la  misma  causa  y  por  la  misma 
acción.  —  T.  26,  p.  340. 

--  Esta  excepción  no  es  de  las  admisibles  en  juicio  ejecutivo^ 
pues  no  está  comprendida  entre  las  que  expresa  el  artículo  270 
de  la  ley  de  procedimientos.  —  T.  27,  p.  31. 

^  No  procede  esta  excepción,  cuando  son  distintas  las  personas 
que  litigan  y  distintos  los  propósitos  y  fundamentos  de  la  ac- 
ción. —  T.  27,  p.  44. 

—  No  procede  esta  excepción,  cuando  el  pleito  pendiente  en 
que  se  funda,  no  puede  producir  excepción  de  cosa  juzgada  en 
el  que  se  promueve.  —  T.  28,  p.  11. 

—  No  la  constituye,  el  embargo  de  los  bienes  ejecutados,  de- 
cretado en  otro  juicio.  —  T.  28,  p.  255. 

—  La  demanda  interpuesta  ante  juez*  cuya  incompetencia  ha 
alegado  el  demandado  y  reconoce  el  demandante,  no  puede 
fundar  la  excepción  de  litis  pendencia,  contra  igual  demanda 
presentada  al  juez  reconocido  por  ambas  partes  como  compe- 
tente. —  T.  28,  p.  320. 

^  La  demanda  no  contestada  sobre  cumplimiento  de  contrato 
de  subarriendo,  no  puede  fundar  la  excepción  de  litis  pen- 
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deucía,  contra  la  de  rescisión  de  dicho  contrato.  —  T.  31 , 
p.  181. 

Litis  pendencia.  —  Los  antecedentes  obrados  ante  un  juez  para 
obtener  una  rendición  de  cuentas,  no  pueden  constituir  ia 
excepción  de  litis  pendencia  contra  la  acción  que,  por  no 
haberse  rendido  debidamente  las  cuentas  pedidas,  se  entable 
para  cobrar  ei  saldo  que  el  actor  pretende  que  se  le  debe.  — 
T.  31,  p.  190. 

—  No  la  hay,  cuando  no  existe  identidad  en  las  acciones  dedu- 
cidas enjuicio.  — T.  31,  p.  418. 

—  No  procede  sino  en  el  caso  de  tratarse  de  la  misma  causa,  de 
las  mismas  personas  y  de  la  misma  cosa,  y  de  haberse  contes- 
tado la  demanda  sobre  ella  ante  otro  juez. — T.  32,  p.  249. 

—  No  la  hay,  donde  no  existe  identidad  de  personas^  del  objeto 
del  litigio  y  de  la  acción  que  se  hace  valer.  —  T.  34,  p.  297. 

—  £s  inadmisible,  cuando  son  distintas  las  partes  que  inter- 
vienen en  el  juicio.  —  T.  35,  p.  53. 

—  No  procede  si  la  demanda  á  que  se  opone,  no  versa  sobre  el 
mismo  objeto.  —  T.  36,  p.  389. 

—  La  existencia  de  un  interdicto  de  despojo,  no  puede  fundar 
la  excepción  de  litis  pendencia  respecto  de  otro  interdicto  de 
igual  clase,  fundado  en  un  hecho  nuevo  y  distinto  del  que 
fundó  el  primero.  —  T.  38,  p.  328. 

—  La  demanda  por  intereses  no  constituye  litis  pendencia  res> 
pecto  de  otra  demanda  deducida  por  cobro  de  capital  é  inte- 
reses, entre  los  cuales  no  se  hallan  incluidos  los  que  forman 
la  materia  de  aquella.  —  T.  49,  p.  382. 

—  La  existencia  de  uxr  juicio  ordinario  por  nulidad  de  venta, 
deducido  por  el  ejecutado,  no  puede  autorizar  la  excepción 
de  litis  pendencid  en  el  juicio  ejecutivo,  por  cobro  de  precio. 
—  T.  54,  p.  202. 

—  No  procede,  cuando  es  distinto  el  objeto  de  los  juicios  en 
que  se  funda.  —  T,  57,  p.  424. 

—  No  procede  esta  excepción,  no  justificándose  la  preexisten- 
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cía  de  un  juicio  de  la  misma  naturaleza  del  promovido.  — 
—  T.  60,  p.  208. 

Litis  pendencia.  —  Véase  :  Juicio  pendiente ;  Justicia  federal. 

Locación.  —  El  arrendador  que  no  ha  mantenido  al  arrendata- 
rio en  el  uso  de  la  cosa  arrendada,  por  todo  el  término  conve- 
nido, no  tiene  derecho  á  adquirir  la  propiedad  de  las  mejoras 
que,  con  arreglo  al  contrato,  debían  quedar  á  su  beneficio  al 
vencimiento  de  aquél.  —  T.  4,  p.  43. 

—  En  el  caso  del  sumario  que  precede,  las  mejoras  deben  ava- 
luarse, y  su  valor  dividirse  entre  el  arrendador  y  el  arrenda- 
tario, perteneciendo  al  primero  la  parte  correspondiente  al 
liempo  en  que  el  segundo  disfrutó  de  la  cosa  arrendada,  y  á 
éste  la  correspondiente  al  tiempo  en  que  dejó  de  disfrutar  de 
la  misma.  — T.  4,  p.  43. 

—  El  derecho  del  acreedor  hipotecario,  se  extiende  sólo  á  las 
mejoras  que  sobre  el  fundo  hipotecado  pertenecen  al  deudor, 
y  no  á  las  hechas  por  un  tercero  poseedor  de  buena  fe.  —  T.  4, 
p.  43. 

~—  El  propietario  de  una  finca  arrendada  por  tiempo  determi- 
nado, puede  rescindir  el  contrato,  si  por  culpa  lata  del  arren- 
datario, aquella  se  deteriora,  ó  si  el  locatario  no  cumple  con 
alguna  de  las  condiciones  del  contrato.  —  T.  5,  p.  373. 

—  Los  deterioros  sufridos  por  la  finca  arrendada,  por  culpa 
lata  del  locatario,  deben  ser  resarcidos  por  éste.  —  T.  5, 
p.  373. 

—  Hay  temeridad  en  el  locatario  que  en  el  caso  del  sumario 
precedente,  se  opone  á  la  rescisión  del  contrato.  — T.  5,  p.  373. 

—  La  hipoteca  tácita  sobre  lo  que  el  labrador  introduce  en  las 
heredades  arrendadas,  mientras  no  paga  la  merced,  se  refiere 
á  las  cosas  de  su  exclusiva  propiedad.  —  T.  6,  p.  211. 

—  El  arrendatario  puede  ceder  á  un  tercero,  el  uso  de  la  cosa 
arrendada,  por  medio  de  un  contrato  oneroso  ó  gratuito.  — 
T.  6,  p.  211. 

—  Si  la  cesión  del  uso  de  la  cosa  arrendada  es  onerosa,  el  pro- 
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pietario  puede  ejercer  contra  el  cesionario  la  acción  oblicua 
que  corresponde  al  arrendatario  hasta  el  importe  de  la  obliga- 
ción de  aquél.  En  tal  caso,  el  cesionario  sólo  debe  al  propie 
tario  lo  que  se  obligó  á  satisfacer  al  arrendatario,  menos  los 
pagos  hechos  de  buena  fe.  —  T.  6,  p.  214. 

Locación.  —  No  se  consideran  de  buena  fe,  los  pagos  anticipados 
de  arrendamiento,  que  no  autoriza  expresamente  el  contrato  ó 
la  costumbre.  —  T.  6,  p.  211. 

^  En  un  contrato  de  arredamiento,  faltando  el  arrendatario  á 
las  obligaciones  que  se  impuso,  el  arrendador  tiene  derecho  á 
exigirle  indemnización  de  daños  y  perjuicios.  —  T.  7,  p.  64. 

—  Los  arrendatarios  no  poseen,  y  sólo  adquieren  la  tenencia 
de  la  cosa  con  el  uso  (leyes  22,  tít.  29,  y  5,  tít.  30,  part.  3*).  — 

—  T.  7,p.  319. 

—  Para  que  el  arrendatario  sea  obligado  á  pagar  al  propietario 
los  menoscabos  que  subre  el  fundo  arrendado,  es  necesario 
que  el  daño  sea  por  culpa  del  arrendatario  (ley  7,  tít.  8,  part.  5»). 

—  T.  9,  p.  134. 

—  La  falta  de  cultivo  de  una  parte  de  la  finca  arrendada,  im- 
porta la  pérdida  de  una  parte  de  los  frutos.  En  este  caso,  el 
arrendatario  puede^  á  su  elección,  ó  entregar  la  renta  con  ve-' 
nida,  ó  los  frutos  percibidos  con  deducción  de  los  gastos.  Si 
el  arrendatario  ha  pagado  la  renta  convenida  y  ha  percibido 
los  frutos,  no  tiene  derecho  á  la  elección  mencionada,  y  queda 
obligado  al  pago  de  la  renta  convenida.  —  T.  9,  p.  134. 

—  En  la  duda  que  surge  de  dos  cláusulas  por  las  que,  en  una 
se  obliga  al  inquilino  á  devolver  la  casa  en  el  estado  en  que  la 
recibió  y  hacer  por  su  cuenta  toda  clase  de  reparaciones,  y  en 
otra  en  que  se  declara  no  ser  á  cargo  del  inquilino  las  repara- 
ciones que  por  su  naturaleza  sean  de  cuenta  del  propietario, 
debe  decidirse  que  son  á  cargo  de  éste  sólo  las  provenientes 
de  la  mala  construcción  de  la  casa,  nuevas  obras  de  las  casas 
linderas,  y  otras  semejantes,  y  que  todas  las  demás  son  de 
cuenta  del  inquilino.  —  T.  12,  p.  240. 
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Locación.  — El  arrendatario  ó  subarrendatario  puede  subarren- 
dar á  su  vez  ó  ceder  el  contrato,  en  virtud  de  los  artículos  1583 
y  1585,  Código  Civil.  —  T.  12.  p.  518. 

^    Consignándose  en  un  contrato  de  locación,  la  obligacióti  por 
parte  del  locatario  de  dejar  en  beneficio  de  la  finca  arrendada 
las  mejoras  que  hiciere  y  precisare  la  finca,  esta  cláusula  no 
importa  la  obligación  de  reedificarla  si  se  derrumbase  por  mal 
construida  ó  por  caso  fortuito.  El  inquilino  puede  exigir  que  el 
/ocarlor  reconstruya  lo  destruido  para  dejar  y  mantener  la  finca: 
liabitfible,  como  lo  estuviera  al  tiempo  del  contrato.  No  cum- 
pliendo el  locador  con  esta  obligación,  el  locatario  tiene  d^^re- 
clio,    no  sólo  para  rescindir  el   contrato,  sino  también  para 
repetir  contra  el  locador  los  perjuicios  consiguientes  y  el  valor 
de  las  mejoras  hechas  (art.  1515,  1516,  1518,    1519,  15^1,  1522 
y  I  o2o,  Cód.  Civ.).  —  T.  15,  p.  449. 

^  Un  contrato  de  locación  por  mi1es]de  pesos,  debe  hacerse  por 
escrito  y  no  puede  probarse  por  testigos  (art.  1193,  Cód.  Civ.). 
-T.  16,  p.  247. 

^  No  determinándose  con  claridad  el  objeto  sobre  que  versa  un 
contrato  de  locación,  no  puede  sostenerse  la  existencia  de  éste. 
-T.  16,  p.  247.  • 

^   El  arrendatario  ó  subarrendatario  de  un  inmueble,  no  tiene 
derecho  para  retenerlo  un  solo  dia  después  de  vencido  el  con- 
S  trato  de  arriendo,  y  por  consiguiente,  no  puede  reclamar  como 

perjuicio  ó  daño  propio,  el  valor  de  los  frutos  posteriores. —  T. 
t6,  p.  339. 

^  U  compra  por  parte  del  inquilino  de  una  casilla 'y  galpón 
existente  en  la  finca  alquilada,  pero  que  no  se  hallaban  com- 
prendidos en  el  contrato  de  locación,  no  da  derecho  para  pedir 
la  disminución  de  alquileres.  —  T.  19,  p.  59. 

—  La  falta  de  pago  de  dos  meses  de  alquiler,  da.derecho  al 
propietario  para  pedir  la  rescisión  de  la  locación  (art.  1579, 
Cód.  Civ.).  —  T.  19,  p.  59. 

—  No  pagándose  por  dos  períodos  consecutivos  los  arriendos, 
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el  locador  tiene  derecho  á  pedir  la  rescisión  del  contrato  y  el 
resarcimiento  de  daños  y  perjuicios.  La  liquidación  de  éstos, 
puede  dejarse  para  el  juicio  correspondiente  (art,  15,  Ley  Proc; 
art.  1579,  Cód.  Civ.).  —  T.  19,  p.  412. 

Locación.  —  No  pagándose  el  alquiler  por  dos  períodos  con- 
secutivos, el  locador  puede  pedir  la  rescisión  del  contrato  y 
el  resarcimiento  de  daños  (art.  1579,  Cód.  Civ.).  —  T.  19,  p. 
420. 

—  No  puede  rescindirse  por  falta  de  pago  de  arriendos,  si  no 
se  ha  verificado  ésto  por  dos  periodos  consecutivos  (art.  1579, 
Cód.  Civ.).  -  T.  21,  p.  241. 

—  No  puede  exigirse  el  pago  del  arriendo,  antes  del  plazo  esti- 
pulado (art.  1197,  Cód.  Civ.).  —  T.  21.  p.241. 

—  La  destrucción  de  la  cosa  locada,  que  sea  causada  por  el 
tiempo  ó  por  el  uso  regular  de  ella,  no  es  imputable  al  locata- 
rio. —  T.  21 ,  p.  445. 

—  El  propietario  debe  indemnizar  al  inquilíno  los  gastos  nece- 
sarios que  hubiese  hecho.  — T.  22,  p.  123. 

—  El  locatario  debe  pagar  los  alquileres  adeudados  hasta  el  día 
del  desalojo,  y  reponer  la  cosa  en  el  estado  en  que  la  recibió, 
ó  se  presume  que  la  recibiese.  —  T.  22,  p.  123. 

—  Los  actos  ejecutados  por  un  tercero  y  extraños  *á  la  voluntad 
del  locador,  no  hacen  responsable  á  éste  de  los  perjuicios  que 
de  aquellos  se  sigan  al  ínquilino  (art.  1528,  Cód.  Civ.).  —  T.  22, 
p.  136. 

—  La  de  un  teatro  por  la  temporada  de  invierno,  á  pagarse  el 
alquiler  cada  noche  de  función,  no  es  una  locación  por  cada 
función,  sino  por  la  temporada.  La  locación  por  mayor  tiempo 
del  que  el  propietario  ha  facultado  al  administrador  del  teatro, 
entra  en  los  términos  de  la  procuración,  y  es  válido  respecto 
del  arrendatario^  siempre  que  no  exceda  el  término  para  e^ 
cual  se  necesitan  poderes  especiales.  El  arrendatario  no  está 
obligado  á  inquirir  cuáles  son  los  poderes  conferidos  al 
administrador,  cuando  el  plazo  del  arrendamiento  no  requiera 
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poder  especial  para  su  validez  (art.  4184  y  4934^,  Cód.  Civ,).  — 
T.  24.  p.  229. 

Locioión.  —  Resuelta  la  locación  por  culpa  del  locador,  éste 
debe  resarcir  los  daños  y  perjuicios  causados  al  locatario.  — 
T.  24,  p.229. 

-—    El  que  se  ha  obligado  á  entregar  alambrado   un   campo  de 
pastoreo  en  arriendo,  no  puede  resistir  su  cumplimiento^  por 
ser  el  área  demarcada  en  el  plano,  que  forma  parte  del  contrato 
de  arriendo,  mayor  que  la  convenida  en  el  contrato,  si  la  dife- 
rencia no  excede  déla  vigésima  parte  (art.  15f4,  Cód.  Civ.).  — 
T.   ^5,  p.  427. 

^0  habiéndose  determinado  en  el  contrato,  el  día  en  que 
<iet>e  hacerse  la  entrega  de  la  cosa  locada,  corresponde  al  juez 
señalarlo  (art.  576,  Cód.  Civ.).  —  T.  2o,  p.  427. 

Els  válida  la  prórroga  del  término  de  locación  concedida  por 
^l  condómino  que  con  consentimiento  de  los  condóminos, 
hizo  la  locación.  —  T.  25,  p.  347. 

£i  adquirente  de  la  finca  tiene  que  respetarla  prórroga,  aun- 
^^^  los  propietarios  al  venderla,  sólo  hayan  hecho  mención  de 
*^  locación^  y  no  de  la  prórroga.  Él  puede  reclamar  daños  y 
Perjuicios  contra  los  vendedores.  —  T.  25,  p.  347. 

Convenido  el  pago  del  alquiler  por  trimestre^  el  locador  que 

b^  recibido  el  pago  parcial  de  uii  trimestre,  no  puede  pedir  la 

**escis¡ón  del  contrato  de  locación  por  no  haberse  pagado  el 

^■esto  de  ese   trimestre,   y  el   trimestre  subsiguiente.  —  T.  25, 

P-   383. 

"^      La  intimación  de  aumento  de  alquiler  para  el  caso  de  no  ve- 
i*i6car  el  desalojo  de    la  cosa  locada,  aun  no  observada,  no 
importa  un  nuevo  contrato  de  locación  por  el  precio  aumenta- 
do. —  T.  25,  p.  495. 

La  intimación   de  desalojo  excluye  el  contrato  nuevo,  y  la 
del  aumento  de  alquiler  debe  interpretarse  como  la  estimación 
de  los  daños  por  la  demora,  que  no  corresponde  al  interesado 
el  fijar  por  su  propia  voluntad.  —  T.  25,.  p.  495. 

T.     II  10 
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LocAoSón.  —  Pftra  ejercer  los  derechos  de  locador,  no  es  nece- 
sario ser  propietario  de  la  cosa  locada.  —  T.  25,  p.  495. 

—  Para  la  existencia  del  contrato  de  locación,  y  para  la  efecti- 
vidad de  las  obligaciones  que  él  impone  al  arrendatario  y  al 
arrendador,  no  se  necesita  que  la  cosa  arrendada  sea  de  pro- 
piedad de  éste,  ni  que  se  encuentre  en  posesión  de  ella.  Di- 
cho contrato  consiste  únicamente,  en  asegurar  al  locatario  el 
aso  y  goce  de  una  cosa  mediante  cierto  precio  (art.  4493,  Cód. 
Civ.). —  T.  26,  p.  175, 

—  Establecida  en  un  contrato  de  arriendo,  la  obligación  del 
locatario  de  dar  fiador  en  caso  de  atraso  en  el  pago  de  alqui- 
leres, la  no  presentación  de  dicho  fiador,  verificado  este  caso, 
da  derecho  ala  rescisión  del  contrato.  —  T.  32,  p.  299. 

—  El  hecho  prometido  y  no  cumplido  por  el  locador,  pero  que 
no  ha  impedido  al  locatario  el  goce  de  la  finca  arrendada  en 
los  limites  de  su  derecho,  no  autoriza  al  locatario  para  no  pa- 
gar los  arriendos.  —  T.  32,  p.  344 . 

—  £1  transcurso  de  cuatro  periodos  consecutivos  sin  pagar  el 
precio  de  arriendo,  da  derecho  para  pedir  la  rescisión  del 
contrato  {art.  4579,  Cód.  Civ.).  —  T.  32,  p.  341. 

—  El  goce  abusivo  de  la  cosa  locada,  aunque  no  sea  en  prove- 
cho del  locatario,  hace  responsable  á  éste  de  los  daños  y  per- 
juicios á  favor  del  locador  (art.  4554,  4559,  4560,  4561,  4570, 
y  4728,  Cód.  Civ.).  —  T.  34,  p.  403. 

—  El  defecto  de  diversos  ejemplares,  no  anula  el  contrato  bi- 
lateral, si  por  otro  documento  consta  que  el  propietario  recibió 
el  precio  del  alquiler  estipulado  en  él  (art.  4023  y  4024,  Cód. 
Civ.)  — T.  34,  p.  444. 

—  El  hecho  de  haber  sido  entregada  en  estado  inhabitable,  la 
casa  objeto  del  contrato  de  locación,  es  conducente  para  re- 
solver la  cuestión  de  rescisión  de  dicho  contr.ato,  intentada 
por  el  locador,  por  falta  de  pago.  —  T.  34,  p.  251. 

—  Concluido  el  contrato  por.  el  vencimiento  del  término  fijado 
para  su  duración,  la  cuestión  de  rescisión  del  mismo  por  falta 
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de  pago  (le  dos  periodos  consecutivos,  no  puede  ser  materia 
de  decisión  judicial.  No  habiendo  sido  propuesto  en  la  deman- 
da el  capítulo  de  aumento  de  alquiler^  desde  la  fecha  en  que  se 
dejó  de  pagar  por  dos  mensualidades  consecutivas,  dicho  ca- 
pitulo no  puede  ser  objeto  de  resolución  (art.  224,  Ley  Proc). 
T.  36,  p.  457. 

I^<caciÓD.  —  Cuando  se  arrienda  y  entrega  un  terreno  con  ubica- 
ción y  limites  precisos,  y  se  procede  en  seguida  por  las  partes  á 
cercarlo  bajo  los  mismos  limites  y  ubicación,  el  arriendo  es  ad 
eorpus,  no  obstante  haberse  indicado  en  el  contrato  la  medida 
aproximativa,  y  se  considera  renunciado  el  derecho  acordado 
por  los  artículos  1346  y  1347,  Código  Civil.  —  T.  36,  p.  186. 

—  Expirado  el  término  del  arriendo,  es  innecesario  decidir  si 
es  ó  no  el  caso  de  resolución  del  contrato.  — T.  36,  p.  289. 

—  Reconocido  por  el  arrendatario  el  pago  de  dos  anualidades 
del  arriendo,  en  la  contestación  á  la  demanda,  no  es  admisible 
la  prjieba  sobre  el  pago  de  una  anualidad  más,  sin  haberse 
probado  causa  alguna  justiñcada  de  error  en  su  primera  afir- 
mación. —  T.  36,  p.  289. 

—  £1  locador  de  un  campo  que  se  reserva  el  derecho  de  dispo- 
ner una  fracción  de  él,  con  la  condición  de  avisar  al  locata- 
rio con  seis  meses  de  anticipación,  puede  ejercitar  ese  derecho 
una  vez  que,  no  oponiéndose  otros  convenios,  resulta  que 
cumplió  esa  condición.  —  T.  38,  p.  279. 

~  La  cláusula  de  no  poder  transferir  el  contrato  de  locación 
sin  consentimiento  del  locador,  no  da  derecho  para  que  éste  de- 
mande la  rescisión  del  contrato  contra  el  locatario  que  sublocó 
sin  haberle  pedido  el  consentimiento  previo  ;  máxime  si  no  se 
objeta  la  solvencia  del  sublocatario,  y  si  el  locatario  no  preten- 
de ser  exonerado  de  sus  obligaciones  de  tal  (art.  1598,  Cód. 
Civil.)— T.  38,  p.  495. 

—  £1  destino  abusivo  de  casa  de  prostitución,  dado  á  la  casa 
alq.uilHda,  por  el  subarrendatario  de  ella,  es  causa  de  rescisión 
del  contrato  de  locación  (art.  1561,  Cód.  Civ.).  — T.  40,  p.  103. 
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Locación.  —  Vencido,  durante  el  pleito,  el  término  de  la  loca- 
ción, es  innecesario  resolver  sobi*e  la  rescisión  de  la  misma 
pedida  en  la  demanda.  —  T.  42,  p.  242. 

—  Concluida  ésta,  no  hay  razón  para  que  el  locatario  retenga 
y  no  pague  los  alquileres  devengados.  —  T.  42,  p.  242. 

—  Concluido  el  término  de  ella,  la  continuación  del  locata- 
rio en  la  cosa  arrendada,  se  entiende  consentida  en  las  mis- 
mas condiciones  del  contrato  anterior  (art.  1622,  Cód.  Civ.). — 
T.  44,  p.  ^3. 

—  Cuando  resulta  que  ia  cosa  arrendada  está  en  poder  del 
locador,  no  tiene  objeto  el  desalojo  pedido,  y  á  falta  de  prueba 
sobre  la  fecha  precisa  de  su  entrega,  se  presume  que  haya 
sido  la  de  la  demanda.  —  T.  44^  p.  113. 

—  Arrendada  una  finca  para  agricultura  y  curtiduría,  y  explota- 
tada  debidamente  en  esos  ramos  por  el  arrendatario^  el  uso  de 
ella  en  otros  objetos  que  no  la  perjudican,  no  importa  el  cam- 
bio de  destino  que  autorízala  rescisión  del  arriendo.  Tampoco 
la  autoriza,  la  construcción  de  edificios  que  no  perjudican  la 
finca,  y  pueden  ser  demolidos  en  cualquier  tiempo,  antes  de 
la  conclusión  del  contrato.  —  T.  44,  p.  173. 

—  En  la  locación  sin  término^  de  fincas  urbanas,  el  inquilino 
puede  ser  obligado  á  desalojar  dentro  de  los  40  días  siguientes 
á  la  intimación  de  desahucio,  hecha  por  el  juez  competente 
para  conocer  de  la  demanda  (art.  1507  y  1509,  Cód.  Civ.).  — 
T.  44,  p.  342  y  347. 

—  Concluido  el  contrato  de  arrendamiento  con  término  señala- 
do, y  celebrado  otro  sin  término,  el  inquilino  está  obligado  á 
desalojar^  cuando  lo  exija  el  locador,  concediéndosele  el  plazo 
establecido  por  la  ley  (art.  1509,1604  y  1622,  Cód.  Civ.). — 
T.  44,  p.  409. 

—  Estando  á  cubierto  el  derecho  que  pueda  tener  el  locatario 
por  reembolso  de  mejoras,  no  tiene  derecho  para  quedarse  en 
ia  finca  por  mayor  tiempo  que  el  señalado  potóla  ley  para  el 
desalojo.  —  T.  44,  p.  409. 
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• 

Locación.  —  No  tiene  razón  de  ser  ni  es  susceptible  de  pronun- 
ciamiento judicial^  la  demanda  por  rescisión  de  un  contrato  de 
arriendo  y  pago  de  daños  y  perjuicios,  fundada  en  la  falta  de 
cumplimiento  por  el  locatario,  que  se  deduce  después  de  haber 
éste  restituido  la  cosa,  y  hecho  la  restitución  en  el  tiempo 
razonablemente  necesario  para  ello.  —  T.  45,  p.  46. 

—  El  derecho  que  el  locador  se  reserva  para  mantener  en  la 
finca  arrendada,  un  carruaje  y  sus  caballos,  implica  necesaria- 
mente el  del  uso  del  agua  para  el  lavado  del  primero,  y  para 
la  bebida  y  limpieza  de  los  últimos.  —  T.  45,  p.  62. 

—  El  locatario  que  no  paga  dos  períodos  consecutivos  de  alqui- 
leres y  no  prueba  las  excepciones  que  opone  para  beneficiar  la 
falta  del  pago,  debe  ser  condenado  á  la  rescisión  del  contrato 
de  arriendo,  y  á  la  indemnización  de  pérdidas  é  intereses  (art. 
4579,  Cód.  Civ.).  —  T.  46,  p.  323. 

—  La  cláusula  penal  de  deber  abonar  cinco  pesos  diarios  por 
cada  día  de  demora  en  el  pago  de  los  alquileres,  se  sustituye  á 
la  indemnización  (art.  655,  Cód.  Civ.).  —  T.  46,  p.  323. 

—  Desocupado  y  puesto  el  terreno  á  disposición  del  locador, 
oportuna  y  debidamente,  el  locatario  no  está  obligado  á  hacer 
entrega  de  él,  ni  á  pagar  arriendos  ulteriores,  ni  tampoco  los 
deterioros  que  no  se  prueben  haber  existido  antes  de  la  desocu- 
pación. —  T.  47,  p.  MO. 

—  Es  nula  la  convención  sobre  locación  redactada  en  un  solo 
ejemplar,  si  no  se  demuestra  por  otras  pruebas  que  el  acto  ha 
sido  concluido  de  una  manera  definitiva  (art.  1021  y  1023,  Cód. 
Civ.  Véase  :  Prueba.  No  tienen  aplicación  para  ese  caso,  los  art. 
1026  y  1028  del  citado  Cód.).  —  T.  49,  p.  516. 

—  Las  heredades  arrendadas  para  pastoreo  de  ganado,  sin  tér- 
mino fijo,  caen  bajo  la  disposición  del  artículo  1610,  inciso  5°, 
Código  Civil.  —  T.  50,  p.  169. 

—  El  plazo  de  seis  meses  previsto  por  el  artículo  1610,  inciso  5*», 
Código  Civil,  debe  contarse  desde  la  intimación  de  cesación  del 
arriendo,  no  negada  por  el  arrendatario.  —  T.  50,  p.  169. 
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[<btikei¿B.  —  La  intimación  de  cesación  del  arriendo  (art.  1610, 
ioc.  6°,  Cód.  Civ.)  puede  ser  bechii  por  medio  de  juei  incom- 
petente ó  eitrajudicialmente,  no  siendo  aplicable  á  los  casos 
de  los  incisos  1°,  d",  i°  y  S"  del  articulo  16)0,  la  disposición 
especial  del  artículo  tS09,  Código  Civil,  relativa  al  caso  del  in- 
ciso 2°  del  mencionado  articulo  1610:  este  artículo  no  la  pres- 
cribe en  los  mismos  términos  que  lo  hace  el  articulo  1 509  para 
el  desalojo  de  las  ñncas  urbanas  dadas  en  arrendamiento,  )o 
que  deja  los  demás  casos  bajo  el  imperio  del  articulo  509  del 
mismo  Código,  en  su  primera  parte.  —  T.  50,  p.  169. 

-  La  estipulación  de  obras  á  hacerse  por  el  locatario  con  cargo 
al  locador  de  comprarlas  al  fin  del  contrato,  no  conviértela 
locación  de  un  inmueble  en  compra  de  obras  ó  locación  de 
servicios,  y  no  impide  que  el  locador  pueda  limitar  el  derecho 
de  retención  del  locatario  con  la  fianza  del  artículo  1618,  Códi- 
go Civil.  En  este  caso  la  entrega  de  la  cosa  debe  verificarse  pre- 
via constancia  del  estado  de  las  cosas  por  medio  de  peritos.  — 
T.  54,  p.  S19. 

-  Fundándose  el  juicio  ejecutivo  por  cobro  de  alquileres,  en  un 
contrato  por  el  cual  el  locador  entregó  al  locatario,  campo  y 
haciendas,  la  circunstancia  de  haber  sido  éste  desposeído  por 
un  tiempo  del  campo  y  de  las  haciendas,  pero  que  permanecie- 
ron eu  el  mismo  campo,  y  le  fueron  restituidas  con  sus  aumen- 
tos, u'j  le  exime  del  pago  de  los  alquileres  durante  el  tiempo  de 
la  desposesión.  Los  perjuicios  que  pueda  haber  sufrido  por  la 
desposesión,  no  pueden  fundar  la  excepción  de  compensación. 
—  T.  55.  p.  808. 

-  El  nombramiento  de  interventor  en  la  finca  locada,  con  el 
objeto  de  que  ésta  se  conserve  en  buen  estado  y  no  se  baga  de 
ella  un  goce  abusivo,  no  es  una  medida  autorizada  pur  la  ley. 
(Aunque  á  las  obligaciones  del  locatario,  de  conservar  la  cosa 
en  buen  estado  y  de  abstenerse  de  hacer  un  goce  abusivo  de  la 
misma,  corresponde  el  derecho  correlativo  de)  locador,  que 
puede,  según  las  circunstancias,  ejercitar  aun  durante  la  vigen- 
cia del  contrato  para  la  supresión  del  perjuicio,  art.  1559,  Cód. 
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Civ.,  es  indudable  que  en  la  legislación  nacional  no  hay  dispo- 
sición alguna  que  autorize  el  nombramiento  de  un  interventor 
permanente  en  la  administración  del  locatario).-^!.  ^b,p»  386. 

LocAción.  —  Existen  fundamentales  desemejanzas  entre  las  po- 
siciones del  reivindicante  y  poseedor  y  las  del  locador  y  loca- 
tario, no  sólo  por  el  origen  de  la  ocupación  de  la  cosa,  que  en 
el  primero  de  esos  casos  no  sedebe  á  un  acto  voluntario  del  rei- 
vindicante, á  la  inversa  de  lo  que  acontece  en  el  segundo,  que^ 
procediendo  de  un  contrato,  ha  podido  ser  reglado  por  estipu- 
laciones precautorias  de  las  partes,  sino  también  por  los  efectos 
déla  acción,  que  en  la  una,  á  diferencia  de  la  otra,  puede  traer 
aparejada  la  restitución  de  frutos.  —  T.  55,  p.  386. 

—  £1  locador  no  puede  pedir  como  indemnización  de  perjuicios, 
un  mayor  precio  de  alquiler  por  el  tiempo  posterior  al  pedido 
de  rescisión,  á  menos  que  pruebe  satisfactoriamente  que  ese 
mayor  precio  corresponde  al  valor  locativo  de  la  cosa.  —  T. 
56,  p.  354. 

—  El  locatario  no  puede  pedir  contra  el  locador,  indemnizacio- 
nes que  se  refieren  á  cosas  ajenas  del  contrato  de  locación.  — 
T.  56,  p.  354. 

—  Resultando  que  el  locatario  ha  dejado  de  pagar  el  precio  del 
arriendo  correspondiente  á  dos  periodos,  procede  la  rescisión 
del  contrato  pedida  por  el  locador  (art.  <579,  Cód.  Civ.).  —  T. 
56,  p.  354. 

—  La  falta  de  pago  de  dos  periodos  consecutivos,  después  de 
requerido  el  locatario  al  efecto,  da  derecho  al  locador  para  pe- 
dir la  rescisión  del  contrato  de  locación  y  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios,  sin  que  pueda  impedirlo  la  consignación  de 
los  alquileres  hecha  con  posterioridad  á  la  demanda.  —  T.  58, 
p.  395. 

—  El  contrato  de  locación  queda  rescindido,  si  la  finca  arren- 
dada se  halla  en  estado  de  derrumbe  á  consecuencia  de  incen- 
dio calificado  por  las  partes,  de  fortuito  é  inculpable.  (El  pro- 
pietario estaba  en  el  deber  de  proceder  á  la  demolición  de  las 
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DO  tienen  acción  directa  para  cobrar  su  importe  contra  el  pro- 
pietario. —  T.  54,  p.  90. 

Locación  de  servicios.  —  Consentida  por  las  partes  la  tramita- 
ción dada  á  la  causa,  aceptando  que  otro  perito  dictamine 
sobre  el  importe  de  obras  ñjado  por  un  perito  arbitrador,  es 
procedente  la  apreciación  que  hace  el  juez,  fijando  dicho  im- 
porte en  el  promedio  de  las  dos  pericias.  —  T.  54,  p.  145. 

—  Cuando  no  hay  acuerdo  respecto  de  la  naturaleza  de  los  ser- 
vicios prestados  y  sobre  la  responsabilidad  legal  del  demanda- 
do para  el  pago,  es  preciso  resolver  estos  puntos,  antes  de 
proceder  á  su  justiprecio.  —  T.  55,  p.  429. 

—  Véase  :  Guardia  nacional. 

Locador.  -—  Véase  :  Locación, 

Locatario.  —  Véase :  Locación. 

Lotería.  —  Los  billetes  de  lotería  que  circulan  públicamente, 
deben  reputarse  verdaderos  mientras  la  empresa  no  acredite  su 
falsedad.  —  T.  8,  p.  220. 

—  Comprometiéndose  una  empresa  en  sus  extractos,  á  pagar  en 
lugar  determinado  los  billetes  premiados,  no  puede  á  lo  más 
sino  tomarse  el  tiempo  bastante  para  pedir  los  talones  y  ad- 
quirir la  certidumbre  de  si  el  billete  es  bueno  ó  no. — T.  8, 
p.  220. 

—  £1  articulo  17  del  reglamento  de  la  municipalidad  de  la  ca- 
pital, de  13  de  diciembre  de  1882,  prohibiendo  el  juego  de  lo- 
terías extrañas  á  la  de  la  capital  federal,  es  contrario  á  la  ley  del 
Congreso  de  1<>  de  noviembre  de  1882,  sobre  organización  de  la 
municipalidad  y  á  las  leyes  del  mismo  sobre  patentes,  dictadas 
en  ese  año  y  en  los  posteriores.  La  multa  cobrada  por  expen- 
dio de  billetes  de  lotería  en  virtud  de  dicho  artículo,  debe  ser 
restituida.  (La  ley  orgánica  de  la  municipalidad,  dice  el  fallo, 
autorizó  la  lotería  de  beneficencia,  y  la  ley  de  patentes  esta- 
bleció un  impuesto  á  los  expendedores  de  billetes,  ya  fuesen 
de  loterías  del  país  ó  extranjeras.  Después  de  esas  leyes,  la 
municipalidad  ha  podido  reglamentar  dicho  juego  con  arreglo 
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al  articulo  2069  del  Código  Civil;  pero  no  prohibirlo  absoluta- 
mente como  lo  hizo  por  el  referido  reglamento). — T.29,  p.  249. 

Lugar  del  contrato.  —  Se  entiende  elegido  el  lugar  de  la  ejecu- 
ción en  un  contrato  de  arriendo  de  un  vapor,  en  el  cual  se  ha 
estipulado  que  en  dicho  lugar  los  arrendatarios  se  recibirían  y 
devolverían  el  vapor,  y  pagarían  ó  remitirían  el  importe  del 
arriendo.  —  T.  9,  p.  280. 

—  Surte  fuero,  tan  sólo  hallándose  en  él  el  demandado.  —  T.  1 4, 
p.  83. 

—  Véase:  Competencia j  Contrato;  Contrato  bilateral;  Cumpli- 
miento de  contrato;  Ejecución  de  contrato. 
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Magistrado*  —  Es  de  principio  y  de  derecho,  que  ningún  ma- 
gistrado del  orden  judicial  puede  ejercer  simultáneamente  dos 
jurisdicciones  ordinarias  de  distinta  naturaleza  y  diferente  ra- 
dicación y  extensión  territorial.  —  T.  46,  p.  5. 

Hala  fe.  —  Habiendo  la  oficina  de  patentes  concedido  una  segun- 
da patente  previo  examen,  y  sostenido  ia  misma  con  posteriori- 
dad que  no  existe  analogía  éntrelos  dos  aparatos  patentados,  no 
es  admisible  que  los  que  obtuvieron  patente  con  posterioridad 
hayan  procedido  de  mata  fe,  y  que  deban  ser  condenados  como 
falsificadores.  —  T.  18,  p.  467. 

—  El  que  ha  comprado  una  área  de  terreno  y  edifica  sobre  una 
área  mayor^  obra  de  mala  fe.  El  dueño  del  terreno  que  ha  visto 
y  no  ha  impedido  el  edificio,  obra  también  de  mala  de  fe  (art. 
2590,  Cód.  Civ.).  —  T.  24,  p.  469. 

—  En  el  caso  de  mala  fe  por  parte  del  dueño  de  la  obra  y 
del  terreno,  se  deben  aplicar  las  disposiciones  relativas  á  la 
edificación  de  buena  fe  en  terreno  ajeno.  Cuando,  según  estas 
disposiciones,  el  dueño  del  terreno  no  puede  hacer  suyo  el  edi- 
ficio é  indemnizar  al  edificante,  sin  causarle  gran  perjuicio, 
debe  éste  indemnizar  á  aquél  el  valor  del  terreno,  con  los  in- 
tereses legales  desde  el  día  de  la  compra  (art.  2588  y  2590^  Cód. 
Civ.).  —  T.  24,  p.  469. 
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MalTersación.  —  El  receptor  de  rentas  nacionales  que  invierte 
en  gastos  personales,  las  rentas  confiadas  á  su  administración, 
es  reo  de  malversación  de  caudales  públicos,  y  como  tal  es 
sujeto  á  la  pena  mínima  de  cinco  años  de  prisión  con  trabajos 
forzados,  sin  perjuicio  de  reintegrar  al  tesoro,  el  dinero  fiscal 
<ie  que  dispuso  fart.  80  y  83,  inc.  2%  Ley  Penal).  —  T.  36, 
p.  420. 

—  El  delito  de  malversación  de  caudales  públicos,  está  re- 
gido por  la  ley  penal  de  14  de  septiembre  de  4863.  —  T.  44, 
p.  275. 

—  La  aplicación  de  caudales  públicos  á  usos  propios,  hecha  por 
el  empleado  encargado  de  ellos,  sin  haberlos  reintegrado  al 
fisco,  constituye  el  delito  previsto  y  penado  por  el  articulo  80 
de  ley  nacional  penal.  —  T.  58,  p.  427. 

Mandante.  —  No  está  obligado  á  cumplir  las  obligaciones  con- 
traídas á  su  nombre  por  el  mandatario,  fuera  de  los  limites  del 
mandato,  sino  en  el  caso  que  ratifique  lo  hecho  por  éste,  ex- 
presa ó  tácitamente  (leyes  8  y  9,  tit.  43,  part.  5» ;  art.  380,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  9,  p.  562. 

—  No  estando  conferida  en  un  poder,  la  facultad  de  susti- 
tuir, sólo  queda  obligado  el  mandante  en  el  caso  que  la  susti- 
tución sea  conveniente  ó  necesaria  (art.  4959,  Cód.  Civ.).  — 
T.  47,p.7. 

—  Puede  ejercer  todas  las  acciones  y  derechos  procedentes  del 
contrato  celebrado  por  su  mandatario  (art.  4946  y  4947,  Cód. 
Civ.). —  T.  49,  p.  403. 

—  Habiéndose  convenido  entre  mandante  y  mandatario  que 
éste  percibiera  un  tanto  por  ciento  de  lo  que  se  cobrase  á  un 
tercero,  el  mandante  cumple  entregando  letras  al  mandatario, 
si  en  esa  forma  se  hace  el  cobro  encomendado. — T.  24,  p.  494. 

~  Este  sólo  es  responsable  de  los  actos  del  mandatario,  en 
cuanto  haya  procedido  dentro  de  los  límites  de  su  cometido 
(art.  308,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  22,  p.  349. 

—  Es  su  obligación  anticipar  al  mandatario  las  cantidades  ne- 
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cesarías  psira  el  cumplimiento  del  mandato,  y  si  nolo.bace, 
debe  reembolsarie  las  sumas  anticipadas.  Debe  también  retrí- 
buír  sus  servicios  no  habiendo  exageración  en  las  pretensio- 
nes de  aquél.  —  T.  S3,  p.  123. 

Mandante.  —  Constituido  por  dos  ó  más  personas  un  manda* 
tarío  para  un  negocio  común,  los  mandantes  quedan  solidaria- 
mente obligados  para  todos  los  efectos  del  contrato  (art.  1945, 
Cód.  Civ.).  —  T.  32,  p.  866. 

—  Contratando  dos  personas  sobre  el  mismo  objeto,  una  con 
eV  mandante  y  otra  con  el  mandatario,  y  no  pudiendo  subsistir 
los  dos  contratos,  subsistirá  el  que  fuese  de  fecha  anterior : 
pero  el  mandante  será  responsable  del  perjuicio  causado 
al  tercero  cuyo  contrato  no  subsiste^  si  el  mandatario  ha 
procedido  de  buena  fe  (art.  1943  y  1944,  Cód.  Civ.).  —  T.  34, 
p.  348. 

—  La  parte  debe  pagar  á  su  procurador  los  gastos  que  son  de 
carácter  estrictamente  judicial,  y  los  interesas  de  las  sumas  que 
haya  anticipado  para  satisfacerlos.  Son  de  ese  carácter,  los  gas- 
tos por  derecho  de  regulación,  por  diligencias  de  embargo 
verificadas  ante  un  escribano  suplente,  y  por  examen  de  libros 
hecho  por  perito.  —  T.  59,  p.  291 . 

Mfuidatario.  —  Queda  personalmente  obligado  sólo  cuando  con- 
trata á  nombre  propio  (art.  314  y  337,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  8, 
p.  22. 

—  Debe  cumplir  las  órdenes  del  mandante  é  indemnizarle  los 
perjuicios  que  le  cause,  desviándose  de  ellas.  —  T.  8,  p.  72. 

—  El  representante  ó  mandatario  de  una  sociedad,  que  se  rige 
por  las  leyes  y  principios  generales  del  derecho,  obliga  por 
sus  actos  á  los  mandantes ;  y  no  se  obliga  él  mismo  cuando 
procede  dentro  de  los  límites  del  mandato.  —  T.  8,  p.  299. 

—  El  apoderado  de  un  obispado  nombrado  por  el  vicario  en 
sede  vacante,  para  percibir  de  la  tesorería  nacional  los  habe- 

.  res  correspondientes,  tiene  el  deber  de  rendir  cuentas  al  nue- 
vo obispo  nombrado.  Habiendo  cesado  la  personería  del  vi- 
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cario,  el  apoderado  no  puede  excusarse  con  que  sus  cuentas 
deben  ser  rendidas  á  aquél.  — T.  9,  p.  215. 

•Handatorio.  —  El  encargado  del  cobro  de  un  crédito,  siendo  de 
su  cuenta  todos  los  gastos  de  las  diligenncias  necesarias,  debe 
abonar  aquéllos  y  practicar  éstas  hasta  su  terminación.  No 
cumpliendo  con  esas  obligaciones^  la  revocación  del  coavenio 
por  el  cual  se  prometió  al  encargado  la  mitad  de  lo  que  se  co- 
brase, es  imputable  á  éste,  y  no  le  da  derecho  para  percibir  la 
compensación  convenida.  — T.  10,  p.  314. 

—  El  mandatario  es  libre  de  aceptar  ó  no  el  mandato  ofrecido  ; 
pero  después  de  aceptado  tiene  la  obligación  de  cumplirlo, 
tanto  por  el  derecho  civil  como  por  el  mercantil.  —  T.  42, 

.p.  290. 

—  El  comisionado  para  cobrar  un  crédito  del  gobierno  nacio- 
nal, debe  satisfacer  su  importe  al  comitente,  demostrándose 
que  el  crédito  fué  pagado.  —  T.  13,  p.  71 . 

-^  Está  obligado  á  devolver  á  su  comitente  los  documentos  que 
éste  le  ha  confiado,  ó  debe  en  su  defecto  indemnizarlos  daños 
y  perjuicios  ocasionados  al  mandante  (ley  20,  tít.  12,  part.  5»; 
art.  1904,  1909  y  1911,  Cód.  Civ.).  —  T.  14,  p.  239. 

""  No  puede  ser  demandado  personalmente  por  las  obligacio- 
nes contraídas  á  nombre  del  mandante.  — T.  15,  p.  389. 

—  Terminado  el  mandato,  no  puede  el  mandatario  cobrar  los 
gastos  que  haga  con  posterioridad  á  nombre  del  mandante  (art. 
1965,  Cód.  Civ.). —T.  17,  p.  7. 

—  En  sus  relaciones  con  los  terceros,  sólo  responde  si  contrae 
á  nombre  propio.  —  T.  17,  p.  236. 

—  Las  facultades  conferidas  al  mandatario  nunca  deben  enten- 
derse en  sentido  contrario  al  interés  y  derechos  del  mandante. 
La  facultad  dada  al  mandatario  de  arrendar  una  cosa  por  el 
precio  y  condiciones  que  crea  convenientes,  con  la  cláusula  de 
comunicarla  al  poderdante  que  debía  firmar  la  escritura,  debe 
entenderse  en  el  sentido  de  que  el  mandante  se  reserva  el  de- 
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recho  de  aprobar  el  contrato,  y  que  sin  su  firma  no  puede  éste 
existir.—  T.  48,  p.  360. 

Mandatario. — Si  éste  contrata  á  nombre  propio,  queda  personal- 
mente obligado  aunque  el  negocio  sea  por  cuenta  del  mandante 
(art.  344,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  22,  p.  319. 

—  Los  actos  de  éste  aceptando  una  liquidación  y  recibiendo  el 
pago  de  su  importe,  son  considerados  como  hechos  por  el 
mandante  (art.  4946,  Cód.  Civ.;  art.  308,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  22,  p.  385. 

—  Para  exigir  el  cumplimiento  de  un  contrato,  puede  dar  por 
terminada  las  reclamaciones. — T.  23,  p.  242. 

—  El  que  falta á  sus  instrucciones  privadas,  establece  relaciones 
entre  él  y  su  mandante;  pero  no  afecta  los  derechos  de  la  per- 
sona con  quien  hubiese  contratado. —  T.  23,  p.  212. 

—  La  demanda  interpuesta  contra  éste,  por  el  cumplimiento 
ríe  la  sentencia  en  la  parte  n^Jativa  á  las  costas,  en  que  ha  sido 
condenado  el  mandante,  es  contrario  á  lo  dispuesto  por  los 
artículos  4930  y  4936  del  Código  Civil.  —  T.  28,  p.  47. 

—  Responde  personalmente  de  lo  que  ha  recibido  en  virtud  del 
mandato  por  medio  de  sustituto,  á  menos  que  éste  haya  sido 
aceptado  por  el  mandante  (art.  4909  y  4924,  Cód.  Civ.).  —  T.  28 
p.  499. 

—  El  constituido  para  actos  especiales,  no  está  obligado  á  res- 
ponder en  juicio  por  otros  actos  de  su  mandante  (art.  4884,  Cód. 
Civ.).  —  T.  30,  p.  406. 

—  El  que  pretende  dar  preferencia  á  sus  propios  intereses  en 
oposición  á  los  de  su  mandante,  no  ejecuta  fielmente  el  man- 
dato (art.  4892,  4908  á  4942,  Cód.  Civ.).  —  T.  32.  p.  56. 

—  El  apoderado  de  una  pensionista,  que  después  de  su  matri- 
monio y  muerte,  ha  cobrado  pensiones  á  mérito  de  haber  lle- 
nado los  claros  dejados  en  las  partidas  que  tenía  recibidas  de 
antemano,  es  personalmente  responsable   de  la  devolución 

de  dichas  pensiones,   aunque  al  cobrarlas  hubiese  ignorado 
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el  matrimonio  y  fallecimiento  de  su  mandante  (art.  1109,  1932, 
1933,  4937  y  1963,  Cód.  Civ.).  — T.  32,  p.  350. 

Mandatario.  —  AI  apoderado  que  niega  haber  ejercido  el  poder, 
sólo  puede  obligársele  á  rendir  cuenta  de  los  negocios  que  se 
pruebe  haber  administrado.  Mientras  no  rinda  esa  cuenta,  es 
improcedente  su  acción  por  cobro  de  saldo  de  cuentas  (art. 
1909.  Cód.  Civ.).  —  T.  33,  p.  363. 

—   El  nombramiento  de  un  nuevo  mandatario  para  el  mismo 
negocio,  produce  la  cesación  del  primero.  El  haber  otorgado 
ese  mismo  día  el   antiguo  mandatario,  un  documento  en  que 
reconoce  á  favor  de  la  administración   una  suma  de  dinero 
existente  en  su  poder,  el  haber  verificado  dos  días  después  un 
balance  firmado  por  el  mandante,  en  que  se  consigna  á  favor 
de  la  administración  ese  misma  suma,  y  el  haber  el  mandante 
recibido  del  mandatario  con  posterioridad  idéntica  suma,  con 
intereses,  declarando  en  documento  escrito  que  con  esa  fecha 
quedaban  arregladas  todas  sus  cuentas  con  él,   prueban  con 
evidencia  que  el  mandatario  rindió  cuentas  de  su  administra- 
ción y  el  mandante  las  aprobó  (art.  903,  904,  1917  y  1976, Cód. 
Civ.).  —T.  34.  p.  433. 

£1  comprador  de  unas  ''casas,  que  reconoce  haber  recibido 
encargo  de  comprarlas  para  otro,  y  que  no  prueba  el  retiro 
Posterior  del  mandato,  existiendo  por  el  contrario,  hechos  que 
Confirman  la  subsistencia  y  la  ejecución  del  mismo,  está  obli- 
gado á  hacer  el  traspaso  de  las  casas  compradas  á  los  causa- 
babientes  del  mandante,  y  á  rendirles  cuenta  de  la  inversión 
^e  la  totalidad  de  los  fondos  recibidos  de  éste  (art.  1909  y  1911 
^-ód.  Civ.).  -  T.  45,  p.  264. 

£1  que  con  facultad  de  vender  ha  vendido  la  cosa  inmueble 
^e  su  poderdante  y  tiene  poder  para  estar  enjuicio  en  su  nom- 
l^re,  puede  ser  obligado  á  escriturar  la  venta  como  tal  manda- 
tario, si  el  poder  se  halla  en  vigor  todavía.  —  T.  46,  p.  112. 

"^  Ei  representante  del  demandado  que  ha  hecho  compeler  á 
la  contraparte  á  entablar  demanda,  no  puede  excusar  su  repre- 
sentación para  contestarla.  — T.  46,  p.  353. 

T.     II  II 
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Mandatario.  —  £1  mandatario  puede  sustituir  en  otros,  la  ejecu- 
ción del  mandato,  estableciéndose  en  consecuencia  relaciones 
entre  el  sustituyenteyel  sustituido,  análogas  á  las  del  mandante 
y  mandatario  (art.  1924  y  1988,  Cód.  Civ.).  —  T.  53,  p.  440. 

—  Es  válida  la  entrega  de  un  terreno  dado  en  pago,  hecha  al 
mandatario  délos  acreedores,  si  éste  se  hallaba  autorizado  por 
ellos  á  otorgar  las  escrituras,  y  á  dar  carta  de  pago  por  las 
cantidades  que  abonara  el  deudor,  máxime  cuando  los  mismos 
acreedores  alegan  no  haber  instado  antes  por  la  entrega  en  la 
inteligencia  de  que  se  hubiese  hecho  al  apoderado  (art.  779  y 
4884,  Cód.  Civ.).  — T.  58,  p.  251. 

—  Véase:  Mandato. 

Mandatario  comercial.  —  Los  mandatarios  comerciales,  tienen 
la  obligación  de  dar  cuenta  de  su  cometido  con  las  responsabi- 
lidades que  les  impone  el  Código  de  Comercio  (antiguo)  en  sus 
artículos  306,  318. 319  y  322.  —  T.  12,  p.  290. 

Mandato. —  El  poder  para  cobrar  judicialmente  una  deuda,  com- 
prende la  facultad  para  contestar  las  reconvenciones  que  deduz- 
ca el  demandado,  aunque  no  se  haya  expresado  esa  facultad 
en  el  poder.  —  T.  1,  p.  419. 

—  En  las  leyes  sancionadas  por  el  Congreso  hasta  el  34  de  agos- 
to y  7  de  septiembre  de  4865,  no  se  encuentra  ninguna  dispo- 
sición que  requiera^  para  la  admisión  de  los  apoderados  ó  pro- 
curadores en  los  tribunales  federales,  que  la  escritura  con  que 
acrediten  su  personería,  sea  autorizada  por  el  escribano  que 
actúa  con  el  juez  á  quien  se  presenta.  —  T.  2,  p.  184  y  4  94 . 

—  Hasta  34  de  agosto  de  4865,  no  existía  ley  que  impusiera  que 
los  poderes  para  intervenir  ante  los  jueces  federales,  fueran 
extendidos  precisamente  en  papel  sellado  nacional,  pues  la  ley 
de  sellos  se  limitaba  á  determinar  cuál  es  el  que  corresponde  á 
los  testimonios  de  poderes  que  se  hallan  registrados  en  las  ofi- 
ñas  nacionales';  lo  que  no  importa  prohibir  la  admisión  de 
poderes  otorgados  en  las  oficinas  y  en  sellos  provinciales,  con 
tal  que  el  que  los  presenta,  conformándose  con  la  interpreta- 
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cíón  que  la  Suprema  Corte  ha  dado  á  la  ley,  acompañe  el  sello 
nacional  correspondiente.  —  T.  2,  p.  184  y  191 . 

Mandato.  —  Si  por  regla  general  no  es  permitido  á  los  jueces  ha- 
cer adiciones  á  las  leyes^  menos  lo  es  cuando  por  aquellas  se 
contradice  el  espíritu  de  éstas  ó  se  restringen  los  derechos  que 
acuerdan,  como  sucedería  si  se  exigiese  en  los  poderes  judicia- 
les^ las  condiciones  de  ser  extendidos  en  papel  sellado  nacio- 
nal y  otorgados  por  los  escribanos  de  sección,  pues  ello  en 
muchos  casos  sería  un  verdadero  obstáculo  para  que  ocurrie- 
sen ala  justicia  federal  aquellos  á  quienes  su  protección  ha  si- 
do ofrecida  por  la  constitución  y  por  las  leyes  del  congreso,  y 
que  por  residir  en  el  extranjero  ó  en  lugares  distantes  del  asien- 
to del  juzgado  federal,  no  podrian  constituir  apoderado  que  los 
represente.  — T.  2,  p.  184  y  191. 

—  La  ley  de  26  de  agosto  de  1863,  sobre  autenticación  de  los 
actos  públicos  y  procedimientos  judiciales,  es  reglamentaria 
del  artículo  1^  de  la  Constitución  nacional,  que  manda  dar  á 
los  obrados  en  una  provincia,  entera  fe  en  las  demás,  cuando 
se  hallan  revestidos  déla  forma  que  determina  el  Congreso;  lo 
que  demuestra  que  aquella  ley  no  es  aplicable  al  caso  en  que 
se  intenta  hacer  valer  un  poder  en  la  misma  provincia  en  que 
ha  sido  otorgado.  —  T.  2,  p.  184  y  191. 

—  Debe  ser  admitido  por  el  juzgado  seccional  de  la  provincia  de 
su  otorgamiento,  el  poder  que  revista  las  formalidades  prescri- 
tas por  las  leyes  comunes,  para  que  haga  fe  en  juicio.  —  T.  2, 
p.  184  y  191. 

—  El  representado,  para  los  efectos  del  derecho,  se  considera 
siempre  presente|en  el  lugar  donde  se  ejerce  su  representación. 
-  T.  3,  p.  279. 

—  La  mujer  casada  puede  válidamente  sostituir  el  poder  judi- 
cial que  le  confiera  su  marido.  —  T.  4,  p.  399. 

—  El  conocimiento  firmado  por  otra  persona  y  determinando 
que  la  carga  es  de  cuenta  y  riesgo  de  ésta,  indica  que  los  fir- 
mantes procedieron  por  mandatode  la  misma.  —  T.  8,  p.  22. 
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Mandato.  —  El  encargo  de  cobrar  un  documento  y  entregar  su 
valor  á  quien  hace  el  encargo,  si  se  recibe  aquél,  es  un  verda- 
dero mandato.  —  T.  8,  p.  7í. 

—  El  mandato  en  cuya  virtud  se  celebra  un  convenio  cuyo  va- 
lor excede  de  200  pesos,  no  puede  probarse  por  testigos^  no 
existiendo  principio  de  prueba  por  escrito  (art.  492,  193  y  301, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  11,  p.  229. 

—  Termina  por  hacerse  imposible  el  objeto  sobre  que  versa  (art. 
1960,  Cód.  Civ.).  —  T.  17,p.7. 

—  Cuando  un  comisionista  contrata  á  nombre  ó  por  cuenta  de 
un  tercero,  no  hay  comisión  sino  mandato.  Aun  cuando  el  ca- 
rácter de  mandatario  no  se  acredite,  el  hecho  de  entenderse  el 
tercero  con  el  mandante,  importa  una  ratificación  que  revalida 
dicho  carácter  (art.  300,  313  y  314,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  17, 
p.  236. 

—  Aquel  cuya  retribución  se  alega  ser  mayor  de  200  pesos,  debe 
ser  probado  por  prueba  escrita  (art.  1493,  Cód.  Civ.).  —  T.  18, 
p.  265. 

—  £1  mandato  para  asuntos  ó  negocios  de  mayor  cuantía,  debe 
probarse  por  escrito  (art  305,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  22,  p. 
319. 

—  El  especial  para  ciertos  actos  no  puede  extenderse  á  otros, 
aunque  pudieran  considerarse  como  consecuencia  natural  de 
los  expresados  en  el  poder  (art.  1884  y  1888,  Cód.  Civ.).  —  T. 

24,  p.  417. 

—  La  ratificación  equivale  al  mandato  y  tiene  entre  las  partes 
efecto  retroactivo  al  día  del   acto  (art.  1936,  Cód.  Civ.).  —  T. 

25.  p.  416. 

—  La  ratificación  del  poder  equivale  al  mandato,  y  subsana  los 
actos  anteriores  del  mandatario  (art.  4935  y  1936,  Cód.  Civ.). 
—  T.  25.  p.  432. 

—  La  muerte  del  mandante  no  hace  cesar  la  procuración  judi- 
cial y  no  impide  que  el  mandatario  solicite  la  deserción  del  re- 
curso por  rebeldía  del  apelante  (ley  23,  tit.  3,  part.  3»,  aplica- 
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ble  en  los  tribunales  federales  según  el  art.  374,  Ley  Proc.  y  art. 
1870,  inc.  6°,Cód,  Civ.;  art.  4917,  1964  y  1969,  Cód.  Civ.).  — 
T.  41 ,  p.  250. 

Mandato.  —  El  mandato  para  vender  por  un  precio  determinado, 
no  autoriza  al  mandatario  para  conceder  plazos  respecto  al 
pago  del  precio.  —  T.  48,  p.  554. 

—  £1  encargado  de  celebrar  un  contrato  de  compraventa,  cum- 
ple el  mandato  verificando  dicho  contrato,  y  declarando  en  se- 
guida á  favor  del  mandante  los  derechos  que  confiere  dicho 
contrato  :  lo  relativo  á  la  posesión  no  le  incumbe.  Los  actos 
posteriores  de  posesión  y  venta^  en  los  cuales  dicho  encargado 
no  ha  tenido  intervención,  no  pueden  traerle  responsabilida- 
des, y  por  lo  tanto  no  es  necesario,  en  pleito  contra  el  mismo, 
abrir  la  causa  á  prueba  de  dichos  actos.  —  T.  49,  p.  418. 

—  Las  disposiciones  que  reglan  el  mandato,  son  subsidiaria- 
mente aplicables  á  la  representación  de  las  personas  jurídicas 
(art.  1870,  inc.  1^  y  2%  Cód.  Civ.).  —  T.  53,  p.  140. 

—  La  intervención  directa  del  interesado  en  el  juicio,  sin  sal- 
var la  personería  del  apoderado,  impórtala  cesación  del  man- 
dato de  éste  (art.  1972,:Cód.  Civ.;.  —  T.  55,  p.  142. 

—  El  encargado  de  vender  un  inmueble,  cesa  en  su  mandato 
por  el  hecho  de  haber  verificado  la  venta,  aunque  ésta  haya 
sido  celebrada  con  pacto  de  retroventa,  el  cual  no  modifica 
ni  desnaturaliza  aquel  contrato.  Si  el  inmueble  ha  sido  retro- 
vendido, no  puede  volverlo  á  vender,  sin  un  nuevo  poder  en 
forma  (art.  1960,  Cód.  Civ.).  —  T.  62,  p.  325. 

—  Véase  :  Delito ;  Duda  ;  Endoso ;  Fallecimiento  ;  Intención  cri^ 
minal :  Mandante ;  Mandatario  ;  Mandato  tácito ;  Poder  ;  Procu- 
rador. 

Mandato  comercial.  —  El  mandato  entre  comerciantes  es  siem- 
pre remunerable,  sin  que  para  ello  sea  preciso  estipulación 
expresa.  La  contradicción  entre  la  afirmación  improbada  del 
demandante,  de  haber  mediado  estipulación  verbal  por  canti- 
dad determinada,  y  la  negación  del  demandado,  se  resuelve 
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legalmente  en  que  no  la  hubo.  En  este  caso  se  debe  una  re- 
muneración equitativa  á  juicio  del  tribunal  (art.  310,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  24,  p.  19. 

Mandato  tácito.  —  La  inacción  y  el  silencio  ante  lo  obrado  por 
otro  en  calidad  de  administrador,  que  el  administrado  pudo 
impedir  y  no  impidió,  importa  mandato  tácito,  y  obliga  á  éste 
por  los  actos  de  administración  ejercidos  por  aquél  (arl.  4874, 
Cód.  Civ.).  —  T.  54,  p.  543. 

Manifestación.  —  La  de  especie,  calidad  y  cantidad  de  las  mer- 
caderías, debe  ser  hecha  en  los  términos  de  la  tarifa,  ó  con 
arreglo  al  artículo  113  de  las  ordenanzas  de  aduana  (ant.), 
en  caso  de  ignorarse  alguna  de  esas  circunstancias.  No  cum- 
pliéndose con  dichas  disposiciones,  se  incurre  en  la  pena  que 
establece  el  artículo  993  de  las  mismas,  aunque  la  omisión  no 
proceda  de  dolo.  —  T.  17,  p.  140. 

Manifestación  de  despacho.  —  La  concesión  para  corregir  la 
manifestación  de  despacho,  hecha  sin  tenerse  en  vista  que  con 
anterioridad  á  la  solicitud  de  adición,  había  habido  un  princi- 
pio de  verificación,  no  exime  de  la  pena  establecida  por  las 
ordenanzas  de  aduana,  en  los  casos  de  infracción  á  sus  dispo- 
siciones (art.  934,  Ord.  A  esta  disposición  no  puede  oponerse  la 
concesión  hecha  para  la  adición,  tanto  porque  lo  fué  sin  conoci- 
miento de  los  verdaderos  antecedentes  del  caso,  cuanto  porque 
no  está  en  las  atribuciones  de  la  aduana  modificar  las  dispo- 
siciones legales).  —  T.  40,  p.  132. 

Manifiesto.  —  La  rectificación  en  él,  sólo  es  aceptable  cuando 
se  hace  dentro 'del  plazo  legal,  y  antes  quesea  descubierto  por 
los  empleados  de  la  aduana,  la  existencia  de  mercancías  no 
manifestadas  (art.  908  y  968,  Ord.).  —  T.  24,  p.  557. 

—  Véase  :  Aduana;  Comiso  ;  Contrabando;  Dobles  derechos ;  Rec- 
tificación. 

Manifiesto  general.  —  Debe  consignarse  en  él,  una  [partida  de 
mercaderías  en  tránsito;  y  su  omisión  puede  traer  la  pena  de 
comiso  ó  la  de  dobles  derechos.  — T.  21,  p.  609. 
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Manifiesto  general.  —  En  los  paquetes  á  vapor,  la  rectiñcación 
del  manifiesto  general,  puede  hacerse  durante  la  descarga 
(art.  847,  Ord.).  —  T.  42,  p.  94. 

—  Cumple  con  la  ley  el  comerciante  que  ha  hecho  incluir  en  el 
manifiesto  general  del  vapor  y  en  la  relación  de  muestras  del 
mismo,  con  marcas  y  números,  los  bultos  dentro  de  los  cuales 
trae  mercaderías.  El  hecho  de  haber  el  agente  del  vapor,  testa- 
tado  del  manifiesto  las  partidas  referentes  á  esos  bultos,  á  re- 
quisición del  empleado  denunciante,  es  irregular  y  arbitrario, 
y  no  puede  perjudicar  al  comerciante.  Las  mercaderías  asi 
traídas,  deben  ser  despachadas  en  la  forma  legal.  —  T.  57, 
p.  423. 

Manifiesto  parcial.  —  No  basta  por  si  solo  para  conocer  la 
forma  en  que  se  ha  verificado  el  despacho  y  en  que  han  debi- 
do ser  pagados  los  derechos  correspondientes  á  las  mercade- 
rías despachadas.  No  trae,  por  consiguiente,  aparejada  eje- 
cución contra  el  comerciante  que  lo  firma.  —  T.  13,  p.  284. 

Maquinista.  —  No  puede  hacerse  cargo  á  un  maquinista  que  se 
ha  tomado  para  servir  un  vapor  por  todas  las  horas  del  día  y 
de  la  noche,  si  se  ha  dormido  ó  ha  cometido  otro  descuido 
inevitable.  No  puede  tampoco  hacérsele  cargo^  si  habiendo  él 
designado  la  cantidad  de  carbón  necesario  por  un  viaje  sin 
inconvenientes,  el  capitán  del  buque  no  se  haya  proveído  de 
una  cantidad  mayor  en  previsión  de  los  accidentes  ordinarios 
que  pueden  retardar  la  navegación .  —  T.  8,  p.  453. 

Marca.  —  En  los  animales,  ella  es  un  signo  de  propiedad.  — 
T.  8,  p.  335. 

Marca  de  fábrica.  —  La  diferencia  de  marcas  en  su  parte  princi- 
pal, y  la  dificultad  de  confundirlas,  aunque  haya  algunas  se- 
mejanzas en  sus  detalles,  excluye  el  delito  de  falsificación.  — 
T.  19,  p.  430. 

—  Para  que  puedan  aplicarse  las  penas  establecidas  en  la  ley 
de  marcas  de  fábrica,  es  necesario  que  el  objeto  falsificado  se 
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haya  expendido  después  de  la  promulgación  de  dicha  ley.  — 
T.  21,p.  191. 
Harca  de  f&brioa.  —  La  adquisición  de  la  propiedad  de  una 
marca  de  fábrica,  no  importa  adquirirla  propiedad  sobre  todos 
los  objetos  ó  envases  que  la  contengan.  —  T.  23,  p.  390. 

—  Noes  prohibido  usar  del  mismo  nombre  ó  designación  con- 
vencional de  una  industria  ya  explotada  por  otra  persona,  con 
tal  que  se  adopte  una  modificación  que  la  haga  visiblemente 
distinta  de  la  primera  (art.  ^3,  Ley  de  Marcas).  —  T.  23,  p. 
478. 

—  El  usodel  mismo  nombreó  designación  convencional  de  una 
industria  explotada  por  otro,  no  importa  una  violación  de  la 
ley  de  marcas  de  fábrica,  si  se  han  adoptado  modificaciones  que 
hacen  visiblemente  distinto  uno  y  otro  producto  (art.  23  de 
dicha  ley).  —  T.  23,  p.  502,  507  y  513. 

—  No  puede  concebirse  una  que  deje  al  arbitrio  del  concesio- 
nario, tanto  el  uso  como  la  forma  y  dibujo  de  su  nombre,  del 
número  y  de  las  palabras  de  ella.  — T.  24,  p.  235. 

—  Las  marcas  de  fábrica  ü  de  comercio  deben  ser  los  nombres 
de  las  personas  bajo  una  forma  particular,  y  las  letras  y  núme- 
ros con  un  dibujo  especial.  El  que  ha  registrado  lá  marca  en 
esta  forma,  puede  oponerse  al  uso  de  cualquiera  otra  que  direc- 
ta ó  indirectamente  pueda  producir  confusión  entre  los  produc- 
tos. El  concesionario  de  esta  última  no  incurre  sin  embargo  en 
la  pene  de  falsificación,  por  el  uso  que  ha  hecho  de  la  marca 
mal  concedida  (art.  1,  4  y  10,  de  la  ley  de  la  materia).  —  T. 
24,  p.  235. 

—  La  enseña  para  designar  un  establecimiento,  es  distinta  déla 
marca  de  fábrica.  Es  permitido  usar  en  sus  rótulos  y  avisos 
una  enseña,  conforme  á  la  verdad  de  las  cosas,  y  que  tiene 
la  distinción  suficiente  para  evitar  la  confusión  de  un  estable- 
cimiento con  otro. —  T.  24,  p.  381. 

—  No  puede  constituirla  la  palabra  Vaulina.  (Según  los  incisos 
4"  y  5*.  art.  3  de  la  ley  de  la  materia,  dice  el  fallo,  no  se  con- 
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sideraii  como  marcas  de  fábrica  ó  de  comercio,  los  términos  ó 
locaciones  que  hayan  pasado  al  uso  general,  ni  las  designacio- 
nes usualmente  empleadas  para  indicar  la  naturaleza  de  los 
productos  ó  la  ciase  á  que  pertenezcan  ;  y  agrega  que  en  este 
caso  se  encuentra  dicha  palabra).  —  T.  24,  p.  487. 

Marca  de  fábrica.  —  El  que  la  usa  en  virtud  del  derecho  con- 
cedido por  la  oficina  correspondiente,  no  incurre  en  la  pena 
de  la  ley,  aunque  su  marca  pueda  confundirse  con  otra  obte- 
nida anteriormente.  —  T.  24.  p.  522. 

—  La  confusión  que  puede  producir  la  semejanza  de  dos  marcas, 
autoriza  á  anular  la  concedida  con  posterioridad  (art.  4,  ley  de 
la  materia).  —  T.  24,  p.  522. 

—  La  apreciación  sobre  la  semejanza  de  dos  marcas  y  la  confu- 
sión que  ella  puede  producir  entre  los  productos,  está  librada 
al  criterio  del  tribunal.  —  T.  24,  p.  522. 

—  La  venta  de  artículos  con  marca  falsificada,  somete  al  vende- 
dor á  la  pena  de  ley,  cuando  la  hace  con  conocimiento  de  la 
falsificación.  No  habiéndose  probado  lo  primero^  en  lo  segun- 
do, el  demandado  debe  ser  absuelto  (art.  28  déla  ley  de  mate- 
ria). —  T.  24,  p.  526. 

—  Para  incurrir  en  las  penas  de  la  ley  de  marcas  de  fábrica  y 
de  comercio,  no  es  necesario  que  se  copie  con  toda  exactitud 
una  marca  ajena,  siendo  bastante  que  se  la  imite  en  sus  rasgos 
principales.  —  T.  24,  p.  543. 

—  Declarada  la  falsificación  de  una  marca  de  fábrica,  procede 
la  acción  de  daños  y  perjuicios  causados  por  la  falsificación 
(art.  35,  Ley  de  Marcas;  art.  1077,  Cód.  Civ.).  Entre  éstos  se 
comprenden  las  costas  causadas  en  el  juicio  de  falsificación, 
sin  que  obste  qud  en  dicho  juicio  no  se  dictó  la  condenación 
en  costas.  (La  sentencia  de  I*  instancia  absolvió  al  demandado; 
pero  la  Suprema  Corte  declaró  la  falsificación  de  la  marca, 
condenando  á  aquél.  Refiriéndose  al  silencio  del  fallo,  sobre 
las  costas,  dice :  que  ese  silencio  no  importa  exonerar  al  de- 
mandado de  la  responsabilidad  que  le  impone  las  disposi- 
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clones  legales  citadas,  y  siendo  un  verdadero  perjuicio  las  cos- 
tas de  un  pleito  motivado  por  un  delito,  no  era  necesaria  decla- 
ración alguna  para  que  esa  obligación  subsistiese).  —  T.  29, 
p.  24. 

Marca  de  fábrica.  —  La  que  puede  producir  confusión  perjudi- 
cial á  los  intereses  del  inventor,  no  puede  usarse  (art.  4,  Ley 
de  Marcas).  — T.  29,  p.  309. 

—  El  uso  de  la  marca  que  puede  producir  confusión,  en  virtud 
de  haber  sido  autorizada  por  la  oficina  correspondiente  antes 
de  ser  registrada  la  marca  del  inventor,  no  constituye  delito 
de  falsificación.  —  T.  29,  p.  309. 

—  No  es  aplicable  á  las  marcas  extranjeras,  lo  dispuesto  res- 
pecto del  plazo  para  su  registro  (ley  de  43  de  septiembre  de 
1877).— T.  29,  p.  309. 

—  Las  palabras  extrañas  al  país  en  que  se  fabrica,  y  al  del  país 
en  que  se  expende  un  articulo,  como  son  las  de  Real  Hollands, 
usadas  en  una  marca  de  fábrica  de  ginebra  hecha  en  Holanda, 
no  pueden  considerarse  como  de  uso  general,  y  perteneciendo 
á  una  marca  ya  registrada  y  reconocida  como  válida,  deben 
ser  suprimidas  de  la  que  se  ha  registrado  con  posterioridad.  — 
T.  30,  p.  258. 

—  El  que  ha  adquirido  la  propiedad  de  una  marca  de  fábrica, 
tiene  el  derecho  de  impedir  que  otro  la  use,  aunque  el  uso  haya 
sido  anterior  á  la  adquisición  de  la  propiedad  (art.  4,  5  y  10> 
Ley  de  Marcas).  —  T.  30,  p.  367. 

—  La  sola  posibilidad  de  que  un  producto  pueda  ser  confundi- 
do con  otro,  basta  para  hacer  efectivas  las  disposiciones  lega- 
les sobre  falsificaciones  de  marcas  de  fábrica.  —  T.  30,  p.  367. 

—  Guandt)  varios  industriales  han  hecho  una  misma  marca,  el 
derecho  de  usar  de  ella  exclusivamente^  pertenece  al  que  la  ha 
empleado  primero.  Este  puede  impedir  el  uso  de  la  marca  á  los 
demás,  aunque  no  sea  exactamente  igual^  con  tal  que  pueda 
producir  confusión  (art.  4,  38  y  39,  Ley  de  Marcas).  —  T.  30,  p. 

424. 


—  ni  —  MAR 

Marca  de  ftbrica.  —  La  apreciación  de  la  posibilidad  de  confu* 
sión  entre  dos  marcas,  corresponde  al  criterio  del  juez.  — T.  30, 
p.  421. 

—  La  imitación  en  sus  rasgos  principales  de  una  marca  de  fá- 
brica, que  haga  posible  la  confusión  entre  los  productos,  im- 
porta el  delito  de  falsificación  de  aquélla.  —  T.  30^  p.  519. 

—  El  uso  de  una  marca  muy  semejante  á  la  de  otro,  y  con  la 
que  puede  fácilmente  confundirse,  constituye  una  infracción 
de  la  ley  sobre  marcas  de  fábrica,  y  somete  á  su  autor  á  las  pe- 
nas señaladas  por  dicha  ley.  — T.  31,  p.  399. 

—  El  juicio  sobre  falsificación  de  ella,  debe  empezar  por  de- 
manda ó  acusación  del  interesado,  y  no  por  sumaría  informa- 
ción. (El  propietario  de  una  marca  solicitó  diversas  diligencias 
para  averiguar  si  la  persona  que  indicaba,  era  el  autor  de  falsi- 
ficación que  de  ella  se  hacia,  manifestando  que  en  vista  de 
ellas  formularia  acusación.  La  resolución  de  la  Corte  se  funda 
en  el  art.  31  de  la  ley  de  marcas).—  T.  32,  p.  162  y  167. 

—  No  probándose  el  dolo  en  el  expendio  de  artículos  con  marca 
falsificada,  no  son  aplicables  las  disposiciones  penales  de  la 
ley  demarcas  de  fábrica  (art. 28  de  dicha  ley).  —  T.  36, p.  111. 

—  El  dueño  de  la  marca  de  fábrica  que  se  ha  servido  de  ella  en 
una  forma  delictuosa,  no  tiene  derecho  á  ser  protegido  en  el 
uso  exclusivo  de  ella,  contra  los  imitadores  de  la  misma.  (La 
ley  de  marcas,  art.  28,  inc.  5<^,  establece  que  cometen  delito 
punible,  «todos  aquellos  que,  con  intención  fraudulenta  pon- 
gan ó  hagan  poner  sobre  una  mercadería,  una  enunciación  ó 
cualquier  otra  designación  falsa  con  relación...  ala  calidad  con 
que  haya  sido  fabricada»,  lo  que  importa  condenará  los  fabri- 
cantes que  usen  de  una  marca  de  fábrica  para  cigarrillos  que 
expenden  como  fabricados  con  tabaco  habano,  cuando  efecti- 
vamente los  elaboran  con  tabaco  de  otra  clase;  y  no  pueden 
prevalerse  de  ese  delito  para  perseguir  á  otros  á  quienes  impu- 
tan un  delito  igual  al  que  ellos  cometieron  previamente.  Al 
proteger  la  ley  á  los  comerciantes  en  el  uso  exclusivo  de  su 
marca,  no  busca  sólo  ampararles  en  su  propiedad^  sino  tam- 
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como  marca  de  fábrica,  establece  la  condición  con  dibujo  espe- 
cial (art.  1,  Ley  de  Marcas).  —  T.  53,  p.  155. 

Marca  de  fábrica.  —  El  hecho  de  vender  ó  circular  articules 
con  marca  falsificada  ó  fraudulentamente  aplicada,  no  consti- 
tuye delito  sino  á  condición  de  que  ello  se  realice  con  conoci- 
miento de  la  falsificación  ó  fraude  (art.  28,  inc.  3o,  Ley  de 
Marcas).  —  T.  56,  p.  285. 

—  La  locución  pasada  al  uso  general  para  designar  una  clase 
de  cigarros,  no  puede  considerarse  por  si  sola,  como  marca  de 
fábrica;  y  el  que  la  emplea,  sin  imitar  los  demás  atributos  con 
que  dicha  locución  forman  la  marca  acordada  á  otro,  no  co- 
mete falsificación.  —  T.  57,  p.  32. 

—  El  propietario  de  una  marca  extranjera  debidamente  registra- 
da, puede  acusar  por  medio  de  apoderado  el  delito  de  falsifi- 
cación de  marca,  sin  que  obste  la  circunstancia  de  estar  ausente 
(art.  42,  Ley  de  Marcas).  —  T.  58,  p.  362. 

—  Debe  desestimarse  la  querella  por  falsificación  de  marca, 
cuyos  fundamentos  no  han  sido  probados.  —  T.  59,  p.  95. 

—  Corresponde  al  actor  la  prueba  de  ser  falsificadas  las  mer- 
caderías que  el  demandado  vende  bajo  la  marca  de  aquél,  y  de 
haber  sido  vendidas  con  conocimiento  de  la  falsificación  :  sin 
esa  prueba,  el  demandado  debe  ser  absuelto.  —  T.  59,  p.  275. 

—  En  los  juicios  por  falsificación  de  marca  de  fábrica,  no  pro- 
cede la  excepción  de  arraigo,  ni  de  falta  de  personería  en  el 
procurador  con  poder  bastante.  —  T.  59,  p.  403. 

—  No  procede  la  instrucción  del  sumario  en  las  causas  sobre 
falsificación  de  marca  de  fábrica  (art.  34,  ley  de  la  materia).  — 
T.  60,  p.  122. 

—  No  existe  delito  de  falsificación  de  marca  de  fábrica,  cuando  no 
hay  posibilidad  razonable  de  confusión  entre  la  marca  del  acusa- 
dor y  la  del  acusado  (art.  23,  ley  de  lamareria). — T.  60,p.  130. 

—  La  denominación  cLa  Argentinas,  adoptada  como  marca 
de  fábrica,  no  es  contraria  á  lo  dispuesto  por  el  artículo  3,  in- 

•    ciso  1**,  de  la  ley  de  marcas  de  fábrica  y  de  comercio.  (Es  evi- 
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dente  que  la  ley  se  ha  propuesto  evitar  que  algún  productor  ó 
comerciante,  mediante  el  registro  de  letras,  palabras,  nombres 
ó  distintivos  que  use  ó  deba  usar  el  Estado,  se  las  apropie  y 
haga  que  sus  productos  ó  mercancías  adquieran  con  la  impo- 
sición de  la  marca,  un  sello  oficial,  que  en  verdad  no  tendrían, 
al  mismo  tiempo  que  impedir  la  posible  confusión  de  los  pro- 
ductos ú  objetos  oficiales  con  los  de  fabricación  ó  propiedad 
particular.  La  denominación  c  La  Argentina  »,  concedida  como 
marca,  no  encuadra  dentro  de  la  prohibición  legal :  ella  no  es 
oficial,  no  sirve  para  caracterizar  ningún  objeto  emanado  de  los 
poderes  públicos  y  no  es  usada  por  el  Estado  en  parte  ó  cosa 
alguna.  Ningún  consumidor  sería  inducido  á  confundir  los  pro- 
ductos  que  con  ella  se  distinguen,  con  ningún  producto  ú  obje- 
to de  procedencia  del  Estado:  nadie  puede  creer  que  dichos 
productos  son  ofíciales  ó  cuentan  con  la  protección  ó  garantía 
del  gobierno).  —  T.  60,  p.  23Í . 

Harca  de  fábrica.  -^  El  propietario  de  la  marca  «  La  Argentina  »^ 
explotada  por  la  sociedad  Seminario  y  compañía,  de  la  cual  hizo 
parte  y  se  hizo  después  cargo  transmitiendo  su  activo  y  pasivo, 
puede  exigir  que  se  modifique  la  denominación  c  Seminario  y 
compañía»,  que  otra  sociedad  use  en  la  fabricación  de  artículos 
similares.  (Si  bien  es  verdad  que  en  principio,  el  apellido  que 
lleva  una  persona,  es  propiedad  de  la  misma  y  puede  usarlo  en 
los  productos  de  su  industria,  este  derecho  debe  tener  una  limi- 
tación en  el  derecho  de  los  demás  que  llevan  ese  mismo  apellido. 
Si  alguno  de  éstos  ha  registrado  ese  apellido  como  marca,  y  él 
ha  servido  para  distinguir  los  productos  de  su  fábrica,  no  puede 
considerarse  lícito  que  otro  use  del  derecho  de  emplear  el  mis- 
mo apellido  en  la  fabricación  de  artículos  similares,  de  tal  mo- 
do que  aproveche  el  crédito  adquirido  por  el  primero,  y  que 
haga  posible  la  confusión  entre  los  productos  de  una  y  otra  fá- 
brica. Así  el  art.  22  de  la  ley  de  marcas  establece  que  el  nombre 
del  comerciante  y  el  de  la  razón  social,  constituye  una  propiedad 
industrial;  pero  el  art.  23 prescribe  que  el  comerciante  que 
quiera  ejercer  con  el  mismo  nombre  una  industria  ya  explota- 
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da  por  otra  persona,  deberá  adoptar  una  modificación  que  ha- 
ga que  ese  nombre  sea  visiblemente  distinto  de)  que  usase  la 
casa  preexistente).  —  T.  60.  p.  231. 
BE«ro«  de  fíibric*.  —  El  que  usa  de  una  marca  registrada  á  favor 
de  otro,  incurre  en  las  penas  establecidas  por  la  ley  sobre 
marcas  de  fábrica  y  de  comercio.  —  T.  60,  p.  231. 

Negados  los  hechos  en  que  se  fúndala  acusación,  la  falta  ab- 
soluta de  pruebas  por  parte  del  acusador,  impono  la  absolución 
del  procesado  y  la  declaración  de  ser  calumniosa  la  acusación. 

-  T.  60,  p.  440. 

-  La  locución  pasada  al  uso  general  para  designar  cierta  clase 
de  cigarros,  no  puede  considerarse  por  sí  sola  como  marca  de 
fábrica  ;  y  el  que  la  emplea  en  el  espendio  de  cigarros  de  esa 
clase,  no  comete  falsificación  de  marca  (art.  3,  inc.  4°,  Ley  de 
Marcas).  —  T.  61,  p.  80. 

Sin  la  prueba  de  ser  falsificados  los  artículos  embargados  al 
demandado  y  vendidos  por  él,  y  de  ser  éste  el  autor  de  la  fal- 
sificación, ó  de  haberlos  vendido  con  conocimiento  de  su  fal- 
sedad, debe  rechazarse  la  acusación. —  T.  61,'P'  1M  y  206. 

Cuando  se  considera  que  no  es  posible  la  confusión  de  los 
productos,  no  procede  la  acción  por  imitación  ó  falsificación 
de  marca  de  fábrica.  —  T.  61 ,  p.  330. 

-  Sin  la  prueba  de  haber  sido  los  vendidos  por  el  acusado,  los 
productos  falsificados,  y  sin  la  de  haber  éste  hecho  uso  del 
nombre  y  etiqueta  del  demandante,  procede  su  absolución  de 
la  demanda  (art.  2,  3  y  6,  Ley  Marcas).  —  T.  62,  p.  95. 

-  Lo  dispuesto  por  el  articulo  36  de  la  ley  sobre  marcas  de  fá- 
brica y  de  comercio,  se  refiere  á  los  plazos  dentro  de  los  cuales 
puede  iniciarse  la  acción  ;  y  una  vez  presentada  la  demanda, 
cualesquiera  que  sean  las  actuaciones  que  se  produjeren  en  el 
juicio,  bastan  para  excluir  el  abandono  á  que  se  refiere  ei  ar- 
ticulo 174,  Código  Procedimientos  Criminales.  — T.  63,  p.  144. 

-  Es  violatorro  de  la  ley  sobre  marcas  de  fábrica  y  de  comer- 
cio, la  incorporación  á  una  marca  de  los  rasgos  caracteristí- 
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eos  de  otra,  que  puede  á  primera  vista  producir  confusión  en- 
tre los  artículos  similares,  é  inducir  en  error  á  los  consumido- 
res (art.  i  y  33,  ley  citada).  —  T.  62,  p.  246. 

Marca  de  fábrica.  —  Véase  :  Arraigo;  Pena;  Frueba, 

Marca  falsificada.  —  Véase  :  Prueba. 

Marchamo.  — Véase  :  Impuesto  provincial. 

Marido.  —  Las  deudas  de  éste,  gravan  los  bienes  comunes  de  los 
esposos.  Dichos  bienes  no  pueden  ser  heredados  sin  la  res- 
ponsabilidad de  aquéllos.  — T.  7,  p.  331. 

—  Pendiente  un  mandamiento  contra  el  marido,  éste  no  puede 
autorizar  á  la  mujer  á  enajenar  un  bien  ganancial,  de  que  es 
dueño  en  parte.  —  T.  19,  p.  390. 

—  Las  declaraciones  de  éste  á  favor  de  la  mujer,  que  puedan 
perjudicar  á  un  tercero  con  quien  está  en  juicio  y  pendiente 
éste,  son  de  ningún  valor  (art.  1228  y  1229,  Cód.  Civ.).  — T.  20, 
p.  292. 

—  Responde  de  las  obligaciones  contraídas  por  la  mujer  con 
su  poder  en  forma  (art.  1281,  Cód.  Civ.).  —  T.  27,  p.  62. 

Marineros.  —  Según  el  principio  de  derecho  internacional  con- 
signado en  la  ley  15,  título  14,  partida  3*,  cuando  la  contienda 
es  entre  extranjeros  y  sobre  obligación  estipulada  en  país  extra- 
ño, como  sucede  en  la  demanda  de  marineros  austriacos  con- 
tratados en  Austria,  por  cobro  de  sueldos,  la  cuestión  debe 
resolverse  según  la  ley  del  país  en  que  se  contrajo  la  obliga- 
ción ;  y  por  consiguiente,  dichos  marineros  no  pueden  aban- 
donar el  buque  hasta  su  regreso  á  un  puerto  de  aquel  país, 
aun  cuando  hubiere  terminado  el  tiempo  por  qué  obligaron 
sus  servicios,  por  ser  esta  la  ley  vigente  en  Austria.  —  T.  2, 
p.  143. 

—  Todo  servicio  extraordinario  prestado  por  un  marinero, 
tiene  derecho  á  una  recompensa  especial,  cuyo  importe  puede 
ser  determinado  por  arbitros  arbitradores,  no  debiendo  exce- 
der de  la  cuenta  que  cobra  el  mismo  marinero  (art  1173,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  9,  p.  424^ 
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Marineros.  —  Los  marineros  tienen  privilegio  en  el  buque  y 
fletes  para  el  pago  de  los  sueldos  vencidos  en  el  último  viaje. 
Estos  sueldos  son  preferidos  al  pago  de  la  provisiones  sumi- 
nistradas en  el  mismo  viaje  (art.  4182,  4021  y  4022,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  10,  p.  447. 

Martiliero.  —  No  habiendo  conformidad  de  partes  sobre  nom- 
bramiento de  martiliero  en  caso  de  ejecución,  debe  ordenar- 
se la  venta  en  subasta  pública  (art.  288,  Ley  Proc).  —  T.  21, 
p.  429. 

—  En  un  remate  judicial  que  no  tiene  lugar  por  falta  de  posto- 
res, el  martiliero  tiene  derecho  á  cobrar  sus  gastos  y  una  co- 
misión por  el  tiempo  empleado.  —  T.  22,  p.  11. 

Matrimonio. —  Véase  :  Inconstitucional. 

Major  cuantía.  —  La  demanda  de  mayor  cuantía  no  pierde 
este  carácter,  si  por  el  pago  de  una  parte  de  la  cantidad  de- 
mandada, verificado  en  el  curso  del  juicio,  se  ha  reducido  la 
que  sigue  disputándose  á  un  valor  menor  de  doscientos  pesos 
fuertes,  siempre  que  para  ello  no  se  entable  nuevo  juicio.  — 
—  T.3,  p.  167. 

Medida  excepcional.  —  No  es  justo  que  una  medida  excep- 
cional adoptada  para  un  estado  de  cosas  extraordinario,  se 
aplique  cuando  este  estado  de  cosas  haya  dejado  de  existir ;  y 
por  consiguiente,  la  tarifa  doble  de  lanchaje  que  se  convino 
por  la  descarga  de  los  buques  en  el  tiempo  de  la  epidemia  en 
que  estuvo  cerrada  la  aduana,  no  puede  cobrarse  en  el  caso 
de  una  descarga  efectuada  varios  días  después  de  puesta  de 
nuevo  en  servicio  la  aduana.  —  T.  13,  p.  241. 

Mejora  de  invento.  —  Véase  :  Privilegio. 

Mejora  de  recurso.  —  No  mejorándose  el  recurso  en  el  térmi- 
no legal,  se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera  rebeldía 
que  acuse  el  apelado  (art.  214,  Ley  Proc).  —  T.  10,  p.  163, 
316,  333.  406,  422  y  462;  t.  11,  p.  101  y  220 ;  1. 12,  p.  83,  85, 
89,  93  y  223. 

—  La  ley  no  obliga  á  mejorar  el  recurso,  en  el  caso  de  apela- 
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ción  para  ante  el  juez  de  sección,  de  una  sentencia  arbitral.  — 
T.  23,  p.357. 

Mejora  de  recurso. — En  las  apelaciones  en  relación,  no  corres- 
ponde el  señalamiento  de  término  para  mejorar  el  recurso.  — 
T.  38,  p.  339. 

—  Debe  darse  por  mejorado  el  recurso,  siempre  que  la  mejora 
baya  sido  hecha  antes  ó  al  mismo  tiempo  de  acusarse  la  rebel- 
día. —  T.  58,  p.  52. 

—  El  término  para  la  mejora  del  recurso  de  apelación,  corre 
desde  la  notificación  del  emplazamiento.  —  T.  60,  p.  485. 

—  El  término  para  la  mejora  corre  desde  el  día  siguiente  de  la 
notificación  del  auto  que  concede  el  recurso.  —  T.  62,  p.  166. 

—  Véase:  Deserción  de  recurso;  Emplazamiento. 

Mejoras.  —  En  caso  de  reivindicación^  reconocida  á  favor  del 
poseedor  de  buena  fe,  el  derecho  á  cobrar  las  expensas  y  me- 
joras hechas  en  el  fundo,  la  cuestión  queda  limitada  á  la  ava- 
luación de  ellas.  —  T.  16,  p.  304. 

—  Las  hechas  con  conocimiento  y  consentimiento  del  propie- 
tario que  se  manifiesta  dispuesto  á  pagarlas,  deben  conside- 
rarse como  autorizadas.  —  T.  35,  p.  134. 

—  No  existiendo  contrato  á  término  fijo,  ni  autorización  escrita 
del  propietario,  el  locatario  no  puede  cobrar  mejoras,  ni  usar 
por  razón  de  ellas,  del  derecho  de  retención  (art.  1539,  inc.  4^ 
art.  1543,  Cód.  Civ.).  —  T.  48,  p.  217. 

—  La  providencia  mandando  entregar  el  inmueble  arrendado 
bajo  fianza  por  el  pago  de  mejoras,  no  resuelve  la  cuestión 
principal  sobre  existencia  é  importancia  de  las  mejoras  de 
cargo  del  locador.  —  T.  54,  p.  219. 

—  Véase  :  Embargo;  Locación;  Recontención. 

Mejor  derecho.  —  El  acreedor  á  quien  él  deudor  ha  cedido  la 
cuarta  parte  de  sus  sueldos  por  arreglo  aprobado  por  juez 
competente,  tiene  mejor  derecho  sobre  la  suma  que  importaba 
dicha  cuarta  parte  en  la  fecha  de  la  cesión.  —  T.  32,  p.  287. 
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Melgarejos.  Véase  :  Moneda. 

Menor  cuantía.  —  La  Suprema  Corte  no  conoce  en  apelaciones 
referentes  á  asuntos  de  menor  cuantía  (art.  4,  Ley  Jurisd.).  — 
T.  16,  p.  377. 

—  Véase  :  Apelable;  Apelación:  Mandato;  Prueba ;  Rfícurso  de 
nulidad;  Suprema  Corte. 

Menores.  —  No  basta  alegar  como  posible  la  existencia  de  me- 
nores, sino  que  es  necesario  acreditarla,  para  demostrar  la  in- 
sufícíencia  de  títulos  que  se  basan  sobre  una  prescripción  que 
reúne  todos  los  extremos  de  la  ley. —  T.  12,  p.  446. 

—  Debe  aprobarse  el  auto  en  que  ha  sido  debidamente  repre- 
sentado y  consultado  el  derecho  de  los  menores  interesados 
en  la  causa  (art.  42,  ley  orgánica  de  los  terrritorios  nacionales 
de  1884).  —  T.  34,  p.  143,' 

—  La  protección  á  los  incapaces,  según  el  derecho  vigente, 
tiende  sólo  á  suprimir  los  impedimentos  de  la  incapacidad, 
dándoles  la  representación  legal ;  pero  sin  concederles  el  be- 
neñcio  de  restitución,  ni  ningún  otro  benefício  ó  privilegio 
(art. 58,  Cód.  Civ.).  —  T.  54,  p.  117. 

—  Véase  :  A usentes ;  Pricilegio  ;  Remate;  Restitución  in integrum  ; 
Venta. 

Mensura.  —  Son  parte  en  el  juicio  de  mensura,  todos  los  co- 
lindantes. —  T.  4,  p.  7. 

—  La  no  aprobada  por  autoridad  competente,  no  puede  servir  de 
fundamento  en  una  demanda  sobre  posesión.  —  T.  15,  p.  473. 

—  La  petición  de  mensura  no  importa  un  caso  contencioso, 
y  no  corresponde,  por  lo  mismo,  al  conocimiento  de  los  tri- 
bunales federales  (art.  2,  ley  de  16  de  octubre  de  1862).  — 
T.  18,  p.  176. 

—  La  oposición  á  ella  importa  un  juicio  contencioso,  cuyo  co- 
nocimiento puede  ser  traído  á  la  justicia  federal  por  la  distinta 
vecindad  ó  nacionalidad  de  las  partes.  —  T.  25,  p.  165. 

—  La  mensura  y  amojonamiento  en  campo  ajeno,  es  un  acto 
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de  turbación  de  la  posesión  (arl.  238i,  Cód.  Civ.).  —  T.  25, 
p.  443. 

lensura. — La  de  un  terreno  contiguo  al  río  en  que  se  han  dejado 
40  varas,  ó  sea  34  metros  64  centímetros  de  ribera,  con  arreglo 
al  título,  debe  ser  aprobada,  no  siendo  apreciable  la  diferencia 
de  36  centímetros  que  faltan  para  los  35  metros  que  establece  el 
Código  Civil.  —  T.  26,  p.  345. 

-  La  oposición  á  la  mensura,  fundada  en  la  nulidad  no  pro- 
bada del  título,  debe  considerarse  como  temeraria.  —  T.  26, 
p.  345. 

-  La  petición  de  ella,  no  importa  un  caso  contencioso,  y  no 
produce  el  efecto  de  radicar  ante  el  tribunal  que  la  provee,  el 
juicio  á  que  pueden  dar  lugar  las  protestas  contra  la  diligencia 
de  la  medición.—  T.  28,  p.  96. 

-  Protestada  una  mensura,  y  ejecutoriado  el  auto  por  el  cual 
se  ordena  que  los  interesados  hagan  valer  sus  derechos  por  la 
vía  ordinaria,  corresponde  que  se  mande  formalizar  la  oposi- 
ción. Antes  de  ésto  no  puede  pedirse  se  deseche  la  oposición 
como  improcedente  y  se  apruebe  la  mensura,  por  razón  de  ha- 
berse admitido  una  demanda  de  jactancia  del  protestado,  y  de 
no  haber  el  protestante  interpuesto  la  acción  exigida  (art.  624, 
Cód.  Proc.  de  los  tribunales  de  la  Capital,  vigente  en  los  terri- 
torios nacionales).  —  T.  45,  p.  163. 

La  operación  de  mensura  mandada  hacer  por  un  gobierno 
de  provincia  con  el  objeto  de  averiguar  la  existencia  de  sobran- 
tes fiscales,  y  no  para  atribuirse  derechos  posesorios,  no  au- 
toriza la  acción  posesoria  de  retener  deducida  por  el  dueño 
del  campo  mensurado.  (El  deslinde  se  mandó  practicar  como 
parte  integrante  de  procedimiento  administrativo,  seguido  á 
consecuencia  de  denuncia  sobre  existencia  de  terrenos  de  pro- 
piedad pública  :  art.  2496  y  2750,  Cód.  Civ.).  —  T.  49,  p.  405 
y  466. 

-  Debe  rechazarse  la  oposición  á  una  mensura  que  se  funde 
en  el  dominio,  cuando  el  opositor  no  presenta  las  correspon- 
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dientes  escrituras  públicas  de  propiedad  debidamente  proto- 
colizadas^ ni  pruébala  posesión  del  área  mensurada.  —  T.  51, 
p.  282. 

Mensura. — Por  derecho  repútanse  condominos  del  terreno  que 
respectivamente  poseen^  los  propietarios  de  predios  rústicos 
contiguos,  cuyos  límites  se  hallen  confundidos ;  y  la  mensura 
aprobada  judicialmente  de  común  acuerdo  entre  ellos,  sirve  de 
título  declarativo  de  propiedad  para  el  uso  de  la  parte  que  el 
otro  hubiere  poseído  y  que  le  tocase  en  su  lote,  considerán- 
dose que  el  anterior  poseedor  nunca  hubiese  sido  dueño  de 
ella.  —  T.  53.  p.  5 

—  La  falta  de  citación  y  audiencia  del  poseedor  precario, 
tanto  para  la  operación  de  mensura^  como  para  su  aprobación, 
no  puede  afectar  la  validez  de  la  misma,  habiéndose  dado  in- 
tervención al  que  por  derecho  correspondía.  —  T.  53,  p.  5. 

—  Debe  rechazarse  la  oposición  á  una  mensura,  que  no  menos- 
caba los  derechos  de  los  opositores.  —  T.  58,  p.  214. 

—  Cuando  se  ha  enajenado  una  área  de  terreno,  bajo  un  cierto 
número  de  medidas  á  tomarse  en  un  terreno  más  grande,  y  no 
se  ha  hecho  á  su  tiempo  la  entrega  ad  mensnram  de;  la  pro- 
piedad enajenada,  debe  procederse  á  la  mensura  á  costa  del 
enajenante  (art.  1344,  inc.  3o,  Cód.  Civ.).  — T.  60,  p.  96. 

—  Véase  :  Acción  posesoria;  Interdicto;  Justicia  federal;  Posesión, 

Mercaderías.  —  Si  al  vencer  los  tres  días  señalados  en  el  ar- 
tículo 179  de  las  ordenanzas  de  aduana  (antiguas),  no  existen 
mercaderías  en  ésta,  el  cobro  debe  salir  de  la  jurisdicción  ad- 
ministrativa y  entrar  en  la  judiciaria.  La  administración  no 
puede  reasumirla  para  embargar  las  mercaderías  entradas  con 
posterioridad.  Es  al  juez  á  quien  se  debe  ocurrir,  quien  puede 
ordenar  el  embargo  de  éstas.  —  T.  10,  p.  203. 

—  Las  mercaderías  introducidas  por  el  deudor  á  la  aduana,  con 
posterioridad  al  vencimiento  de  sus  letras,  pueden  ser  embar- 
gadas y  vendidas  por  orden  del  juez  que  conoce  del  cobro  fis- 
cal, siendo  realmente  de  aquél.  —  T.  10,  p.  203. 
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Mercaderías. — Coexistiendo  éstas  en  la  aduana^  para  que  pue- 
dan ser  embargadas,  debe  ocurrirse  á  los  tribunales  á' perseguir 
el  cobro  de  la  deuda  (art.  187,  Ord.  ant.).  —  T.  10,  p.  203. 

—  El  artículo  482  délas  ordenanzas  de  aduana  (antiguas),  tiene 
por  objeto  definir  cuáles  son  las  mercaderías  que  deben  con- 
siderarse del  deudor.  —  T.  10,  p.  203. 

—  La  entrega  de  mercaderías  efectuada  al  encargado  para  reci- 
birlas, se  reputa  hecha  una  vez  que  consta  su  entrada  en  los 
libros  de  aquél,  y  el  sello,  queden  las  prácticas  del  mandatario, 
era  el  modo  de  otorgar  recibo,  en  el  conocimiento  de  las  mis- 
mas. —  T.  31,  p.  164. 

--  Después  de  los  términos  legales,  es  improcedente  todo  recla- 
mo por  falta  en  las  mercaderías  entregadas  (art.  174,  175,1246 
y  1247,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  43,  p.  308. 

—  Las  existentes  en  la  aduana,  se  entiende  que  pertenecen  á  la 
persona  que  ha  pedido  su  despacho  con  conocimientos  á  la  or- 
den (art.  171,^ Ord.).  —  T.  49,  p.  508. 

—  Véase:  Aduana;  Averias;  Comiso;  Contrabando;  Reconoci- 
miento j  Transporte, 

Mercaderías  retenidas.  — Véase:  Contrabando. 

Mercado.  —  Véase :  Bienes  municipales;  Embargo;  Radio  de  mer- 
cado. 

Miedo.  —  La  excepción  de  miedo  grave  y  de  violencia,  debe  pro- 
barse por  hechos  especiales  y  capaces  de  inducir  al  agente  á 
cometer  el  crimen  sin  libertad.  — T.  8,  p.  384. 

—  Véase:  Fuerza;  Violencia. 

Miembros  del  Congreso.  —  Fuera  de  los  privilegios  acordados 
.  por  los  artículos  60  y  64  de  la  Constitución  Nacional,  los  miem- 
bros del  congreso  tienen  los  mismos  derechos  y  obligaciones 
que  cualquier  otro  ciudadano;  están  sometidos  á  las  leyes  del 
país  y  á  la  jurisdicción  de  los  tribunales.  —  T.  14,  p.  223. 

—  Véase :  Arresto;  Jefe  de  Policia ;  Senador  nacional. 
Militar.  —  La  cédula  real  de  1°  de  agosto  de  1784,  que  disponía 


MIL-MIN  —  Í84  — 

que  cuando  la  justicia  ordinaria  procediese  contra  un  militar, 
debía  verificar  su  prisión  por  conducto  de  su  jefe,  está  abolida. 
—  T.  9,  p.  533. 

Militar.  —  Véase:  Justicia  provincial . 

Minas.  —  La  exención  de  prisión  por  deudas  de  que  gozan  los 
dueños  de  minas,  no  puede  hacerse  efectiva,  si  aquellos  no  se 
ocupan  actualmente  de  su  explotación  (art.  3°,  tit.  49,  Ord.  de 
minas). —  T.  3,  p.  124. 

—  En  el  caso  en  que  los  dueños  de  minas  se  hayan  visto  obli- 
gados á  suspender  los  trabajos  de  explotación  por  falta  de  re- 
cursos, las  minas  no  se  tienen  por  desamparadas  aun  después 
de  vencido  el  término  legal;  pero  aquellos  no  siguen  gozando 
de  la  exención  de  prisión  por  deudas  (art.  45,  tit.  9,  Ord.  de 
minas).  —  T.  3,  p.  424. 

—  Los  contratos  de  aviación  de  mina  están  sujetos  á  las  leyes 
generales  sobre  interpretación  de  los  contratos,  en  la  parte  en 
que  la  ordenanza  de  minería  no  ha  establecido  reglas  particula- 
res. —  T.  9,  p.  258. 

—  Tratándose  de  la  posesión  de  un  establecimiento  de  minas, 
los  jueces  deben  proceder  y  fallar  las  cuestiones  que  se  susci- 
ten á  verdad  sabida  y  buena  fe  guardada  á  estilo  de  comercio 
(ordenanzas  de  minas  de  Nueva  España).  —  T.  9,  p.  365. 

—  Ordenada  por  sentencia  la  entrega  de  un  establecimiento  de 
minas,  «mercaderías  y  demás  objetos  que  se  relacionan  con  el 
de  fundición  y  minas»,  no  se  entiende  comprendida  entre  ellas 
las  mercaderías  cuya  relación  con  aquél  no  se  haya  demostrado 
y  pueden  constituir  un  comercio  separado.  —  T.  40,  p.  464. 

—  £1  título  de  propiedad  sobre  una  mina,  no  es  legal  si  no  está 
registrado,  ó  si  no  se  ha  pagado  la  contribución  correspon- 
diente.—T.  25,  p.  43. 

—  La  poseída  con  titulo  legal,  no  puede  denunciarse.  Los  so- 
cabones  son  labores  ó  trabajos  que  se  practican  en  las  minas, 
y  no  son  denunciables.  —  T.  25,  p.  43. 

—  Las  minas  con  sus  útiles  y  frutos,   deducidas  las  costas, 
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quedan  afectadas  al  pago  de  las  cantidades  suministradas  para 
su  beneficio.  El  tercero  á  quien  pasan  con  este  gravamen,  no 
puede  pedir  se  alce  el  embargo  trabado  en  la  ejecución  del 
aviador  contra  el  causante  de  aquel;  máxime  si  este  tercero, 
siendo  una  sociedad,  ha  reconocido  en  el  contrato  social  la 
existencia  del  crédito  que  ha  fundado  la  ejecución  (art.  1195  y 
1199,  Cód.  Civ.;  art.  6,  tit.  15,  Ord.  de  minería).—!.  28,  p.  287. 

Minas. — El  embargo  de  ellas,  que  no  causa  la  paralización  de  sus 
trabajos^  ó  que  la  causa  sin  culpa  del  ejecutante,  no  puede  dar 
lugar  á  reclamos.  —  T.  28,  p.  287. 

—  Las  denuncias  y  declaraciones  de  despueble  de  minas  son 
actos  que  pertenecen  á  la  admistración  de  la  localidad  y  las 
demandas  para  que  se  resuelva  sobre  ellas  no  competen  á  la 
justicia  nacional  (art.  110  y  113,  Cód.  Minería.  La  misión  del 
poder  judicial,  en  cuanto  á  minas,  es  en  lo  contencioso;  pero 
no  para  acordarlas  ni  declarar  caducada  una  concesión).  —  T. 
49,  p.354. 

—  £1  propietario  de  la  mina  tiene  derecho  con  arreglo  al  código 
vigente,  de  remover  el  interventor  existente,  y  de  reemplazarlo 
con  otro,  si  lo  quiere  (art.  309,  Cód.  Minería).  —  T.  58,  p.  54. 

—  Véase  :  Legislación  de  minas. 

Hinisteriode  menores. — Tiene  intervención  necesaria  en  todo 
asunto  en  que  se  trata  de  la  entrega  de  hijos  menores  al  padre 
contra  quien  se  alega  su  actual  inmoralidad,  y  que  abandonó  á 
sus  hijos  en  la  infancia,  sin  proveer  jamás  á  sus  necesidades 
(art.  494,  Cód.  Civ.).  —  T.  23.  p.  714. 

—  Véase  :  Ausentes;  Excepción  dilatoria;  Menores ;  Nulidad ; 
Prueba, 

Ministerio  fiscaL  —  No  puede  cambiar  la  acción  intentada  des- 
pués de  contestada  la  demanda,  y  de  haberse  seguido  sobre 
ella  el  juicio  correspondiente.  —  T.  5,  p.  285. 

—  Carece  de  facultades  para  asumir  la  representación  de  los 
particulares  damnificados,  y  pedir  contra  el  acusado  la  repa- 
ración de  los  daños  á  favor  de  aquellos.  —  T.  5,  p.  285. 
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io  fiscal. — No  corresponde  á  él,  el  ejercicio  de  las  accio- 
nes civiles  particulares  para  pedir  restituciones  declaradas  por 
sentencia  en  juicio  criminal,  pues  su  representación  está  limita- 
da á  la  acción  pública  para  el  castigo  del  delito  yno  á  las  pri- 
vadas que  de  él  se  derivan. —  T.  5,  p.  459. 

—  El  físcal  nacional  carece  de  personería  para  pedir  la  devolu- 
ción á  la  provincia,  de  los  sueldos  recibidos  por  los  empleados 
de  los  rebeldes.  —  T.  6,  p.  439yU3. 

—  El  procurador  fiscal  no  puede  ser  condenado  en  laá  costas 
del  proceso,  sino  en  el  caso  de  ser  maliciosa  y  temeraria  la 
acusación.  —  T.  6,  p.  241. 

—  Cuando  ejerce  sus  funciones  como  parte  principal  en  un 
proceso,  está  sujeto  á  los  términos  establecidos  por  la  ley  de 
procedimientos  é  incurre  en  rebeldía  no  contestando  la  de- 
manda dentro  de  ellos.  — T.  H,  p.  399 

—  La  acción  pública  es  inalienable,  y  el  desistimiento  que  de 
ella  crea  deber  hacer  el  ministerio  público,  no  puede  desapo- 
derar  á  los  tribunales  del  conocimiento  y  prosecución  de  la 
acción,  una  vez  promovida,  ni  están  obligados,  en  consecuen- 
cia, á  aceptar  su  renuncia  ó  desistimiento,  si  el  interés  de  la 
justicia  les  exige,  á  su  juicio,  continuar  conociendo  en  la  causa, 
—  T.  41,  p.  120. 

—  En  los  procesos  criminales  debe  darse  intervención  al  mi- 
nisterio fiscal  desde  su  principio  (art.  118,  182,  y  293,  Cód. 
Proc.  Crim.).  —  T.  47,  p.  457. 

—  No  puede  excusar  su  intervención  en  los  procesos  criminales, 
sobre  violación  de  correspondencia.  (Los  procuradores  fiscales 
son  parte  en  las  causas  criminales,  con  la  sola  limitación  de 
los  casos  en  que  por  las  leyes  penales  no  sea  permitido  el  ejer- 
cicio de  la  acción  pública:  art.  118,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  55, 
p.  443. 

—  Véase  :  Desistimiento;  Fiscal;  Fiscal  ad  koc;  Procurador 
fiscal ;  Procurador  general ;  Rebeldía. 

Hinistro  diplomático.  — Los  ministros  diplomáticos  están  exen- 
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tos,  por  el  derecho  de  gentes,  de  la  jurisdicción  del  país  en 
que  residen,  á  menos  que  renuncien  á  este  privilegio  con  au- 
torización del  gobierno  que  representan  (art.  4,  inc.  i^,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  49,  p.  408; 
Ministro  diplomático. — Por  el  hecho  de  haber  un  ministro  di- 
plomático entablado  acción  ante  la  Suprema  Corte,  sobre  resci- 
sión y  nulidad  de  un  contrato,  debe  entenderse  que  se  ha 
sometido  á  su  jurisdicción  para  las  cuestiones  sobre  cumpli- 
miento de  dicho  contrato,  que  participen  del  carácter  de 
tercería.— T.  59,  p.  279. 

—  Véase  :  Encargado  de  negocios ;  Suprema  Corte. 

Hodificacióa  de  contrato.  —  Véase  :  Prueba. 

Honeda.  —  La  diferencia  en  el  cambio  de  ella,  en  general,  apro- 
vecha y  perjudica  al  acreedor.  —  T.  4 ,  p.  259. 

—  La  boliviana,  no  ha  tenido  curso  legal  en  la  República,  sino 
que  su  curso  ha  sido  simplemente  tolerado  ;  y  los  tribunales 
nacionales,  no  pueden  conocer  en  los  casos  de  falsificación  de 
ella  (art.  60,  Ley  Penal).  —  T.  2,  p.  264. 

—  El  hecho  de  introducir  y  expender  moneda  falsa  de  oro,  de 
curso  legal  en  la  República,  es  un  delito  previsto  y  penado 
por  el  artículo  60  de  la  ley  penal  de  44  de  septiembre  de  4863. 
—  T.  2,  p.  302 

—  La  boliviana  no  está  incluida  en  las  que  el  congreso  ha  de- 
clarado de  curso  legal  en  la  República.  —  T.  3,  p.  264. 

—  La  ley  penal  nacional  sólo  castiga  la  falsificación  de  mone- 
da de  curso  legal  en  la  República.  —  T.  3,  p.  264 . 

—  Probado  el  delito  de  falsificación  y  circulación  de  moneda 
metálica,  debe  imponerse  á  su  autor  la  pena  que  señala  el  ar- 
tículo 60  de  la  ley  penal  nacional.  —  T.  3,  p.  443. 

—  La  reincidencia  en  el  mismo  delito,  es  una  circunstancia  agra- 
vante. —  T.  3,  p.  443. 

—  La  ley  de  Santa  Fe,  de  30  de  julio  de  4868,  que  mandaba  á 
los  bancos  de  emisión  de  la  provincia,  que  pagasen  sus  billetes 
en  moneda'fuerte,  tiene  por  objeto,  ya  que  no  excluir  de  una 
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manera  total^  á  los  menos  limitar  la  circulación  de  la  moneda 
de  plata  boliviana.  Dicha  ley  no  es  invasora  de  la  atribución 
del  congreso,  sino  cooperadora  de  la  ejecución  que  debe  darse 
á  sus  sanciones^  y  no  resulta,  por  tanto,  repugnante  á  la  cons- 
titución provincial.  —  T.  40,  p.  427. 

Moneda. — La  moneda  de  plata  boliviana  no  está  incluida  en  las 
que,  como  de  curso  legal  y  de  aceptación  obligatoria  en  los 
pagos,  enumeró  el  congreso  en  la  ley  de  21  de  octubre  de  1863. 
—  T.  10,  p.  427. 

—  La  moneda  boliviana  conocida  con  el  nombre  de  Melgare- 
jos, no  es  consentida  por  los  usos  de  comercio,  ni  tiene  valor 
estable.  —  T,  12,  p.  129. 

—  Los  cóndores  chilenos  están  reconocidos  como  moneda  de 
curso  legal.  ~  T.  25,  p.  248. 

—  La  ley  de  monedas  de  5  de  noviembre  de  1881,  fué  deroga- 
da por  la  de  19  de  octubre  de  1883,  y  con  ella  fueron  deroga- 
das sus  disposiciones  penales.  —  T.  49,  p.  319. 

—  Operándose  la  compensación  por  la  consistencia  de  un  cré- 
dito y  de  una  deuda  sobre  prestaciones  de  cosas  que  las  partes 
pueden  darse  recíprocamente  en  pago,  no  puede  pretenderse 
que  ni  la  ley  que  establece  y  regla  ese  modo  de  extinción  de 
obligaciones,  ni  las  sentencias  que  en  su  virtud  asi  lo  decla- 
ren, importen  la  creación  de  moneda.  —  T.  57,  p.  326. 

—  Véase  :  Cambio;  Congreso;  Pago ;  Sistema  monetario. 

Moneda  extranjera.  —  La  facultad  de  fijar  el  valor  relativo  de 
las  monedas  extranjeras  que  hayan  de  tener  curso  legal  en  la 
República,  es  atribución  exclusiva  del  Congreso  (art.  67,  inc.lO, 
Const.  Nac).  Esta  facultad  únicamente  lo  es,  cuando  se  trata 
de  admitir  en|la  circulación  la  moneda  extranjera,  con  el  carác- 
ter de  moneda  legal  para  los  pagos,  y  no  cuando  se  trata  de  ex- 
cluir ó  de  limitaren  la  circulación  una  moneda  extranjera  que 
sólo  reviste  el  carácter  de  moneda  tolerada.  — T.  10,  p.  427. 

—  El  poder  ejecutivo  nacional  dictó  el  decreto  de  6  de  junio 
de  1876,  designando  el  jalor  de  las  monedas  extranjeras,  en 


—  489  —  MOX-MOR 

cumplimiento  de  la  ley  de  29  de  septiembre  de  4875.  —  T.  22, 
p.  450. 

Montes  de  Montiel.  —  La  ley  de  la  provincia  de  Entre-Rios  de 
24  de  febrero  de  4835,  referente  á  los  montes  de  Montiel  y  los 
que  se  les  unen,  no  concede  propiedad  sino  posesión  de  la 
tierra.  —  T.  20,  p.  284. 

Mora.  — El  gobierno  no  está  obligado  á  pagar  una  deuda,  mien- 
tras ésta  no  quede  justificada  y  liquidada.  —  T.  4,  p.  259. 

—  Antes  de  justificada  y  liquidada  la  deuda,  no  puede  haber 
mora  en  el  pago.  —  T.  4,  p.  259. 

—  No  existiendo  mora,  no  hay  obligación  de  pagar  la  diferen- 
cia del  cambio  de  moneda  y  los  intereses.  —  T.  4,  p.  259. 

—  El  deudor  moroso  y  litigante  temerario,  debe  pagar  las  cos- 
tas del  juicio  é  indemnizar  la  desmejora  que  los  efectos  recla- 
mados sufran  desde  el  día  de  la  demanda  de  restitución.  — T. 
3,  p.  444. 

—  Debiéndose  pagar  los  días  de  demora  .en  la  carga,  cada  día 
vencido,  se  incurre  en  mora  no  pagándolos.  — T.  8,  p.  27. 

—  El  hecho  de  haber  contribuido  á  causar  la  mora,  hace  que  no 
se  juzgue  temeraria  una  demanda  al  respecto.  —  T.  8,  p.  268. 

—  El  deudor  cae  en  mora  por  el  hecho  de  la  notificación  de  la 
demanda^  hasta  la  chancelación  del  crédito  (art.  213,  248  y  225, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  42,  p.  397. 

—  Caído  en  mora  el  fletador  de  un  buque  por  su  sola  culpa, 
está  en  la  obligación  de  pagar  al  capitán  los  gastos  que  se  hu- 
bieren originado  al  buque.  —  T.  43,  p.  94. 

—  Habiendo  mora  en  el  cumplimiento  de  una  obligación,  el 
deudor  debe  abonar  los  intereses  moratorios.  —  T.  43,  p.  224. 

—  En  los  casos  en  que  hay  plazos  fijados  en  los  contratos  para 
la  obligación  del  deudor,  se  constituye  éste  en  mora  por  el 
solo  hecho  de  dejar  vencer  el  plazo  sin  cumplir  con  la  obliga- 
ción.—T.  44,  p,  348. 

—  Para  probar  la  mora  en  la  entrega  de  una  obra,  es  necesario 
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probar  la  fecha  en  que  debió  concluirse,  y  la  resistencia  á  en- 
tregarla. —  T.  16,  p.  465. 

Mora. — Se  cae  en  mora,  no  sólo  por  el  cobro  judicial,  sino  tam- 
bién por  el  privado  que  es  un  acto  equivalente,  cuando  no  hay 
motivo  legal  que  justifique  la  morosidad  ó  no  exista  con- 
vención en  contrario  (art.  243  y  sig.,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  46, 
p.  282. 

—  Uno  de  los  obligados  no  incurre  en  mora,  y  por  consecuen- 
cia en  pena,  si  el  otro  no  cumple  ó  se  allana  á  cumplir  la  obli- 
gación que  le  es  respectiva,  máxime  cuando  por  los  hechos 
posteriores  de  las  partes,  resulta  extinguida  la  obligación  pri- 
mitiva en  que  se  estipula  la  pena  (art.  510,  Cód.  Civ.;  art.  289, 
Cód.  Com.  ant).  — T.  24,  p.  118. 

—  La  del  comprador  da  derecho  al  vendedor  para  pedir  los  in- 
tereses del  precio,  no  la  rescisión  del  contrato  (art.  4429,  Cód. 
Civ.).  —  T.  25,  p.  456. 

—  Por  tal,  no  se  entiende  el  retardo  pura  y  simplemente,  en  el 
cumplimiento  de  una  obligación,  pues  según  el  significado  ju- 
rídico de  la  mora  y  según  el  precepto  del  articulo  599  del  Códi- 
go Civil,  para  que  el  deudor  incurra  en  ella,  sea  que  se  trate  de 
obligaciones  de  dar  ó  de  hacer,  es  necesario  que  medie  requi- 
rimento  judicial  ó  extra-judicial  de  parte  del  acreedor,  excepto 
el  caso  en  que  se  haya  estipulado  expresamente  que  el  mero 
vencimiento  del  plazo  la  produzca,  ó  cuando  la  naturaleza  y 
circunstancia  de  la  obligación,  impliquen  que  la  designación 
del  tiempo  es  un  motivo  determinante  para  el  acreedor.  —  T. 
34,  p.  398. 

—  4ntes  de  la  notificación  ó  aceptación  de  la  cesión  de  un  cré- 
dito, el  deudor  cedido  no  puede  encontrarse  en  mora  para  con 
el  cesionario  (art.   1459  y  sig.,  Cód.  Civ.). —  T.  49,  p.  418. 

—  £1  comprador  que  ha  recibido  la  cosa  comprada^  después  del 
plazo  fijado  para  la  entrega,  sin  reserva  ni  protesta,  y  que  ade- 
más ha  faltado  á  su  obligación  de  pagar  el  precio  de  contado 
según  lo  convenido,  no  puede  imputar  mora  al  vendedor  en  el 
cumplimiento  de  sus  obligaciones.  — T.  57,  p.  233. 
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Mora.  —  Véase  :  Culpa  ;  Daños  y  perjuicios;  Intereses, 

Moratorias.  —  Un  decreto  mandando  suspender  los  juicios  se- 
guidos contra  un  comerciante,  en  virtud  de  solicitud  de  mora- 
torias, no  importa  revocación  de  un  embargo  trabado  anterior- 
mente. —  T.  8^  p.  254. 

—  £i  juicio  de  moratorias  no  atrae  ias  causas  iniciadas  contra 
el  deudor,  mientras  no  esté  terminado  el  procedimiento  ordi- 
nario  que  trate  de  ejecutar  la  sentencia.  —  T.  10,  p.  273. 

—  £1  curso  de  las  causas  pendientes  ó  que  de  nuevo  se  inicia- 
sen, sólo  se'suspende,  por  efecto  de  las  moratorias,  en  cuanto  á 
la  ejecución  (art.  4743,  Cód.   Com.  ant.).  — -  T.  40,  p.  273. 

—  El  efecto  de  las  moratorias  es  suspender  todas  las  ejecuciones 
iniciadas,  así  como  la  obligación  de  pagarlas  deudas  puramen- 
te personales  del  que  la  ha  obtenido.  La  suspensión  debe  tener 
lugar  en  el  estado  en  que  las  ejecuciones  se  encuentren  (art. 
1743,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  16,  p.  32o. 

—  El  juicio  sobre  moratorias  no  suspéndelos  procedimientos  en 
los  juicios  ordinarios  (art.  1586  y  1600,  Cód.  Com.).  —  T.  48, 
p.  121. 

^  La  ley  de  1891,  sobre  moratorias,  no  compréndelas  obliga- 
ciones civiles.  —  T.  52,  p.  32. 

—  Véase  :  Bancos  garantidos;  Incidente ;  Recurso. 

Muebles.  —  £1  poseedor  de  muebles  ajenos  que  los  ha  enajenado 
sin  derecho,  debe  abonar  al  propietario  ó  á  su  heredero,  el  va- 
lor que  seles  fije  enjuicio  por  separado^  si  no  conviniesen  en 
determinarlo  de  coman  acuerdo.  —  T.  47,  p.  334. 

Muerte.  —  La  del  acusado,  extingue  la  acción  criminal. — T.  10, 
p.  417. 

Mujer. —  La  mujer  cacada  no  puede  tener  otro  domicilio  que  el 
del  marido,  mientras  subsiste  íntegro  el  matrimonio.  —  T.  4, 
p.  468. 

—  Para  que  un  contrato  celebrado  por  una  mujer  casada,  sin  la 
venia  de  su  marido,  sea  anulado,  es  necesario  que  éste  lo  desa- 
pruebe expresamente.  —  T.  9,  p.  495. 
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Mujer. — La  mujer  casada,  mientras  subsiste  integro  el  matrimo- 
nio, sigue  en  todo  la  condición  del  marido.  Por  esto  no  puede 
admitirse  diversidad  en  la  calidad  de  sus  personas,  y  siendo 
extranjero  el  marido,  debe  reputarse  extranjera  la  mujer.  —  T. 
40,  p. 177. 

—  Hecha  por  el  marido  una  permuta  de  cosa  inmueble  de  la 
mujer  sin  consentimiento  de  ésta^  la  mujer  conserva  el  dominio 
de  la  cosa  dada  en  permuta  y  no  adquiere  el  de  la  cosa  recibi- 
da. Por  consiguiente,  ni  ella  ni  sus  herederos  pueden  reivin- 
dicar esta  última^  contra  el  sucesor  singular  á  quien  el  marido 
la  hubiese  vendido  en  su  propio  nombre.  —  T.  21,  p.  550. 

—  Los  bienes  paternales  de  ella,  no  pueden  ser  enajenados  por 
el  marido  que  los  recibió  inestimados  (ley  7,  tít.  11,  part.  4*). 
—  T.  21.p.  550. 

—  La  mujer  por  su  dote,  es  acreedora  del  marido,  y  como  tal 
puede  pedirla  revocación  de  las  enajenaciones  hechas  en  fraude 
de  sus  derechos  (art.  1259,  1260  y  1298,  Cód.  Civ.).  —  T.  24, 
p.  177. 

—  La  mujer  casada  no  tiene  otro  domicilio  que  el  de  su  mari- 
do, y  es  el  juez  de  este  domicilio  el  competente  para  conocer 
en  el  juicio  de  su  testamentaria  (art.  90,  inc.  9o,  y  art.  3284, 
Cód.  Civ.).  —  T.  29,  p.  43. 

—  La  mujer  casada,  mientras  permanezca  íntegro  el  matri- 
monio, no  tiene  otro  domicilio  ni  otra  nacionalidad  que  la 
de  su  marido  (ley  32,  tít.  2,  part.  3»;  art.  90,  ¡uc.  9»,  Cód.  Civ. 
Este  es  de  estricta^  aplicación  lo  mismo  en  el  caso  en  que  el 
derecho  que  se  discute  ó  la  obligación  que  se  trata  de  hacer 
cumplir,  hayan  nacido  antes  ó  después  del  casamiento  de 
la  interesada,  pues  es  solóla  situación  personal  de  las  partes 
á  la  fecha  de  la  demanda,  que  la  ley  se  refiere  al  determinar 
la  competencia  de  las  autoridades  públicas  en  relación  á  los 
derechos  ú  obligaciones  de  la  mujer  casada).  —  T.  30,  p.  406. 

—  La  enunciación  de  haber  sido  comprada  por  el  marido  una 
finca  con  dinero  de  la  ihujer^  debe  resultar  del  mismo  titulo 
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de  adquisición,  para  poder  hacer  valer  la  mujer  en  su  favor,  el 
dominio  que  pretende  sobre  ella  (art.  4246  y  4266,  Cód.  Civ.)- 

—  T.  30,  p.  585. 

[ujer.  —  Sigue  el  domicilio  y  fuero  del  marido  (art.  485  y  486, 
Cód.  Civ.).  — T.  34,  p.  297. 

-  Mientras  permanece  integro  el  matrimonio,  la  mujer,  á  los 
efectos  del  fuero,  tiene  la  nacionalidad  de  su  marido.  (Después 
de  citar  las  disposiciones  contenidas  en  el  capitulo  4,  titulo  del 
Matrimonio^  Cód.  Civ.,  que  han  sido  exactamente  reprodu- 
das  en  los  articulos  54  y  siguientes  de  la  ley  de  matrimonio 
civil,  dice  el  fallo  :  en  una  palabra,  mientras  permanece  ca- 
sada, la  mujer  carece  por  regla  general  de  capacidad  civil,  y 
se  halla  sujeta  á  la  tutela  y  potestad  del  marido,  formando 
ante  la  ley  una  sola  personaMdad  jurídica  con  éste,  cuyo  nom- 
bre toma,  y  cuya  suerte  y  posición  social  sigue.  Sin  incurrir 
en  una  anomalia  contraria  á  esta  naturaleza  de  las  relaciones 
de  la  vida  doméstica,  y  sin  ponerse  en  pugna  con  las  dispo- 
siciones citadas,  que  derivan  de  la  indivisibilidad  y  naturaleza 
propias  del  matrimonio,  no  es  posible,  independientemente  del 
estado  y  condición  política  de  la  mujer,  que  permanecen  inal- 
terables, acordar  á  aquella,  que  no  puede  por  regla  general, 
ser  demandada  por  acto  ú  obligación  alguna  deK  dominio  del 
derecho  civil,  sino  en  la  persona  de  su  marido,  en  cuya  in- 
dividualidad se  halla  moralmente  retundida  la  suya,  un  fuero 
ó  una  jurisdicción  propia  y  peculiar  distinta  á  la  de  éste,  ni 
sostener  que  cuando  se  trate  del  cumplimiento  de  las  obliga- 
ciones contraidas  por  el  intermedio  mismo  del  marido,  pueda 
ser  llevada  ante  otro  juez  que  el  de  éste,  que  es  el  verdadero  de- 
mandado y  el  único  directamente  demandable  por  los  actos  todos 
de  la  mujer,  cumplidos  con  autorización  suya.  De  esto  no  sur- 
ge que,  por  el  hecho  del  matrimonio,  la  mujer  haya  de  perder 
su  nacionalidad  propia  y  sustituir  por  la  de  otro  su  estado  ó 
condición  politica,  pues  la  doctrina  establecida  se  refiere  sola- 
mente al  fuero  y  competencia  de  las  autoridades  públicas  del 
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país,  para  el  conocimiento  de  los  derechos  y  cumplimiento  de 
sus  obligaciones  dentro  de  ¿1).  —  T.  49,  p.  428. 

Mujer.  —  Laresolución  excluyendo  ¿ella,  dei  ejercicio  de  lapro- 
curación  judicial,  no  es  contraria  ala  constitución  nacional^  y 
no  es  susceptible  de  revisión  por  la  Suprema  Corte .  (La  liber- 
tad de  industria  que  consagra  el  art.  44^  Const.  Nac,  no  es 
absoluta^  debiendo  entenderse  siempre  con  arreglo  á  las  leyes 

:  que  reglamenten  su  ejercicio.  Tampoco  es  contraria  dicha  reso- 
lución, á  la  legislación  del  congreso,  porque  la  disposición  del 
art.  4870,  inc.  6*",  Cód.  Civ.,  declara  expresamente  á  salvo,  en 
relación  á  las  procuraciones  judiciales,  las  disposiciones  de 
las  leyes  de  procedimientos.  Véase  :  Suprema  Corte,)  —  T.  42, 
p.  274. 

—  La  inhabilidad  de  ésta  para  declarar  como  testigo  en  causas 
civiles,  contra  su  marido,  no  alcanza  á  los  casos  en  que  es  lla- 
mada á  deponer  sobre  la  existencia  ó  contenido  de  actos,  en 
cuya  formación  ha  intervenido  como  agente  ó  en  representa- 
ción de  aquél.  La  mujer  está,  por  consiguiente,  obligada  á 
prestar  declaración  sobre  el  contenido  y  ñrma  de  un  docu-^ 
mentó  suscrito  por  ella  en  ese  carácter.  —  T.  44,  p.  242. 

—  Mientras  subsiste  íntregro  el  matrimonio^  la  mujer  casada 
tiene,  álos  efectos  del  fuero,  la  misma  vecindad  y  nacionalidad 
del  marido. -T.  49,  p.  382. 

—  La  argentina  tiene  la  nacionalidad  del  marido  extranjero,  á 
los  efectos  del  fuero.  —  T.  62,  p.  485. 

Mujer  casada.  Véase  :  Bienes  ;  Bienes  de  la  mujer  ;  Bienes  ganan- 
ciales; Ejecución:  Fianza;  Justicia  federal;  Mujer;  Posiciones. 

Multa.  —  No  procede  la  conminación  de  la  multa  por  violación 
de  un  laudo,  cuando  las  partes  no  se  oponen  á  su  cumpli- 
miento y  sólo  están  disconformes  respecto  de  su  interpretación. 
—  T.  45,  p.  247. 

—  La  extracción  clandestina  de  mercaderías  de  un  depósito 
particular  de  aduana,  da  lugar  á  la  imposición  de  una  multa 
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igual  al  valor  de  las  ^lercaderias  y  derechos  de  aduana  (art. 
979,  Ord.).  —  T.  20,  p.  268, 

Malta. — Convenido  el  pago  de  una  multa  contra  quien  apela  de  un 
laudo^  el  solo  hecho  de  apelar  hace  ejecutiva  la  multa  (ley  35, 
tít.  4,  part.  3« ;  art,  657,  Cód.  Civ.).  ~  T.  25,  p.  393. 

—  La  que  se  impone  por  cada  bulto  en  que  se  omite  la  clasifi- 
cación  de  inflamables^  debe  pagarla  el  lanchero  que  hace  la 
descarga,  salvas  sus  acciones  contra  el  consignatario  de  la 
mercancía.  —  T.  27,  p.  325. 

—  Habilitado  un  local,  con  conocimiento  del  propietario,  para 
depósito  de  mercaderías  que  deben  el  impuesto  de  aduana,  y 
probada  la  extracción  de  éstas  sin  permiso  y  sin  pagar  dere- 
chos, con  el  conocimiento  é  intervención  del  mismo  propie- 
tario, éste  debe  ser  penado  con  multa  de  un  valor  igual  al  de 
las  mercaderías  extraídas  (art.  959,  964  y  4026,  Ord.).  —  T.  28, 
p.  60. 

—  Dada  la  estipulación  en  el  compromiso  arbitral,  por  la  que 
las  partes  renuncian  á  todo  recurso,  y  convienen  en  que  la  que 
se  alzare  del  laudo,  pagará  á  la  que  lo  acaté,  una  multa,  sin 
cuyo  pago  previo  no  se  dará  tramitación  al  recurso,  no  puede 
darse  audiencia  al  que  recurre  de  nulidad,  sin  el  previo  pago 
de  la  multa.  — T.  42,  p.  446. 

—  La  rectificación  de  errores,  antes  de  pediré!  despacho  de  las 
mercaderías,  sin  probarse  que  se  haya  hecho  después  de  co- 
menzada la  verificación,  exime  de  la  pena  de  comiso;  pero  so- 
mete al  pago  de  una  multa  de  dos  por  ciento  aplicable  al  fisco, 
siempre  que  las  mercaderías  manifestadas  no  tengan  un  mismo 
aforo  y  derecho  (art.  980  y  984,  Ord.).  —  T.  48,  p.  407. 

—  Por  cada  bulto  manifestado  de  más,  se  impone  la  multa  de 
veinte  pesos,  aplicable  al  fisco  (art.  844  y  905,  Ord.).  — T.  48, 
p.  433. 

—  Véase:  Aduana;  Apelable;  Apremio;  Edificación;  Facultad; 
Fletamento;  Papel  sellado;  Venía, 

Municipalidad.  —  Por  la  ley  de  la  provincia  de  Buenos  Aires, 
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de  3  de  noviembre  de  4865^  corresponde  á  la  municipalidad  la 
apreciación  délos  daños  procedentes  de  demoliciones  ordena- 
das por  motivos  de  salubridad  pública.  La  gestión  que  se  tra- 
mite ante  la  municipalidad  para  obtener  la  indemnización  y 
fijar  su  monto,  y  que  aun  no  está  resuelta,  no  produce  caso 
contencioso.  La  tardanza  de  la  municipalidad  en  resoverla^  no 
autoriza  á  la  justicia  nacional  á  ejercer  sobre  ella  una  superin- 
tendencia que  no  le  corresponde. —  T.  41,  p.  476. 

Municipalidad.  —  Son  competentes  las  municipalidades,  para 
arreglar  la  forma,  duración  y  condiciones  de  los  arrendamientos 
de  bienes  municipales.  Pero  las  contestaciones  relativas  á  la 
interpretación,  ejecución  ó  rescisión  de  dichos  arrendamientos, 
entran  en  el  derecho  común,  y  están  sometidas  á  la  jurisdic- 
ción de  los  tribunales  ordinarios. —  T.  12,  p.  376. 

—  La  ley  reglamentaria  de  la  municipalidad  de  Buenos  Aires, 
no  puede  invocarse  tratándose  de  hechos  propios  que  la  cons- 
tituyen parte  en  el  juicio.  — T.  12,  p.  376, 

—  La  calidad  de  administradora  de  los  edificios  y  terrenos  de 
Palermo,  que  corresponde  á  la  municipalidad  de  Buenos  Aires, 
comprende  la  facultad  de  presentarse  en  juicio,  solicitando  lo 
que  crea  convenir  á  esos  bienes.  —  T.  14,  p.  35. 

—  No  pueden  las  municipalidades,  bajo  ningún  pretexto  ni  por 
razón  alguna,  despojar  á  un  particular  de  su  propiedad,  le- 
gítimamente poseída.  —  T.  14,  p.  169. 

—  La  de  Buenos  Aires  no  se  halla  exceptuada  del  impuesto  de 
sellos,  en  sus  gestiones  judiciales.  — T.  22,  p.  161. 

—  La  que  contrata  la  apertura  de  un  canal  en  terrenos  públicos, 
no  es  responsable  del  hecho  del  contratista,  que  al  ejecutarla 
invádelos  terrenos  de  un  particular.  —  T.  23,  p.  316. 

—  Cuando  las  municipalidades  contratan  con  particulares,  aun- 
que sea  en  ejecución  de  sus  resoluciones  administrativas,  pro- 
ceden como  personas  jurídicas,  quedando  sujetas  al  derecho 
común  y  á  los  tribunales  ordinarios.  — T.  23,  p.  427. 

—  Las  municipalidades  ó  comisiones  municipales,  en  los  con- 
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tratos  que  les  dan  derechos  y  crean  obligaciones,  son  perso- 
nas jurídicas  sujetas  á  las  justicias  ordinarias.  —  T.  S3,  p.  498. 

Municipalidad. — Cuando  las  municipalidades  contratan  con  par- 
ticulares, ó  se  suscitan  cuestiones  sobre  la  ejecución  y  cumpli- 
miento de  esos  contratos  como  personas  jurídicas,  pueden  de- 
mandar y  ser  demandables  ante  los  tribunales  de  justicia.  — 
T.  23,  p.  694. 

—  Los  actos  de  ella,  que  afectan  derechos  perfectos  y  absolu- 
tos, de  aquellos  que  la  administración  está  obligada  á  respetar, 
quedan  sometidos  completamente  en  la  contención  que  sobre 
ellos  se  produzca,  á  lajurisdicción  de  los  tribunales  ordinarios, 
máxime  cuando  no  haya  tribunales  especiales  de  lo  contencio- 
so-adminislrativo.  —  T.  29/ p.  478. 

—  La  del  Rosario,  en  materia  de  expropiaciones,  sólo  está  au- 
torizada para  promover  ante  las  autoridades  competentes,  las 
que  sean  necesarias  alas  obras  públicas  que  haya  de  empren- 
der. —  T.29,p.  478. 

—  No  puede  obligarse  como  persona  jurídica,  por  un  contrato 
que  no  ha  celebrado  por  medio  de  sus  representantes  legales. 
—  T.  30,  p.  303. 

—  £1  presidente  de  una  municipalidad,  demandado  por  despo- 
jo, por  haber  invadido  la  propiedad  poseída  por  un  extranjero^ 
no  puede  declinar  la  jurisdicción  del  juez  federal,  invocando 
las  órdenes  de  la  municipalidad,  y  el  derecho  que  ésta  tiene 
para  mandar  la  apertura  de  calles.  (No  se  trata  de  investigar  si  la 
municipalidad  tiene  ó  no  estos  derechos,  sino  de  si  el  presiden- 
te demandado,  ha  incurrido  en  responsabilidad,  por  el  hecho 
de  posesionarse  de  un  terreno  contra  la  voluntad  de  su  due- 
ño).—T.  44,  p. 443. 

—  Los  contratos  de  venta  hechos  por  ella,  pueden  ser  traídos 
ante  la  justicia  para  su  cumplimiento,  aunque  haya  procedido 
á  hacerlos  en  virtud  de  sus  facultades  administrativas.  —  T. 
43,  p .  46. 

—  La  ley  de  ejidos  de  4870,  de  la  provincia  de  Buenos  Aires, 
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no  autoriza  á  las  municipalidades,  á  ordenar  y  ejecutar  por  si 
y  ante  si,  el  desalojo  de  terrenos  que  crean  pertenecerles  en 
virtud  de  dicha  ley.  —  T.  43,  p.  140. 

Municipalidad.  —  Está  obligada  á  pagar  el  valor  de  un  terreno 
particular»  ocupado  para  una  calle  pública.  — T.  57,  p.  28. 

—  Clausurado  con  alambres  un  terreno  que  años  anteriores 
servia  para  camino  vecinal,  la  municipalidad  que  antes  del 
año  manda  restablecer  el  camino  y  remover  el  alambrado; 
procede  en  uso  de  sus  atribuciones  y  no  comete  despojo  (art. 
4074,  Cód.  Civ.).  —  T.  58.  p.  134. 

—  Véase  :  Competencia;  Embargo;  Incompetencia;  Justicia  federal. 

Municipalidad  de  la  Capital.  —  Los  terrenos  conocidos  con  el 
nombre  de  «  Palermo  »  ó  «  Parque  3  de  Febrero  »,  no  perte- 
necen á  aquella  por  derecho  propio  preexistente,  y  como  suce- 
sora  de  la  municipalidad  de  la  ciudad  de  Buenos  Aires.  — 
—  T.  59,  p.  293. 

Muro.  —  El  divisorio  de  dos  propiedades  pertenecientes  á  un 
solo  dueño,  debe  considerarse  común  de  las  dos,  ó  medianero, 
si  al  vender  dichas  propiedades,  el  dueño  no  ha  declarado  que 
todo  el  muro  se  comprendía  en  una  de  las  dos.  —  T.  3,  p.  90. 

—  Los  de  los  terrenos,  se  presumen  comunes  á  los  dueños  de 
éstos.  —  T.  4,  p.  456  y  485. 

—  Las  reparaciones  necesarias  de  ellos,  y  la  parte  á  ellos  so- 
brepuesta que  aproveche  á  ambos  linderos,  debe  ser  pagada 
por  mitad.  —  T.  4,  p.  485. 

—  No  es  lícito  á  un  lindero,  usar  del  derecho  de  cargar  la  pared 
común,  sino  á  condición  de  dejar  espedito  el  que  también  cor- 
responda al  otro  lindero.  — T.  4,  p.  485. 

—  La  suspensión  de  la  obra,  impidiendo  el  uso  del  derecho  á 
que  se  refiere  el  caso  precedente,  hace  responsable  á  quien  la 
pidió,  de  los  daños  y  perjuicios  y  de  las  costas^  pudiendo  los 
primeros  estimarse  prudencialmente  por  el  alquiler  que  hu- 
biese ganado  la  finca  durante  el  tiempo  de  la  suspensión.  — 
T.  4,  p.  485. 
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[uro. — Se  reputa  común,  á  menos  que  alguno  de  los  propietarios 
délos  edificios  colindantes, pruebe  que  le  pertenece exclu si va- 
vamente.  — T.  5,  p.  %1. 

-  Es  una  prueba  de  la  comunidad  de  un  muro,  el  hecho  de 
negarse  la  parte  que  pretende  ser  propietario  exclusivo,  ¿  pre- 
sentar sus  títulos,  cuando  el  contrario  ofrece  los  suyos.  — 
T.  5,  p.  254 .     . 

-  £1  cargar  sobre  un  muro  divisorio,  no  es  un  hecho  que  im- 
porte un  nuevo  título  para  iniciar  posesión  exclusiva,  sino  un 
derecho  del  propietario  en  común.  —  T.  5,  p.  S54. 

-  No  siendo  bastante  sólida  una  pared  común  para  sosteoer  el 
edificio  que  debe  cargarse  sobre  ella,  uno  de  los  copropie- 
tarios tiene  derecho  de  sostituirla  por  otra,  á  costa  de  los  dos 
propietarios..— 7  T.  5,  p.  .^54. 


N 


Nacimiento. —  La  prueba  de  información  para  justificar  el  na- 
cimiento de  las  personas,  no  es  admisible  sin  la  demostración 
previa  de  la  falta  de  registros  públicos,  ó  de  asientos  en  ellos, 
ó  de  no  estar  ios  asientos  en  debida  forma.  Tampoco  es  ad- 
misible la  producida  en  el  extranjero,  si  no  se  prueba  que  las 
leyes  del  país  en  que  se  ha  producido^  la  admiten  como  tal 
justificación.  Esta  prueba  debe  verificarse  en  4»  instancia  (art. 
43  y  85,  Cód.  Civ.;  art.  220,  Ley  Proc).  —  T.  56,  p.  419. 

Nación.  —  La  Constitución  federal  de  la  República,  se  adoptó 
para  su  gobierao  como  nación,  no  para  el  gobierno  particular 
de  las  provincias.  —  T.  7,  p.  373. 

—  .La  nación  debe  respetar  los  actos  de  las  autoridades  de  Bue- 
nos Aires,  practicados  antes  de  su  incorporación,  en  cuanto  di- 
chos actos  son  de  carácter  nacional.  —  T.  44,  p.  257. 

—  No  puede  ser  demandada  sin  consentimiento  del  Congreso. 

—  T.  23,  p.  403. 

—  Sólo  puede  ser  demandada  con  autorización  del  Congreso. 

—  T.  23,  p.  436. 

—  Corresponde  dirigir  contra  ella,  la  acción  hipotecaria  sobre 
un  bien  que  se  halla  bajo  su  posesión  y  dominio  (art.  3463, 
Cód.  Civ.).  — T.  23,  p.  436. 

—  No  puede  ser  demandada  sin  su  consentimiento.  —  T.  26, 
p.  204 . 

—  Véase  :  Demanda  contra  la  Nación;  Justicia  federal. 
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Nacionalidad.  —  No  puede  prevalecer  sobre  la  verdad  que  resul- 
ta probada  en  la  causa  sub-judice,  una  afirmación  sobre  nacio- 
nalidad^ hecha  por  una  de  las  partes  en  una  causa  diversa,  se- 
guida con  diversa  persona.  —  T.  11,  p.  323. 

—  La  de  un  dependiente  interesado  en  parte  de  las  utilidades 
de  un  negocio,  no  influye  en  la  jurisdicción  que  corresponda 
en  las  causas  que  se  suscitan  entre  los  socios  principales  y  sus 
deudores.  — T.  17,  p.  457. 

—  No  puede  ponerse  en  dúdala  nacionalidad  argentina  de  la 
parte,  comprobada  por  información  de  testigos,  por  la  partida 
de  bautismo,  y  aceptada  por  la  contra  parte  en  la  escritura  de 
obligación,  que  motiva  el  pleito.  — T.  50,  p.  131. 

—  Véase  :  Ciudadanía  argentina. 

Naufragio»  —  La  publicación  de  las  circunstancias  del  naufragio 
y  salvamento,  ordenada  por  el  artículo  1457  del  antiguo  Código 
de  Comercio,  debe  hacerse  antes  de  nombrar  defensor  á  los 
efectos  salvados,  aunque  no  se  conozca  la  designación  de  las 
marcas  y  números  de  aquellos.  —  T.  3,  p.  187. 

—  Habiendo  sido  útil  á  los  dueños  de  los  efectos  salvados^  la 
intervención  del  defensor  de  éstos^  debe  abonársele  sus  hono- 
rarios. —  T.  3,  p.  187. 

—  Esta  palabra  tiene  en  la  jurisprudencia  marítima,  un  sentido 
universal,  significándose  por  ella,  la  fractura  total  de  un  buque 
por  un  accidente  de  mar^  ó  su  submersión  en  paraje  de  donde 
no  puede  ser  sacado  sin  gastos  que  equivalgan  á  su  pérdida 
total,  legalmente  estimada.  —  T.  6,  p.  26. 

—  Véase  :  Abandono;  Seguro. 

NaTegación. — La  que  se  relaciona  con  el  comercio  marítimo,  es 
la  que  se  hace  de  un  puerto  de  la  república  á  otro  extranjero, 
ó  entre  dos  provincias  por  los  ríos  interiores  declarados  libres 
para  todas  las  banderas,  por  el  artículo  26  de  la  Constitución 
Nacional,  y  sujetos  á  las  autoridades  que  emanan  de  ella,  y 
á  quienes  incumbe  también  la  reglamentación  del  comercio 
entre  diferentes  provincias.  —  T.  6,  p.  400. 
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'  NaTegaoión. —  Véase :  Actos  y  contratos  marítimos;  Justicia  fede- 
ral; Seguro, 

Negligencia.  —  No  puede  decirse  que  el  impresor  á  quien  se  en- 
cargó imprimir  billetes  de  banco,  fué  negligente  en  evitar  su 
substracción,  por  el  hecho  de  haber  ésta  sucedido.  Aun  siendo 
responsable  de  la  substracción,  no  lo  es  de  los  perjuicios  cuya 
indemnización  se  pide,  si  aquellos  no  han  sido  causados  por  el 
simple  hecho  déla  substracción.  —  T.  10,  p.  236. 

—  La  falta  Je  barrera  sobre  un  paso  á  nivel  de  la  vía  férrea, 
constituye  una  negligencia  culpable  en  la  empresa,  que  la  res  • 
ponsabiliza  por  los  daños  ocurridos  á  consecuencia  de  dicha 
falta  (art.  2,  inc.  8o,  Ley  de  Ferrocarriles  de  4  872;  art.  902  y  4 1 09, 
Cód.  Civ.).  —  T.  53,  p.  295. 

Neatralidad.  —  El  estado  de  guerra  no  altera  las  relaciones  co- 
merciales de  los  neutrales  entre  si,  ni  con  cualquiera  de  los 
beligerantes.  —  T.  4,  p.  235. 

— '  Los  neutrales  no  pueden  intervenir  en  Ja  guerra.  —  T.  4,  p. 
235. 

—  Los  beligerantes  tienen  el  derecho  de  calificar  el  contraban- 
do de  guerra  bajo  pabellón  neutral,  pertenezca  ó  no  al  enemi- 
go. —  T.  4,  p.  235. 

r—  Las  armas  y  municiones  enviadas  por  neutrales  á  uno  de  los 
beligerantes,  puede  calificarse  por  el  co-beligerante  como  con- 
trabando de  guerra,  siempre  que  los  neutrales  conozcan  la  de- 
claración de  guerra  y  que  el  destino  del  artículo  sea  á  un  puer- 
to del  enemigo,  —  T.  4,  p.  235. 

—  El  beligerante  puede  apropiarse  las  mercaderías  de  neutra- 
les, dirigidas  á  puertos  enemigos.  —  T.  4^  p.  235. 

—  Si  las  mercaderías  de  neutrales  dirigidas|á  puertos  enemigos, 
apresadas  por  el  beligerante,  consisten  en  artículos  inocentes  ó 
de  los  que  se  califican  de  contrabando  accidental,  debe  pagarse 
al  dueño  el  valor  que  las  mismas  tienen  en  el  lugar  de  su  des- 
tino. Si  consisten  en  armas  y  municiones^  rigen  las  reglas  de  la 
expropiación  por  causa  de  utilidad  pública,  y  debe  pagarse  el 
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valor  que  los  artículos  tienen  en  el  lugar  donde  están.  —  T.  4, 
p.  235. 

Neatralidad. — Es  de  doctrina,  aun  con  aplicación  á  guerras  civi- 
les, que  €  el  estado  neutro  que  presta  el  apoyo  de  su  fuerza 
pública  para  mantener  en  estado  de  cautividad,  soldados  de  uno 
de  los  beligerantes  durante  su  permanencia  en  su  territorio, 
toma  parte  indirectamente  en  la  guerra  y  comete  una  violación 
flagrante  de  la  neutralidad  »,  y  que  a  el  derecho  que  el  enemigo 
tiene  sobre  los  prisioneros  que  han  caído  en  su  poder,  no  pue- 
de ser  transferido  á  un  neutral ».  —  T.  43,  p.  324 . 

—  Véase:  Delito  político. 

No  innoTar.  —  La  no  innovación  ordenada  en  la  cosa  materia 
del  litigio,  debe  entenderse  limitada  al  área  que  pueda  ocupar 
el  puesto  que  se  reivindica.  —  T.  58,  p.  233. 

—  Pendiente  la  substanciación  del  recurso,  no  es  permitido  in- 
novar  en  la  causa.  —  T.  62,  p.  456. 

—  Véase  :  Notificación. 

Nombramiento  ilegal.  —  Véase  :  Suprema  Corte. 

No  parte.  —  Es  justificada  la  excepción  de  no  parte^  cuando  el 
demandado  prueba  que  el  demandante  ha  exigido  de  un  ter- 
cero lo  que  le  cobra,  poniendo  á  este  tercero  como  deudor  en 
el  encabezamiento  de  su  cuenta.  ^  T.  6,  p.  479. 

—  La  excepción  de  no  parte,  no  se  encuentra  comprendida  en 
los  artículos  73  y  74  de  la  ley  de  procedimientos.  —  T.  49, 
p.  442. 

—  Esta  excepción  no  es  dilatoria.  —  T.  22,  p.  458  y  347. 

—  Véase  :  Excepción  dilatoria;  Reioindicadón. 

Notificación.  —  El  escribano  que  hubiese  hecho  una  notificación 
nula,  á  más  de  la  multa  de  veinticinco  pesos  fuertes  en  que  in- 
curre en  favor  del  fisco  nacional,  por  su  primera  falta,  debe 
restituir  á  la  parte  los  derechos  que  haya  cobrado.  — T.  2, 
p.  396. 

—  La  sentencia  definitiva  debe  notificarse  á  los  que  han  litiga- 
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dé en  1*  tnstancia.  Se  entiende  que  ha  litigado  en  1*  instancia, 
el  que  ha  contestado  la  demanda,  ha  producido  pruebas  y  ale- 
gado de  conformidad  de  los  demás  interesados  (teyes  23,  tlt.  5, 
y  3,  tít.  23,  part.  3«).  —  T.  7,  p,  109. 

Notificaciún. —  Son  válidas,  las  notificaciones  hechas  en  el  do- 
micilio constituido  por  la  parle.  —  T.  8,  p.  25. 

—  Toda  notificación  hecha  en  contravención  á  lo  prescripto  eu 
la  ley,  anula  los  procedimienlos  subsiguientes  (art.  71,Ley 
Proc.)-— T.  10,  p.  301. 

—  Una  cédula  fijada  en  la  puerta  de  una'casa,  en  que  no  cons- 
ta que  habita  quien  va  ser  á  ser  notificado,  no  importa  noti- 
ficación. —  T.  Í2,  p.  325. 

—  Las  notificaciones  hechas  en  contravención  de  la  ley,  hacen 
nulo  todo  lo  obrado  después  (art.  7Í,  Ley  Proc).  — T.  (S, 
p.  380. 

—  No  puede  tenerse  por  notificación,  la  nota  del  actuario  de 
no  haber  comparecido  el  procurador  ^n  la  oficina.  —  T.  12, 
p.  518. 

—  No  puede  notificarse  una  sentencia  á  quien  no  ha  sido  par- 
te ni  tenido  intervención  enjuicio.  — T.  13,  p.  90. 

—  En  los  autos  pendientes  ante  el  juez  de  sección,  deben  ser 
hechas  por  sus  escribanos  (art.  68,  Ley  Proc).  —  T.  17, 
p.  187. 

—  La  hecha  en  contravención  á  la  ley,  anula  lo  que  se  obre 
después  de  ella,  y  el  escribano  ó  ugier  que  la  hubiese  hecho, 
pagará  25  pesos  fuertes  por  la  primera  vez  y  50  por  la  segunda, 
privándosele  del  oficio,  si  después  reincidiese.  No  puede  escu- 
darse la  omisión  de  la  ley,  con  la  práctica  de  mandar  hacer  las 
notificaciones,  por  medio  de  los  dependientes  de  la  oficina 
(art.  71,  Ley  Proc.)  —  T.  17,  p.  187. 

—  Es  nula  una  notificación  hecha  en  casa  de  la  familia  del  de- 
mandado, cuando  consta  que  éste  está  ausente.  También  lo  es 
cuando  no  se  entregan  con  la  notificación,  la  copia  de  la  de- 
manda y  délos  documentos  con  queseinstruya.— T.  SO,p.  2ii. 
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Notificación. — Es  válida  la  hecha  en  el  domicilio  de  la  parte, 
aunque  la  cédula  no  se  haya  dejado  en  la  habitación  del  noti- 
ficado (art.  62  y  63,  Ley  Proc).  —  T.  20,  p.  493. 

—  Cuando  el  actuario  no  encuentra  al  litigante  á  que  se  ha  de 
notificar  providencia,  debe  dejar  la  cédula  de  notificación  á  la 
mujer,  hijos,  sirvientes  ó  cualquiera  de  la  familia  de  aquél,  y, 
previa  lectura,  debe  hacer  firmar  la  copia  de  ella  por  la  persona 
á quien  otorgue  la  cédula.  £n  el  caso  deque  ésta  nosepa^  pue- 
da ó  quiera  firmar,  debe  solicitar  á  dos  vecinos  que  la  firmen; 
y  sólo  en  caso  de  no  encontrarlos,  puede  ocurrir  al  medio  úl- 
timo de  fijar  la  cédula  en  la  puerta  de  la  casa.  La  fijación  de 
la  cédula  ante  la  simple  negativa  de  la  sirvienta  á  quien  quiso 
entregarla  el  actuario,  no  suple  la  validez  de  la  notificación ;  y 
menos,  no  habiendo  expresado  labora  en  que  practicó  la  dili- 
gencia de  la  notificación.  La  expresión  en  seguida,  si  bien 
puede  bastar  para  designar  el  día,  no  basta  para  determinar  la 
hora,  como  lo  exige  la  ley  (art.  62  y  63,  Ley  Proc).  —  T.  22, 
p.  366. 

—  Es  nula  la  hecha  por  cédula  fijada  en  la  puerta  del  domici- 
lio de  la  parte,  si  no  se  practica  con  los  requisitos  prescriptos 
por  los  artículos  62  y  63  de  la  ley  de  procedimientos.  Una  no- 
tificación semejante,  hecha  del  auto  de  prueba,  vicia  de  nuli- 
dad lo  actuado  posteriormente.  —  T.  23,  p.  191 . 

—  El  que  pretende  ser  nula  una  venta  hecha  de  sus  terrenos, 
y  los  reivindica  contra  el  enajenante,  puede  pedirse  notifique 
al  comprador  la  instauración  del  litigio,  y  la  intimación  de  no 
innovar.  —  T.  25,  p.  247. 

—  La  hecha  en  el  domicilio  consentido,  en  que  se  han  hecho 
otras  no  observadas,  y  practicada  con  cédula  dejada  á  un  ve- 
cino por  falta  de  otras  personas  con  quienes  pudiera  enten- 
derse, debe  considerarse  como  válida.  —  T.  31,  p.  225. 

—  La  del  decreto  concediendo  24  horas  para  la  contestación 
del  traslado,  por  rebeldía  acusada,  debe  contener  la  hora  en 
que  se  practica,  sin  que  baste  á  suplir  la  omisión,  la  atesta- 
ción ulterior  del  secretario.   —  T.  34,  p.  267. 
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Notifieación.  —  El  no  haber  requerido  á  los  vecinos  de  la  casa 
habitación  del  demandado,  para  la  entrega  de  la  cédula  de  cita- 
ción, [en  defecto  ó  en  la  negativa  de  las  personas  de  la  casa 
á  recibirla,  .anula  le  notificación  y  excluye  la  declaración  de 
rebeldía  contra  el  citado  (art.  63,  Ley  Proc).  —  T.  (3, 
p.  316. 

—  Una  segunda  notiScación  hecha  por  error,  no  anula  el  pro- 
cedimiento, existiendo  la  notificación  anterior  hecha  en  de- 
bida forma.    —  T.  5l,p.  370. 

—  Es  legal  y  valídala  notificación  de  la  demanda  deducida  con- 
tra ana  sociedad,  hecha  al  socio  gerente.  —  T.  57,  p.  333. 

—  Son  nulas  las  hechas  sin  intervención  de  intérprete,  á  quien 
no  conoce  el  idioma  del  país.  —  T.  58,  p.  70. 

—  Véase  :  Escribano ;  Nulidad. 

NoTftoiÓD.  —Extinguida  por  ella  la  obligación  del  deudor  pri- 
mitivo, cualquiera  que  sea  el  resultado  de  las  gestiones  prac- 
ticadas contra  el  deudor  subrogado,  no  vuelve  á  existir.  — 
T.  I,  p.  369. 

—  El  documento  otorgado  por  uno  ó  más  deudores  principales, 
á  favor  de  sus  fiadores  mancomunados  en  el  pago  integro  de  la 
deuda,  á  objeto  de  dar  á  éstos  un  resguardo  que  ponga  sus 
acciones  contra  aquéllos,  á  salvo  de  la  prueba  contraria  que  re- 
sulta del  tenor  de  las  letras  aceptadas  de  mancomum  et  in  lo- 
lidum,  de  las  cuales  aparecen  los  garantes  como  principalmente 
obligados,  no  causa  novación  en  las  obligaciones  de  los  refe- 
ridos fiadores.  —  T.  2,  p.  330. 

—  No  la  hay,  sino  cuando  se  ha  estipulado  especialmente  ó 
cuando  se  ha  ejecutado  algún  acto  del  cual  resultan  obligacio- 
nes incompatibles  con  las  primeramente  contraídas.  —  T.  3, 
p.  330. 

—  La  de  las  acciones  contra  cofiadores,  operada  por  el  hecho 
de  haber  el  q\ie  abonó  varias  letras  garantidas,  incluido  algu- 
nas de  ellas  en  la  cuenta  corriente  de  la  casa  social  á  que  per- 
tenece, no  importa  una  novación  de  las  obligaciones  origina- 
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das  del  pago  de  las  otras,  que  no  fueron  incluidas  en  la  cuenta 
corriente.  —  T.  2,  p.  330. 

Novación.  —  La  concesión  de  un  plazo  para  pagar  un  crédito, 
que  ba  devengado  intereses,  y  Ja  quita  de  éstos  durante  el 
plazo,  no  constituye  una  novación  de  la  primera  obligación. 
—  T.  9,  p.  127. 

—  No  se  presume,  y  para  admitir  la  subrogación  del  deudor 
es  necesaria  la  voluntad  expresa  del  acreedor  y  del  que  se  pre- 
tende subrogado  (art.  983,  Cód.  Com.,  ant.).  —  T.  11,  p.  378. 

—  £1  hecho  de  cobrar  la  deuda  de  un  buque  contra  un  terce- 
ro que  no  era,  pero  que  se  reputaba  propietario,  no  exime  al 
verdadero  dueño  de  la  obligación  de  pagarla.  Ese  hecho,  por 
sisólo,  no  puede  importar  una  novación,  suponiendo  subrogado 
al  demandado  en  la  deuda  del  dueño  del  buque.— T.  1 1 ,  p.  378. 

*-  Para  que  haya  novación  en  los  contrato  bilaterales,  es  nece- 
sario el  consentimiento  en  ambos  contratantes  (art.  985,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  42,  p.  397. 

^  Hay  novación  de  contrato,  cuando  entre  los  mismos  obliga- 
dos han  convenido  modificar  ó  cambiar  sus  respectivas  obli- 
gaciones, ó  cuando  con  voluntad  del  acreedor  se  ha  sostituído 
Un  deudor  á  otro,  ó  cuando  por  voluntad  del  acreedor,  del 
deudor  y  un  tercero,  se  sostituye  éste  á  aquél  (art.  815  y  817, 
Cód.  Civ. ;  art.  980,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  17,  p.  95. 

"^  £1  otorgamiento  de  una  letra,  que  tenga  su  origen  en  un  con- 
trato de  compra-venta  de  hacienda  para  la  sociedad,  aunque 
haya  sido  firmada  por  un  socio  y  no  por  la  razón  social,  no 
Constituye  novación  que  exima  del  pago  á  los  demás  socios, 
t^ara  ello,  es  necesario  que  se  manifieste  claramente  la  volun- 
tad de  libertar  de  la  obligación  á  la  sociedad  ó  á  los  demás 
socios  (art.  983,  984  y   985,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  17,  p.  426. 

""  No  se  presume,  sino  que  es  pi^eciso  que  la  voluntad  de  las 
partes  se  manifieste  claramente  en  la  nueva  convención,  ó  que 
la  existencia  de  la  primera  obligación  sea  incompatible  con  la 
segunda  (art.  812,  Cód.  Civ.).  —  T.  20,  p.  119. 
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Novación.— La  aceptación  de  un  pagaré  por  parte  del  acreedor, 
por  el  importe  de  trabajos  y  materiales  empleados  en  la  cons- 
trucción de  una  fínca,  no  causa  novación  (art.  S\3,  Cód.  Civ.). 
— T.  20,  p.  251. 

—  La  novación  alegada  debe  probarse,  puesto  que  ella  nunca 

—  se  presume  (art.  983,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  21,  p.  25. 

—  La  novación  no  se  presume  (art.  812,  Cód.  Civ.).  —  T.  22, 
p.  106. 

—  El  deudor  que  ha  convenido  en  pagar  su  deuda,  con  valores 
que  reciba  por  trabajos  ejecutados  á  un  tercero,  debe  entregar 
hasta  la  suma  concurrente,  todo  lo  que  reciba  por  tal  razón,  sin 
que  importe  novación  ó  espera,  el  recibo  que  el  acreedor  le 
haya  otorgado  por  el  primer  pago  parcial,  diciendo  que  el  res- 
to lo  cobrará  cuando  se  pague  el  saldo  de  dichos  trabajos.  — 
—  T.  37,  p.  264. 

—  El  pagaré  que  un  tercero,  en  concepto  de  dejar  subsisten- 
te la  deuda,  haya  recibido  y  acreditado  á  la  cuenta  del  deudor, 
no  importa  novación,  y  una  vez  que  aquel  no  haya  sido  abo- 
nado á  su  vencimiento^  puede  perfectamente  cargar  su  valor  á 
dicha  cuenta  (art.  984  y  985,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  37,  p.  388. 

Nulidad.  —  El  hecho  de  pedirse  ante  el  superior,  solamente  la 
revocación  del  fallo  del  inferior,  no  importa  la  renuncia  del  re- 
curso de  nulidad,  el  cual  debe  resolverse  previamente.  —  T.  1, 
p.  102. 

—  Toda  actuación  obrada  por  quien  no  tiene  jurisdicción  com- 
petente, adolece  de  nulidad  absoluta. — T.  1,p.  175. 

—  Son  nulas  todas  las  actuaciones  obradas  después  de  una  no- 
tificación por  cédula^  en  que  no  se  hubiesen  llenado  las  pres- 
cripciones legales  (art.  62,  Ley  Proc).  — T.  2,  p.  396. 

—  La  violación  de  las  formas  y  solemnidades  del  juicio,  anula 
el  procedimiento  (art.  233,  Ley  Proc).  —  T.  3,  p.  202. 

—  El  vicio  de  nulidad  procede  sólo  de  la  violación  de  las  formas 
(art.  233,  Ley  Proc.).—  T.  4.  p.  232. 

—  Si  en  las  causas  de  menor  cuantía,  se  entabla  recurso  denu- 
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lidad^  no  deben  tomarse  en  consideración^  para  resolverlo, 
otras  causas  que  las  que  se  expongan  al  tiempo  de  su  interpo- 
sición (art.  235,  Ley  Proc).  —  T.  4,  p.  357. 

Validad.  —  Cuando  este  recurso  de  sentencia  definitiva,  no  ha 
sido  interpuesto  ante  el  juez  a  gno,  el  juez  ad  quem  no  puede 
conocer  de  él  (art.  234,  Ley  Proc).  —  T.  5,  p.  64. 

—  Este  recurso  debe  interponerse  conjuntamente  con  el  de  ape- 
lacicSn,  y  dentro  del  término  de  cinco  días  concedido  para  éste. 
—  T.6,  p.  67. 

-  I^sk  falla  de  comprobación  del  fuero  federal,  vicia  de  nulidad 
ios    p)rocedimientos  ulteriores.  —  T.  7,  p.  15. 

"  ü.^  falta  de  citación  de  remate,  trámite  esencial  del  juicio  eje- 
cuti  ^'0,  vicia  de  nulidad  los  procedimientos  ulteriores.  —  T.  7, 
P.    SOI. 


B  sentencia  condenatoria^  dictada  en  virtud  de  una  confesión 
^  ^'^  aclaraciones  de  testigos  prestadas  ante  juez  incompetente, 
^^  :riula.  —  T.  7,  p.312. 

^^o  probándose  la  competencia  del  fuero  nacional,  todo  el 
^^^^cíedimiento  seguido  ante  un  juez  de  sección^  es  nulo. — T.  8, 

^-      '397. 


na  cesión,  hecha  por  un  deudor  interdicto,  en  fraude  de  uu 
**^lDargo  judicial,  es  nula.  —  T.  8,  p.  376. 


A  pago  de  una  deuda  cierta,  hecha  por  un  deudor  interdicto, 
^^^  otro  modo  que  en  dinero  ó  papeles  de  comercio,  es  nulo 
^^**t.  1550.  Cód.  Com.  ant.).  —  T.8,  p.  376. 

l-a  excepción  sobre  nulidad  de  un  reconocimiento  pericial, 
^*^l)e  oponerse  al  contestar  la  demanda,  so  pena  de  no  serad- 
^^itida  después  (art.  85,  Ley  Proc).  — T.  9,  p.  5. 

^s  nula  la  sentencia  dictada  en  juicio  civil  por  indemnización 

*^^  perjuicios,  en  la  que  un  condenado  en  lo  criminal,  opoae 

^^  excepciones  no  expresadas  en  el   artículo  1102  del  Código 

^ivil,  si  la  causa  no  ha  sido  abierta  á aprueba,  trámite  esencial 

^^e^l  juicio.  — T.,  10,  p.  28. 

T.     II  14 
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Nulidad.— Toda  actuación  obrada  anle  quien  carece  de  jurisdic- 
ción bastante,  es  absolutamente  nula. — T.  10,  p.  177. 

—  La  intención  manifestada  por  las  partes,  de  oponerse  á  la  eje- 
cución de  la  resolución  pronunciada  por  los  peritos  arbitrado- 
res  á  que  se  refiere  el  artículo  1496  del  antiguo  Código  de  Co- 
mercio, con  los  medios  legales,  pidiendo  su  reforma,  debe  in- 
terpretábase extensivamente  al  de  nulidad,  aunque  ésta  no  se 
haya  alegado  nominativamente.  Esta  interpretación  se  funda 
en  lo  prescripto  por  la  ley  10,  título  17,  libro  4%  Recopilación 
Castellana,  que  es  supletoria  de  la  ley  de  procedimientos  (art. 
374  de  ésta),  por  no  estar  en  oposición  con  ninguno  de  sus  ar- 
tículos, y,  por  tanto,  de  obligatoria  aplicación.  —  T.  10,  p.  180. 

—  Son  nulos  los  autos  dictados  por  el  juez  de  sección,  en  causa 
que  no  es  de  su  competencia.  —  T.  10,  p.  258. 

—  No  existiendo  causas  de  nulidad,  no  ha  lugar  al  recurso  de 
rescisión  déla  sentencia  dictada  en  rebeldía.  — T.  II,  p.  95. 

—  No  vicia  de  nulidad  el  procedimiento,  la  falta  de  presenta- 
ción de  poder  de  una  de  las  partes.  —  T.  11,  p.  148. 

—  La  mejora  del  recurso,  la  expresión  de  agravios  y  la  contes- 
tación del  apelado,  son  trámites  que  no  deben  voluntariamen- 
te suprimirse;  pero  no  son  esenciales,  y  su  omisión  no  produce 
nulidad,  especialmente  cuando  por  el  silencio  de  las  partes  esa 
omisión  ha  sido  consentida.  —  T.  12,  p.  134. 

—  No  puede  alegarse  ni  oponerse  nulidad,  contra  la  sentencia 
de  que  no  ha  lugar  á  suplicación.  —  T.  12,  p.  134. 

—  No  debiendo  suponerse  la  nulidad  de  los  contratos,  la  inter- 
pretación de  ellos  debe  ser  la  que  asegure  su  eficacia,  sin  re- 
pugnar á  la  ley.  —  T.  12,  p.  240. 

—  Las  razones  que  se  aducen  sobre  el  fondo  de  una  cuestión, 
sometida  al  juicio  de  peritos  arbitradores,  no  son  causas  para 
declarar  la  nulidad  del  laudo  expedido  con  las  condiciones  y 
formalidades  legales.  —  T.  12,  p.  322. 

—  No  puede  pedir  la  [nulidad  de  sentencia,  quien  no  ha  sido 
parte  en  un  juicio  concluido.  En  este  caso,  el  camino  legal  es 
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entablar  demanda  en  forma  contra  la  persona  á  cuyo  favor  se 
dictó  la  sentencia.  —  T.  15,  p.  39. 

Nulidad.  —  La  de  un  laudo,  puede  proceder  sólo  de  vicio  en  la 
forroa^  y  no  de  injusticia  en  el  laudo.  No  constituye  vicio  en  la 
forma,  lafalta  de  aceptación  jurada  del  cargo,  y  no  haber  traído 
los  arbitróse  la  vista  algunos  antecedentes  para  laudar  (leyes  23 
y  27,  til.  4,  part.  3*).  —  T.  16,  p.  36. 

—  La  procedente  de  vicios  de  forma,  debe  restringirse,  y  no  pue- 
de aplicarse  sino  cuando  sean  sancionadas  por  la  ley  con  cláu- 
sula irritante.  —  T.  48,  p.  9). 

—  El  juicio  seguido  contra  el  gerente  de  un  saladero,  por  dere- 
chos de  exportación  del  mismo,  no  puede  declararse  nulo  por 
el  hecho  de  presentarse  el  propietario.  —  T.  Í8,  p.  199. 

—  Los  jueces,  aun  en  materia  de  procedimientos,  no  pueden 
declarar  otras  nulidades  que  las  expresamente  establecidas  por 
la  ley.  —  T.  20,  p.  193. 

—  No  autorizando  las  leyes  provinciales,  en  el  juicio  de  despojo, 
la  audiencia  del  despojante  hasta  después  de  dictada  senten- 
cia^ ese  hecho  no  basta  para  fundar  la  nulidad  del  juicio.  — 
T.  20,  p.  '198. 

—  La  falta  de  copia  de  la  demanda,  que  debe  entregarse  al  em- 
plazado, es  una  causa  de  nulidad  sólo  cuando  se  ha  corrido 
traslado  y  no  cuando  se  ha  hecho  una  simple  citación  para  que 
el  demandado  concurra  á  estar  á  derecho.  —  T.  20,  p.  361 . 

—  Es  nulo  el  pacto  de  que  toda  reclamación  entre  capitán  y 
marineros,  debe  ser  resuelta  por  el  Cónsul  de  la  nación  á  que 
pertenece  el  buque.  —  T.  21,  p.  104. 

—  La  de  un  acto  no  puede  ser  invocada  sino  por  aquel  en  cuyo 
beneficio  la  ha  sancionado  la  ley,  y  que  no  sea  causante  de  ella 
(art.  1047,  Cód.  Civ.).  —  T.  21,  p.  158. 

—  Son  nulas  las  sentencias  en  causas  criminales,  dictadas  con 
violación  de  los  trámites  establecidos  en  el  titulo  30  de  la  ley 
de  procedimientos,  —  T.  21 ,  p.  394. 

—    Es  nula  la  sentencia  dictada  por  el  juez  de  sección,  en  causa 
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contra  un  concursado  (art.  42,  Ley  Jurísd.;  ley  12,  tít.  22.  part. 
a*).—  T.  22,  p.  261. 

Nulidad.  —  Una  persona  capaz  para  contratar,  no  puede  pedir  la 
nulidad  de  un  acto  jurídico  fundándose  en  la  incapacidad  de 
la  otra  parte  contratante  (art.  1049,  Cód.  Civ.).— T.  22^  p.  276, 

—  La  nulidad  por  simulación,  no  puede  ser  deducida  por  quien 
ha  ejecutado  el  acto  ó  procedimiento  nulo,  sabiendo  ó  debiendo 
saber  el  vicio  que  entrañaba  su  proceder  (art.  1047,  Cód.  Civ.)- 
—  T.  22,  p.  330. 

—  No  la  hay,  en  una  simulación  en  que  no  se  violan  derechos 
de  terceros  ni  leyes  de  orden  público  (art.  958,  Cód.  Civ.).  — 
T.  22,  p.  330. 

—  La  omisión  de  los  requisitos  que  la  ley  prescribe  para  las 
notificaciones,  trae  la  nulidad  de  éstas,  y  no  pueden  las  mis- 
mas tenerse  en  cuenta  sino  desde  el  día  en  que  la  parte  se  da 
por  sabedora  (art.  71,  Ley  Proc).  —  T.  22,  p.  366. 

—  No  la  hav,  en  un  laudo  aun  cuando  los  fundamentos  de  los 
arbitros  sean  diferentes,  siempre  que  no  sean  contradictorios 
y  la  resolución  sea  la  misma  (ley  22,  tít.  4,  part.  3').  —  T.  22, 
p.  371. 

—  La  falta  de  notificación  al  ejecutado,  de  la  providencia  que 
confiere  traslado  de  las  excepciones  opuestas  por  él,  vicia  de 
nulidad  loHjbrado  ulteriormente.  —  T.  23,  p.  13. 

—  Es  nula  la  cláusula  que  exonere  al  capitán  de  baraterías  su- 
yas ó  de  la  tripulación  (art.  1370,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  23, 
p.  69. 

—  No  puede  alegarse  en  2»  instancia,  cuando  ese  recurso  no  ha 
sido  interpuesto  ante  el  juez  de  sección  conjuntamente  con  el 
(le  apelación  (art.  234,  Ley  Proc).  —  T.  23,  p.  709. 

—  No  es  nula  la  sentencia  que  no  se  ha  notificado  á  una  de  las 
partes  dentro  del  término  legal,  por  haber  sido  feriados  los 
días  siguientes  al  de  su  fecha  y  haber  cesado  la  jurisdicción 
del  juez  que  la  dictó.  —  T.  24,p.  153. 
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i.— La  persona  capaz  no  puede  pedir  ni  alegar  la  nuli- 
dad del  acto,  fundándose  en  la  incapacidad  de  la  otra  parte 
(art.  4049,  Cód.  Civ.).  —  T.  24,  p.  HO. 

-  El  acreedor  á  quien  perjudica  un  acto  verificado  por  su  deu- 
dor, tiene  el  derecho  de  alegar  y  pedir  su  nulidad.  —  T.  24, 
p.  473. 

-  La  nulidad  de  los  actos  del  fallido,  acordando  á  algunos 
acreedores  noayores  ventajas  que  las  fijadas  en  el  concordato, 
es  sólo  en  favor  de  los  acreedores  perjudicados,  en  tanto  que 
éstos  no  hayan  recibido  el  dividendo  estipulado,  no  en  favor 
del  deudor  fallido  (art.  Í627,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  25,  p.  45. 

-  La  de  un  laudo,  sólo  procede  de  vicios  en  la  forma  ó  en  el 
procedimiento,  de  los  que  por  espresa  disposición  de  derecho 
anulan  las  actuaciones,  y  no  de  la  mala  apreciación  de  los  he- 
chos ó  de  la  mala  aplicación  de  las  leyes  (ley  23,  tít.  4^^  part.  3"; 
ley  4.  tít.  21,  lib.  4»,  Recop.).  —  T.  25,  p.  60. 

-  Es  nulo  lo  actuado  ante  un  juez,  pendiente  la  inhibitoria  pe- 
dida por  ante  el  juez  que  ha  sido  declarado  competente.  — 
T.  25,  p.  216. 

-  £1  convenio  por  el  cual  un  abogado  se  subroga  en  las  res- 
ponsabilidades de  un  pleito  perdido  por  su  cliente,  obligándo- 
se á  seguirlo  de  su  cuenta  en  nombre  de  éste,  y  recibiendo  por 
su  parte,  lo  que  se  sacase  de  la  prosecución  del  pleito,  la  ce- 
sión de  derechos  correspondientes  al  cliente  en  otro  juicio  y 
una  suma  de  dinero,  no  puede  ser  atacado  de  nulidad  por  el 
propio  abogado  que  lo  celebró,  so  pretesto  de  contenerse  en  él 
la  cesión  de  una  acción  litigiosa  ó  un  pacto  de  cuota  litis, 
máxime  después  de  haberlo  confirmado  y  ejecutado.  Tampoco 
puede  ser  atacado  de  nulidad  por  falta  de  causa,  por  haber 
apreciado  erróneamente  que  de  un  pleito  perdido  podían  nacer 
derechos,  ó  por  ser  las  prestaciones  del  cliente^  sujetas  á  la 
condición  imposible  de  ganar  el  pleito  que  fué  perdido,  porque 
es  causa  jurídica  lamerá  esperanza  á  un  derecho  fundado  en 
la  simple  apreciación  y  porque  el  convenio  no  es  condicional. 
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(La  primera  parte  se  funda  en  los  art.  1047,  1048  y  1063,  Cód. 
Civ.).  — T.  26,  p.  293. 

Nulidad.  —  £stá  exenta  de  ella,  la  sentencia  que  ha  tomado  en 
cuenta  todas  las  indicaciones  y  datos  presentados  en  el  juicio 
de  expropiación.  —  T.  26,  p.  42Í. 

—  La  notificación  de  la  resolución  administrativa,  hecha  al  con- 
signatario de  la  carga,  no  es  causa  de  nulidad  de  la  misma,  des- 
de que  el  consignatario  de  la  carga  fué  notificado  también  y  se 
le  concedieron  los  recursos  legales.  —  T.  27,  p.  498. 

—  El  auto  de  prueba  en  el  juicio  de  expropiación,  no  importa 
nulidad  en  el  procedimiento  (art.  233  y  234,  Ley  Proc).  —  T. 
28,  p.  435. 

—  El  que  no  ha  sido  parte  en  el  juicio,  no  tiene  derecho  para 
pedirse  declare  la  nulidad  de  una  transacción  en  él  celebrada 
por  las  partes.  —  T.  29,  p.  47. 

—  Adolecen  de  insanable  nulidad,  los  contratos  que  se  celebren 
con  el  objeto  de  conseguir  un  empleo  público  (art.  943,  1038, 
1044  y  1047,  Cód,  Civ.  Se  trataba  de  un  convenio  entre  el  di- 
rectorio de  un  partido  político,  que  proclamó  la  candidatura 
del  doctor  X.,  para  diputado  al  Congreso  nacional,  quien  ofre- 
ció contribuir  con  su  dinero  á  sufragar  los  gastos  electorales, 
levantándose  acta  al  respecto.  £1  partido  político  sostuvo 
después,  y  sacó  triunfante,  la  candidatura  de  otra  persona.  Con 
este  motivo  el  doctor  X.  demandó  la  restitución  de  la  cantidad 
que  había  adelantado,  con  indemnización  de  perjuicios,  por 
falta  de  cumplimiento  de  la  convención).  — T.  30,  p.  672. 

—  Es  nulo  todo  lo  actuado,  sin  la  intervención  del  ministerio 
de  menores,  en  juicio  en  que  se  versa  el  interés  de  menores 
(art.  59  y  1047,  Cód.  Civ.).  —  T.  34,  p.  183. 

—  Es  nulo  el  contrato  de  venta  de  una  propiedad  hipotecada  y 
común,  hecho  sin  mención  del  gravamen  y  sin  conocimiento 
de  todos  los  condóminos  y  del  acreedor  hipotecario;  y  no  es 
lícito  pedir  su  escrituración  (art.  1137,  1161,  1323,  1329,1331, 
1361  y  1362,  Cód.  Civ.).  — T.  3o,  p.  181. 
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Nulidad. —  Es  nula  la  sentencia  que  se  dicte  sin  la  audiencia  del 
interesado,  prescripta  por  el  articulo  1070  de  lasordenanzas  de 
aduana.  — T.  35,  p.  394. 

—  Es  nula  la  sentencia  dictada  sin  haberse  recibido  á  prueba 
sobre  los  hechos  conducentes,  alegados  en  defensa  del  deman- 
dado. —  T.  36,  p.  90. 

—  Es  nulo  lo  obrado  por  el  juez,  sin  jurisdicción  para  el  cono- 
cimiento de  la  causa.  —  T.  36,  p.  420. 

—  La  apreciación  de  un  medio  de  defensa  no  alegado  en  la  con- 
testación, pero  hecho  valer  dentro  del  término  de  prueba,  que 
ha  sido  materia  de  ésta  sin  oposición,  y  sobre  el  cual  ambas 
partes  han  alegado,  no  sólo  no  trae  nulidad,  sino  que  debe  ser 
tomado  en  consideración  y  resolverse  á  su  respecto  en  la  sen- 
tencia del  juez,  prescindiendo  de  los  ápices  del  derecho  y  pro- 
cediendo según  la  verdad  probada  en  autos,  con  arreglo  á  la  ley 
10,  título  17,  libro  4°,  Recopilación  Castellana.  —  T.  37^  p. 
329. 

—  Lo  obrado  en  juicio  ejecutivo  contra  un  ausente,  sin  interven- 
ción del  ministerio  de  menores,  es  nulo,  aunque  el  ausente  ha- 
ya sido  representado  por  un  defensor  (art.  494,  Cód.  Civ.).  — 
T.  37,  p.  439. 

—  Es  nula  la  sentencia  pronunciada  sin  audiencia  del  interesa- 
do. —  T.  38,  p.  222. 

—  Resultando  del  sumario  levantado  por  la  aduana,  la  existen- 
cia de  un  delito  común  conexo  con  el  de  contrabando,  lo  ac- 
tuado respecto  de  este  último  separadamente  del  otro  delito,  es 
nulo  (art.  1060,  Ord.).  —  T.  39,  p.  370. 

—  Alegado  cotra  la  demanda  de  desalojo,  el  hecho  de  la  existen- 
cia de  un  contrato  de  locación  no  vencido  aún,  la  omisión  del 
auto  de  prueba  sobre  ese  hecho,  vicia  de  nulidad  la  sentencia* 
T.  40^  p.  56. 

—  No  siendo  necesaria,  para  resolver,  la  apertura  de  la  causa  á 
prueba,  la  omisión  de  este  trámite  no  causa  nulidad.  —  T.  40, 
p.  153. 
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Nulidad. —  En  los  juicios  en  que  es  parte  una  persona  incapaz, 
es  nulo  todo  lo  actuado  sin  la  intervención  del  ministerio  pú- 
blico (art.  59  y  494,  Cód.  Civ.).  —  T.  41,  p.  97. 

—  Es  nulala  sentencia  sobre  comiso,  pronunciada  sin  audiencia 
del  interesado  (art.  1070,  Ord.).  —  T.  4!,  p.  198. 

—  Son  nulos  los  decretos  judiciales  dictados  sobre  hechos  ex- 
traños á  la  causa,  y  sin  audiencia  del  interesado.  (El  juez  de 
sección  dio  orden  para  que  la  aduana  entregara  unas  mercade- 
rías retenidas  por  ella,  pertenecientes  á  una  razón  social,  á  la 
que  se  seguía  causa  criminal  por  contrabando  y  falsedad.  La 
aduana  manifestó  que  tales  mercaderías  responden  al  pago  y 
proceden  de  derechos  y  responsabilidades  extrañas  á  la  causa 
criminal  mencionada.  La  Corte  declaró  nulo  el  auto  del  juez, 
invocando  este  antecedente  y  los  arts.  1063  y  1070,  Ord.).  —  T. 
42,  p.  157. 

' —  No  es  nula  la  sentencia  que  se  pronuncie  sin  abrir  la  causa 
á  prueba,  cuando  ésta  no  es  necesaria.  —  T.  43,  p.  308. 

—  Es  nula  la  resolución  que,  en  la  recusación  interpuesta  en 
causas  criminales,  dicta  el  mismo  juez  recusado,  no  haciendo 
lugar  á  ella  (art.  93,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  43,  p.  337. 

—  Es  nulo  lo  obrado  ante  el  juez  federal  en  lo  civil  y  criminal 
de  la  Capital,  en  causas  sujetase  la  ley  y  jurisdicción  comercial, 

'  por  ser  ésta  improrrogable.  —  T.  44,  p.  70. 

—  La  resolución  de  un  artículo  dictado  con  omisión  de  los  trá- 
mites prescriptos  por  los  artículos  79  y  81,  ley  de  procedimien- 
tos, es  nulo.  —  T,  44,  p.  401  - 

—  Notificado  debidamente  y  consentido  el  decreto  de  autos  pa- 
ra resolver  la  aprobación  de  la  retasa,  quedan  subsanados  los 
procedimientos  anteriores  relativos  á  esta  operación.  —  T.  45, 
p.  12. 

—  Promovida  cuestión  de  competencia  y  declarado  por  auto 
ejecutoriado,  que  ésta  es  de  previa  resolución,  son  nulas  las 
providencias  dictadas  sobre  puntos  extraños  á  dicha  cuestión . 
—  T.  45,  p.  364. 
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Nulidad. — Es  nula  la  sentencia  dictada  como  juez  federal  ad  hoc 
de  la  sección  de  Santa  Fe,  por  quien,  al  tiempo  de  dictarla,  esta- 
ba desempeñando  las  funciones  de  juez  en  lo  comercial  de  la 
Capital  (Véase:  Magistrado).  —  T.  46,  p.  5. 

~  Es  nula  toda  actuación  producida  ante  juez  incompetente. 
(Seguida  una  ejecución  ante  la  justicia  ordinaria,  ésta  se  decla- 
ró incompetente  y  mandó  pasar  los  autos  al  juez  federal.  Éste 
citó  de  remate  al  deudor,  aceptando  los  procedimientos  ante- 
riores del  juicio  ejecutivo  producidos  ante  el  juez  ordinario. 
La  Corte  revocó  la  sentencia  de  remate,  (]ue  no  hacia  lugar  á 
la  excepción  de  nulidad  opuesta  por  el  ejecutado,  declarando 
loque  sella  expresado  al  principio,  y  que  se  había  omitido  por 
el  juez  de  sección  la  tramitación  prescripta  por  los  art.  252 
y  siguientes,  Ley  Proc).  —  T.  46,  p.  102. 

—  Son  nulas  las  notificaciones  que  no  contienen  la  designación 
y  firma  del  funcionario  que  las  practica,  y  resultan  hechas  á 
un  tercero,  cuya  calidad  no  se  expresa,  por  cédula  no  firmada 
por  el  secretario ;  y  es  nulo  todo  lo  obrado  con  posterioridad 
(art.  62,  63  y  71,  Ley  Proc).  —  T.  46,  p.  116. 

—  Es  nula  la  sentencia,  en  la  parte  que  resuelve  una  cuestión 
que  no  corresponde  al  fuero  federal.  —  T.  46,  p.  126. 

—  No  procede  esta  excepción,  fundada  en  haberse  pedido  ma- 
yor suma  de  la  que  se  pretende  deber,  y  en  la  falta  de  recau- 
dos que  no  se  expresa  cuáles  sean.  — T.  46,  p.  159. 

—  No  causa  nulidad  del  procedimiento  ejecutivo,  el  comparen- 
do ordenado  para  procurar  un  arreglo,  y  un  traslado  conferido 
para  mejor  proveer.  —  T.  46,  p.  169. 

—  Es  nulo  !o  actuado  en  la  ejecución  de  una  obligación  comer- 
cial, desde  la  fecha  en  que  el  deudor  manifestó  que  se  acogía 
á  la  ley  de  moratorias  de  21  de  junio  de  1891.  —  T.  46,  p.  256. 

—  Citada  de  evicción  la  sucesión  del  causante  de  los  demanda- 
dos, ^n  la  que  hay  menores  interesados,  y  admitida  su  parti- 
cipación en  el  juicio,  es  nulo  todo  lo  que  se  actúe  en  él  sin  la 
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intervención  del  ministerio  de  menores  (art.  59  y  494,  Cód. 
Civ.).  —  T.  46,  p.  260. 

Nulidad.  —  Habiendo  los  arbitros  tramitado  v  resuelto  la  causa 
todos  en  uno,  y  no  apareciendo  en  el  laudo  ninguna  violación 
de  ley,  no  es  procedente  la  nulidad  fundada  en  lo  alegado  en 
contrario.  —  T.  46,  p.  327. 

—  No  es  procedente  la  nulidad,  fundada  en  la  extralimitación 
del  compromiso,  á  mérito  de  una  obligación  impuesta  á  una  de 
las  partes,  que  no  es  extraña  por  su  naturaleza  á  los  puntos 
determinados  en  el  arbitraje.  —  T.  46,  p.  327. 

—  Es  nulo  el  proceso  seguido  contra  uno,  siendo  varios  los  indi- 
cados de  culpabilidad,  y  debe  reponerse  al  estado  de  sumario 
para  que  se  instruya  de  nuevo,  haciéndolo  extensivo  á  todos 
los  culpables.  (Con  arreglo  á  derecho,  debe  proseguirse  con- 
juntamente la  causa  contra  todos  los  culpables,  á  fin  de  evitar 
el  peligro  de  resoluciones  contradictorias).  —  T.  47,  p.  44. 

—  £1  auto  declarando  la  incompetencia  de  la  justicia  federal, 
no  es  nulo  por  haber  sido  dictado  sin  audiencia  de  partes.  — 
T.  47,  p.  222. 

—  Es  nulo  el  auto  de  desalojo  dictado  sin  previa  citación  y  au- 
diencia del  demandado.  —  T.  47,  p.  481. 

—  La  omisión  del  juez  sobre  uno  de  los  puntos  de  reconven- 
ción, no  es  causa  de  nulidad,  con  arreglo  ala  ley,  délo  resuel- 
to sobre  los  demás  puntos,  y  sólo  obliga  á  dictar  resolución 
sobre  aquél.  —  T.  48,  p.  217. 

—  Es  nula  la  sentencia  dictada  sin  audiencia  y  citación  del 
acusado.  —  T.  48,  p.  234. 

—  Es  nulo  el  auto  que,  en  causa  sobre  defraudación  de  patente 
(le  invención,  admite  la  sustitución  del  embargo  trabado,  por 
una  fianza,  si  aquel  ha  sido  dictado  sin  audiencia  de  la  parte 
que  obtuvo  el  embargo.  —  T.  49,  p.  97. 

—  No  es  nula  la  sentencia  de  remate,  por  no  haberse  fijado  en 
ella  la  base  de  conversión  amoneda  de  curso  legal,  de  la  suma 
á  oro  sellado  que  se  manda  pagar.  —  T.  49,  p.  409. 
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Nulidad. — No  causa  nulidad,  la  omisión  de  una  diligencia  orde- 
nada por  el  juez  para  mejor  proveer.  (Siendo  concedida  esa 
facultad  á  los  jueces  para  su  mayor  ilustración,  les  es'permitido 
prescindir  de  la  diligencia  que  hubiesen  ordenado,  cuando  no 
la  estimen  conducente,  porque  ese  trámite  está  librado  única- 
mente á  su  apreciación  y  no  es  esencial  del  juicio).  —  T.  49, 
p.  344. 

—  Es  nulo  lo  obrado  en  causa  que  no  compete  á  la  justicia  na- 
cional, por  razón  de  la  materia,  en  que  no  se  ha  acreditado 
el  fuero  federal  por  razón  de  personas.  —  T.  49,  p.  477. 

—  Es  nulo  lo  obrado  en  las  causas  que  no  competen  á  la  justi- 
cia federal  por  razón  de  materia,  ni  por  razón  de  personas.  — 
T.  49,  p.  501. 

—  La  que  proviene  de  defectos  en  el  procedimiento,  queda  sub- 
sanada, si  no  se  reclama  en  la  instancia  en  que  se  han  cometi- 
do (art.  240,  Cód.  Proc.de  los  tribunales  de  la  Capital).  — T.  50, 
p.  30. 

—  Es  nula  la  escritura  autorizada  por  un  escribano  que  no  tiene 
facultad  para  intervenir  en  los  contratos  públicos. — T.  50,  p.  30. 

—  Es  nula  la  notificación  de  la  demanda  que  no  se  haga  en  la 
forma  prescripta  por  el  artículo  66,  ley  de  procedimientos, 
cuando  no  se  niega  que  el  demandado  se  encontraba  ausente 
del  lugar  del  juicio.  —  T.  50,  p.  137. 

—  La  prórroga  del  término  que  el  juez  concede  para  contestar 
la  demanda,  no  subsánala  nulidad  de  la  notificación  de  dicha 
demanda,  por  cuanto  el  demandado  no  podría  oponer  excep- 
ciones dilatorias.  — T.  50,  p.  137. 

—  Es  nulo  lo  actuado  en  causas  que  no  corresponden  á  la  jus- 
ticia federal  por  razón  de  materia,  cuando  no  se  acredita  que  le 
corresponden  por  razón  de  las  personas.  (Se  trataba  de  una 
causa  contra  un  ferrocarril,  por  entrega  de  mercaderías,  en  que 
no  se  acreditó  el  fuero  por  razón  de  las  personas,  habiendo  la 
Corte  declarado  que  no  correspondía  por  razón  de  la  mate- 
ria). —  T.  50,  p.  152. 
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Nulidad.  —  La  notificación  hecha  en  contravención  de  lo  que 
dispone  la  ley  de  procedimientos,  causa  la  nulidad  de  lo  que 
se  obre  después  de  ella  (art.  71 ,  Ley  Proc.  )•  — •  T.  53,  p.  29. 

—  El  defecto  de  intervención  del  ministerio  de  menores,  que 
puede  subsanarse,  no  causa  nulidad.  —  T.  53,  p.  266. 

—  Debe  ser  recibido  á  prueba  el  hecho  conducente  á  declarar 
la  improcedencia  de  la  demanda^  opuesta  por  el  demandado,  y 
la  falta  de  esa  formalidad,  causa  nulidad  de  la  sentencia.  — 
T.  53,  p.  350. 

—  No  puede  tener  lugar  la  nulidad  de  lo  obrado  por  defecto  de 
jurisdicción,  cuando  es  constante  que  ésta  pertenecía  al  juez 
de  la  causa.  —  T.  54,  p.  134. 

—  No  puede  ésta  tener  lugar,  por  el  hecho  de  haberse  interpues- 
to apelación  de  una  providencia  anterior,  si  el  juez  ha  ignora- 
do la  interposición  del  recurso.  — T.  54,  p.  434. 

—  Es  nula  la  sentencia  dictada  sin  previa  citación  para  oiría 
(ley  42,  tít.  22,  part.  3-).  —  T.  54,  p.  205. 

—  El  auto  que  declara  que  no  pueden  oponerse  excepciones 
dilatorias  con  carácter  de  artículo  previo,  después  de  venci- 
dos los  nueve  días  fijados  para  contestar  la  demanda,  no  es 
nulo  por  no  haberse  oído  previamente  al  demandado.  —  T.  54, 
p.  341. 

—  Es  nula  la  sentencia  que  se  dicta  sin  recibir  la  causa  á  prue- 
ba, sobre  hechos  substanciales  que  hayan  sido  contradichos.  — 
T.  54,  p.  414. 

—  La  intervención  directa  del  interesado  en  el  juicio,  sin  sal- 
var la  personería  del  apoderado,  importa  la  cesación  del  man- 
dato de  éste;  y  son  nulas  las  actuaciones  ulteriores  hechas 
con  el  mandatario,  sin  haber  sido  notificadas  al  mandante  las 
providencias  correspondientes  (art.  4972,  Cód.  Civ.,  y  arl.  61 , 
Ley  Proc).  —  T.  55,  p.  442. 

—  Entablado  juicio  ordinario  por  rescisión  de  locación,  y  eje- 
cutivo por  cobro  de  alquileres,  el  haberse  dictado  en  aquél, 
sentencia,  no  pasada  todavía  en  cosa  juzgada,  declarando  de 
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legítimo  abono  los  alquileres,  no  produce  nulidad  en  la  sen- 
tencia  de  remate  que  manda  pagar  solamente  una  parte  de  és- 
tos. —  T.  55,  p.  208. 

Nulidad.  —  Es  nulo  lo  obrado  respecto  del  pago  de  honorarios, 
cuya  regulación  no  ha  sido  aprobada.—  T.  56,  p.  304. 

—  Es  nula  la  sentencia  pronunciada  sin  acusación  previa  y  sin 
audiencia  del  condenado.  —  T.  56.  p.  186. 

—  No  es  nulo  el  auto  que  manda  pagar  parte  de  la  deuda  eje- 
cutada. (El  cobro  del  todo  de  una  deuda,  implica  forzosamente 
el  cobro  de  cada  una  de  sus  partes).  —  T.  57,  p.  137. 

—  Queda  subsanada  cualquiera  nulidad  que  haya  habido  en  el 
procedimiento  anterior  á  la  sentencia  de  remate,  si  ésta  ha  sido 
consentida  por  el  ejecutado  y  se  han  obrado  diligencias  ulte- 
riores del  juicio,  con  intervención  y  consentimiento  del  apo- 
derado. —  T.  58,  p.  389. 

—  Es  nula  la  sentencia  que,  en  causa  seguida  contra  varios, 
dicta  el  sobreseimiento  provisorio  respecto  de  uno  de  ellos 
(art.  509,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  61,  p.  352. 

—  La  circunstancia  de  ser  preventivo  el  embargo  trabado  en  el 
juicio  ejecutivo,  no  produce  nulidad  de  lo  actuado;  porque  no 
lo  ha  establecido  la  ley,  y  porque  no  toda  omisión  de  los  trámites 
del  juicio  la  produce  (art.  233,  Ley  Proc).  —  T.  62,  p.  66. 

—  Es  nulo  el  auto  concediendo  la  excarcelación,  dictado  sin 
audiencia  y  notificación  del  acusador  particular  (art.  389,  395 
y  509,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  62,  p.  200. 

—  Es  nulo  lo  que  se  obre  ante  el  juzgado  nacional,  sin  haberse 
acreditado  que  el  caso  corresponde  á  la  justicia  federal  (art. 
2  y  3,  Ley  Proc).  —  T.  62,  p.  267. 

—  Véase  :  Acusado  ;  Arbitraje;  Cesión  de  créditos ;  Contrabando  ; 
Delito  conexo;  Excepción  dilatoria;  Expropiación;  Hipoteca; 
Laudo;  Locación;   Notificación;   Pago;  Patente  de  invención ; 

.  Prueba;  Rebeldía;  Sobreseimiento;  Tasación;  Tribunales  pro- 
vinciales;  Venta, 

Nulidad  de  ley.  —  Véase  :  Juicio  ejecutivo. 
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If  ulidad  relativa.  —  £1  hecho  de  haber  celebrado  una  venta, 
la  esposa,  sin  estar  autorizada  por  su  marido,  es  una  nulidad 
relativa,  y  da  lugar  á  reclamación  únicamente  por  la  mujer, 
el  marido  y  los  herederos  de  ambos  (art.  192,  Cód.  Civ.).  — 
T.  51,  p.  282. 


o 


Obligación.  —  Las  obligacioDes  de  pagar  moneda  nacional,  con- 
traidas en  Montevideo  y>jecutablesen  Buenos  Aires,  se  entien- 
den contraidas  en  la  moneda  metálica  que  se  determina  por 
la  ley  de  \3  de  junio  de  1862,  vigente  en  aquella  República 
(art.  707  y  926,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  5,  p.  472. 

—  Las  obligaciones  que  producen  los  contratos  consensúales 
bilaterales,  sólo  pueden  extinguirse  por  su  cumplimiento  ó  por 
el  mutuo  desistimiento  de  las  partes.  — T.  9,  p.  55. 

—  Pasado  el  plazo  concedido  para  pagar  un  crédito,  vuelve  á 
revivir  la  obligación  con  la  misma  fuerza  que  antes  teñía  y  con 
los  intereses  estipulados.  —  T.  9,  p.  127. 

—  Siendo  definidas  por  contrato  las  obligaciones  que  se  han  de 
cumplir  en  un  tiempo  dado,  no  hay  necesidad  de  que  sean  pre- 
viamente determinadas  por  sentencia,  y  el  tiempo  transcurrido 
en  el  juicio  corre  en  este  caso  á  cargo  de  quien  lo  ha  promovido. 
—  T.  12,  p.  430. 

—  Las  obligaciones  contraídas  por  el  mandatario  en  desempeño 
del  mandato,  afectan  válidamente  al  mandante.  Entre  dichas 
obligaciones  está  la  de  que  las  embarcaciones  del  mandante 
responden  por  los  sueldos  debidos  á  sus  tripulantes,  empleados 
en  ellas  por  el  mandatario  (art.  1182,  Cód.  Com.  ant.).  —  T. 
17,  p.  84. 

—  Aun  cuando  el  empresario  de  obras  deba  pagar  los  perjuicios 
que  resulten  de  la  no  ejecución  dentro  del  término  del  contra- 
to^ esa  obligación  se  modifica  si  la  demora  ha  sido  en  parte  por 
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culpa  del  propietario.  Si  el  contrato  no  hubiese  sido  reformado 
por  esta  causa,  la  designación  del  perjuicio  será  apreciada  por 
el  prudente  arbitrio  del  juez.  —  T.  49,  p.  217. 

Obligación. —  La  falta  de  expresión  de  causa  en  una  obligación, 
no  la  hace  ineficaz  (art.  500,  Cód.  Civ.). — T.  21,  p.  451. 

—  Un  documento  de  obligación,  otorgado  en  ejecución  de  otro 
por  la  madre  y  representante  legal  de  los  deudores,  obliga  á 
éstos  y  no  personalmente  á  aquella,  aunque  lo  haya  firmado 
«por  sí  ó  como  lutora  de  sus  hijos».  —  T.  22,  p.  106. 

—  La  que  se  impone  á  una  persona  en  razón  de  ser  heredera  de 
otra,  es  nula  si  no  es  tal  heredera.  —  T.  22,  p.  106. 

—  El  cumplimiento  de  una  obligación  puede  demandarse  ante 
el  juez  del  lugar  donde  debe  cumplirse,  si  allí  se  encuentra  el 
deudor  al  tiempo  de  la  demanda  (art.  747  y  1212,  Cód.  Civ.). — 
T.  26.  p.  214. 

—  Constando  de  documentos  auténticos  la  obligación  de  pagar, 
ella  debe  hacerse  efectiva  con  el  deudor  constituido  en  rebel- 
día. —  T.  27,  p.  67. 

—  El  acreedor  de  una  obligación  tiene  el  derecho  para  pedir  su 
cumplimiento  y  la  indemnización  de  danos  é  intereses,  contra 
el  deudor  que  por  culpa  propia  dejó  de  cumplirla  (art.  505  y 
olí,  Cód.  Civ.).  —  T.  35,  p.  366. 

—  La  obligación  contraída  de  pagar  un  pasaje  de  ida  y  vuelta  á 
Europa,  en  vapores  que  no  tienen  más  que  primera  y  tercera 
clase,  esta  última  destinada  á  inmigrantes,  debe  entenderse 
que  es  de  pagar  un  pasaje  de  1*  clase.  —  T.  57,  p.  52. 

Obligación  alternativa.  —  Convenido  el  precio  de  obras,  y  su 
pago  en  terrenos  por  un  valor  fijado,  ó  en  dinero  á  elección 
del  acreedor,  y  ejecutadas  aquellas  sin  mora  ni  falta  aprecia- 
ble,  el  deudor  no  puede  resistir  el  pago  en  terrenos  elegidos 
por  el  acreedor,  ni  aun  bajo  pretexto  de  haberlos  enajenado, 
y  serle  imposible  el  pago  (art.  641,  749  y  1197,  Cód.  Civ.).  — 
T.  55,  p.  178. 

Obligación  á  pesos  fuertes.  —  Véase :  Pago. 
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Obligación  á  plazo.  —  Las  obligaciones  á  pagar  el  día  en  que 
se  termine  una  obra,  son  á  plazo,  y  no  pueden  cobrarse  sino 
después  de  cumplida  aquella.  Antes  del  plazo,  no  pueden  co- 
brarse sino  en  el  caso  de  haberse  formado  contra  el  deudor, 
concurso  de  acreedores  (art.  566,  567,  568,  750  y  753,  Cód. 
Civ.).  —  T.  22.  p.  343. 

Obligación  de  dar.  —  La  obligación  de  pagar  un  saldo  de  cuen- 
tas y  dinero  á  préstamo  por  medio  de  letras  de  cambio,  es  una 
obligación  de  dar;  y  en  caso  de  falta  de  cumplimiento,  ella  es 
regida  por  el  artículo  225  del  Código  de  Comercio  antiguo.  — 
T.  10,  p.  197. 

Obligación  de  hacer.  —  El  deudor  de  la  obligación  de  hacer, 
sólo  está  obligado  á  ejecutar  el  hecho  del  modo  en  que  fué  la 
intención  de  las  partes  que  lo  ejecutara;  y  no  es  responsable 
de  los  daños  y  perjuicios  que  se  deriven  de  no  haberse  verifi- 
cado eí  hecho,  si  practicó  las  diligencias  convenidas  para  ve- 
rificarlo y  no  fué  por  su  culpa  que  no  se  verificó.  El  acreedor 
de  la  obligación,  por  su  parte,  no  tiene  derecho  para  exigir  in- 
demnización de  perjuicios  por  tal  causa,  cuando  además  no  ha 
cumplido  las  obligaciones  que  pesaban  sobro  él,  y  ha  recono- 
cido que  la  inejecución  del  hecho  no  imponía  responsabilida- 
des al  deudor  (art.  505,  625,  630,  667,  670,  1198  y  1201,  Cód. 
Civ.).  — T.  30,  p.  348. 

—  El  cumplimiento  de  la  obligación  de  hacer,  ofrecido  en  una 
forma  incompleta  y  en  tiempo  inhábil,  no  da  derecho  para  co- 
brar el  precio  del  trabajo  estipulado,  pudiéndose  compensar  el 
trabajo  ejecutado  con  parte  de  dicho  precio,  pagado  anticipa- 
damente. —  T.  34,  p.  398. 

—  Las  disposiciones  que  reglan  las  obligaciones  de  hacer,  esta- 
blecen los  medios  de  que,  en  caso  de  inejecución,  puede  valer- 
se el  acreedor,  y  entre  ellos  no  se  halla  el  de  nombramiento 
de  interventor  en  la  cosa  locada.  —  T.  55,  p.  386. 

—  Véase:  Indemnización.  « 

Obligación  indivisible.  —  El  que  por  transacción   ha  tomado 
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sobre  sí  la  ejecución  de  una  obligación  indivisible  impuesta  á 
varios,  debe  cumplirla  por  entero,  7  pagar  los  daños  y  perjui- 
cios causados  por  la  falta  de  cumplimiento  (art.  851,  Cód.  Civ.). 

—  T.  27,  p.  49. 

Obligaoión  reciproca.— En  ella,  cada  contratante  tiene  el  dere- 
cho de  exigir  que  se  cumpla  por  el  otro  la  obligación  que  le  es 
relativa.  —  T.  23,  p.  212. 

Obligación  solidaria.  —  En  una  .obligación  solidaria  respecto 
solamente  de  los  deudores,  los  acreedores  no  pueden  deman- 
dar por  separado  contra  uno  de  ios  deudores,  el  importe  total 
de  la  obligación.  —  T.  12,  p.  432. 

—  Lo  es«  la  de  un  socio  cuyo  nombre  figura  en  la  razón  social. 

—  T.  18,  p.  56. 

Obligaciones  de  la  nación.  —  Las  deudas  procedentes  de  se- 
cuestros y  despojos  ejecutados  por  autoridades  ó  fuerzas  públi- 
cas antes  del  año  1853^  y  las  que  traen  su  origen  de  suplemen- 
tos ó  auxilios  facilitados  á  los  gobiernos  de  provincia,  que 
combatieron  contra  la  tiranía  de  Rosas,  son  deudas  de  la  na- 
ción,  con  arreglo  á  los  artículos  4  y  5  del  título  13  de  la  ley  de 
17  de  diciembre  de  1853,  y  2"*  de  la  de  13  de  noviembre  de 
1863.  —  T.  l,p.  368. 

-^  El  reclamo  de  una  deuda  de  ese  género,  hecho  por  el  acreedor 
al  gobierno  de  la  nación,  y  el  arreglo  verificado  con  éste,  sobre 
lamisma^  importa  una  novación  verificada  por  medio  de  la  de- 
legación pura  y  simple  de  la  persona  del  deudor.  —  T.  1,  p. 
368. 

Obra  nueva.  ^  No  puede  admitirse  la  denuncia  de  obra  nueva, 
no  acreditándose  por  el  denunciante  el  dominio  ó  la  posesión 
actual  del  terreno  en  que  se  está  edificando.  — T.  13,  p.  362. 

—  Cuando  la  suspensión  de  la  obra,  trae  perjuicios  de  conside- 
ración al  demandado  por  interdicto,  y  su  continuación  no  lo 
causa  en  absoluto  al  demandante,  puede  ésta  permitirse,  dando 
la  caución  de  demoler.  —  T.  44,  p.  152. 

—  Véase:  Despojo ;  Interdicto. 
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Obras.  —  Es  un  deber  de  los  que  contratan  la  construcción  de 
obras  por  un  tanto^  e)  hiu^erlas  con  solidez  y  perfección,  según 
las  reglas  del  arte  (leyes  21,  tit.  32,  part.  3«;  y  16,  tít.  8,  part. 
5*).  —  T.  8,  p.  446. 

—  En  un  contrato  con  un  arquitecto,  para  que  presente  planos 
y  presupuestos  de  una  obra,  no  demarcándose  tiempo^  y  siendo 
el  transcurrido  insuficiente  para  la  prescripción  de  las  obliga- 
ciones respectivas,  no  puede  una  de  las  partes  dar  por  rescin- 
dido el  contrato,  mucho  más  cuando  no  ha  habido  interpela- 
ción por  la  demora.  No  probándose  qué  clase  de  edificio  es  el 
proyectado,  ni  estando  aceptados  ios  planos,  no  hay  obligación 
de  pagar  al  arquitecto  en  proporción  á  los  que  presente.  En  este 
casó  debe  abonársele  en  proporción  al  edificio  que  probable- 
mente se  haría.  —  T.  9,  p.  55. 

—  Hechas  los  obras  y  no  exhibiéndose  contrato,  debe  entender- 
se que  éstas  se  han  ejecutado  por  su  justo  precio,  que  jdebe 
ser  designado  por  peritos  (art.  1627,  Cód.  Civ.).  —  T.  16,  p. 
247. 

—  Véase  :  Locación  de  servicios. 

Obscuro  libelo.  —  En  las  causas  criminales,  no  es  admisible  la 
excepción  de  obscuro  libelo^  estando  expresados  suficiente- 
mente en  la  demanda,  los  hechos  que  la  fundan  y  la  petición 
deducida.  —  T.  56,  p.  63. 

Ocupación.  —  La  prioridad  de  la  ocupación,  tratándose  del  de- 
recho personal  de  gozar  de  la  cosa,  es  de  ningún  electo  res- 
pecto de  aquel  á  quien  se  le  transmitió  con  anterioridad  (art. 
3275,  Cód.  Civ.).  —  T.  39,  p.  319. 

—  No  puede  concederse  á  las  empresas  constructoras  de  vías 
férreas,  la  ocupación  de  un  canal  navegable,  sino  con  la  condi- 
ción de  que  debe  quedar  libre  su  navegación.  —  T.  49,  p.  281. 

Oferta.  — Véase:  Consentimiento, 

Oficial  de  justicia.  —  Véase:  Desacato. 

Oficina  nacional.  —  Véase  :  Demanda. 

Oficio.  —  El  dirigido  pidiendo  á  un  juez  de  provincia,  se  sirva 
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Pagaré.— Puede  pedirse  la  devolución  del  firmado  por  error  y 
falsa  causa.  —  T.  24,  p.  218. 

—  Véase  :  Ejecución ;  Juicio  ejecutivo;  Justicia  federal ;  Letra  de 
cambio. 

Pago.  —  Distribuida  una  deuda  por  capital  é  intereses  en  dos 
plazos,  los  pagos  que  se  hicieren,  deben  aplicarse  á  toda  la 
suma  de  capital  é  intereses  designada  para  el  primer  plazo, 
antes  que  aplicarlos  á  la  designada  para  el  segundo  (art.  946, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  2,  p.  7. 

—  Para  ser  legítimo,  debe  hacerse  entregándose  el  objeto  expre- 
sado en  la  obligación  (art  919  y  926,  Cód.  Com.  ant.;  ley  3, 
tít.  U,  part.  5*).  —  T.  3,p.  167. 

—  Vendido  un  buque  en  remate  publico,  el  pago  de  créditos 
contra  el  buque,  hecho  sin  autorización  judicial,  pero  de  bue- 
na fe  y  con  el  objeto  de  facilitar  lá  consumación  de  la  venta, 
debe  considerarse  válido,  mientras  no  resulten  otros  créditos 
preferentes  que  no  puedan  ser  cubiertos  con  el  precio  de  la 
venta.  •—  T.  3,  p.  236. 

—  Estipulándose  éste  en  monedas  extranjeras  al  cambio  corriente^ 
ha  de  entenderse  el  cambio  de  la  plaza  donde  debe  ejecutarse 
el  pago.  —  T.  3,  p.  356. 

—  Es  nulo  el  que  hace  un  rematador,  por  cuenta  ajena,  sin 
mandato  ni  autorización.  —  T.  6,  p.  57. 

—  El  hecho  en  las  condiciones  del  caso  que  precede^  no  obliga 
á  la  persona  por  cuenta  de  quien  se  hace,  sino  cuando  resultase 
de  él  una  utilidad  evidente  (art.  332,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  6, 
p.  57. 

—  Aunque  ese  pago  se  refiera  á  obligaciones  que  tenga  un  bu- 
que extranjero  para  con  su  gobierno,  los  tribunales  del  país 
tienen  la  facultad  y  el  deber  de  inquirir  su  legitimidad,  según 
las  leyes  de  la  República.  —  T.  6,  p.  57. 

—  No  existe  pago  indebido,  en  un  préstamo  en  el  cual  los  pres- 
tamistas entregaron  y  los  prestatarios  devolvieron,  la  cantidad 
V  calidad  de  dinero  convenido  en  el  contrato,  aunque  la  canti- 
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dad  y  calidad  de  dinero  devuelto  sea  superior  á  la  del  entrega- 
do; mucho  más  cuando  no  está  plenamente  probado  que  la 
calidad  del  dinero  entregado  fuere  diferente  de  la  del  devuelto. 
—  T.  7,  p.  84. 

Pago. — Las  condiciones  onerosas  de  un  contrato  de  préstamo,  no 
justifican  la  acción  de  pago  indebido.  —  T.  7,  p.  81. 

—  No  puede  decirse  que  no  paga  aquel  que  no  se  sabe  si  debe; 
ni  puede  decirse  que  no  paga  por  insolvencia,  aquel  que  no 
paga  por  tener  excepciones  ó  por  no  querer  cumplir  con  sus 
compromisos.  —  T.  7,  p.  397. 

—  £1  acreedor  que  recibe  de  buena  fe  el  pago  de  su  crédito,  con 
dinero  que  no  era  del  deudor,  no  está  obligado  á  restituirlo 
(art.  920,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  8,  p.  335. 

—  Esta  excepción  no  puede  justificarse  con  la  autorización,  da- 
da al  acreedor,  para  reclamar  un  crédito  existente  á  favor  del 
deudor.  —  T.  9,  p.  573. 

—  La  oblación  de  la  suma  demandada,  hecha  coa  arreglo  á 
las  condiciones  expresadas  en  el  título  en  cuya  virtud  se  de- 
manda, debe  ser  admitida.  —  T.  12,  p.  111. 

—  Una  oblación  no  aceptada,  no  surte  los  efectos  de  pago.  — 
T.  13,  p.  428. 

—  £1  que  se  compromete  á  pagar  una  deuda  ajena,  está  obliga- 
do á  satisfacerla  con  arreglo  á  los  artículos  209  y  921  del  Có- 
digo de  Comercio  antiguo.  —  T.  14,  p.  176. 

—  £1  pago  posterior  hace  presumir  el  de  los  gastos  anteriores, 
cuando  son  del  mismo  origen.  — T.  15,  p.  365. 

—  Resultando  por  confesión  del  ejecutante,  haber  éste  recibido 
un  determinado  número  de  bueyes  por  un  precio  determinado, 
á  cuenta  de  la  deuda  de  que  procede  la  ejecución,  debe  hacer- 
se lugar  á  la  excepción  de  pago  por  el  importe  del  mencionado 
precio.  —  T.  1 5,  p.  429. 

—  £1  pago  hecho  por  el  mandatario,  sin  autorización  del  man- 
dante, á  un  acreedor  de  éste,  queda  ratificado  si  en  la  rendición 
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de  cuentas,  el  mandante  otorga  recibo   del  sobrante  por  saldo 
de  cuentas  (art.  1935  y  1936,  Cód.  Civ.).  —  T.  18,  p.  153. 

Pago. — Nadie  puede  ser  obligado  á  recibir  en  pago,  moneda  pros- 
cripta de  la  circulación  legal  de  la  República. —  T.  18,  p.  294. 

—  El  pago  comprendido  en  el  artículo  1393  del  Código  de  Co- 
mercio (antiguo),  se  refiere  al  capital  de  la  suma  asignada,  y  no 
ásus  intereses  y  costas.  —  T.  18,  p.  485. 

—  En  las  obligaciones  de  dar  cantidades  de  dinero,  la  estipula- 
ción de  que  el  pago  se  haga  en  oro  ó  plata  de  curso  legales  vá- 
lida, y  debe  cumplirse  entregando  la  misma  especie  de  moneda 
metálica  designada,  ó  billetes  de  curso  legal  por  su  valor  co- 
rriente. La  ley  de  25  de  septiembre  de  1876,  no  ha  prohibido  esa 
estipulación^  ni  sus  disposiciones  son  incompatibles  con  ella 
(art.  209  y  871,  Cód.  Com.  ant.;  arl.  619,  Cód.  Civ.).  —  T.  19, 
p.  360  y  369. 

—  El  pacto  de  pagar  una  cantidad  de  dinero  en  pesos  fuertes 
oro  sellado,  debe  ser  observado.  La  ley  de  25  de  septiembre 
de  1876  no  lo  prohibe.  —  T.  19,  p.  387. 

—  Un  pagaré  en  pesos  fuertes  oro,  debe  ser  satisfecho  en 
pesos  fuertes  metálicos  ó  su  equivalente,  y  no  en  billetes  por 
su  valor  nominal  (art.  816  y  916,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  20, 
p.  35  y  38. 

—  No  obliga  al  depositante,  un  pago  hecho  por  un  Banco  me- 
diante un  cheque  extendido  en  un  ejemplar  diferente  á  los  que 
contiene  el  libro  de  cheques  que  se  le  había  entregado,  si  los 
reglamentos  del  Banco  previenen  que  entrega  cheques  bajo 
recibo  y  que  sólo  paga  los  giros  hechos  en  ellos,  ó  si  no  es  pro- 
bada la  autenticidad  de  la  ñrma  del  cheque  pagado  ó  que  el 
depositante  hubiese  aprovechado  el  pago  (art.  923,  Cód.  Com. 
ant.;  art.  902,  Cód.  Civ.).  —  T.  21,  p.  485. 

—  No  es  un  pago  hecho  de  buena  fe,  el  que  se  realiza  con  cono- 
cimiento por  parte  del  deudor  y  del  acreedor,  de  que  los  bienes 
estaban  embargados  á  favor  de  un  tercero.  —  T.  22,  p.  169. 
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Pago. —  Para  que  sea  válido  el  de  una  suma  de  dinero,  hecho  en 
perjuicio  de  un  tercero,  es  necesario  que  haya  sido  percibido 
de  buena  fe.  —  T.  22,  p.  469. 

—  Las  obligaciones  en  pesos  fuertes,  deben  pagarse  entregando 
el  numero  de  pesos  designado  en  ellas  en  cualquiera  de  las 
monedas  de  oro  autorizadas  por  la  ley  de  25  de  septiembre  de 
1876,  ó  en  el  equivalente  de  billetes  de  banco,  segán  su  valor 
corriente  en  plaza  (art.  861,  Cód.  Gom.  ant.).  —  T.  22,  p. 
327. 

—  £1  juez  del  lugar  elegido  para  el  pago,  es  competente  para 
hacerlo  efectivo  (art.  101,  102,  747  y  1197,  Cód.  Civ.).— T.  23, 
p.  60. 

—  Guando  el  pago  se  hace  en  otra  clase  de  moneda  que  la  con- 
venida, debe  entenderse  al  cambio  corriente  al  día  de  la  entre- 
ga. —  T.  23,  p.  483. 

—  El  tenedor  de  unas  letras  por  pesos  fuertes  ó  su  equivalente 
en  oro  sellado,  á  razón  de  29  pesos  moneda  corriente,  á  su  elec- 
ción, firmadas  después  de  la  ley  de  incon versión  de  1876,  no 
puede  exigir  el  pago  en  moneda  de  plata.  Puede  sólo  exigirlo  en 
pesos  fuertes  de  curso  legal  ó  en  oro  sellado,  al  cambio  en  mo- 
neda corriente  que  en  ellas  se  fije.  — T.  24,  p.  196. 

—  El  de  intereses,  gastos  y  costas,  hecho  para  cumplir  una  sen- 
tencia que  no  los  mandó  pagar,  es  indebido  y  puede  ser  repe- 
tido (art.  784  y  786,  Cód.  Civ.).  —  T.  24,  p.  333. 

—  Los  bonos  al  portador,  emitidos  por  la  municipalidad  del  Ro- 
sario según  las  leyes  y  ordenanzas  de  3  de  agosto  de  1871  y  23 
de  octubre  de  1874,  á  pesos  fuertes,  deben  pagarse  en  pesos 
fuertes  ó  su  equivalente  en  papel  úotra  moneda  de  curso  legal. 
—  T.  25,  p.  359. 

—  Lo  mandado  pagar  por  diferencias,  en  la  compra-venta  de  cé- 
dulas hipotecarias,  debe  satisfacerse  en  la  misma  moneda  en 
que  éstas  se  cotizaban.  —  T.  25,  p.  361. 

—  La  cláusula  de  no  haber  vapores  en  competencia  con  la  lí- 
nea del  Tigre  y  Campana  al  Paraná,  á  la  cual  el  dueño  de  ésta 
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subordinó  el  pago  de  una  mensualidad  á  un  vapor  retirado  de 
la  competencia,  comprende  los  que  hacen  la  carrera  al  Paraná 
aunque  partan  de  puntos  distintos  del  Tigre  y  Campana^  y  au- 
toriza á  suspender  en  este  caso,  el  pago  de  dicha  mensualidad. 
—  T.  25,  p.  376. 

Pago. — El  hecho  á  quien  invoca  la  representación  no  justificada 
délos  acreedores,  sólo  es  válido  v  eficaz  cuando  los  acreedores 
lo  ratifican  ó  aprovechan  de  él  (art.  923,  Cód,  Com.  ant.).  — 
T.27,  p.  444. 

—  Reconocida  como  suya  la  firma  puesta  al  pie  de  vales  por  una 
suma  de  dinero,  el  firmante  tiene  que  pagar  su  importe  (art. 
1020  y  1028,  Cód.  Civ.).  —  T.  28,  p.  H7. 

—  Es  indebido  el  de  un  impuesto  declarado  inconstitucional 
por  fallo  de  la  Suprema  Corte  (art.  792  y  794,  Cód.  Civ.).  —  T. 
28,  p.  219  y  222. 

—  Las  obligaciones  contraídas  á  oro  sellado  de  los  Estados 
Unidos,  deben  ser  chanceladas  en  dicha  moneda,  ó  en  billetes 
(le  curso  legal  por  su  valor  corriente  en  plaza  (art.  3,  ley  15  de 
octubre  de  1885).  —  T.  29.  p.  298. 

—  Las  obligaciones  contraídas  á  pesos  fuertes,  deben  ser  chan- 
celadas con  billetes  de  curso  legal  por  su  valor  corriente  en 
plaza  (art.  3,  ley  15  de  octubre  de  1885).  —  T.  29,  p.  304. 

—  Las  palabras  oro  metálico  agregadas  á  una  obligación  de  pagar 
cantidad  de  pesos  moneda  nacional,  importan  que  ella  debe 
ser  satisfecha  en  oro,  ó  en  su  equivalente  en  billetes  de  curso 
legal  (art.  3,  ley  15  de  octubre  de  1885).  —  T.  30,  p.  213. 

—  Las  palabras  en  oro  e(ec/ÍDO  y  «onaníe  agregadas  á  la  obliga- 
ción de  pagar  cantidad  de  pesos  de  moneda  nacional,  importan 
que  ella  debe  ser  satisfecha  en  oro,  ó  en  su  equivalente  en  bille- 
tes de  curso  legal  (art.  3,  ley  15  de  octubre  de  1885).  —  T.  30, 
p.  223. 

—  La  obligación  de  pagar  cantidad  de  pesos  fuertes  oro  sellado, 
tiene  que  ser  satisfecha  en  moneda  nacional  de  oro  equivalen- 
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te,  ó  en  billetes  de  curso  legal  (art.  3,   Jey  15  de  octubre  de 
1885).  —  T.  30,  p.  236. 

Pago. — Los  pagarés  en  que  no  se  designa  el  lugar  del  pago,  son 
pagaderos  en  el  lugar  en  que  han  sido  Armados  (art.  783  y  916, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  30,  p.  318. 

—  La  obligación  contraída  en  moneda  nacional  oro  con  exclusión 
de  todo  otro  papel  moneda  creado  ó  por  crear ^  de  curso  legal  6  for- 
zoso, dtíbe  ser  satisfecha  en  oro,  ó  su  equivalente  en  moneda 
de  curso  legal  (art.  3,  ley  15  de  octubre  de  1885).  •—  T.  30,  p. 
469. 

—  La  obligación  contraída  koro  sellado  del  valor  actual  precisa- 
mente (19  de  diciembre  de  1884),  con  exclusión  de  billetes  de  cur 
so  llamado  forzoso,  úotra  clase  de  moneda  que  pueda  ser  estable- 
cida por  leyes  ó  disposiciones  á  ese  efecto,  debe  ser  satisfecha  en 
moneda  de  oro  ó  su  equivalente  (art.  3,  ley  15  de  octubre  de 
1885).  —  T.  30,  p.  483. 

—  La  obligación  de  pagar  en  oro  sellado,  debe  satisfacerse  en 
oro,  ó  en  billetes  de  curso  legal  por  su  equivalente.  —  T.  31, 
p.  57. 

—  En  las  obligaciones  contraídas  en  pesos  nacionales  oro,  ó  su 
equivalente  en  moneda  de  curso  legal,  el  pago  debe  hacerse  en 
moneda  de  oro,  ó  en  billetes  al  cambio  corriente  en  el  día  de 
verificarse  (art.  3,  ley  15  de  octubre  de  1885).  —  T.  31,  p.  67. 

—  La  oLligación  contraída  en  4  de  noviembre  de  1884,  en  mo- 
neda de  oro  sellado  del  valor  actual^  con  exclusión  de  billetes 
de  curso  forzoso  ú  otra  clase  de  moneda,  no  puede  ser  pagada 
con  billetes  de  curso  legal  por  su  valor  nominal  (leyes  de  5  de  no- 
viembre de  1881  y  15  de  octubre  de  1885;  art.  760  y  1197,  Cód. 
Civ.;  art.  209  y  952,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  31,  p.133. 

—  Las  obligaciones  contraídas  á  pesos  fuertes,  antes  de  los  de- 
cretos V  lev  sobre  incon versión,  deben  ser  satisfechas  en  oro, 
Ó  en  pesos  de  curso  legal,  por  su  valor  corriente  en  plaza  (art. 
3,  ley  1 5  de  octubre  de  1 885).  —  T.  31 ,  p.  1 99. 

—  El  pago  de  la  mitad  de  la  suma  adeudada  por  dos,  solidaria- 
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mente,  no  exime  al  que  la  pagó,  de  la  obligación  de  pagar  la 
otra  mitad  (art.  705,  Cód.  Civ.J.  —  T.  32,  p.  266. 
Pago.— Las  ubiigaciones  anteriores  á  la  fecha  de  los  decretos  de 
inconversión,  contraídas  en  pesos  moneda  nacional  oro,  pueden 
ser  chanceladas  en  billetes  de  curso  legal  por  su  valor  escrito 
(art.  3,  ley  15  de  octubre  de  4885).  —  T.  33,  p.  39. 

—  La  determinación  del  cambio  que,  en  las  obligaciones  á  mo- 
neda especial,  fija  la  ley  de  15  de  octubre  de  (885,  para  el  día 
del  vencimiento,  se  entiende  cuando  el  día  del  vencimiento  es 
también  el  del  pago.  En  caso  de  verificarse  éste  con  posterio- 
ridad, el  cambio  debe  determinarse  según  su  curso  en  el  día 
del  pago.  —  T.  33,  p.  317. 

—  Los  cupones  de  fondos  públicos  creados  á  pesos  fuertes,  por 
ley  de  16  de  mayo  de  1864,  de  la  provincia  de  Entre  Rios,  de- 
ben ser  pagados  en  metálico  ó  su  equivalente  en  moneda  de 
curso  legal,  con  arreglo  al  articulo  1,  base  8*,  de  la  ley  nacio- 
nal de  25  de  septiembre  de  1876.  —  T.  3i,  p.  449. 

—  Siendo  basada  la  cobranza  ejecutiva,  en  los  libros  de  la  adua- 
na, si  en  alguno  de  ellos  existen  anotadas  como  pagadas  algu- 
nas de  las  partidas  cobradas,  debe  darse  por  probada,  respecto 
de  éstas,  la  excepción  de  pago.  — T.  34,  p,  234. 

—  El  cesionario  de  un  banco  de  Monte  Pío,  que  ha  aceptado  la 
cesión  con  la  condición  de  ser  á  su  cargo  el  sueldo  del  inter- 
ventor nombrado  por  el  gobierno,  está  obligado  apagar  di- 
cho sueldo.  —  T.  35,  p.  48. 

—  La  obligación  contraída  Á  pesos  fuertes,  debe  pagarse  á  oro 
sellado  6  su  equivalente  en  moneda  nacional  (art.  3,  ley  15 
de  octubre  de  1883).  —  T.  35,  p.  96. 

—  Las  obligaciones  contraídas  á  oro,  con  posterioridad  á  la 
ley  de  inconversión,  deben  ser  chanceladas  con  monedade  oro, 
ó  su  equivalente  en  moneda  de  curso  legal  (1ey  15  de  octubre 
de  1885:  art.  984.  Cód.  Com.  ant).  — T.  -35,  p.  334. 

—  El  alquiler  estipulado  A  moneda  especial,  debe  pagarse  en 
la  misma  moneda  ó  en  billetes  de  curso  legal  por  su  valor  co- 


^ 


—  237  —  PAG 

mente  en  plaza,  el  día  del  vencimiento  del  pago  (art.  619,  Cód. 
Civ.;  art.  3,  ley  15  de  octubre  de  1885).  —  T.  36,  p.  157. 

Pago.  —  Las  obligaciones  que  resultan  estipuladas  á  moneda  es- 
pecial, y  convertidas  amoneda  nacional  oro  sellado,  deben  ser 
satisfechas  en  oro  ó  su  equivalente  en  moneda  de  ley,  al  cam- 
bio del  dia  del  pago.  —  T.  36,  p.  433. 

—  Las  obligaciones  contraidas  á  moneda  especial,  sólo  pueden 
cancelarse  con  billetes  de  curso  legal,  por  su  valor  equivalente 
en  el  día  del  pago  (art.  619,  Cód.  Civ.;  art.  3,  ley  15  de  octu- 
bre de  1885).— T.  37,  p.  70. 

—  No  aludiéndose  en  la  suma  demandada,  á.  moneda  especial, 
sino  á  moneda  nacional,  es  con  ésta  que  debe  ordenarse  el 
abono  de  aquélla.  — T.  39,  p.  331. 

—  Las  obligaciones  contraídas  á  moneda  nacional  oro,  antes  de 
la  ley  sobre  curso  legal,  pueden  ser  chanceladas  en  billetes  de 
curso  legal  por  su  valor  escrito  (ley  de  15  de  octubre  de  1885^ 
prorrogada  en  sus  preceptos  por  la  de  de  25  de  noviembre  de 
1886  y  decreto  del  P.  £.  de  diciembre  24  del  mismo  año).  — 
T.  39,  p.  417. 

—  En  las  sociedades  á  término  fijo,  que  abarcan  un  conjunto 
de  negocios,  no  puede  pedirse  el  pago  de  utilidad  de  una  ope- 
ración parcialmente,  cuando  no  se  conoce  sí  el  resultado  gene- 
ral es  de  utilidad  ó  pérdida  (art.  442,  Cód.  Com.).  —  T.  43, 
p.  123. 

—  £1  cesionario  del  vendedor,  que  ha  estipulado  el  precio  á 
pesos  fuertes  oro,  tiene  derecho  á  ser  pagado  en  oro  ó  mone- 
da de  curso  legal,  por  su  equivalente,  según  el  valor  de  plaza 
el  día  del  pago,  aunque  haya  pagado  el  precio  de  la  cesión  en 
moneda  de  curso  legal  (art.  3,  ley  15  de  octubre  de  1885.  La 
última  circunstancia,  no  desautoriza  ni  altera  los  efectos  de  la 
obligación,  ni  exonera,  por  consiguiente,  al  deudor,  del  deber 
de  solventarla  en  la  moneda  estipulada).  —  T.  44,  p.  5. 

—  £1  de  documentos  de  obligación  y  de  billetes  de  banco,  respecto 
de  los  cuales  no  se  niega  que  circulen  fuera  de  la  emisión  au- 
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torizada  por  la  ley  y  que  hay  el  deber  de  recogerlos,  no. puede 
hacerse  sino  con  moneda  ó  billetes  de  curso  legal.  No  son  de 
esta  clase  los  bonos  de  la  sección  agrícola  del  Banco  provin- 
cial de  Córdoba.  —  T.  44,  p.  92. 

Pago.— En  el  juicio  ejecutivo  por  cobro  de  arriendos  anuales,  el 
pago  hecho  voluntariamente,  de  una  anualidad  que  se  alega 
haber  sido  indebida,  no  puede  fundar  la  excepción  de  pago 
respecto  de  otra  de  las  anualidades  cuyo  importe  se  deman- 
da. —  T.  46.  p.  159. 

—  La  deuda  del  propietario  de  un  establecimiento  comercial 
transferido  á  otro  con  todas  sus  acciones,  derechos  y  obliga- 
gaciones,  debe  ser  pagada  por  éste.  — T.  46,  p.  251. 

—  Debe  confirmarse  el  término  de  30  días  fijado  por  el  juez  al 
pago  de  una  deuda  sin  plazo,  cuando  ha  transcurrido  mucho 
tiempo  desde  la  interposición  de  la  demanda.  —  T.  47,  p.  434 . 

—  Las  sumas  depositadas  á  embargo,  no  pueden  considerarse 
como  consignadas  en  pago.  (Véase  :  Depósito), —  T.  48,  p.  588. 

—  £1  pago  hecho  á  persona  no  autorizada^  no  perjudica  al 
acreedor.  —  T.  49,  p.  373. 

—  £1  hecho  de  haber  el  acreedor  cobrado  la  renta  de  títulos 
dados  en  garantía,  no  autoriza  la  excepción  de  pago,  y  en  cuan- 
to  á  los  efectos  de  la  compensación,  no  trae  perjuicio,  toda 
vez  que  el  acreedor  haya  reconocido  el  cobro  hecho.  (£1  acree- 
dor tenía  el  derecho  y  el  deber  de  recaudar  los  réditos  de  los 
títulos  dados  en  garantía:  art.3234,  Cód.  Civ.).—  T.  54,  p.366. 

—  La  moneda  boliviana  es  moneda  especial,  y  las  obligaciones 
en  dicha  moneda,  deben  pagarse  con  arreglo  al  tipo  de  72  cen- 
tavos oro  cada  peso  boliviano^  ó  su  equivalente  en  moneda  de 
curso  legal  al  cambio  del  día  del  pago  (art.  3,  ley  15  de  octu- 
bre de  4885;  ley  de  29  de  septiembre  de  4875  ;  decreto  de  31 
de  octubre  de  4882).  —  T.  51.  p.  373. 

—  Las  obligaciones  de  pagar  oro  sellado,  no  pueden  ser  chan- 
celadas  en  billetes  de  curso  legal,  sino  por  el  valor  que  éstos 
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tengan  en  plaza  el  día  del  vencimiento  (art.  3,  ley  1 5  de  octubre 
de  1885).  —  T.  52,  p.  234. 

Pago. — Las  obligaciones  á  moneda  nacional  oro,  pueden  ser  chan- 
celadas  con  billetes  de  curso  legal  por  su  valor  escrito  (art.  3, 
ley  45  de  octubre  de  1885).  —  T.  52,  p.  413. 

—  £1  pago  del  precio  de  una  venta  no  es  un  pago  sin  causa,  ya 
que  tiene  por  causa  la  enajenación  de  un  inmueble.  —  T.  53, 
p.  75. 

—  No  procede  esta  excepción,  fundada  en  recibos  que  se  refie- 
ren á  deudas  distintas  de  ia  ejecutada.  —  T.  54,  p.  79. 

—  Los  recibos  de  la  mitad  de  los  fletes,  que  resulta  de  los  an- 
tecedentes no  ser  sino  el  duplicado  de  uno  solo,  no  pueden 
justificar  el  pago  de  la  totalidad  de  su  importe  (art.  1116,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  54,  p.  188. 

—  Debe  mandarse  pagar  la  deuda  comprobada  por  documentos 
enumerados  en  la  demanda,  con  arreglo  al  artículo  10  de  la 
ley  de  procedimientos,  y  presentados  y  reconocidos  en  la  esta- 
ción de  prueba.  —  T.  55,  p.  372. 

^  La  excepción  de  pago  admitida  contra  la  ejecución  de  letras 
de  cambio,  es  la  de  pago  efectuado,  y  no  de  pago  ofrecido  y  no 
aceptado.  —  T.  57,  p.  335. 

—  La  deuda  de  cantidad  líquida  en  moneda  nacional,  tiene  que 
ser  pagada  en  la  misma  moneda  convenida,  ó  en  otra  moneda 
nacional  por  su  justo  equivalente,  íntegramente  al  día  del  ven- 
cimiento (art.  619  y  750,  Cód.  Civ.).  —  T.  57,  p.  337. 

—  El  hecho  al  autorizado  para  recibirlo  á  cuenta  de  la  deuda, 
debe  imputarse  á  ésta,  aunque  el  que  lo  recibió  lo  haya  impu- 
tado á  otra  cuenta.  —  T.  58,  p.  289. 

—  Tratándose  de  prestaciones  de  la  misma  naturaleza,  los  pa* 
gos  deben  imputarse  á  la  deuda  designada  en  el  acto  de  hacer- 
los fart.  773,  Cód.  Civ.).  —  T.  58,  p.  289. 

—  La  deuda  estipulada  en  pesos  fuertes  moneda  metálica,  se 
refiere  á  moneda  especial,  que  en  los  términos  del  artículo  3  de 
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la  ley  de  inconversión,  no  da  derecho  al  deudor  para  satisfa- 
cerla en  billetes  de  curso  legal  á  la  par.  —  T.  60,  p.  74, 

Pago.  —  La  deuda  que  por  sentencia  firme  se  manda  pagar  áoro, 
debe  pagarse  con  arreglo  'á  la  ley  de  15  de  octubre  de  1885, 
número  4734,  al  tipo  del  cambio  correspondiente  al  día  del 
pago.— T.  60,  p.  158. 

—  Véase:  Administrador;  Billetes;  Letra  de  cambio ;  Prveba  ; 
Prueba  testimonial ;  Sociedad. 

Pago  de  flete.  —  Véase  :  Fletante. 

Papel  sellado.  —  El  espíritu  del  artículo  16  de  la  ley  de  papel 
sellado  de  1870,  es  terminar  sumariamente  y  en  una  sola  ins- 
tancia las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  el  pago  del  impues- 
to del  papel  sellado.  Por  consiguiente,  son  inapelables  los  autos 
que  al  respecto  se  pronuncien  por  los  jueces  de  sección.  —  T. 
9,  p.  510. 

—  No  hay  obligación  de  extender  en  papel  sellado  nacional  los 
documentos  sobre  obligaciones  que  por  su  naturaleza  no  corres- 
ponden exclusivamente  á  la  jurisdicción  nacional.  Presentán- 
dose ante  los  tribunales  nacionales  un  documento  de  esta  clase, 
debe  reponerse  el  sello  correspondiente  al  valor  del  contrato 
(art.  2.  ley  de  sellos  de  1872).  —  T.  12,  p.  286. 

—  En  los  casos  de  jurisdicción  concurrente,  sometidos  á  la  jus- 
ticia nacional,  por  acto  voluntario  de  las  partes,  la  ley  nacio- 
nal de  sellos  queda  cumplida  reponiéndose  el  sello  que  corres- 
ponde al  valor  del  contrato  ({ue  se  presente  en  juicio  (ley  de 
1876). —  T.  17,  p.  310. 

—  Una  obligación  contraída  en  acta  judicial,  está  sujeta  al  im- 
puesto de  sellos  como  si  hubiera  sido  extendida  en  escritura 
pública.  —  T.  23,  p.  107. 

—  Los  pagarés  cuyo  cobro  se  hace  ante  la  jurisdicción  federal 
.  por  razón  de  las  personas,  deben  ser  otorgados  en  papel  sella- 
do nacional  (ley  de  1881).  —  T.  23,  p.  636. 

—  No  habiendo  escribanos  nacionales,  el  protesto  de  los  paga- 
rés, cuyo  cobro  se  hace  ante  la  jurisdicción  federal  por  razón 
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de  las  personas,  puede  hacerse  en  papel  sellado  provincial.  — 
T.23.  p.  636. 

Papel  sellado.  —  Es  el  juez  y  no  la  dirección  de  rentas,  que 
debe  resolver  sobre  el  sello  que  corresponde  y  las  multas  que 
deben  aplicarse  respecto  de  los  documentos  que  se  presentan 
en  juicio  (art.  43,  ley  de  1885).  —  T.  29,  p.  32. 

—  La  presentación  en  juicio  de  una  copia  simple,  reservando 
el  documento  original,  importa  una  infracción  de  la  ley  de  se- 
llos, y  somete  al  que  la  produce  á  las  penas  que  ésta  establece. 
—  T.  29,  p.  32. 

~  La  fecha  del  documento  determina  la  ley  de  impuestos  de 
sellos,  que  le  es  aplicable.  —  T.  29,  p.  424. 

—  Según  la  ley  de  4879,  los  documentos  sobre  obligaciones  que 
por  razón  de  las  personas  tuviesen  que  ocurrir  á  la  jurisdic- 
ción federal,  debían  ser  otorgados  en  papel  sellado  nacional. — 
T.  29,  p.  424. 

—  Presentado  en  juicio  un  documento,  sólo  es  competente  para 
resolver  las  dudas  sobre  el  sello  que  ha  debido  emplearse,  el 
juez  que  conozca  de  la  causa.  —  T.  29,  p.  482. 

—  La  carta  en  que  se  manifiesta  conformidad  á  una  cuenta  de 
honorarios,  no  está  comprendida  entre  los  documentos  que 
deben  extenderse  en  papel  sellado  (ley  de  4885). — T.  29,  p.  482. 

—  Según  la  ley  de  sellos  de  1885,  los  documentos  sujetos  á  la 
jurisdicción  nacional  por  razón  de  las  personas,  debían  exten- 
derse en  papel  sellado  nacional ;  y  la  presentación  de  ellos  en 
papel  sellado  provincial  ante  los  tribunales  federales,  somete  é 
los  otorgantes  á  la  multa  correspondiente.  —  T.  30,  p.  20. 

—  La  cuenta  de  mercancías  vendidas  al  contado  con  el  confor- 
me del  comprador,  contiene  una  obligación  de  pagar  al  contado 
y  debe  extenderse  en  el  papel  sellado  correspondiente  (ley  de 
4886).  —  T.  30,  p.  397. 

—  Las  obligaciones  sin  plazo,  contraídas  en  el  año  4886,  deben 
extenderse  en  sellos  que  representen  el  medio  por  ciento  de 
su  valor.  —  T.  30,  p.  437. 

T.     II  l6 
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Papel  sellado.  —  En  las  obligaciones  de  pago  al  contado,  debe 
usarse  el  sello  correspondiente  á  las  en  que  no  se  designe  plazo 
(leyde1886).  —  T.  30,  p.  457. 

— -  De  la  multa  impuesta  por  infracción  de  la  ley  de  papel  sella- 
do^ cada  interesado  debe  pagar  la  parte  que  le  corresponde. 
—  T.  33,  p.  H2. 

—  La  multa  por  infracción  de  la  ley  de  sellos  es  una  pena,  que 
debe  ó  no  imponerse,  según  sea  la  ley  más  benigna  dictada  en- 
tre la  fecha  de  la  infracción  y  la  de  su  aplicación.  Un  contrato 
que  en  la  fecha  de  su  otorgamiento  debió  ser  extendido  y  no 
lo  fué,  en  papel  sellado  nacional,  bajo  multa  del  décuplo,  no 
está  sujeto  á  esta  pena,  si  se  presenta  en  juicio,  cuando  por 
ley  posterior,  quedó  suprimida  esa  obligación.  (La  multa  en 
materia  de  impuestos  fiscales,  como  en  general,  en  todos  los 
casos  de  contravención  á  las  leyes,  constituye  una  verdadera 
pena,  y  debe  aplicarse  á  ella  el  principio  establecido  por  el 
art.  48,  Cód.  Penal).  —  T.  34,  p.  167. 

—  Las  cuentas  corrientes  no  se  hallan  sujetas  á  la  escala  de  la 
ley  de  sellos,  por  sus  saldos  deudores  (ley  de  1886).—  T.  36,  p. 
177. 

—  No  procede  la  reposición  de  sellos  de  lo  actuadoen  expedien- 
tes seguidos  ante  la  justicia  de  paz,  traídos  á  la  justicia  federal 
como  antecedentes  de  la  causa  (art.  9,  inc.  9o,  ley  de  sellos  de 
1890). —T.  39,  p.  108. 

—  El  documento  por  el  cual  se  reconoce  deber  una  suma  de  di- 
nero, procedente  de  precio  de  venta,  pagadera  á  día  fijo,  con 
derecho  á  un  nuevo  plazo  pagándolos  intereses,  debe  extender- 
se en  papel  del  sello  correspondiente  á  la  cantidad  y  al  térmi- 
no total  de  los  plazos ;  y  su  otorgamiento  en  papel  común,  so- 
mete á  los  interesados  al  pago  del  décuplo  establecido  por  la 
ley.  —  T.  41,  p.  345. 

—  La  multa  por  infracción  de  la  ley  de  sellos,  es  una  pena  que 
debe  ó  no  imponerse  según  sea  la  ley  más  benigna  dictada  entre 
la  fecha  de  la  infracción  y  la  de  su  aplicación.  —  T.  46^  p.  370. 
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Papel  sellado.  —  Un  documento  que  en  la  fecha  del  otorga- 
miento debió  ser  extendido,  y  que  no  lo  fué,  en  papel  sellado 
nacional,  bajo  multa  del  décuplo,  no  está  sujeto  á  esta  pena  si 
se  presenta  en  juicio,  cuando  por  ley  posterior  quedó  supri- 
mida esa  obligación.  —  T.  46,  p.  370. 

—  En  las  causas  suscitadas  con  motivo  de  la  lev  de  elecciones, 
no  puede  obligarse  á  las  partes  á  reponer  el  papel  sellado. — 
T.  47,  p.  191. 

—  La  ley  de  sellos  de  4894  no  exige  reposición  de  sellos  en  los 
documentos  extendidos  en  el  papel  sellado  provincial  corres- 
pondiente, cuando  se  ocurre  con  ellos  al  fuero  federal  por  ra- 
zón de  personas  (art.  4  y  48,  de  dicha  ley).  —  T.  48,  p.  549. 

—  El  poder  general  extendido  fuera  de  la  Capital  en  el  papel 
sellado  de  la  localidad  correspondiente,  no  está  sujeto  á  la  repo- 
sición del  papel  sellado  nacional  (art.  45,  ley  de  sellos  de  4893). 
—  T.  54 ,  p.  235. 

—  Por  la  ley  de  la  materia  de  los  años  de  4886  y  4887,  el  im- 
puesto de  sellos  no  comprendía  la  obligaciones  del  fuero  fede- 
ral por  razón  de  las  personas.  —  T.  53,  p.  281. 

—  En  la  aplicación  de  multa  por  infracción  á  la  ley  de  sellos, 
deben  observarse  las  reglas  de  derecho  en  materia  penal.  — 
1".  54,  p.  263. 

—  Las  letras  á  favor  del  Banco  nacional  deben  ser  otorgadas  en 
papel  sellado  nacional  y  no  provincial  (art.  4,  ley  de  sellos  de 
4892).  — T.  55,  p.  43. 

—  La  remisión  del  expediente  que  por  muerte  del  demandado 
debe  hacerse  al  juez  de  la  testamentaria,  no  puede  cumplirse 
mientras  no  se  abone  la  multa  por  infracción  de  la  ley  de  sellos, 
mandada  pagar  por  auto  ejecutoriado.  —  T.  55,  p.  269. 

—  Según  la  ley  de  papel  sellado  para  4887  y  4890  (art.  33  y  35, 
respectivamente)  el  valor  de  los  sellos  de  que  debió  hacerse 
uso^  corresponde  ser  pagado  por  quien  presenta  los  documen- 
tos relativos,  y  la  multa  por  cada  una  de  las  partes  que  incu- 
rrieron en  ella.  —  T.  56,  p.  222. 
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Papel  sellado.  —  La  agregación  de  estampillas  no  inutilizadas 
por  la  administración,  á  un  documento  que  debe  ser  extendido 
en  papel  sellado,  importa  una  infracción  á  la  ley  de  sellos.  — 
T.  56,  p.  374. 

—  En  los  sellos  de  reposición  debe  hacerse  constar  la  causa  á 
que  corresponden.  —  T.  59,  p.  43. 

—  No  hay  infracción  de  la  ley  nacional  de  sellos  en  la  escritura 
de  hipoteca  sobre  inmuebles  situados  en  1^  provincia,  otorgada 
en  sellos  y  registros  provinciales  (art.  46  de  la  ley  de  i894).  — 
T.  59,  p.  182. 

Papeles  privados.  —  Los  de  los  procesados  por  contrabando,  no 
pueden  servir  de  fundamento  al  juicio,  y  deben  desglosarse 
del  proceso,  sean  ellos  auténticos  ó  falsos.  En  este  segundo 
caso  deben  mantenerse  en  poder  del  juez  de  la  causa,  á  los 
efectos  del  juicio  correspondiente  contra  los  que  resulten  au- 
tores y  cómplices  (art.  4033,  Ord.  Dada  la  prohibición  esta- 
blecida por  este  artículo,  en  nignún  caso  las  medidas  de  oficio, 
que  está  autorizada  á  tomar  la  administración,  pueden  exten- 
derse á  la  apropiación  de  papeles  en  el  domicilio  particular  de 
las  personas,  que  puedan  comprometer  el  secreto  de  la  corres- 
pondencia y  negocios  privados,  lo  cual  por  los  art.  356,  359  y 
siguientes,  Cód.  Proc.  Crim.,  está  deferido  exclusivamente  álos 
funcionarios  encargados  de  la  instrucción  judicial.  Auténticos 
ó  falsos  dichos  documentos,  no  pueden  servir  de  base  al  proce- 
dimiento ui  al  juicio :  si  lo  primero,  porque  siendo  el  resultado 
de  una  sustracción  y  de  un  procedimiento  injustificable  y  conde- 
nado por  la  ley,  aunque  se  haya  llevado  acabo  con  el  propósito 
de  descubrir  y  perseguir  un  delito  ó  una  pesquisa  desautorizada 
y  contraria  á  derecho,  la  ley,  en  el  interés  de  la  moral  y  de  la  se- 
guridad y  secreto  de  las  relaciones  sociales,  los  declara  inadmi- 
sibles ;  si  lo  segundo,  porque  su  naturaleza  misma  se  opone  á 
darles  valor  y  mérito  alguno).  —  T.  46,  p.  36. 

Papeleta  de  enrolamiento.  —  Véase  :  Vecindad, 

Pared  medianera.  —  Admitida  la  medianería  de  una  pared,  los 
colindantes  tienen  derecho  de  servirse  de  ella  para  todos  los 
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usos  á  que  está  deslinada^  con  tal  que  no  le  causen  deterioro 
ni  comprometan  su  solidez  (art.  2730^  Cód.  Civ.).  — T.  13, 
p.  442. 

Pared  medianera.  —  La  pared  medianera  que  no  puede  sopor- 
tar la  mayor  altura  que  se  le  quiere  dar,  puede  ser  demolida  y 
reconstruida,  sin  que  el  vecino  tenga  derecho  á  reclamo  alguno 
por  las  incomodidades  de  la  reconstrucción.  Esta  y  la  demoli- 
ción deben  ser  á  costa  del  que  quiere  alzarla.  Si  la  pared  anti- 
gua había  sido  hecha  á  costa  del  vecino,  éste  no  puede  reclamar 
el  pago  de  l<i  mitad  de  su  costo,  y  tiene  solamente  derecho  á 
retirar  los  materiales  de  la  pared  demolida  (art.  2728  y  2733, 
Cód.  Civ.).  —  T.  34,  p.  320. 

—  Véase  :  Presunción, 

Parentesco.  —  Véase  :  Indicio, 

Parque  3  de  Febrero.  —  Véase  :  Municipalidad  de  la  Capital; 
Provincia  de  Brienos  Aires. 

Párrocos.  —  Véase  :  Estado  civil. 

Parte.  —  Nadie  puede  ser  declarado  parte  en  un  juicio,  mien- 
tras no  se  presente  título  bastante  que  justifique  la  personería. 

—  T.  7,  p.  9. 

—  No  siendo  parte  en  un  juicio,  el  principal  interesado  en  un 
cargo  que  se  hace,  éste  no  puede  ser  tomado  en  consideración. 

—  T.  49.  p.  473. 

—  No  pueden  intervenir  en  una  causa,  sino  los  que  son  parte 
en  ella.  —  T.  23,  p.  675. 

Partición.  —  No  haciéndose  observación  por  los  ministerios 
públicos,  debe  aprobarse  la  sentencia  que  acepta  la  cuenta  par- 
ticionaria,  en  que  versan  intereses  de  menores.  (Fallo  dictado 
en  una  causa  de  los  territorios  nacionales,  elevada  en  consulta, 
de  acuerdo  con  el  artículo  42  de  la  ley  número  4532,  orgánica 
de  aquellos).  —  T.  44,  p.  456. 

Partidas.  —  Las  de  una  cuenta,  reconocidas  al  absolver  posi- 
ciones^ deben  declararse  de  legítimo  abono.  —  T.  46,  p.  330. 

Pasajero.  —  No  está  obligado  á  fundar  su  demanda  por  resar- 
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cimiento  de  daños  sufridos  en  el  equipaje^  en  el  conocimiento 
que  la  ley  exige  al  cargador  por  los  daños  sufridos  en  la  carga 
(art.  mi  y  4278,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  20,  p.  473. 

Pasajero.  —  Las  lesiones  involuntarias,  los  actos  subsiguientes 
de  mala  atención,  la  pérdida  y  extravio  de  equipajes,  son  infrac- 
ciones á  las  obligaciones  contraídas  por  las  empresas  de  vapores, 
relativamente  á  la  seguridad  de  la  vida,  persona  y  equipajes  de 
los  pasajeros.  La  naturaleza  comercial  de  estos  hechos,  no  de- 
saparece por  no  ser  comerciante  el  pasajero,  ó  por  la  aplicación 
que  pueda  hacerse  de  disposiciones  especiales  del  Código  Civil, 
pues  en  las  causas  comerciales  son  siempre  de  aplicación  su- 
pletoria las  disposiciones  de  aquél  código,  según  la  declaración 
del  artículo  1,  título  preliminar  del  Código  de  Comercio.  — 
T.  44,  p.  70. 

Pase.  —  Para  conceder  el  pase  á  un  rescripto,  nombrando  ai 
que  debe  presidir  el  capítulo  general  de  una  orden,  debe  pres- 
cribirse que  estén  representados  en  él  todos  los  conventos 
existentes  en  la  República.  —  T.  10,  p.  195. 

—  La  patente  de  provincial  de  una  orden  religiosa,  tiene  que 
ser  presentada  ál  gobierno  de  la  República  para  obtener  el  pase. 
Sin  este  requisito  no  puede  tener  valor  alguno  en  juicio,  ni 
acreditar  la  personería  legítima  de  la  persona  á  cuyo  favor  ha 
sido  expedida  (ley  64,  tít.  U,  lib.  1,  Rec.  Ind.).  —  T.  16,  p.92. 

—  El  de  letras  patentes,  se  concede  bajo  las  reservas  de  la  so- 
beranía nacional.  — T.  25,  p.  375. 

—  Puede  concederse  á  las  bulas  de  institución  y  rescriptos  de 
su  santidad,  previo  juramento  del  instituido  de  respetar  la 
constitución,  las  leyes  del  congreso  y  los  derechos  y  regalías 
del  patronato  nacional.  — T.  34,  p.  192. 

—  Puede  concederse  el  pase  á  la  bula  de  institución  de  un  obis- 
po in  paríibus  infidelium,  dejando  á  salvo  los  derechos  de  la 
nación  sobre  patronato  y  demás  que  emanan  de  la  constitu- 
ción y  leyes.  —  T.  47,  p.  444. 

—  No  habiendo  oposición  al  ejercicio  de  los  derechos  del  patro- 
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nato  Y  con  las  reservas  que  emanan  de  la  Constitución  y  de  las 
leyes  al  respecto,  debe  concederse  el  pase  á  las  bulas  ponti- 
ficias instituyendo  obispos  auxiliares  en  la  República.  — T. 
49,  p.  498. 

Pase.  —  Procede  el  acuerdo  sobre  pase  á  la  bula  de  institución 
(ie  un  obispo  elegido  y  presentado  en  forma  por  el  gobierno  de 
la  República.  —  T.  52,  p.  282. 

—  En  las  bulas  pontifícias  instituyendo  obispos  titulares  de  igle- 
sias extrañas  y  auxiliares  de  la  Arquidiócesisde  la  República, 
debe  concederse  el  pase  con  las  reservas  que  emanan  de  la 
Constitución  y  de  las  leyes  dictadas  con  arreglo  á  ella,  sobre 
patronato  nacional.  —  T.  54,  p.  400  y  404. 

—  Véase:  Brete ;  Delegado  apostólico. 

Pastaje.  —  El  acreedor  por  pastaje  goza  del  derecho  de  reten- 
ción basta  el  pago  de  la  deuda  (leyes  9,  tit.  47,  lib.  d"",  del  Fuero 
Real ;  y  5,  tít.  8,  part.  5*).  —  T.  42,  p.  464. 

—  El  autor  de  una  orden  en  virtud  de  la  que  se  han  introduci- 
do animales  al  campo  de  otro,  es  responsable  del  pago  del  pas- 
taje consumido  por  los  mismos.  — T.  26,  p.  456. 

—  Ordenada  la  devolución  de  hacienda  previo  abono  de  pastaje, 
este  debe  ser  pagado  según  el  precio  convenido^  ó  el  que  se 
determine  por  peritos.  —  T.  40,  p.  447. 

Pastoreo.  —  El  hecho  de  encontrarse  animales  del  demandante 
en  potreros  del  demandado,  hace  presumir  el  contrato  de  pas- 
toreo, aun  cuando  no  se  justiGque  que  hubo  convenio  expreso 
al  respecto.  —  T.  42,  p.  464. 

—  No  determinándose  la  retribución  por  el  pastoreo,  se  presu- 
me  que  las  partes  aceptan  el  precio  corriente  si  lo  había,  ó  el 
que  determinen  personas  competentes.  —  T.  42,  p.  464. 

—  No  justificándose  el  hecho  de  haber  muerto  una  parte  de  los 
ganados  recibidos  á  pastoreo,  el  dueño  del  potrero  es  respon- 
sable de  los  que  no  devuelva.  —  T.  42,  p.  464. 

Patente.  ^  La  falta  de  patente  de  fonda,  no  influye  para  que  los 
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que  concurren  á  comer  en  una  casa,  se  consideren  desobliga- 
dos de  pagar  lo  que  consumen.  -«  T.  43,  p.  Mb, 

Patente  adicional. — Las  modificaciones  introducidas  á  apara- 
tos patentados  para  gozar  del  privilegio,  requieren  una  pa- 
tente adicional.  — T.  24,  p.  546. 

Patente  de  invención.  —  A  los  autores  de  un  descubrimiento  ó 
invento  en  todos  los  géneros  de  industria,  se  concede  el  dere- 
cbo  de  su  explotación  exclusiva,  obteniendo  patente  en  la  for- 
ma legal  (ley  de  patentes  de  invención).  —  T.  7,  p.  348. 

—  La  nulidad  de  la  patente  que  la  ley  declara  para  los  inventos 
explotados  antes  de  su  fecha,  se  refiere  á  [los  introducidos  del 
extranjero,  no  á  los  hallados  en  el  país  (art.  46,  ley  de  paten- 
tes). —  T.  7,  p.  348. 

« 

—  Para  imponer  pena  al  fraude  contra  los  privilegios  de  inven- 
ción, la  ley  requiere  que  el  invento  sea  patentado  (art.  53).  — 
T.7.  p.  348. 

—  Antes  de  expedida  ésta,  la  explotación  del  invento  por  otros 
no  es  sujeta  á  pena.  —  T.  7,  p.  348. 

—  No  es  admisible  acción  alguna  relativa  á  clasificación  de  pa- 
tente de  invención,  si  no  se  acompaña  ésta  (art.  57,  Ley  de  Pa- 
tentes).—T.  43,  p.  102. 

—  Una  patente  de  invención  no  puede  entenderse  concedida  por 
cada  uno  de  los  procedimientos  en  particular  empleados  para 
la  elaboración  de  un  producto^  sino  por  el  conjunto  de  ellos^ 
que  es  lo  que  forma  el  sistema  y  constituye  el  invento.  Pa- 
ra hacer  uso  de  los  derechos  que  acuerda  la  ley  de  patentes 
contra  terceros,  es  necesario  demostrar  que  se  emplean  los  mis- 
mos procedimientos.  —  T.  18,  p.  426. 

—  Concedida  patente  de  invención  por  el  uso  exclusivo  de  un 
aparato  para  obtener  un  resultado  determinado,  no  puede  él 
ser  empleado  por  otros  con  el  mismo  fin.  Otra  patente  expedid 
da  con  posterioridad  por  el  mismo  aparato,  es  nula.  —  T.  18, 
p.  467. 

—  Es  compatible  la  existencia  simultánea  de  dos  patentes  de 
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invención,  aun  cuando  una  y  otra  se  refieran  á  un  producto  in- 
dustrial compuesto  de  las  mismas  materias  primas,  cuando  el 
privilegio  no  comprenda  en  ninguna  de  ellas  el  empleo  de  ma^ 
teriales,  sino  el  procedimiento  especial  para,  por  su  mezcla  y 
disposición,  obtener  un  producto  industrial.  —  T.  20,  p.  403. 

Patente  de  iiiTeiicióii.  —  No  tiene  derecho  para  pedir  la  nulidad 
de  una  patente,  el  que  no  demuestra  tener  interés  en  el  asunto. 
Siendo  la  invención  patentada  distinta  de  la  que  se  indica  para 
pedir  la  nulidad  de  la  patente,  debe  rechazarse  la  demanda 
(art.  48,  ley  de  la  materia).  —  T.  24,  p.  466. 

—  La  participación  en  el  uso  del  invento,  obtenida  por  transac- 
ción con  su  dueño,  es  excepción  legítima  contra  la  acción  de 
defraudación  por  uso  indebido  del  mismo  (art.  57  de  la  ley  de 
la  materia).  —  T;  24,  p.  518. 

—  Son  nulas  las  concedidas  á  máquinas  ó  aparatos,  cuyo  sistema 
y  aplicación  sean  conocidos  y  practicados  en  el  país  (art.  46, 
ley  de  la  materia).  —  T.  24,  p.  546. 

—  No  puede  acordarse  á  los  sistemas  en  general,  desde  que  la 
ley  prescribe  que  se  acompañe  el  dibujo  de  la  máquina  ó  apa- 
rato que  se  solicite  patentar,  y  no  puede  presentarse  dibujo  de 
un  sistema.  — T.  24,  p.  546. 

—  La  falta  de  novedad  y  la  publicación  anterior  del  invento, 
aun  hecha  por  el  mismo  inventor,  anula  la  patente  que  éste 
haya  obtenido  con  posterioridad.  £1  haber  obtenido  la  patente 
de  invención,  demuestra  la  falta  de  temeridad  en  la  demanda 
interpuesta  contra  los  explotadores  del  invento,  y  exime  al  de- 
mandante del  cargo  de  costas  procesales  (art.  1,  4,  46  y  51, 
ley  de  patentes).  —  T.  31,  p.  427. 

—  £s  nula  la  patente  de  invención^  probándose  que  el  invento 
era  conocido  por  folletos  y  publicaciones  de  los  fabricantes  ex- 
tranjeros, y  estaba  en  explotación  antes  de  la  concesión  de  la 
patente  fart.  1,  4  y  46,  ley  de  patentes).  —  T.  34,  p.  157. 

—  El  caso  de  caducidad  de  patente,  pedida  por  razón  de  tener 
el  demandante  que  usar  el  sistema  patentado,  es  preciso  y  prác- 
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tico  y  obliga  álos  tribunales  federales  á  tramitarlo  y  resolver- 
lo (art.  48,  ley  de  patentes).  —  T.  34,  p.  344. 

Patente  de  invencióii.  —  No  usándose  en  la  fabricación  del  pro- 
ducto acusado,  las  substancias  ni  los  medios  empleados  en  la 
del  producto  patentado,  no  procede  la  acción  de  la  ley  de  pa- 
tentes. —  T.  36,  p.  106. 

—  £1  propietario  de  un  invento  patentado  tiene  derecho  para 
pedir  el  resarcimiento  do  perjuicios  contra  quien  emplea  el 
mismo  invento,  para  alcanzar  los  efectos  que  se  propuso  el  in- 
ventor. Siendo  igual  el  invento  en  sus  principios  fundamen- 
tales, no  pueden  perjudicar  ese  derecho,  alteraciones  de  deta- 
lle empleadas  en  la  aplicación  del  invento,  con  tal  que  por  su 
procedimiento  y  empleo  se  alcance  el  mismo etecto  útil.  — T. 
38,  p.  481. 

—  Es  nula  la  concedida  por  una  máquina  conocida  y  aplicada 
anteriormente  en  el  país  (art.  4,  4  y  46,  ley  de  patentes).  —  T. 
41,  p.  394  y  399. 

—  La  demanda  fundada  en  una  patente  nula,  hace  responsable 
al  actor  de  los  perjuicios  que  en  su  consecuencia  haya  sufrido 
el  demandado  (art.  51,  ley  de  patentes;  art.  1109,  Cód.  Civ.). — 
T.  41,  p.  394  y  399. 

—  Aquella  cuyo  objeto  es  el  sistema  para  obtener  un  resultado 
y  no  el  resultado  mismo,  no  puede  impedir  que  otro  la  obten- 
ga por  sistemas  distintos  y  conocidos.  —  T.  43,  p.  78. 

—  Es  nula  la  concedida  después  de  conocido  en  el  país  ó  fuera 
de  él,  el  sistema  patentado  (art.  1,  46  y  51,  ley  de  patentes).  — 
T.  48,  p.  497. 

—  Efectuado  el  embargo  en  causa  sobre  defraudación  de  paten- 
te de  invención^  el  que  admite  su  sustitución  por  una  fianza, 
es  apelable  (art.  501,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  49,  p.  97. 

—  El  demandado  por  explotación  indebida  de  invento,  puede 
evitar  la  suspensión  de  ella  y  el  embargo  de  los  electos  que 
forman  su  objeto,  dando  caución  bastante  á  juicio  del  juez 
(art.  58,  Ley  de  Patentes).  —  T.  51,  p.  161. 
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Patente  de  inveiioión. — Véase:  Acción  penal;  Pricilegio;  Prueba. 

Patria  potestad. —  La  que  corresponde  al  padre  comprende  la 
obligación  y  el  derecho  de  criar  y  dirigir  la  educación  de  sus 
hijos,  y  no  puede  suspenderse  este  derecho  sin  motivos  legales 
y  evidentes  (art.  265,  Cód.  Civ.).  —  T.  U,  p.  212. 

—  La  actual  inmoralidad  del  padre,  el  abandono  de  sus  hijos  en 
la  infan(yia,  sin  proveer  jamás  á  sus  necesidades,  una  vez  acre- 
ditadas en  juicio,  son  motivos  legales  sufícientes  para  pronun- 
ciar la  suspensión  ó  la  pérdida  de  la  patria  potestad  Cart.  307  y 
3<0,  Cód.  Civ.).  —  T.  23,  p.  744. 

—  No  apuntándose  hechos  atendibles  que  se  opongan  al  ejerci- 
cio de  la  patria  potestad,  que  el  padre  natural  tiene  sobre  sus 
hijos,  deben  éstos  ser  restituidos  al  domicilio  y  poder  de  él 
(art.  328,  Cód.  Civ.).  —  T.  38,  p.  273. 

Pedimento.  —  No  observándose  en  la  contestación^  el  tanto  del 
pedimento  de  la  demanda^  debe  considerarse  aceptado.  — T. 
17,  p.  231. 

Pena. —  Se  impone  á  los  delincuentes  y  no  al  delito.  — T.  3, 
p.  80. 

—  No  se  puede  juzgar  de  su  gravedad,  cuando  está  expresamen- 
te señalada  por  la  ley.  —  T.  3,  p.  87. 

—  No  debe  aplicarse  por  simples  presunciones;  y  en  tal  caso, 
debe  absolverse  al  procesado  de  la  instancia,  pero  con  calidad 
de  por  ahora.  —  T.  3,  p.  282. 

—  Cuando  el  acto  está  calificado  de  delito,  no  se  puede  declarar 
como  juzgado  con  la  prisión  sufrida,  pues  esta  declaración 
equivale  á  imponer  una  pena.  —  T.  6,  p.  31 5. 

—  En  caso  que  un  acusado  sufra  una  larga  prisión  mientras  se 
tramita  su  causa,  debe  tenerse  en  cuenta  esa  circunstancia 
para  moderar  la  pena  que  se  le  imponga.  —  T.  6,  p,  459. 

—  Repugna  imponerla  á  un  joven  por  haber,  en  casa  de  sus 
padres  y  verosímilmente  por  orden  de  éstos^  facilitado  la  fuga 
(le  un  pariente  suyo,  cuando  se  ha  sobreseído  en  la  causa  con- 
tra los  autores  de  la  evasión.  — T.  7,  p.  301. 


PEN  -^  252  — 

Pena.  —  Cuando  esta  es  pecuniaria,  y  el  procesado  no  tiene  bienes 
para  cumplirla,  debe  procederse  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  articulo  92  de  la  ley  penal,  sin  distinguirse  el  caso  de  haber 
estado  en  libertad  bajo  fianza  ó  no.  (Véase  :  Fianza  carcelera). 
—  T.  7,  p.  368. 

—  Esta  se  impone  para  cumplirse  después  de  sentenciada  la 
causa.  —  T.  7,  p.  368. 

—  La  larga  prisión  sufrida  por  las  demoras  en  el  proceso,  in- 
dependientemente de  la  voluntad  del  procesado,  y  el  empleo 
del  mismo  en  trabajos  públicos  durante  aquélla,  es  justa  causa 
para  dar  por  compurgada  la  pena,  si  ésta  resulta  no  ser  ma- 
yor que  el  tiempo  de  prisión  sufrida  con  las  circunstancias 
enunciadas.  —  T.  7,  p.  433. 

—  La  pena,  por  la  provocación  al  duelo  y  las  amenazas  á  los 
magistrados  con  ocasión  de  sus  funciones,  puede  ser,  según  la 
gravedad  del  caso,  corporal  y  pecuniaria  conjuntamente.  — 
T.  8,  p.  495. 

—  La  ley  8,  título  10,  partida  7«,  que  condena  á  muerte  al  jefe 
de  un  ayuntamiento  que  haya  muerto  á  un  individuo,  no  debe 
aplicarse  no  habiendo  pruebas  por  las  que  conste  que  el  acu- 
sado fué  jefe  del  ayuntamiento.  —  T.  9,  p.  95. 

—  Las  acusaciones  y  denuncias  declaradas  calumniosas  por 
sentencia  ejecutoriada^  son  castigadas  con  las  penas  de  los  tes- 
tigos falsos  (art.  73,  Ley  Penal).   —  T.  9,  p.  503. 

—  Para  su  imposición,  debe  tenerse  en  cuenta  la  magnitud  del 
daño  que  consta  haberse  ocasionado.  —  T.  10,  p.  440. 

—  Para  que  no  haya  lugar  á  la  imposición  de  pena,  cuando  hay 
principio  de  ejecución  de  un  delito  por  hechos  exteriores,  es 
necesario  que  haya  desistimiento  voluntario  por  parte  de  los 
autores  (ley  2,  tít.  31,  part.  7*).  —  T.  44,  p.  47. 

—  No  se  puede  aplicar  pena  inferior  al  minimum  de  la  señala- 
da por  la  ley,  aunque  se  pida  su  aplicación  por  el  ministerio 
fiscal.  —  T.  44,  p.  307. 

—  No  puede  pedirse  ¿  la  vez  el  cumplimiento  de  un  contrato 
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y  la  pena  (art.  287  y  288,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  11,  p.  446. 

Pena.  —  Corresponde  al  prudente  arbitrio  del  juez,  moderar  las 
penas  demasiado  rigurosas,  teniendo  en  cuenta  la  gravedad  del 
caso,  y  la  prácticas  de  los  tribunales  (art.  93,  Ley  Penal).  — 
T.  12,  p.  315. 

—  La  práctica  de  aplicar  pena  menor  á  los  cómplices  que  á  los 
autores  principales  de  un  delito,  debe  observarse  especial- 
mente, cuando  contra  éstos  concurran  circunstancias  agravan- 
tes, y  la  participación  de  aquellos  ha  sido  posterior  al  delito. 
—  T.  12,  p.  439. 

—  No  puede  imponerse  pena,  sino  con  pruebas  claras  como  la 
luz  (ley  7,  tít.  31,  part.  7*).  —  T.  13,  p.  137. 

—  Demostrándose  que  no  ha  habido  malicia,  al  recibir  el  sufra- 
gio de  ciudadanos  que  no  presentaban  su  boleta  de  inscripción, 
sino  un  error  de  interpretación  por  falta  de  una  declaración 
de  autoridad  competente,  no  debe  imponerse  pena  á  los  miem- 
bros de  la  mesa.  —  T.  15,  p.  111 . 

—  Las  penas  por  delitos  comunes  deben  aplicarse  con  la  mo- 
deración introducida  por  la  práctica  de  los  tribunales,  y  se- 
gún ésta,  la  pena  capital  no  debe  generalmente  aplicarse  sino 
á  los  casos  de  alevosía  y  de  atrocidad  bien  justificados  (art.  93, 
Ley  Penal).  -^T.  15,  p.  189. 

—  Aunque  es  verdad  que  la  pena  impuesta  al  delito  de  contra- 
bando y  defraudación  de  rentas,  puede  ser  asimilada,  en  al- 
guno de  sus  efectos,  á  una  reparación  civil  del  perjuicio  cau- 
sado al  tesoro  público ;  no  es  menos  verdadero  que  ella  con- 
serva su  carácter  penal,  puesto  que,  salvos  los  casos  de  excep- 
ción, dicha  reparación  es  personal,  y  no  debe  ser  exigida  de 
los  herederos  del  contraventor,  cuando  éste  ha  fallecido  antes 
que  la  condenación  hubiese  sido  pronunciada.  —  T.  18,  p.  350. 

—  Es  motivo  para  su  disminución,  el  haberse  encontrado  la 
mayor  parte  del  dinero  robado.  —  T.  23,  p.  719. 

—  No  es  exacto  en  términos  absolutos,  que  en  las  obligaciones 
con  cláusula  penal,  deba  siempre  pagarse  la  pena,  cualquiera 


PEN  —  254  — 

que  sea  la  causa  que  impida  el  cumpUmiento  de  la  obligación 
(art.  290,  Cócl.  Com.  ant.),  pues  la  excepción  existe  cuando 
es  el  mismo  acreedor  quien  impide  el  cumplimiento  :  lo  con- 
trario importaría  colocar  al  acreedor  en  aptitud  de  ganar  la 
multa  en  la  generalidad  de  los  casos,  haciendo  que  no  se  cum- 
pliera la  obligación  principal,  lo  que  sería  evidentemente  in- 
justo é  inmoral.  —  T.  24,  p.  4^8. 

Pena.  —  La  violación  de  correspondencia  es  castigada  con  la 
pena  de  cuatro  meses  de  trabajos  forzados  (art.  52,  Ley  Penal). 
—  T.  25,  p.  457. 

—  El  que  expende  moneda  falsa  de  curso  legal  y  de  un  valor 
inferior  á  la  legítima,  es  castigado  con  la  pena  de  4  á  7  años 
de  trabajos  forzados,  y  una  multa  de  500  á  4000  pesos  fuertes 
(art.  60,  Ley  Penal).  —  T.  25,  p.  248. 

—  El  reo  de  circulación  de  moneda  falsa  de  plata,  de  curso 
legal,  con  la  circunstancia  atenuante  de  la  poca  cantidad 
circulada,  es  castigado  con  la  pena  de  cuatro  años  de  traba- 
jos forzados  y  multa  de  600  pesos  (art.  60,  Ley  Penal).  — T.  26, 

p.  352. 

—  La  pena  de  seis  años  de  presidio  y  de  inhabilidad  para  ejer- 
cer cargos  páblicos  por  dicho  tiempo,  y  la  mitad  más,  impues- 
ta al  empleado  que,  con  daño  del  servicio  público,  ha  aplicado 
á  usos  propios  los  caudales  puestos  á  su  cargo,  es  justa  (art. 
80  y  83,  Ley  Penal).  —  T.  27,  p.  242. 

—  No  están  sujetos  á  pena  los  expendedores  de  mercaderías 
con  marca  falsificada,  que  indican  de  quien  los  hubieron,  y  con- 
tra los  cuales  no  se  prueba  el  dolo  ó  la  complicidad  para  favo- 
recer la  falsificación  (art.  31,  Ley  de  Marcas).  —  T.  28,  p.  42. 

—  El  reo  de  falsedad  y  tentativa  de  apropiación  de  dineros 
públicos^  tiene  la  pena  de  trabajos  forzados  de  uno  á  tres  años 
y  multa  de  cien  á  mil  pesos  (art.  65  y  80,  Ley  Penal).  — 
T.  28,  p.  493. 

—  De  la  impuesta  al  autor  de  la  falsificación  de  moneda  de 
plata,  debe  deducirse  todo  el  tiempo  de  prisión  sufrida  que 
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exceda  de  seis  meses,  con  arreglo  al  Código  Penal  que  rige  en 
la  Capital,  y  que  forma  el  derecho  común  á  que  se  refiere  el 
articulo  93  de  la  ley  penal  de  4863.   —  T.  29,  p.  330. 

Pena.  —  La  detención  preventiva  sufrida  por  66  días,  no  debe 
computarse  como  parte  de  la  pena  impuesta,  máxime  si  el  delito 
cometido  se  halla  acompañado  de  circunstancias  agravantes. 
—  T.  30.  p.  27. 

—  La  falta  evidente  de  intención  criminal  y  la  constancia  de 
otras  causas  atenuantes  de  contravención,  autorizan  la  dismi- 
nución de  la  pena  que  la  ley  impone  por  ella.  (Se  trataba  de  una 
causa  seguida  por  choque  de  dos  máquinas  de  ferrocarril).  — 
T.  30,  p.  569. 

—  Es  justa,  la  de  ocho  años  de  presidio  impuesta  al  delito  de 
homicidio  voluntario.  —  T.  33, p.  330. 

—  Siendo  distinta  la  pena  establecida  por  la  ley  vigente  al  tiempo 
del  fallo,  de  la  que  regia  cuando  se  cometió  el  delito,  debe  apli- 
carse la  que  sea  más  benigna.  Siendo  por  aquélla  una  circuns- 
tancia atenuante  la  de  haber  durado  el  proceso,  sin  culpa  del 
procesado  ó  del  defensor,  por  más  de  dos  años,  dicha  circuns- 
tancia debe  tenerse  en  cuenta  para  dispensar  de  la  aplicación 
déla  pena  de  muerte  y  sustituirla  con  la  de  presidio  por  tiem- 
po indeterminado  (art.  48  y  95,  Cód.  Penal).  —  T.  35,  p.  38. 

—  La  falta  del  bultos  expresados  en  el  manifiesto  de  un  vapor 
y  la  presencia  de  los  mismos  en  otros,  no  expresados  en  su 
manifiesto,  importa  una  doble  infracción,  sujeta  á  pena  (art. 
4036,  Ord. ;  art.  40,  ley  de  aduana  de  4888).  —  T.  36,  p.  257. 

—  La  exigüidad  del  perjuicio  ó  el  ningún  perjuicio  resultante 
del  hecho  incriminado  (adulteración  de  billetes  de  banco) 
no  autoriza  á  los  tribunales  para  descender  en  la  aplicación 
de  la  pena,  del  minimum  fijado  por  la  ley.  (Sólo  el  derecho 
de  gracia  acordado  por  la  constitución  al  P.  E.  puede  venir, 
por  consiguiente^  en  auxilio  del  procesado).  —  T.  42,  p.  350. 

—  El  minimum  de  la  pena  establecida  para  el  delito  de  adultera- 
ción de  moneda  de  curso  legal  en  la  República,  es  de  cuatro 
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años  de  trabajos  forzados  y  quinientos  pesos  de  multa  (art.  62, 
Ley  Penal).  —  T.  42,  p.  350. 

Pena.  —  Consentida  por  el  ministerio  fiscal  la  sentencia  de 
1»  instancia,  la  impuesta  por  ella  no  puede  ser  agi*ayada.  — 
T.  47,  p.  338. 

—  La  pena  de  presidio  ó  penitenciaria  no  puede  agravarse  con- 
tra el  procesado,  cuando  el  ministerio  fiscal  la  reconoce  exce- 
siva y  pide  su  reducción  (art.  693,  Cód.Proc.  Crim.).  —  T.  49, 
p.  395. 

—  No  puede  aplicarse  ninguna  pena  sin  previa  audiencia  del  in- 
teresado, y  menos  cuando  ésta  es  ajena  á  las  facultades  del  juez 
que  la  aplica.  (En  este  caso,  el  juez  letrado  de  un  territorio  na- 
cional ordenó  la  suspensión  del  pago  del  sueldo  del  fiscal,  porque 
éste  no  cumplía  con  los  deberes  de  su  cargo).  — T,  54,  p.  205. 

—  En  las  infracciones  de  las  ordenanzas  de  aduana,  la  buena 
fe  y  la  ignorancia  no  exoneran  de  pena  (art.  1058,  Ord.).  — 
T,  51,  p.  394  y  397. 

—  No  puede  agravarse  la  pena  impuesta  por  la  sentencia,  si 
ésta  no  ha  sido  apelada  por  el  ministerio  fiscal,  ni  ha  habido 
por  parte  de  éste  adhesión  al  recurso  interpuesto  por  el  proce- 
sado. —  T.  53,  p.  32. 

—  Es  procedente  la  de  cien  pesos  de  multa  impuesta  á  un  em- 
pleado de  correo,  por  extravío  de  una  carta  certificada  (art. 
52,  Ley  Penal;  art.  1 46,  Ley  de  Correos).  —  T.  53,  p.  49. 

—  La  de  seis  años  de-  presidio  por  robo  en  despoblado  y  he- 
ridas, no  puede  agravarse  no  siendo  recurrida  la  sentencia 
codenatoria  (art.  188,  Cód.  Penal;  art,  693,  Cód.  Proc.  Crim.). 
—  T.  54,  p.46. 

—  Es  considerado  como  fraude  y  materia  de  pena,  todo  hecho 
que  si  pasara  desapercibido  produjera  menos  renta  que  la  que 
se  adeuda  (art.  4025.  Ord.).  —  T.  55,  p.  154. 

—  No  es  permitido  agravar  la  impuesta  por  la  sentencia  de  1* 
instancia^  cuando  ésta  no  ha  sido  apelada  por  el  ministerio 
fiscal  (art.  693,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  58,  p.  208. 
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Pena.  —  No  estando  apelada  la  sentencia  que  impone  pena  al 
procesado,  apreciando  el  caso  bajo  la  faz  más  favorable  á  éste, 
no  puede  agravarse  la  pena. impuesta.  —  T.  59,  p.  405. 

—  Debe  ser  castigada  la  negligencia  en  la  custodia  de  las  cartas, 
y  resultando  haberse  encontrado  abiertas  un  número  impor- 
tante de  ellas,  es  benigna  la  pena  de  40  pesos  de  multa  im- 
puesta al  culpable.  —  T.  60,  p.  45. 

—  No  puede  ser  agravadla  la  impuesta  por  la  sentencia  de  4* 
instancia,  si  no  se  ha  deducido  recurso  al  respecto.  —  T.  60, 
p.  219. 

—  Cuando  el  mismo  hecho  puede  constituir  el  delito  de  coac- 
ción^ injuria  y  lesiones  corporales,  debe  juzgarse  y  penarsp 
este  último  como  más  grave.  —  T.  6i,  p.  M2. 

—  La  manifestación  de  mavor  número  de  bultos  de  los  entra- 
dos,  hace  pasible  de  la  pena  de  20  pesos  por  cada  bulto  mani- 
festado de  más,  sin  que  pueda  ser  causa  eximente  de  esta  pena 
el  haber  pagado  los  derechos  correspondientes  á  dichos  bultos 
(art.  905.  Ord.).  —  T.  64,  p.  340. 

—  No  habiendo  sido  recurrida  por  el  ministerio  público  la  sen- 
tencia que  aplica  el  Código  Penal,  en  un  caso  regido  por  la  ley 
nacional  penal  de  4863,  no  procede  el  aumento  de  pena  en  se- 
gunda instancia.  —  T.  62,  p.  474. 

—  Véase:  Ebriedad;  Papel  sellado;  Prueba  ;  Reincidencia  ;  Ten- 
latita. 

Pena  corporal. —  Las  de  destierro  y  pecuniaria,  conjunta  ó  se- 
paradamente, no  se  consideran  como  corporales,  en  la  práctica. 

—  T.  47,  p.  402. 

Pena  de  asotes.  —  La  prohibición  de  imponerla  pena  de  azotes, 
contenida  en  la  ley  de  27  de  agosto  de  4864,  comprende  á  to- 
das las  autoridades,  tanto  nacionales  como  municipales  y  pro- 
vinciales; y  su  infracción  constituye  un  delito  que  puede  ser 
acusado  ante  los  tribunales  de  la  nación  (art.  2,  de  dicha  ley). 

—  T.  44,  p.  235. 

T.     II  17 


I 


PEN-PER  —  258  — 

Pena  de  muerte.  —  Es  castigado  con  ella,  el  saqueo  á  mano  ar- 
mada, el  cual  es  un  hurto  calificado.  — T.  5,  p.  297. 

•—  Es  castigado  con  ella,  el  homicidio  perpetrado  sin  previa 
provocación  y  contra  una  persona  indefensa,  en  cuyo  caso  es 
alevoso.  —  T.  5,  p.  297. 

—  Lh  práctica  de  nuestra  jurisprudencia  ha  reservado  la  última 
pena,  á  los  hechos  calificados  y  que  revelan  el  último  grado  de 
perversidad  en  el  agente.  —  T.  42,  p.  318. 

—  La  práctica  más  benigna  de  nuestros  tribunales  reserva  la 
pena  de  muerte  á  los  casos  de  alevosía  ó  de  homi<2Ídio  con  ca- 
racteres de  grande  perversidad^  aplicando  en  los  demás  la  de 
diez  años  de  trabajos  forzados,  que  es  la  siguiente  en  grado  por 
la  legislación  común.  —  T.  42,  p.  367. 

—  La  pena  capital  sólo  se  aplica  en  la  práctica,  en  los  casos  de 
una  atrocidad  y  alevosía,  justificadas  por  medio  de  un  proce- 
dimiento en  todo  arreglado  y  al  abrigo  de  toda  objeción  (art.  93, 
Ley  Penal).  No  es  tal,  el  procedimiento  en  que  se  ha  nombrado 
fiscal  al  hermano  de  la  victima,  y  defensor  á  un  pariente  de  ésta; 
y  en  que  ni  el  defensor  ha  intentado  producir  pruebas  sobre 
los  hechos  alegados  en  su  disculpa  por  el  acusado;  ni  se  han 
ratificado  en  plenario  los  testigos  de  la  acusación.  —  T.  42, 
p.  494. 

—  Está  reservada  en  la  práctica,  para  el  homicidio  premeditado 
ó  á  traición  ó  aleve.  — T.  16,  p.  244. 

Pena  disciplinaria.  —  Las  apreciaciones  hechas  en  un  escrito 
con  evidente  propósito  de  ofensa  á  la  persona  de  un  arbitro, 
pueden  ser  castigadas  con  penas  disciplinarias  por  el  juez  á 
quien  se  presentó  el  escrito.  —  T.  49,  p.  325. 

Pena  pecuniaria.  —  En  el  caso  de  haber  el  acusado  sufrido  un» 
prisión  preventiva  por  un  tiempo  doble  del  fijado  por  la  ley 
como  mínimum  de  la  pena,  que  se  reconoce  serle  aplicable,  no 
debe  imponérsele  además  pena  pecuniaria.  —  T.  45,  p.  99. 

Pérdida.  —  En  el  contrato  de  compra-venta  de  un  buque,  si  éste 
se  pierde  estando  el  comprador  en  mora  para  recibirlo,  y  ha- 
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hiendo  puesto  á  bordo  quien  lo  cuidara,  la  pérdida  perjudica  á 
ély  no  al  vendedor  (art.  212y541,  Cód.  Com.  ant.;  1430,  Cód. 
Civ.).  —  T.  22,  p.  ?76. 

Pérdida.  —  Confesada  por  el  agente  del  vapor,  la  pérdida  de  un 
bulto,  está  obligado  á  pagar  su  valor.  —  T.  40,  p.  39. 

PerenciÓQ  de  la  instancia.  —  Véase  :  Marca  de  fábrica. 

Pericia.  —  Consentido  en  4'  instancia  el  auto  en  que  se  aprue- 
ba el  nombramiento  de  peritos  tasadores»  no  puede  en  la  se- 
gunda, tacharse  la  pericia,  so  pretexto  de  que  uno  de  los 
nombrados  no  era  competente.  — T.  7,  p.  51. 

—  Cuando  una  sentencia  libra  al  juicio  de  peritos,  la  determi- 
nación de  las  obras  que  deben  practicarse  para  que  los  terre- 
nos superiores  no  causen  perjuicio  á  los  inferiores,  la  pericia 
debe  ser  aprobada,  siempre  que  no  haya  vicios  en  el  nombra- 
miento y  que  ésta  verse* sobre  los  puntos  librados  á  su  com- 
petencia. —  T.  21,  p.  442. 

—  El  reconocimiento  pericial  ordenado  para  informar  sobre 
los  antecedentes  de  los  créditos  que  se  pretenden  por  los  di- 
versos interesados  en  el  producido  de  un  buque,  no  importa 
sino  un  medio  probatorio  y  no  una  resolución  judicial. —  T.  26, 
p.  349. 

—  Expedido  en  una  causa  un  informe  pericial^  no  es  admisi- 
ble su  ampliación  posterior^  á  menos  que  el  juez  de  la  causa 
la  ordene  en  virtud  de  sus  facultades.  —  T.  30,  p.  74. 

—  Decretada  la  agregación  á  la  pi*ueba  de  un  documento  pri- 
vado, las  partes  pueden  y  están  en  tiempo  para  pedir,  hacién- 
dolo al  día  siguiente  del  decreto,  la  verificación  de  una  pericia 
caligráfica  sobre  la  verdadera  fecha  del  documento,  debiendo 
el  nombramiento  de  peritos  ser  hecho  de  comían  acuerdo.  — 
T.  38,  p.  488. 

Perito  tercero  —  En  desacuerdo  de  los  peritos  nombrados  para 
avaluar  unas  obras,  puede  el  juez  nombrar  un  tercero  que  las 
avalúe.  — T.  23,  p.  11. 

—  Nombrado  como  perito  tercero  una  persona  que  el  juzgado 
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estima  con  la  suficiente  competencia  para  el  asunto,  no  hay  ra- 
zón para  reclamar  de  su  nombramiento,  no  probándose  lo  con- 
trario. —  T.  39,  p.  100. 

Peritos.  —  Los  llamados  á  informar  sobre  la  existencia  de  un 
hecho,  no  tienen  facultad  de  calificarlo.  Esa  calificación  co- 
rresponde al  juez.  —  T.  4,  p.  214. 

*-  Estando  conformes  los  dos  peritos  nombrados  por  las  partes 
para  determinar  el  precio  dé  un  contrato  de  obras,  es  innece- 
saria la  intervención  de  un  tercero.  —  T.  9,  p.  33. 

—  Cuando  se  suscitan  dudas  entre  el  corredor  y  el  dueño  de  los 
efectos,  sobre  su  estado  al  tiempo  de  la  entrega,  ó  deben  de- 
terminarse por  peritos  dichas  dudas,  ó  deben  depositarse  en 
almacén  seguro  (art.  474,  Cód.  Cora.  ant.).  —  T.  17,  p.  272. 

—  En  los  casos  que  no  son  de  arbitraje  forzoso,  para  fijar  el 
importe  de  los  perjuicios,  no  puede  obligarse  á  las  partes  á 
nombrar  arbitros,  sino  tan  sólo  peritos  para  ilustrar  con  su 
dictamen  al  juez  que  debe  resolver.  — T.  26,  p.  121. 

—  Estando  conformes  las  partes  en  el  modo  de  cumplir  lo  es- 
tipulado, por  medio  del  nombramiento  de  peritos,  asi  debe 
mandarse.  — T.  28,  p.  310. 

—  Los  nombrados  para  estimar  los  perjuicios  procedentes  del 
extravío  de  mercaderías  porteadas,  son  los  que  deben  resolver 
sóbrela  calidad  é  identidad  de  dichas  mercaderías  (art.  1 71 , 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  30,  p'.  611. 

—  Cuando  los  peritos  llamados  á  informar  sobre  el  valor  de 
una  mercancía,  no  se  expiden  en  forma  y  divergen  en  sus  opi- 
niones, el  juez  puede  prescindir  de  ellas,  y  fundarse  en  otros 
elementos  probatorios  para  fijar  dicho  valor.  —  T.  33,  p.  98. 

—  Probada  la  existencia  de  obras  y  servicios  prestados,  y  no 
del  convenio  sobre  su  precio,  éste  debe  ser  determinado  por 
peritos.  —  T.  35,  p.  157. 

—  Desistiendo  una  de  las  partes  de  la  conformidad  prestada 
para  el  perito  nombrado  de  común  acuerdo,  el  auto  del  juez  de- 
signando á  otra  persona  debe  ser  confirmado,  salvo  el  derecho 
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de  aquéllas  para  proceder  de  común  acuerdo  al  nombramiento 
de  otro  perito,  en  reemplazo  del  designado.  —  T.  42,  p.  200. 

Peritos.  —  La  posibilidad  de  que  la  causa  del  daño,  haya  sido 
distinta  de  la  afirmada  por  los  peritos,  no  desvirtúa  las  con- 
clusiones de  éstos,  respecto  de  la  misma.  —  T.  44,  p.  282. 

—  La  denominación  de  peritos,  empleada  por  el  Código  de  Có- 
digo de  Comercio  antiguo  (art.  1429  y  1752)  para  indicar  los 
arbitradores  que  deben  conocer  y  resolver  las  cuestiones  de 
abordaje,  significa  lo  que  las  leyes  antiguas  entendían  por  la 
de  ames  buenos  é  sabidores.  —  T.  45,  p.  78. 

Peritos  arbitradores.  —  El  nombramiento  de  éstos,  hecho  por 
las  partes  en  una  causa  de  avería,  importa  someter  á  su  deci- 
sión todas  las  cuestiones  que  por  su  naturaleza  deben  deci- 
dirse previa  información  pericial.  —  T.  10,  p.  39. 

—  Los  designados  con  arreglo  al  artículo  1 496  del  Código  de 
Comercio  (antiguo),  tienen  el  deber  de  aplicar  las  disposiciones 
de  ese  Código,  haciendo  mención  expresa  de  la  prescripción 
aplicada;  y  su  resolución  debe  ser  signada  por  escribano  pú- 
blico, pues  ella  importa  un  verdadero  laudo,  bajo  pena  de  nu- 
lidad (art.  1754,  Cód.  citado;  ley  4,  tít.  21,  lib.  4^  Recop.  Cast.). 
—  T.  10,  p.  180. 

—  Los  peritos  arbitradores  designados  por  el  artículo  1496  del 
Código  de  Comercio  (antiguo),  para  reconocer  y  liquidar  las 
averías,  son  verdaderos  jueces,  facultados  para  decidir  como 
tales,  las  cuestiones  á  que  dé  lugar  el  reconocimiento  y  liquida- 
ción de  la  avería.  —  T.  10,  p.  180. 

—  La  operación  que  practican  aquellos  á  que  se  refiere  el  artí- 
culo 1496  del  Código  de  Comercio  (antiguo),  es  un  verdadero 
laudo,  sujeto  á  las  condiciones  requeridas  por  la  ley  para  su 
validez.  —  T.  10,  p.  180. 

—  Ordenado  por  sentencia  que  el  importe  de  salarios,  gastos  y 
productos  de  una  administración,  sea  determinado  por  peri- 
tos arbitradores,  éstos  deben  proceder  como  tales,  y  no  como 
simples  avaluadores.  —  T.  16,  p.  310. 
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Peritos  arbitradores.  -^  Su  noaibramiento  para  el  conocimien- 
to de  juicio  sobre  rendición  de  cuentas,  no  está  prescripto  por 
el  Código  de  Comercio  antiguo.  —  T.  23,  p.  418. 

Peijuicios.  —  La  indemnización  de  los  perjuicios,  sólo  debo 
comprender  á  los  inmediatos  y  directos,  y  no  á  los  remotos  é 
indirectos.  —  T.  5,  p.  254 . 

—  En  una  venta  mercantil,  el  vendedor  sólo  puede  reclamar  los 
perjuicios  que  sean  una  consecuencia  directa  é  inmediata  de 
la  retención  del  precio.  — T.  7,  p.  464. 

—  La  baja  en  el  artículo,  materia  del  fletamento^  en  el  puerto 
á  que  se  destina  el  buque,  no  es  un  perjuicio  que  pueda  pre- 
veerse  ni  imputarse  al  capitán,  cuando  la  demora  en  la  salida 
del  buque  no  es  dolosa.  — T.  4  4,  p.  468. 

—  El  contrayente  que  cumple  estrictamente  el  contrato  y  la  ley 
que  lo  rige,  usa  de  su  derecho,  y  cualquiera  que  sean  los  per- 
juicios causados  por  esta  medida,  no  pueden  serle  imputados. 
—  T.  44,  p.  348. 

—  Los  que  deben  indemnizarse  por  falta  de  cumplimiento  de 
una  obligación,  consisten  en  los  que  son  consecuencia  inme- 
diata y  necesaria  de  dicha  falta  (art.  520,  Cód.  Civ.).  — T.  45, 
p.  448. 

—  Imponiéndose  la  obligación  alternativa  de  devolver  un  do- 
cumento de  crédito  ó  de  pagar  los  daños  y  perjuicios,  el  man- 
datario condenado  que  opte  por  est¿  último  medio,  no  debe 
más  intereses,  como  perjuicios,  que  los  vencidos  desde  el  día 
déla  demanda.  Éntrelos  perjuicios  de  la  falta  de  devolución 
del  documento,  no  se  comprenden  las  costas  procesales, 
que  traen  su  origen  del  juicio  y  no  del  contrato. — T.  47, 
p.  246. 

—  Los  cargadores  de  un  buque  que^  en  un  juicio  con  la  aduana, 
sobre  contrabando,  se  hacen,  en  una  transacción,  responsables 
solidariamente  del  contrabando,  deben  responder  por  los  per- 
juicios que  la  detención  del  buque  pueda  ocasionar.  —  T.  47, 
p.  234. 
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Perjuicios.  —  El  obligado  á  entregar  un  dinero,  sin  conoci- 
miento de  su  destino,  no  puede  preveer,  y  no  está  obligado  á 
pagar  los  perjuicios  que  se  derivan  de  no  haberse  consumado 
una  compra  á  cuyo  precio  era  destinado  el  dinero.  Estos  per- 
juicios podrían  sólo  considerarse  como  una  consecuencia  re- 
mota é  indirecta  de  la  falta  de  cumplimiento  de  la  obligación 
de  entregar  el  dinero.  Son  consecuencia  inmediata  y  directa 
(le  aquella,  los  intereses  del  dinero,  y  los  gastos  hechos  para 
su  entrega  (art.  225,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  47,  p.  384. 

—  Si  un  contrato  de  locación  no  puede  cumplirse  por  fuerza 
mayor  empleada  por  el  locatario  contra  el  locador,  aquel  es 
responsable  de  los  perjuicios  que  se  ocasionan  á  éste.  La  indem- 
nización comprende  en  este  caso,  el  valor  de  la  obra  ejecutada, 
los  materiales  preparados  y  las  ganancias  y  utilidades  que  se 
podía  prometer  del  contrato.  —  T.  18,  p.  444 . 

—  El  autor  de  un  acto  ilegal  responde  de  los  perjuicios  que  son 
consecuencia  directa  y  necesaria  de  aquel.  Tales  son  los  alqui- 
leres que  ganaba  la  finca,  de  la  que  se  haya  practicado  un  em* 
bargo  ilegal.  —  T.  19,  p.  105. 

—  Los  ocasionados  á  una  propiedad  con  motivo  de  expropiación 
y  de  obras  de  utilidad  pública,  deben  ser  estimados  por  peri- 
tos.—T.  20,  p.  139. 

—  Cuando  los  trabajos  ejecutados  sobre  un  terreno  exponen  al 
vecino  á  un  perjuicio  resultante  de  las  aguas  pluviales,  éste  de- 
be reclamar,  y  si  no  lo  hace,  se  juzga  que  consiente  tácitamen- 
te en  sufrir  el  perjuicio.  Producidos  los  perjuicios,  no  tiene  de- 
recho*á  reclamar  indemnizaciones;  pero  si,  á  que  el  dueño  del 
predio  dominante  practique  las  obras  necesarias  para  evitar  que 
se  repitan  en  lo  sucesivo  (art.  919,  su  nota,  1067, 1111,  2620  y 
2647,  Cód.  Civ.).  —  T.  20,  p.  218. 

—  Los  causados  á  una  finca  por  el  agua  y  humedad  procedente 
de  maderas  mal  apiladas  en  la  finca  vecina,  deben  ser  indem- 
nizados por  el  arrendatario  de  ésta,  dueño  de  las  maderas.  Esos 
perjuicios  deben  ser  avaluados  por  peritos,  sin  que  el  juez  pue- 
da condenar  á  los  intereses  de  su  importe,  pues  quedan  com- 
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prendidos  en  la  avaluación  á  practicarse  (arl.  1133  y  26SI,(>jd. 
Civ.).— T.  22,  p.  84. 
Peijaicioa.  — Se  deben  los  directos  y  que  son  consecuencia 
necesaria  de  la  falta  de  cumplimiento  de  un  contrato.  —  T.  23, 
p.  28. 

—  No  siendo  imputable  al  demandado  los  j>erju¡cios  que  for- 
man el  objeto  de  la  demaoda,  debe  absolvérsele  de  ésta.  — T. 
23,  p.  28. 

—  Si  entre  los  demandados  hay  algunos  imputables,  pero  cuyo 
monto  no  está  probado,  debe  dejarse  al  actor  su  derecho  á  sal- 
vo para  otro  juicio  (art.  15,  Ley  Proc).  —  T.  23.  p.  28. 

—  El  que  usa  de  un  derecho  perfecto,  no  es  responsable  de  los 
perjuicios  que  ese  uso  irrogue  á  terceros.  —  T.  23,  p.  285. 

—  La  estimación  de  los  perjuicios  queda  librada  al  prudente  ar- 
bitrio del  juez,  cuando  hay  dificultad  para  comprobarlos 
cumplidamente. —T.  37,  p.  282. 

—  La  falta  de  cumplimiento  de  una  obligación,  impone  el  deÉ)er 
de  resarcir  los  perjuicios  que  por  dicha  falla  se  hayan  causado. 
—  T.  28,  p.  226. 

—  La  reparación  de  perjuicios,  es  un  accesorio  y  consecuencia 
legal  de  la  negación  de  una  servidumbre  indebida  (art.  2803, 
Cód.  Civ.).  —  T.  29,  p.  189. 

—  No  puede  traerlos,  el  ejercicio  de  un  derecho.  —  T.  36,  p.  425. 
No  acreditándose  la  existencia  de  perjuicios  causados  por  el 

rocedimiento  injurioso  del  consocio,  no  puede  hacérsele  car- 
o  de  ninguna  suma  por  tal  razón.  — T.  37,  p.  oO.    . 

No  resultando  justificadoslos  que  se  reclaman,  ni  la  falu  de 
osesión  de  la  que  se  hacen  derivar,  debe  absolverse  al  de- 
landado  de  la  acción  interpuesta  sobre  indemnización  de 
quéllos.  —  T.  39.  p.  425. 

Los  causados  por  la  rescisión  indebida  del  contrato  de  loca- 
ión  de  servicios,  deben  ser  determinados  por  arbilradores,  y 
n  su  avaluación  tenerse  en  cuenta  los  sueldos  fijados,  los 
astos  personales  del  locador  y  la  libertad  en  que  se  ha  hallado 
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para  ejercitar  su  profesión,  durante  el  resto  del  contrato.  — 
T.  40.  p.  U1. 

Peijaicios.  —  Las  diligencias  judiciales  que  no  comprometen  los 
derechos  del  demandado,  no  dan  lugar  á  reclamos  por  perjui- 
cios. —  T.  5<,p.  252. 

«  No  puede  establecerse  la  existencia  del  perjuicio  causado  al 
mandante,  si  la  deuda  era  mal  servida  por  los  antiguos  deu- 
dores,- y  la  garantía  dada  por  los  nuevos  importaba,  en  el  mo- 
mento de  la  operación,  una  seguridad  efícaz  por  una  parte  con- 
siderable de  la  deuda,  y  ésta  era  amortizable  en  largos  períodos. 
—  T.  60,  p.  277. 

—  Véase  :  Embargo ;  Locación  de  sero icios ;  Negligencia;  Obliga- 
ción; Patente  de  intención;  Restricción  al  dominio. 

Peijurio.  —  Para  surtir  los  efectos  legales,  debe  ser  probado 
plenamente  y  no  deducirse  de  meras  presunciones.  —  T.  19, 
p.  159. 

Permata.  —  £1  contrato  de  permuta,  anterior  á  la  vigencia  del 
Código  Civil,  quedaba  perfecto  y  consumado  con  la  convención 
sobre  las  cosas  permutadas  y  su  entrega,  sin  distinción  de 
cosas  muebles  ó  inmuebles  (leyes  6,  tít.  5,  y  1,  tít.  6;  32  y  35, 
tít.  1,  part.  5').  —  T.  54,  p.  496. 

Personas  jurídicas.  —  Se  reputan  actos  de  las  personas  jurídi- 
cas, los  de  sus  representantes  legales,  tan  sólo  cuando  no  ex- 
cediesen los  límites  de  su  ministerio ;  en  caso  contrario,  pro- 
ducen efectos  únicamente  respecto  de  los  mandatarios  (art. 
36,  Cód.  Civ.).—  T.  49,  p.  344. 

—  Las  personas  jurídicas  como  el  Banco  Nacional,  pueden  en- 
tablar  y  seguir  acciones  criminales,  por  medio  de  apoderado 
(art.  44,  Cód.  Civ.  Este  artículo,  en  cuanto  se  refiere  alas 
acciones  crimínales,  tiene  su  correlativo  en  lo  que  disponen 
los  artículos  1102  y  M  03  del  mismo  Código,  por  cuanto  la  con- 
denación en  el  juicio  criminal  no  permite  contestaren  el  juicio 
civil  la  existencia  del  hecho  principal  que  constituye  el  delito,  ni 
impugnar  la  culpa  del  procesado,  así  como  la  absolución  del 
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acusado  no  consiente  que  se  pueda  alegar  en  el  juicio  civil  la 
existencia  del  hecho  principal  sobre  el  cual  hubiese  recaído 
la  absolución .  Este  derecho  acordado  por  la  ley  de  fondo,  está 
igualmente  acordado  por  el  art.  U,  Cód.  Proc.  Crim.  En  cuan- 
to al  derecho  de  hacerse  representar  por  apoderado,  las  perso- 
nas jurídicas  quedan  colocadas  en  las  mismas  condiciones  que 
las  naturales,  á  quienes  se  les  reconoce  ese  derecho,  sin  que 
pueda  oponerse  á  ello  los  inconvenientes  que  señalan  las  an- 
tiguas leyes  de  partida,  por  cuanto  las  personas  jurídicas  no 
incurren  en  responsabilidad  criminal  por  susactos^  cualquiera 
que  sea  la  forma  en  que  los  practique  :  art.  43,  Cód.  Civ.)-.  — 
T.  52.  p.  168. 

Personas  jurídicas.  —  Contra  ellas,  no  pueden  ejercerse  ac- 
ciones criminales  ó  civiles  por  indemnización  de  daños  (art.  43, 
Cód.  Civ.).  —  T.  52,  p.  371. 

—  Véase  :  Positiones. 

Personería.  —  Los  empleados  públicos  cuyo  nombramiento  ha 
sido  debidamente  publicado,  no  necesitan  para  presentarse 
en  juicio,  acompañar  los  documentos  que  acrediten  su  perso- 
nalidad. —  T.  5,  p.  181. 

—  El  poder  recibido  para  entablar  un  juicio  ejecutivo,  no  da 
personería  para  contestar  una  demanda  de  perjuicios  que  se 
inicia  por  el  ejecutado,  después  de  concluido  aquél,  no  habién- 
dose pronunciado  en  el  mismo  la  condenación.  —  T.  6,  p.  476. 

—  Carece  de  personería  para  demandar,  el  tenedor  de  un  cono- 
cimiento que  no  está  endosado  á  su  favor.  Aquélla  no  se  lega- 
liza presentando,  después  de  negada  por  el  demandado,  un 
nuevo  conocimiento  con  el  endoso  sin  fecha  y  sin  el  jura- 
mento de  ley  (art.  10,  Ley  Proc).  —  T.  7,  p.  127. 

—  Asumiendo  la  parte  su  personería  en  un  pleito,  cesa  la  del 
que  lo  representa.  —  T.  7,  p.  427. 

—  La  persona  que  litiga  derechos  que  no  son  propios,  debe 
acompañar  á  la  demanda  los  documentos  que  acrediten  su 
personalidad.  —  T.  8,  p.  181. 
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Personería.  —  Proponiéadose  una  demanda  sobre  el  cumplí- 
mientode  un  compromiso  contraído  poreljefe  de  una  empresa, 
y  entablándose  contra  la  persona  que  consta  ser  el  apoderado 
general  de  aquél,  y  aparece  ser  además  el  administrador  de  la 
empresa,  no  puede  ésta  rehusarse  á  contestar  la  demanda,  ale- 
gando su  falta  de  personería.  —  T.  9,  p.  303. 

—  Una  sociedad  anónima  legalmente  constituida,  no  puede  ca- 
recer de  representación  enjuicio;  y  constando  que  hay  un 
administrador  que  cobra  créditos  por  ella  y  paga  sus  deudas, 
es  éste  quien  debe  ser  considerado  con  personería  bastante 
en  una  demanda  contra  ella.  —  T.  9,  p.  307. 

—  £1  consignatario  de  la  carga  contra  quien  se  ha  demandado 
por  los  fletes,  tiene  personería  para  exigir  las  obligaciones  con- 
traídas por  el  fletante.  —  T.  9,  p.  486. 

—  La  responsabilidad  bajo  la  cual  una  persona  ha  obtenido  un 
embargo  de  efectos,  que  después  han  sido  expropiados,  no  le 
da  personería  para  reclamar  de  la  autoridad  que  expropió,  el 
valor  de  los  mismos ;  mucho  más  no  existiendo  gestión  alguna 
del  dueño  para  hacer  efectiva  la  dicha  responsabilidad.  —  T. 
iO,  p.  34. 

—  Faltando  la  capacidad  legal  del  actor  para  intentar  la  deman- 
da, falta  la  demanda  misma.  —  T.  10,  p.  34. 

—  Intentada  una  acción,  invocando  la  calidad  de  heredero,  la 
personería  del  actor  está  juslifícada,  siéndolo  la  calidad  invo- 
cada.—!, i  O,  p.  57. 

—  La  falta  de  personería  del  demandado,  no  es  una  excepción 
que  puede  oponerse  en  el  procedimiento  de  apremio  (art.  345, 
Ley  Proc).  —  T.  10,  p.  161. 

—  En  un  contrato  de  fletamento,  al  que  se  dice  dueño  de  la  car- 
ga y  que  contrató  con  el  capitán,  no  puede  desconocérsele  la 
personería  legítima  para  litigar  con  éste.  —  T.  43,  p.  219. 

—  Reconocida  y  no  objetada  la  del  actor  durante  el  curso  del 
juicio,  no  puede  hacerse  cuestión  de  ella  en  última  instancia, 
máxime  cuando  los  hechos  que  fundan  la  personería   fueron 
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manifestados  desde  el  principio  del  pleito,   y  aceptados  para 
admitirla.  —  T.  14,  p.  185. 

Personeria.  —  Los  que  se  dicen  empleados  de  una  casa,  no  la 
tienen  para  cobrar  como  propia  una  cuenta  de  la  misma.  — 
T.  20,  p.  262. 

—  La  de  un  agente  reconocido  por  uno  de  los  socios  en  actos 
de  la  sociedad,  no  puede  ser  desconocida  por  el  olro,  siendo 
por  otra  parte  notorio  que  continúa  como  tal  agente.  —  T.  21, 
p.  251. 

—  El  agente  de  un  vapor  no  la  tiene  para  responder  al  cumpli- 
miento de  un  contrato  de  transporte,  celebrado  con  el  propieta- 
rio. —  T.  23,  p.  16. 

—  Reconocida  en  1»  instancia,  no  puede  desconocerse  en  se- 
gunda. —  T.  23,  p.  65. 

—  Un  apoderado  la  tiene  para  intervenir  en  asuntos  en  que  es- 
tén comprometidos  intereses  de  su  poderdante,  aunque  no  sea 
el  especialmente  designado  en  la  escritura  de  poder,  siempre 
que  tenga  atingencia  con  él.  — T.  23,  p.  550. 

—  El  hecho  de  embargarse  bienes  de  un  tercero,  que  ha  garan- 
tido una  obligación,  no  quita  al  deudor  su  personalidad  para 
oponerse  á  la  ejecución.  —  T.  23,  p.  557. 

—  Tratándose  de  una  sociedad  en  cuenta  de  participación,  cada 
uno  de  ios  asociados  tiene  personeria  para  reclamar  de  la  otra 
parte  el  cumplimiento  del  contrato  (art.  449,  Cód.  Com.  ant.). 
—  T.  23,  p.  575. 

—  No  acreditándose  la  del  demandante,  no  puede  hacerse  lugar 
á  la  demanda.  —  T.  24,  p.  79. 

—  El  inquilino  que  ha  contratado  con  una  persona  el  arriendo 
de  la  casa,  no  puede  desconocerle  la  personeria  para  demandar- 
le el  alquiler  y  la  reparación  de  la  misma,  si  no  hay  disposición 
especial  que  se  la  quite.  Interpuesta  una  demanda  de  esa  clase, 
no  hay  razón  para  exigir  que  el  actor  manifieste  la  parte  que  le 
corresponde  en  la  propiedad  de  la  casa.  —  T.  24,  p.  440. 

—  El  juez  debe  resolver  sobre  la  del  actor  no  sólo  por  los  pode- 
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res  acompañados  á  la  demanda,  sino  también  por  los  presenta- 
dos posteriormente  y  antes  de  dictar  resolución.  —  T.  2¡6,  p. 
249. 

Personería.  —  £1  que  se  presenta  por  otro  en  juicio,  está  obli- 
gado á  acompañar  testimonio  del  poder  que  justifique  su-  per- 
sonería, no  siendo  suficiente  la  indicación  de  la  oficina  ó 
expediente  donde  se  halla.  —  T.  27,  p.  420. 

—  El  certificado  de  la  oficina  de  patentes,  de  ser  el  actor  el  úni- 
co agente  del  propietario  de  la  marca,  cuya  falsificación  se  per* 
sigue,  basta  para  acreditar  su  personería.  —  T.  29,  p.  434 . 

—  La  cuestión  de  la  validez  ó  nulidad  de  la  cesión,  en  cuya  vir- 
.  tud  el  actor  se  presenta  reclamando  los  derechos  que  le  son 

propios,  afecta  al  fondo  de  su  derecho  y  no  á  su  personería.  — 
T.  34,  p.  249. 

^-  El  demandado  que  ha  reconocido  la  personería  del  deman- 
dante en  una  negociación,  no  puede  desconocerla  en  el  juicio 
á  que  dicha  negociación  da  origen.  —  T.  34,  p.  307. 

—  Las  excepciones  relativas  á  la  eficacia  de  la  cesión  de  que 
el  demandante  hace  derivar  sus  derechos,  afectan  al  fondo  de 
la  acción  y  no  la  personería  del  actor.  —  T.  32,  p.  477. 

-r-  £1  procurador  de  la  municipalidad  no  tiene  personería  para 
representar  al  intendente  municipal,  en  las  demandas  deduci- 
das contra  él  individualmente.  —  T.  32,  p.  249. 

—  £1  que  ha  demandado  á  una  persona  en  otro  juicio  como  he- 
redero del  propietario  de  un  terreno,  demandado  por  éste  con 

.  relación  al  mismo  terreno,  no  puede  objetar  esa  calidad  de  he- 
redero. —  T.  32,  p.  249- 

—  La  posesión  y  presentación  de  la  factura  y  papeles  de  la  carga, 
demuestran  la  personería  del  que  la  despacha  en  la  aduana  (art. 
4020,  Ord.).  —  T.  34,  p.  8. 

—  Lo  obrado  en  causa  criminal,  á  pedido  de  quien  no  tiene 
personería  para  hacerlo,  debe  dejarse  sin  efecto.  —  T.  37,  p. 

.  448, 

—  El  encargado  de  la  oficina  B  de  balance  de  registro  de  la  adua- 
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na,  no  tiene  personería  para  intervenir  en  las  causas  criminales 
por  defraudación  de  derechos  de  aduana,  y  su  renuncia  á  in- 
tervenir en  ellas,  no  puede  autorizar  un  auto  de  desistimiento 
sin  la  audiencia  del  ministerio  fiscal.  —  T.  38,  p.  209. 

Personeria.  —  La  tienen  los  apoderados  del  ejecutante  y  del 
ejecutado,  para  representarlos  en  el  juicio  de  tercería  que  se 
deduce  contra  la  ejecución.  (El  juicio  de  tercería  debe  consi- 
derarse como  una  emergencia  del  ejecutivo).  —  T.  40,  p.  414. 

—  £1  poder  conferido  por  los  co-propietarios  de  un  campo  con 
facultad  de  defender  la  posesión,  hacer  respetar  sus  derechos, 
y  deducir  interdictos  y  demás  acciones  que  competan,  es  bas- 
tante para  ejercer  la  acción  de  reivindicación  de  dicho  campo. 
—  T.  43,  p.  264. 

—  £1  apoderado  para  pleitos  del  demandado,  tiene  personería 
para  contestar  las  demandas  que  se  promuevan  contra  su  po- 
derdante. —  T.  46.  p.  22. 

—  Debe  considerarse  suficientemente  justificada  la  personería 
de  un  agente  de  un  Estado  independiente,  para  gestionar  ante 
los  tribunales  argentinos,  los  intereses  de  ese  Estado,  en  pre- 
sencia de  un  telegrama  del  ministro  plenipotenciario  de  la  Re- 
pública acreditada  en  él,  por  el  cual  trasmite  al  ministerio  de 
relaciones  exteriores,  la  comunicación  que  el  gobierno  de  ese 
país  le  ha  hecho,  acerca  del  nombramiento  de  dicho  agente, 
para  que  sea  tenido  como  tal  mientras  lleguen  sus  credencia- 
les, y  de  la  aceptación  del  ministerio  de  relaciones  exterio- 
res remitiendo  copia  de  dicho  telegrama  al  agente  nombrado. 
(Véase  :   Acto  de  soberanía).  —  T.  46,  p.  133. 

—  El  agente  de  una  compañía  de  vapores  con  poder  para  estar 
en  pleito,  tiene  personería  para  contestar  la  demanda  promovi- 
da contra  dicha  compañía,  sobre  infracciones  relativas  á  un 
contrato  de  transporte  de  pasajeros.  — T.  46,  p.  317. 

—  La  del  apoderado  del  actor,  queda  justificada  con  el  poder 
que  le  autoriza  ¿comparecer  como  actor  en  las  demandas  de  la 
clase  de  la  deducida  en  juicio.  —  T.  46,  p.  353  y  363. 
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Personeria.  —  El  apoderado  de  los  demandados,  tiene  perso- 
nería para  representarlos  en  juicio  por  actos  emanados  de  la 
administración  que  se  halla  á  su  cargo  (art.  90,  inc.  i"",  Cód. 
Civ.).  —  T.  46,  p.  363. 

—  La  repartición  policial  no  tiene  personería  para  intervenir 
en  la  causa  sobre  un  contrabando  aprehendido  y  denunciado 
por  agentes  de  la  misma.  (La  causa  no  afecta  interés  de  la  re- 
partición policial,  como  tal,  sino  individualmente  de  los  agentes 
que  aprehendieron  y  denunciaron  el  contrabando). — T.  47, 
p.  5. 

—  El  procurador  cuyo  poder  ha  cesado,  no  tiene  personería  pa- 
ra deducir  recursos  en  el  pleito,  aunque  haya  pedido  en  él,  á 
nombre  propio,  que  se  tuvieran  presentes  algunos  documentos 
de  crédito,  sin  deducir  demanda.  —  T.  48,  p.  503. 

—  El  fallecimiento  del  interesado  no  hace  cesar  la  personería 
de  su  procurador  en  los  casos  de  urgencia,  y  el  juez  no  puede 
negarse  á  proveer  en  dichos  casos,  sobre  el  recurso  de  apelación 
que  el  procurador  interponga  desús  resoluciones  (art.  1969, 
Cód.  Civ.).  —  T.  49,  p.  360. 

—  Los  apoderados  deben  justificar  su  personalidad,  desde  la 
primera  gestión  que  hagan  en  nombre  de  sus  poderdantes,  con 
las  competentes  escrituras  de  poder  (art.  4,  Ley  Proc).  —  T. 
49,  p.  391. 

—  Sosteniendo  el  actor  que  el  citado  en  el  carácter  de  síndico 
de  un  concurso,  está  en  rebeldía  por  haberse  presentado  por 
apoderado  con  poder  á  nombre  propio,  y  alegando  éste  que  el 
demandado  había  cesado  de  ser  tal  síndico  en  la  fechado  la  ci- 
tación, corresponde  se  abra  la  causa  á  prueba  de  este  hecho.  — 
T.  49,  p.  4i6. 

—  La  oposición  que  el  mandatario  hace  contra  la  acción  del 
mandante,  alegando  que  éste  es  una  persona  distinta  de  la  que 
ha  entablado  la  acción,  constituye  una  excepción  de  fondo,  y 
no  una  dilatoria  de  falta  de  personería.  — T.  49,  p.  454. 

—  La  del  apoderado  dura  mientras  no  consta  su  cesación,  por 
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alguna  de  las  causas  determinadas  por  la  ley.  —  T.  49,  p.  469 . 

Personería.  —  No  tiene  que  justificarla  quien  litiga  en  su  nom- 
bre. —  T.  54,  p.  104. 

—  No  puede  ser  contestada  la  personería  de  quien  obra  en  nom- 
bre personal  y  en  ejercicio  de  un  derecho  propio.  —  T.  51,  p. 
300. 

—  £1  poder  otorgado  de  conformidad  al  articulo  1003  del  Códi- 
go Civil,  justifica  la  personería.  —  T.  51,  p.  447. 

—  £1  encargado  por  el  presidente  de  la  República,  para  deducir 
todas  las  acciones  que  considere  convenientes  en  defensa  de 
los  derechos  del  £stado,  sobre  terrenos  determinados,  tiene 
personería  para  entablar  acción  reivindicatoría  contra  el  po- 
seedor de  parte  de  ellos.  (£1  Estado  obra,  en  el  caso,  en  ejerci- 
cio de  su  capacidad  civil :  art.  41,  Código  Civil.  Las  disposi- 
ciones que  reglan  el  mandato  son  subsidiariamente  aplicables 
á  la  representación  de  las  personas  jurídicas  :  art.  1870,  Códi- 
go Civil.  El  mandatario  puede  sustituir  en  otros  la  ejecución 
del  mandato  :  art.  1924  y  1928,  Código  Civil.  El  presidente  de 
la  República  tiene  á  su  cargo  la  administración  general  del 
país,  art.  86,  inc.  I*',  Constitución  Nacional,  lo  que  importa 
tener  mandato  para  ejercitar  las  acciones  que  pertenezcan  al 
Estado,  en  su  capacidad  civil.  Nohay  ley  especial  que^  limitando 
las  facultades  del  Poder  Ejecutivo,  en  su  calidad  de  represen- 
tante de  la  persona  jurídica^  se  oponga  al  ejercicio  del  derecho 
acordado  por  la  ley  común  para  el  nombramiento  de  un  susti- 
tuto). —  T.  53,  p.  140. 

—  Cesando  la  representación  del  apoderado,  cesa  la  de  su  sus- 
tituto (art.  1962,  Cód.  Civ.).  — T.  54,  p.  114. 

—  La  personería,  una  vez  reconocida  por  sentencia  ejecutoriada, 
no  puede  ya  ser  materia  de  contestación.  —  T.  54,  p.  146. 

—  No  puede  ser  contestada  la  personería  de  quien  obra  en 
nombre  personal  y  en  ejercicio  de  un  derecho.  —  T.  54,  p. 
202. 

—  El  poder  conferido  por  un  prófugo,  respecto  de  bienes  se- 
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cuestrados  por  delito  cometido  por  éste  en  la  República,  no 
basta  para  admitir  la  personería  del  apoderado  en  la  causa  de 
extradición.  —  T.  55, p.  332. 

Personeria.  —  El  concursado  civilmente  no  tiene  personería 
para  entablar  demandas  (art.  727,  Cód.  Proc.  de  la  Capital).  — 
T.  56,  p.  Í91. 

—  El  fiscal  de  Estado  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  no  tiene 
personería  para  representar  á  la  provincia^  demandada  ante 
la  Suprema  Corte.  (Cualquiera  que  sea  el  alcance  del  art.  \  52 
de  la  Constitución  de  dicha  provincia,  es  indudable  que  las 
atribuciones  que  él  confiere  al  fiscal  de  Estado,  son  para  ejer- 
cerse sólo  dentro  de  la  jurisdicción  territorial  de  la  misma,  y 
no  ante  tribunales  de  ajena  jurisdicción  y  con  asiento  en  te- 
rritorio distinto;.  —  T.  56,  p.  272  y  273. 

—  El  fiscal  de  Estado  de  la  provincia  de  Buenos  Aires^  no  tie- 
ne personería  para  representar  á  dicha  provincia  anta  la  Supre- 
ma Corte  en  las  causas  en  que  aquella  sea  parte.  (Cualquiera 
que  sea  el  alcance  del  artículo  452  de  la  Constitución  de  esa 
provincia,  es  indudable  que  las  atribuciones  que  él  confiere  al 
fiscal  de  Estado,  son  para  ejercerse  dentro  de  la  jurisdicción 
territorial  déla  misma  y  no  ante  tribunal  de  ajena  jurisdicción 
y  que  tiene  su  asiento  en  territorio  distinto.  No  modifica  esta 
conclusión  la  notificación  de  la  demanda  que  se  le  hace  en 
cumplimiento  del  artículo  69  de  la  Ley  de  Procedimientos  : 
ella  sirve  para  habilitar  al  fiscal  áfin  de  que  dentro  de  sus  fun- 
ciones en  el  orden  local,  pueda  hacer  las  gestiones  necesarias 
á  objeto  de  que  la  provincia  sea  representada  en  el  juicio,  pero 
no  para  que  asuma  él  esa  representación,  pues  lo  mismo  po- 
dría pretender  el  gobernador^  á  quien  se  le  hace  igual  notifi-  ' 
cación.  Admitida  la  representación  del  fiscal,  en  los  juicios 
en  que  se  controvierten  intereses  de  la  provincia  como  con- 
secuencia del  artículo  152  citado,  sería  indispensable  reco- 
nocerle Id  facultad  de  constituir  apoderado  que  le  representase 
en  la  causa,  dentro  y  fuera  de  la  República^  con  prescindencia 
del  poder  político  encargado  de  la  administración.  La  notifi- 

T.  II  18 
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caciÓD  al  gobernador  tiene  por  objeto  poner  en  su  conocimien- 
to, la  demanda  promovida  contra  la  provincia  á  fin  de  que  dé  á 
estala  representación  que  corresponda).  —  T.  57,  p.  39. 

Personería.  —  No  puede  oponerse  el  hecho  de  no  haberse  men- 
cionado el  contrato  de  íletamento,  y  de  no  figurar  en  él  el 
nombre  del  demandado,  después  de  haber  sido  acompañada  y 
no  observada  la  copia  del  contrato,  y  de  haber  el  demandado 
contestado  la  demanda  y  producido  pruebas,  sin  excepcionar 
su  falla  de  personería.  —  T.  58,  p.  116. 

—  Tiene  personería  para  gestionar  el  cobro  de  un  crédito  hipo- 
tecario, el  cesionario  por  escritura  pública^  aunque  la  cesión  no 
haya  sido  notificada  precisamente  al  deudor  (art.  H54  y  1457, 
Cód.  Civ.).  —  T.  58,  p.  184. 

—  £s  inadmisible  toda  observación  contra  la  personería  del 
mandatario  de  la  contraparte,  cuando  á  más  de  haber  sido  acep- 
tada á  su  tiempo,  el  mandante  ha  ratificado  lo  obrado  en  juicio 
por  él  (art.  1935,  1936  y  1937,  Cód.  Civ.).  —  T.  58,  p.  284. 

—  El  denunciante,  que  no  es  el  ofendido  ó  damnificado  por  el 
delito,  no  tiene  personería  para  intervenir  en  el  juicio  como 
parte  acusadora.  (No  hay  en  el  Código  de  Procedimientos  Cri- 
minales, prescripción  alguna  que  autorice  la  admisión  en  el 
carácter  de  acusador,  del  que  no  resulte  ofendido  ó  damnifica- 
do :  art.  118  y  170,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  59,  p.  34. 

—  El  que  se  presente  en  juicio  á  su  nombre,  no  necesita  acre- 
ditar la  personería.  — T.  59,  p.  496. 

—  No  puede  carecer  depersonería,  el  que  entabla  una  acción  á 
nombre  propio.  —  T.  61,  p.  288. 

—  Los  procuradores  fiscales  nombrados  por  decreto  del  Poder 
Ejecutivo,  no  necesitan  acreditar  su  personería  con  poder  ó 
escritura  publica.  — T.  61,  p.  444. 

—  Véase:  Buque;  Capitán;  Falta  de  personería;  Ley  electoral; 
Poder. 

Pesar.  —  Esta  palabra,  empleada  por  el  artículo  933  de  las  Orde- 


—  275  —  PES-PLÜ 

nanzas  de  aduana,  comprende  en  su  acepción, la  de  medir, —  T. 
%%  p.  359. 

Peso  fuerte.  —  El  peso  fuerte,  desmonetizado  por  ley  de  5  no- 
viembre de  1881,  no  puede  confundirse  con  el  peso  de  oro  mo- 
neda nacional  corriente  en  la  República  :  el  primero  es  una 
moneda  de  oro  con  peso  de  un  gramo  y  dos  tercios  y  ley  de  no- 
vecientos milésimos  de  fino  (art.  4,  ley  de  29  de  sept.  de  1875), 
y  el  segundo,  sólo  contiene  un  gramo  y  seis  mil  ciento  veinte 
y  nueve  milésimos  de  gramo  de  oro  y  título  de  novecientos 
milésimos  de  fino  (art.  1,  de  dicha  ley).  —  T.  29,  p.  304.  J 

—  Véase  :  Pago. 

Petición.  —  El  silencio  del  juez  sobre  una  petición,  no  puede 
interpretarse  como  una  admisión  tácita  de  la  misma  petición. 
—  T.  12,p.  434.' 

—  No  alegándose  que  la  petición  se  haya  hecho  fuera  de  térmi- 
no, ui  constando  abandono  ú  omisión  del  peticionante,  el  juz- 
gado debe  proveer  á  ella.  —  T.  23,  p.  633. 

Plagio.  —  Consiste  este  delito,  en  el  hurto  de  personas  para  so- 
meterlas á  servidumbre.  —  T.  1 ,  p.  40. 

Plata  boliviana.  —  En  la  obligación  alternativa  de  pagar  plata 
boliviana  ó  su  equivalente  en  moneda  de  ley,  por  plata  boli- 
viana debe  entenderse  aquélla  de  esta  moneda  que  escon- 
sentida generalmente  por  los  usos  del  comercio  y  tiene  un 
valor  estable.  —  T.  13,  p.  132. 

Plazo.  —  No  habiendo  plazo  designado  por  los  contratantes, 
para  cumplir  una  obligación  de  pagar  una  suma  de  dinero,  el 
juez  debe  designarlo  á  instancia  del  acreedor  (art.  620,  Cód. 
Civ.).  — T.  15,  p.  109. 

—  El  deudor  á  plazo  que  ha  sido  condenado  á  afianzar  la  deu- 
da, pierde  el  beneficio  del  plazo,  si  no  presta  la  fianza  ó  una 
garantía  equivalente.  — T.  21,  p.  526. 

Plus  petitio.  —  Es  causal  de  condenación  en  costas.  —  T.  16, 
p.  389. 

—  Véase  :  Costas. 
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Poder.  —  El  dado  para  demandar  ejecutivamente  auna  persona, 
no  autoriza  para  responder  una  demanda  ordinaria  y  distinta 
aunque  proceda  del  primer  demandado.  —  T.  6,  p.  381 . 

—  El  poder  para  entender  en  todos  los  negocios  y  causas  de 
cualquier  clase  que  sean,  es  bastante  para  intervenir  en  un 
asunto  judicial.  — T.  19,  p.  256. 

—  Para  representar  á  otros  en  juicio,  es  necesario  un  poder  en 
forma,  y  no  basta  un  acta  labrada  por  una  parte  de  accionistas 
de  una  sociedad  anónima.  — T.  19,  p.  454. 

—  Es  bastante  para  la  validez  del  poder  otorgado  por  el  geren- 
te de  una  sociedad,  la  inserción  de  la  cláusula  del  contrato 
de  sociedad  en  la  que  constan  los  poderes  del  gerente  (art. 
1003  y  1004,  Cód.  Civ.).  —  T.  20,  p.  33. 

—  Hallándose  reconocida  la  existencia  de  una  sociedad  y  su 
gerente,  no  se  puede  objetar  la  validez  del  poder  que  dicho 
gerente  otorgue  en  esa  calidad,  por  no  haberse  transcrito  en 
el  poder  el  documento  de  la  sociedad  (art.  457,  Cód.  Com.  ant.). 
T.  20,p.  154. 

—  Es  bastante  para  presentarse  en  asunto  ante  la  justicia  na- 
cional^ un  poder  para  pleitos  otorgado  ante  un  escribano  de 
provincia.  —  T.  21,  p.  182. 

—  Un  poder  en  escritura  pública  que  no  es  argüida  de  falsa,  es 
suficiente  para  litigar,  cuando  no  se  niega  por  el  demandado 
que  el  poderdante  sea  el  único  dueño  de  la  empresa  deman- 
dante, ni  que  el  apoderado  sea  exclusivo  agente  de  ella.  — 
T.  21,  p.  251. 

—  Los  artículos  1003  y  1004  del  Código  Civil,  no  son  aplicables 
á  un  poder  en  que  el  otorgante  obra  en  nombre  propio  y  bajo 
el  imperio  de  leyes  extranjeras  (art.  12,  Cód.  Civ.).  —  T.  21, 
p.  251. 

—  Es  válido  el  otorgado  por  el  presidente  de  una  municipali- 
dad, cuando  ésta  lo  ha  autorizado  para  otorgarlo  y  en  el  poder 
se  transcribe  la  autorización  (art.  1003,  Cód.  Civ.).  —  T.  22, 
p.  356. 
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Poder.  —  Un  poder  deficiente  puede  ser  aceptado  por  el  juez, 
cuando  el  apoderado  que  lo  presenta  ofrece  subsanar  las  defi- 
ciencias, mediante  la  correspondiente  caución,  suficientemente 
instruido  y  espensado  (leyes  12  y  24,  tít.  5,  part.  3«).  —  T.  23, 
p.  475. 

—  £1  defecto  en  él^  puede  fundar  una  excepción  de  falta  de  per- 
sonería, no  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  de- 
manda. —  T.  25,  p.  463. 

~~  £1  otorgado  en  Francia  y  legalizado  por  las  autoridades 
francesas  y  por  el  cónsul  argentino  en  París,  debe  tenerse  por 
auténtico.  —  T.  25,  p.  463. 

—  La  escritura  de  sustitución  de  poder  que  no  contiene  la 
transcripción  del  poder  que  se  sustituye,  y  no  se  halla  otorgada 
ante  el  escribano  que  autorizó  la  de  poder,  es  nula  (art.  4003, 
Cód.  Civ.).  —  T.  26,  p.  266. 

—  £1  conferido  á  una  razón  social,  no  habilita  á  la  persona 
cuyo  nombre  está  incluido  en  ella,  para  asumir  particularmen- 
te la  representación  del  poderdante.  —  T.  26,  p.  454. 

—  £1  poder  con  facultad  de  perseguir  las  falsificaciones,  com- 
prende  la  de  perseguirlas  ante  los  tribunales.  --  T.  27,  p.  456. 

—  £1  poder  para  entender  en  todos  los  asuntos  pendientes  y  que 
llegaren  á  suscitarse,  comprende  la  facultad  de  demandar  por 
un  asunto  nuevo.  —  T.  27,  p.  349. 

—  El  poder  para  pedir  se  declare  inconstitucional  una  ley  de 
impuesto,  comprende  la  facultad  de  pedir  la  devolución  de  lo 
pagado  por  esa  causa  (art.  4884,  Cód.  Civ.).  —  T.  28,  p.  93. 

—  El  conferido  para  demandar  la  nulidad  de  un  contrato,  es 
bastante  para  contestar  la  demanda  deducida  sobre  su  cumpli- 
miento, oponiendo  la  excepción  de  nulidad  de  dicho  contrato. 
£1  poder  conferido  en  seguida  para  contestar  esa  demanda, 
importa  una  ratificación  de  lo  obrado  (art.  1935,  Cód.  Civ.).  — 
T.30,  p.463. 

—  La  falta  de  declaración  de  mayor  edad  del  apoderado,  que  no 
se  alega  ser  menor,  no  invalida  el  poder  que^se  le  ha  conferi- 
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do.  (No  es  necesaria  para  la  validez  del  poder^  la  declaración 
de  que  el  apoderado  sea  mayor  de  edad).  —  T.  34,  p.  436. 

Poder.  —  La  falta  de  transcripción  de  los  documentos  habili- 
tantes, no  invalida  un  poder  otorgado  en  Bolivia  (art.  12,  Cód. 
Civ.).  —  T.  32,  p.  448. 

—  £1  poder  para  representar  al  mandante,  como  administrador 
de  sus  bienes  y  en  todos  los  juicios,  durante  su  ausencia,  basta 
para  representarle  siendo  demandado  durante  ella.  —  T.  33, 
p.  429. 

—  £1  conferido  por  un  administrador  de  una  sociedad  para 
vender  y  cobrar  judicialmente  lo  que  se  deba,  es  bastante  para 
exigir  en  juicio  el  pago  del  precio  de  lo  vendido.  —  T.  46, 
p.  469. 

-^  Tratándose  de  una  acción  reivindicatoría^  basta  el  poder  ge- 
neral para  pleitos  conferido  por  alguno  de  los  actores,  para 
que  el  apoderado  se  halle  autorizado  á  gestionarla.  —  T.  46, 
p.  303. 

—  £1  poder  conferido  en  el  extranjero  y  autorizado  por  notario 
público,  se  presume  conforme  á  las  leyes  del  lugar  de  su  otor 
gamiento,  y  basta  para  acreditar  la  personería  del  mandatario 
(art.  42,  Cód.  Civ.}.  —  T.  48,  p.  98. 

—  El  conferido  por  una  sociedad  en  liquidación,  para  cobrar 
sus  créditos,  no  caduca  por  muerte  de  uno  de  los  socios  (art. 
434,  Cód.  Com.).  —  T.  49,  p.  409. 

—  £1  conferido  para  lo  principal,  faculta  para  intervenir  en 
los  incidentes  del  juicio.  —  T.  55,  p.  201 . 

—  Véase  :  Escritura  pública;  Falta  de  personería;  Personería; 
Ratificación, 

Poder  de  castigar.  —  Del  inciso  44,  articulo  67  de  la  Constitu- 
ción Nacional,  no  se  infiere  que  todo  poder  de  castigar  los  de* 
litos,  haya  pasado  á  las  autoridades  nacionales,  pucb  aunque 
da  al  Congreso  la  facultad  de  dictar  el  código  penal  que  haya 
de  regir  en  las  provincias,  como  igualmente  el  civil,  el  comer- 
cial y  el  de  minería,  se  salvan  expresamente  las  jurisdicciones 
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locales^  declarándose  asi  que  no  fué  la  intención  de  la  Cons** 
titución  suprimir  la  justicia  provincial,  como  sucedería^  si  los 
dichos  códigos  debieran  considerarse  leyes  nacionales.  — 
T.  4,p.  40. 

Podor  lyeeatiTo.  —  No  se  encuentra  entre  sus  poderes,  el  de 
desempeñar  funciones  legislativas  por  alguna  razón  ó  en  caso 
alguno  (art.  68,  Const.  Naí?.).  —  T.  4,p.  32. 

—  Creados  por  ley  del  congreso  los  juzgados  de  sección  á  cuyo 
conocimiento  corresponden  las  causas  sobre  diferencia  de 
aforo,  el  poder  ejecutivo  no  estaba  facultado  para  asumir  tem- 
poralmente, antes  de  la  instalación  de  los  referidos  juzgados, 
atribuciones  conferidas  á  éstos  por  los  artículos  400  y  101  de 
constitución,  y  20  de  la  ley  de  octubre  de  1862.  —  T.  1,  p.  62. 

—  No  puede  ser  demandado  sin  su  consentimiento,  ante  los  tri* 
bunales  nacionales,  pues  es  uno  de  los  atributos  de  la  sobera- 
nía, que  el  que  la  inviste,  no  puede  ser  arrastrado  ante  los 
tribunales  sin  su  expreso  consentimiento,  por  los  particulares, 
á  responder  de  sus  actos,  y  ser  apremiado  al  cumplimiento  de 
las  obligaciones  que  de  ellos  puedan  resultarle,  cuyo  cumpli- 
miento está  sujeto  á  reglas  especiales,  y  tiene  por  garantía  su 
buena  fe  (art.  86,  Const.  Nac).  —  T.  1,  p.  317. 

~  Un  decreto  expedido  por  él,  reglamentando  los  tratados 
públicos,  no  puede  ser  considerado  como  ley  de  la  nación,  res- 
pecto de  aquellas  disposiciones  que  no  se  contienen  en  los  tra- 
tados que  en  él  se  recuerdan,  por  no  haber  recibido  la  sanción 
del  congreso  de  la  República.  (Con  motivo  del  decreto  de  19 
de>oviembre  de  1862).  —  T.  2,  p.  88. 

—  No  puede  en  caso  alguno^  ejercer  funciones  judiciales  (art. 
95,  Const.  Nac).  —  T.  4,  p.  349. 

—  Encontrándose  una  provincia  en  estado  de  guerra,  sin  que 
puedan  funcionar  ios  tribunales  nacionales  ni  provinciales,- el 
poder  ejecutivo  nacional  puede  ordenar  la  prisión  de  un  indi- 
viduo indiciado  de  ser  autor  principal  de  un  asesinato  y  cóm- 
plice en  otro  (art.  2,  decreto  de  23  de  noviembre  de  1811  ;  art. 
15,  Reglamento  de  3  de  diciembre  de  1817).  —  T.  9,  p.  382. 
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Poder  Ejecutivo.  —  £1  poder  ejecutivo  nacional  no  puede  ser 
demandado  sin  su  expreso  consentimiento.  —  T.  12,  p.  227. 

—  Véase  :  Demanda  contra  la  nación. 

Poder  general.  —  Presentado  un  poder  general  y  ordenada  su 
devolución,  el  testimonio  que  se  deja  en  autos  debe  extenderse 
en  papel  sellado  de  actuación.  —  T.  30,  p.  644. 

Poder  Judicial.  —  £1  terreno  de  las  conveniencias  es  extraño  al 
poder  judicial,  estando  limitadas  sus  facultades  á  aplicar  las 
leyes  y  reglamentos,  con  tal  que  emanen  de  autoridad  compe- 
tente y  no  sean  repugnantes  á  la  Constitución.  —  T.  23,  p.  37. 

—  Uno  délos  caracteres  esenciales  del  poder  judicial,  consiste 
en  pronunciarse  en  casos  particulares,  y  no  sobre  principios 
generales,  ni  por  vía  de  medida  general.  (Los  representantes  de 
las  empresas  de  tramways  se  presentaron  al  juez  federal,  di* 
ciendo  que  la  ley  del  Congreso  creando  un  impuesto  á  los 
tramways  en  sustitución  de  la  obligación  de  conservar  el  em- 
pedrado de  las  calles  que  recorrían,  era  violatoria  de  derechos 
adquiridos,  y  pidieron  la  declarase  inconstitucional.  £1  juez  se 
declaró  incompetente  por  no  tratarse  de  un  caso  contencioso). 
—  T.  30,  p.  281. 

—  £s  elemental  en  nuestra  organización  constitucional,  la  atri- 
bución que  tienen  y  el  deber  en  que  se  hallan  los  tribunales  de 
justicia,  de  examinar  las  leyes  en  los  casos  concretos  que  se 
traen  á  su  decisión,  comparándolas  con  el  texto  de  la  Consti- 
tución para  averiguar  si  guardan  ó  no  conformidad  con  ésta, 
y  abstenerse  de  aplicarlas,  si  las  encuentran  en  oposición  con 
ella,  constituyendo  esta  atribución  moderadora,  uno  de  los  fines 
supremos  y  fundamentales  del  poder  judicial  nacional  y  una 
de  las  mayores  garantías  con  que  se  ha  entendido  asegurar  los 
derechos  consignados  en  la  Constitución^  contra  los  abusos  po- 
sibles é  involuntarios  de  los  poderes  públicos.  Tal  atribución, 
que  es  por  otra  parte  un  derivado  forzoso  de  la  separación  de 
los  poderes  constituyente  y  legislativo  ordinario,  que  hace  la 
Constitución,  y  de  la  naturaleza  esencialmente  subordinada  y 
limitada  de  este  último,  se  halla  especialmente  consagrada  por 
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el  articulo  3  de  la  ley  de  16  de  octubre  de  1862  y  articulo  21  de 
la  ley  de  jurisdicción).  —  T.  33,  p.  162. 

Poder  jadioiftl. — A  éste^  sólo  corresponde  conocer  de  las  infrac- 
ciones que  por  la  ley  nacional  de  elecciones,  se  definen  como 
delitos.  — T.  47,  p.  191. 

Poderes  apud  acta.  —  Están  reconocidos  por  las  leyes  naciona- 
les y  admitidos  constantemente  en  la  práctica  de  la  Suprema 
Corte  (art.  1^^  inc.  1%  ley  de  26  de  agosto  de  1863;  véase  acuerdo 
de  la  Suprema  Corte  de  22  de  septiembre  de  1887,  que,  alu- 
diendo á  esta  resolución,  dispuso  se  observara  en  lo  sucesivo^ 
la  forma  de  escritura  pública  prescripta  por  el  art.  1184,  inc. 
7,  Cód.  Civ.).  —  T.  20,  pi  50. 

Poderes  nacionales.  —  No  pueden  válidamente  ensanchar,  bajo 
pretexto  alguno,  la  esfera  limitada  que  la  Constitución  les  ha 
trazado.  —  T.  9,  p.  382. 

—  La  voluntad  de  las  partes  no  puede  conceder  á  los  poderes 
públicos  déla  nación,  mayores  facultades  que  las  que  la  Cons- 
titución les  ha  otorgado.  —  T.  10,  p.  177. 

Policía.  — Véase:  Personería;  Provincia. 

Póliza.  — En  los  seguros,  la  póliza  es  la  ley  de  los  contratantes. 
—  T.  18,  p.  450. 

—  Véase  :  Ejecución  ;  Prueba . 

Porteador.  —  Está  obligado  á  entregar  los  efectos  cargados,  en  el 
mismo  estado  en  que  los  recibió  (art.  169,  Cód.  Com.  ant.)-  — 
T.  14,  p.  96. 

«  Son  de  su  cienta,  los  daños  ó  menoscabos  que  sufran  los 
efectos  siempre  que  no  provengan  de  vicio  propio,  fuerza  ma- 
yor ó  caso  fortuito  (art.  163  y  167,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  14, 
p.  96. 

—  Cuando  el  efecto  del  daño  es  sólo  la  disminución  en  el  valor 
de  los  efectos,  el  porteador  sólo  está  obligado  á  abonar  lo  que 
importe  el  menoscabo  (art.  172,  Cód.  Com.  ant.). — T.  44, 
p.  96. 

—  Sólo  es  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  que  ocasione 


POR-POS  —  282  — 

cuando  la  demora  excede  en  el  doble  del  tiempo  fijado  en  el 
contrato  (art.  478^  Cód.  Com.  ant.).-— T.  46,  p.  53. 

Porteador.  —  No  tiene  derecho  á  retener  en  su  poder  la  carga, 
para  asegurar  el  pago  de  fletes.  —  T.  26,  p.  45. 

—  Véase :  Retención;  Transporte. 

Posadero.  —  Véase :  Retención. 

Posesión.  —  Las  autoridades  competentes  para  ordenarla  trans- 
ferencia de  posesión  de  una  cosa,  son  los  jueces  que  ejercen 
jurisdicción  en  el  territorio  donde  aquella  está  situada.  —  T.  3, 
p.  435. 

—  El  poseedor  de  un  articulo  de  comercio,  debe  ser  reputado 
legalmente  propietario  de  él,  mientras  no  se  pruébelo  contra- 
rio; mucho  más  si  la  propiedad  aparece  de  sus  libros  de  co- 
mercio llevados  según  el  uso  general,  y  del  hecho  de  haber 
cargado  el  artículo  y  pagado  el  flete  por  su  conducción.  — T. 
4,  p.  256. 

—  Los  hechos  de  poner  el  vendedor  la  cosa  vendida  á  disposi- 
ción de  una  sociedad  compradora^  y  de  aceptar  el  cargo  de 
gerente  de  ésta,  con  sujeción  á  los  estatutos,  constituyen  á  la 
sociedad  única  poseedora  de  aquella.  —  T.  9,  p.  365. 

—  Se  presume  que  continúa  desde  la  fecha  del  titulo,  mientras 
no  se  pruebe  lo  contrario.  —  T.  14,  p.  6i . 

—  £1  poseedor  de  buena  fe  sólo  es  responsable  de  los  deterio- 
ros de  la  cosa  reivindicada,  en  tanto  cuanto  sea  el  provecho  que 
haya  obtenido  (art.  2431,  Cód.  Civ.).  — T.  16,  p.  304. 

—  Se  presume  haber  principiado  desde  la  fecha  del  titulo  tras- 
lativo de  dominio,  si  no  se  probase  lo  contrario  (art.  4003,  Cód. 
Civ.).  —  T.  46,  p.  347. 

—  Siendo  dudoso  el  último  estado  de  ella,  debe  juzgarse  que 
la  tenia  el  que  tiene  derecho  de  poseer  (art.  2471,  Cód.  Civ.). 
—  T.  16,  p.  347. 

—  Para  establecer  la  anual,  puede  unirse  la  posesión  del  ac- 
tual poseedor  á  la  de  la  persona  de  quien  la  hubo  por  título 
traslativo  (art.  2474,  Cód.  Civ.).  — T.  16,  p.  347. 
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Posesión. —  No  es  necesario  que  ella  sea  anual,  cuando  es  tur- 
bada por  quien  no  tiene  sobre  la  cosa,  ningún  derecho  de  po- 
sesión (art.  8477,  Cód.  Civ.).  —  T.  46,  p.  347. 

—  Para  adquirirla,  es  necesario  el  consentimiento  del  dueño  de 
la  cosa.  —  T.  23,  p.  148. 

—  La  muerte  del  padre  transmite  sin  más  formalidad  á  sus 
hijos  legítimos,  la  posesión  hereditaria,  y  les  autoriza  á  enta- 
blar las  acciones  que  corresponderían  á  aquél,  si  viviese  (art. 
3440,  3417  y  3424,  Cód.  Civ.).  —  T.  25,  p.  99. 

—  £1  turbado  en  ella,  aunque  se  trate  de  un  terreno  público, 
tiene  el  derecho  de  ser  mantenido  ó  reintegrado  en  su  posesión 
(art.  2469,  Cód.  Civ.).  —  T.  25,  p.  4  46. 

—  Se  conserva  y  retiene  por  la  sola  voluntad  de  continuar  en 
ella,  y  no  sólo  por  el  poseedor  mismo,  mediante  ocupación 
de  la  cosa,  sino  por  medio  de  tercera  persona  que  la  ocupe  en 
su  nombre  ó  representación,  subsistiendo  la  posesión  del  pri- 
mero aunqueaquel  que  poseía  á  nombre  del  poseedor,  manifies- 
te la  voluntad  de  poseer  á  nombre  propio  (art.  2445,  2447  y 
2448,  Cód.  Civ.).  —  T.  26,  p.  475. 

—  El  turbado  en  la  posesión,  debe  ser  mantenido  en  ella.  —  T. 
27,  p.  260. 

—  El  despojado  de  un  riego  de  agua,  debe  ser  repuesto  en  su 
posesión  y  resarcido  de  las  pérdidas  é  intereses  á  más  de  las 
costas  del  juicio.  —  T.  27,  p.  295. 

—  El  deslinde  y  amojonamiento  es  un  acto  de  posesión,  que 
ejercitado  en  el  campo  poseído  por  otro,  importa  turbación 
(art.  2384,  CÓd .  Civ.).  —  T.  27,  p.  334. 

—  El  poseedor  de  buena  fe  tiene  derecho  para  que  se  le  indem- 
nicen las  mejoras  estimadas  por  peritos,  y  retener  el  terreno, 
mientras  se  le  abone  su  valor  por  el  propietario.  —  T.  28, 
p.  456. 

—  La  posesión  de  un  terreno  á  consecuencia  de  venta  hecha  por 
la  municipalidad  como  de  terreno  baldío,  con  los  trámites  le- 


gales,  debe  considerarse  como  posesión  de  buena  fe.  —  T.  28, 
p.  156. 
Posando.— La  de  una  cosa  mueble,  quenose  prueba  ser  de  mala 
fe,  establece  á  favor  del  poseedor  la  presunción  de  ser  propie- 
tario de  la  misma  (art.  8412,  Cód.  Civ.}.  —  T.  29,  p.  S. 

—  El  <iue  posee  á  nombre  de  otro,  no  puede  invocarla  posesión 
para  adquirir  la  propiedad  por  prescripción  (leyes  21  y  27,  til. 
29,  part.  3*;  art.  4015  y  4016,  Cód.  Civ.)-  El  que  pretende  asi 
prescribir,  debe  reputarse  poseedor  de  mala  fe  y  obligado  á  de- 
volver los  frutos  percibidos  desde  el  dia  de  la  demanda.  — T. 
29,  p.  198. 

—  No  es  prueba  de  haberla  tenido,  la  escritura  de  compra-ven- 
ta por  la  que  el  vendedor  faculta  al  comprador,  para  tomar  la 
posesión,  si  no  resulta  que  de  hecho  la  tomó.  —  T.  30,  p.  452. 

—  Nadie  puede  ser  privado  de  su  posesión  sin  haber  sido  ofdo 
y  vencido  enjuicio,  y  en  virtud  de  sentencia  dictada  en  jui- 
cio en  que  do  ha  sido  parte.  —  T.  35,  p.  201 . 

—  La  resolución  de  un  gobierno  de  provincia,  ordenando  en  vir- 
tud de  denuncia,  la  mensura  de  un  campo  poseído  por  un  ter- 
cero á  titulo  de  dueño,  como  si  dicho  campo  fuera  fiscal,  im- 
porta una  verdadera  turbación  de  posesión.  Una  resolución 
de  esa  clase,  no  puede  considerarse  como  simples  palabras, 
incapaces  de  herir  el  goce  del  poseedor,  é  inhábil,  por  consi- 
guiente, para  autorizar  la  acción  posesoria  (nota  al  art.  2482  y 
art.  2495,  2496  y  2497,  Cód.  Civ.).—  T.  35,  p.  330. 

-  El  hecho  accidental  que  no  es  expresión  de  una  ocupación 
real  y  efectiva,  no  basta  á  demostrar  la  existencia  de  la  verda- 
dera posesión.  —  T.  36,  p.  129. 

-  El  sucesor  de  uno  de  los  condóminos,  no  puede  tomar  por 
su  propia  autoridad  la  posesión  del  inmueble  común,  con  me- 
noscabo de  los  derechos  de  los  demás  condominos,  y  está 
obligado  á  reponer  áóstosen  la  posesión  que  antes  LeiUan,  des- 
truyendo las  obras  que  hubiese  hecho  en  él.  —  T.  37,  p.  81 . 

-  En  la  duda  de  quién  posee  actualmente,  si  el  que  se  dice  po- 
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seedor  ó  el  que  se  pretende  despojado,  se  juzga  que  tiene  la 
posesión  el  que  ha  probado  tenerla  más  antigua  y  caracterizada 
(art.  2471.  Cód.  Civ.).  —  T.  37,  p.  280. 

Posesión. —  La  posesión  dada  judicialmente  por  consentimiento 
de  quien  no  era  poseedor,  no  perjudica  la  que  tiene  el  posee- 
dor verdadero,  que  no  fué  parte  en  el  juicio.  —  T.  39,  p.  315. 

—  Una  mensura  protestada  y  no  aprobada,  no  interrumpe  la 
posesión  anterior.  — T.  39,  p.  403. 

—  Las  operaciones  de  mensura,  aun  extrajudicial,  y  la  coloca- 
ción de  estacas  y  mojones,  son  actos  perfectamente  caracteri- 
zados, que  justifican  la  posesión,  no  apuntándose  ningún  hecho 
contra  ellos  (art.  2384,  Cód.  Ci^.).  —  T.  40,  p.  66. 

—  El  comprador  de  un  terreno,  domiciliado  en  la  misma  loca- 
lidad donde  éste  se  halla  ubicado,  se  reputa  haberse  dado  por 
recibido  de  su  posesión,  cuando  la  compra  ha  sido  hecha  en  re- 
mate público  en  el  mismo  lugar,  sin  contradicción  de  nadie, 
el  terreno  se  halla  vacuo  y  sin  cerco  que  impidiese  el  fácil  ac- 
ceso á  él,  tanto  en  la  fecha  del  remate,  como  en  la  de  su  escri- 
turación, y  en  la  escriturase  enuncia  que  ha  aceptado  la  tras- 
misión de  los  derechos  de  propiedad^  que  por  la  misma  le  ha- 
cía el  vendedor^  al  citado  terreno,  bastando^  como  basta,  con 
arreglo  al  articulo  2374  del  Código  Civil  y  la  nota  que  le  sirve  de 
comentario,  á  los  efectos  de  la  posesión,  hallarse  en  presencia 
de  la  cosa  y  con  la  posibilidad  física  de  tomarla.  — T.  41 ,  p.  25. 

—  Según  la  antigua  legislación,  el  instrumento  de  venta,  en  que 
el  vendedor  se  daba  por  desapoderado  de  la  posesión  y  domi- 
nio, bastaba  para  la  transmisión  de  la  posesión  á  los  efectos  de 
la  adquisición  del  dominio,  á  diferencia  de  la  ley  civil  vigente, 
según  la  que,  la  venta  no  seguida  de  tradición,  sólo  acuerda 
derechos  personales,  cuyos  efectos  no  pueden  hacerse  valer 
contra  extraños  á  ella  (ley  8,  tít.  30,  part.  3").  —  T.  41 ,  p.  325. 

—  El  titulo  de  compra  hace  presumir  la  posesión  de  la  cosa 
comprada  desde  la  fecha  en  que  se  otorgó.  —  T.  43,  p.  299. 

—  En  la  duda  se  juzga  que  posee  quien  prueba  una  posesión 
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más  antigua,  ó  mejor  derecho  para  poseer  (art.  2474,  Cód.  Civ.). 

—  T.  43,  p.  299. 

Posesión.  —  En  el  caso  de  haberse  practicado  actos  posesorios 
por  las  dos  partes,  la  posesión  debe  reputarse  de  aquella  á  cuyo 
favor  aparece  haber  sido  el  último  estado  de  la  misma,  máxime 
si  esta  parte  tiene  los  títulos  de  la  propiedad,  y  la  otra  no  (art. 
2474,  Cód.  Civ.).  —  T.  45,  p.  276. 

—  No  hay  derecho  para  hacer  cesar  actos  que  se  reconoce  no 
haber  causado  perturbación  en  la  posesión.  — T.  49^  p.  74. 

—  La  posesión  fundada  en  un  titulo,  abraza  toda  la  extensión  de 
éste^  aunque  la  ocupación  efectiva  se  haga  sobre  una  parte 
(art.  2384  y  2414,  Cód.  Civ.).  -  T.  53,  p.  427. 

—  Existiendo  una  posesión,  no  es  posible  que  otro  la  adquiera 
sobre  la  misma  cosa,  sino  aparentemente  (art.  2404,  Cód.  Civ.). 

—  T.53,  p.  427. 

—  La  percepción  de  arrendamientos  demuestra  una  posesión 
bien  caracterizada  (art.  2382,  Cód.  Civ.).  —  T.  53,  p.  344. 

—  El  que  no  puede  poseer  por  sí,  como  sucede  con  el  despojado, 
no  puede  tampoco  poseer  por  representación,  puesto  que  si 
hubiera  poseído  por  otro,  no  habría  perdido  la  posesión  por  sí 
mismo  (art.  2354,  Cód.  Civ.).  —  T.  57,  p.  388. 

—  Es  prueba  de  posesión  la  operación  de  mensura,  aunque  ha- 
ya sido  aprobada  en  rebeldía  y  sin  perjuicio  de  los  derechos 
del  demandado  (art.  2384,  Cód.  Civ.  Tal  salvedad  llevaba  la 
condición  esplícita  de  hacerse  valer  esos  derechos  en  el  juicio 
correspondiente,  lo  que  excluye  el  procedimiento  por  autori- 
dad propia,  empleado  por  una  de  las  partes).  — T.  57,  p.  399. 

—  Los  que  ocupan  un  inmueble  por  razón  de  sublocación,  son 
simples  tenedores  y  no  pueden  transferir  derechos  posesorios 
á  un  tercero,  reconociéndolo  como  propietario  del  inmueble 
(art.  2354,  2352  y  3266,  Cód.  Civ.).  —  T.  60,  p.  450. 

—  Véase:  Buque;  Expropiación ;  Interdicto ;  Mensura;  Minas  ; 
Montes  de  Montiel ;  Sercidumbre ;  Solidaridad. 

Posesión  de  estsdo.  —  Cuando  la  investigación  de  la  paterni- 
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dad,  se  hace  durante  la  vida  del  padre,  no  es  necesario,  para 
demostrarla,  probar  los  hechos  que  constituyen  la  posesión  de 
estado  (art.  325,  Cód.  Civ.).  —  T.  30,  p.  U8. 

Posiciones.  —  £1  vendedor,  por  el  hecho  de  haber'sido  citado 
de  evicción,  no  se  considera  como  parte  en  el  juicio  de  reivin- 
dicación contra  el  comprador,  y  no  puede  ser  llamado  por  el 
actor,  á  absolver  posiciones.  — T.  3^  p.  197.        * 

—  No  puede  darse  por  confesa  á  una  de  las  partes,  mientras  no 
incurra  en  rebeldía.  —  T.  5,  p.  5. 

—  La  Suprema  Corte  puede  rechazar  una  solicitud  en  que  se 
pide  absolución  de  posiciones,  presentada  después  de  conclusa 
la  causa  para  definitiva,  cuando  las  constancias  de  autos  son 
suficientes  para  resolver  con  arreglo  á  derecho.  —  T.  6,  p.  279. 

—  La  duda  ó  ignorancia,  alegada  sobre  hechos  propios  por  quien 
absuelve  posiciones^   equivale  á  la  confesión.  —  T.  10,  p.  454. 

— -  Pueden  deferirse  hasta  la  conclusión  de  la  causa  para  defi- 
nitiva.—T.  10,  p.  154. 

—  Habiéndose  pedido  en  tiempo  (art.  108,  Ley  Pi:oc.)  que  el 
contrario  absuelva  posiciones,  y  deferido  el  Juzgado  á  esa  soli- 
citud, no  puede  éste  de  oficio  privarlo  de  ese  medio  de  prue- 
ba, porque  no  se  hizo  observación  á  la  no  absolución  cuando 
pidió  informar  inwce,  —  T.  10,  p.  464. 

—  Deben  absolverse  franca  y  categóricamente.  —  T.  10,  p.  483. 

—  Absolviéndose  de  un  modo  evasivo,  ya  sea  por  la  parte  ó  por 
su  apoderado  especial  al  efecto^  las  posiciones  deben  tenerse 
por  confesas  (art.  115,  Ley  Proc).  —  T.  10,  p.  483. 

—  La  deferidas  al  litigante  ausente,  que  deja  apoderado  instrui- 
do y  espensado,  no  pueden  darse  por  absueltas  en  rebeldía  por 
falta  de  facultad  en  el  apoderado.  —  T.  12,  p.  57. 

—  La  citación  para  absolver  posiciones,  debe  hacerse  con  un  día 
de  intervalo  al  señalado  para  laabsolución(art.  110,  Ley  Proc). 
—  T.  12,  p.  224. 

—  No  puede  ser  declarado  confeso  en  posiciones,  el  litigante 
citado  para  absolverlas,  si  el  auto  respectivo  no  contiene  la 
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connimación  de  que  por  tal  se  le  declarará,  si  no  comparece. — 
T.  42,  p.  325. 

Posiciones.  —  £1  que  tiene  justo  motivo  para  no  comparecer  á 
absolverlas,  no  puede  ser  declarado  confeso.  La  ausencia  es 
justo  motivo  que  excusa  la  comparecencia.  —  T.  42,  p.  325. 

—  La  absolución  de  posiciones  diciendo  no  recordar,  cuando 
la  pregunta  versó  sobre  los  principales  hechos  de  la  causa,  de- 
be estimarse  como  una  confesión.  —  T.  47,  p.  234. 

—  Estando  contestada  la  demanda  y  la  reconvención  en  su  ca- 
so, las  partes  pueden  pedir  que  el  contrario  absuelva  posicio- 
nes  (art.  108,  Ley  Proc).  —  T.  49,  p.  377. 

—  El  socio  gerente  de  una  casa  de  comercio,  debe  absolver 
las  posiciones  deferidas  en  asunto  concerniente  á  la  casa.  —  T. 
20,  p.  S6  y  89. 

—  Puede  pedirse  su  absolución,  en  cualquier  estado  de  la  causa 
antes  de  la  sentencia,  con  arreglo  al  articulo  408  de  ley  de 
procedimientos.  —  T.  20,  p.  400, 

—  La  parte  que  ha  constituido  domicilio  legal  para  la  prosecu- 
ción de  una  causa,  debeabsolver  ante  el  juez  de  ella^  las  posi- 
ciones que  el  contrario  le  deñera.  —  T.  24 ,  p.  483. 

—  En  el  juicio  ejecutivo,  no  oponiendo  excepciones  en  el  tér- 
mino legal,  el  ejecutado  no  puede  poner  posiciones  al  ejecu- 
tante. —  T.  22,  p.  34. 

—  No  pueden  ser  llamados  á  absolverlas,  sino  los  que  son  partes 
litigantes  en  un  juicio  (art.  408,  Ley  Proc.  Se  trataba  de  un  jui- 
cio seguido  por  el  cesionario  de  un  crédito,  y  el  demandado 
pidió  que  el  cedente  absolviera  posiciones).  —  T.  22,  p.  133. 

—  No  puede  estimarse  por  confeso  á  un  litigante,  por  haberlas 
absuelto  después  de  la  hora  señalada,  si  consta  que  la  audien- 
cia no  se  abrió  á  esa  hora.  —  T.  23,  p.  375. 

—  En  el  juicio  ordinario,  pueden  presentarse  hasta  antes  de  lla- 
marse autos  para  definitiva  (art.  [408,  Ley  Proc).  —  T.  23,  p. 
573. 

—  No  puede  pedirse  su  absolución,  sino  á  la  parte  que  litiga  en 
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juicio.  (Se  pretendía  en  el  caso,  que  el  gerente  de  un  ferroca- 
rril absolviera  posiciones :  aquél  manifestó  no  ser  representante 
de  la  empresa  :  art.  108,  Ley  Proc).  —  T.  27,  p,  30. 

Posiciones.  —  Son  impertinentes,  las  ofrecidas  por  el  excep- 
cionado  para  combatir  la  excepción  de  defecto  legal  en  la 
demanda^  pues  ésta  debe  resultar  de  la  misma  demanda.  —  T. 
28,  p.  473. 

—  £1  reconocimiento  de  cartas,  que  se  presenten  enjuicio  des- 
pués del  término  probatorio,  no  puede  ser  admitido  sino  en 
forma  de  posiciones.  —  T.  28,  p.  \S%, 

—  No  pueden  declararse  absueltas  en  rebeldía,  las  posiciones 
para  cuya  absolución  no  se  citó  válidamente  al  absolvente,  y 
no  se  incluyó  en  el  decreto  de  citación,  el  apercibimiento  pres- 
cripto  por  el  artículo  110  de  la  ley  de  procedimientos.  —  T.  31, 
p.  112. 

—  La  mujer  casada,  que  es  parte  interesada  en  el  juicio,  e^tá 
obligada  á  absolver  las  posicíone:>  que  le  sean  deferidas  por  la 
contraparte  (art.  108,  Ley  Proc.  El  marido,  en  el  juicio,  no  tiene 
otra  misión  que  la  de  representar  á  su  esposa  :  art.  57  y  185^ 
€ód.  Civ.  La  ley  protege  la  incapacidad  relativa  de  la  mujer, 
pero  sin  concederle  privilegio  alguno,  cual  sería  el  de  negarse 
fundadamente  á  cumplir  un  acto  lega!  del  juicio  en  que  es  parte  : 
art.  58^  Gód.  Civ.  La  intervención  del  esposo  en  el  juicio^  im- 
plica la  autorización  necesaria  para  la  comparencia  de  la  espo- 
sa en  todos  aquellos  actos  en  que  sea  exigida  por  derecho, 
pues  de  otra  manera  dependería  de  la  voluntad  de  aquél,  hacer 
ilusorio  un  precepto  de  la  ley,  con  perjuicio  de  terceros).  — 
T.  32,  p.  315. 

—  Deben  ser  absueltas  en  la  forma  prescripta  por  la  ley,  y 
no  por  medio  de  un  escrito  (art.  110,  112  y  115,  Ley  Proc). — 
T.  33,  p.  274. 

—  No  puede  ordenarse,  por  vía  de  posiciones,  él  reconocimien- 
to de  cartas  y  documentos  presentados  fuera  del  término  pro- 
batorio. —  T.  34,  p.  223. 

T.  II  19 
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.  —  Í4OS  representantes  de  las  sociedades  anónimas, 
están  oblif^ados  á  absolver  posiciones  en  las  cuestiones  relati- 
vas á  la  sociedad,  máxime  sobre  los  actos  en  que  han  interve- 
nido personalmente.  (Las  sociedades  anónimas  no  obran  sino 
por  intermedio  de  sus  representantes  legítimos,  para  el  ejercí* 
cío  de  sus  derechos  y  cumplimiento  de  sus  obligaciones.  Son 
ellos  los  que  encarnan,  por  consiguiente,  la  personería  y  ac- 
ciones de  la  sociedad,  enjuicio  y  fuera  de  él,  y  es  con  ellos 
que  deben  entenderse,  por  lo  mismo,  todas  la  actuaciones  de 
aquél,  conformándose  á  las  prescripciones  de  las  leyes  ó  de 
sus  estatuios).  —  T.  36,  p.  32  y  49. 

—  Aunque  la  parte  haya  absuelto  posiciones,  puede  exigirse 
que  su  apoderado  con  facultad  para  poner  y  absolver  posicio- 
nes, absuelva  las  relativas  á  hechos  que  no  hayan  sido  objeto 
de  las  absueltas  por  el  poderdante.  — T.  44,  p.  385. 

—  La  excusación  de  la  ausencia  del  citado,  hecha  en  el  dfa  se- 
ñalado, y  la  presentación  en  ese  mismo  día  de  las  posiciones 
acompañadas  al  escrito  de  rebeldía,  autorizan  á  no  darlas  por 
absueltas.  —  T.  46,  p.  67. 

—  La  parte  que  reside  fuera  del  municipio,  no  puede  ser  obli- 
gada á  absolver  posiciones  sino  en  el  lugar  de  su  residencia 
(art.  418,  Ley  Proc).  —  T.  46,  p.  456. 

—  La  citación  para  absolverlas,  no  puede  hacerse  por  edictos, 
sino  por  cédula  (art.  440,  Ley  Proc).  —  T.  46,  p.  299. 

—  Oponiéndose  la  parte  que  las  defiere,  las  posiciones  no  pue- 
den ser  absueltas  por  el  apoderado  del  citado,  aunque  tenga 
facultad  para  absolverlas.  —  T.  46,  p.  299. 

—  Fuera  del  término  establecido  por  el  artículo  408,  ley  de 
procedimientos,  no  procede  la  absolución  de  posiciones.  (Esta 
se  pidió  después  de  dictada  la  providencia  de  autos  para  sen- 
tencia).—T.  51,  p.  244. 

—  No  puede  ser  llamado  á  absolverlas,  el  que  no  es  parte  liti- 
gante en  juicio  (art.  408,  Ley  Proc.  Se  pretendió  en  el  caso^ 
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que  absolviera  posiciones  el  cedente  de  los  derechos  en  liti- 
gio). —  T.  55,  p.  195. 

Posiciones.  —  La  parte  que  se  halla  en  el  lugar  del  juicio,  está 
en  el  deber  de  absolver  personalmente  las  posiciones,  exigién- 
dolo su  contraparte  (art.  108,  Ley  Proc).  —  T.  55,  p.  405. 

—  No  puede  considerarse  evasiva  la  respuesta  de  ignorar,  cuan- 
do el  hecho  contenido  en  la  pregunta  no  ha  sido  mencionado 
en  los  autos,  no  es  personal  al  absolvente,  y  no  se  ha  demos- 
trado que  debía  precisamente  conocerlo  por  razón  de  sus  fun- 
ciones. —  T.  56,  p.  204. 

—  Antes  de  contestar  la  demanda,  el  demandado  no  puede 
exigir  que  el  actor  absuelva  posiciones  (art.  125,  Cód.  Proc. 
vigente  en  los  territorios  nacionales).  —  T.  57,  p.  331. 

—  El  derecho  no  es  materia  de  posiciones,  y  su  interpretación 
y  aplicación  pertenece  á  los  jueces.  —  T.  58,  p.  105. 

^  Después  de  llamados  autos  con  arreglo  al  articulo  87,  ley 
de  procedimientos,  no  pueden  deferirse  posiciones,  máxime 
si  no  hay  hechos  contradicho^^.  — T.  59,  p.  122. 

—  El  presidente  de  la  República  no  está  obligado  á  absolver 
posiciones,  en  las  causas  en  que  es  parte  el  fisco  nacional.  (En- 
tre las  facultades  que  tiene  el  presidente,  no  está  la  de  repre- 
sentar al  estado  ante  los  tribunales,  en  los  juicios  en  que  éste 
fuese  parte ;  por  las  leyes,  ello  corresponde  al  ministerio  pú- 
blico. Por  tanto,  el  presidente  no  puede  ser  considerado  como 
parte  en  el  litigio  entablado  por  el  fiscal,  en  representación  del 
fisco,  y  no  puede  ser  llamado  á  absolver  posiciones.  Además, 
no  procediendo  nunca  por  si  solo  en  sus  actos  oficiales,  el 
presidente  de  la  República  no  está  facultado  para  ocurrir  al 
juzgado  á  obligar  á  la  nación  confesando  posiciones.  Si  el 
presidente,  como  encargado  de  la  administración  pública,  debe 
ser  considerado  representante  de  la  persona  jurídica  Estado, 
es  sólo  para  los  fines  y  con  los  medios  que  la  Constitución  y 
las  leyes  determinan).  —  T.  59,  p.  166. 

—    No  siendo  parte  ni  acusador,  en  el  juicio  de  contrabando,  el 
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empleado  que  lo  ha  denunciado,  do  procede  la  petición  de  que 
sea  citado  á  absolver  posiciones.  — T.  60,  p.  445. 

Posiciones.  —  Las  personas  jurídicas  están  en  el  deber  de  ab- 
solver posiciones  por  el  órgano  de  sus  representantes,  sobre 
hechos  que  éstos  conozcan  ó  deben  conocer.  —  T.  64,  p.  204. 

—  No  puede  pedirse  que  absuelva  posiciones  la  persona  que  no 
fígura  como  parte  en  los  autos  (art.  108,  Ley  Proc.  £1  deman- 
dado, pretendiendo  que  su  verdadero  contrario  en  la  causa, 
no  era  el  actor^  sino  otra  persona,  pidió  que  ésta  compareciese 
á  absolver  posiciones).  —  T.  62,  p.  461. 

—  £1  presidente  del  Banco  Hipotecario  Nacional  puede  ser  obli- 
gado á  absolver  posiciones,  en  asuntos  en  que  el  banco  es  par- 
te. (Él  es  representante  legal  en  juicio  de  la  persona  jurídica, 
y  nada  se  opone  á  que  absuelva  posiciones  sobre  hechos  en  que 
como  representante  de  aquella,  haya  intervenido  ó  de  que  de- 
ba tener  conocimiento  :  lo  contrario  quebraría  la  igualdad  que 
debe  reinar  entre  las  partes  enjuicio).  —  T.  62,  p.  282. 

—  Véase:  Confesión;  Documentos, 

Prácticas.  —  No  deben  prevalecer  contra  las  palabras  y  el  espí- 
ritu de  las  leyes,  debiendo  acudirse  á  ellas,  cuando  no  'exista 
disposición  directa  ó  análoga.  —  T.  3,  p.  167. 

Prácticos  lemanes.  —  Los  que  sin  llenarlos  requisitos  del  artí- 
culo 4  del  Reglamento  aprobado  por  el  gobierno,  piloteen  en 
aguas  argentinas,  deben  pagar  como  multa  un  valor  igual  al 
del  practicaje  cobrado.  —  T.  22,  p.  52. 

Precio.  —  Conviniéndose  en  un  contrato  de  obras,  que  el  pre^ 
ció  se  designe  por  peritos,  las  partes  tienen  el  deber  de  sujetar- 
se á  su  fallo,  no  probándose  que  procedieron  con  dolo,  al  hacer 
la  estimación.  — T.  9,  p.  33. 

—  No  estando  justificado  convenio  alguno  especial  sobre  el  pre- 
cio de  efectos  vendidos,  debe  pagarse  el  precio  corriente  en 
plaza  (art.  523,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  10,  p.  414. 

—  Perfeccionada  la  compra,  queda  el  comprador  obligado  al 
pago  del  precio,  y  no  puede  resistirlo  á  menos  de  tener  motivos 
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fundados  por  la  reivindicación  de  un  tercero  (art.  4425,  Cód. 
Civ.).  — T.  18,  p.  399. 

Precio.  —  El  vendedor  obligado  á  devolver  el  precio,  debe  ha- 
cerlo en  la  misma  especie  de  moneda  que  lo  recibió.  Habiendo 
sido  pagado  en  pesos  moneda  nacional  oro,  la  restitución  debe 
hacerse  en  pesos  oro,  ó  en  billetes  de  curso  legal  por  su  valor 
equivalente  á  pesos  oro.  —  T.  34 ,  p.  75. 

—  Vendido  un  artículo  bajo  la  condición  de  que,  no  siendo 
aceptado  el  precio  por  el  vendedor,  sería  devuelto,  su  recibo  y 
no  devolución  por  parte  del  comprador,  importa  la  aceptación 
de  dicho  precio.  —  T.  33,  p.  424. 

—  No  puede  pedirse  como  precio  de  un  terreno,  el  fijado  por  per- 
sonas no  autorizadas  para  ello. «  T.  40,  p.  296. 

—  La  demanda  de  reivindicación  deducida  por  un  tercero^  sin 
fundamento  serio,  no  obsta  al  pago  del  precio  de  la  cosa  ven- 
dida (art.  4425,  Cód.  Civ.).  —  T.  54,  p.  308. 

—  Véase:  Competencia;  Ejecución;  Vendedor;  Venta. 

Preferencia.  —  El  inciso  42  del  artículo  4204,  Código  de  Comer- 
cio antiguo,  no  comprende  todos  los  créditos  que  pudiera  tener 
el  fletador,  como  la  indemnización  de  perjuicios  por  falta  de 
cumplimiento  al  contrato  de  fletamento,  sino  exclusivamente 
los  que  provengan  de  falta  de  entrega,  ó  de  averías  sufridas 
por  culpa  del  capitán  ó  de  la  tripulación.  —  T.  9,  p.  420. 

—  Para  que  una  cuenta  de  materiales  de  construcción  de  bu- 
ques, sea  preferente  en  juicio  á  un  crédito  hipotecario  del 
buque,  es  necesario  se  pruebe  que  aquellos  se  emplearon  en  su 
construcción  (art.  4024  y  4035,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  46,  p. 
252. 

•^  En  el  Código  Civil  no  existe  disposición  alguna  que  acuerde 
preferencia  á  los  créditos  personales  por  su  simple  prioridad,  ó 
á  los  acreedores  personales  escriturarios  sobre  los  quirografa- 
rios :  el  privilegio  de  un  crédito  no  puede  resultar  sino  de  una 
disposición  de  la  ley  (art.  3876,  Cód.  Civ.).  —  T.  27,  p.  69. 

—  Véase:  Alimentos;  Embargo;  Pricilegio. 
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Prejiugamiento.  —  £1  examen  que  se  hace  de  un  titulo  ejecuti- 
vo para  despachar  ejecución^  y  las  razones  que  el  juez  expone 
para  ello,  no  importan  un  prejuzgamiento  sobre  la  inhabilidad 
de  ese  titulo,  mucho  más  si  ésta  no  ha  sido  opuesta  aún.  — T. 
7.  p.  182. 

—  El  nombramiento  de  tutor,  hecho  de  oñcío,  para  la  defensa 
de  un  menor,  no  importa  prejuzgamiento.  —  T.  34^  p.  229. 

—  Véase  :  Recusación,    . 

Prelftoión.  —  Concurriendo  dos  acreedores  hipotecarios,  para 
ser  satisfechos  con  el  valor  de  la  cosa  hipotecada,  es  preferido 
el  que  tiene  hipoteca  anterior  en  tiempo.  —  T.  4,  p.  322. 

Premeditación.  —  La  provocación  de  una  cuestión  anterior  y  el 
hecho  de  haber  sido  las  heridas  inferidas  por  delante,  excluyen 
en  el  homicidio,  la  premeditación  y  alevosía.  —  T.  12,  p.  348. 

—  El  homicidio  alevoso  presupone  premeditación.  —  T.  46, 
p.  244. 

—  Para  constituir  la  premeditación,  basta  muchas  veces  la  vo- 
luntad de  matar,  aun  faltando  la  reflexión  ó  preparación  de 
los  medios.  —  T.  49,  p.  63. 

Preparación  de  ejecución.  —  Véase  :  Ejecución. 

Presas.  —  Las  cuestiones  sobre  capturas  de  ellas,  son  regidas 
por  el  derecho  internacional .  —  T.  4,  p.  50. 

Prescripción.  —  La  acción  que  para  cobrar  una  prestación  de 
alimentos,  se  funda  en  una  declaración  hecha  veinte  años  antes 
de  entablar  la  demanda,  queda  prescripta.  — T.  4,  p.  442. 

—  La  acción  de  un  capitán  de  buque,  para  reclamar  sus  sueldos, 
se  prescribe  por  un  año  (art.  4006,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  7, 
p.  476. 

—  La  ley  21,  titulo  29,  partida  3*,  expresamente  se  opone  á  la 
prescripción  ultra  titulumy  sin  buena  fe,  á  efecto  de  poderse 
ejercerla  acción  reivindicatoria,  cuando  se  ha  perdido  la  po- 
sesión de  30  ó  más  años,  sin  dolo,  fraude  ó  violencia  del  ac- 
tual ocupante  á  título  de  dueño.  —  T.  8,  p.  45. 
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Prescripción.  —  Siendo  la  buena  fe  una  condición  necesaria 
para  adquirir  la  propiedad  por  prescripción,  ella  debe  ser  pro- 
bada por  el  que  pretende  pertenecerle.  Esta  prueba  se  hace 
más  indispensable,  cuando  los  títulos  en  que  se  apoya  la  de- 
manda, arrojan  indicios  de  una  usurpación  que  vicie  la  pose- 
sión en  su  origen.  —  T.  8,  p.  45. 

—  El  articulo  47  de  la  Constitución  nacional,  no  prohibe  dictar 
una  ley,  señalando  un  término  á  la  prescripción  de  las  acciones; 
pero  si,  despojar  por  una  ley,  de  la  propiedad  adquirida  en 
virtud  de  otra  ley  anterior.  —  T.  8,  p.  45. 

—  En  los  documentos  de  fecha  anterior  á  la  sanción  del  Códi- 
go de  Comercio  antiguo^  los  cuatro  años  para  la  prescripción  de 
los  pagarés  á  la  orden,  se  cuentan  desde  la  sanción  de  dicho  có- 
digo. (A  esto  no  se  opone  el  art.  1003  del  mismo  código,  porque 
ese  artículo  se  refiere  á  las  prescripciones  en  que  se  cuente 
el  término  corrido  con  anterioridad  á  la  sanción  del  Código, 
que  son  los  únicos  en  que  se  puede  decir  que  hay  prescripción 
empezada  al  tiempo  de  la  publicación;  pues  cuando  deja  de 
contarse  el  término  corrido  con  anterioridad,  la  prescripción 
no  est'\  empezada,  sino  que  empieza  recién  al  tiempo  de  la  pu- 
blicación). —  T.  9,  p.  577. 

—  Esta  excepción  es  una  de  las  que  puede  demostrarse  in  con-- 
tinenti^  por  la  confrontación  de  las  fechas  (art.  270,  Ley  Proc). 
—  T.  9,  p.577. 

—  Los  pagarés  á  la  orden  son  considerados  como  letras  de 
cambio  y  se  prescriben  como  éstas  por  cuatro  años,  cuando 
no  ha  mediado  condenación  judicial  ó  no  ha  sido  reconocida 
especialmente  la  deuda  en  documento  separado  (art.  916,  917 
y  1003,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  9,  p.  577. 

—  Es  uno  de  los  modos  generales  de  adquirir  y  de  perder  la 
propiedad.  —  T.  11,  p.  61. 

—  Los  bienes  raíces  se  prescriben  por  diez  años  entre  presen- 
tes y  veinte  entre  ausentes,  habiendo  posesión,  buena  fe  y  jus- 
to título  (ley  18,  tít.  29,  part.  3«.)  —  T.  11,  p.  61. 
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Prescripción.  —  Con  más  de  treinta  años  de  posesión,  se  pres- 
cribe un  bien  raíz  sin  buena  fe  y  sin  título  (ley  21 ,  tlt,  29,  part. 

3').  — T.ii.p.er 

—  El  reclamo  por  pérdidas  de  mercaderías  contra  los  empre- 
sarios de  transportes,  queda  extinguido  después  de  las  veinte 
y  cuatro  horas  del  recibo  de  las  mercaderías  ó  de  pagado  el 
precio  del  porte  (art.  1246  y  1247,  Cód.  Com.  ant.)-~T.  12, 
p.  386. 

—  El  término  de  la  prescripción  para  ejecutar  por  un  docu- 
mento privado,  se  cuenta  desde  que  adquiere  fuerza  ejecutiva 
(Leve,  tlt.  1S,  lib...  Rec.  Cast.).  —  T.  13,p.  18. 

—  La  acción  para  reclamar  la  entrega  del  cargamento,  y  por 
consiguiente  la  obligación  que  le  es  relativa,  se  prescribe  por 
un  año,  á  contar  desde  el  día  en  que  acabó  el  viaje  (art.  1006, 
inc.  3,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  <3,  p.  399. 

—  Tanto  en  lo  civil  como  en  lo  mercantil,  está  expresamente 
prohibido  á  los  jueces  suplir  de  oficio  la  excepción  de  pres- 
cripción (art.  3964,  Cód.  Civ.;  art.  999,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  U.p.  38. 

—  Se  interrumpe,  con  el  solo  hecho  de  reconocer  el  deudor 
el  derecho  de  aquél  contra  quien  prescribía  (ai-t.  1010,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  14,  p.  45. 

—  El  tiempo  en  que  los  tribunales  están  cerrados,  puede  no 
contarse  al  efecto  de  librar  al  acreedor  de  las  consecuencias  de 
la  prescripción,  si,  cesada  la  clausura,  se  presenta  inmediata- 
mente ejercitando  sus  acciones  (art.  3980,  Cód.  Civ.).  —  T.  14, 
p.  379. 

—  La  del  articulo  1003,  Código  de  Comercio  antiguo,  no  rige 
cuando  no  se  ha  podido  hacer  el  cobro  de  las  letras,  por  haber- 
las interceptado  el  deudor.  — T.  1i>,  p.  153. 

—  Se  prescribe  por|un  año  la  acción  posesoria  de  recobrar  (art. 
4038,  Cód.Civ.).  —  T.  15,  p.  274. 

El  requisito  de  permanecer  el  buque  por  quince  dfas^  en  el 
puerto  en  que  se  contrajo  la  deuda,  exigido  por  el  inciso  6  del 
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articulo  1006,  Código  de  Comercio  (ant.),  para  que  tenga  lugar 
la  prescripción  de  un  año  de  los  suministros  hechos  á  un  buque, 
no  tiene  otro  objeto  sino  hacer  efectiva  la  acción  de  los  acree- 
dores en  el  mismo  lugar  y  contra  el  buque  obligado.  Por  con- 
siguiente, vendido  judicialmente  el  buque  y  hecho  imposible 
su  regreso,  y  cesando  de  ser  garantía  de  los  acreedores^  no 
pueden  éstos  acogerse  á  la  disposición  del  indicado  inciso  6o, 
no  pudiendo  perpetuarse  su  acción  contra  la  manifiesta  inten- 
ción de  la  ley.  En  tal  caso  y  tratándose  de  suministros  hechos 
á  un  buque  sin  documento,  la  prescripción  de  éstos  queda 
comprendida  en  la  regla  general  del  artículo  1004  del  citado 
Código.  —  T.  16,  p.  11. 

Prescripción.  —  Los  derechos  que  se  acuerdan  contra  los  com- 
pradores de  un  buque  á  ciertos  acreedores,  son  una  limitación 
de  los  efectos  de  la  compra- venta  de  bienes  muebles.  Esos  dere- 
chos se  extinguen  sí  no  se  llenan  estrictamente  las  condiciones 
bajo  las  cuales  son  reconocidos  por  la  ley.  Tales  son,  los  de  co- 
brar el  crédito  dentro  de  60  días  de  salido  el  buque  del  puerto 
por  cuenta  del  nuevo  propietario,  ó  después,  si  se  protestó 
dentro  de  dicho  período,  ó  dentro  de  seis  meses  del  regreso 
al  puerto  de  su  matrícula,  si  la  venta  se  hizo  estando  en  viaje 
(art.  1028 y  1029,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  16,  p.  135. 

—  La  posesión  continua  de  un  campo  por  más  de  30  años,  con 
buena  fe  y  justo  título,  transferido  por  un  poseedor  de  más  de 
30  años  d  titulo  hereditario,  hace  prescribir  cualquier  dere- 
cho que  alegue  un  tercero  (leyes  12,  16,  18  y  21,  tít.  29,  part. 
3%  concordantes  con  las  disposiciones  del  Cód.  Civ.,  art.  3999 
y  sig.).  —  T.  18,  p.  66. 

—  El  tratado  de  la  República  con  España,  de  9  de  julio  de  1859. 
aprobado  por  ley  n^  228,  no  ha  modificado  la  legislación  gene- 
ral sobre  prescripción.  —  T.  18,  p.  66. 

—  La  de  un  año,  para  los  sueldos  de  la  tripulación  de  un  buque, 
no  corre  cuando  hay  cuenta  arreglada  y  reconocida  en  juicio 
(art.  1008,  inc.  2°,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  19,  p.  10. 

—  La  de  los  sueldos  y  salarios  de  la  tripulación,  no  corre  cuan- 
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do  hay  cuenta  arreglada  (art.  10Ú8,   inc.  2'',  G6d.  Com.    ant.). 
—  T.  19,  p.  23. 

Prescripción.—  La  de  cinco  anos  establecida  por  el  artículo  452 
de  las  ordenanzas  de  aduana  (antiguas),  se  refiere  á  los  errores 
cometidos  en  documentos  chancelados,  y  no  á  la  deuda  por 
derechos  de  artículos  no  despachados.  —  T.  49,  p.  455. 

—  £1  crédito  por  provisiones  suministradas  á  un  buque,  se  pres- 
cribe después  del  año  de  la  última  entrega  y  quince  días  de 
permanencia  del  buque  en  el  puerto  (art.  4006,  inc.  6®,  Cód. 
Com.  ant.).  — T.  49,  p.  459. 

—  Por  las  leyes  Recopiladas  toda  obligación  personal  se  pres- 
cribía por  el  lapso  de  veinte  años,  inclusive  la  contraída  á  favor 
del  fisco,  si  procedía  de  actos  en  que  éste  había  intervenido 
como  persona  jurídica  (ley  6,  tit.  45,  lib.  4®,  Recop.).  — T. 
49,  p.  354. 

—  La  interrupción  de  ésta;  no  puede  resultar  sino  de  requisición 
judicial  ú  otro  acto  equivalente,  hecho  de  una  manera  personal 
y  directa  al  deudor.  —  T.  49,  p.  354. 

—  La  prescripción  de  que  habla  el  artículo  452  de  las  Ordenan- 
zas de  aduana  (antiguas)  no  es  aplicable  á  derechos  que  se  deben 
por  artículos  que  no  aparecen  despachados.  Para  la  prescrip- 
ción de  éstos,  hay  que  estar  alas  leyes  generales. — T.  20,  p.  7. 

—  Esta  excepción  sobre  cuentas  sociales,  no  debe  aceptarse  si 
no  se  prueba  que  ha  tenido  lugar  la  liquidación  y  que  ha  sido 
comunicada  á  los  socios  (art.  4003,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  24, 
p.  36. 

—  £1  reconocimiento  de  la  deuda  por  medio  de  cartas,  inte- 
rrumpe la  prescripción  (art.  3989,  Cód.  Civ.).  —  T.  24,  p.  85. 

—  La  acción  del  fisco,  por  cobro  de  derechos  defraudados,  que 
no  proceden  de  errores  de  cálculo,  está  sujeta  ala  prescripción 
que  establecen  las  leyes  generales.  Habiendo  tenido  lugar  las 
operaciones  de  aduana,  de  las  que  deriva  el  derecho  del  físco^ 
bajo  la  vigencia  del  Código  Civil,  no  es  aplicable  lo  dispuesto 
por  la  ley  6,  título  7,  partida  5*,  sino  lo  que  establece  el  artí- 
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culo  4023  del  citado  Código  (art.  22  y  3951,  Cód.   Civ.).  —  T. 
21,  p.  309. 

Preflcripción.  —  Se  prescribe  por  un  año^  la  acción  para  cobrar 
los  sueldos  y  salarios  de  la  tripulación  y  el  importe  de  provi- 
siones. £1  ano  se  cuenta  para  los  primeros ,  desde  el  día  en 
que  acaba  el  viaje,  y  para  las  segundas  desde  el  día  de  la  en- 
trega^ siempre  que  después  de  ésta,  el  buque  haya  estado  en  el 
puerto  por  15  días  dentro  del  año  (art.  1006,  inc.  5^^,  Cód.  Com. 
ant).  —  T.  21,  p.  374. 

—  No  es  atendible  la  excepción  de  prescripción  cuando  el  de- 
mandante demuestra  que  lejos  de  hacer  abandono  de  su  dere- 
cho, lo  persigue  judicialmente  con  intervención  del  demandado. 
—  T.  21,p.  454. 

—  No  puede  oponerse,  después  de  haber  sido  expresamente 
renunciada.  —  T.  23,  p.  21 . 

—  £1  articulo  57  de  la  ley  de  patentes  de  invención,  no  admite 
la  prescripción  como  excepción  contra  los  derechos  derivados 
de  dicha  ley.  —  T.  23,  p.  109. 

—  Las  disposiciones  del  Código  Civil,  relativas  á  la  prescripción 
de  las  acciones  procedentes  de  delitos,  sólo  rigen  cuando  son 
deducidas  antes  los  jueces  en  lo  civil,  al  solo  objeto  délas  re- 
paraciones concedidas  al  damnificado,  y  no  cuando  forman 
parte  y  son  un  incidente  del  juicio  criminal,  instaurado  para 
la  represión  del  delito  que  les  da  origen.  —  T.  23,  p.  109. 

—  £n  los  delitos  sucesivos,  ella  empieza  sólo  después  de  haber 
cesado  el  estado  que  constituye  la  infracción.  —  T.  23,  p.  109 

—  Cuando  ha  habido  cuenta  arreglada,  no  corre  para  la  pres- 
cripción el  término  fijado  por  el  artículo  1008,  Código  de  Co- 
mercio antiguo.  —  T.  23,  p.  300. 

^  Queda  interrumpida,  si  el  acreedor  inicia  juicio  contra  el  deu. 
dor.  —  T.  23,  p.  557. 

—  La  acción  de  nulidad  de  un  acto,  fundada  en  el  dolo  y  falsa 
causa,  se  prescribe  á  los  dos  años  (art.  4030,  Cód.  Civ.).  —  T. 
24,  p.  473. 
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Prescripción.  —  La  acción  personal  contra  el  vendedor,  por  la 
devolución  del  precio  y  satisfacción  de  daños  y  perjuicios,  se 
prescribe  á  los  20  años,  según  la  ley  5,  título  8,  libro  41^  Nue- 
va Recopilación.  —  T.  24,  p.  504. 

—  Entablada  la  acción  ejecutiva  por  cobro  de  honorarios,  dentro 
de  los  dos  años  de  su  regulación,  y  no  declarada  la  deserción 
de  la  instancia,  no  procede  la  excepción  de  prescripción  del 
crédito. —  T.  25,  p.  476. 

—  Esta  excepción,  opuesta  con  la  de  nulidad  en  contestación  á 
la  acción  de  la  ley  demarcas  de  fábrica,  deducida  en  la  deman- 
da, no  debe  resolverse  como  articulo  previo.  — T.  26,  p.  44. 

—  La  de  un  año,  establecida  en  el  articulo  24  de  la  ley  de  mar- 
cas de  fábrica  y  de  comercio,  corre  desde  la  fecha  en  que  es 
concedida  la  patente.  —  T.  26,  p.  44. 

—  Los  términos  que  establece  el  artículo  4247,  Código  de  Co- 
mercio antiguo,  para  prescribir  la  acción  de  reclamación  del 
daño,  corren  desde  que  se  ha  hecho  la  entrega  de  todo  la  carga 
sin  limitación.  —  T.  26,  p.  45. 

—  La  de  las  acciones  anteriores  al  nuevo  Código,  es  regida  por 
el  artículo  4054,  Código  Civil.  —  T.  26,  p.  482. 

—  Las  reclamaciones  de  aduana  procedentes  de  defraudación 
de  derechos,  no  se  prescribe  sino  por  diez  años  (art.433,Ord.). 
—  T.  26,  p.  440. 

—  El  comprador  de  un  cargamento,  impuesto  de  las  obligacio- 
nes del  contrato  de  fletamento,  no  puede  oponer  á  la  acción 
por  estadías,  del  vendedor,  la  prescripción  de  un  año  estable- 
cida en  el  artículo  4006,  inciso  4o,  Código  de  Comercio  antiguo, 
porque  el  importe  pagado  por  él  se  le  debe  como  indemniza- 
ción por  falta  al  contrato  de  compra,  cuya  acción  se  prescribe 
por  el  lapso  de  diez  años.  —  T.  27,  p.  44 . 

—  £1  término  de  la  prescripción  de  una  obligación  ratificada, 
no  puede  contarse  sino  desdeña  fecha  de  la  ratificación.  — T. 
27,  p.  62. 
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Prescripción.  —  Puede  oponerse  contra  el  reivindicante,  cuyos 
títulos  no  se  observan. — T.  27,  p.  338. 

—  Los  actos  de  interrupción  de  ella,  deben  ser  directos  contra 
el  poseedor :  las  reclamaciones  á  un  tercero,  por  el  pago  del 
precio  ó  devolución,  de  los  terrenos,  no  puede  interrumpir 
aquella  (art.  3984  á  3989,  Cód.  Civ.).  —  T.  27,  p.  338. 

—  El  titulo  sujeto  á  una  condición  resolutoria,  es  hábil  desde 
su  origen  para  la  prescripción  (arl.  40U,  Cód.  Civ.).  —  T.  27, 
p.  338. 

—  Tiene  por  objeto  cubrir  el  vicio  resultante  de  la  falta  de  de- 
recho de  propiedad,  en  el  autor  de  la  transmisión  (art.  4005  y 
4010,  Cód.  Civ.).  —  T.  27,  p.  338. 

—  La  posesión  no  interrumpida  por  el  término  legal,  la  buena  fe 
y  el  justo  título,  justifican  la  prescripción^  sin  que  á  ello  obste 
que  el  titulo  en  virtud  del  cual  empezó  la  posesión,  fuera  su- 
jeto á  una  condición  resolutoria.  —  T.  27,  p.  338. 

—  No  puede  oponerse  esta  excepción  á  la  acción  reivindicato- 
ría que,  en  la  confusión  de  límites^  compete  al  colindante,  para 
recuperar  el  terreno  de  su  propiedad  (art.  2747  y  2751,  Cód. 
Civ.).  —  T.  28,  p.  176. 

—  Las  acciones  para  pedir  el  cumplimiento  de  cualquier  obli- 
gación comercial,  que  sólo  puede  probarse  por  testigos,  se 
prescriben  por  el  tiempo  de  dos  años  (art.  1006,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  30,  p.  186. 

—  El  año  por  el  cual  se  prescribe  la  acción  para  el  cobro  de  fletes, 
estadías  y  sobreestadías,  se  cuenta  desde  el  día  de  la  entrega 
de  la  carga  por  el  capitán  en  el  puerto  de  su  destino  (art.  1006, 
inc.  4%  Cód.  Com.  ant.).  Desde  la  fecha  en  que  el  capitán  se 
desapodera  del  cargamento,  es  que  nace  la  acción  para  el  cobro 
del  flete,  y  por  tanto,  que  la  prescripción  puede  comenzará 
correr.  Aunque  esta  razón  sea  relativa  á  los  fletes,  es  también 
aplicable  á  las  sobreestadías,  no  sólo  porque  la  ley  no  hace 
distinción  alguna,  sino  porque  no  constituyendo  aquellas  sino 
uua  indemnización  del  daño  causado  por  la  demora  del  con- 
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trato,  no  paeden  estar  sujetas  á  un  término  de  prescripción 
distinto  qae  el  del  contrato  principal  de  que  emanan).  —  T. 

30,  p.  M2. 

Prescripcióii. —  \o  es  admisible  esta  excepción  contra  la  acción 
para  el  cobro  de  fletes,  estadías  y  sobreestadias,  sí  el  deman- 
dado jara  no  haber  hecho  el  pago  de  lo  que  por  ella  se  le  co- 
bra (art.  1009,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  30,  p.  292. 

—  No  tiene  que  probarse  la  extraordinaria,  cuando  se  alega  so- 
lamente que  puede  ser  dudosa,  sin  articularse  de  contrario  he- 
chos categóricos  que  justifiquen  su  deficiencia. —  T.  30,  p.  326. 

—  La  de  un  año,  que  puede  oponerse  á  las  primeras  falsificacio- 
nes de  una  marca,  no  ampara  las  sucesivas  acusadas  dentro  del 
año  de  haberse  cometido.  —  T.  30,  p.  519. 

—  No  se  interrumpe  por  actos  que  no  son  directos  contra  el 
deudor  (art.  3984  y  3989.  Cód.  Cít.).—  T.  30,  p.  618. 

—  Probada  la  existencia  y  ejecución  de  la  compra,  por  medio  de 
declaraciones  de  testigos,  la  presunción  de  buena  fe,  no  des- 
virtuada por  circunstancia  alguna,  á  favor  del  comprador,  y  la 
posesión  continua  por  más  de  diez  años  por  dicho  título  de 
compra,  bastan  para  dar  por  comprobada  la  prescripción  de 
adquirir  (ley  18.  tít.  29,  part.  3«;  art.  4005,  Cód.  Civ.).  —  T. 

31.  p.  237. 

—  £a  obligación  de  rendir  cuentas  no  se  prescribe  por  el  térmi- 
no de  dos  años,  una  vez  que  ha  sido  probada  por  prueba  de 
confesión  é  instrumental.  (En  este  caso,  dice  el  fallo,  no  es  apli- 
cable el  art.  1004.  Cód.  Com.  ant.,  en  que  se  fundó  la  pres- 
cripción). —  T.  31,  p.350. 

—  Las  acciones  posesorias  se  prescriben  por  el  transcurso  de 
un  año  (art.  4038,  Cód.  Civ.).  —  T.  33,  p.  58. 

—  El  término  para  prescribir  la  obligación  de  dar  cuentas,  prin- 
cipia á  correr  desde  el  día  en  que  los  obligados  cesaron  en  sus 
respectivos  cargos  (art.  3960,  Cód.  Civ.).  —  T.  33,  p.  363. 

—  Justificado  el  dominio  por  parte  del  actor,  corresponde  al 
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demandado  probar  la  excepción  de  prescripción,  que  opone  á 
la  acción  de  la  demanda.  —  T.  33,  p.  375. 

Prescripción.  —  El  término  de  15  años  no  es  bastante  p^ra 
prescribir  contra  el  dueño  que  ha  estado  presente  sólo  un  año, 
nueve  meses  y  quince  días  (ley  20,  tit.  29,  part.  3" ;  art.  4002, 
Cód.  Civ.).  — T.  33,  p.  375. 

—  La  ley  de  22  de  octubre  de  4  858,  de  la  provincia  de  Santa  Fe, 
estableciendo  la  prescripción  de  las  propiedades  privadas  eoa- 
jenadas  por  el  gobierno  y  no  reclamadas  dentro  de  ocho  me- 
ses, se  refiere  á  las  enajenadas  en  subasta  pública.  —  T.  33, 
p.  375. 

—  La  comenzada  antes  de  la  vigencia  del  Código  Civil  está  su- 
jeta á  las  leyes  anteriores,  según  las  cuales,  si  el  propietario 
del  inmueble  ha  estado  parte  del  tiempo  presente  y  parte  au- 
seote,  se  duplica  el  tiempo  de  ausencia,  ó  como  dice  el  artícu- 
lo 4002  del  mismo  código,  cada  dos  años  de  ausencia  se  con- 
tarán como  uno  para  completar  los  diez  años  de  presente 
(ley  20,  tít.  29,  part.  3»;  art.  4051,  Cód.  Civ.).  — T.  33,  p.  375. 

—  La  obligación  de  pagar  los  honoraaios  de  abogado,  se  pres- 
cribe por  dos  años,  á  contar  desde  la  fecha  en  que  concluyó  el 
pleito  por  sentencia,  ó  cesó  el  abogado  en  su  ministerio  (art. 
4032,  Cód.  Civ.).  —  T.  33,  p.  411. 

—  Según  el  articulo  3999,  Código  Civil,  la  prescripción  ordi- 
naria de  diez  años  entre  presentes  y  veinte  entre  ausentes,  no 
se  opera  en  favor  del  poseedor,  sino  cuando  éste  ha  adquirido 
el  inmueble  con  justo  titulo  y  buena  fe  ;  y  la  donación  de  una 
parte  de  él,  hecha  á  favor  del  poseedor,  excluye  la  presunción 
que  éste  hubiera  podido  creerse  propietario  exclusivo,  como 
lo  requiere  para  que  haya  buena  fe,  el  artículo  4006,  Código 
Civil,  de  la  parte  no  comprendida  en  la  donación  y  que  el  do- 
nante se  reservó  para  sí.  —  T.  35,  p.  19. 

—  La  acción  por  falta  de  pago  de  derechos  por  mercaderías  de 
importación,  se  prescribe  á  los  diez  años  de  la  entrada  del  buque 
á  que  se  refiere  el  reclamo  (art.  433,  Ord.).  —  T.  35,  p.  274. 


PRE  —  30*  — 

PreccrípeiÓB.  —  El  reconocimieDlo  de  la  deuda  y  la  demanda 
interpuesta  en  tiempo,  interrumpe  el  curso  de  la  prescripción 
(art.  998,  Cód .  Cora.  ant.  y  art.  3965,Cód.  Civ.).— T.35,  p.  274. 

—  La  deuda  cou  conforme  que  procede  no  de  cuenta  corriente, 
sino  de  una  simple  cuenta  de  artículos  y  de  dinero  suminis- 
trados al  demandado,  es  sujeta  sólo  á  la  prescripción  de  las 
acciones  personales  en  general.  (Xo  ie  son  ni  pueden  ser  apli- 
cables las  disposiciones  á  la  prescripción  especial  de  que  se 
ocupa  el  artículo  1003,  Cód.  Cora.  ant.).  — T.  37,  p.  230. 

—  La  obligación  resultante  de  pagarés  á  la  orden,  se  extingue 
por  la  prescripción  de  cuatro  años  (art.  1003,  inc.  i°,  Cód. 
Cora.  ant.).  —  T.  27,  p.  306. 

—  Se  interrumpe  por  el  auto  de  solvendo  y  por  el  mandamien- 
to de  embargo,  que  son  nuevos  requerimientos  judiciales;  pero 
vuelve  á  correr  desde  la  fecha  de  los  mismos  (art.  1010,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  37.  p.  306. 

—  Lu  insolvencia  del  deudor,  no  se  baila  autorizada  como  cau- 
sa de  suspensión  de  la  prescripción.  —  T,  37,  p.  306. 

—  La  acción  por  cobro  de  sobreestad  fas,  se  prescribe  por  un 
año,  contado  desde  e!  día  de  la  entrega  de  la  carga,  y  no  des- 
de el  dia  del  arreglo  y  pago  del  flete  (art.  1006,  inc.  i",  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  38,  p.  237. 

—  Las  provincias  pueden  oponer  ala  acción  de  reivindicación, 
la  adquisición  del  dominio  operada  por  la  prescripción,  y  á 
la  de  cobro  de  pesos,  la  prescripción  liberatoria.  [Es  una  regla 
universal  de  derecho  y  un  precepto  de  ley,  que  pueden  adquirir 
por  prescripción  todos  aquellos  contra  quienes  se  puede  ad- 
quirir por  la  misma  via.  Las  personas  jurídicas,  publicas  ó 
privadas,  no  pueden  quedar  exentas  de  esas  reglas,  consagrán- 
dolo así  expresamente  las  legislaciones  positivas.  No  se  com- 
prenderla, por  otra  parte,  por  qué  el  Estado,  como  las  municipa- 
lidades, que  por  las  leyes  anteriores  y  vigentes,  podían  y  pue- 
den perder  sus  cosas  por  prescripción,  estarían  sujetas  respecto 
de  este  modo  de  adquisición  í  una  legislación  distinta.  Si  el 
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estado  no  pudiese  prescribir  por  si  mismo,  no  estaría  impedido 
sin  embargo,  de  hacer  valer  la  prescripción  ganada  personal- 
mente por  sus  sucesores.  Estas  conclusiones  son  de  mayor 
fuerza  aún  aplicadas  á  la  prescripción  liberatoria,  pues  ésta  no 
descansa  en  otro  fundamento  ni  exige  otro  requisito,  que  el 
mero  silencio  é  inacción  del  acreedor  durante  el  tiempo  seña- 
lado por  la  ley).  —  T.  39,  p.  299. 

Prescripción.  —  Improbado  el  dolo  del  vendedor,  procede  la 
excepción  de  prescripción  de  la  acción  redhibitória  opuesta  en 
2^  instancia,  resultando  de  autos  justificados  los  extremos  en 
que  se  apoya  (art.  404^,  Cód.  Civ.).  —  T.  40,  p.  22. 

—  La  acción  que  los  procuradores  tienen  para  cobrar  honora- 
rios, se  prescribe  á  los  dos  años  de  terminado  por  sentencia 
definitiva  el  pleito  en  que  se  devengaron  (art.  4032,  Cód.  Civ.). 
—  T.  41, p.  493. 

— -  El  reclamo  por  mercaderías  descargadas  sin  estar  expedito 
el  alije  del  buque,  puede  hacerse  durante  el  término  de  diez 
años,  contados  desde  la  entrada  del  buque  (art.  433,  Ord.).  — 
T.  41,  p.  419. 

—  La  deuda  de  contribución  directa  y  multas  se  prescribe  por 
el  lapso  de  diez  años  entre  presentes,  á  diferencia  de  la  de  sus 
intereses  que  se  prescribe  por  el  lapso  de  cinco  años.  (La  dis- 
posición del  art.  4027,  Cód.  Civ.^  se  refiere  exclusivamente  á  los 
atrasos  de  lo  que  debe  pagarse  por  años  ó  plazos  periódicos 
más  cortos^  es  decir,  á  los  intereses,  rentas  ú  otros  accesorios 
análogos  del  capital,  y  no  al  capital  ó  principal  mismo  de  la 
deuda,  el  cual^  cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  se  haya 
estipulado  pagadero,  ya  á  plazos  periódicos  determinados,  ya 
á  un  plazo  único,  está  sujeto  y  se  rige  por  una  disposición 
distinta,  á  saber  :  la  relativa  á  la  prescripción  de  las  acciones 
personales  en  general.  Dicho  artículo  no  puede,  pues^  enten- 
derse aplicable  indistintamente,  al  valor  de  las  contribuciones 
y  multas  legales  á  que  se  refiere  la  demanda  y  al  de  los  inte- 
reses al  mismo  tiempo  de  estas  multas,  únicos  que  comprende 
su  disposición  y  á  que  puede  alcanzar  por  tanto  su  protección. 

T.  11  '  20 
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El  capital  se  rige  por  el  artículo  4023,  Código  Civil).  —  T.  43, 
p.  266. 

Prescripción.  —  La  iniciación  de  la  instancia  antes  del  ven- 
cimiento del  término  señalado  para  la  prescripción  de  la  obli- 
gación que  se  ejecuta,  hace  inadmisible  la  excepción  fundada 
en  dicha  prescripción.  —  T.  42,  p.  3^6. 

—  La  obligación  de  pagar  el  hospedaje^  se  prescribe  por  un  año 
(art.  4035,  Cód.  Civ.).  —  T.  43,  p.  480. 

—  Con  arreglo  al  Código  de  Comercio  antiguo  (art.  1 003,  inc.  3®), 
las  deudas  justificadas  por  cuentas  corrientes  entregadas  y  acep- 
tadas, se  prescriben  por  cuatro  años  contados  desde  la  fecha 
respectiva.  —  T.  44,  p.  393. 

—  La  acción  por  daños  fundada  en  la  responsabilidad  emer- 
gente por  derecho,  de  actos  culpables  de  dependientes,  no 

.  probándose  que  ha  mediado  reconocimiento,  se  prescribe  por 
el  término  de  un  año  (art.  4037,  Cód.  Civ.).  —  T.  50,  p.  43. 

—  La  libreta  de  cuenta  corriente  en  que  se  haya  anotado  una 
suma  como  devuelta,  no  tiene  los  efectos  de  la  cuenta  corriente 
recibida  con  requerimiento  de  conformidad,  para  poder  oponer 
la  prescripción  establecida  por  el  artículo  793,  Código  de  Co- 
mercio. (Según  este  artículo,  la  prescripción  corre  desde  que 
el  cliente  del  Banco  hubiera  recibido  el  aviso  del  estado  de  la 
cuenta,  con  requerimiento  de  conformidad  ;  resultando  de  la 
causa  que  ello  no  tuvo  lugar,  no  hay  términos  hábiles  para  la 
prescripción,  no  pudiendo  hacerse  valer  á  ese  objetóla  dispo- 
sición relativa  á  la  libreta,  á  la  que  la  ley  no  da  el  efecto  atri- 
buido al  citado  aviso).  —  T.  51,  p.  33. 

—  La  prescripción  respecto  del  terreno  vendido,  no  puede  con- 
tarse sino  desde  la  posesión  del  primer  adquirente  de  éste,  sin 
poderse  unir  á  ella  la  posesión  del  primitivo  vendedor  á  los 
causantes  (art.  4003  y  4010,  Cód.  Civ.)  — T.  51,  p.  426. 

—  Iniciado  un  pleito  ejecutivo  por  cobro  de  una  letra,  la  inte- 
rrupción de  todo  trámite  judicial  por  más  de  cuatro  años. 
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autoriza  á  poner  la  prescripción  establecida  por  el  articulo 
4003,  Código  de  Comercio  antiguo.  —  T.  51,  p.  243. 

Prescripción.  —  La  demanda  desestimada,  vale  como  si  no  hu- 
biese sido  promovida,  y  se  tiene  por  no  sucedida  la  interrupción 
de  la  prescripción  (art.  3987,  Cód.  Civ.).  —  T.  54,  p.  282. 

—  Aunque  el  juez  se  declare  incompetente,  la  demanda  interrum- 
pe el  curso  de  la  prescripción  (art.  3987,  Cód.  Civ.).  — T.  53, 
p.  5. 

—  Para  la  prescripción  de  diez  á  veinte  años,  es  necesario  un 
justo  título  que  tenga  fecha  cierta.  —  T.  53,  p.  5. 

—  Estando  domiciliado  el  verdadero  propietario  de  un  inmue- 
ble, fuera  de  la  provincia  donde  se  halla  situado,  se  requiere 
una  posesión  de  20  años  para  la  prescripción  (art.  3999,  Cód. 
Civ.).  —  T.  53.  p.  5. 

—  La  prescripción  se  rige  por  la  ley  nueva,  sólo  cuando  á  par- 
tir de  su  imperio  se  ha  llenado  el  tiempo  exigido  por  ella  para 
su  consumación  (art.  4041,  Cód.  Civ.).  —  T.  53,  p.  275. 

—  En  la  hipótesis  de  que  el  inciso  I"",  artículo  855,  Código  de 
Comercio,  fuese  aplicable  á  los  transportes  terrestres^  no  obs- 
tante que  según  sus  términos  esplicitos,  él  se  refiere  á  trans- 
portes marítimos  ó  fluviales;  la  excepción  de  prescripción 
fundada  en  dicho  artículo,  debe  ser  rechazada  si  la  demanda 
se  ha  intentado  dentro  de  los  seis  meses,  á  contar  desde  la 
fecha  de  la  vigencia  del  mencionado  código.  —  T.  53,  p.  275. 

—  En  la  treintenaría  de  inmuebles,  basta  la  posesión  con  áni- 
mo de  tener  la  cosa  para  sí,  y  puede  unirse  la  posesión  del 
causante  y  del  sucesor  (art.  4015  y  4016,  Cód.  Civ.;  ley  21, 
tít.  29,  part.  3-).  —  T.  54,  p.  172. 

—  En  la  ordinaria,  la  buena  fe  del  poseedor  se  presume  y  puede 
unirse  la  posesión  de  éste  y  sus  causantes,  siendo  basada  en 
títulos  traslativos  de  dominio  (art.  4005  y  4008,  Cód.  Civ.).  — 
T.  54,  p.  172. 

—  Uniéndose  la  posesión  del  poseedor  y  sus  causantes,  se  pre- 
sume que  aquella  empezó  desde  la  fecha  del  título  más  anti- 
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guo,  y  tratándose  de  inmuebles  situados  en  la  misma  provincia 
donde  ha  habitado  siempre  el  reivindicante,  la  prescripción  se 
opera  por  el  transcurso  de  diez  años  (art.  3999  y  4003,  Cód. 
Civ.).  —  T.  54,  p.  172. 

Prescripción.  —  Pasado  el  término  de  diez  años  de  cometido  el 
contrabando  que  se  acusa,  deben  considerarse  proscriptas  las 
acciones  deducidas  por  el  fisco.  —  T.  54,  p.  387. 

—  Las  deudas  justificadas  por  cuentas  de  venta  liquidadas,  se 
prescriben  por  el  término  de  cuatro  años  desde  la  fecha  de  la 
cuenta  respectiva  (art.  1003,  inc.  3®,  Cód.  Com.  anl.,  y  art.  847, 
inc.  ^,  Cód.  Com.).— T.  55,  p.  92. 

—  No  debe  tenerse  como  deducida  la  prescripción  que  se  opo- 
ne para  diferir  el  pago,  y  no  como  excepción  liberatoria.  — T. 
56,  p.  21. 

—  Conservada  ia  posesión,  no  puede  admitirse  que  haya  que- 
dado prescripta  la  acción  de  interdicto  de  recuperar  la  parte 
turbada  dentro  del  terreno  poseído  por  el  actor.  —  T.  56,  p. 
168. 

—  £1  término  de  la  prescripción  no  corre  contra  los  menores 
(art.  3966.  Cód.  Civ.).  — T.  56,  p.  428. 

—  El  término  de  la  prescripción  á  que  se  refiere  el  artículo  4037 
del  Código  Civil,  empieza  á  correr  desde  la  fecha  en  queel  acree- 
dor tuvo  conocimiento  de  los  hechos  que  produjeron  el  daño, 
y  la  acción  entablada  después  de  un  año  de  tenido  ese  cono- 
cimiento, está  prescripta.  — T.  56,  p.  428. 

—  El  término  de  la  prescripción  á  que  se  refiere  el  artículo  4037 
del  Código  Civil,  empieza  á  contarse  desde  que  el  damnificado 
tuvo  conocimiento  del  delito  ó  hecho  ilícito  que  causó  el  daño 
(art.  4030,  4033  y  4034,  Cód.  Civ.).  —  T.  56,  p.  441. 

—  Según  las  leyes  anteriores  al  Código  Civil  vigente,  el  dominio 
de  las  cosas  comunales  susceptibles  de  perderse  por  la  pres- 
cripción, no  podía  adquirirse  sino  por  un  tiempo  mínimo  de 
cuarenta  años  de  posesión  (ley  7,  tít.  29,  part.  3').  —  T.  57,  p. 
341. 
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Prescripción.  —  En  los  casos  en  que  no  ha  transcurrido^  des- 
pués de  la  vigencia  del  Código  Civil,  el  lapso  de  treinta  años, 
las  leyes  aplicables  son  las  anteriores  (art.  4054,  Cód.  Civ.).  — 
T.  57,  p.  344. 

—  Opuesta,  entre  otras,  la  excepción  de  prescripción  y  dictada 
sentencia  sin  substanciar  y  resolver  dicha  excepción,  procede 
la  devolución  de  los  autos  al  juez  a  qíio,  para  que  substancie  y 
resuelva  la  mencionada  excepción. —  T.  58,  p.  440. 

—  Suprimida  por  el  Código  de  Comercio  nuevo,  la  disposición 
del  articulo  101 0  del  antiguo,  la  interrupción  de  la  prescripción 
causada  por  la  demanda,  debe  considerarse  con  arreglo  al  de- 
recho común  que  continúa  mientras  esté  pendiente  el  juicio  y 
no  se  haya  declarado  la  deserción  de  la  instancia.  —  T.  59,  p. 
309. 

—  Demandado  el  cobro  de  un  documento  á  la  orden,  y  dictada 
sentencia  de  pago,  la  acción  del  acreedor  no  está  sujeta  á  la 
prescripción  del  crédito  demandado^  sino  á  la  de  la  cosa  juz- 
gada (art.  16  y  3987,  Cód.  Civ.).  —  T.  59,  p.  309. 

—  La  acción  de  reducción  en  el  precio  por  defecto  de  continen- 
cia en  la  cosa  vendida,  no  está  sujeta  á  la  prescripción  esta- 
blecida por  el  artículo  4040  del  Código  Civil.  —  T.  60,  p.  51. 

—  Esta  excepción  puede  ser  opuesta  en  2^  instancia,  y  debe  ser 
admitida  resultando  justificada  de  autos  (art.  3972,  Cód.  Civ.). 
— T.  62,  p.  134. 

—  Se  prescribe  por  dos  años  la  acción  para  demandar  el  pago 
de  mercaderías  fiadas,  sin  documento  escrito  (art.  849,  Cód. 
Com.).  —  T.  62,  p.  134. 

—  La  treintenaria,  por  la  ley  de  procedimientos  de  los  tribu- 
nales federales,  no  puede  oponerse  por  vía  de  artículo  previo 
á  la  contestación  de  la  demanda.  (La  ley  21,  tít.  29,  part.  3^ 
no  puede  ser  aplicada  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  los  art.  73 
y  374,  Ley  Proc.  El  art.  3972,  Cód.  C'v  no  se  opone  á  esa  de- 
claración). —  T.  62,  p.  229. 
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Prescñpdón.  —  Véase  :  Acción  posesoria;  Cargador;  Derechos 
de  aduana;  Hipoteca;  Liquidación;  Posesión;  Privilegio. 

Presentación  de  documentos.  —  Véase  :  Apelable. 

Presidente.  —  £1  de  una  municipalidad  es  personalmente  res- 
ponsable por  los  actos  irregulares  que  cometa  en  el  desempe- 
ño de  sus  funciones,  y  no  puede  hacer  valer  lo  dispuesto  por 
ordenanzas  municipales,  cuando  es  contrario  á  las  prescrip- 
ciones de  leyes  vigentes  (art.  36J074,  H09  y  44Í2,  Cód.  Civ.). 

—  T.  49,  p.344. 

Presidente  de  la  República.  —  El  presidente  de  la  República, 
como  jefe  de  las  fuerzas  militares,  puede  ordenar  el  sobresei- 
miento de  una  causa  criminal  contre  un  militar,  ó  indultarle 
de  la  pena,  dejando  á  salvo  las  acciones  civiles  del  fisco.  —  T. 
10,  p.  439. 

—  El  atentado  contra  su  vida,  es  un  crimen  que  no  ha  sido  de- 
finido ni  penado  por  la  Constitución,  ni  las  leyes  del  Congreso. 

—  T.  U,  p.26. 

—  Véase:  Posiciones. 

Presidio.  —  No  puede  condenarse  á  presidio  perpetuo  sino  por 
el  término  de  diez  años,  cuya  pena  se  impone  en  los  casos  en 
que  la  práctica  ha  modificado  el  rigor  de  la  pena  capital.  —  T. 
16,  p.  241. 

Préstamo.  —  Las  letras  de  plaza  proceden  en  general  de  un 
préstamo  con  intereses  que  se  cobran  adelantados,  ó  se  inclu- 
yen en  el  importe  de  aquellas ;  habiéndose  hecho  asi,  el  perte- 
necer al  comercio  las  dos  partes,  y  el  no  haberse  alegado  que 
el  préstamo  fué  gratuito,  bastan  para  dar  por  cierto  que  no  lo 
fué.  — T.  6,  p.  272. 

—  La  autorización  para  contraer  un  empréstito  sobre  el  buque, 
queda  sin  efecto,  ordenándose  la  venta  de  éste.  —  T.  6,  p.  396. 

—  El  de  una  suma  de  dinero  hecho  con  el  pacto  de  ocupar  una 
habitación,  como  pago  de  alquileres  durante  el  tiempo  del 
préstamo,  no  es  regido  por  las  leyes  de  la  locación  ni  puede 
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rescindirse,  no  habiendo  pacto  comisorio,  por  no  haberse  en- 
tregado oportunamente  la  habitación.  —  T.  38,  p.  314. 

Préstamo.  —  Véase  :  Inhabilidad  de  Htiilo, 

Préstamo  á  la  gruesa.  —  Está  siempre  basado  en  un  riesgo  ma- 
rítimo (art.  4280,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  9,p.  487. 

—  Haciéndose  un  contrato  á  la  gruesa  en  un  puerto  de  arriba- 
da, los  fletes  á  devolver  son  los  correspondientes  al  viaje  des- 
de este  puerto  al  del  destino  del  buque.  —  T.  9,  p.  487. 

—  Este  contrato  es  nulo  como  tal,  si  recae  sobre  fletes  no  de- 
vengados; y  por  consiguiente  no  puede  impedir  la  compensa- 
ción que  se  opera  entre  la  deuda  del  flete  y  los  créditos  líqui- 
dos y  reconocidos  del  deudor  del  mismo  (art.  4344,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  48,  p.  448. 

Presunción.  —  Las  presunciones,  por  vehementes  que  sean,  no 
bastan  para  dar  porprobado  un  delito  común.  —  T.  5,  p.  446. 

—  Es  un  principio  en  materia  criminal,  que  las  presunciones 
favorables  aprovechan  al  acusado.  —  T.  6,  p.  452. 

—  Hay  presunción  legal  que  un  individuo  está  domiciliado  en  el 
lugar  donde  tiene  su  familia  y  sus  bienes  propios.  —  T.  8,  p. 
297. 

—  Si  la  labor  nueva  se  moviese  dentro  de  los  quince  años  desde 
que  es  hecha,  se  presume  que  esta  falla  proviene  de  culpa  del 
que  la  ejecutó  (ley  24,  tít.  32,  part.  3').  —  T.  8,  p.  446. 

—  La  establecida  en  el  artículo  480  de  las  Ordenanzas  de  adua- 
na, antiguas,  se  reñere  á  las  mercaderías  existentes  en  la  aduana 
al  tiempo  de  vencer  los  tres  días  señalados  en  el  artículo  479  de 
aquellas.  —  T.  40,  p.  203. 

—  El  artículo  182  de  las  Ordenanzas  de  aduana  (antiguas)  esta- 
blece una  presunción  de  derecho  sobre  cuáles  son  las  merca- 
derías que  deben  considerarse  del  deudor,  para  veriñcar  el  em- 
bargo de  que  trata  el  artículo  480  de  las  mismas.  —  T.  40,  p. 
203. 

—  Las  presunciones,  cuando  pueden  perjudicar  á  un  tercero. 
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deben  limitarse  al  sentido  rigoroso  de  las  palabras  empleadas 
por  la  ley.  —  T.  ÍO,  p.  303. 

Presunción.  —  Las  presunciones  leves  no  pueden  justificar  la 
imposición  de  pena  contra  el  procesado  (ley  8,  tít.  U,  part.  3*). 
—  T.  40,  p.  338. 

—  Todo  hombre  se  reputa  bueno,  mientras  no  se  pruebe  lo  con- 
trario. —  T.  10,  p.  338. 

—  En  las  causas  criminales  no  puede  fallarse  imponiendo  pena, 
por  sólo  presunciones  ó  sospechas  (ley  7,  tít.  31,  part.  7*).  — 
T.  12,  p.  20. 

—  Todo  hombre  se  reputa  bueno  y  de  buena  fe,  mientras  no  se 
pruebe  lo  contrario.  —  T.  12,  p.  20. 

—  No  alegando  un  comisionista  mala  calidad  ó  mal  acondicio- 
namiento del  artículo  que  se  le  encomienda^  ni  tampoco  que 
el  buque  conductor  haya  hecho  un  viaje  extraordinariamente 
largo,  se  presume  que  el  artículo  llega  en  condición  de  poderse 
obtener  por  él  el   precio  corriente  en  plaza  en  la  época  de  su 

r  arribo.  —  T.  12,  p.  43. 

—  Las  presunciones  no  son  bastantes  para  establecer  la  prueba 
requerida  porfías  leyes  13^  título  14,  partida  3^^,  y  26,  título  1, 
partida  7*,  para  toda  condenación  criminal.  —  T.  12,  p.  119. 

—  La  contradicción  del  procesado  con  la  declaración  de  los 
testigos  presenciales  del  hecho  que  se  le  imputa,  excluye  toda 
presunción  de  buena  fe  por  su  parte.  —  T.  12,  p.  311. 

—  A  las  luces  y  prudencia  de  los  jueces,  está  confiada  la  apre- 
ciación délas  presunciones  no  establecidas  por  la  ley. — T.  13, 
p.  205. 

—  En  el  contrato  de  transporte  de  mercaderías,  siendo  éstas  re- 
cibidas por  el  dueño  sin  protesta  alguna,  hay  la  presunción  de 
que  el  porteador  cumplió  sus  obligaciones  de  tal.  —  T.  13,  p. 
310. 

—  Se  presumen  exactas  las  cuentas  cuando  se  deja  transcurrir 
un  mes  desde  la  recepción  de  ellas  sin  hacer  observaciones, 
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ni  se  presentan  pruebas  en  contrario  (art.  36,  Cód.  Coui.  ant.). 
—  T.  1 3,  p.  385. 

Presunción.  —  Se  presume  medianera  una  pared  que  sirve  de 
separación  de  dos  edificios  contiguos,  que  cargan  sobre  ella 
(art.  2718  y  2719,  Cód.  Civ.).  —  T.  43,  p.  442. 

—  En  todo  acto  ilícito  la  ley  presume  el  dolo;  por  consiguiente 
el  que  expende  moneda  falsa  debe  presumirse  que  la  expende 
de  mala  fe  si  no  demuéstralo  contrario.  —  T.  14,  p.  417. 

—  Las  presunciones  son  insuficientes  para  establecer  la  obliga- 
ción de  pagar  una  deuda,  especialmente  cuando  no  resulta  bien 
determinado  su  importe.  — T.  15^  p.  350. 

—  Las  mercaderías  que  se  encuentran  á  bordo  de  un  buque, 
embarcadas  de  contrabando,  se  presume  que  son  de  propiedad 
de  quien  las  compró,  salvo  que  pruebe  haber  perdido  su  do- 
minio. —  T.  17,  p.  234. 

—  Las  presunciones  graves  y  concordantes  hacen  prueba  en 
las  causas  comerciales,  en  las  que  debe  procederse  á  verdad 
sabida  y  buena  fe  guardada.  —  T.  17,  p.  426. 

—  Convenida  la  construcción  de  un  edificio  por  un  precio  se- 
parado cada  uno  de  los  de:alles  del  trabajo,  y  establecido  el  pa- 
go por  terceras  partes,  debiendo  la  segunda  cuota  ser  pagada 
al  recibirse  el  propietario  del  edificio^  concluido  á  satisfacción, 
con  arreglo  á  la  medición  y  conforme  puesto  por  el  arquitecto; 
el  hecho  del  pago  de  la  segunda  cuota  hace  presumir  que  el 
constructor  ha  cumplido  con  su  obligación  y  que  se  ha  yerifi- 
cado  la  previa  medición  del  arquitecto.  Esta  presunción  se  ro- 
bustece por  el  hecho  de  existir  al  pie  de  la  cuenta  del  cons- 
tructor el  conforme  del  arquitecto,  y  de  hallarse  el  propietario 
en  posesión  de  la  casa.  La  declaración  posterior  y  singular  del 
arquitecto  de  que  el  constructor  le  instó  con  tenacidad  para 
que  pusiera  el  conforme  á  la  cuenta,  no  basta  para  probar  que 
dicho  conforme  fué  obtenido  con  engaño,  máxime  cuando  el 
mismo  arquitecto  declara  que  la  medición  fué  realmente  hecha, 
y  no  se  prueba  que  no  sea  exacto  el  resultado  de  ella,  que  pre- 
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3enta  la  cuenta.  Dados  estos  hechos  y  no  justificándose  que  el 
propietario  haya  hecho  reserva  alguna  al  pagar  las  dos  prime- 
ras cuotas,  el  constructor  tiene  el  derecho  de  exigir  el  pago  de 
la  tercera,  en  el  tiempo  establecido  para  él.  — T.  18,  p.  443. 

Presunción.  —  El  haber  un  comerciante  obtenido  despachos 
posteriores,  no  hace  presumir  el  pago  de  derechos  adeudados 
con  anterioridad.  -—  T.  18,  p.  249. 

—  El  contenido  de  la  protesta  hecha  por  el  capitán  sobre  las 
causas  de  un  naufragio,  tiene  á  su  favor  la  presunción  de  ver- 
dad, máxime  si  es  ratificado  por  el  capitán  y  testigos.  —  T.  48, 
p.  450. 

—  Consignada  en  billetes  del  Banco  de  la  Provincia^  una  deu- 
da, y  pedida  por  el  acreedor  la  suma  consignada,  sin  reserva 
ni  protesto  de  deberse  en  oro,  se  presume  la  conformidad  en 
el  pago.  —  T.20,  p.  14. 

—  Dada  la  prueba  de  haber  existido  entre  dos,  por  un  largo  es- 
pacio de  tiempo^  una  asociación  que  abarcaba  diversos  é  inde- 
terminados negocios,  entre  ellos  la  exportación  y  venta  de  ga- 
nado; debe  presumirse  que  un  negocio  de  este  género,  hecho 
en  nombre  de  uno  de  ellos  durante  ese  tiempo,  conservando 
el  ganado  en  un  fundo  arrendado  por  la  sociedad,  haciendo  con 

'  fondos  comunes  los  gastos  de  herraje,  etc.,  exportándolo  bajo 
el  nombre  de  los  dos,  siendo  vendido  por  el  otro,  y  mandadas 
las  cuentas  de  venta  en  nombre  de  ambos,  sin  protesta,  es  co- 
mún délos  dos  (art.  399  ysig.,  Cód.Com.  ant.;art.  1662y1665, 
Cód.  Civ.).  —  T.  20.  p.  440. 

—  Sin  el  reconocimiento  prescripto  por  el  artículo  4246  del  Có- 
digo de  Comercio  antiguo,  la  ley  presume  la  fiel  entrega  de  la 
carga  y  da  derecho  para  el  cobro  del  flete  íntegro  (art.  4252, 
Cód.  Com.  ant.).  — •  T.  21,  p.  108. 

—  En  el  contrato  de  locación  de  servicios,  recibida  la  obra  y 
reconocido  un  saldo  á  favor  del  contrato,  hay  la  presunción  de 
que  ésta  fué  hecha  según  contrato.  —  T.  21,  p.  489. 

—  El  recibo  por  saldo  se  presume  que  comprende  toda  deu- 
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da  anterior  á  la  fecha  del  mismo  (art.  934,  Cód.  Com.  ant.). — 
T.  21 ,  p.  300. 

Presunción.  —  Las  mercaderías  cuyo  recibo  se  declara  sin  otra 
observación,  se  presumen  recibidas  en  buen  estado.  —  T.  21, 
p.  529. 

—  A  falta  de  pruebas  fehacientes,  el  juez  puede  estimar  el  im- 
porte délos  daños  debidos,  por  las  presunciones  (ley  5,  tft.  11, 
part.  3*).  —  T.  21,  p.  616. 

—  Concurriendo  sobre  la  misma  cosa,  fdos  títulos  de  adquisi- 
ción de  diferentes  personas,  sin  que  se  pueda  establecer  cuál 
de  ellas  era  el  verdadero  propietario,  se  presume  serlo  el  que 
tiene  la  posesión  (art.  2792,  Cód.  Civ.).  —  T.  22,  p.  54. 

—  Cuando  ni  el  ejecutado,  siendo  comerciante,  ni  el  ejecutante 
piden  que  aquel  sea  declarado  en  quiebra,  se  presume  que  se 
halla  solvente.  —  T.  22,  p.  379. 

—  Al  poseedor  de  un  bien  mueble,  se  le  presume  propietario. 
—  T.  23,  p.  95. 

—  El  hecho  de  encontrarse  en  poder  del  deudor  una  cuenta  con 
su  conforme,  importa  sólo  una  presunción  de  pago,  no  una 
prueba  concluyente  (art.  933,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  23,  p.  98. 

—  Un  recibo  á  cuenta  hace  presumir  la  existencia  de  una  deuda 
anterior  por  mayor  valor  que  la  cantidad  entregada.  —  T.  23, 
p.  98. 

—  Los  actos  judiciales  se  presumen  legales,  mientras  no  se  prue- 
be lo  contrario.  —  T.  23,  p.  180. 

—  Las  cuestiones  de  abordaje,  en  circunstancias  normales,  se 
resuelven  por  las  presunciones,  en  defecto  de  pruebas  (art. 
1427,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  23,  p.  180. 

—  Los  hechos  relacionados  en  la  protesta  de  mar,  se  presumen 
exactos  y  conformes  con  el  libro  de  navegación  que  se  supone 
presentado  al  escribano  que  autoriza  la  protesta,  salvo  prueba 
en  contrario.  —  T.  23,  p.  468. 

—  Se  presume,  la  pericia  del  capitán.-—  T.  23,  p.  468. 
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Presunción.  —  De  las  cuentas  no  observadas  en  tiempo,  debe 
presumirse  que  ha  sido  reconocida  su  exactitud,  quedando 
únicamente  al  que  las  recibió,  el  derecho  de  probar  contra  esa 
presunción  (art.  86^  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  23,  p.  534. 

—  Ni  la  escritura  pública  por  medio  de  la  que  se  ha  otorgado  el 
acto,  ni  su  publicación  en  un  diario,  autorizan  la  presunción  de 
que  ese  acto  es  conocido  de  todos.  —  T.  24,  p.  473. 

—  Las  leyes  deben  presumirse  válidas  y  constitucionales,  mien- 
tras no  se  resuelva  lo  contrario  por  sentencia  de  tribunal  com- 
petente. —  T.  25,  p.  347. 

—  Se  presume  que  el  empresario  de  trabajos,  que  se  prueba  ha- 
berlos practicado  hasta  cierto  punto,  y  seguirlos  practicando, 
sea  el  que  los  ha  concluido,  no  probándose  haber  sido  otro  que 
los  concluyó.—  T.  26,  p.  56. 

—  La  autorización  de  un  establecimiento  industrial  está  siempre 
fundada  en  la  presunción  de  su  inocuidad,  y  no  obliga  al  go- 
bierno que  la  concedió,  cuando  esa  presunción  ha  sido  des- 
truida por  los  hechos.  —  T.  34,  p.  273. 

—  Presentada  una  cuenta  de  cargo  por  una  cantidad  de  clase 
de  ladrillo,  y  un  recibo  de  la  misma  cantidad  y  clase  con  igual 
fecha  de  la  de  la  cuenta,  debe  presumirse  que  ambos  docu- 
mentos se  refieren  á  un  solo  é  idéntico  material,  siendo  el  se- 
gundo un  comprobante  de  las  partidas  de  cargo  de  la  primera. 
—  T.  31,  p.  300. 

—  La  carga  se  presume  recibida  en  perfecto  estado,  y  los  daños 
que  ésta  sufra  son  de  cuenta  del  capitán  ó  del  buque,  salvo  el 
vicio  propio,  la  fuerza  mayor  ó  la  culpa  del  cargador  (art.  4067, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  32,  p.  420. 

—  La  posesión  se  presume  desde  la  fecha  del  titulo,  sí  no  se  pro- 
bare lo  contrario  (art.  4003,  Cód.  Civ.J.  —  T.  33,  p.  375. 

—  Se  presume  cumplida  la  obligación  de  hacer  ciertas  repara- 
ciones en  una  finca  que  resultan  haber  sido  hechas,  sin  demos- 
trarse  que  lo  hayan  sido  de  un  modo  irregular.  —  T.  47,  p.  84. 

—  No  bastan  para  dictar  sentencia  condenatoria,  las  presuncio- 
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nes  que  se  fundan  en  hechos  no  probados  debidamente  y  que 
no  tienen  los  requisitos  exigidos  por  el  artículo  358  del  Código 
de  Procedimientos  Criminales.  —  T.  49,  p.  249. 

Presunción.  —  Las  presunciones  que  no  reúnen  las  condiciones 
del  artículo  358  del  Código  de  Procedimientos  Crimínales,  no 
pueden  suplir  la  prueba  de  la  sustracción  de  una  bolsa  de 
correspondencia.  —  T.  54,  p.  68. 

~  El  recibo  de  saldo  puesto  al  dorso  del  contrato  de  iletamen- 
to  con  posterioridad  á  la  descarga,  hace  presumir  el  pago  de 
toda  deuda  procedente  de  causa  anterior  á  la  fecha  del  recibo 
(art.  934,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  56,  p.  146. 

~  Cuando  en  la  carta  de  porte  no  se  hace  mención  alguna  res- 
pecto del  estado  en  el  cual  han  sido  recibidas  las  mercaderías 
á  transportarse,  se  presume  que  lo  han  sido  en  buen  estado  y 
sin  vicios  aparentes  (art.  166,  Cód.  Com.).  —  T.  56,  p.  210. 

—  Véase:  Endoso;  Incendio;  Operaciones  de  Bolsa;  Pastoreo; 
Posesión ;  Simulación  ;  Venta. 

Presupuesto.  —  Véase:  Locación  de  servicios. 

Prevención.  —  Véase:  Jurisdicción  privativa. 

Principio  depruebtt.  — Lo  son  los  documentos  que  emanan  del 
adversario  ó  de  parte  interesada  ó  que  tendría  interesen  el 
pleito,  si  viviese.  —  T.  8,  p.  400. 

—  Un  presupuerto  de  obras  con  su  precio  firmado  por  el  loca- 
dor, importa  un  principio  de  prueba  por  escrito,  que  haceve- 
rosioiil  el  convenio  de  locación  de  obras.  —  T.  13,  p.  61. 

—  Un  boleto  de  compra-venta  no  firmado  por  el  demandado, 
no  tiene  contra  éste  eficacia  alguna,  ni  la  de  un  principio  de 
prueba  por  escrito,  para  hacer  admisible  la  de  testigos  (art. 
1012,  1013,  1192  y  1193,  Cód.  Civ.).  —  T.  52,  p.  390. 

Principio  de  verificación.  —  Véase :  Comiso, 

Prisión.  —  No  puede  retenerse  en  la  cárcel  á  los  procesados, 
cuando  ello  deja  de  ser  un  medio  necesario  de  seguridad  (art. 
18,  Const.  Nao.).  —  T.  6,  p.  321. 
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Prisión.  —  La  del  acusado  por  provocación  al  duelo  y  amena- 
zas á  los  magistrados  con  ocasión  de  sus  funciones,  no  es  aje- 
na al  juicio  para  asegurar  la  ejecución  de  la  sentencia.  Esta 
medida  es  indispensable  para  la  defensa  de  la  persona  y  del 
honor  del  juez,  cuando  ha  sido  amenazado  públicamente. — 
T.  8,  p.  495. 

—  El  artículo  45  de  la  ley  nacional  penal,  comprende  sólo  á  los 
que  libran  orden  de  prisión,  debiendo  ser  y  no  siendo  autori- 
dad nacional  competente,  ó  que,  siéndolo,  omiten  expedirla 
por  escrito.  —  T.  16,  p.  64. 

—  Para  ordenar  la  de  un  ciudadano  por  causa  criminal,  se  re- 
quiere declaración  jurada  ú  otra  prueba  semiplena  de  crimina- 
lidad.—T.  16,  p.  210. 

—  No  procede  contra  el  procesado  por  el  delito  previsto  y  pe- 
nado por  el  artículo  86  de  la  ley  nacional  penal.  (El  hecho  in- 
culpado de  haber  el  procesado  tomado  parte  en  su  carácter  de 
empleado  nacional,  en  un  contrato  ú  operación  en  que  debía 
intervenir  como  tal,  no  es  susceptible  de  pena  corporal  con 
arreglo  al  artículo  citado,  que  sólo  castiga  con  la  pena  de  in- 
habilitación para  empleos  públicos  de  dos  á  seis  años,  y  una 
multa  del  10  al  50  por  ciento  del  valor  del  interés  que  hubiese 
tomado  en  el  negocio  el  culpable;  y  si  bien  agrega  el  mismo  ar- 
tículo que  en  caso  de  insolvencia  del  acusado,  la  multa  aludida 
será  sustituida  por  la  pena  de  prisión  que  no  exceda  de  dos 
años,  no  se  ha  alegado  nada,  en  el  caso,  respecto  de  la  respon- 
sabilidad pecuniaria  del  acusado,  cuya  prisión  no  es,  en  conse- 
cuencia, procedente  desde  luego). —  T.  45,  p.  111. 

—  No  puede  dictarse  auto  de  prisión  contra  el  acusado,  cuando 
se  trata  de  una  infracción  que  sólo  tiene  pena  pecuniaria  en 
primer  término,  y  no  resulta  la  semiplena  prueba  requerida  por 
el  Código  de  Procedimientos  Criminales.  —  T.  61,  p.  336. 

—  Véase:  Abogado;  Apelable;  Cosa  juzgada ;  Suprema  Corle ; 
Testigo, 

Prisión  ilegal.  —  El  artículo  45  de  la  ley  nacional  penal,  se  re- 
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fiere  á  las  autoridades  nacionales,  no  á  las  provinciales.  —  T.  4, 
p.  402. 

Prisión  por  deudas.-— Los  jaeces  no  pueden  ser  presos  por  deu- 
das, según  las  leyes  generales.  —  T.  3,  p.  253. 

—  Por  la  ley  nacional  de  procedimientos  están  exentos  de  la 
prisión  por  deudas,  los  que  lo  están  por  las  leyes  generales 
(art.  263,  Ley  Proc).  —  T.  3,  p.  253. 

—  Las  mujeres  no  pueden  ser  presas  por  causas  civiles  (leyes 
3,tít.  7,  part.  3»;  10,  tít.3,  lib.  5,  Recop.).  —  T.  5,  p.248. 

—  El  caso  de  una  deuda  por  cantidades  cobradas  al  Gobierno 
Nacional  por  un  apoderado  del  acreedor  y  que  el  deudor  no 
satisface,  no  es  de  los  exceptuados  en  la  ley  de  26  de  junio  de 
4872,  suprimiendo  la  prisión  por  deudas. — T.  13,  p.  348. 

—  Véase:  Minas. 

Prisión  preventiTa.  —  Ordenada  la  del  deudor  por  aparecer  su 
insolvencia  y  presunciones  de  fraude,  ella  debe  cesar,  presen- 
tándose un  arreglo  de  cuentas  posterior  á  la  deuda^  aunque  se 
oponga  que  el  arreglo  ha  sido  obtenido  con  dolo.  —  T.  27,  p. 
125. 

—  Es  apelable  el  auto  ordenando  la  prisión  preventiva  del  pro- 
cesado. —  T.  49,  p.  174. 

—  Según  la  ley  nacional  penal  de  1863  (art.  92),  en  la  condena 
definitiva  debe  computarse  la  prisión  preventiva  sufrida^  á  ra- 
zón de  dos  días  de  prisión  por  un  día  de  trabajos  forzados.  — ^ 
T.  49,  p.  395. 

—  Concurriendo  los  requisitos  del  artículo  366  del  Código  de 
Procedimientos  Criminales,  no  puede  revocarse  el  auto  de  pri- 
sión preventiva  á  mérito  de  hechos  involucrados  en  la  materia 
de  fondo,  que  no  han  sido  objeto  de  resolución  por  parte  del 
juez  inferior  (art.  2,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  50,  p.  181. 

^  No  procede  en  el  juicio  sobre  rendición  de  cuentas  contra 
el  administrador,  cuvas  cuentas  no  han  sido  todavía  materia  de 
pronunciamiento.  —  T.  57,  p.  100. 
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preventiva. — No  procede  sin  existir  prueba  ni  indicios 
de  la  imputabilidad  del  hecho  incriminado.  — T.  57,  p.  405. 

Prisión  sufrida.  —  Si  en  la  sentencia  no  se  ha  especificado  que 
debe  contarse  el  tiempo  de  prisión  sufrida  durante  la  trami- 
tación de  la  causa,  no  puede  pedirse  después  de  ella  el  des- 
cuento de  dicho  tiempo,  y  su  computación  en  el  de  prisión  á 
sufrirse  por  la  falta  de  pago  de  la  multa  impuesta.  —  T.  7,  p. 
368. 

Prisioneros  de  guerra.  —  Véase  :  Delito  político. 

Privilegio.  —  Los  privilegios  admiten  sólo  una  aplicación  literal 
y  restrictiva.  — T.  8,  p.  425. 

—  El  capitán,  por  sus  sueldos,  conserva  siempre  el  privilegio 
sobre  el  buque  y  fletes  (art.  Í482,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  8,  p. 
440. 

—  Los  suministros  hechos  á  un  buque  tienen  privilegio  sobre 
éste  y  sus  productos  (art.  1020  y  1021,  Cód.  Com.  ant.),  —  T. 
10.  p.  317. 

—  Aunque  según  las  leyes  departidas  (ley  18,  tít.  29,  part.  3») 
los  menores  tienen  privilegio  de  no  perder  sus  cosas  por  tiem- 
po, dicho  privilegio  debe  entenderse  (ley  9,  tít.  19,  part.  6'), 
cuando  los  tiempos  de  tales  prescripciones  comienzan  á  correr  con- 
tra los  menores  siendo  ellos  nacidos,  y  no  cuando  la  prescripción 
empezó  á  correr  contra  aquellos  de  quienes  su  derecho  hubie- 
ron los  menores,  en  cuyo  caso  pueden  perder  sus  cosas  por  la 
prescripción,  aunque  pueden  pedir  restitución  del  tiempo  que 
corrió  contra  ellos,  durante  la  menor  edad.  —  T.  11,  p.  61. 

—  La3  deudas  contraídas  por  el  capitán  para  reparar,  habilitar 
y  aprovisionar  el  buque,  son  privilegiadas  sobre  éste,  y  el  pri- 
vilegio subsiste^  aun  en  el  caso  de  venta  voluntaria  del  buque, 
hasta  60  días  después  de  su  salida  del  puerto  bajo  el  nombre 
del  nuevo  propietario  (art.  1021,  inc.  6°  y  T^  art.  1020  y  1024, 
Cód.  Com.  ant.).  La  consecuencia  de  ese  privilegio  es  poder  los 
acreedores  no  sólo  ejecutar^  sino  también  embargar  el  buque 
(art.  1028  á  1030,  Cód.  citado).  —  T.  11,  p.  222. 
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—  El  aumento  indebido  de  gastos  para  la  descarga, 
entra  en  la  denominación  general  de  daños  causados  á  la  car> 
ga,  para  los  que  los  artículos  4070  y  4183  del  Código  de  Co- 
mercio antiguo  acuerdan  al  cargador  el  privilegio  sobre  el 
buque  y  el  flete.  —  T.  44,  p.  356. 

-  Aun  cuando  por  regla  general  las  deudas  procedentes  de  la 
construcción  de  un  buque  tienen  privilegio  sobre  el  mismo, 
ese  privilegio  cesa  y  se  transmite  sobre  el  precio^  en  los  casos 
de  venta  judicial  ó  de  renuncia  expresa  ó  tácita  de  él.  Es  caso 
de  renuncia  tácita,  cuando  el  buque  transmitido  á  otro  hubiese 
navegado  durante  sesenta  días  después  de  su  salida  del  puerto 
bajo  el  nombre  del  nuevo  propietario,  sin  protesta  de  los  acree- 
dores privilegiados.  La  circunstancia  de  hacerse  la  venta  en 
rifa  pública  con  conocimiento  y  participación  del  acreedor  pri- 
vilegiado, hace  equiparar  el  caso  á  la  venta  judicial  (art.  4034 
y  4025,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  42,  p.  95. 

-  Cada  uno  puede  renunciar  á  los  privilegios  introducidos  por 
la  ley  en  su  beneficio.  —  T.  42,  p.  95. 

-  Contratada  la  reparación  de  un  buque  por  un  tanto,  los  que 
suministran  los  objetos  para  ella^  conservan  el  privilegio  del 
articulo  4204  del  Código  de  Comercio  antiguo,  si  al  venderlos 
al  maestro  calafate,  no  siguieron  la  fe  de  éste,  ni  se  les  dio  co- 
nocimiento de  su  contrato.  Mucho  más  en  el  caso  en  que  los 
dueños  del  buque  no  justifiquen  haber  pagado  á  aquel,  el  pre- 
cio de  los  otros  contratados.  —  T.  43^  p.  7. 

-  Son  privilegiadas  las  deudas  por  reparaciones  de  un  buque 
(art.  4024,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  43,  p.  306. 

-  El  acordado  á  don  J.  A.  Roggíero,  en  la  patente  de  fecha  28 
de  diciembre  de  4870,  le  confirió  el  derecho  de  que  ningún  otro 
pudiese  emplear  el  ácido  hidroclórico  para  conservar  carnes. 
La  exclusión  del  empleo  de  un  agente  determinado  para  un 
uso  industrial  dado,  si  bien  crea  un  obstáculo  al  progreso  de 
la  industria  y  de  las  artes,  ese  obstáculo  está  compensado  con 
el  estímulo  del  privilegio  acordado  á  los  inventores  y  con  que 
el  invento  ó  descubrimiento  pase  al  dominio  común,   vencido 
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el  término  del  privilegio.  En  el  caso  cootrario,  podría  el  inven- 
tor procurar  conservar  secreto  su  invento  tanto  tiempo  cuanto 
le  fuese  posible  con  mayor  perjuicio  de  la  industria  y  las  artes. 
Mejorado  ó  perfeccionado  un  invento  por  otro  que  el  inventor, 
puede  éste  optar  entre  una  prima  abonada  por  aquel  para  go- 
zar de  la  explotación  exclusiva  ó  la  explotación  coocurreate- 
meate  con  el  mejorante  (art.  1,  3,  27  y  29,  de  la  ley  de  paten- 
tes de  invención).  —  T.  U,  p,  290. 
PrÍTÍlegio.— Debe  ser  probado  todo  privilegio,  y  la  protesta  que 
la  ley  exige  para  conservarlo.  — T.  16,  p.  21S. 

—  Los  derechos  y  privilegios  sobre  el  buque,  se  extinguen  des- 
pués de  sesenta  días  de  la  venta,  no  mediando  protesta.  Esos 
derechos  son  tales,  cuando  los  ejercita  un  solo  acreedor  contra 
el  vendedor,  y  asumen  la  calidad  de  privilegios,  cuando  hay 
concurso  de  acreedores  (art.  *(yii,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  16, 
p.  215. 

—  Para  que  queden  extinguidos  los  privilegios  especificados  en 
el  Código  de  Comercio  (antiguo),  artículos  1 021  á  1 02i,  es  nece* 
sario  que  el  buque  vendido  haya  navegado  bajo  él  nombre  y 
pur  cuenta  del  nuevo  propietario,  durante  sesenta  dias  conta- 
dos desde  lasalida  del  puerto.  —  T.  18,  p.  312. 

—  Aun  cuando  ol  del  locador  sobre  los  muebles  que  se  encuen- 
tran en  la  finca  arrendada,  subsiste,  sustraídos  éstos,  si  se  ha- 
cen embargar  dentro  del  mes  siguiente,  el  privilegio  cesa  si 
son  sacados  esos  muebles  con  su  consentimiento.  Éste  puede 
ser  tácito  (art.  3883  y  3885,  y  nota  á  este  último,  Cód.  Civ.).  — 
T.)9,  p.  53. 

—  Los  privilegios  sobre  un  buque,  no  pueden  hacerse  valer  sin 
demanda  y  citación  contra  el  dueño  de  él  ó  su  representante. 

-T.  19,  p.  67. 

Los  privilegios  concedidos  á  los  paquetes  i  vapor  para  favo- 
!cer  su  expedición,  exigen  que  las  operaciones  de  éstos  no 
uedan  ser  revisadas  por  la  aduana,  sino  después  de  su  salida. 
-T.  20,  p.  29. 
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PríviIe|^o.  —  El  crédito  de  alquileres,  goza  de  privilegio  sobre 
los  muebles  que  se  encuentran  en  la  casa,  aunque  no  pertenez- 
can al  locatario  (art.  3883,  Cód.  Civ.).  —  T.  20,  p.  U9. 

—  Los  privilegios  que  la  ley  civil  concede  al  constructor  de  una 
finca  sobre  el  valor  de  ésta,  sólo  pueden  ejercerse  en  caso  de 
concurso,  y  hallándose  la  finca  en  el  dominio  del  deudor.  Esos 
privilegios  constituyen  un  derecho  personal  y  no  real,  porque 
no  están  comprendidos  éntrelos  que  el  Código  Civil  determina 
expresamente  como  tales  (nota  al  art.  2502,  art.  3875,  Cód.  Civ.). 
—  T.  20,  p.  181. 

—  Lo  tiene  el  crédito  proveniente  de  trabajos  y  materiales  em^ 
picados  en  la  construcción  de  una  finca,  mientras  está  en  po- 
der del  deudor  (art.  3931  y  3933,  Cód.  Civ.).  —  T.  20.  p.  251. 

—  Los  acreedores  por  aparejos  de  un  buque,  que  no  ha  salido 
nunca  del  puerto,  y  que  los  mismos  acreedores  dieron  á  em- 
bargo á  otros  acreedores  privilegiados,  sin  que  en  la  tasación 
se  especificara  el  valor  respectivo  del  casco  y  de  los  aparejos, 
no  gozan  de  privilegio  sobre  éstos  en  el  precio  del  buque  (art. 
1021,  inc.  7°,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  20,  p.  390. 

—  La  pérdida  del  buque  sobre  que  existe  el  privilegio,  hace  ce- 
sar éste.  —  T.  21 ,  p.  335. 

—  El  privilegio  del  articulo  1021  del  Código  de  Comercio  anti- 
guo, se  refiere  á  los  salarios  y  gastos  correspondientes  al  últi- 
mo viaje,  entendiéndose  por  tal  viaje,  el  que  se  hace  de  puerto 
á  puerto,  según  las  especificaciones  del  inciso  7''  del  mismo  ar- 
tículo, y  las  disposiciones  correlativas  del  1024  y  otras.  —  T. 
21,  p.  391. 

—  El  depositario  judicial  de  un  buque,  es  acreedor  privilegiado 
contra  éste,  por  sus  sueldos  de  tal  (art.  1025,  Cód.  Com.  ant.). 
-^T.  22,  p.  273. 

—  El  privilegio  que  el  artículo  1021 ,  inciso  12  del  Código  deCo- 
mercio  antiguo,  acuerda  á  los  cargadores  sobre  el  buque,  por 
no  haberse  entregado  en  el  puerto  de  su  destino  los  efectos 
cargados,  subsiste  aunquela  expedición  haya  corrido  por  cuen- 
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ta  del  arrendatario  del  buque  y  no  por  la  de  su  dueño.  —  T. 
23,  p.  Í95. 

PrÍTÍIegio. — Los  créditos  provenientes  de  suministros  á  un  bu- 
que, son  privilegiados  (art.  1698,  inc.  7*,  Cód.  Com.  ant.). — T. 
23,  p.  300. 

—  El  establecido  por  el  artículo  3885  del  Código  Civil,  no  es 
aplicable  á  los  ganados  legítimamente  comprados  al  arrendata- 
rio del  fundo,  y  extraídos  de  éste  por  el  comprador.  —  T.  23, 
p.  328. 

—  Lo  tiene  un  crédito  por  refacciones  de  buque  y  por  los  suel- 
dos del  capitán  y  empleados  del  mismo  (art.  4024,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  23,  p.  557. 

—  Los  privilegios  del  Banco  de  la  provincia  de  Buenos  Aires^ 
prescindiendo  de  la  cuestión  relativa  á  su  existencia^  no  pue- 
den hacerse  valer  no  habiendo  quiebra  del  deudor.  (Los  pri- 
vilegios acordados  al  Fisco,  por  la  legislación  vigente,  que  son 
los  que  pretende  el  Banco  fundado  en  las  leyes  áe'i^  de  octu- 
bre 1854,  27  de  septiembre  de  1855  y  5  de  julio  de  1856,  no  son 
otros  que  los  generales  áque  se  refieren  las  disposiciones  con- 
tenidas en  el  capítulo  I  del  título  De  la  preferencia  de  créditos^ 
del  Cód.  Cív.,  y  éstos,  por  razón  de  su  naturaleza^  no  pueden 
hacerse  valer  sin  que  preceda  insolvencia  ó  quiebra  del  deu- 
dor común,  respecto  de  cuyos  bienes  se  quieren  ejercitar).  — 
T.  39,  p.  150. 

—  El  crédito  por  servicios  y  refacciones  de  un  buque,  es  privi- 
legiado sobre  éste.  £1  privilegio  se  extingue  con  la  venta  judi- 
cial del  buque,  y  el  crédito,  por  lo  que  no  haya  sido  pagado 
con  su  producto,  se  convierte  en  simple,  y  se  halla  sujeto  á  las 
cláusulas  del  concordato  que  el  deudor  haya  estipulado  en  de- 
bida forma  con  sus  acreedores  (art.  1021,  1025  y  1626,  Cód. 
Com.  ant.;  art.  1376,  1377  y  1378,  Cód.  Com.;  art.  3921,  Cód. 
Civ.).  —  T.  52,  p.  437. 

—  El  privilegio  á  favor  del  crédito  por  sueldos  produce  efectos 
no  sólo  contra  el  deudor^  sino   contra  los  acreedores  de  éste, 
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desde  que  el  privilegio  no  es  otra  cosa  que  el  derecho  de  un 
acreedor  para  ser  pagado  con  preferencia  áotro  (art.3875,  Cód. 
Civ.).  —  T.  62,  p.  315. 

Privilegio.-—  El  crédito  por  precio  del  buque,  aun  garantido  por 
la  hipoteca  de  éste,  ocupa  el  último  rango  de  los  privilegios 
(art.  1366  y  1367,  inc.  13,  Cód.  Com.).— T.  62,  p.315. 

—  El  privilegio  á  favor  del  crédito  por  aprovisionamiento  del 
buque,  no  ha  sido  suprimido  por  el  Código  de  Comercio  vigente, 
y  ocupa  el  rango  indicado  por  el  inciso  9o,  artículo  1377.  — T. 
62,  p.  315. 

—  Véase:  Abogado;  Depósitos  de  aduana ;  Embargo  ;  Juez  fede- 
ral; Miembros  del  Congreso;   Retención. 

Privilegios  militares.  —  La  Constitución  Nacional^  al  abolir  to- 
dos los  fueros  personales,  ha  derogado  los  privilegios  acorda- 
dos por  las  ordenanzas  del  ejército  á  los  militares,  en  cuanto 
á  los  delitos  comunes  cometidos  en  actos  de  servicio.  —  T.  14, 
p.  453. 

Procedimiento.  —  Cuando  se  ha  demandado  por  una  cantidad 
menor  de  doscientos  pesos,  y  se  reconviene  por  una  mayor, 
el  que  entabla  reconvención  puede  renunciar  el  procedimiento 
escrito.  —  T.  5,  p.  219. 

—  El  hecho  de  apelar  de  un  auto  en  que  se  manda  formular  por 
escrito  la  reconvención,  importa  renuncia  del  procedimiento 
escrito.  —  T.  5,  p.  219. 

—  El  juez  debe  mandar  devolver  á  la  parte  que  los  presente,  es- 
critos que  no  sean  pertinentes  al  estado  de  la  causa.  —  T.  6, 
p.  197. 

—  Véase :  Expropiación. 

Procedimiento  de  oficio.  —  Es  proceder  de  oficio  imponer  al 
acusado  una  pena  que  no  se  ha  pedido  en  la  acusación.  —  T. 
7,  p.  143. 

—  No  puede  decirse  que  se  procede  de  oficio  en  una  causa  so- 
bre substracción  de  mercaderías  de  la  aduana,  desde  que  ella 
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sea  iniciada  por  delación,  admitida  por  el  Administrador  y  sos- 
tenida por  el  Procurador  Fiscal.  —  T.  15,  p.  267. 

Procedimiento  federal. —  Véase  :  Actuarios;  Expropiación, 

Procedimientos  judiciales  de  provincia.  —  El  respeto  debido 
alas  prescripciones  de  la  ley  de  26  de  agosto  de  1863  y  del  ar- 
ticulo 7  de  la  Constitución,  exige  no  solamente  que  sedé  entera 
fe  y  crédito  en  una  provincia  á  los  actos  y  procedimientos  ju- 
diciales de  otra,  debidamente  autenticados,  sino  que  ordena  se 
les  atribuya  los  mismos  efectos  que  hubieran  de  producir  en  la 
provincia  de  donde  emanan.  —  T.  17,  p.  286. 

Procesado.  —  No  resultando  del  proceso  un  hecho  bien  carac- 
terizado que  dé  lugar  á  la  aplicación  de  pena  corporal,  el  pro- 
cesado debe  ser  puesto  en  libertad.  —  T.  32,  p.  151 . 

*—  En  los  juicios  criminales,  el  procesado  que  tiene  la  libre  ad- 
ministración de  sus  bienes,  puede  nombrar  apoderado  que  lo 
represente.  (No  existe  en  el  Gód.  Proc.  Crim.,  disposición  al- 
guna que  se  lo  prohiba  ;  pues  el  art.  9  no  puede  tomarse  como 
una  prohibición  para  tal  nombramiento,  por  cuanto  se  limita 
á  autorizar  al  juez  para  que  ordene  al  procesado  que  nombre 
un  defensor  letrado,  cuando  la  defensa  personal  de  aquel,  obs- 
te á  la  buena  tramitación  de  la  causa.  El  nombramiento  de 
defensor  no  es  incompatible  con  la  designación  de  apoderado 
que  haga  el  procesado:  art.  19,  Const.  Nac).  —  T.  51,  p.  403. 

—  Procede  la  absolución  de  éste,  cuando  las  constancias  de 
autos  no  revelan  intención  criminal^  ni  culpa  que  pueda  fundar 
una  condenación  criminal.  —  T.  54,  p.  285. 

—  Véase:  Embargo. 

Proceso  criminal.  —  No  debe  entregarse  á  la  parte  para  contes- 
tar la  demanda.  —  T.  19,  p.  304. 

Procuración.  —  Véase :  Mujer ;  Recurso. 

Procurador.  —Por  la  litis  contestación,  el  procurador  hace  su- 
ya la  causa.  —  T.  10,  p.  94. 

—  Es  obligación  de  éste,  hacerse  dar  instrucciones  y  espensas  al 
aceptar  un  poder.  —  T.  1 0,  p.  94. 
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Procurador. — La  ley  de  26  de  agosto  de  1863  determina  en  su 
artículo  5%  cuáles  son  los  abogados  y  procuradores  que  son 
admitidos  como  tales  en  los  juzgados  de  la  nación.  —  T.  40, 
p.  222 . 

—  No  está  obligado,  á  pagar  los  honorarios  anteriores  al  ejer- 
cicio de  su  procuración  en  el  juicio.  —  T.  44,  p.  78. 

—  Los  procuradores  deben  ser  notificados  del  mismo  modo 
que  las  partes.  —  T.  42,  p.  548. 

—  Los  procuradores  responden  de  las  costas  en  que  sus  poder- 
dantes sean  condenados.  Es  un  deber  de  ellos  hacerse  espen- 
sar convenientemente.  —  T.  U,  p.  338. 

^  Aquel  cuyo  poderdante  muere  durante  el  término  probatorio 
de  una  excepción  dilatoria,  debe  continuar  en  juicio^  y  cesar 
con  la  intervención  del  incidente  (art.  4962^  4964  y  4969,  Cód. 
Civ.).  —  T.  25,  p.  99. 

—  La  acción  civil  y  criminal  por  violación  de  la  ley  de  marcas 
de  fábrica,  puede  gestionarse  por  medio  de  apoderado.  (La  ley 
6,  tit.  i^j  part.  7»,  en  que  el  demandado  fundaba  su  excepción, 
se  refiere,  dice  el  fallo,  á  pleitos  de  que  puede  venir  sentencia 
de  muerte  ó  perdimiento  de  miembros  ó  desterramiento  de  tie- 
rra para  siempre).  —  T.  27,  p.  422. 

~  No  está  obligado  á  pagar  la  costas,  en  que  hubiese  sido 
condenado  su  principal.  (Ni  la  ley  de  procedimientos  ni  las 
leyes  generales  le  imponen  tal  obligación.  Por  el  contrario, 
siendo  la  condenación  en  costas,  una  parte  de  la  sentencia, 
y  debiendo  ésta  ejecutarse  en  los  bienes  del  poderdante,  el 
apoderado  no  puede  ser  demandado  por  el  pago  de  ellas.  Su 
responsabilidad,  respecto  de  las  costas,  se  limita  á  las  causa- 
das á  su  instancia,  esto  es,  á  las  que  se  causen  por  la  parte 
que  defiende  en  el  juicio  en  que  interviene).  —  T.  28,  p.  47. 

—  Véase  :  Comerciante. 

Procurador  FiscaL — Los  procuradores  fiscales  deben  avisar  al 
Procurador  General  cuando  vayan  á  la  Corte  Suprema^  expe- 
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dientes  en  que  se  les  haya  concedido  recursos  que  deban  pro- 
seguirse. — T.  12,  p.  405- 

Proourador  Fiscal.  —  Éste,  concluido  el  sumario,  no  puede 
pedir  que  se  adelante  con  otras  diligencias  en  las  que  no  in- 
sistió durante  aquel. —  T.  20,  p.  93. 

—  Éste,  con  la  acusación,  no  tiene  el  deber  de  presentar  co- 
pia de  las  actuaciones  con  que  instruya  una  causa,  por  no  ser 
de  los  documentos  á  que  se  refíere  el  articulo  8  de  la  ley  de 
procedimientos.  —  T.  20.   p.  151 . 

—  Éste  no  puede  pedir  que  se  desista  de  un  proceso  criminal 
de  competencia  de  los  juzgados  federales,  por  órdenes  recibi- 
das del  Poder  Ejecutivo.—  T.  54,  p.   83. 

—  El  nombramiento  hecho  por  el  Poder  Ejecutivo  de  un  pro- 
curador fiscal  aduanero,  no  exime  al  procurador  fiscal  de  inter- 
venir en  las  causas  de  contrabando.  (Aquél  no  es  sino  un  fun- 
cionario administrativo,  y  aun  cuando  le  fuera  dado  el  interve- 
nir como  agente  de  los  intereses  fiscales,  ello  no  excluye  la 
intervención  del  Ministerio  Público,  representado  por  el  procu- 
rador fiscal  titular).  —  T.  56,  p.  94. 

—  El  procurador  fiscal  nacional  no  puede  ejercer  ante  la  Su- 
prema Corte  la  personería  de  una  provincia  demandada  ante 
ella  (ley  8,  tít.  5,  part.  3*).—  T.  56,  p.  142. 

—  No  puede  apelar  de  un  auto  que  no  desestime  ninguna  pe- 
tición suya.  ^  T.  58,  p.  281. 

^    Véase  :  Enrolamiento;  Ministerio  fiscal;  Personería. 

Procurador  Oeneral.  —  Las  causas  en  que  interviene  el  Fisco 
tienen  su  tramitación  establecida,  y  no  hay  disposición  alguna 
que  ordeno  se  dé  vista  al  señor  Procurador  General  para  que 
mejore  ol  recurso,  cuando  el  Fisco  es  el  apelante,  ó  acuse  re- 
beldlu  cuando  es  el  apelado.  —  T.  12,  p.  134. 

-*  VMt\  obligado  á  computar  los  términos,  mejorar  los  recur- 
MDK,  iiniHur  rebeldías  sin  advertencia  del  tribunal.  Está  también 
oIiIíkiuIo  a  examinar  los  autos  en  secretaría,  y  averiguar  lafor- 
lUM  iMi  que  vienen  los  recursos,  así  como  á  reclamar  la  reposi- 
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ción  de  los  errores  cometidos  en  autos  iiiterlocutorios.  —  T. 
12,  p.  134. 

Procurador  Oeneral. — Estando  éste  conforme  con  la  sentencia 
apelada  por  el  procurador  fiscal  en  representación  del  fisco  na- 
cional, la  Suprema  Corte  debe  devolver  el  proceso  al  juez  a 
quo.—  T.  18,  p.  276. 

—  Desistiendo  éste  de  la  apelación  interpuesta  por  el  procura- 
dor fiscal,  los  autos  deben  devolverse  al  juzgado  de  su  proce- 
dencia. —  T.  19,  p.  211. 

—  Desistiendo  éste  de  una  apelación  interpuesta  por  el  procu- 
rador fiscal,  deben  devolverse  los  autos  al  juzgado  de  sección. 
—  T.  21,p.  463. 

—  Si  éste  desiste  de  una  apelación  interpuesta  por  el  procura- 
dor fiscal,  se  devuelven  los  autos  al  juzgado  de  su  proceden- 
cia. —  T.  23,  p.  570. 

—  Desistiendo  éste  de  una  apelación  interpuesta  por  el  procu- 
rador fiscal,  deben  devolverse  los  autos.  —  T.  24,  p.  158. 

—  Desistiendo  de  la  apelación  interpuesta  por  la  parte  fiscal, 
deben  devolverse  los  autos.  —  T.  27,  p.  188. 

—  En  las  causas  de  contrabando  y  defraudación  de  rentas  na- 
cionales, interpuesta  apelación  enl*  instancia  por  el  procura- 
dor fiscal,  si  el  procurador  general  desiste  del  recurso  ante  la 
Corte,  deben  devolverse  los  autos  al  juzgado  de  su  proceden- 
cia. (Dichos  funcionarios  obran  por  vía  de  acción,  y  asumen  el 
rol  de  parte  principal:  el  desistimiento  importa  conformarse  con 
la  sentencia  apelada,  y  dejar  á  la  Corte  sin  la  jurisdicción  ne- 
cesaria para  poder  conocer  en  el  asunto,  siendo,  además^  de 
ley,  que  la  justicia  federal  no  procede  de  oficio).  —  T.  27,  p. 
418. 

—  Pueden  ser  desistidos  por  él,  los  recursos  interpuestos  por  el 
procurador  fiscal.  —  T.  30,  p.  276. 

—  La  vista  de  éste,  en  la  que  pide  se  confirme  la  sentencia  de 
la  que  interpuso  apelación  el  procurador  fiscal,  envuelve  un 
desistimiento  del  recurso.  —  T.  32,  p.  197. 
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Procurador  General.  —  Desistida  por  él,  la  apelación,  deben 
devolverse  los  autos  al  juzgado  de  su  procedencia.  (Se  trataba 
de  un  jaicio  civil).  —  T.  57,  p.  43. 

—  No  puede  ser  recusado  (art.  21,  Ley  Proc).  —  T.  57,  p.  54. 

—  No  es  causa  legal  de  recusación  ó  excusación,  la  intervención 
que  el  procurador  general  tenga  en  las  causas  criminales,  en 
los  casos  proscriptos  por  el  articulo  460  del  Código  de  Proce- 
dimientos^Criminales.  —  T.  57,  p.  395. 

—  Véase  :  Ministerio  fUcaL 

Promeaa  de  donar.  —  Véase:  Donación. 

Promesa  de  Tonta.  —  Véase  :  Competencia. 

Propiedad.  —  La  de  un  buque  no  puede  transferirse  sino  con  to- 
das las  cargas,  y  quedando  á  salvo  los  derechos  y  privilegios  de 
los  acreedores  del  buque  (art.  4020,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  10, 
p.  317. 

—  Reconociendo  un  titulo  de  propiedad  el  derecho  de  cargar 
sobre  las  paredes  de  los  costados,  se  reconoce  también  que  no 
hay  exclusiva  propiedad  sobre  esas  paredes.  —  T.  13,  p.  442. 

Propiedad  literaria.  —  Está  reconocida  por  la  Constitución  Na- 
cional, durante  el  término  que  la  ley  señale,  lo  que  la  coloca, 
en  ausencia  de  leyes  especiales  que  reglamenten  su  ejercicio^ 
bajo  el  amparo  de  las  leyes  generales  que  rigen  el  dominio  de 
las  cosas.  —  T.  29,  p.  148. 

—  El  autor  ó  propietario  de  una  obra  literaria,  tiene  el  derecho 
de  percibir  sus  frutos  y  de  prohibir  que  otro  lo  pcixiba  (art. 
2513,  Cód.  Civ.).  —  T.  29,  p.  U8. 

—  El  que  sin  autorización  ó  consentimiento  del  propietario, 
reimprime  la  obra  literaria  con  el  propósito  de  lucrar  con  daño 
de  los  derechos  del  autor,  comete  un  delito  (art.  1072,  Cód. 
Civ.).  —  T.  29,  p.  148. 

—  En  las  obras  impresas,  se  reputa  como  principal  el  producto 
literario  cuando  tiene  mayor  importancia  que  el  papel  en  que 
esté  impreso  (art.  2335,  Cód.  Civ.).  —  T.  29,  p.  448. 
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Propietario.  — Véase:  Edificación. 

Prorrogación  de  jarisdicción. —  Supone  la  existencia  de  alguna 
jurisdicción  para  que  tenga  efecto.  —  T.  1,  p.  402. 

—  No  puede  decirse  que  la  hay,  cuando  se  entabla  ante  la  justi- 
cia federal  una  acción  distinta  ala  pendiente  en  la  jurisdicción 
provincia),  aunque  las  personas  sean  las  misraas.  —  T.  6,  p. 
132. 

—  No  puede  decirse  que  se  consienta  en  prorrogar  la  jurisdic- 
ción, por  el  hecho  de  concurrir  á  reconocer  un  documento  an- 
te el  juez  de  sección  antes  de  iniciarse  una  acción  en  forma.  — 
T.  9,  p.  542. 

—  Cuando  un  extranjero  es  demandado  por  un  argentino  ante 
un  tribunal  de  provincia,  y  contéstala  demanda  sin  oponer  de- 
clinatoria, se  entiende  que  prorroga  la  jurisdicción  (art.  42,  inc. 
4»,  Ley  Jurisd.).  —  T.  40,  p.  490. 

—  Demandando  un  extranjero  á  una  provincia  ó  á  un  ciudada- 
no argentino  ante  un  juez  de  provincia,  la  causa  se  radica  en 
la  jurisdicción  provincial  y  sólo  puede  elevarse  ante  la  Supre- 
ma Corte  en  los  casos  expresados  en  el  artículo  44  de  la  ley  de 
jurisdicción  nacional  (art.  42,  inc.  4%  de  dicha  ley).  —  T.  45, 
p.  52. 

—  Si  el  demandado,  sin  contestar  la  demanda,  se  vale  de  los 
dos  medios  de  competencia,  declinatoria  é  inhibitoria,  no  pue- 
de entenderse  prorrogada  la  jurisdicción  del  juez  provincial. — 
T.  23,  p.  442. 

—  El  extranjero  comprador  de  una  mercadería  que  ha  deman- 
dado al  vendedor  argentino  ante  la  justicia  local,  y  ha  promo- 
vido allí  la  cuestión  relativa  á  la  responsabilidad  de  éste  por 
diferencia  de  calidad  de  dicha  mercadería,  se  entiende  que  ha 
prorrogado  la  jurisdicción  provincial  en  la  demanda  que  por  la 
misma  razón  de  la  diferencia  de  calidad  de  la  mercadería  con- 
tratada, interponga  contra  aquél  sobre  devolución  del  precio 
pagado  (art.  42,  inc.  4°,  Ley  Jurisd.).  —  T.  43,  p.  244. 

^    La  exhibición  del  contrato  de  venta,  cuya  rescisión  se  de- 
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manda,  pedida  ante  el  juez  local  por  el  demandado,  ao  cons- 
tituye por  si  sola  prorrogación  de  jurisdicción,  ni  radicación  de 
juicio  (art.  42,  inc,  4»,  Ley  Jurisd.  Aquella  no  importa  una  de- 
manda ni  la  introducción  de  una  instancia  en  forma).  —  T.  43, 
p.  258. 
Prorrogación  de  juñidieción ,  — No  puede  considerarse  prorro- 
gada la  jurisdicción  local,  por  el  hecho  de  haber  ocurrido  ante 
ella  los  compradores  de  una  finca  manifestando  que  la  venta  era 
nula  y  pidiendo  se  hiciera  saber  al  vendedor  que  por  esto  sus- 
pendían el  pago  del  precio,  cuando  con  -  posterioridad  se  ha 
promovido  por  ellos  y  ha  quedado  radicado  ante  la  justicia  fe- 
deral, el  juicio  sobre  nulidad  de  dicha  venta.  (Tal  manifesta- 
ción se  hizo  precautoriamente  y  sin  las  formas  rigurosas  de  un 
juicio  contradictorio). —  T.  44,  p.  383. 

—  El  solo  reconocimiento  de  ñrma pedida  porelextranjerocon- 
tra  un  ciudadano  ante  el  juez  local,  sin  entablar  demanda,  no 
prorroga  lajurisdicción  provincial.  — T.  52,  p.  52. 

—  La  contestación  de  la  demanda  aule  el  juez  local,  por  parte 
del  extranjero  demandado,  importa  la  prorrogación  de  juris- 
dicción (art.  12,  inc.  *«,  Ley  Jurisd.).  —  T.  52,  p.  377. 

—  Iniciado  y  trabado  el  juicio  de  expropiación,  regido  por  la 
ley  local,  ante  el  juez  del  lugar,  queda  prorrogada  la  jurisdic- 
ción que  correspondía  al  fuero  federal  por  la  distinta  vecindad 
de  las  partes,  sin  que  pueda  alterarla  el  cambio  de  personas 
que  intervienen  como  partes  en  el  pleito  (art.  12,  ¡nc.  i".  Ley 
Jurisd.).  — T.  59,  p.  7. 

—  Véase:  Jurisdicción;  Jurisdicción  prorrogada:  Justicia  federal. 

Protesta  de  mar. — Al  hacerse  una  protesta  de  mar,  debe  presen- 
tarse al  escribano  que  la  autorice,  el  diario  de  navegación  del 
buque,  y  esta  presentación  se  supone  siempre.  —  T.  5,  p.  273. 

—  Véase:  Presunción. 

Protesto.  —  Los  perjuicios  que  sobrevengan  al  comitente  por  el 
descuido  dei  comisionista,  de  no  haber  protestado  un  pagaré 
á  su  vencimiento,  por  falta  de  pago,  deben  serle  resarcidos  por 
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el  último  (ley  20,  tít.  12,  part.  5-;  art.  318,  346,  365.  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  2,  p.  444. 

Protesto.  —  Todo  pagaré  que  por  detecto  de  pago  no  se  proteste 
oportunamente,  se  tiene  por  perjudicado  y  se  pierde  toda  ac- 
ción contra  el  causante  (art.  890,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  2,  p. 
444. 

—  Es  necesario  para  autorizar  el  regreso  contra  el  girante  y  en- 
dosante. —  T.  6,  p.  272. 

—  Cuando  la  casa  girante  y  aceptante  son  una  misma  persona 
jurídica,  aunque  la  una  sea  sucursal  de  la  otra,  son  inaplica- 
bles las  doctrinas  sobre  protesto  y  provisión  de  fondos.  —  T. 
17,  p.  64. 

—  Para  que  la  falta  de  notificación  del  protesto^  alegada  como 
excepción,  pueda  ser  válida,  es  necesario  demostrar  que  el  por- 
tador de  la  letra,  al  tiempo  del  vencimiento^  omitió  dar  aviso  á 
la  persona  de  quien  la  recibió  y  que  tuvo  provisión  de  fondos 
en  poder  del  aceptante  en  el  tiempo  del  giro  (art.  794  y  798^ 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  21,  p.  350. 

—  La  falta  de  transcripción  del  poder  de  la  persona  que  hace 
protestar  una  letra  de  cambio  á  nombre  de  otro,  no  causa  nu- 
lidad déla  escritura  de  protesto  (art.  668,  Cód.  Com.).  —  T. 53, 
p.344. 

Protocolización.  —  La  de  las  escrituras  de  venta  de  bienes  rai- 
ces celebradas  en  país  extranjero  ó  en  otra  provincia,  es  nece- 
saria para  la  tranquilidad  del  comercio  y  la  seguridad  de  los 
contratos  (leyes  1  y  2,  tít.  16,  lib.  10,  Nueva  Recop.  Véase :  Pro- 
vincia). —  T.  14,  p.  18. 

—  La  escritura  pública  de  hipoteca  sobre  inmuebles  sitos  en  un 
territorio  nacional,  que  haya  sido  otorgada  ante  un  escribano 
de  provincia,  siendo  su  primer  testimonio  y  debidamente  au- 
torizado, no  necesita  la  previa  protocolización  en  dicho  terri- 
torio, para  ser  anotada  en  el  registro  de  hipotecas  del  mismo. 
(No  se  opone  á  ello,  lo  dispuesto  por  los  art.  3129  y  1211,  Cód. 
Civ.,  pues  éstos  se  refieren  á  escrituras  otorgadas  en  el  extran- 
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jero»  según  la  letra  de  la  ley,  ó  también  en  una  provincia  para 
producir  efectos  en  otra,  según  la  interpretación  que  les  ha 
dado  la  jurisprudencia,  mientras  que  en  el  caso  los  inmuebles 
hipotecados  se  hallan  en  un  territorio  nacional,  que  no  puede 
ser  regido  por  los  mismos  principios  por  carecer  de  una  exis- 
tencia autónoma).  — T.  60,  p.  443. 

Proveedores  de  fiíersas  aacioaales.  —  Véase :  Impuesto  pro- 
vincial; Suprema  Corte. 

ProTÍdeaeias.  —  Las  dictadas  en  un  juicio  no  tienen  influencia 
sobre  otro,  con  distintas  personas.  —  T.  42,  p.  354. 

Pitmncta.  —  Las  provincias  conservan  después  de  la  adopción 
de  la  constitución  general,  todos  los  poderes  que  antes  tenían 
y  con  la  misma  extensión,  á  menos  de  contenerse  en  aquel 
Código,  alguna  expresa  disposición  que  restrinja  ó  prohiba  su 
ejercicio.  — T.  4,  p.  470. 

—  Habiéndose  reservado  por  el  artículo  405  de  la  Constitución, 
el  derecho  de  darse  instituciones  propias  para  su  régimen  in- 
terior, es  con  arreglo  á  ellas,  y  por  las  autoridades  que  esta- 
blezcan al  efecto,  que  deben  juzgarse  y  castigarse  sus  magis- 
trados  por  sus  abusos  de  autoridad  ó  delitos  que  cometan, 
perjudicando  á  individuos  ó  intereses  locales  solamente.  De 
lo  contrarío,  los  tribunales  nacionales  intervendrían  en  el  go- 
bierno interior  de  las  provincias,  y  sus  magistrados  no  serían 
los  agentes  de  su  poder  independiente  y  soberano.  —  T.  4,  p. 
470. 

—  Conservan  todo  el  poder  no  delegado  en  el  gobierno  federal. 
—  T.3,p.  434. 

—  Los  actos  de  sus  legislaturas  pueden  ser  invalidados:  \^ 
Cuando  la  Constitución  concede  al  Congreso  en  términos  expre- 
sos, un  poder  exclusivo ;  2?  Cuando  el  ejercicio  de  idénticos 
poderes,  ha  sido  expresamente  prohibido  á  las  provincias; 
3^  Cuando  hay  una  directa  y  absoluta  incompatibilidad  en  el 
ejercicio  de  ellos,  por  estes  últimas.  —  T.  3,  p.  431. 

—  Las  autoridades  de  ésta  no  pueden  juzgar  al  gobernador  y 
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ministros  de  la  roísnia,  por  los  delitos  que  estos  funcionarios 
cometan  contra  la  seguridad  de  la  Nación.  (Véase  :  Justicia  ft- 
deraí).  — T.  6,  p.  385. 

Provincia. — Para  que  un  contrato  hecho  por  un  gobernador  de 
provincia  obligue  á  ésta,  es  necesario  que  sea  hecho  constitu- 
cionalmente  y  con  arreglo  á  las  leyes,  porque  el  poder  ejecu- 
tivo no  puede  disponer  del  tesoro  público  sino  con  arreglo  á 
ellas. —  T.  7,  p.  19. 

—  La  policía  de  las  provincias  está  á  cargo  de  los  gobiernos  lo- 
cales y  se  entiende  incluido  en  los  poderes  que  se  han  reserva- 
do, el  de  proveer  lo  conveniente  á  la  seguridad^  salubridad  y 
moralidad  de  sus  vecinos.  — T.  7,  p.  150. 

—  El  fuero  creado  por  el  artículo  100  déla  Constitución  Nacio- 
nal, para  las  causas  entre  una  provincia  y  un  ciudadano  extran- 
jero, se  refiere  á  aquellas  que  versan  sobre  acciones  civiles, 
según  se  declara  en  los  artículos  K  y  2  de  la  ley  de  jurisdicción^ 
esto  es,  sobre  derechos  nacidos  de  estipulación  ó  contrato,  no 
á  las  causas  que  se  promuevan  para  corregir  con  penas  la  in- 
fracción de  las  leyes  locales,  que  ha  dictado  una  provincia  en 
materia  de  su  exclusiva  competencia,  ni  á  las  acciones  que  se 
intenten  contra  las  sentencias  que  en  ellas  recaigan,  de  las 
cuales  no  podría  conocerse  sin  someter  á  juicio  los  procedi- 
mientos de  autoridades  independientes  de  los  poderes  de  la  Na- 
ción, y  que  no  les  deben  cuenta  del  uso  quo  hacen  de  sus  atri- 
buciones peculiares.  —  T.  7,  p.  373. 

—  Las  provincias,  según  el  articulo  105  de  la  Constitución  Na- 
cional, tienen  derecho  á  regirse  por  sus  propias  instituciones  y 
elegir  por  sí  mismas  sus  gobernadores,  legislaturas  y  demás 
empleados;  es  decir,  que  conservan  su  soberanía  absoluta  en 
todo  lo  relativo  á  los  poderes  no  delegados  á  la  Nación,  como 
lo  reconoce  el  artículo  104.  De  este  principio  se  deduce  que  á 
ellas  corresponde  exclusivamente  darse  leyes  y  ordenanzas  de 
impuestos  locales,  de  policía,  higiene,  y  en  general,  todas  las 
que  juzguen  conducentes  á  su  bienestar  y  prosperidad,  sin  más 
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limitaciÓD  que  las  enumeradas  en  el  articulo  408  de  la  misma 
Constitución.  —  T.  7,  p.  373. 

ProTiBcia.  —  No  puede  pretenderse  que  se  declare  deudora  á 
una  provincia,  por  empréstito  hecho  para  la  guerra  de  la  inde- 
pendencia, cuando  el  demandante,  habiendo  ocurrido  primero 
al  gobierno  de  esa  provincia,  pidiendo  se  reconociese  legítimo 
el  cobro  deducido,  y  exigiendo  el  pago,  no  sólo  se  conformó 
con  una  resolución  ea  que  se  declaró  que  la  deuda  era  á  cargo 
de  la  Nación,  sino  que  en  esta  virtud  se  presentó  á  los  pode- 
res nacionales  pidiendo  el  abono.  Si  el  demandante  cree  que 
es  la  Nación  la  deudora  y  no  la  provincia^  no  puede  pretender 
que  ésta  sea  condenada  al  pago.  —  T.  8,  p.  53. 

—  Pertenece  á  las  provincias  decidir,  con  entera  independencia 
de  los  poderes  de  la  Nación,  sobre  todo  lo  que  se  re6ere  á  su 
régimen,  su  progreso  y  bienestar  interno.  —  T.  9,  p.  277. 

—  Todo  lo  concerniente  á  la  apertura^  delincación  y  conserva- 
ción de  calles  y  caminos  provinciales  y  vecinales,  corresponde 
esencialmente  al  régimen  interno  de  las  provincias  y  es  de  su 
exclusiva  competencia,  sin  que  sus  decisiones  á  ese  respecto, 
sean  convenientes  ó  inconvenientes,  puedan  caer,  en  ningún 
caso^  bajo  la  jurisdicción  del  poder  judicial  de  la  Nación.  —  T. 
9,  p.  277. 

—  Son  las  provincias  las  que  ejercen  la  jurisdicción  perma- 
nente para  el  enjuiciamiento  y  castigo  de  los  delitos  y  faltas 
que  cometa  la  guardia  nacional  contra  la  disciplina  (sltí.  67, 
inc.  24,  Const.  Nac).  —  T.  9,  p.  474. 

—  Para  que  un  gobernador  la  obligue  como  su  representante, 
es  necesario  que  lo  haga  conforme  á  la  constitución  y  leyes  pro- 
vinciales; porque  no  siendo  así,  carece  de  los  competentes  po- 
deres, y  sus  actos  sólo  pueden  responsabilizar  á  su  persona:  — 
T.  40,  p.  59. 

—  Los  poderes  de  provincia  no  pueden  ejercer  facultad  alguna 
de  las  que  han  sido  delegadas  á  los  poderes  públicos  de  la  Na- 
ción, ni  de  aquellas,  cuyo  ejercicio  por  los  poderes  provincia- 
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les,  obstaría  ó  haría  ineficaz  el  de  los  que  corresponden  á  los 
poderes  nacionales.  —  T.  10,  p.  380. 

Provincia. — Los  poderes  provinciales  no  pueden  legislar,  ni  ejer- 
cer actos  de  jurisdicción,  de  manera  que  se  alteren  ó  modifiquen 
las  relaciones  ya  existentes  entre  la  Iglesia  y  el  £stado,  ó  que 
se  cree  otras  nuevas  (art.  2,  art.  67,  inc.  49,  y  art.  20,  86,  inc.  8^ 
y  9%  y  art.  88  de  la  Const.  Nac).  —  T.  10,  p.  380. 

—  Si  los  poderes  de  provincia  tuvieran  la  facultad  de  suprimir 
las  órdenes  religiosas  existentes,  podrían  suprimir  también  las 
nuevamente  admitidas  por  el  Congreso;  lo  que  haría  ineficaz 
la  atribución  conferida  á  éste  por  la  Constitución  Nacional  (art. 
67,  inc.  20.  y  art.  408).  —  T.  40,  p.  380. 

—  Las  provincias  argentinas  son  Estados  independientes  entre 
sí,  y  por  consiguiente,  es  aplicable  á  ellas  la  prescripción  del 
Código  Civil  (art.  4244),  que  manda  protocolizar  los  contratos 
de  transferencia  de  bienes  raíces  celebrados  en  países  extran- 
jeros. —  T.  43,  p.  456. 

^  Las  provincias  de  la  República  son  soberanas  é  independien- 
tes entre  sí;  por  consiguiente,  es  aplicable  á  los  contratos  sobre 
bienes  raíces  celebrados  en  una  de  ellas  con  respecto  á  las  de- 
más, la  disposición  consignada  en  el  Código  Civil  (art.  40  y 
4244). —  T.  44,  p.  48. 

—  La  ley  del  Congreso,  por  la  que  una  provincia,  considerada 
como  persona  jurídica,  puede  ser  demandada  ante  la  Suprema 
Corte  por  individuos  vecinos  de  otra  provincia  ó  extranjeros, 
no  es  repugnante  ni  á  la  letra  ni  al  espíritu  de  la  Constitución 
Argentina;  no  puede  decirse  depresiva  de  la  dignidad  y  sobe- 
ranía de  las  provincias,  ni  incompatible  con  la  independencia 
de  su  administración  interna,  y  es  obligatoria  en  todo  el  terri- 
torio de  la  nación  para  todas  las  autoridades  tanto  nacionales 
como  provinciales  (art.  1,8  y  42,  Ley  Jurisd.;  art.  31  y  404, 
Const.  Nac).  r-  T.  44,  p.  425. 

—  No  puede  ser  demandada  ante  la  justicia  nacional,  por  indi- 
viduos particulares.  (La  causa  en  que  se  dictó  esta  resolución 
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lo  fué  por  tres  conjueces  y  un  solo  ministro  de  la  Suprema 
Corte,  quien  salvó  su  voto  respecto  déla  doctrina  que  en  ella 
se  establece).  —  T.  15,  p.  7. 

ProTÍnoia. — La  facultad  que  tienen  las  provincias  para  imponer 
contribuciones,  se  limita  á  todo  aquello  que  existe  bajo  su  au- 
toridad ó  que  es  de  su  propia  creación);  pero  no  puede  exten- 
derse á  los  objetos  ó  instituciones  autorizadas  por  el  Congreso 
como  medios  á  propósito  para  el  ejercicio  de  los  poderes  con- 
feridos al  gobierno  general.  —  T.  18,  p.  340  y  345. 

—  Las  provincias  tienen  su  existencia  y  su  gobierno  propio,  y 
conservan  todos  los  atributos  de  Estados  independientes  en  to- 
do aquello  que  no  se  refiere  ¿  los  propósitos  y  fines  del  gobier- 
no general.  Entre  ellas  es  aplicable  la  disposición  del  articulo 
1531  del  Código  de  Comercio  antiguo,  cuyo  objeto  es  proteger 
los  intereses  de  los  vecinos  de  cada  provincia,  y  asegurar  con 
los  bienes  allí  existentes,  el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
á  cargo  del  deudor,  declarado  en  quiebra  en  otra.  —  T.  19,  p. 
283. 

—  Los  gobiernos  de  provincia  tienen  la  facultad  de  convocar  la 
guardia  nacional  á  ejercicios  disciplinarios  y  penar  la  inasis- 
tencia de  los  ciudadanos  á  ellos.  (No  se  trata,  dice  el  fallo,  de 
una  movilización  de  milicias  en  el  sentido  del  art.  108,  Const. 
Nac,  que  prohibe  á  las  provincias  levantar  y  armar  ejércitos, 
sino  únicamente  de  medidas  tendentes  á  organizar  y  discipli- 
nar las  milicias  de  la  localidad.  No  existe  en  la  Constitución 
cláusula  ni  disposición  alguna,  que  impida  alas  provincias  dic- 
tar medidas  de  este  género  en  relación  á  sus  respectivas  mili- 
cias, antes  ó  mientras  no  se  haya  prescripto  por  el  Congreso  el 
sistema  de  disciplina  que  haya  de  aplicarse  á  todas  ellas.  Este 
antecedente  es  bastante  por  sí  solo  para  determinar  desde  lue- 
go, que  tal  facultad  continúa  residiendo  en  los  gobiernos  loca- 
les y  corresponde  á  ellos  mismos  ejecutarlo  por  derecho  pro- 
pio, con  arreglo  al  art.  104  de  la  misma  Const.  :  además  de  la 
disposición  contenida  en  el  art.  67,  inc.  24,  se  desprende  igual- 
mente que  el  régimen  y  jurisdicción  permanente  sobre  las  mi- 
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Hcias  locales  corresponde  esencialmente,  y  con  la  sola  excep- 
ción del  caso  de  que  ellas  sean  llamadas  al  servicio  nacional 
en  las  circunstancias  específicamente  determinadas  por  dicho 
inciso,  álos  gobiernos  respectivos  de  cada  provincia,  sin  otra 
restricción  que  la  de  deber  éstos,  observar  y  aplicar  la  discipli- 
na prescripta  por  el  Congreso).  —  T.  21 ,  p.  134. 

Provincia. — Es  obligatorio  para  una  provincia  un  préstamo  he- 
cho al  gobernador,  estando  autorizado  por  ley,  concurriendo  el 
ministro  del  ramo  y  oyendo  el  dictamen  del  fiscal  de  gobierno. 

—  T.  22,  p.  182. 

—  Aun  cuando  falte  la  autorización  legislativa,  no  probándose 
que  la  suma  prestada  fué  distraída  de  los  objetos  públicos  para 
que  se  prestó,  la  provincia  queda  obligada.  —  T.  22,  p.  182. 

—  Xo  son  demandables  las  provincias  ante  la  Corte  Nacional 
por  los  ciudadanos  vecinos  de  ellas.  Tales  son  reputados,  á 
los  efectos  del  fuero,  las  corporaciones  anónimas  que  hacen 
sus  negocios  en  una  provincia  (art.  9,  Ley  Jurisd.  Se  trataba 
de  demandas  por  daños  y  perjuicios,  promovidas  por  el  Ferro- 
carril de  la  Ensenada  contra  la  provincia  de  Buenos  Aires).  — 
T.  22,  p.  225  y  226. 

—  Una  obligación  contraída  por  el  poder  ejecutivo  de  una  pro- 
vincia, sobre  objetos  de  administración  y  que  ocasiona  un  pe- 
queño gasto,  no  necesita  la  concurrencia  de  la  legislatura  para 
que  ella  sea  exigible,  — T.  22,  p.  398. 

—  No  pueden  las  provincias  gravar  los  medios  ó  instrumeutos 
de  que,  para  el  desempeño  de  sus  funciones,  se  vale  el  gobier- 
no nacional,  pues  de  otro  modo  sería  ilusoria  la  supremacía  de 
la  Nación,  que  la  Constitución  establece  en  su  artículo  31.  — T. 
23.  p.  560. 

—  Las  provincias  son  justiciables  por  ios  actos  de  gobierno  ó 
de  administración,  por  los  que  se  violen  los  derechos  particu- 
lares de  vecinos  de  otras  provincias  ó  de  subditos  extranjeros. 

—  T.  25,  p.  443. 

—  Por  más  inmediato  que  sea  el  interés  que  una  provincia  ten- 
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ga  en  una  causa,  si  ella  no  es  parte  directa  en  el  juicio,  no  pro- 
cede la  jurisdicción  originaria  déla  Suprema  Corte.  Un  Estado, 
en  el  sentido  de  la  Constitución,  solamente  es  parte  cuando 
aparece  como  tal  en  los  autos, /V  demanda  ó  es  demandado  en 
su  capacidad  política.  No  es  bastante  que  pueda  tener  algún 
interés  en  una  causa  entre  otras  personas,  ó  que  sus  derechos, 
sus  facultades,  sus  privilegios,  entren  en  ella  incidentalmente 
en  cuestión.  Debe  figurar  como  demandante  ó  demandado,  de 
manera  que  la  sentencia  le  sea  obligatoria,  como  en  las  causas 
ordinarias  lo  son  sóbrelas  partes  litigantes.  — T.  28,  p.  78. 

Provincia.— Para  establecer  lajurisdicción  originaria  delaSupre-. 
ma  Corte,  no  basta  que  una  provincia  tenga  interés  en  la  causa; 
es  indispensable  que  figure  en  los  autos  como  parte.— T.  28,  p. 
415, 

—    El  compromiso  por  el  que  las  provincia  de  Buenos  Aires, 
Córdoba  y  Santa  Fe  estipularon  que  el  fallo  del  tribunal  arbitral 
sobre  sus  límites  jurisdiccionales,   no  alteraría  los  derechos 
existentes  de  los  particulares,  legítimamente  adquiridos,  impor- 
ta desprenderse  cada  una  de  las  partes  contratantes  de  sus  de- 
rechos de  dominio  sobre  las  tierras  enajenadas  por  alguna  de 
ellas,  que  el  fallo  asignara  á  otra  de  las  mismas.   La  venta  de 
las  tierras  así  enajenadas  hecha  por  la  provincia  signataria  con 
posterioridad  al  fallo  arbitral,   se  encuentra  en  el  mismo  caso 
de  la  venta  de  cosa  ajena.  Los  particulares  sucesores  en  la  pro- 
piedad de  dichas  tierras,  tienen  que  ser  respetados  en  su  pose- 
sión, y  excluirse  aquellos  de  la  mensura  que  se  haga  por  com- 
pras particulares  á  la  provincia  bajo  cuya  jurisdicción  resultan 
encontrarse,  en  virtud  de  dicho  fallo  (art.  1329,  Cód.  Civ.).  — 
T.  30,  p.  561 . 

—  La  demanda  entablada  por  un  procurador  fiscal  de  provin- 
cia, con  poder  especial  del  gobernador  de  la  misma,  debe  con- 
siderarse como  entablada  por  la  provincia.  — T.  31,  p.  148. 

—  Por  el  artículo  6  del  compromiso  arbitral  celebrado  en  5  de 
mayo  de  1881,  entre  las  provincias  de  Buenos  Aires,  Córdoba 
y  Santa  Fe,  dichas  provincias  renunciaron  en  su  interés  recí- 
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proco  y  en  el  de  sus  causa-habientes,  los  derechos  de  propie- 
dad sobre  los  terrenos  legítimamente  enajenados  antes  del 
mencionado  compromiso,  que  pudieran  serles  adjudicados  por 
el  laudo.  Las  ventas  hechas  de  tales  terrenos  por  las  provin- 
cias adjudicatarias  después  del  laudo,  no  son  hábiles  para 
transferir  á  los  compradores  el  dominio  que  habían  perdido 
por  dicha  renuncia  (art.  868,  872,  873,  3267  y  3270.  Cód.  Civ.). 
—  T.  3<,p.  322. 

Provincia. — Por  el  artículo  6  del  compromiso  arbitral^  celebrado 
en  5  de  mayo  de  4881,  entre  las  provincias  de  Buenos  Aires, 
Córdoba  y  Santa  Fe,  éstas  renunciaron  al  dominio  de  los  terre- 
nos legítimamente  vendidos,  que  pudieran  resultar  dentro  de 
su  jurisdicción.  La  venta  de  los  mismos,  hecha  por  la  provincia 
adjudicataria^  después  del  laudo,  no  puede  perjudicar  á  los  de- 
rechos de  los  compradores  anteriores,  y  la  mensura  mandada 
hacer,  á  consecuencia  de  esta  venta,  no  debe  incluir  la  parte, 
vendida  á  estos  últimos  (art.  868,  872,  873,  3267  y  3270,  Cód. 
Civ.).  —  T.  31^  p.  340  y  382. 

—  Después  del  laudo  arbitral  dictado  por  la  Suprema  Corte  en 
virtud  del  compromiso  celebrado  en  5  de  mayo  de  1881,  entre 
las  provincias  de  Buenos  Aires,  Córdoba  y  Santa  Fe,  éstas  no 
han  podido  vender  válidamente  los  terrenos  enajenados  legí- 
timamente antes  del  compromiso,  por  las  provincias  que  no  re- 
sultaron adjudicatarias  de  ellos,  en  virtud  del  artículo  6  del 
citado  compromiso  arbitral.  La  mensura  mandada  hacera  con- 
secuencia de  la  venta  que  de  tales  terrenos  hubiese  hecho  des- 
pués del  laudo  la  provincia  adjudicataria,  no  puede  compren- 
derlos (art.  888  y  3270,  Cód.  Civ.).  —  T.  31,  p.  347. 

—  Las  ventas  de  terrenos  comprendidos  en  el  área  cuestionada 
entre  las  provincias  de  Buenos  Aires,  Córdoba  y  Santa  Fe,  le- 
gítimamente hechas  por  sus  gobiernos  antes  del  compromiso 
por  el  cual  fué  sometida  al  fallo  de  la  Suprema  Corte,  la  reso- 
lución de  la  cuestión  de  límites  entre  dichas  provincias,  deben 
ser  respetadas  y  considerarse  subsistentes^  aunque  por  el  fallo 
citado  los  terrenos  vendidos  hayan  sido  adjudicados  á  las  pro- 
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víncias  que  no  fueron  las  vendedoras  (art.  6  de  dicho  compro- 
miso). —  T.  35,  p.  342. 

Provincia.  —  El  ser  una  provincia  accionista  ó  propietaria  del 
Banco  demandado  enjuicio,  no  importa  que  aquella  sea  parte 
directa  en  el  pleito,  y  en  tal  caso  la  Suprema  Corte  no  tiene  la  ju- 
risdicción originaria  para  conocer  en  él.  —  T.  54,  p.  428  y  434 • 

—  Las  provincias  no  pueden,  por  disposicit^nes  propias,  quitar 
á  los  habitantes  de  la  Nación  sujetos  al  tuero  federal,  el  privi- 
legio de  ser  juzgados  por  las  leyes  federales^  ni  menos  aun  crear 
tribunales  locales  que,  en  esos  casos,  prevalezcan  sobre  los 
tribunales  ordinarios  {creados  por  la  Constitución  y  leyes  na- 
cionales. —  T.  54,  p.  255. 

—  Pueden  las  provincias  ser  ejecutadas  para  el  cumplimiento 
desús  obligaciones  ante  la  Suprema  Corte  (art.  401,  Const. 
Nac;  art.  4,  inc.  4<^,  Ley  Jurisd.).  —  T.  57,  p.  337. 

—  Las  provincias  no  pueden  cambiar  las  disposiciones  de  los 
artículos  649  y  750  del  Código  Civil,  y  obligar  al  acreedora 
aceptar  contra  su  voluntad,  el  pago  de  su  crédito  con  fondos 
públicos  á  la  par  (art.  740  y  742,  Cód.  Civ.  Tal  pretensión  es 
contraria  á  los  artículos  citados  del  Cód.  Civ.,  é  importa  dar  á 
esos  fondos  un  carácter  forzosamente  chancelatorio,  cuando  el 
acreedor  sólo  está  obligado  á  recibir  moneda  nacional  y  cuando 
la  legislación  en  materia  de  moneda  está  atribuida  al  Congreso 
de  la  Nación  y  prohibida  alas  provincias:  art.  67,  inc.  40,  y  art. 
108,  Const.  Nac.  Siendo  también  atribución  del  Congreso  dictar 
el  Cód.  Civ.,  las  provincias  no  pueden  alterarlo  una  vez  que  ya 
aquél  ha  ejercido  esa  facultad:  art.  67,  inc.  44,  y  art.  408, 
Const.  Nac.) .  —  T.  57,  p.  337. 

—'  No  pueden  las  provincias,  por  disposiciones  propias,  quitar 
á  los  habitantes  de  la  Nación  sujetos  al  fuero  federal,  el  privi- 
legio de  ser  juzgados  por  las  leyes  federales,  ni  menos  aun  crear 
tribunales  locales  que,  en  esos  casos,  prevalezcan  sobre  los 
tribunales  ordinarios  establecidos  por  la  Constitución  y  leyes 
nacionales.  —  T.  59,  p.  444. 
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Proyincia. — Pueden  las  provincias  ser  ejecutadas  para  el  cumpli- 
miento de  sus  obligaciones  (art.  404,  Const.  Nac;  art.  4,  inc. 
4%  Ley  Jurisd.;  art.  44  y  42,  Cód.  Civ.).  —  T.  64,  p.  49. 

—  La  parte  final  del  artículo  34  y  el  404  de  la  Constitución  Na- 
cional, no  pueden  interpretarse  basta  extender  los  poderes  de 
provincia  más  allá  de  sus  límites  territoriales.  —  T.  64,  p.  433. 

— >  £s  de  derecbo  constitucional  del  país,  que  las  provincias  son 
demandables,  y  debe  ser  rechazada  la  excepción  de  incompe- 
tencia opuesta  á  una  ejecución  que  se  tunda  sobre  el  principio 
contrario.  —  T.  64,  p.  409. 

Provincia  de  Buenos  Aires.  —  No  tiene  derecho  para  reclamar 
campos  que  fueron  materia  del  laudo  arbitral  de  48  de  marzo 
de  4882,  dictado  por  la  Supreme  Corte  en  la  cuestión  entre  ella 
y  las  provincias  de  Córdoba  y  Santa  Fe,  sobre  límites  interpro- 
vinciales, si  resulta  que  dichos  campos  fueron  vendidos  con 
anterioridad  por  una  de  éstas,  y  además,  que  la  enajenación  de 
los  mismos,  fué  reconocida  por  ella  como  legítima  (art.  6, 
compromiso  arbitral).  —  T.  4o,  p.  377. 

—  Habiendo  ésta  desprendídose  á  favor  de  la  Nación,  del  domi- 
nio de  los  terrenos  conocidos  con  el  nombre  de  cPalermo»  ó 
(( Parque  3  de  Febrero  »,  en  la  extensión  de  cuatro  millones 
novecientos  cincuenta  mil  metros  cuadrados,  no  puede  ejercer 
acción  reivindicatoría  sobre  ellos,  salvo  sus  derechos  respecto 
de  la  mayor  extensión  que  quedase  dentro  de  los  mismos.  — 
T.  59,  p.  293. 

—  Ésta  se  halla  en  el  territorio  de  la  capital,  eu  condiciones 
iguales  con  las  demás  provincias  que  gestionaren  en  dicho  te- 
rritorio el  pago  de  un  crédito  á  su  favor.  (Véase  :  Federaliza" 
cien;  Provincia).  —  T.  64,  p.  433. 

Provincia  de  Córdoba.  -^  En  ella  no  tienen  efecto  jurídico,  las 
escrituras  de  venta  de  bienes  raíces  no  otorgadas  ó  no  protoco- 
lizadas en  la  provincia  (art.  7  y  8,  ley  de  dicha  provincia,  de  46 
de  noviembre  de  4869).  —  T.  44,  p.  48. 

Provincia  de  Salta.  —  La  ley  orgánica  de  las  municipalidades  de 
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esta  provincia,  confiere  á  ellas  la  facultad  de  arreglar  el  uso  de 
las  aguas  de  regadío  en  su  municipio  respectivo.  —  T.  16»  p. 
258. 

Provisiones. —  Las  suministradas  á  un  buque  sólo  pueden  ser 
cobradas  á  los  dueños^  participes,  ó  al  capitán  contra  quienes 
el  titulo  tiene  aparejada  la  vía  de  apremio  (art.  1037,  Cód.  Com. 
ant.;  art.  308,  inc.  «<>,  Ley  Proc).  —  T.20,  p.  22. 

—  La  acción  por  provisiones  á  un  buque,  tiene  que  ser  dirigida 
contra  su  dueño  ó  armador.  Debe  rechazarse  la  demanda  di- 
rigida contra  un  tercero  por  provisiones,  cuando  no  conste  que 
ellas  han  sido  tomadas  por  su  orden.  —  T.  21,  p.  313. 

—  Véase :  Prescripción . 

Provisor.  —  Al  recibir  el  provisor  de  un  obispado  el  importe  de 
los  libramientos  girados  contra  la  Administración  de  Rentas, 
en  virtud  de  órdenes  de  pago  expedidas  por  el  presidente  de  la 
República,  y  refrendadas  por  el  Ministro  del  Culto^  para  el  abo- 
no mensual  de  los  sueldos  y  asignaciones  del  obispado,  pro- 
cede en  calidad  de  agente  ó  empleado  del  poder  ejecutivo,  y 
está  obligado  á  la  rendición  de  cuentas  del  dinero  recibido.  — 
T.  11,p.  365. 

Provocación.  —  Véase  :  Homicidio. 

Prueba.  —  El  auto  por  el  cual  se  recibe  la  causa  aprueba,  es  ina- 
pelable. —  T.  1 ,  p.  441 . 

—  Negada  por  el  demandado  la  autenticidad  de  las  firmas  de  un 
documento,  corresponde  al  demandante  la  prueba  en  contra- 
rio (ley  1-,  tít.  14,  part.  3*).  —  T.  2,  p.  103. 

—  No  probada  por  el  demandante  la  autenticidad  de  la  firma 
de  un  documento  negada  por  el  demandado,  debe  ser  éste  ab- 
suelto  déla  demanda  (ley  1',  tít.  14,  part.  3»).  — •  T.  2,  p.  103. 

—  Las  contradicciones  entre  los  alegatos  de  primera  y  segunda 
instancia,  desnuda  á  la  demanda  de  todo  fundamento  justifica- 
tivo.—T.  2,  p.  103. 

—  £1  rol  de  equipaje  de  un  buque,  hace  plena  prueba  del  con- 
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trato  de  ajuste  délos  mariaeros  (art.  4448,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  2,  p.  143. 

Prueba. — La  coartada  es  prueba  fehaciente.  —  T.  3,  p.  282. 

—  Deben  reputarse  justificadas  las  cuentas  de  artículos  nece- 
sarios para  la  habilitación  de  un  buque,  si  á  más  de  estar  con- 
formes con  los  libros  de  los  demandantes,  concurren  á  com- 
probar su  verdad,  la  declaración  de  tres  marineros  del  buque, 
y  dos  hijos  del  encargado  de  la  obra,  socio  á  la  vez  de  la  em- 
presa deudora,  de  que  éste  compró  dichos  artículos  en  las  ca- 
sas de  los  actores;  la  declaración  de  otro  socio  reconociendo 
dos  délas  cuentas  y  no  desconociendo  las  otras;  el  reconoci- 
miento de  una  de  ellas  por  el  socio  encargado  de  la  obra;  y  el 
hecho  de  haber  el  gerente  de  la  empresa  retenido  durante  un 
año  dichas  cuentas  sin  rechazarlas.  —  T.  3,  p.  328. 

—  La  apreciación  de  ella,  pertenece  al  fondo  y  no  á  la  forma  del 
juicio.  —  T.  4,  p.  232. 

—  Por  regla  general,  la  prueba  producida  ante  juez  incompe- 
tente^ no  es  plenamente  demostrativa.  —  T.  5,  p.  467. 

—  No  es  causa  para  obtenerse  restitución  del  término  proba- 
torio, el  haberse  ausentado  por  temor  de  una  epidemia  reinan- 
te (art.  404,  Ley  Proc).  —  T.  5,  p.  209. 

—  No  puede  considerarse  plena  prueba  en  juicio,  la  declaración 
de  dos  testigos  que  dicen  haber  oído  al  demandado  confesar 
aquello  porque  se  le  demanda,  sin  explicar  los  términos  de  la 
confesión,  y  sin  expresar  que  se  hizo  ante  el  demandante  y  su 
personero.  —  T.  5,  p.  223. 

—  El  que  opone  la  excepción  de  litis  pendencia,  debe  probarla. 
—  T.  5.  p.238. 

—  En  el  caso  que  un  deudor  deje  en  poder  de  un  acreedor  un 
doble  justificativo  sobre  una  misma  deuda  y  éste  lo  negase,  á 
aquel  corresponde  la  prueba,  como  si  alegase  haber  pagado 
indebidamente.  —  T.  5,  p.  238. 

—  £1  conforme  puesto  á  una  cuenta,  significa  una  esplícita  apro- 
bación de  la  misma.  —  T.  5,  p.  248. 
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Prueba. — Es  prueba  de  la  impericia  de  uii  baqueano,  el  hecho  de 
varar  el  buque  en  una  playa  conocida,  sobre  un  banco  balizado, 
de  día  claro,  y  estando  el  río  tranquilo.  —  T.  5,  p.  273. 

—  Al  actor  corresponde  la  prueba  sobre  los  hechos  alegados 
en  juicio  y  que  niega  el  demandado.  —  T.  5,  p.  407. 

—  El  informe  expedido  por  una  autoridad  nacional  sobre  he- 
chos de  la  administración,  no  es  un  testimonio  común  sujeto 
á  las  formalidades  de  la  prueba  de  testigos,  sino  una  prueba 
digna  de  toda  fe.  —  T.  5,  p.  433. 

—  Sometida  una  cuenta  de  inversión  á  examen,  las  partidas  que 
no  se  objetan  por  el  interesado  en  objetarlas^  se  consideran 
aceptadas.  —  T.  5,  p.  476. 

—  En  el  término  de  ella,  no  se  cuentan  los  días  feriados  (art. 
19,  LeyProc).  —  T.  6,  p.  136. 

—  El  término  extraordinario  para  producir  prueba,  debe  pedir- 
se dentro  de  diez  días  contados  desde  la  notificación  del  auto 
de  prueba  (art.  9o,  Ley  Proc).  —  T.  6,  p.  136. 

—  Xo  produciéndose  por  el  actor,  se  está  á  lo  que  declare  el 
reo.  —  T.  6,  p.  155. 

—  El  cotejo  de  firmas  solicitado  por  una  de  las  partes,  dentro 
del  término  probatorio,  puede  mandarse  ejecutar  aún  después 
de  vencido  dicho  término.  — T.  6,  p.  161 . 

—  £1  término  probatorio  se  señala  á  las  partes  para  que  dentro 
de  él  pidan  las  diligencias  de  prueba,  y  no  al  juez  para  que  las 
evacué.  —  T.  6,  p.  161. 

—  El  juez  puede  recibir  fuera  del  término  las  pruebas  pedidas 
dentro  de  él,  y  ordenar  de  o/icio  las  diligencias  que  juzgue  con- 
venientes para  descubrir  la  verdad  (art.  102,  Ley  Proc).  —  T. 
6,  p.  161. 

—  La  verdad  sabida  de  los  casos  judiciales,  de  cualquiera  na- 
turaleza que  sean,  es  la  que  resulta  de  las  pruebas  autorizadas 
por  la  ley.  —  T.  7,  p.  47. 

—  Los  diez  días  que  marca  el  artículo  96  de  la  Ley  de  Procedi- 
mientos, para  pedir  el  término  extraordinario  de  prueba,  seré- 
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fieren  á  la  que  haya  de  producirse  fuera  de  la  República.  —  T. 
7,  p.  <60. 

Prueba. — Las  declaraciones  tomadas  por  juez  incompetente  y  no 
ratificadas  ante  el  de  la  causa,  no  hacen  fe.  —  T.  7,  p.  451 . 

—  El  articulo  95  de  la  ley  de  procedimientos,  se  refiere  á  las 
pruebas  que  hayan  de  rendirse  fuera  de  la  República.  —  T.  8, 
p.  13. 

—  Está  prohibida  la  restitución  del  término  probatorio  (art.  404 
Ley  Pruc.).— T.  8,  p.  25. 

—  Durante  el  término  extraordinario^  no  puede  producirseprue- 
ba  en  el  municipio  del  juzgado,  si  el  término  ordinario  ha  ven- 
cido (art.  92,  Ley  Proc).  —  T.  8,  p.  41. 

—  No  es  hábil  para  producirla  dentro  del  municipio,  un  término 
acordado  para  que  se  produzca  fuera  de  él.  —  T.  8,  p.  209. 

—  Un  nuevo  término  de  prueba  puede  abrirse  de  conformidad 
de  partes.  —  T.  8,  p.  209. 

--  Siendo  el  término  ordinario  para  producir  prueba  dentro  del 
municipio  el  de  30  días,  no  debe  entenderse  concedido  uno  ma- 
yor, si  se  abrió  la  causa  á  prueba  por  15  días,  y  se  prorrogó  por 
todo  el  déla  ley,  después  de  vencido  el  primer  plazo,  pero  con- 
sintiéndose ésto  por  las  partes.  En  este  caso  el  término  délos 
30  días  debe  contarse  desde  el  siguiente  á  la  notificación  del 
auto  de  prueba,  sin  más  deducción  que  los  días  inhábiles  por 
la  ley  (art.  92,  Ley  Proc.) .  —  T.  8,  p.  209. 

—  Cuando  en  primera  instancia  se  opone  una  excepción^  y,  en  la 
segunda,  abandonando  aquella,  se  opone  otra  enteramente  con- 
traria, no  puede  admitirse  sino  la  prueba  de  escrituras  autén- 
ticas ó  confesión  de  parte  {ley  4,  tít.  9,  lib.  4%  Recop.).  —  T. 
8,  p.  244. 

—  La  prórroga  del  término  probatorio  extraordinario  debe  pe- 
dirse dentro  del  plazo  acordado  por  el  inciso  3%  artículo  95  de 
la  ley  de  procedimientos.  —  T.  8,  p.  382. 

—  La  estimación  de  los  daños  y  perjuicios  debe  probarse  por 
quien  los  reclame.  — T.  8,  p.  446. 
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Prueba.  —  (lorresponde  al  contratista  de  obras,  la  prueba  del 
accidente  fortuito  ó  hecho  de  tercero  alegado  por  él  como  causa 
del  mal  estado  de  la  construcción.  —  T.  8,  p.  446. 

—  Para  aplicar  la  última  pena^  se  necesitan  pruebas  tan  claras 
como  la  luz.  —  T.  9,  p.  iS. 

—  £1  cumplimiento  de  las  diligencias  de  prueba,  debe  pedirse 
dentro  del  término  probatorio.  —  T.  9,  p.  86. 

—  Incumbe  al  demandado,  que  ha  deducido  excepción  de  in- 
competencia por  litis  pendencia,   el  onus  prohandi.  —  T.  9,  p. 

—  Habiendo  hechos  controvertidos,  debe  recibirse  la  causa  á 
prueba.  —  T.  9,  p.  -155. 

—  En  el  interdicto  de  recuperar,  el  actor  debe  justificar  previa- 
mente el  derecho  que  reclama.  —  T.  9,  p.  460. 

—  Alegada  la  lesión  enorme,  el  onusprobandi  compete  al  que  la 
deduce,  yasea  como  acción  ó  excepción  (ley  56,  tit.  5,  part.  5*). 
—  T.  9,  p.  200. 

—  Las  excepciones  dilatorias  deben  ser  probadas  por  quien  las 
opone.  —  T.  9,  p.  350. 

—  Corresponde  al  actor,  y  en  caso  de  no  probar  los  hechos  ale- 
gados en  la  demanda,  debe  ésta  ser  rechazada.  —  T.  9,  p.  447. 

—  La  declaración  del  interesado  en  el  hurto,  no  ratificada  en  el 
plenario,  no  tiene  valor  alguno.  Este  indicio  y  otras  presun- 
ciones del  mismo  género,  no  pueden  justificar  la  imposición 
de  pena  contra  el  procesado  (ley  8,  tít.  U,  part.  3*).  —  T.  10, 
p.  338. 

—  Para  que  la  excepción  de  no  haber  hecho  el  capitán  escala 
en  un  puerto  intermedio,  y  entregado  allí  parte  de  la  carga,  se 
tenga  en  consideración^  para  responsabilizar  á  aquél  de  los 
daños  y  perjuicios  procedentes  de  esta  falta  al  contrato,  es  ne- 
cesario probar  la  pérdida  ó  la  privación  del  lucro  que  por  con- 
secuencia inmediata  y  directa  de  dicha  falta  haya  efectiva- 
mente sufrido  el  fletador.  No  dándose  esta  prueba,  y  existiendo 
además,   presunciones  contrarias,  la  excepción  opuesta,  no 
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puede  desvirtuar  la  acción  del  fletante  para  el  pago  del  flete. 
—  T.  <0,  p.  342. 

Prueba.  —  Corresponde  por  derecho  al  que  afirma  un  hecho  ó 
tacha  de  vicioso  un  documento.  —  T.  40,  p.  470. 

—  Incumbiendo  la  prueba  al  actor  y  no  siendo  completa  la  pro- 
ducida por  él,  el  demandado  debe  ser  absuelto.  —  T.  41,  p.  64 . 

—  No  es  un  requisito  esencial  al  juicio  seguido  en  rebeldía,  el 
abrir  la  causa  á  prueba  délos  hechos  sobre  que  versa  la  cues- 
tión (art..485  y  486,  Ley  Proc.).—  T.  4  4,  p.  95. 

—  En  una  escritura  pública  de  obligación  hipotecaria,  no  es 
una  prueba  de  simulación  para  defraudar  á  un  tercero,  el  he- 
cho aislado  de  hacer  los  otorgantes  vida  común  bajo  un  mismo 
techo. —T.  44,  p.  440. 

— -  Los  contratos  celebrados  bajo  la  legislación  del  Código  Civil, 
deben  ser  acreditados  por  los  medios  que  éste  determina.  — 
T.  44,  p.  420. 

—  Un  cálculo  hipotético,  nunca  puede  servir  de  prueba  para 
una  acusación  criminal,  en  que  es  preciso  que  el  cuerpo  del 
delito  esté  plenamente  probado.  —  T.  4  4,  p.  484. 

—  Es  necesaria  la  prueba,  negados  los  hechos  en  que  se  funda 
la  demanda.  —  T.  44 ,  p.  240. 

—  En  el  auto  abriendo  la  causa  á  prueba  deben  expresarse  los 
hechos  precisos  y  conducentes  sobre  los  que  deben  recaer 
(art.  449,  Ley  Proc);  el  no  hacerlo  así  y  no  admitir  un  interro- 
gatorio presentado  por  la  parte,  sobre  los  hechos  de  la  de- 
manda, importa  negar  la  prueba.  —  T.  44,  p.  240. 

—  Las  diligencias  ordenadas  dentro  del  término  competente 
deben  cumplirse,  mucho  más  si  una  de  las  partes  manifiesta 
que  no  puede  renunciar  esas  diligencias  por  creerlas  de  suma 
importancia. —  T.  44,  p.  286. 

—  Las  diligencias  probatorias  pedidas  en  tiempo,  que  el  juez 
puede  practicar  después  de  vencido  el  término,  son  aquellas 
cuya  recepción  no  depende  ya  de  la  solicitud  de  las  partes, 


PRU  —  350  — 

sino  de  la  naturaleza  de  las  mismas  ó  de  las  ocupaciones  del 
juzgado.  —  T.  11,  p.  417. 

Prueba. — Dos  días  después  de  vencido  el  término  de  la  prueba,  el 
actuario  debe  poner  de  oficio  el  certificado  respectivo  (art.  177, 
Ley  Proc).  —  T.  11,  p.  441. 

—  Negados  por  el  demandado  los  hechos  fundamentales  de  la 
demanda,  corresponde  á  los  actores  la  prueba.  — T.  11,  p.  465. 

—  El  caso  de  que  se  trate  de  rendir  prueba  fuera  del  territorio 
de  la  República  es  regido  por  los  artículos  94  y  95  de  la  ley 
de  procedimientos  nacionales,  y  para  obtener  la  prórroga  del 
término  de  prueba,  es  necesario  llenar  los  requisitos  estableci- 
dos en  los  incisos  1°  y  2o  del  mencionado  artículo  95.  —  T.  12, 
p.  15. 

—  Es  indispensable  probar  los  hechos  en  que  se  funda  la  de- 
manda. —  T.  12,  p.  115. 

—  La  prueba  incumbe  al  actor  (leyes  1  y  2,  tít.  14,  part.  3^). 
—  T.  12,  p.  263. 

—  No  puede  considerarse  como  prueba  una  información  de  tes- 
tigos, recibida  fuera  del  término  probatorio  y  sin  citación  de 
la  contraparte.  —  T.  12,  p.  263. 

—  Decaído  el  demandado  del  derecho  de  contestarla  demanda, 
el  actor  obtiene  lo  que  pide  si  fuera  justo,  y  para  hacer  constar 
esta  justicia,  el  juez  está  autorizado  por  los  artículos  185  y  186 
de  la  ley  procedimientos,  para  recibirlacausa  aprueba. — T.  13^ 
p.  118. 

—  Es  tachable^  y  por  consiguiente  debe  ser  rechazada,  la  decla- 
ración de  un  enemigo  capital  del  acusado.  — T.  13,  p.  137. 

—  No  puede  decirse  probado  un  contrato  de  venta  por  cartas 
de  un  socio  declarando  haber  comprado,  si  resulta  haberse 
prevenido  por  este  socio  al  vendedor,  que  era  necesario  termi- 
nar el  contrato  con  su  consocio  y  no  se  presenta  prueba  en 
que  conste  el  consentimiento  de  éste  en  el  mismo.  —  T.  13, 
p.  166. 

—  La  del  caso  fortuito  ó  de  la  fuerza  mayor  de  la  inculpabi- 
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lidad,  corresponde  al  depositario.  Mucho  más  cuando  del  pro- 
ceso resultan  presunciones  de  que  el  depositario  hurtó  el  de- 
pósito (ley  U,  tít.  U,  part.  3»).  —  T.  13,  p.  175. 

Pmeba. — La  circunstancia  de  haberse  encontrado  en  poder  del 
acusado,  la  mayor  parte  de  los  objetos  hurtados,  sin  que  pueda 
dar  una  explicación  satisfactoria  de  la  procedencia,  establece 
prueba  completa  de  ser  aquél  el  autor  del  hurto.  —  T.  13^  p. 
187. 

—  Obligándose  el  deudor  apagar  la  deuda  y  sus  intereses  cuan- 
do mejore  de  fortuna,  es  obligación  del  acreedor,  para  cobrar 
intereses  anteriores  á  la  demanda,  acreditar  que  antes  de  ella 
se  cumplió  la  condición.  —  T.  13,  p.  284. 

—  El  término  señalado  por  la  ley  de  procedimientos  es  peren- 
torio, y  las  partes  deben  presentar  dentro  de  él  y  no  después, 
las  pruebas  que  convengan  á  su  derecho,  salvo  las  de  posicio- 
nes. —  T.  13,  p.  292. 

—  El  abrir  un  nuevo  término  de  prueba  equivale  á  otorgar  de 
oficio  restitución  del  término  probatorio,  lo  que  está  absoluta- 
mente prohibido  por  el  articulo  101  de  la  ley  de  procedimien- 
tos. —  T.  13,  p.  292. 

—  Cuando  los  hechos  alegados  por  una  parte  no  se  niegan  por 
la  otra,  no  es  necesario  llamar  la  causa  á  prueba,  ni  la  omi- 
sión del  auto  de  prueba  es  causa  de  nulidad.  —  T.  14,  p.  102. 

—  Para  aplicar  la  pena  impuesta  por  la  ley  de  patentes  de  in- 
vención á  la  falsificación  de  un  invento,  es  indispensable  la 
prueba  concluyente  déla  identidad,  asi  del  invento  y  del  pro- 
ducto que  se  pretende  falsificado,  como  de  los  medios  y  pro- 
cederes empleados  en  su  respectiva  fabricación.  —  T.  14,  p. 
374. 

—  La  de  inducción  y  conjeturas  no  puede  sobreponerse  á  la 
directa  y  fundada  en  el  examen  de  la  cosa  misma  que  se  tra- 
ta de  calificar.  —  T.  15,  p.  282. 

—  No  pueden  admitirse  comt)  prueba  de  la  excepción  de  pago 
contra  una  escritura  no  chancelada,  documentos  de  pago,  que^ 
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aunque  posteriores,  no  expresan  referirse  á  dicha  escritura, 
mucho  más  cuando  éstos  excederían  el  importe  de  la  deuda. 
'  —  T.  15,  p.  333. 

Prueba. — Declarado  en  suspenso  el  término  de  prueba,  vuelve  á 
correr  desde  la  última  notificación,  y  no  desde  la  expiración  del 
término  dentro  del  cual  pudo  apelarse  de  este  auto.  — T.  46, 
p.  234. 

—  La  reunión  de  muchos  antecedentes,  cada  uno  de  los  cuales 
establece  una  presunción  vehemente,  contra  el  acusado,  cons- 
tituye prueba  plena  y  suficiente  para  aplicar  la  pena  del  delito, 
no  siendo  la  de  muerte.  —  T.  46,  p.  237. 

—  Incumbe  al  que  demanda.  —  T.  46,  p.  252. 

—  Una  declaración  singular  no  hace  prueba  en  juicio.  —  T.  46, 
p.  252. 

—  Interpuesta  una  demanda  sobre  reivindicación  y  no  excep- 
cionándose  el  demandado  de  no  ser  parte  ó  no  estar  obligado 
á  contestar,  debe  recibirse  la  causa  á  prueba.  —  T.  46,  p.  289. 

—  La  cláusula  de  la  póliza  de  deber  el  asegurado  acompañar 
su  reclamo  por  perjuicios,  con  pruebas  razonables,  es  ampliativa 
y  restrictiva  de  los  medios  de  prueba.  Alegado  por  el  asegura- 
do el  incendio  de  los  libros,  es  razonable  la  prueba  testimo- 
nial, máxime  cuando  la  existencia  de  los  cosas  incendiadas 
tiene  un  principio  de  prueba  por  escrito.  — T.  47,  p.  43. 

—  La  enumeración  hecha  en  el  artículo  80  y  siguientes  del  Có- 
digo Civil,  indica  el  orden  en  que  debe  producirse  la  prueba 
sobre  la  filiación  de  una  persona,  cuando  sea  posible  seguirla, 
siendo  la  prueba  de  la  posibilidad  ¿  cargo  de  quien  la  sostiene 
y  no  del  que  la  niega.  Cuando  hay  imposibilidad  ó  gran  difi- 
cultad para  ofrecer  testimonio  de  los  libros  parroquiales  ó 
municipales,  sobre  la  filiación  de  una  persona,  la  ley  admite 
cualquier  género  de  pruebas,  inclusa  la  de  testigos.  —  T.  47, 
p.  444. 

—  Todo  artículo  ó  incidente  que  ocurra  pendiente  el  térmi- 
no de  prueba,  produce  el  efecto  de  suspenderlo.    Es  regla 
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de  procedimiento  que  durante  ese  término,  no  debe  hacerse 
otra  cosa  que  producir  las  pruebas,  —  T.  47,  p.  223. 

Praeba. — En  ningún  caso  es  admisible  la  prueba  de  que  entre  los 
efectos  designados  en  la  carta  de  porte,  se  contenían  otros  de 
mayor  valor,  ó  dinero  metálico  (art,  171,  Cód.  Com.ant.).  —  T. 
17,  p.  272. 

—  Habiéndose  alegado  hechos  no  consentidos  por  la  contrapar- 
te, debe  recibirse  la  causa  á  prueba.  No  habiéndose  procedido 
así  en  1' instancia,  la  Suprema  Corte  puede  devolver  los  autos 
para  que  se  produzca  la  prueba  de  ellos,  juzgándola  necesaria 
(art.  89,  91  y  207,  Ley  Proc).  —  T.  18,  p.  60. 

—  Cuando  en  un  juicio  hay  hechos  substanciales  controvertidos, 
el  juez  debe  recibir  la  causa  á  prueba.  —  T.  18,  p.  194. 

•—  Las  diligencias  pedidas  dentro  del  término  y  no  evacuadas, 
no  pueden  suspender  la  prosecución  del  juicio;  pero  deben 
ser  tomadas  en  consideración  si  se  expiden  en  tiempo.  —  T.  18, 
p.  274. 

—  El  que  alega  debérsele  una  comisión  por  servicios  prestados 
en  virtud  de  un  contrato,  debe  probar  la  existencia  de  éste  y  de 
los  servicios.  Sin  esa  prueba,  no  puede  cobrarse  aquella,  má- 
xime si  existen  indicios  que  los  servicios  no  fueron  prestados 
con  ánimo  de  lucrar,  sino  con  el  de  beneficiar  á  aquel  á  quien 
se  prestaron.  —  T.  18,  p.  336. 

—  En  los  daños  de  la  carga,  se  presume  la  culpa  del  capitán, 
y  á  él  incumbe  la  prueba  de  Jas  excepciones,  menos  en  el  caso 
que  el  cargador  afirme  que  la  causa  de  la  avería  consiste  en  el 
mal  estado  del  buque  para  navegar.  En  este  caso,  la  prueba 
de  dicha  afirmación,  corresponde  al  cargador,  máxime  cuan- 
do el  capitán  tiene  el  certificado  de  una  compañía  de  expertos 
del  puerto  de  procedencia,  de  haber  estado  el  buque  en  buen 
estado  de  navegar.  —  T.  18,  p.  386. 

—  El  que  alega  la  excepción  de  pago  debe  probarla .  No  jes  una 
prueba,  la  confesión  del  acreedor  de  haber  recibido  algunas 
cantidades  á  cuenta  de  otros  créditos.  —  T.  18^  p.  413. 

T.  II  23 
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Prueba. —  En  materia  criminal,  el  acusador  debe  probar  los  he- 
chos imputados  al  reo,  y  no  éste  que  ellos  son  falsos.  —  T.  22, 
p.  330. 

—  La  Corte  puede  devolver  al  juzgado  de  su  procedencia  los  au- 
tos, para  que  reciba  la  causa  á  prueba,  cuando  la  estima  nece- 
saria. —  T.  22,  p.  349. 

—  No  puede  considerarse  como  prueba  de  la  venta  de  un  inmue- 
ble, la  declaración  de  dos  testigos,  uno  de  ellos  de  referemúa. 
Y  menos,  si  el  que  se  produce  como  vendedor  no  era  el  dueño 
de  la  cosa,  y  no  tenía  poder  en  forma  de  éste  para  tratar  la  ven- 
ta (art.  H83,  H84,  H90  y<193,  Cód.  Civ.).  —  T.  22,  p.  440. 

—  Cuando  se  trata  de  la  investigación  de  la  paternidad  natural, 
las  pruebas  deben  ser  concluyentes,  de  modo  que  no  dejen  da- 
da en  el  ánimo  del  juez.  Mucho  más  cuando  la  investigación 
tiene  lugar  en  vida  del  padre,  y  desconociendo  éste  el  hijo  que 
se  le  atribuye  y  cuando  la  madre  conñesa  haber  tenido  hijos 
ilegítimos  de  diferentes  padres.  — T.  22,  p.  460. 

—  Para  probar  la  venta  de  artículos  con  marca  falsificada,  es 
necesario  justificar  previamente  la  falsificación  de  la  marca.  — 
T.  23,  p.  46. 

—  Las  presunciones  legales  ó  judiciales,  son  un  medio  supleto- 
rio de  prueba  (leyes  8  y  41,  tít.  14,  part.  3»;  art.  1190,  Cód.  Civ.). 
—  T.  23,  p.  50. 

—  La  incertidumbre  ó  vacilación  que  pudiera  quedar  respecto 
de  alguna  parte  de  la  prueba  producida^  desaparece  en  sentido 
jurídico,  mediante  el  recurso  legal  del  juramento  judicial  suple- 
torio que  prestase  el  interesado,  establecido  para  esos  casos 
por  las  leyes,  autores  de  derecho  y  jurisprudencia  (ley  2,  tít. 
11,part.  3').  --T.  23,  p.  50. 

—  La  pedida  dentro  del  término,  pero  presentada  fuera  de  él, 
sin  culpa  del  interesado,  debe  tomarse  en  consideración.  —  T. 
23,  p.  98. 

—  Los  diez  días  que  marca  el  artículo  96  de  la  ley  de  procedí- 
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míenlos  para  pedir  el  término  extraordinario  de  prueba,  se  re- 
fieren á  la  que  haya  de  producirse  fuera  de  la  República.  —  T. 
23.  p.  <30. 

Prueba. — Cuando  en  un  conocimiento  se  determina  que  la  carga 
se  ha  recibido  en  buen  estado,  los  lancheros  que  la  reciban  con 
fallas,  deben  comprobarlas  para  librarse  de  la  acción  del  car- 
gador. —  T.  23,  p.  438. 

—  La  existencia  de  un  hecho  decidido  en  una  causa  criminal, 
no  puede  ser  admitida  á  prueba  nuevamente  en  un  juicio  civil 
(art.  H02,  Cód.  Civ.).  —T.  23,  p.  U3. 

—  Los  terceros  pueden  probar  la  existencia  de  una  sociedad 
comercial,  por  todo  género  de  pruebas  admitidas  en  el  comercio 
(art.  400,  Cód.  Com.  ant.). —  T.  23,  p.  473. 

—  Corresponde  al  ejecutado,  la  prueba  de  las  excepciones  en  el 
juicio  ejecutivo.  —  T.  23,  p.  647. 

—  Las  diligencias  de  prueba  pedidas  fuera  del  término,  deben 
ser  rechazadas.  —  T.  23,  p.  623. 

—  La  ley  al  prescribir  que  los  contratos  de  fletamento  deben 
probarse  por  escrito,  no  exige  la  escritura  para  su  validez,  ni 
excluye  la  prueba  por  confesión  (art.  1485,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  23,  p.  709. 

—  En  caso  de  un  siniestro  que  haga  perderse  la  carga,  es  obli- 
gación del  acarreador  probar  que  aquel  ha  sido  producido  por 
caso  fortuito  ó  fuerza  mayor  (art.  468,  Cód.  Com.  ant.).  —  T. 
23,  p.  709. 

—  El  ministerio  de  menores  puede  producirla  sobre  los  hechos 
alegados  en  la  causa,  aunque  el  pariente  en  cuyo  poder  estaban 
los  menores,  desista  del  juicio.  —  T.  23,  p.  744. 

—  Debe  recaer  sobre  hechos  determinados,  y  no  convertirse  en 
investigaciones  generales  é  indeterminadas.  —  T.  24,  p.  49. 

—  La  de  que  un  bien  raíz  ha  sido  comprado  para  la  mujer  y  con 
su  dinero,  debe  resultar  de  la  misma  escritura  de  compra  (art. 
4246,  Cód.  Civ.).  —  T.  24,  p.  177  y  329. 

—  No  constituye  prueba  legal  acerca  del  último  domicilio  del 
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difunto,  las  declaraciones  que  carecen  de  precisión.  —  T.  S4, 
p.  351. 

Prueba.  —  Las  excepciones  de  pago  y  compensación  opuestas 
en  juicio  ejecutivo,  son  admisibles  á  prueba,  aunque  en  el 
escrito  (de  oposición  no  se  especifiquen  los  hechos  en  que  se 
fundan.— T.  24^ p.  399. 

—  La  de  presunciones  es  legal  para  decidir  si  un  acto  es  simu- 
lado ó  fraudulento  (ley  8,  tlt.  U,  part.  3«;  ley  43,  tit.  46,  lib.  5, 
Recop.  Cast.).  —  T.  24,  p.  462. 

—  La  de  la  simulación  de  un  acto,  es  la  excepcional  de  la  ley 
43,  título  46^  libro  5  de  la  Recopilación  Castellana,  que  debe 
considerarse  vigente  por  su  calidad  de  especial  para  los  casos 
que  legisla,  y  porque  el  artículo  374  de  la  ley  de  procedimien- 
tos, declara  supletoria  de  ella  las  leyes  preexistentes  que  regla- 
menten los  procedimientos  judiciales.  (Cita  también  el  fallo, 
como  fundamento  de  esta  resolución,  el  art.  4490,  Cód.  Civ.,y 
la  doctrina  de  los  autores).  —  T.  24,  p.  473. 

—  Las  diligencias  que  no  consistan  en  posiciones,  deben  pedir- 
se con  la  anticipación  necesaria  para  que  sean  admitidas  y  ve- 
rificadas dentro  del  término  probatorio.  —  T.  24,  p.  484. 

—  Las  diligencias  de  prueba  deben  pedirse  dentro  del  término 
concedido  para  practicarlas.  —  T.  24,  p.  495. 

—  Al  actorque  acusa  á  otro  de  haber  falsificado  personalmente 
ó  cooperado  á  sabiendas  á  falsificar  una  marca  de  fábrica,  co- 
rresponde la  prueba  de  los  hechos  (ley  4,  tít.  44,  part.  3«).  — 
T.  24,  p.  526. 

—  Entregados  unos  documentos  para  ser  remitidos  á  Buenos 
Aires  y  pagar  su  importe  una  vez  cobrado,  para  obligar  al  que 
los  recibió  á  su  pago,  es  necesario  probar  que  recibió  el  impor- 
te. —  T.  25,  p.  83 . 

—  Las  diligencias  probatorias  deben  ser  pedidas  dentro  del  tér- 
mino, y  éste  no  puede  ser  prorrogado  después  de  vencido.  — 
T.  25,  p.  390. 

—  El  término  ultramarino  pedido  dentro  de  los  primeros  diez 
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días  del  probatorio»  y  la  suma  que  debe   depositarse  ó  afian- 
zarse para  gastos,  se  determinan  por  el  juez.  —  T.  26,  p.  7. 

Prueba.  —  Su  producción  fuera  del  municipio  del  asiento  del 
juzgado,  no  debe  admitirse  si  no  se  ha  pedido  con  arreglo  al 
artículo  95  de  la  ley  de  procedimientos.  —  T.  26,  p.  388. 

—  Habiendo  contradicción  en  los  hechos.'que  fundan  lademanda, 
la  causa  debe  recibirse  á  prueba.  —  T.  27,  p.  333. 

—  El  contrato  de  transporte  en  lanchas  y  la  obligación  de  pagar 
estadías  por  la  demora,  no  es  necesario  que  se  prueben  por 
escrito  (art.  ^65y  190,  Cód.  Com.  ant.).— T.  28,  p.  66. 

—  Si  el  firmante  de  vales  poruña  suma  de  dinero,  para  eximirse 
del  pago,  opone  que  aquellos  son  sin  causa,  ó  que  le  han  sido 
sustraídos,  á  él  corresponde  probar  estas  excepciones  (art.  500, 
Cód.  Civ.).  —  T.  28,  p.  117. 

—  El  demandante  tiene  derecho  para  producirla,  y  obtener  el 
término  extraordinario  para  las  que  oportunamente  ofrece 
producir  fuera  de  la  República.  (El  juez  negó  las  diligencias 
pedidas  por  el  actor,  fundado  en  que  el  auto  de  pueba  sólo 
impone  al  demandado  la  obligación  de  probar  las  excepciones 
opuestas  á  la  demanda.  La  Corte  revocó  el  auto  del  juez  ne- 
gando las  pruebas  pedidas  por  el  actor,  fundada  en  que  el  tér- 
mino es  común  á  las  partes).  —  T.  28,  p.  284. 

—  Un  vale  otorgado  por  flete,  en  términos  absolutos,  prueba 
que  el  flete  debido  ha  sido  pagado  por  entero,  máxime  si  la 
casa  que  le  expide  acostumbra  cobrar  los  fletes  con  anticipa- 
ción.—T.  28,  p.  381. 

—  No  hace  prueba  en  juicio,  la  declaración  de  un  solo  testigo 
(ley  34,tít.  16,  part.  3»).  —  T.  29,  p.  85. 

—  Corresponde  la  prueba  al  actor,  cuando  el  demandado  negase 
los  hechos  alegados  en  la  demanda.  —  T.  29,  p.  85. 

—  Reconocidos  los  hechos  alegados  en  la  demanda,  es  innece- 
saria la  prueba  de  lo  afirmado  en  ella.  —  T.  29,  p.  198. 

—  Las  diligencias  probatorias  admitidas  en  el  concepto  de 
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deberse  presentar  las  piezas  relativas,  quedan  sin  efecto  si  éstas 
se  presentasen  después  de  vencido  el  término  probatorio.  — 
T.  30,  p.  435. 

Prueba. — El  manifiesto  presentado  á  una  aduana  por  el  comisa- 
rio del  buque  y  extraído  de  sus  archivos,  constituye  prueba 
fehaciente  para  establecer  que  en  el  manifiesto  presentado  pos- 
teriormente ¿  otra  aduana,  por  el  agente  del  mismo  buque,  se 
han  declarado  menos  bultos  de  los  que  contenía  la  carga  (art. 
846,  905,^025  y  ^026,  Ord.).  — T.  30,  p.  651. 

—  No  la  constituyen,  dos  declaraciones  singulares,  siendo  di- 
versifícativa  la  singularidad  (ley  32,  tit.  16,  part.  3«).  —  T.  34, 
p.  138. 

—  Sin  la  prueba  de  haberse  causado  un  perjuicio  susceptible 
.  de  apreciación  pecuniaria,  no  hay  acto  ilícito  punible  para  los 

efectos  civiles  (art.  1067  y  1068,  Cód.  Civ.).  —  T.  31,  p.  138. 

—  No  habiendo  omisión  ó  culpa  imputable  á  la  parte,  pueden 
legalmente  recibirse  fuera  del  término  probatorio  las  pruebas 
pedidas  en  tiempo,  dentro  de  dicho  término.  No  es  necesario 
para  ese  objeto,  pedir  prórroga  del  término,  y  la  solicitud  de 
prórroga,  hecha  con  este  fin,  después  de  vencido,  es  improce- 
dente. —  T.  31,  p.  188. 

—  El  aumento  del  término  probatorio  por  las  pruebas  que  han 
de  producirse  fuera  del  asiento  del  juzgado,  pero  dentro  del 
territorio  de  la  República,  está  comprendido  en  el  término  or- 
dinario y  puede  pedirse  dentro  de  él.  —  T.  31,  p.  210. 

—  No  pueden  admitirse  como  pruebas  en  un  juicio,  las  decla- 
raciones de  los  testigos  y  posiciones  producidas  en  otro  jui- 
cio. —  T.  31,  p.  364  y  371. 

—  Las  decretadas  dentro  del  término  y  evacuadas  fuera  de  él 
sin  culpa  de  la  parte^  deben  ser  agregadas  á  los  autos. —  T.  31, 
p.  425. 

—  Habiendo  acuerdo  de  partes  sobre  la  recepción  de  pruebas 
en  días  posteriores  al  del  juicio  verbal  señalado  para  el  inter- 
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dicto,  deben  admitirse  las  que  en  ellos  se  presenten.  —  T.  32, 
p.  17K 

Prueba.  —  El  término  extraordinario  no  debe  concederse,  cuando 
no  es  necesario  al  objeto  porque  se  pide.  (Solicitado  dicho  tér- 
mino para  el  reconocimiento  de  documentos,  la  parte  contraria 
dijo  que  no  era  necesaria  su  concesión,  porque  aceptaba  la 
autenticidad  de  los  documentos).  —  T.  33,  p.  127. 

—  £1  término  de  un  día  por  cada  siete  leguas,  establecido  por 
el  artículo  92,  ley  de  procedimientos,  puede  pedirse  dentro 
del  término  probatorio  concedido  :  á  ese  término  no  es  aplica- 
ble el  artículo  95  de  la  misma  ley.  —  T.  33,  p.  404. 

—  Las  diligencias  de  prueba  que  no  pueden  ser  traídas  al  com- 
parendo, sino  por  intermedio  del  juez,  pueden  pedirse  previa- 
mente á  dicho  comparendo,  y  el  auto  que  las  deniega,  es  ape- 
lable. (No  se  opone  á  ello,  el  artículo  333,  Ley  Proc).  — T.  34, 
p.  34. 

—  El  documento  firmado  por  otro,  por  mandato  del  propieta- 
rio, es  prueba  en  contra  de  éste  del  contrato  de  locación  que 
dicho  documento  contiene  (art.  1946,  Cód.  Civ.).  —  T.  34, 
p.  H4. 

—  E!  término  probatorio  no  corre,  mientras  dure  la  ausencia 
del  juez  de  la  causa  del  asiento  del  juzgado.  (La  persona  que 
desempeñaba  éste,  fué  jubilada  y  se  retiró  del  cargo,  y  des- 
pués de  mes  y  medio  lo  ocupó  la  persona  que  fué  nombrada 
para  reemplazar  á  aquél.  Tal  hecho,  dice  el  fallo,  es  exclusiva- 
mente imputable  á  la  autoridad  y  no  á  la  negligencia  de  las 
partes,  pues  si  bien  podían  presentar  sus  escritos  en  secreta- 
ría, esto  no  bastaba  para  mantener  ese  derecho  en  toda  su  in- 
tegridad, desde  que  no  había  juez  que  proveyese  á  sus  solici- 
tudes). —  T.  34,  p.  176. 

—  La  de  filiación  natural  debe  ser  tan  plena  y  clara,  que  no 
deje  lugar  á  dudas  y  satisfaga  cumplidamente  la  conciencia 
del  juez.  —  T.  34,  p.  275. 

—  La  diligencia  de  prueba  que,  solicitada  dentro  del  término, 
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no  ha  sido  cumplida  por  hecho  no  imputable  ó  incuria  de  la 
parte,  debe  ser  mandada  cumplir.  —  T.  35,  p.  220. 

Prueba.— Las  diligencias  probatorias  solicitadas  oportunamente, 
que  por  las  ocupaciones  del  juzgado  no  han  podido  ser  eva- 
cuadas dentro  del  término,  pueden  serlo  válidamente  fuera  de 
él.— T.  36,  p.  319. 

—  La  transferencia  de  pagarés  á  la  orden,  recibidos  por  el 
vendedor,  á  un  tercero,  á  título  de  mandato,  y  de  éste  á  otro 
con  antidata,  son  hechos  que  probados,  colocan  al  tenedor 
en  la  misma  situación  que  el  vendedor,  en  cuanto  al  derecho 
de  exigir  su  pago;  y  por  consiguiente,  opuestos  que  sean  á  la 
ejecución,  debe  abrirse  la  causa  á  prueba  de  la  excepción  que 
ellos  fundan.  —  T.  37,  p.  363. 

—  Resuelta  la  improcedencia  de  la  petición  de  arraigo,  y  con- 
cedida la  apelación  en  el  efecto  devolutivo  sin  oposición,  ha- 
biéndose proseguido  de  hecho  los  procedimientos,  no  puede 
declararse  suspenso  el  término  probatorio  por  ese  incidente. 

—  T.  38,  p.  33. 

—  Habiéndose  declarado  que  no  quedó  suspenso  el  término 
probatorio,  la  petición  del  término  extraordinario  hecho  des- 
pués de  los  primeros  diez  días  de  aquél,  debe  ser  rechazado. 

—  T.  38,  p.  36. 

—  No  puede  dejarse  sin  efecto  la  prórroga  del  término  probato- 
rio pedida  y  concedida  dentro  del  término,  y  no  renunciada 
expresamente  por  las  partes.  —  T.  38,  p.  76. 

— *  La  muerte  del  apoderado  del  demandado,  que,  aun  dedu- 
ciendo el  tiempo  transcurrido  desde  la  fecha  hasta  la  presen- 
tación del  nuevo  apoderado,  no  ha  impedido  la  producción  de 
pruebas  dentro  del  término,  no  autoriza  al  demandante  á  pro- 
ducir otras  pruebas  fuera  de  él.  —  T.  38,  p.  158. 

—  No  es  necesario  abrir  la  causa  á  prueba,  cuando  los  hechos 
que  se  pretende  probar,  no  pueden  influir  en  la  resolución  de 
la  causa.  —  T.  38,  p.289.  • 
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Prueba.  —  No  está  en  las  facultades  del  juez,  conceder  mayor 
término  para  la  prueba,  que  el  ñjado  por  la  ley.  —  T.  38,  p. 
332. 

—  La  concesión  de  un  término  para  tomar  declaraciones  que 
no  fueron  recibidas  sin  culpa  de  la  parte  dentro  del  probatorio, 
no  habilita  para  producir  dentro  de  aquel,  diligencias  probato- 
rias distintas.  —  T.  38,  p.  467. 

—  No  deben  computarse  en  el  término  probatorio,  los  dias  de 
acefalía  del  juzgado  por  jubilación  de  la  persona  que  lo  desem- 
peñaba. —  T.39,  p.  434. 

—  £1  documento  que  menciona  el  recibo  actual  de  una  suma, 
prueba  que  dicha  suma  ha  sido  recibida.  —  T.  40,  p.  -159. 

—  Para  estimar  el  quantum  de  los  daños  y  perjuicios,  debe 
abrirse  la  causa  á  prueba^  y  no  ordenarse  el  nombramiento  de 
peritos.  (Los  daños  y  perjuicios  eran,  en  el  caso,  resultantes 
de  la  inejecución  de  un  contrato  de  compra-venta).  —  T.  40, 
p.  S92. 

^  La  producida  fuera  de  término  por  culpa  de  la  parte,  debe 
ser  rechazada,  y  las  diligencias  relativas  deben  desglosarse  de 
los  autos.  —  T.  41 ,  p.  425. 

—  Es  culpa  de  la  parte  el  no  haber  entregado  el  papel  sellado 
necesario,  é  instado  en  tiempo  hábil,  por  el  diligenciamiento 
de  las  pruebas  pedidas  y  ordenadas  dentro  de  él.  — T.  41,  p. 
425. 

—  Negándose  por  el  demandado  el  derecho  del  demandante  pa- 
ra cobrar  honorarios,  fundado  en  el  hecho  de  haber  sido  pres- 
tados los  servicios  relativos  en  el  desempeño  de  un  empleo  á 
sueldo,  no  puede  prescindirse  de  abrir  la  causa  á  prueba  de 
ese  hecho. —  T.  42,  p.  44. 

—  Debe  cumplirse  la  diligencia  probatoria  pedida  y  decretada 
en  tiempo,  que  no  resulta  haberse  cumplido  en  oportunidad  por 
hecho  no  imputable  á  la  parte.  —  T.  42,  p.  83. 

—  Objetado  el  importe  y  la  procedencia  de  las  partidas  de  una 
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cuenta»  corresponde  se  reciba  la  causa  á  prueba.  — T.  42,  p. 
248. 

Prueba. — £i  auto  que  manda  certificar  sobre  la  producida,  no 
puede  ser  revocado  por  razón  de  pruebas  pedidas  dentro  del 
término  probatorio,  cuya  recepción  no  ha  sido  urjida  oportu- 
namente por  el  interesado.  —  T.  42,  p.  341. 

—  La  apertura  de  la  causa  á  prueba  en  los  juicios  de  contra- 
bando, no  es  regida  por  el  artículo  467  del  Código  de  Procedi- 
mientos Criminal,  sino  por  el  artículo  1070  de  las  Ordenanzas 
de  aduana.  —  T.  43,  p.  7. 

—  Según  el  artículo  4070  de  las  ordenanzas  de  aduana,  el  juez 
esUí  obligado  á  abrir  la  causa  á  prueba^  solamente  cuando  los 
hechos  contradichos  pueden  ejercer  influencia  en  su  resolución. 
—  T.  43,  p.  7. 

—  La  de  haber  sido  gratuito  el  hospedaje  cuyo  precio  se  recla- 
ma, está  á  cargo  del  demandado.  —  T.  43,  p.  180. 

—  Es  inadmisible  la  prueba  sobre  hechos  no  alegados  en  la  de- 
manda y  en  la.contes'tación.  —  T.  43,  p.  198. 

—  Puede  renunciarse  el  trámite  de  la  prueba,  en  las.causas  cri- 
minales (art.  467,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  44,  p.  275. 

—  La  partida  de  defunción  prueba  la  defunción,  y  no  el  úl- 
timo domicilio  del  difunto,  máxime  cuando  los  testigos  que 
la  firman  declaran  que  el  domicilio  de  éste  es  distinio  del  in- 
dicado en  la  partida.  —  T.  44,  p.  297. 

—  £1  procedimiento  de  los  recursos  contra  las  resoluciones  de 
la  administración  de  aduana,  no  excluye  la  recepción  de  la 
causa  á  prueba,  cuando  la  naturaleza  de  los  hechos  alegados 
la  haga  necesaria  (art.  4070,  Ord.).  —  T.  45,  p.  340. 

—  No  es  admisible  como  tal,  el  propio  testimonio  del  juez.  — 
T.  46,  p.  75  y  79. 

—  Cuando  demandante  y  demandado  se  fundan  en  la  inejecu- 
ción del  contrato,  uno  para  pedir  su  rescisión  y  otro  la  in^ 
demnización  de  perjuicios,  es  indispensable  abrir  la  causa  á 
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prueba  para  averiguar  por  culpa  de  quién  dejó  de  llevarse  á 
efecto  el  contrato  (art.  207,  Ley  Proc).  —  T.  47,  p.  14. 

Prueba.  —  En  los  procesos  crinoiinales  no  pueden  admitirse  las 
diligencias  de  prueba  pedidas  después  del  término,  ni  prorro- 
garse el  fijado  por  la  ley  para  alegar  (art.  470,  477,  490  y  491, 
Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  47,  p.  359. 

—  No  es  necesario  abrir  la  causa  á  prueba  para  condenar  al 
cumplimiento  del  contrato,  ¿  aquel  que  confiesa  que  ha  figura- 
do como  contratante  por  convenio  expreso  entre  partes,  aun- 
que en  realidad  era  sólo  fiador  de  una  de  ellas.  (La  omisión 
de  la  apertura  de  la  causa  á  prueba  en  1<^  instancia,  no  produce 
por  sí  sola  y  necesariamente  la  nulidad  de  lo  actuado,  con 
arreglo  á  los  art.  91  y  207,  Ley  Proc,  según  los  cuales  no  es 
indispensable  el  requisito  de  la  prueba,  sino  cuando  ésta  se 
considere  necesaria  para  el  fallo).  —  T.  47,  p.  373. 

—  No  puede  ser  negado  en  el  incidente  de  recusación  de  arbi- 
tros, el  pedido  de  prórroga  del  término  probatorio  por  dos  días 
más,  sobre  diez  y  ocho  concedidos,  cuando  la  prueba  debe  pro- 
ducirse fuera  del  municipio.  —  T.  48,  p.  25. 

—  Corresponde  que  se  abra  á  prueba  la  causa  por  daños  y  per- 
juicios, que  se  funda  en  el  hecho  contradicho  de  haber  media- 
do una  acusación  calumniosa,  cuyo  juicio  se  dice  haber  termi- 
nado. —  T.  48,  p.  186. 

—  No  basta  como  prueba  legal,  el  sumario  formado  por  el  mis- 
mo denunciante,  á  quien  podría  aprovechar  el  comiso  en  caso 
de  decretarse.  (Véase :  Actuaciones  administrativas),  —  T.  48, 
p.  407. 

—  Corresponde  al  endosante,  la  prueba  para  destruir  la  presun- 
ción de  que  el  endoso  en  blanco  se  ha  hecho  por  valor  recibido 
(art.  804,  Cód.  Com.  ant.).  No  constituye  esa  prueba  el  hecho 
de  haber  el  endosatario,  sin  intervención  del  endosante,  ofre- 
cido el  pagaré  en  descuento  á  un  banco  á  nombre  de  éste.  — 
T.  49,  p.  193. 
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Prueba*  —  Alegándose  hechos  que^  probados  afectarían  substan- 
cialmente  la  resolución  del  punto  en  litigio^  debe  abrirse  la 
causa  á  prueba  de  ellos.  —  T.  49,  p.  457. 

—  No  constituyen  las  pruebas  que  requiere  el  artículo  4023  del 
Código  Civil,  el  reconocimiento  de  la  firma  puesta  en  el  ejem- 
plar único  del  contrato  de  locación,  ni  el  resultar  de  éste  el 
pago  á  cuenta,  de  alquileres  futuros  de  una  suma  que  no  alcanza 
á  una  mensualidad  de  las  que  se  pretenden  estipuladas.  (Véa- 
se: Locación).  —  T.  49,  p.  516. 

—  La  excepción  de  espera,  fundada  sobre  la  suspensión  provi- 
soria de  las  ejecuciones,  concedida  por  el  juez  de  comercio,  de- 
be ser  recibida  á  prueba. —  T.  51,  p.  276. 

—  Una  de  las  partes  no  tiene  derecho  para  suplir  la  prueba  de 
su  contraria,  presentando  documentos  que  no  contienen  las 
justificaciones  pedidas  por  ésta.  —  T.  51,  p.  317. 

—  Después  del  llamamiento  de  autos  para  sentencia,  no  és per- 
mitido á  las  partes  producir  pruebas.  —  T.  52,  p.  165. 

—  Corresponde  al  demandante  probar  los  hechos  en  que  funda 
su  acción  (ley  39,  tít.  2,  part.  3*).  —  T.  52,  p.  390. 

—  Corresponde  al  comprador  que  alega  la  nulidad  de  la  venta, 
probar  el  hecho  en  que  la  funda  (ley  33,  tít.  2,  part.  3').  —  T. 
53,  p.  75. 

—  Las  diligencias  probatorias  pedidas  el  último  día  del  térmi- 
no, y  que  no  pueden  evacuarse  dentro  de  él,  no  son  admisi- 
bles. —  T.  54,  p.  19. 

—  Anotada  en  el  libro  del  estafetero  la  conducción  de  once  bol- 
sas de  correspondencia,  el  recibo  de  la  oficina  receptora  puesto 
en  dicho  libro,  excluye  la  prueba  directa  para  imputarle  el  de- 
lito de  substracción  de  una  de  las  bolsas.  —  T.  54,  p.  68. 

—  Las  diligencias  de  prueba  pedidas  y  urgidas  dentro  del  tér- 
mino, deben  ser  cumplidas  aun  después  de  él,  sin  que  obste 
haberse  accedido  al  nuevo  pedido  de  la  parte  con  la  cláusula 
«estando  en  tiempo «  y  haberse  consentido  dicho  proveído.  — 
T.  54.  p.  212. 
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Prueba. — Afirmándose  por  el  actor  que  la  descarga  empezó  un 
día  determinado  y  resultando  incierto  este  hecho,  ante  la  ne- 
gativa y  prueba  del  demandado  de  haberse  hecho  dentro  de  los 
días  estipulados,  corresponde  al  demandante  probar  que  en  el 
día  indicado  el  buque  estaba  listo,  y  que  la  descarga  no  empezó 
ese  día  por  culpa  del  demandado.  —  T.  56,  p.  146. 

—  Carecen  de  valor  probatorio,  las  actuaciones  obradas  ante 
juez  incompetente  y  presentadas  por  el  actor  con  el  alegato,  sin 
haber  hecho  mención  concreta  de  ellas  en  la  demanda.  —  T. 
56.  p.  462. 

—  Corresponde  al  porteador  probar  que  el  mal  estado  de  las 
mercaderías,  á  cuyo  respecto  nada  se  hizo  constar  en  la  carta 
de  pQrte,  procede  de  vicio  propio,  ó  de  otra  causa,  que  no  sea 
su  negligencia  ó  culpa.  — T.  56,  p.  210. 

—  Reconocida  en  general  la  deuda  de  un  saldo,  el  documento 
que  acredita  el  pago  á  cuenta  de  un  saldo  determinado,  y  los 
recibos  de  pagos  parciales  posteriores,  reconocidos  por  el  acree- 
dor, forman  prueba  para  establecer  el  importe  del  saldo  deudor. 
—  T.  57,  p.  168. 

^  Cuando  de  autos  resulten  circunstancias  graves  en  contra  del 
procesado,  á  él  corresponde  probar  el  hecho  que  aduce  en  su 
confesión  como  descargo  (art.  318,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  57, 
p.  291. 

—  No  puede  dejarse  en  suspenso  el  llamamiento  de  autos,  por 
diligencias  probatorias  cuyo  cumplimiento  no  ha  sido  urgido 
oportunamente.  —  T.  58,  p.  263,  279  y  300. 

—  Aun  después  de  pasado  el  término  probatorio,  debe  mandar- 
se practicar  la  compulsa  de  libros,  que  es  el  cumplimiento  de 
lo  pedido  y  ordenado  dentro  de  él.  —  T.  58,  p.  350. 

—  Cuando  se  ha  opuesto  la  excepción  de  incompetencia,  fun- 
dándola en  que  no  se  han  especificado  los  hechos  necesarios 
para  demostrar  la  competencia  federal,  la  excepción  es  pro- 
piamente de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda^ 
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y  no  son  aplicables  los  principios  que  rigen  la  agregación  de 
las  pruebas  producidas  fuera  del  término^  porque  el  auto  que  re- 
cibe la  excepción  á  prueba  debe  entenderse  no  en  el  sentido  de 
abrir  un  término  para  averiguar  hechos  contestados,  sino  para 
que  el  actor  llene  los  requisitos  legales  al  efecto  de  establecer 
que  la  causa  corresponde  al  fuero  nacional.  —  T.  59,  p.  435. 

Prueba. — El  informe  que,  por  no  corresponderá  la  oficina  de  la 
cual  se  solicitó,  se  pide  de  otra  después  de  pasado  el  término 
probatorio,  no  puede  considerarse  como  pedido  fuera  de  éste, 
si  la  primera  solicitud  se  hizo  dentro  del  mismo.—  T.  59,  p.  260. 

—  No  hay  necesidad  de  abrir  la  causa  á  prueba,  cuando  no  hay 
hechos  contradichos.  —  T.  59,  p.  415. 

—  £1  incidente  sobre  el  desembargo,  pedido  y  resuelto  sin  subs- 
tanciación, se  produce  propiamente  por  el  recurso  de  revoca- 
toria y  apelación  que  se  interponga  contra  el  auto  que  lo  orde- 
na, y  no  suspende  hasta  entonces  el  curso  del  término  proba-^ 
torio.  Si  éstese  halla  vencido,  cuando  dicho  incidente  se  pro- 
duce, no  son  admisibles  las  diligencias  probatorias  que  se 
soliciten  con  posterioridad.  —  T.  60,  p.  37. 

—  La  prueba  resultante  del  reconocimiento  de  documentos  pri- 
vados es  indivisible,  y  tiene  la  misma  fuerza  contra  aquellos 
que  lo  reconocen,  que  contra  aquellos  que  los  presentaren 
(art.  4029,  Cód.  Civ.).  —  T.  61,  p.  165. 

—  No  procede  la  concesión  del  término  extraordinario  para  la 
prueba  de  testigos,  si  no  se  ha  cumplido  con  lo  dispuesto  por 
el  inciso  3»,  artículo  95,  ley  de  procedimientos.  —  T.  61,  p. 
324. 

—  No  puede  recibirse  la  producida  después  del  término  acor- 
dado (art  471,  472,  473  y  483,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  62,  p.  90. 

—  Véase  :  Actor ;  Buque;  Cambio  de  ruta;  Caución;  Causas  co- 
merciales; Compra-venta ;  Conocimiento ;  Contrabando;  Daños  y 
perjuiíiios;  Depósito;  Documentos  privados ;  Dominio;  Espera; 
Excepción;  Expropiación;  Fletamento;  Hipoteca;  Incompetencia,; 
Informa;  Interdicto;  Laudo;  Mandato;  Nacimiento;  Nulidad; 
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Reeuscuñón ;  Sociedad ;  Tachas;  Tercería  de  dominio;  Testigos; 
Transacdán;  Transporte;  Viaje. 

Pmeba  cireunstanoial.  —  Para  que  la  prueba  circunstancial  ó 
de  presunciones  sea  perfecta  y  pueda  servir  de  baseá  una  con- 
denación, y  sobre  todo  á  la  imposición  de  una  pena  grave,  es 
indispensable  que  las  circunstancias  que  la  constituyen,  á  más 
de  ciertas  y  probadas,  sean  graves,  precisas  y  concordantes.  — 
T.  13,  p.  366. 

Pmeba  en  segunda  instancia.  —  Los  hechos  conocidos  de  la 
parte  antes  de  la  demanda  y  que  no  han  sido  articulados  en 
ella,  no  pueden  recibirse  á  prueba  en  2*  instancia  fart.  220, 
Ley  Proc).  —  T.  20,  p.  181 . 

—  No  puede  recibirse  á  prueba  en  2*  instancia,  un  hecho  di- 
rectamente contrario  á  lo  afirmado  en  la  demanda.  —  T.  23, 
p.  519. 

—  Es  inadmisible  la  de  un  hecho  no  alegado  en  1*  instancia. 
—  T.  41,  p.  254. 

Prueba  instrumentaL  —  Los  documentos  presentados  por  una 
de  las  partes,  deben  considerarse  fehacientes,  mientras  no  se 
arguyan  de  falsos  por  la  otra.  —  T.  5,  p.  12. 

^  La  cuenta  pasada  por  la  parte,  y  reconocida,  constituye 
prueba  en  su  contra.  —  T.  5,  p.  40. 

—  No  puede  admitirse  la  prueba  de  modificación  de  un  contrato 
de  fletamento  escrito  ó  de  hechos  contradictorios  á  él,  sino  por 
escrito,  porque  á  ello  se  opone  la  regla  de  derecho. contra  tes- 
timonium  scriptumy  testimonium  non  scriptum  non  fertur  (art. 
1185.  Cód.  Cora.  ant.).  —  T.9,  p.  296. 

—  Deben  probarse  por  escritura  pública  ó  documento  privado 
judicialmente  reconocido,  las  excepciones  á  que  se  refiere  el 
artículo  852  del  Código  de  Comercio  anterior.  — T.  11,  p.  37. 

—  Las  modificaciones  á  un  contrato  hecho  en  escritura  pública 
y  negadas  por  una  de  las  partes,  sólo  pueden  probarse  con 
otra  escritura  pública  (art.  1184,  inciso  10,  Cód.  Civ.).  —  T.  20, 
p.  274. 

T.  II  Í4 
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Prueba  ioBtrumental. — La  existencia  de  la  sociedad,  cuyo  fondo 
social  pase  de  200  posos,  debe  probarse  por  escrito  (art.  1493 
y  1662,  Cód.  Civ.).  —  T.  25,  p.  30. 

—  En  un  contrato  de  sociedad  mayor  de  200  pesos,  las  modi- 
ficaciones que  se  aleguen  como  introducidas  después,  deben 
resultar  de  prueba  escrita  (art.  1193,  Cód.  Civ.).  —  T.  25,  p. 
141. 

—  El  contrato  de  fletamento  de  un  buque,  debe  probarse  por 
documento  escrito  (art.  1185,  Cód-  Com.  ant.).  — T.  26,  |p. 
472. 

—  No  es  aplicable  el  artículo  11,  ley  de  procedimientos,  cuando 
se  presentan  en  el  término  probatorio,  documentos  que  tien- 
den á  probar  hechos  cuyo  esclarecimiento  el  juez  ha  conside- 
rado necesario  en  el  auto  de  prueba.  —  T.  29,  p.  176. 

—  Vencido  el  término,  no  son  admisibles  ¿  la  prueba  de  re- 
conocimiento, documentos  privados  que  no  emanan  de  la  con- 
traparte. —  T.  33,  p,  251. 

—  Puede  presentarse  después  del  término,  un  documento  de 
iecha  posterior  á  la  demanda,  que  se  refiere  á  un  hecho  produ- 
cido durante  la  secuela  del  juicio.  — T.  44,  p.  58. 

—  Durante  el  término  son  admisibles  los  documentos  de  fecha 
anterior,  si  no  son  los  que  fundan  el  derecho  deducido  en  la 
demanda.  —  T.  46,  p.  19. 

—  Debe  probarse  por  escrito,  el  contrato  de  locación  por  cinco 
años  y  300  pesos  al  mes  (art.  1193,  Cód.  Civ.).  —  T.  48,  p. 
217. 

—  Los  documentos  que  deben  acompañarse  á  la  demanda,  son 
los  que  fundan  el  derecho  del  actor  y  no  los  que  sirven  á  com* 
probarlo;  éstos  pueden  ser  producidos  durante  el  término  pro- 
batorio.—T.  53,  p.  265. 

Prueba  pericial.  —  No  es  admisible  la  petición  de  prueba  peri- 
cial, después  de  vencido  el  término  probatorio.  — T.  35,  p.  59. 
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PHieba  pericial. — El  reconocimiento  de  peritos  sobre  facturas  ú 
objetos,  no  puede  considerarse  como  una  nueva  declaración 
testifical,  y  puede  ser  pedido  después  (ie  los  primeros  diez  días 
del  término  probatorio  establecido  por  el  artículo  483  del  Código 
de  Procedimientos  Criminales.  —  T.  6Í,  P-.47. 

Prueba  testimonial.  —  El  término  respecto  de  testigos  ausentes 
de  la  provincia  donde  se  sigue  el  pleito,  es^  á  más  de  los  30 
días  de  la  ley^  un  día  más  por  cada  siete  leguas  (art.  92,  Ley 
Proc.).  — T.  2,  p.  403. 

-~  La  prueba  testimonial  no  puede  tomarse  en  consideración 
en  causa  de  mayor  cuantía,  si  no  está  apoyada  en  una  semiple- 
na prueba  por  escrito.  — T.  4,  p.  75. 

—  En  los  contratos  comerciales  de  mayor  cuantía,  la  prueba 
testimonial  sólo  se  admite  existiendo  principio  de  prueba  por 
escrito,  y  no  son  éste  las  anotaciones  de  los  libros,  informales, 
de  quien  la  alega  (art.  67  y  493,  Cód.  Com.  ant.).  — T.  7, 
p.  47. 

—  Siendo  de  mayor  cuantía,  un  contrato  de  transporte  de  per- 
sonas en  un  buque,  no  puede  ser  justificado  por  sólo  la  prue- 
ba testimonial  (art.  492,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  8,  p.  34. 

—  No  es  posible  admitir  la  prueba  testimonial,  en  los  juicios  en 
rebeldía. —  T.  8,  p.  252. 

—  Los  contratos  mercantiles  de  mayor  cuantía  no  pueden  pro- 
barse por  testigos^  sin  que  se  presente  al  menos  un  principio 
de  prueba  por  escrito.  No  están  exceptuados  de  esta  regla,  los 
contratos  de  salvamento  (art.  193,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  8, 
p.  400. 

—  Los  contratos  cuyo  valor  excede  de  200  pesos  no  pueden  ser 
justificados  por  la  prueba  testimonial,  si  no  existe  un  princi- 
pio de  prueba  por  escrito  (art.  4  493,  Cód.  Civ.).  —  T.  44,  p. 
420. 

—  Se  admite  en  asuntos  menores  de  200  pesos  fuertes  (art.  4  493, 
Cód.  Civ.).  —  T.  43,  p.  26  y  76. 
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Prueba  testimonial.  —  Es  admisible  en  los  contratos  de  trans- 
porte, aunque  sea  mayor  de  200  pesos  fuertes  la  importancia- 
del  asunto.  Lo  mismo  debe  decirse  délos  contratos  con  los 
dueños,  administradores  y  patrones  de  lanchas  (art.  166,  Cód. 
Cora.  ant.).  —  T,  U,  p.  341. 

—  Es  inadmisible  sin  un  principio  de  prueba  por  escrito,  tra- 
tándose de  una  liberación  comercial,  en  contrato  de  mayor 
cuantía  (art.  193,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  15,  p.  294. 

—  La  prueba  de  testigos  menores  en  número,  pero  concordes 
en  sus  declaraciones  y  dando  razón  satisfactoria,  es  superior  ¿ 
la  de  mayor  número  de  ellos,  pero  que  noconcuerdan  ó  no  dan 
razón  satisfactoria  de  sus  dichos  (leyes  41  y  42,  tlt.  16,  part.  3^). 

—  T.  16,  p.  123. 

—  Tratándose  de  pagar  un  valor  que  exceda  de  200  pesos  fuer- 
tes, no  es  admisible  la  prueba  testimonial  si  no  se  acompaña 
un  principio  de  prueba  por  escrito  (art.  193,  Cód.  Com.  ant.). 

—  T.  16,  p.  206. 

—  El  pago  cuya  importancia  es  mayor  de  200  pesos,  no  puede 
probarse  por  testigos  si  no  existe  principio  de  prueba  por  es- 
crito (art.  1193,  Cód.  Civ.).  —  T.  16,  p.  389. 

—  En  los  asuntos  de  mayor  cuantía,  la  prueba  testimonial  care- 
ce de  valor,  no  habiendo  un  principio  de  prueba  por  escrito 
(art.  193,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  16,  p.  452. 

—  Toda  diligencia  que  equivalga  á  la  prueba  testimonial,  debe 
ser  pedida  con  tres  días  de  anticipación  al  último  del  término 
probatorio  (art.  120,  Ley  Proc).  —  T.  20,  p.  133. 

—  En  los  contratos  de  mayor  cuantía^  la  prueba  de  testigos  no 
puede  justificar  su  existencia  (art.  1193,  Cód.  Civ.).  Esta  dispo- 
sición es  aplicable  también  á  los  contratos  comprendidos  por 
el  artículo  1188  :  la  sola  prueba  testimonial  no  basta  para  de- 
mostrar su  existencia  y  obligar  á  los  contratantes  á  su  existen- 
cia, si  son  de  mayor  cuantía.  —  T.  21,  p.  30. 

'—  La  autorización  para  la  venta  en  causa  de  mayor  cuantía^  no 
puede  probarse  por  testigos.—  T.  21^  p.  54. 
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Prueba  testimonial.  —  La  prueba  testimonial  confirmada  con 
los  asientos  de  los  libros  del  actor,  bastan  para  considerar  pro- 
bada la  demanda.  —  T.  21,  p.  396. 

—  En  ella,  cuando  los  testigos  deben  declarar  fuera  del  asiento 
del  juzgado,  puede  la  parte  que  los  presente,  acompañar  el  in* 
terrogatorio  cerrado,  para  que  se  abra  en  la  audiencia  en  que 
se  han  de  recibir  las  declaraciones  (art  411,  442,  443,  114^  429 
y  439,  Ley  Proc).  —  T.  23,  p.  57. 

—  A  falta  de  documento  escrito,,  tratándose  de  sociedad  cuyo 
fondo  es  mayor  de  200  pesos,  no  puede  recurrirse  á  la  prue- 
ba de  los  hechos  de  los  cuales  resulte,  cuando  la  acción  se 
funda  en  el  hecho  de  haber  sido  excluido  de  formar  parte 
de  ella  y  se  ha  estado  en  comunidad  de  intereses.  —  T.  25,  p. 
30. 

—  La  sociedad,  cuyo  fondo  es  mayor  de  200  pesos  fuertes,  no 
puede  probarse  por  testigos,  sin  principio  de  prueba  por  escri- 
to. —  T.  26,  p.  43. 

—  Aquella,  para  la  que  no  se  ha  pedido  el  término  extraordi- 
nario, puede  diligenciarse  dentro  del  ordinario,  sin  las  forma- 
lidades exigidas  para  aquél.  —  T.  26,  p.  460. 

-—  Tratándose  de  un  asunto  mayor  de  200  pesos  fuertes,  la 
prueba  testimonial  no  es  admisible,  si  no  existe  un  principio 
de  prueba  por  escrito.  — T.  28,  p.  360. 

—  Solicitada  en  tiempo,  no  obsta  á  su  recepción,  el  hecho  de 
haberse  fijado  por  el  juez  un  día  posterior  al  vencimiento  del 
término  probatorio.  —  T.  30,  p.  36. 

•^  £1  mandato  respecto  de  cosa  que  vale  más  de  200  pesos^ 
no  puede  ser  probado  por  la  simple  prueba  de  testigos  (art.  493, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  30,  p.  486. 

—  La  pedida  en  tiempo,  y  no  recibida  por  causas  no  imputa- 
bles á  la  parte,  debe  ser  admitida  (En  este  caso,  no  se  devol- 
vieron los  oficios  librados  á  las  autoridades  de  campaña,  para 
la  notificación  de  los  testigos).  —  T.  34,  p.  394. 
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Prueba  testimonial.  —  En  los  contratos  de  mayor  cuantía,  no 
puede  probarse  por  testigos,  la  existencia  de  una  condición  no 
mencionada  en  el  documento  que  los  acredita  (art.  1193,  Cód. 
Civ.).  —  T.  38,p.  1:^8. 

—  En  las  causas  criminales,  la  prueba  testimonial  debe  ser 
ofVecida  dentro  de  los  primeros  diez  días  del  término  proba- 
torio, y  recibida  después  de  éstos  (art^  483,  Cód.  Proc.  Crim.). 
— T.  40,  p.  376. 

—  Es  inadmisible  la  producida  para  demostrar  la  modificación 
de  un  contrato  escrito,  cuyo  valor  exceda  de  200  pesos  (art. 
1193,  Cód.  Civ.).  —  T.  43,  p.  198. 

—  Las  modificaciones  de  los  contratos  por  escrito,  deben  ser 
probadas  en  la  misma  forma,  y  no  pueden  serlo  por  testigos, 
máxime  cuando  su  importancia  excede  de  200  pesos. —  T.  46, 
p.  126. 

—  El  convenio  por  el  cual  se  alegue  que  la  suma  depositada 
en  un  Banco,  en  cuenta  corriente,  ha  sido  transportada  á  favor 
de  un  tercero,  no  puede  ser  probado  por  testigos,  si  dicha  su- 
ma excede  de 200  pesos  (art.  209,  Cód.  Com.,  y  1193,  Cód.Civ.). 
La  prueba  de  libros  producida  por  el  Banco  queda  sin  impor- 
tancia,  una  vez  que  en  ellos  se  consigne  que  la  devolución 
se  hizo  por  medio  de  un  giro,  y  resulta  que  ésta  se  entendió 
hecha  por  medio  del  mencionado  traspaso  sin  haber  existido 
el  giro.  —  T.  51,  p.  33. 

—  Hecha  la  presentación  de  testigos  dentro  de  los  primeros  diez 
días  del  término  probatorio,  y  consentido  el  auto  que  mandó 
acompañar  el  interrogatorio,  no  puede  negarse  la  prueba  tes- 
timonial, por  haberse  acompañado  el  interrogatorio  después 
de  ese  término.  — T.  61,  p.  334. 

—  Véase  :  Testigos. 

Pueblos.  —  Los  pueblos  donde  funcionan  municipalidades  in- 
dependientes^ es  indispensable  que  cuenten  con  porciones 
de  tierra,  capaces  de  suministrarles  las  rentas  y  recursos  nece- 
sarios. —  T.  12,  p.  229. 
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Puerto  de  Buenos  Aires.  —  En  el  puerto  de  Buenos  Aires,  en 
que  por  regla  general  se  hace  la  descarga  en  lanchas  y  carros, 
es  costumbre  abonar  el  corretaje  aun  cuando  no  se  empleen 
carros,  como  una  indemnización  al  mayor  tiempo  y  al  peligro 
que  corren  las  lanchas  de  quedar  baradas  atracadas  al  muelle. 
—  T.  ^3,  p.  318. 
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Querella.  —  La  petición  solicitando  la  verificación  de  varias  di- 
ligencias^ con  el  objeto  de  entablar  acción  criminal  contra  los 
que  resulten  culpables,  importa  una  querella,  y  no  una  mera 
denuncia.  —  T.  30,  p.  553. 

—  La  querella  ó  acusación  no  puede  ser  admitida  si  no  se  pre- 
cisa en  ella  el  nombre  de  los  acusados,  los  hechos  materia  de 
la  acusación,  y  se  agrega  el  juramento  de  no  proceder  con  ma- 
licia (leyes  U,  tít.  4,  part.  7*;  y  4,  tít.  2,  lib.  4%  Recop.).  — 
T.  30,  p.  553. 

Queja. —  La  por  denegada  justicia,  sólo  tiene  lugar  ante  la  Supre- 
ma Corte  cuando  se  hubiese  denegado  una  apelación  que  por 
la  ley  debía  concederse  (art.  220,  Ley  Proc).  —  T.  <2,  p.  374. 

—  No  procede  la  de  retardada  justicia,  cuando  se  halla  pendien- 
te un  informe  pedido  por  el  juez  para  mejor  proveer.  —  T.  52, 
p.  162. 

—  La  queja  por  retardada  justicia,  queda  terminada  por  el  fa- 
llo expedido  durante  su  tramitación.  — T.  53,  p.  417. 

Quiebra.  —  Para  que  tenga  lugar  la  declaración  de  quiebra,  es 
necesario  que  el  demandado  sea  comerciante,  sea  deudor  re- 
conocido y  no  pague  por  insolvencia  (art.  151 2,  Cód.  Com.  ant.). 
—  T.  7,  p.  397. 

—  Basta  tener  un  solo  acreedor,  para  poder  ser  declarado  en 
quiebra  (art.  1526,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  7,  p.  397. 

—  El  juez  de  comercio  es  incompetente  pnra  conocer  en  el  jui- 
cio que  un  argentino  intenta  contra  un  extranjero  para  hacerle 
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declarar  en  quiebra,  si  éste  reclama  la  jurisdicción  nacional 
para  juzgar  sobre  la  deuda  que  demanda  el  actor.  Mucho  más 
cuando  no  concurren  los  requisitos  esenciales  para  hacer  la 
declaración  de  quiebra  (art.  42,  Ley  Jurisd.).  —  T.  7,  p.  397. 

Quiebra.  —  Abierto  el  juicio  de  quiebra  contra  el  demandante, 
los  autos  de  su  demanda  deben  remitirse  al  juez  del  concurso 
(art.  1 536,  Cód.  Com.  ant.) .  —  T.  4  4 ,  p.  39. 

—  El  juicio  declarativo  de  quiebra  en  país  extranjero,  no  puede 
cumplirse  en  la  República  en  perjuicio  de  terceros,  contra  los 
cuales  no  tiene  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada  (art.  1531,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  13,  p.  118. 

—  No  habiendo  declaración  de  quiebra,  no  puede  aplicarse  la 
disposición  del  artículo  1531  del  Código  de  Comercio  antiguo, 
respecto  de  la  preferencia  de  los  acreedores  residentes  en  el 
Estado,  sobre  los  acreedores  extranjeros.  —  T.  13,  p.  805. 

—  Es  un  incidente  de  ella,  el  juicio  conducente  á  averiguar  si 
un  tercero  era  ó  no  socio  del  fallido.  —  T.  14,  p.  152. 

—  Toda  cuestión  relativa  á  la  declaración  de  quiebra  y  á  juicios 
universales  de  concurso,  corresponde  al  conocimiento  de  los 
jueces  de  provincia  (art.  12,  Ley  Jurisd.).  — T.  18,  p.  70. 

—  Declarada  en  quiebra  una  sociedad  en  participación,  la  ejecu- 
ción dirigida  contra  un  buque  que  forma  el  único  hiéndela 
misma,  debe  ser  tramitada  ante  el  juez  del  concurso  (art.  1536, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  18,  p.  70. 

—  Ante  el  juez  del  concurso,  deben  ventilarse  también  las  dudas 
que  se  susciten  sobre  la  legalidad  de  la  declaración  de  quiebra. 
—  T.  18,  p.  70. 

—  £1  juicio  de  quiebra  atrae  todas  las  demandas  y  ejecuciones 
contra  el  fallido  y  sus  bienes,  aunque  correspondan  al  fuero 
nacional  por  razón  de  la  materia .  —  T.  20,  p.  425. 

—  Declarado  en  quiebra  un  comerciante,  el  juez  del  concurso 
avoca  el  conocimiento  de  todos  los  juicios  pendientes  contra  el 
fallido.  No  es  inconveniente  que  el  declarado  en  quiebra,  no 
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haya  estado  inscripto  en  la  matrícula  de  comercio  si  el  auto 
respectivo  es  confirmado  por  el  tribunal  superior  de  ia  pro- 
vincia (art.  1521  y  1536,  Cód.  Com.  ant.;  art.  12,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  21,p.  321. 

Quiebra.  —  Concluido  el  juicio  de  quiebra,  no  es  posible  cumplir 
la  sentencia  que  manda  que  el  acreedor  use  de  su  derecho  en 
ese  juicio.  Debe  hacerlo  ante  el  juzgado  federal,  si  la  causa  le 
corresponde  ratione  materiae,  —  T.  25,  p.  185. 

—  £1  juicio  de  quiebra  atrae  sin  distinción,  todas  las  acciones 
civiles,  activas  y  pasivas  del  fallido,  en  que  obre  como  deman- 
dado ó  demandante  (art.  1535,  Cód.  Com.  ant.,  y  1381  y  1387 
del  nuevo.  Estas  disposiciones  dictadas  con  el  propósito  de 
obtener  una  completa  unidad  en  la  liquidación  de  los  negocios 
del  fallido  y  centralizar  los  intereses  de  la  masa  de  acreedores, 
propendiendo  á  que  se  verifiquen  y  liquiden  de  una  manera 
uniforme,  crean  en  favor  del  tribunal  de  la  quiebra,  una  juris- 
dicción especial  y  extraordinaria  ante  la  cual  deben  llevarse, 
sin  distinción,  todas  las  acciones  civiles  activas  y  pasivas  del 
fallido,  en  que  obre  éste  como  demandante  ó  demandado,  y 
ceden  á  las  reglas  ordinarias  de  la  competencia.  Tal  jurisdic- 
ción es  privativa  y  excluyentedeladelos  tribunales  federales, 
con  arreglo  al  art.  12,  inc.  1°,  Ley  Jurisd.).  — T.  47,  p.  151. 

—  Según  la  ley  de  procedimientos  de  la  provinciade  Mendoza, 
el  juicio  universal  de  quiebra  sólo  atrae  los  pleitos  ejecutivos 
de  que  conozcan  otros  jueces,  y  entre  éstos  no  puede  compren- 
derse un  interdicto  de  retener,  que  además  se  halla  radicado 
ante  la  Suprema  Corte  nacional.  — T.  54,  p.  576. 

—  Corresponde  al  juez  del  lugar  donde  el  comerciante  ha  teni- 
do y  tiene  su  domicilio  civil,  el  conocimiento  del  juicio  de 
quiebra  del  mismo  (art.  1341,  1389  y  1431,  Cód.  Com.).  — T. 
60,  p.  113. 

—  Véase:  Competencia ;  Concurso. 
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Radicación  de  juicio.  —  No  importa  ésta,  la  misión  en  pose- 
sesión  concedida  por  un  juez  local,  sin  haberse  deducido  ac- 
ción contra  determinada  persona,  ni  promoverse  contención 
alguna,  y  sin  darse,  en  consecuencia,  al  procedimiento,  la  for- 
ma de  un  juicio  contradictorio.  —  T.  41,  p.  306. 

—    Véase :  Demanda. 

Radio  de  mercado.  —  La  concesión  de  un  radio  hecha  á  una 
empresa  de  mercado  por  la  municipalidad,  sin  haberse  ésta 
obligado  á  mantener  por  sí  el  libre  goce  de  ese  radio,  tiene  que 
ser  hecha  valer  por  la  empresa  concesionaria.  Esta  no  puede 
hacer  cargos  á  la  Municipalidad,  por  razón  de  no  haber  que- 
dado libre  el  goce  del  radio  durante  la  concesión,  sino  en  el 
caso  de  alegar  y  probar  que  tal  cosa  ha  sucedido  por  algún  acto 
propio  é  imputable  á  la  itfunicipalidad.  —  T.  48,  p.  380. 

Rancho.  —  Los  vapores  con  privilegio  de  paquetes,  pueden  for- 
malizar su  entrada  con  el  sólo  manifiesto  de  carga,  y  no  están 
obligados  á  presentar  la  relación  del  rancho  (art.  836, 837,847, 
848,  856,  858,  862,  863,  865  y  875,  Ord.  Los  art.  31,  32  y  34  se 
relacionan  con  los  buques  en  general,  que  no  gozan  de  privile- 
gio de  paquetes).  —  T.  64^  p.  360. 

Ratificación.  —  No  habiendo  existido  desaprobación  del  mari- 
do, de  un  contrato  celebrado  por  su  mujer  sin  su  venia,  pue- 
den los  herederos  ratificarlo  ejerciendo  las  acciones  que  nacen 
de  él.  —  T.  9,  p.  495. 
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Ratificación. —  La  del  poderdante^  subsana  los  defectos  de  forma 
que  puede  tener  el  poder.  —  T.  25,  p.  ^33. 

—  Véase:  Mandato. 

Rebeldía.  —  Las  sentencias  pronunciadas  en  rebeldía,  además 
de  fijarse  en  los  lugares  de  costumbre  é  insertarse  en  los  pe- 
riódicos, deben  notificarse  por  cédula  cuando  fuese  posible 
(art.  90,  Ley  Proc).  —  T.  4,  p.  38. 

—  La  parte  á  quien  se  le  ha  conferido  un  traslado,  y  se  le  acusa 
rebeldía,  no  decae  de  su  derecho  sino  después  de  pasadas  las 
24  horas  que  se  acuerdan  para  contestarlo  (art.  42,  Ley  Proc). 

—  T.  10,p.  270. 

—  No  puede  acusarse  á  la  parte,  que,  antes  de  contestar,  ha  de- 
ferido posiciones  admitidas  por  el  juzgado,  mientras  éstas  no 
sean  absueltas.  —  T.  i  O,  p.  270. 

—  £1  demandado  no  debe  ser  declarado  incurso  en  rebeldía, 
cuando  ha  sido  nula  la  cédula  de  emplazamiento.  En  ese  caso, 
debe  ser  emplazado  nuevamente,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  artículo  487  de  la  ley  de  procedimientos.  —  T.  40,  p.  304 . 

—  Para  que  se  tenga  por  decaído  el  derecho  de  una  parte^  es 
necesario  que  se  acuse  la  rebeldía  y  no  deje  de  usar  ese  dere- 
cho dentro  de  las  24  horas  con  que  la  rebeldía  debe  ser  dese- 
chada. No  se  presume  que  se  haya  renunciado  á  esta  disposi- 
ción, si  la  solicitud  relativa  se  funda  en  un  supuesto  que  no 
existe  (art.  42,  Ley  Proc).  —  T.  44,  p.  385. 

—  Las  leyes  referentes  á  la  determinación  de  los  casos  en  que 
los  litigantes  incurren  en  rebeldía,  como  tendentes  á  negar  en 
adelante  toda  audiencia,  deben  interpretarse  restrictivamente. 

—  T.  42,  p.  57. 

—  El  litigante  que  se  ausente  del  lugar  del  juicio,  no  incurre  en 
rebeldía,  si  deja  apoderado  instruido  y  expensado,  aunque  no 
tenga  éste  la  facultad  de  absolver  posiciones.  —  T.  42,  p.  57. 

—  No  puede  ser  declarado  incurso  en  rebeldía,  el  litigante  que 
tiene  personero  en  juicio.  —  T.  42,  p.  79. 
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lia.  —  No  debe  darse  interpretación  extensiva,  á  las  leyes 
que  determinan  los  casos  en  que  los  litigantes  deben  conside- 
rarse rebeldes.  —  T.\%,  p.  79. 

—  Mientras  no  haya  rebeldía  acusada,  la  sentencia  apelada  no 
puede  considerarse  como  una  cosa  juzgada,  y  puede  siempre 
continuarse  la  substanciación  de  la  segunda  instancia.  —  T. 
1«,  p.  134. 

—  Quien  no  ha  sido  debidamente  notificado,  no  puede  ser  decla- 
rado en  rebeldía.  —  T.  42,  p.  325. 

—  No  puede  considerarse  caído  en  rebeldía,  un  demandado  no- 
tificado por  carta  requisitoria,  cuando  ésta  no  contiene  em- 
plazamiento. —  T.  42,  p.  380. 

—  Declarado  en  rebeldía  el  demandado,  el  actor  debe  obtener 
lo  que  pidiera,  siendo  justo.  Es  justo  que  uno  pague  lo  que  de- 
be, constante  en  escritura  pública  (art.  185,  Ley  Proc).  —  T. 
13, p.  224. 

—  Resuelto  definitivamente  un  artículo  de  previo  y  especial 
pronunciamiento,  promovido  por  el  demandado,  antes  de  con- 
testar la  demanda  de  la  que  se  le  corrió  traslado,  la  causa  vuel- 
ve al  estado  del  traslado  pendiente,  y  no  evacuándolo  el  deman- 
dado en  el  término  legal,  da  justo  motivo  para  que  el  deman- 
dante le  acuse  rebeldía.  —  T.  46,  p.  61. 

—  El  juez  está  autorizado  para  suspender  la  declaración  de  re- 
beldía, y  ordenar  que  el  litigante  sea  nuevamente  emplazado, 
cuando  por  fuerza  mayor  no  puede  comparecer  en  el  término 
señalado.  El  haber  manifestado  la  parte  fiscal  que  se  ha  halla- 
do en  la  imposibilidad  de  expedirse  en  un  traslado  dentro  del 
término  legal,  y  el  haberse  expedido  en  él  antes  de  ser  decla- 
rado en  rebeldía,  son  motivos  que  deben  tomarse  en  cuenta 
para  revocar  la  declaración  de  rebeldía  (art.  488  y  494,  Ley 
Proc).  —  T.  17,  p.  395. 

—  El  condenado  en  rebeldía  puede  solicitar  la  rescisión  de  la 
sentencia,  por  ausencia,  enfermedad  grave  ú  otro  accidente  se- 
mejante (art.  494,  Ley  Proc).  —  T.  47,  p.  399. 
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Rebeldía.  —  Alegándose  por  el  ministerio  fiscal  que  por  causas 
conocidas,  qye  no  ha  estado  en  su  voluntad  el  prevenirlas,  no 
pudo  expedirse  en  el  término  legal ^  el  juez  no  debe  declarar 
la  rebeldía,  sino  substanciar  y  decidir  la  causa  con  arreglo  á 
derecho.— T.  17,  p.  399. 

—  Señalado  un  plazo  para  comparecer  y  contestar,  no  es  nece- 
sario que  transcurran  S4  horas  más  para  declarar  en  rebeldía 
al  emplazado  (art.  483,  Ley  Proc).  —  T.  49,  p.  288. 

—  Es  nula  la  declaración  de  rebeldía  hecha  sin  preexistir  de- 
manda en  forma,  ó  sin  haberse  notificado  la  última  intima- 
ción de  comparecer  á  juicio  (art.  61,  233  y  237,  Ley  Proc). 

—  T.  49,  p.  356. 

—  Sólo  pueden  ser  declarados  rebeldes  los  que  no  comparecen 
en  virtud  del  emplazamiento,  ó  no  contestan  la  demanda  en  el 
término  legal  (art.  483,  Ley  Proc).  —  T.  20,  p.  244. 

—  Cuando  el  emplazamiento  es  nulo,  debe  el  juez  abstenerse  de 
declarar  la  rebeldía  contra  el  demandado,  y  ordenar  que  se  le 
emplaze  de  nuevo  (art.  187,  Ley  Proc).  — T.  20,  p.  244. 

—  No  incurre  en  ella  el  demandado,  si  no  es  debidamente  noti- 
ficado de  la  providencia  en  que  se  le  manda  contestar  dentro 
de  24  horaSj  á  mérito  de  rebeldía  acusada.  —  T.  20,  p.  434. 

—  Siendo  nula  la  cédula  de  emplazamiento,  el  demandado  no 
puede  ser  declarado  en  rebeldía  (art.  487,  ley  Proc).  —  T.  24, 
p.  404. 

—  Para  declarar  rebelde  al  demandado  que  no  contesta  la  de- 
manda, es  necesario  que  se  le  acuerden  y  pasen  las  24  horas  á 
que  se  refiere  el  artículo  42,  ley  de  procedimientos.  —  T.  25, 
p.386. 

—  La  rebeldía  por  la  no  concurrencia  del  reclamante  al  juicio 
verbal  sobre  honorarios,  no  importa  un  desistimiento  del  re- 
clamo, y  debe  ser  despachada  con  el  término  de  24  horas.  — 

—  T.  30,  p.  503. 

—  El  término  de  24  horas  acordado  por  el  artículo  42  de  la  ley 
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de  procedimientos,  es  perentorio  y  fatal  al  fecto  de  la  rebeldía 
acusada.  —  T.  30,  p.  439. 

Rebeldia.  —  No  puede  ser  declarada  sin  más  trámite  la  rebeldía 
del  actor,  que  en  juicio  de  interdicto  no  comparece  el  día  se 
ñaiado,  peroque  presenta  escrito  pidiendo  su  postergación. — 
T.  33,  p.  426. 

—  No  puede  declararse  sin  más  trámite  la  rebeldía  del  actor 
que  en  juicio  de  interdicto  no  comparece  el  día  señalado,  pero 
que  presenta  escrito  pidiendo  su  postergación.  — T.  34,  p.  34. 

—  El  demandado  que,  dentro  del  término  del  emplazamiento, 
ocurre  al  juez  que  cree  ser  competente,  solicitando  inhibitoria 
del  juez  emplazante,  no  puede  ser  declarado  rebelde  por  éste, 
y  los  procedimientos  que  se  hayan  obrado  hasta  la  decisión 
de  la  inhibitoria^  no  producen  efecto  en  perjuicio  de  aquél 
(art.  4o,  Ley  Proc).  —  T.  37,  p.  412. 

—  El  haber  el  juez  ordenado  á  la  parte  demandada,  la  justifica- 
ción de  su  personería,  y  no  haber  ésta  cumplido  con  dicha  pro- 
videncia, no  es  motivo  para  suspender  la  prosecución  de  la 
causa,  y  no  resolver  en  la  rebeldía  acusada.  —  T.  40,  p.  186. 

—  Cuando  el  demandado  comparece  á  los  autos,  una  vez  citado 
en  ellos^  y  toma  participación  en  la  causa,  el  efecto  de  la  rebel- 
día acusada  pomo  haber  contestado  la  demanda  es  de  la  ca- 
ducidad del  derecho  de  contestarla,  v  no  el  de  no  ser  oído  en 
el  estado  en  que  se  halle  el  juicio.  —  T.  40,  p.  378. 

—  El  auto  que  se  limita  á  dar  por  decaído  el  derecho  de  con- 
testar la  demanda,  sin  acordar  al  hecho  de  la  no  contestación, 
los  efectos  de  una  verdadera  contumacia,  una  vez  consentido, 
no  autoriza  á  pedir  la  aplicación  del  procedimiento  en  rebeldía. 
—  T.  44,  p.  376. 

—  En  la  del  apelado,  deben  pasar  los  autos  al  relator  (art.  217, 
Ley  Proc).  —  T.  50,  p.  98. 

—  El  nombramiento  de  defensor  excluye  el  concepto  del  proce- 
dimiento en  rebeldia,  y  queda  sin  efecto  por  el  hecho  de  pre- 
sentarse en  juicio  el  demandado.  —  T.  51,  p.  252. 
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Rebeldía.  —  Véase  :  Deserción  de  recurso ;  Expresión  de  agravios ; 
Juicio  en  rebeldía. 

Rebelión.  —  No  es  causa  suficiente  para  declarar  rebelde  á  un 
vecino,  el  hecho  de  ejercer  en  tiempos  de  rebelión,  por  pocos 
días  y  á  pedido  del  vecindario,  para  evitar  males  graves,  una 
subdelegación  acéfala.  —  T.  4,  p.  496. 

—  No  lo  es  tampoco,  el  sacar  pequeñas  contribuciones  volun- 
tarias, para  evitar  otras  mayores  y  forzosas.  —  T.  4,  p.  496- 

—  Cometen  este  delito,  los  empleados  públicos  nombrados  por 
los  jefes  de  la  rebelión,  y  que  durante  ella  prestan  sus  servi- 
cios (art.  17,  Ley  Penal).  —  T.  5,  p.  43. 

—  Niel  hecho  de  servir  un  individuo,  por  necesidad,  al  ejército 
rebelde,  para  formar  listas  de  revista  de  guardia  nacional  acuar- 
telada, ni  el  usar  el  cintillo  punzó,  distintivo  impuesto  á  todo 
el  que  le  servía,  son  motivos  para  calificarlo  de  cómplice  en  la 
rebelión,  ni  aun  en  la  calidad  de  ejecutor.  —  T.  5,  p.  64. 

—  £1  hecho  de  servir  á  los  rebeldes  en  los  empleos  de  juez  de 
paz,  comisario  y  tesorero,  no  demuestra  complicidad  en  la  re- 
belión, cuando  se  prueban  las  siguientes  causas:  4*  el  haber 
aceptado  el  empleo  después  de  la  subyugación  completa  por 
los  rebeldes,  de  la  provincia  en  que  se  sirve,  por  temor  de  las 
crueldades  áque  aquellos  se  entregaban  contra  los  que  no  les 
eran  adictos;  2»  el  no  haber  hecho  manifestaciones  anteriores, 
favorables  á  la  rebelión;  3'  no  haber  hecho  males  al  vecinda- 
rio, mientras  se  sirvieron  esos  empleos.  —  T.  5,  p.  401 . 

—  Es  inadmisible  la  excepción  de  fuerza  alegada  por  un  acu- 
sado de  rebelión,  cuando  ella  no  es  probada;  y  por  el  contra- 
rio pesan  sobre  el  acusado,  graves  presunciones  que  desauto- 
rizan su  dicho.  —  T.  5,  p.  116. 

—  No  puede  considerarse  probada  la  complicidad  de  un  acu- 
sado en  el  delito  de  rebelión,  cuando,  no  obstante  haberse 
justificado  que  prestó  servicios  á  los  rebeldes,  alega  en  des- 
cargo, que  lo  hizo  para  garantirse  contra  la  malevolencia  de 
jefes  enemigos  que  podían  dañarlo  impunemente ;  sin  haber 
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tomado  parte  en  las  persecuciones  á  que  se  entregaron  los 
rebeldes ;  sin  haber  asistido  con  ellos  á  ningún  hecho  de  ar- 
mas; y  cuando,  al  contrario,  antes  había  prestado  servicios 
importantes  al  gobierno  legal.  Si  alguna  culpa  existe  en  haber 
prestado  esos  servicios,  ello  se  compensa  con  la  prisión  su- 
frida durante  el  proceso.  —  T.  5,  p.  149. 

Rebelión.  —  £1  artículo  16  de  la  ley  penal  nacional,  castiga  á  los 
que  han  servido  á  la  rebelión,  y  no  á  los  que  han  empleado  la 
influencia  del  mando,  que  aceptaron  voluntariamente,  en  pro- 
teger á  los  buenos  ciudadanos.  —  T.  5,  p.  230. 

—  Es  cooperar  á  los  fines  de  ella,  el  haber  acompañado,  en 
clase  de  testigo^  la  comisión  nombrada  por  los  rebeldes,  para 
proporcionar  á  éstos,  por  medios  violentos,  auxilios  y  recur- 
sos. —  T.  5,  p.  í¿85. 

—  Los  excesos  y  violencias  cometidas  en  general  por  los  re- 
beldes, no  bastan  para  excusar  la  responsabilidad  penal  de  los 
que  han  cooperado  á  sus  fines,  y  aprobar  la  excepción  particu- 
lar de  fuerza  y  violencia  ;  mucho  más  cuando  existen  presun- 
ciones en  contra  de  la  excepción  con  respecto  al  acusado.  — 
T.  5,  p.  á85. 

—  La  pena  establecida  por  la  ley  contra  los  cómplices  de  re- 
belión en  clase  de  meros  ejecutores,  no  excede  de  600  pesos 
fuertes  de  multa,  ó  de  cuatro  años  de  servicio  militar  en  las 
fronteras.  —  T.  5,  p.  285. 

—  El  empleado  nacional  que  comete  este  delito,  debe  ser  de- 
clarado cesante  en  su  empleo,  é  inhábil  para  ejercer  empleos 
públicos  por  cinco  años.  —  T.  5,  p.  285. 

—  Los  reos  de  crímenes  comunes  cometidos  durante  la  rebe- 
lión ó  con  ocasión  de  ella,  son  castigados  con  la  pena  mayor 
que  les  corresponde.  —  T.  5,  p.  297. 

—  La  ley  penal  nacional  no  es  un  código  completo  ;  su  mente 
no  es  que  la  tentativa  del  delito  de  rebelión  quede  impune.  — 
T.  5,  p.  480. 

T.  II  S6 
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Rebelión.  —  La  graduación  de  la  pena,  debe  regularse  por  la 
analogía  de  la  impuesta  por  las  leyes  comunes.  —  T.  5,  p.  480. 

—  El  reo  que  alega  evasión,  debe  probarla.  —  T.  6,  p.  39. 

—  Los  delitos  comunes  cometidos  durante  la  rebelión,  son  in- 
cidentes de  ella,  y  como  tales,  sujetos  á  la  justicia  federal.  — 
T.  6,  p.39. 

—  No  es  una  prueba  de  ella,  el  hecho  de  encontrarse  un  indi- 
viduo entre  las  fuerzas  rebeldes,  sin  intención  de  servir  á  sus 
fines.  -^  T.  6,  p.  84. 

—  El  hecho  de  dar  consejos  á  los  rebeldes  para  el  buen  éxito 
de  la  rebelión,  constituye  la  complicidad  de  este  delito.  —  T. 
6,  p.  109. 

—  Los  cómplices  del  delito  de  rebelión,  deben  tener  la  misma 
pena  que  se  impone  á  los  ejecutores,  pero  en  su  grado  menor. 

—  T.  6,  p.  109. 

—  Haber  sido  empleado  civil  y  recibido  sueldo  del  gobierno 
rebelde,  conociendo  sus  propósitos  revolucionarios,  constituye 
complicidad  en  clase  de  mero  ejecutor.  —  T.  6,  p.  139. 

—  El  haber  sido  inspector  de  policía  durante  la  rebelión,  y  ha- 
ber desempeñado  comisiones  para  el  equipo  del  ejército  rebel- 
de, importa  una  cooperación  directa  al  sostén  de  la  rebelión, 
y  complicidad  en  ese  delito.  —  T.  6,  p.  143. 

—  El  que  no  ha  sido  promotor,  y  sólo  ha  ejercido  en  la  rebelión 
mando  subalterno,  debe  ser  penado  con  arreglo  al  artículo  4  6 
de  la  ley  penal  nacional.  —  T.  6,  p.  302. 

—  El  haber  aceptado  un  empleo  de  los  rebeldes,  y  validóse  de 
él  en  contra  de  los  propósitos  de  la  rebelión,  es  un  anteceden- 
te favorable.  —  T.  6,  p.  315. 

—  En  la  clasificación  de  personas  constituidas  en  autoridad  (art. 
15  y  21,  Ley  Penal)  se  comprenden  los  gobernadores  legítima 
é  ilegítimamente  nombrados.  (Véase :  Circunstancia  agravante). 

—  T.  6,  p.  385. 

—  Este  delito  está  previsto  y  penado  por  la  ley  del  Congreso,  de 
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44  de  septiembre  de  1863,  que  designa  los  crímenes  cuyo  juz- 
gamiento corresponde  á  los  tribunales  nacionales.  —  T.  6,  p. 
385. 

Rebelión.  —  El  haber  servido  á  la  rebelión  en  clase  de  militar^ 
desempeñado  la  comisión  de  jefe  de  dia,  y  penetrado  con  fuerza 
armada  de  noche  en  casas  particulares,  buscando  reuniones  de 
hombres  y  armas,  importa  complicidad  en  la  rebelión  en  clase 
de  mero  ejecutor  (art.  H,  Ley  Penal).  — T.  6,  p.  410. 

—  El  haber  abandonado  el  puesto  de  oficial  de  guardias  nacio- 
nales, servido  con  igual  grado  á  los  rebeldes,  desempeñado 
comisiones  de  éstos,  asistido  á  una  batalla  contraías  fuerzas  de 
la  Nación^  haber  sido  cómplice  de  depredaciones  y  otros  exce- 
sos durante  la  rebelión,  constituye  complicidad  del  delito  de 
rebelión  en  el  rol  prevenido  por  el  artículo  16  de  la  ley  nacio- 
nal penal,  para  los  que  ejercen  mando  subalterno.  —  T.  6,  p. 
444. 

—  El  haber  prestado  servicios  particulares  é  insignificantes  á 
un  jefe  rebelde,  sin  haber  ejecutado  acto  ni  manifestación  al- 
guna en  favor  de  la  rebelión,  no  importa  complicidad  en  la  re- 
belión, mucho  más  cuando  existen  presunciones  que  explican 
favorablemente  la  prestación  de  esos  servicios.  —  T.  6,  p.452. 

—  Haber  sido  sargento  y  alférez  de  los  rebtíldes  y  desempeña- 
do una  comisión  de  arrebatar  animales,  en  servicio  de  aquéllos, 
importa  delito  de  rebelión  en  clase  de  mero  ejecutor.  El  no  ha- 
ber abusado  de  dicha  comisión  en  su  provecho,  y  haber  sufrido 
prisión  por  largo  tiempo,  da  lugar  á  una  disminución  de  pena 
(art.  n,  Ley  Penal).  —  T.  7,  p.  28. 

—  Una  insubordinación  militar  de  un  oficial  de  guardia  nacio- 
nal sin  el  ánimo  de  favorecer  la  rebellón,  no  basta  para  cons- 
tituir á  su  autor,  cómplice  de  ese  delito.  —  T.  7,  p.  42. 

—  El  servicio  de  patrullas  prestado  durante  la  rebelión,  sin 
ofender  la  propiedad  ni  las  personas  de  los  vecinos,  no  es  un 
delito.  —  T.  7,  p.  42. 

—  Si  un  procesado  por  haber  ejercido  el  empleo  de  adminis- 
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trudnr  de  aduana,  nombrado  por  !os  rebeldes,  demuestra  que 
lo  ejerció  por  fuerza,  no  puede  obligársele  á  reintegrar  los  di- 
neros que  entregó  á  sus  superiores.  —  T,  7,  p,  143. 

Rebelión.  —  El  levantar  fuerzas  para  apoyar  el  derrocamiento 
de  un  gobierno  de  provincia,  entregándolas  después  á  un  jefe 
rebelde  de  la  nación,  es  un  hecho  que  constituye  el  delito  de 

,  rebelión.  — T.  7,  p.  356. 

—  El  haber  ejercido  el  cargo  de  comandante  de  guardias  na- 
cionales en  virtud  de  nombramiento  hecho  por  el  jefa  de  las 
fuerzas  en  rebelión  contra  el  gobierno  nacional ;  el  haber  orde- 
nado y  ejecutado  en  tal  carácter,  reclutamiento  y  contribucio- 
nes forzosas  para  el  sostén  de  la  rebelión,  constituye  el  delito 
de  rebelión  previsto  y  penado  por  los  artículos  14  y  16  de  la 
ley  nacional  penal.  La  circunstancia  de  haber  desempeñado 
dicho  cargo  por  corto  tiempo,  disminuyela  gravedad  del  delito, 
y  no  permite  aplicar  la  mayor  pena  de  la  ley.  —  T.  7,  p.  i29. 

—  El  ejercicio  del  cargo  de  escribano  durante  la  rebelión,  otor- 
gando  escrituras  de  venta,  trabando  embargos  y  autorizando 
remates  de  bienes  robados  por  orden  de  los  rebeldes,  no  im- 
porta complicidad  en  la  rebelión  :  !<■  si  el  nombramiento  de 
escribano  no  se  hizo  y  aceptó  con  el  preciso  objeto  de  solem- 
nizar aquellos  actos;  i"  si  dicho  nombramiento  no  fué  admi- 
tido precisamente  para  servir  á  los  rebeldes ;  3°  si  existen  pre- 
sunciones de  que,  aun  asi,  fué  aceptado  por  temor  de  aquellos. 
La  intervención  de  tal  escribano  en  los  actos  mencionados, 
no  podia  legitimarlos,  y  por  lo  tanto,  no  podía  perjudicar  á  los 
despojados.  —  T.  7,  p.  438. 

—  El  ejerciciode  un  empleocivil, conferido porlosrebeldes, no 
importa  complicidad  en  la  rebelión,  probándose  que  el  nom- 
brado la  combatió  siempre,  hostilizándola  en  el  desempeño  dtf 
dicho  empleo.  —  T.  7,  p.  444. 

—  El  haber  levantado  espontáneamente  una  suscripción  y  ofre- 
cido su  importe  al  jefe  de  los  rebeldes,  importa  el  delito  de 
complicidad  en  la  rebelión.  —  T.  8,  p,  78. 
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Rebelión.  —  La  poca  entidad  del  auxilio  prestado  á  los  rebeldes 
y  la  falta  de  circunstancias  agravantes,  autorizan  á  imponer  el 
mínimum  de  la  pena  establecida  por  la  ley  (art.  ^1,  Ley  Penal). 
—  T.  8,  p.  78. 

—  Probando  un  acusado  por  este  delito,  la  excusa  de  fuerza, 
debe  ser  absuelto  de  culpa  y  cargo.  — T.  8,  p.  429. 

—  Es  reo  de  este  delito,  el  que  se  alza  públicamente  y  en  abier- 
ta hostilidad  contra  el  gobierno  nacional,  para  deponer  al 
presidente  de  la  República  (art.  14,  Ley  Penal).  —  T.  8,  p.  442. 

—  El  hecho  de  seducir  tropas  para  engrosarlas  filas  rebeldes, 
hace  que  su  autor  sea  reputado  promotor  de  la  rebelión. — 
T.  8,  p.  142. 

—  La  pena  délos  promotores,  es  de  diez  años  de  presidio  y  una 
multa  de  dos  á  seis  mil  pesos  fuertes,  cuando  ha  habido  com- 
bate con  las  fuerzas  fieles  al  gobierno  (art.  15,  Ley  Penal).  — 
T.  8,  p.U2. 

—  Los  reos  de  este  delito,  son  responsables  de  los  daños  y 
perjuicios  que  hubiesen  ocasionado,  con  motivo  déla  rebelión 
(art.  91,  Ley  Penal).  —  T.  8,  p.  142. 

—  No  es  un  delito,  servir  en  las  fuerzas  rebeldes,  obligado  por 
la  fuerza  y  el  terror.  —  T.  8,  p.  142. 

—  El  hecho  de  servir  de  ayudante  á  un  jefe  de  la  rebelión, 
constituye  á  su  autor  en  la  clasificación  en  primera  línea  de 
los  meros  ejecutores.  La  pena  en  este  caso,  es  de  cuatro  años 
de  servicio  militar,  ó  una  multa  de  600  pesos  fuertes  (art.  17, 
Ley  Penal.  —  T.  8,  p.  277. 

—  La  aceptación  del  cargo  de  gobernador  provisorio  de  una 
provincia,  nombrado  por  la  legislatura  en  la  circunstancia  de 
una  invación  de  rebeldes,  y  con  el  objeto  de  evitar  los  males 
amenazados  por  éstos,  no  constituye  delito  de  rebelión,  ni 
complicidad  en  él.  Tampoco  constituye  ese  delito  ó  compli- 
cidad en  él,  el  hecho  de  haber  el  gobernador  provisorio  así 
nombrado,  formado  una  comisión  que  recolectara  fondos  para 
los  rebeldes,  nombrando  empleados,  mandado  recoger  las  ar- 
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mas  del  estado^  firmado  el  cúmplase  al  decreto  de  su  propia 
destitución,  cuando  se  pruebe  que  la  recolección  de  los  fondos 
fué  para  evitar  el  saqueo,  que  los  empleados  no  fueron  nombra- 
dos para  servir  á  los  rebeldes,  que  el  recoger  las  armas  era  una 
medida  política  necesariay  que  fué  obligadopor  la  fuerza  afir- 
mar el  acta  de  su  destitución.  Estos  hechos  no  pueden  compa- 
rarse con  los  de  otros,  que  prestaron,  ya  como  autores  ó  ejecu- 
tores, verdaderos  servicios  voluntarios  á  la  rebelión.  —  T.  8, 
p.  354. 

Rebelión.  —  £1  hecho  de  haber  cooperado  á  un  cambio  político 
en  favor  de  la  rebelión,  y  haber  aceptado  puestos  subalternos 
en  el  gobierno  revolucionario,  constituye  complicidad  en  el 
delito  de  rebelión.  Al  reo  de  este  delito,  debe  imponérsele  la 
pena  señalada  por  el  artículo  46,  ley  penal.  —  T.  8,  p.  384. 

—  Los  hechos  de  encabe/ar  movimientos  para  favorecer  la  re- 
belióUy  sostener  combates  contra  las  fuerzas  fieles  al  gobierno, 
causar  estragos  poniendo  en  peligróla  vida  de  los  ciudadanos, 
y  exigir  contribuciones  por  medios  violentos,  colocan  á  su 
autor  en  la  categoría  de  promotor  de  la  rebelión  con  circuns- 
tancias agravantes.  La  pena  que  corresponde  en  ese  caso,  es 
la  de  diez  años  de  extrañamiento,  seis  mil  pesos  fuertes  de  mul- 
ta y  las  costas  del  proceso  (art.  15,  Ley  Penal).  — T.  9,  p.  18. 

—  £1  hecho  de  levantar  fuerzas  para  deponer  á  las  autoridades 
nacionales,  constituye  el  delito  de  rebelión. —  T.  9,  p.  48. 

—  Los  que  ejercen  un  mando  subalterno  en  la  rebelión,  pue- 
den ser  penados  con  rail  pesos  fuertes  de  multa,  costos  y  cos- 
tas procesales  (art.  46,  Ley  Penal).  —  T.  9,  p.  48. 

—  Los  que  con  ocasión  de  ella,  cometen  crímenes  particulares^ 
deben  ser  castigados  con  la  pena  mayor  correspondiente  á  es- 
tos delitos.  —  T.  9,  p.  62. 

—  Este  delito  puede  ser  castigado  en  los  meros  ejecutores,  con 
cuatro  años  de  servicio  militar  en  la  frontera.  —  T.  9,  p.  62. 

—  £1  delito  de  rebelión,  acompañado  de  robo  calificado,  pero 
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de  objetos  de  poco  valor,  es  penado  con  cuatro  años  de  servi- 
cio militar  en  las  fronteras.  —  T.  9,  p.  229. 

Rebelión.  —  Cometen  este  delito,  los  empleados  públicos  nom- 
brados por  los  jefes  de  la  rebelión  que  prestan  servicio  durante 
ella  (art.  15,  Ley  Penal).  El  simple  temor  de  ser  dañado,  y  las 
violencias  cometidas  en  general  por  los  rebeldes,  no  disculpan 
el  delito,  mucho  más  cuando  eiisten  presunciones  de  la  adhe- 
sión voluntaria  del  acusado  á  la  rebelión.  —  T.  14,  p.  46. 

—  El  alzamiento  público  y  en  abierta  hostilidad  contra  el  go- 
bierno nacional,  con  el  fin  de  derrocar  al  presidente  de  la  Re- 
pública, constituye  delito  de  rebelión  (art.  44,  Ley  Penal).  — 
T.  14,  p.  307. 

—  El  que  ejerza  un  mando  subalterno  en  la  rebelión,  es  pena- 
do con  destierro  de  4  á  6  años,  ó  con  multa  de  mil  á  tres  mil 
pesos  fuertes,  ó  con  una  y  otra  conjuntamente  (art.  46,  Ley 
Penal).  —  T.  41,  p.  307. 

-^  No  es  circunstancia  atenuante,  los  antecedentes  de  honradez 
del  reo,  y  el  no  haber  éste  cometido  delitos  comunes  durante 
la  rebelión.  —  T.  44 ,  p.  307. 

El  hecho  de  estar  afiliado  á  un  caudillo  rebelde,  militando 
bajo  sus  órdenes  unas  veces,  y  sirviéndole  de  espía  otras,  cons- 
tituye el  delito  de  rebelión  en  clase  de  mero  ejecutor. — T.44, 
p.  345. 

El  haber  servido  á  la  rebelión  con  decisión  manifiesta,  du- 
rante todo  el  tiempo  de  su  duración,  sin  haber  pretendido 
desertar  ú  ocultarse,  teniendo  repetidas  oportunidades  para 
ello,  y  haber  asistido  á  combates  contra  fuerzas  fieles  al  go- 
bierno, constituye  una  circunstancia  agravante  del  delito  de 
rebelión. —  T,  44,  p.  315. 

-  El  hecho  de  regresar  un  individuo  á  su  casa,  en  un  departa- 
mento ocupado  por  la  rebelión,  cediendo  á  las  instancias  de  la 
familia,  para  protegerla  contra  las  violaciones  y  depredaciones 
de  l(»s  rebeldes,  organizar  á  sus  expensas  una  partida  de  vo- 
luntarios con  el  proposito  de  proteger  el  Departamento,  usar 
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de  su  influencia  con  los  rebeldes  para  hacer  devolver  especies 
tomadas  por  ellos,  y  tomar  sumas  prestadas  para  darlas  á  los  re- 
beldes,  á  fin  de  evitar  saqueos  y  exacciones,  no  son  hechos 
que  constituyen  el  delito  de  rebelión. —  T.  43,  p.  137. 

Rebelión.  —  Este  delito  se  halla  comprendido  en  la  ley  general 
de  amnistía  de  22  de  julio  de  1875.  —  T.  17,  p.  89. 

—  Las  responsabilidades  que  nacen  de  los  hechos  de  la  rebe- 
lión, no  se  extienden  hasta  la  obligación  de  indemnizar  los 
sueldos  que  han  dejado  de  percibir  los  empleados  públicos 
separados  de  su  destino  á  consecuencia  de  aquella.  — T.  17, 
p.  241. 

—  Este  delito  no  es  un  acto  único  ó  singular,  que  pueda  com- 
pararse con  ninguno  de  los  delitos  simples  que  la  ley  precisa 
y  castiga;  sino  un  acto  complejo  que  lo  producen  los  que  se 
alzan  públicamente  y  en  abierta  hostilidad  contra  el  gobierno 
nacional,  teniendo  por  objeto  destruir  la  Constitución  6  depo- 
ner las  autoridades  creadas  por  ella,  á  cuyo  efecto  el  empleo 
de  medios  violentos,  la  substracción  y  ocultación  de  armas,  vo- 
laduras de  puentes,  destrucción  de  vías  férreas,  apoderamien- 
to  de  ferrocarriles  y  oficinas  nacionales,  no  son  sino  formas 
ó  manifestaciones  del  alzamiento,  que  constituyen  el  delito  mis- 
mo, ó,  en  otros  términos,  elementos  y  circunstancias  agravantes 
del  delito.  —  T.  54,  p.  432. 

—  Véase  :  Circunstancia  agravante  ;  Excarcelación, 

Recibo.  — El  dado  sin  reserva,  se  entiende  que  se  refiere  á  todo 
el  crédito,  no  á  una  parte  de  él;  y  autoriza  á  presumir  que 
se  ha  pagado  toda  la  deuda.  —  T.  1 ,  p.  259. 

—  El  que  da  recibo  del  precio  de  una  cosa,  firmando  con  el 
nombre  de  otro,  y  tratando  de  imitar  la  letra  de  éste,  se  pre- 
sume que  ha  sido  el  vendedor  de  la  cosa.  —  T.  1,  p.  323. 

—  Un  documento  de  recibo  firmado  y  rubricado,  sin  expresar 
que  es  copia,  debe  considerarse  como  original;  mucho  más 
cuando  no  se  explica  con  naturalidad,  la  razón  y  utilidad  de  la 
copia. —T.  1,  p.  323. 
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>-  —  Los  recibos  otorgados  á  nombre  propio,  sin  expre- 
sarse qu6  se  recitíe  por  cuenta  de  un  tercero,  obligan  á  quien 
los  suscribe.  —  T.  22,  p.  3<9. 

Recibo  k  cuenta.  —  Véase  :  Presunción, 

Recibo  por  saldo .  — £1  recibo  por  saldo  otorgado  por  quien 
tenia  autorización  ^para  recibir,  justifica  el  pago  de  la  deuda. 
—  T.  2<,p.  300. 

—  Véase  :  Presunción. 

Recompensa.  —  Prometida  una  recompensa  por  servicios  de 
aprendiz,  con  la  calidad  de  haberse  comportado  como  bueno, 
sobrio  y 'atento,  y  probada  esta  comportación,  se  debe  la  re- 
compensa.  —  T.  24,  p.  444. 

Reconocimiento.  —  Antes  de  enlabiarse  la  demanda,  no  puede 
pedirse  el  reconocimiento  de  cuentas  no  firmadas  por  el  deu- 
dor (art.  55 y  56,  Ley  Proc).  —  T.  3,  p.  185. 

—  La  declaración  del  demandado  de  estar  pronto  á  pagaría 
parte  que  le  corresponda  de  la  suma  que  se  cobra,  justificán- 
dose por  el  demandante  la  verdad  de  la  deuda,  importa  el  reco- 
nocimiento de  la  subsistencia  de  la  acción  intentada,  y  la  re- 
nuncia tácita  de  la  excepción  de  prescripción  (art.  998,  Cód. 
Com.  ánt.).  —  T.  3,  p.  328. 

—  El  hecho  de  entregarse  al  acreedor,  un  recibo  para  que  lo 
firme,  conteniendo  una  cantidad  líquida,  importa  el  reconoci- 
miento de  una  deuda  por  esa  cantidad,  aun  cuando  el  pago  se 
ofrezca  bajo  condición.  — T.  7,  p.  412. 

—  No  habiéndole  practicado  el  prevenido  por  los  artículos  1246 
y  siguientes  del  Código  de  Comercio  antiguo,  y  dentro  de  los 
plazos  que  ellos  determinan,  no  hay  reclamación  alguna  por 
entrega  de  menos.  —  T.  9,  p.  191. 

—  i\o  hay  ningún  artículo  de  la  ley  de  procedimientos,  que  pro- 
hiba calificar  con  expresión  de  las  circunstancias  que  sean  re- 
lativas, el  reconocimiento  que  el  firmante  de  un  documento 
simple  sea  llamado  á  practicar.  Esa  prohibición  no  puede  de- 
ducirse como   implícita,  de  los  términos  en  que  se  encuentra 
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concebido  el  articulo  268,  que,  al  señalar  la  época  en  que  pue- 
de el  deudor  oponerse  ala  ejecución,  se  reñereá  los  casos  en 
que  exista  ya  el  procedimiento  ejecutivo,  y  no  comprende  el 
caho  en  que^  no  habiendo  empezado  ese  procedimiento  toda- 
vía, se  trata  sólo  de  actos  preparatorios,  como  clasifica  el  del 
reconocimiento,  el  articulo  950  ;  porque  los  términos  restricti- 
vos del  derecho,  son  de  interpretación  rigorosa,  á  que  no  debe 
darse  una  extensión  mayor  de  la  que  literalmente  tengan.  — 
T.  9,  p.  577. 

Reconocimiento  —  Xo  haciéndose  el  de  la  carga  á  bordo^  los 
dueños  de  ésta  tienen  derecho  para  exigirlo  hasta  48  horas  des- 
pués de  la  descarga  (art.  1246,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  10,  p.  I  í. 

—  Cuando  la  avería  no  es  visible  por  fuera,  el  reconocimiento 
puede  pedirse  hasta  tres  días  después  de  pasarlos  efectos  á  ma- 
nos del  consignatario.  —  T.  10,  p.  39. 

—  La  disminución  de  efectos,  que  se  entregan  por  el  capitán, 
debe  hacerse  justificar  por  medio  de  reconocimiento  judicial,  y 
dentro  de  los  términos  señalados  por  los  artículos  1246  y  1247 
del  Código  de  Comercio.  —  T.  10,  p.  114. 

—  £!  reconocimiento  hecho  por  el  apoderado,  de  la  nacionalidad 
argentina  de  su  representado,  en  conformidad  con  los  princi- 
pios sancionados  por  la  Constitución  (art.  67,  inc.  11)  y  las  le- 
yes (art.  1,  inc.  1**  ley  de  octubre  8  de  1869),  no  puede  menos 
de  ser  aceptado  y  de  surtir  en  juicio  sus  efectos  legales.  —  T. 
13.  p.  407. 

—  No  habiéndose  practicado  el  prescripto  por  el  artículo  1246 
del  Código  de  Comercio  antiguo,  no  queda  obligado  el  capitán 
á  abonar  fallas.  —  T.  14,  p.  195. 

—  El  pericial,  determinado  por  el  articulo  1246  del  Código  de 
Comercio  antiguo,  es  requisito  esencial  é  indispensable  para 
conservar  el  derecho  á  reclamar  por  faltas  y  averías  de  las  mer- 
cancías que  se  han  recibido  en  el  lugar  de  su  destino. —  T.  14, 
p,  215. 

—  La  disposición  del  segundo  párrafo  del  artículo  1246  del  Có- 
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digo  de  Comercio  (ant.)  es  para  los  casos  en  que  los  efectos  se 
entregasen  sin  el  examen  ordenado  en  el  párrafo  precedente^ 
ó  bajo  recibo  en  que  se  declare  el  robo,  daño  ó  diminución. 
Si  se  iSja  el  término  de  48  horas  para  el  examen  expreso,  que 
debe  contarse  desde  la  descarga,  es  porque  es  regla  general  que 
ésta  debe  hacerse  por  el  dueño  ó  consignatario,  precediendo 
naturalmente  la  entrega,  y  no  se  refiere,  por  consiguiente,  al 
caso  en  que  la  descarga  se  haga  por  el  capitán,  conduciendo 
los  efectos  á  los  almacenes  de  aduana.  Debe  ser  aceptado  un 
examen  hecho  por  peritos  nombrados  con  conocimiento  de  las 
partes.  —  T.  16,  p.  154. 

Reconocimiento.  —  Puede  hacerse,  dentro  del  término  legal, 
después  de  recibida  la  carga  (art.  1246  y  1247,  Gód.  Gom.  ant.). 
—  T.  23,  p.  69. 

—  No  puede  pedirse  el  de  los  conocimientos  no  firmados.  —  T. 
23,  p.  543. 

—  No  es  admisible,  después  de  vencido  el  término  probatorio, 
el  reconocimiento  de  una  carta  firmada  por  terceros,  relativa  á 
hechos  alegados  en  juicio,  pues  su  admisión  importaría  propia- 
mente la  prueba  de  testigos,  después  de  vencido  aquél.  —  T. 
31,  p.  18. 

—  No  procede  el  reconocimiento  previo  de  firma,  cuando  no  se 
pide  con  objeto  de  preparar  la  vía  ejecutiva  (art.  50  y  250,  Ley 
Proc).  —  T.  32,  p.  20. 

—  El  de  documentos  procedentes  de  terceros,  importa  prueba 
testimonial  y  está  sujeto  á  las  prescripciones  que  rigen  dicha 
prueba. —  T.  55,  p.  55. 

—  Rechazada  la  prueba  de  testigos,  debe  rechazarse  la  presenta- 
ción de  los  mismos  á  reconocer  documentos  procedentes  de 
ellos.  —  T.  55,  p.  56. 

—  Es  suficiente  el  reconocimiento  de  la  firma,  para  que  el 
cuerpo  del  instrumento  quede  también  reconocido  (art.  1028, 
Cód.  Civ.).  —  T.  55,  p.  372. 

~    El  acusado  por  falsificación  de  marca  de  fábrica,  no  está 
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obligado  á  hacer  reconocimiento  de  firma  en  su  contra  (art.  351 , 
Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  57,  p.  44. 

Reconocimiento.  —  Véase:  Averias;  Posiciones;  Prescripción, 

Reconocimiento  pericial.  —  Es  inútil  el  de  una  cosa  que  ha  si- 
do vendida  á  un  tercero,  en  remate  público  por  orden  judicial, 
como  propiedad  de  una  de  las  partes,  cuando  el  juicio  versa 
sobre  la  misma  propiedad.  —  T.  H,  p.  446. 

—  Véase:  Prueba. 

Reconvención,  —  Debe  deducirse  con  la  contestación  á  la  de- 
manda (art.  90,  Ley  Proc).  —  T.  5,  p.  339. 

—  No  es  procedente,  cuando  la  demanda  se  funda  en  un  hecho 
ilícito  del  demandado  (ley  4,  tít.  3,  part.  3»).  — T.  23,  p.  H8. 

—  No  probados  los  hechos  en  que  se  funda,  debe  ser  rechazada. 
—  T.  40,  p.  U7. 

—  La  omisión  del  juez  en  no  resolver  la  reconvención,  debe  ser 
salvada  dictando  resolución  al  respecto;  pero  no  invalida  la 
sentencia  pronunciada  sóbrela  demanda.  —  T.  43,  p.  250. 

—  El  demandado  por  arriendos  de  un  terreno  que  sostiene  ser 
propio,  no  puede  ser  obligado  á  deducir  contrademanda  por 
mejoras  llevadas  á  cabo  por  su  parte,  en  el  mismo  terreno.  (No 
hay  ley  alguna  que  lo  obligue  á  ello).  —  T.  48,  p.  126. 

—  Véase  :  Demanda ;  Juez  del  concurso  ;  Juicio  ejecutivo ;  Proce- 
dimiento. 

Rectificación.  —  Véase  :  Comiso ;  Multa, 

Recurso. —  La  petición  cuyo  objeto  es  que  se  suspenda  la  eje- 
cución de  un  auto  de  un  juez  de  provincia,  importa  un  recurso 
contra  ese  auto.  —  T.  3,  p.  397. 

—  El  de  apelación,  creado  por  el  artículo  21  de  la  ley  nacional 
de  16  de  octubre  de  1862,  ha  sido  suprimido  por  la  de  44  de 
septiembre  de  1863  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los 
tribunales  nacionales,  correctora  de  aquella,  sustituyéndose 
el  procedimiento  por  el  artículo  44  de  ésta.  — T.  3,  p.  397. 
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Recurso. —  El  que  se  mejora  fuera  del  término  designado  por  la 
ley,  debe  declararse  desierto  (art.  24  4 ,  Ley  Proc.). — T.  6,  p.  310. 

—  El  caso  de  una  ejecución  en  que  una  provincia  pueda  dedu- 
cir tercería  excluyente,  no  está  comprendido  en  ninguno  de 
los  del  articulo  14  de  la  ley  de  jurisdicción.  —  T.  8,  p.  191. 

—  En  caso  en  que  se  trate  de  la  validez  de  un  acto  jurisdiccional 
ejercido  en  nombre  de  la  nación,  contra  el  cual  se  resuelve  en 
los  tribunales  de  provincia,  puede  apelarse  en  última  instancia 
para  ante  la  Suprema  Corte  nacional  (art.  14,  Ley  Jurisd.).  — 
T.9,p.  405. 

—  Queda  á  salvo  el  del  artículo  14,  inciso  2^,  de  la  ley  de  14  de 
septiembre  de  1863,  para  corregir  las  interpretaciones  erróneas 
que  los  tribunales  de  provincia  hicieren  de  la  Constitución  na- 
cional. —  T.  10,  p.  134. 

—  No  mejorándose  éste  en  el  término  legal,  se  declara  desierta 
la  apelación,  á  la  primera  rebeldía  que  acuse  el  apelado  (art. 
214,  Ley  Proc).  —  T.  10,  p.  163. 

—  Puesta  en  cuestión  una  ley  de  provincia  bajo  la  pretensión  de 
ser  repugnante  á  la  Constitución  Nacional  y  pronunciada  la 
sentencia  final  de  los  tribunales  provinciales  en  favor  de  la 
validez  de  la  ley,  corresponde  para  ante  la  Suprema  Corte,  el 
recurso  de  apelación  de  dicha  sentencia  (art.  14,  inc.  2<',  Ley 
Jurisd.).  —  T.  10,  p.  380. 

—  El  auto  en  que  un  tribunal  de  provincia  niega  apelación  de 
una  declaración  de  quiebra,  no  está  comprendido  en  el  artícu- 
lo 1 4  de  la  ley  de  jurisdicción.  —  T.  1 1 ,  p.  90. 

—  El  caso  de  ne;;arse  inscripción  en  la  matrícula  de  abogados 
de  una  provincia,  solicitada  en  mérito  de  diploma  otorgado 
por  otra,  no  está  comprendido  en  ninguno  de  los  del  artículo 
14  de  la  ley  de  jurisdicción,  que  autoriza  el  recurso  á  la  Corte. 
—  T.  11,  p.  444. 

—  No  puede  ocurrirse  á  la  Suprema  Corte  en  apelación  de  sen- 
tencia de  1()S  tribunales  superiores  de  provincia,  cuando  el 
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recurso  concedido  por  eH4  de  la  ley  de  jurisdicción.  —  T.  22, 
p.  304. 

Recurso.  —  Cuando  se  pone  en  cuestión  ante  los  tribunales  de 
provincia  la  inteligencia  de  un  decreto  del  poder  ejecutivo 
nacional^  dado  en  ejecución  de  una  ley  del  Congreso  y  la  deci- 
sión es  contra  la  validez  del  derecho  que  se  funda  en  dicho  de- 
creto, constituyendo  la  materia  del  litigio,  hay  recurso  de  ape- 
lación  para  ante  la  Suprema  Corte  Nacional  (art.  14,  inc.  3**, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  22,  p.  450. 

—  No  proceded  del  artículo  U  de  la  ley  de  jurisdicción  fun- 
dado en  la  violación  de  un  artículo  constitucional,  cnandoéste 
no  ha  sido  materia  de  discusión  ante  el  tribunal  superior,  de 
cuya  resolución  se  recurre.  —  T.  23,  p.  249. 

—  De  las  sentencias  de  los  tribunales  superiores  de  provincia, 
corresponde  el  recurso  á  la  Suprema  Corte,  cuando  se  ha  pues- 
to en  cuestión  la  validez  de  una  ley  nacional,  y  la  decisión  ha 
sido  contra  su  validez  (art.  U^  inc.  1°,  Ley  Jurisd.).  —  T.  25, 
p.  13. 

—  No  hay  lugar  al  que  acuerda  el  articulo  14  de  la  ley  so- 
bre jurisdicción,  cuando  los  tribunales  de  provincia  inter- 
pretan ó  aplican  los  códigos  civil,  penal,  comercial  y'de  minería 
(art.  15,  de  dicha  ley.  Se  trataba  de  un  juicio  de  redención  de 
capellanía,  en  que  se  pretendía  que  no  debía  darse  efecto 
retroactivo  á  una  ley,  punto  que  resolvió  el  tribunal  de  pro- 
vincia^ interpretando  y  aplicando  diversas  disposiciones  del 
título  preliminar  y  complementario  del  Gód.  Civ.).  —  T.  26, 
p.  140. 

—  Puesta  en  cuestión  la  validez  de  una  ley  provincial  como  re- 
pugnante á  una  ley  nacional,  y  siendo  la  decisión  en  favor  de 
la  primera,  procede  el  recurso  que  acuerda  el  artículo  14,  in- 
ciso 2^  de  la  ley  de  jurisdicción.  (Se  trataba  del  embargo  de  una 
mina  efectuado  con  arreglo  á  una  ley  de  San  Juan;  el  ejecu- 
tado alegó  que  las  minas  no  eran  embargables  por  la  ley  nacio- 
nal de  17  de  diciembre  de  1857,  que  adoptó  como  código  de 
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minería,  las  ordenanzas  de  Méjico,  que  prohiben  el  embargo 
de  aquéllas).  —  T.  27,  p.  16. 

Recurso.  —  Puesta  en  cuestión  la  inteligencia  de  la  ley  de 
creación  del  Banco  Nacional,  que  es  ley  del  Congreso,  de  la 
resolución  dada  contra  el  derecho  pretendido  por  éste,  por  el 
tribunal  superior  de  la  Capital,  proceded  recurso á  la  Suprema 
Corte  (art.  U.  inc.3%  LeyJurisd.).  —  T.  28,  p.  410. 

—  Procede  para  ante  la  vSuprema  Corte  el  recurso  autorizado 
por  el  artículo  14  de  la  ley  de  jurisdicción,  de  la  resolución  del 
superior  tribunal  de  provincia,  que  niega  á  un  extranjero  la 
declinatoria  de  jurisdicción  que  ha  opuesto  en  pleito  con  ar- 
gentino. —  T.  28,  p.  150. 

—  No  puede  interponerse  recurso  por  medio  de  telegramas,  y 
no  existiendo  ninguno  pendiente,  no  procede  el  de  apelación 
contra  un  auto  que  no  trae  perjuicio.  — T.  29,  p.  452. 

—  No  procede  el  recurso  del  artículo  14  de  la  ley  de  jurisdic- 
ción, contra  una  sentencia  de  los  tribunales  de  la  Capital,  por 
la  que  no  se  hace  lugar  á  la  excepción  de  incompetencia  dedu- 
cida contra  la  demanda  sobre  injurias  por  la  prensa,  interpues- 
ta ante  el  juez  correccional.  (El  art.  32  de  la  Constitución  es 
evidentemente  inaplicable  á  los  tribunales  déla  Capital,  que 
ejercen  una  jurisdicción  distinta  á  la  federal:  la  resolución 
apelada  no  contiene  decisión  alguna  en  cuanto  á  la  responsa- 
bilidad del  acusado  ni  á  la  procedencia  de  la' excepción  fundada 
por  éste  en  el  art.  18,  Cont.  Nac;  no  existe  sobre  este  punto 
base  alguna  para  el  recurso  interpuesto,  que  no  es  admisible, 
con  arreglo  al  art.  14,  LeyJurisd.,  sino  de  sentencias  definiti- 
vas). —  T.  30,  p.  540. 

—  No  procede  el  recurso  del  artículo  14  de  la  ley  de  jurisdic- 
ción, en  el  caso  que  no  se  ha  puesto  en  cuestión  ningún  prin- 
cipio constitucional,  ni  ley  de  la  nación.  (Se  trataba  de  una 
demanda  criminal  contra  un  cura  párroco,  por  haber  éste  pe- 
dido la  prisión  de  una  persona  que  repartía  un  periódico  con- 
trario á  la  religión.  El  párroco  fué  absuelto,  y  el  demandante 

T.  II  se 
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condenado  á  una  multa  por  falta  á  los  respetos  debidos  al  juz- 
gado).—T.  31,  p.  193. 

Recurso.  —  La  suspensión  del  ejercicio  de  la  profesión  de  abo- 
gado, ordenada  por  un  tribunal  de  provincia,  no  da  lugar  al 
recurso  del  articulo  14  de  la  ley  de  jurisdicción.  (Esa  suspen- 
sión es  una  simple  pena  disciplinaria,  que  ha  estado  en  las 
atribuciones  del  tribunal  para  imponerla,  justa  ó  injustamente, 
sin  violentar  principio  alguno  constitucional). —  T.  31 ,  p.  229. 

—  El  auto  de  la  Cámara  de  Apelaciones  en  lo  Criminal  de  la  Ca- 
pital, confirmatorio  del  del  juez  del  crimen,  por  el  cual  se  de- 
clara incompetente  para  conocer  en  grado  de  apelación  de  las 
resoluciones  del  Consejo  de  Higiene,  en  virtud  de  la  ley  pro- 
vincial de  Buenos  Aires  de  17  de  junio  de  1877,  no  autoriza  el 
recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  establecido  por  el  articulo 
14  de  la  ley  de  jurisdicción.  —  T.  31,  p.  404. 

—  Contra  las  sentencias  dictadas  en  rebeldía,  no  hay  sino  el  re- 
curso de  rescisión^  del  cual  debe  conocer  el  juez  que  la  dictó 
(art.  191,  Ley  Proc).  —  T.  32,  p.  149. 

—  De  la  resolución  de  los  tribunales  provinciales,  declarando 
su  competencia  en  una  causa,  cuyo  conocimiento  corresponde 
á  la  justicia  federal,  puede  apelarse  para  ante  la  Suprema  Cor- 
te (arl.  14,  inc.  3^,  Ley  Jurisd.).  — T.  32,  p.  292. 

—  La  cuestión  sobre  la  inteligencia  de  la  ley  nacional  de  15  de 
octubre  de  1885,  decidida  en  contra  del  derecho  fundado  en 
ella,  autoriza  el  recurso  establecido  por  el  articulo  14,  inciso  3'', 
déla  ley  de  jurisdicción.  — T.  35,  p.  96. 

—  Aunque  la  sentencia  final  de  los  tribunales  de  provincia  no 
entre  al  fondo  de  la  cuestión,  y  solamente  declare  desierto  el 
recurso  de  apelación  interpuesto  de  la  de  1*  instancia,  procede  el 
recurso  del  articulo  14  de  la  ley  de  jurisdicción,  si  en  el  pleito 
se  ha  puesto  en  cuestión  la  validez  de  leyes,  decretos,  autori- 
dades ó  comisiones  nacionales  y  la  sentencia  ha  sido  contra- 
ria á  dicha  validez.  Tales  la  sentencia  que  habiendo  sido  pues 
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to  en  cuestión  el  dominio  de  un  campo  á  titulo  de  venta  orde- 
nada por  un  juez  nacional,  y  la  libertad  de  ejercer  judicialmente 
derechos  sobre  él,  por  impedírselo  las  autoridades  creadas  por 
el  Congreso,  decide  en  contra  de  la  venta  y  de  dicha  libertad. 
(£1  objeto  constitucional  del  recurso  ante  la  Suprema  Corte,  en 
protección  de  la  validez  deesas  leyes,  decretos,  ietc.^  quedarla 
frustrado  sino  fuera  aplicable  á  la  sentencia  'que,  aunque  sin 
resolver  sobre  el  fondo  del  asunto^  pone  fin  al  pleito  en  que  se 
ha  decidido  contra  su  validez  y  tal  decisión  queda  subsistente: 
lo  que  determina  la  competencia  para  conocer  del  recurso,  es 
la  naturaleza  del  caso,  no  la  sentencia  misma  apelada,  respecto 
de  la  cual  sólo  exige  la  ley,  que  tenga  el  carácter  de  definitiva). 

—  T.  35,  p.  302. 

Recurso.  —  La  interpretación  y  aplicación  que  los  tribunales  de 
proviocia  hacen  de  los  Códigos  Civil,  Comercial,  Penal  y  de 
Minería,  no  da  ocasión  al  recurso  creado  por  el  artículo  14  de 
la  ley  de  jurisdicción  (art.  15  de  dicha  ley;,  art.  67,  inc.  11, 
Const.  Nac).  —  T.  36,  p.  307. 

—  £1  caso  de  haberse  por  los  tribunales  locales,  negado  á  la 
mujer  el  derecho  de  representar  á  otro  en  juicio,  es  susceptible 
del  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte^  concedido  por  el  ¡nci« 
so  3®,  artículo  14  de  la  ley  de  jurisdicción.  (Se  habla  puesto 
en  cuestión  la  inteligencia  de  una  cláusula  constitucional,  y  la 
decisión  fué  contra  el  derecho  que  se  pretende  fundada  en  ella). 

—  T.  38,  p.  69. 

^  En  las  causas  en  que  no  se  ha  puesto  en  cuestión  la  inteli- 
gencia de  alguna  prescripción  constitucional,  ley  del  Congreso 
ú  otro  acto  de  autoridad  ejercida  en  nombre  de  la  nación,  no 
procede  el  recurso  de  las  sentencias  de  los  tribunales  locales 
para  ante  la  Suprema  Corte  federal.  (Se  trataba  en  el  caso  de 
puntos  esencialmente  del  derecho  civil).  — T.  39,  p.  62. 

—  El  recurso  del  artículo  14  de  la  ley  de  jurisdicción,  procede 
cuando  la  decisión  délos  tribunaleslocales  ha  sido  contraria  al 
derecho  que  el  reclamante  ha  hecho  valer  fundado  en  una  cláu- 
sula de  la' Constitución  Nacional.  (En  el  caso  se  puso  en  cuestión 
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el  alcance  del  art.  32,  Const.  Nac,  discutiéndose  si  su  precep- 
to tiene  ó  no  el  efecto  de  inhibir  absolutamente  al  Congreso  fe- 
deral, de  legislar  para  toda  la  nación^  sobre  la  libertad  de  la 
prensa).  —  T.  39,  p.  265. 

Recurso.  —  De  las  resoluciones  de  peritos  arbitradores  sobre 
choques  y  abordajes,  no  proceded  recurso  de  apelación  ante  el 
juez  federal  (art.  U29,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  39,  p.  382. 

—  Es  improcedente  el  recurso  interpuesto  fuera  de  tiempo.  — 
T.  40,  p.  205. 

—  El  recurso  de  un  auto  inapelable,  es  improcedente.  —  T.  40, 
p.  205. 

—  La  resolución  de  los  tHbunales  locales  que,  en  juicio  ejecu- 
tivo de  un  argentino  contra  un  extranjero,  aplaza  para  después 
de  la  citación  de  remate,  la  consideración  de  la  excepción  de 
incompetencia  deducida  por  el  último,  invocando  el  fuero  fede- 
ral, no  da  lugar  al  recurso  del  artículo  H  de  la  ley  de  jurisdic- 
ción. (Dicha  resolución  no  contiene  decisión  alguna  respecto 
de  la  competencia  promovida,  ni  desconoce  el  derecho  que 
hace  valer  el  extranjero).  — T.  40,  p.  344. 

—  La  resolución  de  un  tribunal  superior  de  provincia,  negando 
la  inscripción  en  la  matricula  de  abogados  á  un  abogado  con 
titulo  de  otra  provincia,  no  es  susceptible  del  recurso  del  artí- 
culo U  déla  ley  de  jurisdicción.  (Véase  :  Escribano,  Digesto, 
t.  I,  p.  352). —  T.  40,  p.  405. 

—  La  resolución  de  los  tribunales  locales,  sobre  personería  del 
apoderado  del  acusador,  en  un  juicio  criminal  por  estafa,  no  es 
recurrible  para  ante  la  Suprema  Corte  Nacional.  (Ese  caso 
no  está  comprendido  en  ninguno  de  los  determinados  por  los 
artículos  14,  ley  de  jurisdicción,  y  22,  Cód.  Proc.  Crim.,  por 
estar  él  regido  exclusivamente  por  las  disposiciones  del  dere- 
cho común).  —  T.  41,  p.  65. 

—  El  pleito  seguido  ante  los  tribunales  locafes,  que  ha  versado 
solamente  sobre  la  inteligencia  y  aplicación  de  las  disposicio- 
nes del  Código  Civil,  no  puede  ser  traído  á  la  v^uprema  Corte 
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por  el  recurso  del  artículo  44,  ley  de  jurisdicción.  —  T.  44, 
p.  349. 

Recurso.  —  La  decisión  de  los  tribunales  de  provincia,  decla- 
rando inconstitucional  el  impuesto  sobre  herencias  transversa- 
les establecido  por  una  ley  provincial,  no  es  recurrible  para 
ante  la  Suprema  Corte  Federal,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  14,  ley  de  jurisdicción.  (No  emana  directamente  de  la 
Constitución  ni  de  ley  nacional  alguna,  el  título  con  que  ha 
litigado  el  fiscal  de  la  provincia,  que  sostenía  la  validez  de  dicha 
ley;  el  artículo  44^  inciso  3^,  ley  de  jurisdicción,  exige  que  la 
decisión  del  tribunal  provincial,  sea  contra  la  validez  del  título, 
derecho  ó  exención  fundados  en  la  Constitución  ó  ley  del  Con- 
greso). —  T.  44,  p.  429. 

—  Esadmisbleel  recurso  de  resoluciones  de  los  tribunales  su- 
periores de  provincia,  cuando  aparece  haberse  puesto  en  cues- 
tión la  inteligencia  de  las  estipulaciones  de  un  tratado,  y  re- 
suello en  contra  de  la  validez  del  privilegio  que  en  ellos  se 
funda,  y  es  materia  del  litigio.  —  T.  42,  p.  69. 

—  Corresponde  el  recurso  á  la  Suprema  Corte,  de  las  resolucio- 
nes de  los  tribnales  superiores  de  provincia,  cuando  se  ha 
puesto  en  cuestión  la  inteligencia  de  una  cláusula  constitucio- 
nal, y  se  ha  decidido  contra  el  derecho  que  se  pretende  fun- 
dar en  ella  (art.  44,  inc.  3o,  Ley  Jurisd.  Se  trataba  de  una 
resolución  negando  á  una  mujer  el  derecho  de  ejercer  la  pro- 
curación judicial). —  T.  42, p.  274. 

—  No  es  admisible  el  de  apelación,  autorizado  por  el  articulo 
44,  ley  de  jurisdicción,  cuando  la  ley  nacional  que  se  invoca, 
establece  para  el  caso  en  cuestión,  la  aplicación  délas  disposi- 
ciones del  derecho  común  (art.  15  de  dicha  ley.  Se  trataba  en  el 
caso  del  art.  52  de  la  ley  de  ferrocarriles  de  4872,  que  fué  apli- 
cado por  el  superior  tribunal  de  provincia).  —  T.  44,  p.  25. 

—  Presentada  una  cuenta  y  contracuenta,  el  auto  de  prueba 
ejecutoriado  impide  todo  recurso,  fundado  en  no  haberse  con- 
ferido traslado  de  la  contracuenta.  — T.  44,  p.  478. 
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Recurso.  —  Es  improcedente  el  que  se  interponga  de  la  resolu- 
ción administrativa,  fundada  en  el  error  de  la  clasificación  de 
artículos  manifestados  (art  137  y  438,  Ord.  Véase:  Dirección  de 
rentas).  —  T.  45,  p.  327. 

—  No  están  comprendidos  en  las  disposiciones  del  articulo  44, 
ley  de  jurisdicción,  las  cuestiones  sobre  interpretación  y  apli- 
cación de  los  códigos  comunes  (art.  67,  inc.  44,  Const.  Nac). 
T.  46,  p.  422. 

—  El  auto  de  un  tribunal  de  provincia,  no  haciendo  lugar  al  re- 
curso de  habecLs  corpus,  que  no  ha  sido  recurrido  en  tiempo 
hábil  para  ante  la  Suprema  Corte,  no  es  susceptible  de  recurso 
ulterior.  —  T.  46,  p.  348. 

—  No  procede  el  recurso  para  ante  la  SupremaCorte,  de  las  re- 
soluciones de  los  tribunales  ordinarios  que  no  sean  definitivos, 
y  no  tengan  relación  inmediata  con  cuestión  alguna  de  inter- 
pretación de  la  Constitución  Nacional,  validez  de  las  leyes  ó 
tratados  nacionales  (art.  45,  Ley  Jurisd.).  — T.  47,  p.  56. 

—  No  procede  para  ante  la  Suprema  Corte,  contra  el  auto  de 
los  tribunales  ordinarios,  que  no  es  definitivo  (art.  44,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  47,  p.  73. 

—  El  previsto  por  el  artículo  14,  ley  de  jurisdicción,  no  proce- 
de mientras  no  exista  pronunciamiento  de  los  tribunales  loca- 
les sobre  las  cuestiones  que  puede  motivarlo.  —  T.  47,  p.  274. 

—  No  procede  el  de  revisión  para  ante  la  Suprema  Corte  Na- 
cional, de  los  fallos  de  los  tribunales  de  la  Capital,  en  que  se 
interpreta  y  aplica  las  leyes  del  congreso  que  concieruen  al 
gobierno  y  administración  de  la  Capital,  como  es  la  ley  orgá- 
nica de  la  municipalidad,  á  menos  que  la  cuestión  sea  regida 
especialmente  por  la  Constitución,  por  tratados  nacionales  ó 
por  otro  acto  de  carácter  federal.  (El  caso  no  está  comprendi- 
do en  el  articulo  90  de  la  ley  orgánica  de  dichos  tribunales, 
de  4886,  que  atribuye  jurisdicción  de  revisión  á  la  Corte  en  los 
casos  del  artículo  44,  ley  de  jurisdicción;  pues  estando  organi- 
zado el  gobierno  de^la  Capital  en  lo  judicial,  como  un  gobierno 
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propio  é  independiente  y  de  jurisdicción  amplía  y  completa  en 
todo  lo  que  es  de  régimen  local,  la  interpretación  y  aplicación 
de  la  ley  municipal,  como  todas  las  demás  leyes  que  conciernan 
sólo  á  la  administración  local^  debe  entenderse  deferida  sola- 
mente á  los  tribunales  de  ese  orden,  en  tanto  en  cuanto  no 
afectan  ni  envuelvan  cuestiones  especialmente  regidas  por  la 
constitución,  tratados  ú  otros  actos  de  carácter  fiscal.  El  recurso 
autorizado  por  el  citado  artículo  90,  es  un  recurso  extraordi- 
nario y  excepcional  para  los  casos  únicos  y  precisos  que  de- 
termina la  ley,  y  no  se  puede,  sin  desnaturalizar  y  modificar 
su  verdadero  carácter,  convertirlo  en  una  vía  ordinaria  y  co- 
mún de  apelación  contra  todos  los  fallos  de  dichos  tribunales; 
lo  que  sucedería  si  hubiera  él  de  entenderse  aplicable  á  todos 
los  casos  de  cuestiones  regidas  por  leyes  locales ;  pues  que  es- 
tando los  procedimientos  de  aquellos  tribunales  regidos  exclu- 
sivamente por  esas  leyes,  apenas  podría  presentarse  cuestión 
alguna,  especialmente  de  forma,  que  no  las  afectare  directa 
ó  indirectamente^  y  que  pudiese  escapar  en  consecuencia  á  la 
jurisdicción  de  revisión  por  la  Corte).  —  T.  48,  p.  71 . 

Recurso.  —  La  interpretación  y  aplicación  de  las  leyes  del  con- 
greso relativas  al  régimen  y  gobierno  de  la  Capital,  no  dan  lu- 
gar por  sí  solas  al  recurso  autorizado  por  el  articulo  44,  ley  de 
jurisdicción.  —  T.  48,  p.  114 . 

—  Los  casos  regidos  por  las  leyes  que  se  refieren  al  gobierno 
y  administración  de  la  Capital,  no  corresponden  á  la  justicia 
federal  (art.  411,  inc.  5°,  ley  orgánica  de  los  tribunales  de  la 
Capital,  de  1886;  art.  25,  inc.  3°,  Cód.  Proc.  Crim.);  y  sólo 
pueden  ser  sometidos  á  la  jurisdicción  de  la  Suprema  Corte^ 
cuando  se  haya  puesto  en  cuestión  alguna  cláusula  de  la  Cons- 
titución ú  otras  leyes  de  carácter  general  para  la  nación^  y  se 
verifique  alguno  de  los  casos  previstos  por  el  artículo  14,  ley 
de  jurisdicción.  —  T.  48,  p.  131 . 

--  La  resolución  de  los  tribunales  locales  rechazándola  excep- 
ción de  incompetencia,  por  no  haberse  probado  el  hecho  de 
la  distinta  nacionalidad  de  las  parles,  en  el  cual  se  fundaba^ 
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no  importa  el  desconocimiento  de  la  ley  nacional  sobre  juris- 
dicción de  los  tribunales  federales ;  y,  por  lo  mismo^  no  pro- 
cede contra  ella  el  recurso  ante  la  Suprema  Corte.  (No  se  ha 
puesto  en  cuestión  ninguno  de  los  casos  previstos  por  el  ar- 
tículo U,  Ley  de  Jurisdicción).  —  T.  48,  p.  480. 

Recurso.  —  No  procede  el  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte, 
contra  la  sentencia  de  los  tribunales  de  provincia,  en  que  se 
ha  negado  la  acción  á  cobrar  servicios  médicos,  sin  más  cues- 
tión que  la  de  haber  sido  prestados  por  un  médico  no  recibido 
y  después  de  haber  expirado  la  licencia  concedidapo  r  el  poder 
ejecutivo  provincial,  para  ejercer  provisoriamente  la  medicina 
(art.  44,  Ley  Jurisd.).  -^  T.  48,  p.  561 . 

—  La  aplicación  de  los  códigos  comunes  hecha  por  los  tribu- 
nales locales,  no  autoriza  recurso  alguno  para  ante  la  Suprema 
Corte  Nacional  (art.  U  y  45,  Ley  Jurisd.).  —  T.  50,  p.  9  y  26. 

—  Los  autos  de  substanciación  en  el  juicio,  dictados  por  los  tri- 
bunales locales^  no  son  susceptibles  de  recurso  ante  la  Suprema 
Corte  Nacional  (arl.  4  4,  Ley  Jurisd.).  —  T.  50,  p.  404 . 

—  El  recurso  del  artículo  4  4  de  la  ley  de  jurisdicción,  no  proce- 
de de  autos  que  no  sean  definitivos.  No  es  tal,  el  auto  en  que  se 
deniega  el  levantamiento  de  la  inhibición,  decretada  por  juez 
incompetente.  — T.  54,p.  379. 

—  No  procede  el  recurso  ante  la  Suprema  Corte  de  las  senten- 
cias délos  tribunales  locales,  en  las  causas  del  artículo  4  déla 
ley  de  3  de  septiembre  de  4878.  —  T.  54,  p.  392. 

—  No  procede  para  ante  la  Suprema  Corte,  contra  la  sentencia 
de  los  tribunales  superiores  locales,  en  los  casos  de  interpre- 
tación y  apelación  de  las  disposiciones  del  Código  Penal  (art. 
45,  Ley  Jurisd.).  —  T.  52,  p.  286. 

—  No  procede  el  recurso  ante  la  Suprema  Corte,  contra  senten- 
cias de  los  tribunales  locales^  si  las  cuestiones  ventiladas  son 
regidas  puramente  por  el  derecho  común  (art.  45,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  53,  p.  359. 

—  De  la  apelación  denegada  por  un  juez  de  4*  instancia  de  la 
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capital,  no  procede  el  recurso  directo  ante  la  Suprema  Corte 
nacional.  — T.  54,  p,  5. 

Recarso. — Las  resoluciones  de  los  tribunales  superiores  de  pro- 
vincia, que  se  limitan  á  interpretar  y  aplicar  leyes  provinciales 
no  tachadas  de  inconstitucionales,  no  son  sujetas  á  recurso 
para  ante  la  Suprema  Corte  Nacional.  —  T.  54,  p.  470. 

—  No  procede  el  que  autoriza  el  artículo  14  de  la  ley  de  juris- 
dicción, cuando  ante  la  justicia  local  no  se  ha  discutido  ninguno 
de  los  puntos  contenidos  en  dicho  articulo,  ni  se  ha  deducido 
en  el  juicio,  la  excepción  de  incompetencia  que  se  menciona  en 
el  recurso.  —  T.  55,  p.  129. 

—  De  procedimientos  que  no  versen  sobre  principios  constitu- 
cionales ó  leyes  nacionales,  no  cabe  recurso  ante  la  Suprema 
Corte. —  T.  55,  p.167. 

—  No  procede  el  recurso  á  la  Suprema  Corte,  de  la  sentencia  de 
un  tribunal  inferior  de  provincia,  que  ha  quedado  firme  por  de- 
serción de  recurso,  debido  á  omisión  de  la  parte.  £1  fallo  con- 
tenido en  el  tomo  35,  motivado  por  las  circunstancias  especia- 
les del  caso^  no  aprecia  si  había  tenido  lugar  la  deserción  del 
recurso  (art.  14,  Ley  Jurisd.^.  —  T.  55,  p.  228. 

—  No  procede  el  acordado  por  el  artículo  14  de  la  ley  de  juris- 
dicción, cuando  los  tribunales  locales  interpretan  ó  aplican  los 
códigos  civil,  penal,  comercial  ó  de  minería.  —  T.  55,  p.  253- 

—  Puede  ser  traída  á  la  Suprema  Corte  y  debe  concederse  el 
recurso  de  la  resolución  de  los  tribunales  locales,  denegando 
el  derecho  fundado  en  la  ley  nacional  sobre  jurisdicción  de 
los  tribunales  federales,  de  invocar  la  jurisdicción  de  la  justi- 
cia nacional.  —  T.  56,  p.  92. 

—  No  procede  el  recurso  á  la  Suprema  Corte  de  sentencias  de 
los  tribunales  de  la  Capital,  en  las  que  se  han  interpretado  y 
aplicado  las  leyes  comunes  ó  las  de  carácter  local  (art.  15,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  56,  p.  312. 

—  La  excepción  de  incompetencia  fundada  en  la  ley  civil  y  en 
la  local  de  procedimientos,  y  no  en  la  ley  nacional  sobre  juris- 
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dicción  de  los  tribunales  federales^  no  autoriza  el  recurso  á 
la  Suprema  Corte  contra  la  sentencia  de  los  jueces  locales,  t'un- 
dado  en  la  interpretación  y  aplicación  de  aquellas  leyes  (art. 
15,  LeyJurisd.).  —  T.  56,  p.  417. 

Recurso.  —  De  las  providencias  interlocutorias  referentes  al 
procedimiento,  no  procede  el  recurso  autorizado  por  el  artí- 
culo 14  de  la  ley  de  jurisdicción.  — T.  57,  p.  296. 

—  Es  apelable  ante  la  Suprema  Corte,  la  sentencia  final  de  los 
tribunales  locales  que  desconoce  el  derecho  que,  basándose 
en  una  ley  nacional,  pretende  tener  el  recurrente  (art.  14,  ínc. 
3«,  Ley  Jurisd.).  —  T.  57,  p.  385. 

—  Es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte,  la  sentencia  final  de 
los  tribunales  locales,  que  niega  el  derecho  fundado  en  una  ley 
nacional  que  invoca  el  recurrente  (art.  14,  inc.  3**,  LeyJurisd.). 
—  T.57,  p.  412. 

—  El  recurso  para  ante  los  jueces  de  sección  á  que  se  refiere  el 
articulo  21  de  la  ley  de  16  de  octubre  de  1862,  ha  sido  deroga- 
do. —  T.  58,  p.  156. 

—  No  procede  para  ante  la  Suprema  Corte,  de  sentencias  de  tri- 
bunales locales  que  resuelven  cuestiones  de  derecho  común  ó 
de  derecho  procesal,  sin  haberse  pretendido  que  éste  estuvie- 
ra en  pugna  con  la  Constitución  ó  leyes  nacionales  (art.  15,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  58,  p.  191  y  226. 

—  El  auto  negando  al  procurador  de  la  parte,  el  derecho  de  in- 
formar in  voce  es  interlocutorio,  y  no  está  comprendido  entre 
los  pronunciados  por  los  tribunales  superiores  de  provincia, 
que  pueden  ser  traídos  á  la  Suprema  Corte  por  recurso  de  ape- 
lación (art.  14,  Ley  Jurisd.).  —  T.  58,  p.  374. 

—  No  procede  el  recurso  á  la  Suprema  Corte, de  aulos  délos  tri- 
bunales locales,  que  son  meramente  interpretativos  de  su  ley 
de  procedimientos.  — T.  58,  p.  444. 

—  La  resolución  final  sobre  competencia  de  los  tribunales  fede- 
derales,  corresponde  á  la  Suprema  Corte,  y  por  consiguiente  es 
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apelable  ante  ella,  el  auto  del  tribunal  superior  de  provincia 
que  rechaza  la  declinatoria  de  los  tribunales  locales,  fundada 
en  la  pretensión  de  corresponder  la  causa  al  fuero  federal. — T. 
59,  p.  389. 

Recurso.  —  No  procede  y  debe  declararse  mal  concedido,  el  re- 
curso para  ante  la  Suprema  Corte,  contra  sentencia  de  los  tri- 
bunales locales  que  se  basa  exclusivamente  en  disposiciones 
del  Código  Civil  y  leyes  de  procedimiento  (art.  15,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  60,  p.  88. 

—  Ninguna  ley  autoriza  el  recurso  para  ante  los  jueces  de  sec- 
ción, sobre  nulidad  de  sentencia  dictada  por  los  tribunales 
locales.  —  T.  60,  p.  155. 

—  Cuando  ante  los  tribunales  locales^  se  ha  puesto  en  cues- 
tión la  inteligencia  de  una  ley  nacional,  y  se  pretende  que 
la  sentencia  final  desconoce  el  derecho  fundado  en  ella,  pro- 
cede  el  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte  (art.  14,  inc.  3"", 
Ley  Jurisd.).  —  T.  60,  p.  158. 

—  Debe  declararse  bien  denegado  el  recurso  interpuesto  para 
ante  la  Suprema  Corte,  de  los  autos  de  los  tribunales  locales, 
por  el  cual  se  desecha  le  excepción  de  declinatoria  de  juris- 
dicción del  juez  del  crimen^  fundada  en  la  pretensión  de  co- 
rresponder el  conocimiento  de  la  causa  al  juez  en  lo  civil  de 
la  misma  localidad.  —  T.  60^  p.  183. 

—  Debe  declararse  improcedente,  el  recurso  de  apelación  inter- 
puesto contra  las  sentencias  de  los  tribunales  locales,  cuando 
dicho  recurso  se  funda  en  el  desconocimiento  de  su  jurisdic- 
ción, y  la  materia  jurisdiccional  no  ha  sido  puesta  en  cuestión 
ante  los  citados  tribunales.  —  T.  60,  p.  244. 

—  La  cuestión  referente  á  la  aplicación  de  las  leyes  sobre 
privilegios,  con  relación  á  los  actos  anteriores  á  la  sanción 
de  la  ley  de  federalízación  del  territorio  de  la  Capital,  es  regida 
por  el  derecho  común,  y  no  es  susceptible  del  recurso  auto- 
rizado por  artículo  14^  ley  de  jurisdicción.  —  T.  61,  p.  133. 

—  El  pago  de  impuestos,  creados  por  leyes  provinciales,  debe 
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dicción  de  los  tribunales  federales^  no  autoriza  el  recurso  á 
la  Suprema  Corte  contra  la  sentencia  de  los  jueces  locales,  fun- 
dado en  la  interpretación  y  aplicación  de  aquellas  leyes  (art. 
15,  Ley  Jurisd.).  —  T.  56,  p.  417. 

Recurso.  —  De  las  providencias  interlocutorias  referentes  al 
procedimiento,  no  procede  el  recurso  autorizado  por  el  artí- 
culo 14  de  la  ley  de  jurisdicción.  —  T.  57,  p.  296. 

—  Es  apelable  ante  la  Suprema  Corte,  la  sentencia  final  de  los 
tribunales  locales  que  desconoce  el  derecho  que,  basándose 
en  una  ley  nacional,  pretende  tener  el  recurrente  (art.  14,  ínc. 
3«,  Ley  Jurisd.).  —  T.  57,  p.  385. 

—  Es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte,  la  sentencia  final  de 
los  tribunales  locales,  que  niega  el  derecho  fundado  en  una  ley 
nacional  que  invoca  el  recurrente  (art.  14,  inc.  3"",  Ley  Jurisd.). 
—  T.57,  p.  412. 

—  El  recurso  para  ante  los  jueces  de  sección  á  que  se  refiere  el 
articulo  21  de  la  ley  de  16  de  octubre  de  1862,  ha  sido  deroga- 
do. —  T.  58,  p.  156. 

—  No  procede  para  ante  la  Suprema  Corte,  de  sentencias  de  tri- 
bunales locales  que  resuelven  cuestiones  de  derecho  común  ó 
de  derecho  procesal,  sin  haberse  pretendido  que  éste  estuvie- 
ra en  pugna  con  la  Constitución  ó  leyes  nacionales  (art.  15,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  58,  p.  191  y  226. 

—  El  auto  negando  al  procurador  de  la  parte,  el  derecho  de  in- 
formar in  voce  es  interlocu torio,  y  no  está  comprendido  entre 
los  pronunciados  por  los  tribunales  superiores  de  provincia, 
que  pueden  ser  traídos  á  la  Suprema  Corte  por  recurso  de  ape- 
lación (art.  14,  Ley  Jurisd.).  —  T.  58,  p.  374. 

—  No  procede  el  recurso  á  la  Suprema  Corte, de  aulos  délos  tri- 
bunales locales,  que  son  meramente  interpretativos  de  su  ley 
de  procedimientos.  —  T.  58,  p.  444. 

—  La  resolución  final  sobre  competencia  de  los  tribunales  fede- 
derales,  corresponde  á  la  Suprema  Corte,  y  por  consiguiente  es 
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apelable  ante  ella,  el  auto  del  tribunal  superior  de  provincia 
que  rechaza  la  declinatoria  de  los  tribunales  locales,  fundada 
en  la  pretensión  de  corresponder  la  causa  al  fuero  federal. — T. 
59,  p.  389. 

Recurso.  —  No  procede  y  debe  declararse  mal  concedido,  el  re- 
curso para  ante  la  Suprema  Corte,  contra  sentencia  de  los  tri- 
bunales locales  que  se  basa  exclusivamente  en  disposiciones 
del  Código  Civil  yleyes  de  procedimiento  (art.  15,  LeyJurisd.). 
—  T.  60,  p.  88. 

—  Ninguna  ley  autoriza  el  recurso  para  ante  los  jueces  de  sec- 
ción, sobre  nulidad  de  sentencia  dictada  por  los  tribunales 
locales.  —  T.  60,  p.  155. 

—  Cuando  ante  los  tribunales  locales^  se  ha  puesto  en  cues- 
tión la  inteligencia  de  una  ley  nacional,  y  se  pretende  que 
la  sentencia  final  desconoce  el  derecho  fundado  en  ella,  pro- 
cede  el  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte  (art.  14,  inc.  3*", 
Ley  Jurisd.).  —  T.  60,  p.  158. 

—  Debe  declararse  bien  denegado  el  recurso  interpuesto  para 
ante  la  Suprema  Corte,  de  los  autos  de  los  tribunales  locales, 
por  el  cual  se  desecha  le  excepción  de  declinatoria  de  juris- 
dicción del  juez  del  crimen^  fundada  en  la  pretensión  de  co- 
rresponder el  conocimiento  de  la  causa  al  juez  en  lo  civil  de 
la  misma  localidad.  —  T.  60^  p.  183. 

—  Debe  declararse  improcedente,  el  recurso  de  apelación  inter- 
puesto contra  las  sentencias  de  los  tribunales  locales,  cuando 
dicho  recurso  se  funda  en  el  desconocimiento  de  su  jurisdic- 
ción, y  la  materia  jurisdiccional  no  ha  sido  puesta  en  cuestión 
ante  los  citados  tribunales.  —  T.  60,  p.  244. 

^  La  cuestión  referente  á  la  aplicación  de  las  leyes  sobre 
privilegios,  con  relación  á  los  actos  anteriores  á  la  sanción 
de  la  ley  de  federalización  del  territorio  de  la  Capital,  es  regida 
I>or  el  derecho  común,  y  no  es  susceptible  del  recurso  auto- 
i^izado  por  artículo  14^  ley  de  jurisdicción.  —  T.  61,  p.  133. 

El  pago  de  impuestos,  creados  por  leyes  provinciales,  debe 
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ser  previo  á  la  cueslión  de   constitucionalidad  de  los  u 
y  mientras  no  se  veriñque,  no  debe  concederse  el  recurso  del 
artículo  14,  ley  de  jurisdicción.  — T.  6t,p.  308. 
Hecarao.  —  Procede  para  ante  la  Suprema  Corte,  contra  la  sen- 
tencia de  los  tribunales  locales  que  no   hace  lugar  al   fuero 
federal  invocado  (art.  U,  inc.  3",  Ley  Jurisd.).  — T.  61,p.3W. 

—  Cuando  en  la  causa  se  ba  debatido  solamente  la  aplicación 
délos  artículos  del  Código  Penal,  no  procede  el  recurso  esta- 
blecido por  el  artículo  1i,  ley  de  juris()icción  (art.  t5  de  di- 
cha ley).  —  T.  6i,  p.  56. 

—  No  procede  el  del  artículo  14,  ley  de  jurisdicción,  cuando  se 
trata  déla  aplicación  de  las  leyes  comunes  y  de  procedimiento 
(arl.  Ib).  —  T.  62,  p.  190. 

—  La  ley  de  moratorias  de  SO  de  junio  de  1891,  no  trata  de  la 
prescripción  regida  por  las  leyes  de  fondo ;  y  tas  sentencias  de 
los  tribunales  locales,  que  han  aplicado  dichas  leyes,  no  son 
susceptibles  de  recurso  para  ante  la  Suprema  Corle.  —  T.  6S, 
p.  195. 

—  Las  cuestiones  de  hecho  y  la  aplicación  de  las  leyes  del  de- 
recho común,  no  autorizan  el  recurso  establecido  porel  articu- 
lo 14,  ley  de  jurisdicción  (art.  15,  ley  citada).  —  T.  62,  p.  274 
y  379. 

—  El  articulo  ii,  inciso  2°,  Código  de  Procedimientos  Crimina- 
'"«,  no  se  refiere  á  los  casos  de   competencia  entre  jueces, 

lOálos  pleitos  contenciosos  entre  partes,  radicados,  senten- 
dos  y  fenecidos  eiilos  tribunales  locales.  —  T.  62,    p.  386. 

Vóase  :  Abogado;  Apelable;  Apelación;  Juicio  radica  do;  Quie- 
1. 

iirao  de  hecho.  —  No  procede  sin  previa  denegación  de  la 
elación,  poret  juez  inferior. —  T.  23,  p.  49. 
Contra  la  resolución  de  juez   inferior,  no  procede  si  no  se 
interpuesto  de  ella,  el  correspondiente  recurso  de  apelación 
te  el  juez  que  la  dictó.  —  T.  23,  p.  251. 
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Recurso  de  hecho.  —  No  procede,  no  existiendo  apelación  de- 
negada (art.  229,  Ley  Proced.).  —  T.  43,  p.  307  y  370^ 

—  En  los  recursos  de  hecho,  el  informe  que  pide  la  Suprema 
Corte  debe  expedirse  con  la  relación  de  los  antecedentes  y  no 
remitiendo  meramente  los  autos.  —  T.  47,  p.  277. 

—  No  es  procedente,  sin  resolución  previa.  —  T-  48,  p.  90. 

—  No  es  admisible  contra  una  resolución  recaída  sobre  rectifi- 
cación de  errores.  —  T.  48,  p.'281. 

—  No  es  admisible  contra  la  sentencia  cuya  rectificación  se  pi- 
dió, si  no  se  apeló  de  ella  dentro  del  término  legal.  —  T.  48, 
p.281. 

—  No  procede,  sin  pronunciamiento  previo  del  inferior  sobre 
el  recurso  interpuesto,  ni  contra  los  autos  ejecutoriados.  — 
T.  48,  p.  285. 

—  No  habiéndose  deducido  apelación  de  la  sentencia  del  infe- 
rior, no  procede  el  recurso  directo  ante  la  Suprema  Corte,  — 
T.  50,  p.  93. 

—  No  procede,  cuando  no  existe  pronunciamiento  sobre  los 
puntos  que  forman  sus  causales.  —  T.  52,  p.  24. 

—  No  procede  contra  los  autos  que  no  han  sido  recurridos,  y  de 
los  cuales  no  se  ha  resuelto  aún  el  recurso  pendiente.  —  T.  52, 
p.  344. 

—  Es  improcedente,  el  que  no  tiene  por  base  la  denegación  de  la 
apelación  por  el  inferior.  —  T.  53,  p.  398. 

—  No  procede  sin  la  previa  denegación  de  la  apelación.  —  T. 
56,  p.  257. 

—  No  procede  en  los  casos  de  jurisdicción  apelada,  si  no  me- 
dian los  recursos  legales  deducidos  ante  el  inferior  y  negados 
por  éste.  —  T.  57,  p.  447. 

—  No  procede,  cuando  no  resulta  que  se  haya  interpuesto  ante 
el  inferior  apelación  del  auto  reclamado.  —  T.  58,  p.  232. 

—  Es  improcedente,  el  que  se  interpone  después  de  vencido  el 
término  legal  (art.  546,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  59,  p.  32. 
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Recurso  de  nulidad.  —  No  lo  hay,  de  las  sentencias  de  la  Su- 
prema Corte.  —  T.  25,  p.  485. 

—  Es  improcedente,  el  que  no  se  ha  interpuesto  conjuntamente 
con  el  de  apelación  (art.  234,  Ley  Proc).  —  T.  26,  p.  440. 

—  No  procede  contra  la  sentencia  que,  después  de  observados 
los  trámites,  ha  sido  dictada  de  conformidad  á  la  demanda. — 
T.  30,  p.  421. 

—  No  procede,  habiéndose  consentido  en  1*  instancia,  el  defec- 
to en  que  aquél  se  funda.  —  T.  34,  p.  97. 

—  No  procede,  cuando  las  causales  en  que  se  funda,  no  afectan 
en  nada  al  fondo  de  la  resolución  reclamada.  —  T.  36,  p.  276. 

—  No  es  procedente,  aquel  cuyas  causales  no  se  determinan  por 
el  recurrente,  ni  aparezcan  de  autos.  —  T.  40,  p.  260. 

—  Consentida  la  concesión  del  recurso  de  apelación  en  el  efec- 
to devolutivo,  los  procedimientos  legales  posteriores  no  pueden 
ser  materia  del  recurso  de  nulidad.  —  T.  40,  p.  411 . 

—  No  puede  negarse  al  rebelde,  este  recurso.  — T.  41,  p.  278. 

—  No  procede,  contra  el  embargo  provisorio  en  causas  crimi- 
nales (art.  509  y  696,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  41 ,  p.  368. 

—  No  es  admisible,  el  que  se  interpone  de  sentencias  de  un  tri- 
bunal superior  de  provincia,  sin  expresar  motivo  alguno  legal 
que  tenga  relación  directa  é  inmediata,  con  disposiciones  ó  le- 
yes de  carácter  nacional.  — T.  44,  p.  25. 

—  Debe  rechazarse,  no  existiendo  en  el  procedimiento  defectos 
que  anulen  las  actuaciones.  —  T.  46,  p.  244. 

—  Debe  rechazarse,  no  apareciendo  causa  legal  de  las  que  por 
derecho  anulan  las  actuaciones  (art.  233,  Ley  Proc).  — T.  47, 
p.  179. 

—  El  apelante  no  puede  fundarlo  en  el  hecho  de  no  haberse  el 
apelado,  expedido  en  1^  instancia  sobre  el  fondo  del  asunto.  — 
T.47,  p.  438. 

—  No  procede  en  los  casos  en  que  no  procede  el  de  apelación 
(art.  510,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  48,  p.  108. 
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Aecurso  de  nulidad.  —  Es  procedente  en  las  causas  de  menor 
cuantía  (art.  238,  Ley  Proc).  —  T.  48,  p.  177. 

—  Los  defectos  de  que  puede  adolecer  la  instrucción  sumaria 
levantada  por  la  administración  de  aduana,  no  autorizan  el  re- 
curso de  nulidad  contraía  sentencia  de  1^  instancia,  ni  eximen 
de  pena  á  los  defraudadores  de  la  renta  pública.  —  T.  48,  p. 
433.  ^ 

—  No  procede,  cuando  no  ha  tenido  lugar  la  violación  de  forma 
(art.  233,  Ley  Proc).  —  T.  54,  p.  300  y  308. 

—  Desaparecido  el  motivo,  queda  sin  objeto  el  recurso  de  nu- 
lidad fundado  en  él.  (Las  acciones  y  recursos  tienen  por  base 
el  interés  del  que  las  ejercita  y  deduce).  —  T.  51,  p.  447. 

—  Debe  rechazarse  aquel  cuyo  fundamento  resulta  inexacto.  — 
T.  52,  p.  239. 

—  Debe  ser  rechazado  el  recurso  fundado  en  la  falta  de  noti- 
ficación de  la  citación  de  remate,  cuando  consta  de  los  autos 
que  ésta  ha  sido  hecha  en  forma  legal.  —  T.  52,  p.  318. 

—  Aun  cuando  el  procedimiento  seguido  no  fuese  ajustado  á 
derecho,  no  reclamándose  la  reparación  de  los  defectos  que  se 
observen^  en  la  oportunidad  fijada  por  el  artículo  513  del  Códi- 
go de  Procedimientos  Criminal,  no  es  admisible  el  recurso  de 
nulidad.  — T.  53,  p.  155. 

—  No  procede  por  defectos  de  procedimientos,  que  no  han  sido 
observados  oportunamente.  — T.  53,  p.  165. 

—  No  es  admisible  el  recurso  de  nulidad,  contra  una  sentencia 
dictada  con  arreglo  á  las  acciones  xieducidas^  y  habiéndose 
observado  en  el  juicio  las  prescripciones  de  la  ley  de  procedi- 
mientos. —  T.  54,  p.  117. 

—  No  pueden  fundarlo,  las  actuaciones  consentidas  y  que  no 
tienen  importancia  para  la  definitiva.  —  T.  56,  p.  58. 

—  No  es  admisible  el  recurso  de  nulidad  que  el  recurrente 
no  manifiesta  en  qué  se  funda,  ni  se  descubre  tampoco  que 
exista  en  los  autos.  — T.  56,  p.  354. 

T.  II  J7 
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Recurso  de  nulidad.  —  No  es  admisible  el  interpuesto  por  parte 
del  ejecutado,  cuando  se  han  observado  en  cuanto  á  él,  todas 
las  reglas  establecidas  por  la  ley  de  procedimientos.  —  T.  57, 
p.  279. 

—  No  habiéndose  interpuesto  más  recurso  que  el  de  apelación, 
no  corresponde  ocuparse  de  la  nulidad  de  los  procedimientos. 
-«.  T.  58,  p.  2U. 

—  Es  inadmisible  el  que  se  interpone  sin  fundarlo,  y  no  resul- 
ta de  las  constancias  de  autos.  —  T.  59,  p.  227. 

—  Véase:  Laudo;  Multa;  Nulidad, 

Recurso  de  queja.  —  Siendo  satisfactorias  las  explicaciones  da- 
das por  el  juez,  respecto  de  la  legalidad  de  sus  procedimientos, 
no  es  admisible  el  recurso  de  queja,  fundado  en  la  ilegalidad 
de  aquellos.  —  T.  17,  p.  427. 

Recurso  de  reconsideración.  —  No  procede,  de  los  fallos  de  la 
Suprema  Corte. —  T.  19,  p.  311. 

Recurso  de  reducción.  —  Se  funda  en  el  perjuicio  notable,  in- 
ferido á  alguna  de  las  partes  por  malicia  ó  engaño  de  los  arbi- 
tros. No  probándose  la  existencia  de  un  perjuicio,  ni  su  impor- 
te, no  puede  haber  lugar  á  la  reducción  de  un  laudo.  — T.  18, 
p.  91. 

—  No  procede,  cuando  los  jueces  son  arbitros  de  derecho  (ley 
23,  tft.4,part.  3*).  —  T.  22,  p.  371. 

Recurso  de  rescisión.  —  La  dificultad  de  la  notificación  por 
cédula  debe  hacerse  constar^  para  que  se  cuente  el  término  que 
concede  la  ley  para  el  recurso  de  rescisión.  —  T.  4,  p.  38. 

—  La  certificación  del  escribano,  de  haber  preguntado  por  la 
parte,  y  haber  ésta  cambiado  de  domicilio,  no  es  bastante  prue- 
ba de  la  dificultad  de  la  notificación.  —  T.  4,  p.  38. 

—  No  estando  probada  la  dificultad  de  la  notificación  por  cé- 
dula, déla  sentencia  pronunciada  en  rebeldía,  el  término  para 
el  recurso  de  rescición  no  corre,  y  presentándosela  parte  á  in- 
terponerlo, debe  admitírsele.  — T.  4,  p.  38. 


\ 
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decurso  de  rascUión.  --.SjIo  tiene  lugar  en  el  proceduniento 
en    rebeldía  (art.  19i,  Ley  Proc.;.  —  T.  8,  p.  25. 

iVo    se  admite  éste,  no  justificándose  causa  bastante.  —  T.  8, 

El   contumaz  declarado  puede  interponer  este  recurso  (art. 
^9^^    LeyProc.).  —  T.  10,  p.  301. 

"^  JEst^  recurso,  cuya  naturaleza,  forma  y  subtanciación  no  se 
det^i-rr^ina  especialmente  en  parte  alguna  de  la  ley  de  procedí- 
mi^  n  tos,  no  puede  ser  otro  que  el  designado  con  el  nombre  de 
rec5i:n-so  de  nulidad  y  de  que  trata  el  título  22  de  la  citada  ley. 
—    T.    ^  O,  p.  301. 

"^     ^í'o    existiendo  causas  de  nulidad,    no  ha  lugar  al  recurso  de 
res  c^  i  s  i  <in  de  la  sentencia  dictada  en  rebeldía.  —  T.  1 1 ,  p.  95. 

^--5*.      Suprema  Corte  carece  de  jurisdicción  para  conocer  de 
*^    **^  curso,  procedente  en  las  sentencias  dictadas  en  rebeldía. 
12,  p.  302. 

1  os  juicios  en  rebeldía,  el  demandado  no  tiene  más  recur- 
so   ^-^^ gj  de  rescisión.  —  T.  12,  p.  349. 


*     «"1  educido  después  de  vencido  el  término  que  marca  la  ley, 
^^     aier  rechazado.  Ese  término  empieza  á  contarse  desde  la 
^  ^      *  i  ci  ación  de  la  sentencia  de  que  se  pide  rescisión  (art.  190  y 
^^^^         ^   cy  Proc).  —  T.  13,  p.  35. 


,   ^  v^uede  fundar  por  sí  sola  este  recurso,  la  incompetencia 

-í  '^^^z  no  alegada,  ni  comprobada  oportunamente.  — T.  18, 
p.       ^ 


ea 

■.■* 


^i^onocimiento  corresponde  al  juez  que  dictó  la  sentencia 
Incidía.  —  T.  20,  p.  288. 

<:iede  por  violación  substancial  de  las  leyes  de  procedí - 


«^  ^  ^^^  t:os.  —  T.  20,  p.  361 . 


ser^t^ 


«  interponerse  dentro  de  quince  días  de  publicada  la 
cia.  —  T.  34,  p.  235. 

es  admisible,  cuando  no  se  han  violado  ni  omitido  las 


REC  —  420  — 

formas  y  las  solemnidades  esenciales  á  la  validez  del  juicio.  — 
T.  47,  p.  362. 

Recurso  de  rescisión.  —  Sin  acreditar  alguna  de  las  circuns- 
tancias señaladas  por  el  articulo  494  de  la  ley  de  procedi- 
mientos, la  persona  en  cuya  rebeldía  se  ha  seguido  el  juicio 
contra  su  representado,  no  puede  deducir  aquel  recurso.  — 
T.  49,  p.  79. 

—  No  puede  deducirlo  otra  persona,  que  no  exhiba  el  poder  del 
condenado  en  rebeldía.  —  T.  49,  p.  79. 

Recurso  de  revisión.  —  Sólo  puede  admitirse  en  los  casos  de- 
terminados en  el  título  23  de  la  ley  de  procedimientos.  No  es- 
tán comprendidos  en  ese  título,  los  documentos  de  fecha  ante- 
rior que  se  han  dado  al  público  impresos,  ni  los  inconducentes 
á  la  cuestión  (art.  241 ,  inc.  3®,  Ley  Proc). — T.  7,  p.  93. 

—  Sólo  puede  tener  lugar  en  los  casos  expresados  en  el  articu- 
lo 244  de  la  ley  de  procedimientos.  —  T.  42,  p.  513. 

—  Debe  interponerse,  cuando  se  pretende  que  la  Suprema  Cor- 
te ha  fallado  sobre  cosas  no  pedidas  por  las  partes,  dentro  de 
ocho  días  desde  el  siguiente  á  la  última  notificación.  Y  cuan- 
do se  interpone,  fundándose  en  haber  recobrado  documentos 
decisivos  detenidos  por  la  contraparte,  el  término  de  ocho  días 
se  cuenta  desde  el  día  en  que  los  documentos  se  recobraron 
(art.  243,  Ley  Proc).  —  T.  42,  p.  543. 

—  Sólo  es  admisible  en  las  causas  en  que  la  Suprema  Corte 
conoce  originaria  y  exclusivamente  (art  7,  ley  de  46  de  octubre 
de  4862).  —  T.  4  4,  p.  448. 

—  No  ha  lugar  contra  una  sentencia  de  la  Suprema  Corte,  sino 
en  los  casos  del  artículo  244  de  la  ley  de  procedimientos.  — 
T.  44,p.  387. 

—  Sólo  puede  entablarse  en  tos  casos  del  artículo  244  de  la  ley 
de  procedimientos.  —  T.  15,  p.  309. 

—  De  las  sentencias  definitivas  de  la  Suprema  Corte,  no  hay  este 
recurso  sino  en  los  casos  del  artículo  244  de  la  ley  de  proce- 
dimientos. —  T.  45,  p.  344. 
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Recurso  de  revisión.  —  Sólo  puede  tener  lugar  en  los  casos 
enumerados  en  el  artículo  244  de  la  ley  de  procedimientos.  No 
se  encuentra  entre  esos  casos,  el  de  una  equivocada  interpreta- 
ción, según  el  recurrente,  de  los  documentos  existentes  en  el 
proceso.  —  T.  16,  p.  160. 

—  No  procede  sino  en  los  casos  del  artículo  241  de  la  ley  de  pro- 
cedimientos. —  T.  17,  p.  434. 

—  No  procede  sino  en  las  causas  de  conocimiento  originario  de 
la  Suprema  Corte  (art.  241,  Ley  Proc).  --  T.  19,  p.  26. 

—  No  procede  en  los  casos  en  que  la  Suprema  Corte  conoce 
por  apelación  (art.  241,  Ley  Proc).  — T.  19,  p.  67. 

—  No  es  procedente  sino  en  los  casos  en  que  la  Suprema  Corte 
conoce  originaria  y  exclusivamente  (art.  7,  inc.  3%  ley  de  16 
de  Oct.  de  1862).  —  T.  21,  p.  425. 

—  Corresponde  á  la  Suprema  Corte,  conocer  de  él.  —  T.  24, 
p.  199. 

—  De  los  fallos  de  la  Corte,  no  hay  más  recurso  que  el  de  revi- 
sión. —  T.  24,  p.  199. 

—  Sólo  éste  existe  de  las  resoluciones  de  la  Suprema  Corte,  dic- 
tadas en  causas  de  que  conoce  originariamente.  — T.  26,  p.  61. 

—  Sólo  procede  contra  las  sentencias  que  son  definitivas,  y  en 
las  que  existe  alguno  de  los  defectos  señalados  por  el  artículo 
241  de  la  ley  de  procedimientos.  —  T.  26,  p.  61 . 

—  Deben  conocer  de  él,  los  mismos  jueces  que  han  conocido 
de  la  causa  en  vista.  —  T.  26,  p.  270. 

—  Siendo  la  sentencia  arreglada  á  la  demanda,  y  siendo  además 
inexacto  que  en  los  considerandos  se  haya  establecido  lo  que 
se  invoca  como  fundamento  del  recurso  de  revisión,  éste  debe 
ser  rechazado  con  costas.  —  T.  28,  p.  129. 

—  No  se  admite  de  los  fallos  de  la  Suprema  Corte,  pronuncia- 
dos en  grado  de  apelación.  —  T.  28,  p.  226. 

—  Sólo  procede  en  los  casos  de  jurisdicción  originaria  de  la 
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Suprema  Corte  (art.  7,  iiic.  3«,  ley  de  16  de  oct.  de  4862).  -— 
T.28,  p.  315. 

Recurso  de  revisión.  —  No  procede  en  las  causas  que  no  son  de 
jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corte  (art.  241,  Ley 
Proc. ;  art.  7,  ley  de  16  de  octubre  de  1862).  —  T.  46,  p.  382. 

—  £1  creado  por  el  articulo  7  de  ley  de  ley  de  16  de  octubre  de 
1862,  procede  únicamente  en  los  casos  determinados  por  el 
artículo  241,  ley  de  procedimientos.  —  T.  55,  p.  431. 

Recursos.  —  En  los  que  se  interpongan  de  las  resoluciones  de 
los  administradores  de  rentas^  los  jueces  de  sección  deben 
sentenciar  sin  admitir  más  de  un  alegato  escrito  por  cada  parte 
(art.  1138,  Ord.  anl.).  —  T.  11,  p.  34. 

—  Los  únicos  que  la  ley  autoriza  para  reparar  los  errores  de 
los  tribunales  nacionales,  son  el  de  reposición,  el  de  apelación, 
el  de  nulidad,  el  de  rescisión  y  el  de  revisión.  —  T.  12,  p.  134. 

—  El  artículo  374  de  la  ley  de  procedimientos,  no  comprende 
los  recursos  ni  los  medios  para  reparar  los  errores  ó  injusti- 
cias que  puedan  contenerse  en  las  sentencias.  —  T.  12,  p.  134. 

—  De  las  sentencias  defínitivas  de  los  juzgados  de  sección  ó  de 
los  autos  que  tengan  fuerza  de  defínitivas,  sólo  puede  ocurrir- 
se ante  la  Suprema  Corte  por  el  recurso  de  apelación^  ó  de 
queja  por  apelación  denegada  (art.  4,  Ley  Jurisd.;  art.  229, 
Ley  Proc).  —  T.  12,  p.  394. 

—  De  los  deducidos  contra  un  laudo  arbitral,  debe  conocer  en 
1'  instancia  el  juez  de  sección.  — T.  15,  p.  465. 

—  Los  de  apelación  y  nulidad  de  un  laudo  arbitral,  deben  ser 
conocidos  y  resueltos  por  el  juez  á  quien  habría  correspondi- 
do la  decisión  del  asunto,  si  no  hubiese  sido  sometido  á  arbi- 
tramento. —  T.  18,  p  376. 

Recursos  en  relación.  —  En  ellos,  no  pueden  presentarse  ale- 
gatos, y  sólo  queda  íntegro  á  las  partes,  el  derecho  de  la  de- 
fensa oral  al  tiempo  de  verse  la  causa  (art.  306,  Ley  Proc).  — 
T.14,  p.  270. 

—  Véase :  Extradición ;  Mejora  de  recurso. 
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Recusación.  —  Los  ministros  de  la  Suprema  Corte,  no  pueden 
ser  recusados  sino  por  las  causas  enumeradas  por  la  ley  de 
procedimientos  (art.  20,  Ley  Proc).  —  T.  1,  p.  17. 

—  No  es  causa  de  recusación,  la  de  haberse  dado  antes  por  re- 
cusado uno  de  los  ministros,  en  los  pleitos  del  litigante  (art. 
43,  Ley  Proc).  —  T.  4,  p.  17. 

—  No  es  causa  de  ella,  la  recomendación  que  haya  dado  el  juez 
á  uno  de  los  interesados,  no  sobre  el  pleito,  sino  sobre  el  ne- 
gocio que  le  dio  ocasión.  —  T.  1,  p.  157. 

—  No  procede  contra  los  jueces  de  sección,  sino  por  las  causas 
que  señala  la  ley.  —  T.  1,  p.  221 . 

—  Es  causa  legal,  el  haber  aconsejado  el  juez  á  una  de  las  par- 
tes, que  ejecute  á  la  otra,  para  hacerse  pagar  un  crédito.  — 
T.  1 ,  p.  321 . 

—  La  declaración  singular  de  quien  tiene  interés  en  la  causa, 
no  forma  prueba  para  demostrar  la  razón  legal  de  la  recusa- 
ción. —  T.  1,  p.  321. 

—  Los  procedimientos  erróneos  observados  por  el  juez,  no  son 
prueba  de  amistad  ó  enemistad  de  él,  con  una  de  las  partes.  — 
T.  3,  p.  271. 

-*-  Deduciéndose  junto  con  la  incompetencia,  no  puede  abrirse 
á  prueba  sin  conferir  el  traslado  que  corresponde  á  ésta.  — 

T.  3,  p.  271. 

't 

—     Propuestas  varias  excepciones  con  la  de  recusación,  y  abrién- 
dose á  prueba  sólo  sobre  esta  última,  debe  serlo  por  el  térmi- 
i  no  de  diez  días  improrrogables  y  con  todos  los  cargos.  —  T.  3, 

p.  271. 

—  El  juez  recusado  en  un  asunto,  no  puede  desempeñar,  con 
i*€lación  á  él,  acto  alguno  de  jurisdicción.  — T.  3,  p.  397. 

"^■^  El  desagrado  demostrado  por  el  juez,  por  la  multiplicidad  de 
ci.Tticulos  interpuestos  por  un  litigante,  no  puede  interpretarse 
oomo  odio  ó  resentimiento  hacia  él,  á  los  efectos  de  la  recusa- 
oión.  — T.  4,p.  437. 
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Recusación.  —  El  fallo  de  un  juez  en  un  caso,  no  importa 
para  los  casos  idénticos,  la  manifestación  de  su  opinión,  para 
que  pueda  fundarse  en  éstos^  una  causa  legal  de  recusación. 

—  T.  o,  p.  86. 

—  Los  jueces  de  sección  no  pueden  ser  recusados,  sino  por  al- 
guna de  las  causas  enumeradas  en  el  articulo  43  de  la  ley  de 
procedimientos.  —  T.  5,  p.  193. 

—  No  son  causas  legales  de  recusación,  ni  el  error  en  la  ley,  ni 
la  ilegalidad  en  el  procedimiento.  — T.  5,  p.  493. 

—  No  es  permitido  crear  nuevas  causas  de  recusación,  por  in- 
ducciones ó  analogías,  pues  la  ley  se  ha  propuesto  dificultar 
las  recusaciones,  en  obsequio  de  la  buena  administración  de 
justicia  y  de  los  litigantes.  —  T.  5,  p.  493. 

—  No  es  manifestar  opinión  sobre  una  causa,  el  haber  recon- 
venido á  un  procesado,  en  causa  distinta,  con  la  crímiilalidad 
que  en  esta  aparece  del  sumario,  contra  quien  se  procesa  en 
aquella.  —  T.  5,  p.  397. 

—  Los  cargos  de  la  confesión,  no  envuelven  el  juicio  calificati- 
vo del  juez,  porque  ellos  pueden  ser  desvanecidos  con  la  prue- 
ba que  la  produzca.  —  T.  5,  p.  397. 

—  En  los  arbitramentos  forzosos^  no  puede  recusarse  un  arbi- 
tro nombrado,  sin  expresar  la  causa  de  la  recusación.  —  T.  6, 
p.  250. 

—  La  de  un  juez,  queda  sin  efecto  por  el  cambio  de  personal  en 
el  juzgado.  —  T.  7,  p.  482.  ^ 

—  Cuando  la  recusación  de  un  juez  se  interpone  junto  con  otra 
excepción  dilatoria,  el  juez  debe  limitarse  á  resolver  previa- 
mente la  recusación.  —  T.  44,  p.  284 . 

—  Es  causa  legal  de  recusación,  el  haber  el  juez  abierto  opi- 
nión anticipada  en  el  fondo  del  asunto,  en  sentencia  que  se 
deckre  nula  por  la  Suprema  Corte  (art.  43,  inc.  7®,  Ley  Proc). 

—  T.  44,  p.  284. 

—  No  puede  alegarse  por  el  ejecutado,  en  la  estación  de  la  ci- 
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tación  de  remate*  como  prejuzgamíento  y  causal  legitima  de 
recusación  del  juez,  un  auto  provocado  anteriormente  por  él, 
promoviendo  un  artículo  extemporáneo,  y  que  como  tal«  no 
podía  ser  juzgado  como  excepción  legítima  y  oportuna. —  T.  43^ 
p.  452. 

Recusación.  —  £1  haber  sido  un  juez  de  sección^  ardiente  par- 
tidario de  una  candidatura  en  las  elecciones  para  presidente  de 
la  República,  si  bien  es  una  gran  falta,  esto  no  lo  inhabilita 
para  juzgar  en  el  hecho  de  haber  faltado  los  miembros  de  una 
mesa  escrutadora,  al  cumplimiento  de  su  deber.  —  T.  45, 
p.  447. 

—  Cuando  se  funda  en  la  causal  5*  del  articulo  43  de  la  ley  de 
procedimientos,  es  necesario  alegar  y  probar  odio  ó  resenti- 
miento contra  el  recusante.  —  T.  46,  p.  287. 

^  £1  parentesco  del  juez  con  los  abogados  de  los  litigantes,  no 
es  impedimento,  ni  causa  de  recusación  de  las  enunciadas  en 
el  artículo  43  de  la  ley  de  procedimientos.  —  T.  46,  p.  345. 

—  No  puede  recusarse  ^1  juez  de  sección,  para  que  se  impida 
de  conocer  en  un  incidente  sobre  indemnización  de  daños 
y  perjuicios,  antes  de  ser  entablado  éste  en  forma,  y  de  ha- 
berse fallado  la  cuestión  principal  sobre  cobro  de  fletes.  — 
T.  46,  p.  395. 

—  Siendo  inadmisible,  por  extemporánea,  una  demanda,  no  pue- 
de fallarse  un  artículo  deducido  sobre  recusación  del  juez.  — 
T.  47,  p.  305. 

—  £1  haber  el  juez  manifestado  opinión  sobre  el  punto  de  dere- 
cho á  resolverles  causa  de  recusación  (art.  43,  inc.  7'',  Ley  Proc). 
—  T.48,  p.  263. 

—  Si  el  juez  no  se  reconociese  impedido  en  mérito  del  hecho 
alegado  para  recusarlo,  debe  abrir  á  prueba  el  incidente  y  re- 
solver en  seguida  cou  arreglo  á  derecho.— T.  48,  p.  263. 

—  La  ley  nacional  de  procedimientos  ha  reglado  por  disposi- 
ciones especiales,  la  materia  de  recusación  délos  jueces  de 
sección,  reconociendo  que  la  instrucción  y  juicio  de  una  acción 


II 
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que  impide  el  curso  de  la  justicia  y  pone  en  cuestión  la 
imparcialidad  délos  magistrados,  no  puede  dejarse  al  arbitrio 
de  las  partes,  ni  ser  sometidas  á  las  reglas  ordinarias  del  pro- 
cedimiento. —  T.  19,  p.  118. 

Recusación.  —  Los  jueces  seccionales  sólo  pueden  ser  recu- 
sados por  las  causas  que  se  enumeran  en  la  ley  de  procedi- 
mientos. —  t.  19,  p.  118. 

—  Si  la  causa  alegada  no  fuere  de  las  enumeradas  en  la  ley,  el 
juez  debe  rechazarla  de  plano,  y  si  lo  fuera  debe  recibir  á 
prueba  el  incidente,  y  con  la  producida  resolver  mandando 
pasar  los  autos  al  juez  más  inmediato,  ó  no  haciendo  lugar  á 
la  recusación  y  condenando  en  costas  al  recusante  (art.  32,  33^ 
36  y  37,  Ley  Proc).  —  T.  19,  p.  118. 

—  Las  disposiciones  sobre  esta  materia,  contenidas  en  la  ley 
de  procedimientos,  han  modificado  las  leyes  comunes  sobre  la 
misma,  las  que,  por  consiguiente,  no  pueden  ser  alegadas  ni 
tener  aplicación  en  lo  nacional.  — T.  19,  p.  118. 

—  Las  irregularidades  cometidas  por  el  juez,  en  la  formación  del 
proceso,  no  son  causa  legal  de  recusación. —  T.  19,  p.  118. 

-—  Es  causa  legal  de  recusación,  el  odio  ó  resentimiento  grave 
del  juez  al  procesado.  —  T.  19,  p.  118. 

—  Es  causa  de  recusación,  el  haber  el  juez  inferido  al  procesado 
grave  daño  en  su  honor.  — T.  19,  p.  118. 

—  Las  diferencias  de  opiniones  políticas  entre  el  juez  y  las  par- 
tes, no  es  causa  de  recusación,  aun  tratándose  de  la  aplicación 
de  las  penas  que  sanciona  la  ley  nacional  de  elecciones.  —  T. 

20,  p.  348. 

—  Es  inadmisible,  si  al  interponerla  no  se  han  llenado  los  requi- 
sitos de  los  artículos  26  y  27  de  la  ley  de  procedimientos. —  T. 

21,  p.  180. 

—  El  resentimiento  de  la  parte  contra  el  juez^  y  no  de  éste  con- 
tra aquella,  no  es  causa  legal  de  recusación  (art.  43,  inc.  1<>,  Ley 
Proc). —  T.  21,  p.  180. 
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Recusación.  —  No  es  causal  legal  de  recusación,  el  hecho  de 
encomendar  el  juez  á  una  de  las  parles,  una  obra  mediante  un 
precio  convenido,  siendo  dicha  obra  de  las  concernientes 
á  su  oficio.  —  T.  21,  p.  543. 

—  Para  que  la  amistad  pueda  ser  causa  de  recusación,  es  nece- 
sario que  ella  sea  fntima  (art.  43,  inc.  4<>,  Ley  Proc).  —  T.  23, 
p.  342. 

—  Debe  rechazarse  con  costas,  la  deducida  contra  eljuez,  por 
amistad  intima  con  una  de  las  partes,  cuando  no  se  comprueba 
la  existencia  de  esa  amistad  (art.  38,  Ley  Proc).  — T.  23,  p. 
448. 

—  No  es  causa  legal  de  recusación  contra  los  miembros  de  la 
Suprema  Corte,  el  hecho  de  haber  dado  opinión  pronunciando 
sentencia.  —  T.  24,  p.  199. 

—  No  debe  hacerse  lugar  á  ésta^  siendo  falsa  la  causa  alegada. 
--T.25,  p.  242. 

—  No  se  puede  recusar  al  juez  de  la  causa,  cuando  ésta  se  en- 
cuentra en  estado  de  sumario.  —  T.  25,  p.  298. 

—  El  juicio  emitido  en  auto  anterior,  sobre  un  punto  que  forma 
el  fondo  de  la  cuestión,  es  causa  legal  de  recusación  (art.  43, 
inc.  7°,  Ley  Proc).  —  T.  28,  p.  431 . 

—  Para  que  la  opinión  manifestada  pueda  ser  causa  de  recusa- 
ción, es  necesario  que  sea  emitida  con  motivo  del  pleito  en  que 
se  quería  hacer  valer  la  recusación  (art.  43,  inc.  7^  Ley  Proc). 
—  T.  29,  p.  170. 

—  Los  jueces  seccionales  no  pueden  ser  recusados  sino  por  las 
causas  enumeradas  en  la  Hey  (art.  31,  Ley  Proc).  —  T.  29,  p. 
170. 

—  No  es  causa  legal  de  recusación,  la  enemistad  ó  resentimien- 
to del  juez  contra  el  apoderado  de  la  parte.  —  T.  30,  p.  497. 

—  Puede  deducirse  en  cualquier  estado  de  la  causa  (art.  43, 
Ley  Proc).  — T.  30,  p.  500. 

—  El  juez  recusado  no  puede  ejercer  ningún  acto  de  jurisdic- 
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ción,  mientras  no  se  resuelva  la  recusación.  —  T.  30,  p.  500. 

Recusación.  —  Interpuesta  la  demanda  juntamente  con  la  recu- 
sación del  juez,  no  puede  desecharse  aquella  sin  proveer  antes 
lo  correspondiente  sobre  la  última,  por  ser  ésta  de  resolución 
previa.  —  T.  34,  p.  47. 

—  El  juez  recusado  por  una  de  las  causales  comprendidas  en 
el  artículo  43  de  la  ley  de  procedimientos,  debe,  una  vez  que  se 
reconoce  por  la  contraparte  la  verdad  de  ella,  inhibirse  del 
conocimiento  del  juicio,  y  los  autos  que  dicte  después  de  re- 
cusado, son  nulos. —  T.  32,  p.  401. 

—  La  amistad  íntima  del  juez,  con  el  que  se  sostiene  ser  el  ver- 
dadero interesado  en  el  pleito,  es  causa  legal  de  recusación 
(art.  43,  inc.  4«,  Ley  Proc).  —  T.  34,  p.  40,  137  y  239. 

—  El  nombramiento  de  tutor,  hecho  de  oficio,  para  la  defensa 
de  los  derechos  de  un  menor,  no  importa  prejuzgamiento,  ni  es 
causa  legal  de  recusación.  —  T.  34,  p.  229. 

—  Establecido  el  arbitramento  forzoso,  y  nombrados  los  arbitros 
por  cada  una  de  las  partes,  el  arbitro  que  una  de  éstas  nombre 
por  ausencia  y  en  reemplazo  del  anteriormente  nombrado,  no 
puede  ser  recusado  por  la  otra,  sin  causa  (ley  31,  tit.  4,  part. 
3*).  —  T.  34,  p.  384. 

—  Manifestando  el  demandado  por  alquileres,  que  la  dificultad 
por  su  parte,  para  el  pago  de  ellos,  consiste  en  la  fijación  de  la 
fecha  desde  que  debe  entenderse  comenzado  el  contrato  de 
arriendo,  la  opinión  emitida  por  el  juez  sobre  este  punto,  en  otro 
expediente  sobre  devolución  de  una  parle  del  terreno  arren- 
dado, convenida  al  año  de  empezado  el  arriendo,  es  causa  le- 
gal de  recusación  (art.  43,  inc.  7<»,  Ley  Proc).  —  T.  37,  p.  97. 

—  La  deducida  sin  las  formalidades  legales,  debe  ser  rechazada. 
—  T.  37,  p.  272. 

—  El  conocimiento  del  incidente  de  recusación  del  juez  en  las 
causas  civiles  ante  los  juzgados  de  los  territorios  nacionales, 
corresponde  en  \^  instancia  al  mismo  juez  recusado  (art.  38, 
ley  de  territorios,  de  1884).  —  T.  38,  p.  343. 
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Recusación. —  El  haber  el  juez  avanzado  opiniones  prejudicia- 
les sobre  la  cuestión,  en  otro  juicio  habido  entre  el  demandado 
y  el  causante  del  demandante,  sobre  los  mismos  derechos  que 
se  ponen  en  tela  de  juicio,  es  causa  de  recusación  (art.  43, 
¡nc.7<>,  LeyProc.).—  T.  39,  p.  41 . 

—  No  es  admisible  la  recusación,  no  deducida  formalmente  y 
fundada  en  una  disposición  inaplicable.  —  T.  40,  p.  205. 

—  Cesada  la  personería  del  recusante^  la  recusación  interpues- 
ta por  éste^  queda  sin  efecto. —  T.  40,  p.  426  y  435. 

—  Es  inadmisible  la  interpuesta  sin  el  juramento  de  ley,  y  fun- 
dada sobre  opinión  emitida  respecto  de  derechos  que  no  apa- 
recen tener  relación  con  el  juicio  (art.  26^Ley  Proc).  —  T.  41, 
p.  36. 

—  El  pleito  entre  la  parte  y  el  juez^  que  no  aparece  terminado, 
es  causa  legal  de  recusación.  —  T.  41 ,  p.  355. 

—  Las  causales  de  recusación  euunciadas  por  el  artículo  43,  in- 
cisos 4%  5<>  y  6'',  de  la  ley  de  procedimientos,  se  refiere  á  las 
relaciones  del  juez  con  el  litigante^  no  con  el  abogado  y  apo- 
derado de  éste.  —  T.  45,  p.  31 . 

—  La  de  un  arbitro^  una  vez  pronunciado  el  laudo,  no  tiene  ra- 
zón de  ser  al  efecto  de  separarlo  del  conocimiento  de  la  causa. 
—  T.  45,  p.  404. 

—  £1  juez  que  conoce  de  la  recusación,  es  el  único  competente 
para  ordenar  todas  las  diligencias  que  estime  necesarias  para 
resolver  el  incidente,  y  el  juez  recusado  está  en  el  deber  de  ex- 
pedir los  informes  que  aquel  le  pida  á  ese  efecto.  —  T.  48, 
p.  48. 

—  Es  doctrina  enseñada  por  distinguidos  tratadistas,  que  la  cau- 
sal de  recusación  alegada  debe  apreciarse  en  cada  caso,  con- 
sultándose las  circunstancias  especiales  que  concurran.  —  T* 
49,  p.  41.  • 

—  El  ser  acreedor  ó  deudor  del  Banco  Nacional,  no  es  causa  de 
recusación  en  los  juicios  en  que  éste  sea  parte.  (Aunque  el  Cód. 
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Proc.  Crim.^  art.  71,  ínc.  \\j  establece  como  causal  de  recusa- 
ción la  expresada,  esa  disposición  no  puede  entenderse  de  ma- 
nera á  atribuirle  un  alcance  tan  radical  y  absoluto,  que  haga 
poco  menos  que  imposible  en  el  país,  el  ejercicio  de  los  dere- 
chos en  juicio,  lo  que  sucedería  en  ciertas  localidades  de  la  Re- 
pública, dada  la  extensión  de  las  operaciones  de  dicho  Banco. 
Esta  consideración  adquiere  mayor  fuerza,  sí  se  tiene  en  cuenta 
que  por  el  art.  43,  inc.  3%  Ley  Proc,  igual  causal  de  recusación 
se  extiende  además  cuando  hay  relaciones  de  acreedor,  deudor 
ó  fiador  entre  el  litigante  y  los  parientes  del  juez  dentro  del  se- 
gundo grado.  Tales  disposiciones  deben  interpretarse  no  sólo 
bajo  el  punto  de  vista  de  los  medios  y  facilidades  relativas  que 
pueden  ofrecer  los  importantes  centros  de  población,  sino  tam- 
bién teniendo  en  cuenta  las  deficiencias  é  inconvenientes  de 
las  localidades  de  población  reducida).  —  T.  49,  p.  41  y  96. 

Recusación.  —  La  declaración  de  competencia,  hecha  sin  in- 
tervención del  demandado,  es  causa  de  recusación  para  que  el 
juez  que  la  dictó,  no  entienda  en  la  excepción  de  incompetencia 
que  se  oponga  por  aquél,  fundada  en  los  mismos  puntos  re- 
sueltos por  la  citada  declaración  (art.  43,  Ley  Proc).  — T.  49, 
p.  45. 

—  No  es  admisible  la  del  juez  federal,  sin  expresarse  la  causa 
legal  en  que  se  funda  (art.  31,  Ley  Proc).  —  T.  51,  p.  85. 

—  Es  causa  legal  de  recusación,  la  enemistad  éntrela  parte  y  el 
juez  (art.  368,  inc  11,  del  Código  de  Procedimientos  de  los  te- 
rritorios nacionales).  —  T.  52,  p.  267. 

—  No  es  causa  de  recusación,  el  haber  el  juez  patrocinado  ante- 
riormente, á  uno  de  los  interesados  en  asunto  distinto  y  termi- 
nado: ella  no  está  comprendida  en  el  art.  43  de  la  ley  de  pro- 
cedimientos. —  T.  52,  p.  444. 

—  No  comprobada  la  causa  en  la  cual  se  fundó  la  recusación 
del  arbitro  tercero  nombrado  por  el  juez,  procede  el  rechazo 
de  ella.  —  T.  54,  p.  475. 

—  Después  de  dictada  sentencia  y  hallándose  ésta  en  estado  de 
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ejecución,  no  puede  interponerse  recusación  contra  el  juez.  — 
T.  55,  p.  46  y  49. 

Recusación.  —  El  ser  el  juez  el  deudor  de  una  de  las  partes,  es 
causa  legal  de  recusación,  y  no  reconociéndose  exacta  por  el 
juez  recusado,  debe  ser  recibida  á  prueba.  —  T.  55,  p.  61. 

—  La  parte  que  pide  se  declare  nulo  lo  actuado,  no  puede  recu- 
sar al  juez,  so  pretexto  de  que  tiene  interés  en  no  hacer  lugar 
ala  nulidad.  —  T.  55,  p.  262. 

—  Los  jueces  letrados  de  los  territorios  nacionales,  no  pueden 
ser  recusados  sin  justa  causa  (ley  de  18  de  octubre  de  1884  y 
ley  núm.  2262).  —  T.  57,  p.  55. 

—  Los  jueces  letrados  de  los  territorios  nacionales  no  pueden 
ser  recusados  sin  justa  causa,  y  no  probándose  ésta  debe  re- 
chazarse la  recusación.  —  T.  58,  p.  404. 

—  Los  arbitros  arbitradores  no  son  recusables  sino  por  causas 
legales  sobrevenidas  ó  sabidas  después  del  compromiso  (ley  31, 
lít.  4,  part.  3»).  —  T.  59,  p.  125. 

—  De  la  recusación  de  los  jueces  de  los  territorios  nacionales, 
no  puede  conocer  el  juez  recusado,  sino  el  juez  de  sección  ó 
del  territorio  nacional  más  próximo  al  asiento  del  juzgado 
(art.  101,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  60,  p.  383. 

—  Para  que  proceda  la  fundada  en  la  causal  de  odio  ó  resenti- 
miento, no  basta  alegar  deducciones;  es  necesario  invocar 
actos  directos  del  recusado  que  lo  manifiesten  (art.  43,  inc.  5% 
Ley  Proc).  —  T.  60,  p.  416. 

—  No  es  admisible  la  deducida  sin  los  requisitos  establecidos 
en  los  artículos  26  y  27,  ley  de  procedimientos.  —  T.  61,  p.  436. 

—  Véase  :  Apelable;  Nulidad ;  Procurador  general. 

Reembarco.  — Justificado  el  de  mercaderías,  cesa  toda  respon- 
sabilidad en  contra  del  comerciante  que  lo  solicitó.  —  T.  42^ 
p.  364. 

Registro.  —  Debe  procederse  en  el  día  y  por  la  fueza  pública  á 
restituirse  á  su  regente,  el  archivo,  protocolo  y  dependencia 
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del  registro^  de  que  otro  escribano  se  haya  apoderado  sin  au- 
torización. —  T.  64,  p.  446. 

Aegistro  de  firma.  —  Véase  :  Justicia  federal. 

Registro  de  hipoteca.  —  Véase  :  Hipoteca. 

Registro  de  propiedad.  —  Puede  inscribirse  en  él,  la  boleta  de 
venta  de  bienes  inmuebles  silos  en  territorios  nacionales  (art. 
247,  ley  orgánica  de  los  tribunales  de  la  Capital,  de  1886.  De- 
creto de  12  de  abril  de  1884).  —  T.  35,  p.  102. 

Reglamentación.  —  La  del  comercio  interno  de  una  provincia, 
corresponde  á  la  provincia  misma.  —  T.  3,  p.  468. 

Reincidenci  a  —El  no  haberse  cumplido  la  condena  impuesta 
por  un  delito,  no  impide  la  imposición  de  nueva  pena  por  la 
reincidencia  en  el  mismo  delito.  —  T.  3,  p.  4^3. 

Reivindicación.  —  Los  efectos  secuestrados  por  el  enemigo,  no 
pueden  ser  lícitamente  comprados  en  el  mismo  punto  del  se- 
cuestro, y  antes  de  ser  transportados  por  el  enemigo  á  otro  lu- , 
gar  seguro;  y,  en  ese  caso,  el  dueño  de  los  efectos  no  pierde  el 
dominio,  y  el  comprador  no  puede  resistir  la  reivindicación 
de  aquél.  —  T.  3,  p.  444. 

—  El  dueño  de  un  caballo  que  se  encuentra  en  poder  de  otro, 
tiene  derecho  para  reivindicarlo,  toda  vez  que  no  conste  que 
salió  de  su  propiedad  por  alguna  causa  legal.  —  T.  13^  p.  76. 

—  Pendiente  un  juicio  de  deslinde  ante  la  jurisdicción  provin- 
cial, no  puede  entablarse  ante  la  nacional  la  acción  reivindi* 
catoría  sobre  uno  de  los  fundos  á  deslindarse.  —  T.  13,  p.  315. 

—  La  demanda  reivindicatoria  entablada  contra  un  poseedor, 
cuyo  titulo  emana  de  un  concurso  ya  fenecido,  no  puede  con- 
siderarse como  incidente  de  él,  ni  cae  por  consiguiente  bajo  la 
sanción  del  artículo  12  de  la  ley  de  jurisdicción.  — T.  U^p.  425. 

—  En  la  demanda  de  reivindicación,  cuando  el  título  no  es  muy 
claro  en  la  determinación  de  los  limites  de  la  propiedad,  es 
procedente  tener  en  cuenta  lo  que  resulta  de  las  diversas  men- 
suras que  se  hayan  practicado  del  terreno  del  demandante  y 
del  limítrofe  del  demandado.  —  T.  20,  p.  315. 
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1.  —  Debe  dirigirse  contra  el  actual  poseedor,  y  el 
hecho  de  pedir  contra  el  demandado»  el  valor  en  defecto  de 
los  bienes,  demuestra  que  aquél  no  es  poseedor.  —  T.  24,  p. 
550. 

—  A  la  acción  de  reivindicación  por  actos  consumados  antes  de 
.  la  vigencia  del  código  civil,  son  aplicables  las  leyes  anteriores 

áél.  — T.  21,p.  650. 

—  No  puede  oponerse  á  la  acción  de  reivindicación,  lo  juzgado 
por  juez  incompetente,  pendiente  la  inhibición  pedida  por  an- 
te el  juez  que  ha  sido  declarado  competente.  — T.  25,  p.  216. 

—  Reconocido  por  escrituras  públicas  y  convenio  de  partes,  un 
límite  natural  y  bien  determinado  de  una  posesión  de  pastoreo, 
lo  que  en  contra  de  esto  se  ultrapase  y  ocupe,  es  sujeto  á  la  res- 
titución por  vía  de  reivindicación,  sin  necesidad  de  un  juicio 
previo  de  deslinde  (art.  2746  y  2747,  Cód.  Civ.).  —  T.  25,  p. 
246. 

—  Comprobada  la  propiedad  de  ganados  por  la  marca  y  por 
declaraciones  de  testigos,  procede  la  acción  reivindicatoría  de 
ellos.  —  T.  26,  p.  326. 

—  En  las  cuestiones  sobre  propiedad,  en  que  ambas  partes  pre- 
"V                        sentan  títulos  y  no  se  pruébala  prescripción  por  posesión,  debe 

preferirse  la  que  tiene  mejores  títulos.  —  T.  27,  p.  356. 

—  No  probándose  la  pérdida  ó  el  hurto  de  las  embarcaciones 
menores  de  seis  toneladas,  el  antiguo  propietario  no  puede 
reivindicarlas  contra  el  poseedor  en  carácter  de  dueño.  —  T. 
27,  p.  457. 

—  El  que  posee  de  buena  fe  bienes  semovientes,  no  puede  ser 
demandado  por  acción  de  reivindicación,  no  siendo  aquellos 
perdidos  ó  robados;  ni  puede  intentar  esa  acción,  el  que  está 
obligado  á  entregarlos  en  virtud  de  un  acto  ilícito  (art.  2442  y 
2444,  Cód.  Civ.).  —  T.  28.  p.  432. 

—  En  la  confusión  de  límites^  la  acción  que  compete  al  colin- 
dante, para  recuperar  el  terreno  de  su  propiedad,  es  la  reivin- 
dicatoría (art.  2747,  Cód.  Civ.).  —  T.  28^  p.  476. 

T.  II  S8 
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Remndicacióii. —  En  la  de  un  terreno,  es  extremo  índispensa^ 
ble  probar  la  identidad  del  que  se  reclama  con  el  que  se  pre- 
tende ser  propio.  No  probándose  aquélla  y  probándose  por  los 
demandados,  la  posesión  treintenaria ,  en  nombre  propio,  del 
terreno  que  se  les  reivindica,  la  acción  tiene  que  ser  rechazada. 

—  T.29,  p.  356. 

—  Esta  acción  nace  del  dominio,  y  no  probándose  éste,  ella  no 
procede  (art.  2758,  Cód.  Civ.).  —  T.  30,  p.  98. 

—  El  que  reivindica,  fundado  en  un  titulo  de  compra  seguido 
de  posesión^  ejercita  uu  derecho  propio  y  originario,  no  por  ce- 
sión ó  mandato.  •— T.  31 ,  p.  160. 

—  No  probándose  adquisición  perfecta  del  dominio  y  resultan- 
do en  contra  una  posesión  por  más  de  30  años  por  parte  del 
poseedor,  no  es  admisible  la  acción  de  reivindicación  (ley  21 , 
tít.  29,  part.  3*).  —  T.  32,  p.  269. 

—  La  designación  del  área  que  se  reivindica,  puede  establecer- 
se durante  el  término  de  la  prueba.  —  T.  32,  p.  275. 

—  Debe  rechazarse  ésta,  no  probándose  el  dominio.  ~  T.  32, 
p.  279. 

—  Probado  el  dominio,  y  no  habiéndose  operado  en  su  contra 
la  prescripción,  procede  la  acción  reivindicatoría.  —  T.  3o, 
p.19. 

—  El  vendedor  de  parte  de  un  campo,  sia  mensura,  pero  que 
por  actos  sucesivos,  reconoce  el  límite  separativo  entre  la  par- 
te vendida  y  la  que  se  reservó  en  la  venta,  no  puede  reivindicar 
las  fracciones  que  se  hallan  fuera  de  ese  limite  (art.  U45,  4146, 
2679,  2680  y 2746,  Cód.  Civ.).  —  T.  35,  p.  162. 

—  El  haberse  interpuesto  demanda  de  reivindicación  conjunta- 
mente contra  varios  poseedores  ante  la  jurisdicción  provincial, 
no  constituye  la  solidaridad  prevista  por  el  articulo  10  de  la 
ley  de  jurisdicción,  y  cada  poseedor  demandado,  puede  invocar 
el  fuero  que  le  corresponde.  — T.  35^  p.  162. 

—  En  un  juicio  de  reivindicación,  es  admisible  la  diligencia  pe- 
ricial que  se  solicita  como  prueba  para  establecer  la  ubicación 
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del  inmueble.  (Dicha  diligencia  no  tiene  el  alcance  de  un  jui- 
cio de  mensura,  no  prejuzga  la  cuestión  de  propiedad  en  su 
fondo^  y  se  halla  autorizada  por  las  disposiciones  del  título  45, 
Ley  Proc).  —  T.  38,  p.  471. 

Reivindicación,  -r-  En  la  acción  de  reivindicación  y  pago  de 
valor  de  tierras,  que  se  dicen  propias,  el  actor  debe  demostrar 
la  existencia  del  dominio  á  su  favor,  ó  de  sus  causantes.  — >  T. 
39,  p.  299. 

—  Mientras  no  se  hayan  pagado  por  el  demandante,  las  costas 
en  que  fué  condenado  en  el  juicio  posesorio,  no  puede  darse 
curso  al  que  entabla  sobre  reivindicación.  (Cualquiera  que  sea 
el  carácter  que  deba  atribuirse  á  la  excepción  de  incontesta- 
ciÓD,  opuesta  por  la  falta  de  pago  de  las  condenaciones  conte- 
nidas en  el  juicio  posesorio,  la  demanda  es  improcedente  con 
arreglo  al  art.  2486,  Cód.  Civ.).  — T.39,  p.  348. 

—  No  está  obligado  á  contestará  la  acción  reivindicatoría,  aquel 
que  posee  á  nombre  de  otro  y  declara  el  nombre  y  residencia 
de  éste  (art.  2782.  Cód.  Civ.).  —  T.  43,  p.  U6. 

—  Obtenida  por  el  demandado  la  posesión  de  un  terreno,  á  tí- 
tulo de  expropiación,  del  tribunal  provincial  competente,no  es 
admisible  por  los  tribunales  federales,  la  acción  reivindicatoría 
de  dicho  terreno  ejercitada  por  el  expropiado.  —  T.  44,  p.  163. 

—  El  cesionario  de  acciones  y  derechos,  puede  ejercitar  la  a.í- 
cíón  reivindicatoría  que  corresponde  á  los  cedentes,  prescin- 
diendo de  si  ha  sido  poseedor  personalmente  de  la  cosa  reivin- 
dicada,  antes  de  la  demanda.  (No  hay  texto  ni  principio  alguno 
de  derecho,  que  exima  é  dicha  acción  de  ser  cedida.  Sí  la  tra- 
dición es,  en  efecto,  necesaria  para  la  adquisición  de  las  cosas 
en  general,  no  lo  es  para  el  ejercicio  de  la  acción  reivindicato- 
ría, respecto  de  la  cual  basta  la  cesión  sola,  sin  necesidad  de 
otro  acto  material  de  entrega,  por  cuanto  el  cesionario  no  obra 
en  su  caso  rigorosamente  como  propietario  de  la  cosa  reivindi- 
cada, sino  como  procurator  in  rem  suam^  es  decir,  en  virtud 
del  poder  presentado  que  resulta  del  título  mismo  de  su  adqui- 
sición). —  T.  46,  p.  372. 


reí  —  436  — 

Reivindicación.  —  Debe  considerarse  determinada,  la  cosa  que 
se  reivindica,  si  ésta  es  'un  terreno  del  cual  se  expresan  los 
linderos.  —  T.  46,  p.  372. 

—  Acreditado  el  dominio  en  el  actor,  procede  la  acción  de  rei- 
vindicación contra  el  demandado  que  resulta  ser  poseedor  (art. 
2783.  Cód.  Civ.).  —  T.  48,  p.  57. 

—  El  que  hubiese  poseído  de  buena  fe  una  cosa  raíz  durante 
treinta  años  y  perdido  después  la  posesión,  puede  reivindicarla 
contra  el  actual  poseedor,  siempre  que  éste  no  sea  su  verdade- 
ro dueño  (ley  21,  tít.  29,  part.  3*).  —  T.  48,  p.  534. 

—  Improbada  la  existencia  del  derecho  real  en  que  se  funda  la 
acción  reivindicatoria  del  demandante,  debe  el  demandado  ser 
absuelto,  cualquiera  que  sea  el  título  porque  posee  (art.  2363, 
Cód.Civ.).  — T.  49,  p.274. 

—  En  el  conflicto  de  títulos  de  adquisición,  hecha  á  diferentes 
personas,  sin  que  se  haya  podido  probar  cuál  de  los  causantes 
fué  el  verdadero  propietario,  debe  resolverse  á  favor  del  que 
tiene  la  posesión  (art.  2792,  Cód.  Civ.).  —  T.  5Í,  p.  335  y  360. 

—  Para  que  proceda  la  acción  de  reivindicación,  fundada  en  la 
adquisición  del  dominio  á  título  de  compra,  esnecesario  justi- 
ficar la  existencia  de  ésta  y  la  subsiguiente  posesión.  —  T.  52, 
p.  300. 

—  Comprobado  portas  escrituras  correspondientes  y  por  la  men- 
sura debidamente  aprobada,  el  dominio  y  límites  de  un  campo^ 
procede  la  acción  reivindicatoria  de  la  porción  de  éste  que  otro 
se  halle  poseyendo  dentro  de  dichos  límites.  —  T.  53,  p.  5. 

—  No  probado  el  dominio  en  la  acción  reivindicatoria,  procede 
la  absolución  del  demandado  (ley  28,  tít.  20,  part.  3*;  art.  2363, 
Cód.  Civ.).  —  T.  53,  p.  104. 

—  Cuando  el  demandado  por  reivindicación,  no  lo  es  en  el  con- 
cepto de  ser  mero  tenedor  de  la  cosa,  no  procede  la  excepción 
dilatoria  de  no  parte,  fundada  por  aquél  en  no  ser  ya  propie- 
tario, ni  poseedor.  (Con  arreglo  al  art.  73,  Ley  Proc,  la  excep- 
ción de  falta  de  personería  en  el  demandado,  no  es  procedente 
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en  calidad  de  dilatoria:  la  limitación  á  esa  regla  consignada  en 
el  art.  2782,  Cód.  Civ.,  para  el  caso  en  que  la  acción  rei vindi- 
catoria se  intente  contra  el  mero  tenedor,  no  admite  interpreta- 
ción extensiva,  con  arreglo  al  principio  de  que  la  excepción  con- 
firma la  regla  para  los  casos  no  exceptuados).  —  T,  56,  p.293. 

Reivindicación.  — Entre  dos  que  presentan  títulos  de  propiedad, 
procedentes  de  la  misma  persona,  se  reputa  propietario  el  que 
fué  puesto  en  posesión  primero  (art.  2791,  Cód.  Civ.).  —  T. 
57,  p.  57. 

—  Expresándose  por  el  actor,  que  la  superficie  reclamada  es  la 
correspondiente  al  puesto  que  se  designa,  queda  con  esto  de- 
terminada suficientemente  la  cosa  que  se  reivindica.  —  T.  58, 
p.  233. 

—  Para  que  el  demandado  por  reivindicación  pueda  oponer  la 
excepción  de  no  parte,  debe  declarar  no  solamente  el  nombre 
sino  también  la  residencia  de  la  persona  á  cuyo  nombre  tiene 
la  cosa  que  se  reivindica  (art.  2782,  Cód.  Civ.).  —  T.  59,  p.  288. 

—  El  cesionario  de  derechos  y  acciones  sobre  un  inmueble, 
puede  deducir  la  acción  reivindicatoría  del  mismo  (art.  1444, 
Cód.  Civ.).  — T.  59,  p.  324. 

—  Ejecutoriada  y  cumplida  una  sentencia  que  hace  lugar  á  la 
reivindicación  y  entrega  de  un  inmueble,  los  sucesores  no  pue- 
den, en  la  calidad  de  tales  sucesores,  vender  los  derechos  y 
acciones  que  su  causante  tenía  á  dicho  inmueble;  y  el  compra- 
dor está  sujeto  á  la  acción  de  reivindicación  de  los  sucesores 
del  de  mandante  (art.  3270,  Cód.  Civ.;  leyes  13  y  19,  tít.  22, 
part.  3*).— T.  60,  p.  261. 

—  Procede  la  acción  de  reivindicación  de  condominio,  á  favor 
de  los  condóminos  contra  el  poseedor  de  la  propiedad  común, 
habida  por  compra  á  otro  condómino,  si  no  hay  prueba  de  ha- 
berse hecho  la  división  y  de  haber  el  condómino  vendedor, 
ejercido  actos  posesorios  caracterizados,  que  sirvan  á  establecer 
una  posesión  exclusiva  (art.  1329,  2428,»i2576,  2672  y  2679,  Cód. 
Civ.). —  T.  60,  p.  421. 
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Reivindicación. — Sin  la  prueba  del  dominio  actual  en  el  deman- 
r  dan  te,  no  procede  la  acción  reivindicatoría.  —  T.  61,  p.  209. 

—  Véase[:  Competencia ;  Letra  de  cambio;  Mora;  Mujer;  Precio; 
Venta, 

Rematadores.  —  Es  un  deber  de  los  rematadores,  anunciar  con 
anticipación  las  calidades  y  condiciones  buenas  ó  malas  de  las 
especies  en  venta,  entre  las  cuales  debe  comprenderse  la  de  ser 
litigiosas.  Si  el  rematador  no  diera  ese  anuncio,  puede  hacer- 
lo un  tercero  en  uso  de  su  derecho  (art.  4Í5  y  4Í6,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  Í8,  p.  378. 

Remate.  — El  acto  de  un  remate  es  en  si  mismo  un  contrato  per- 
fecto de  compra- venta,  que,  tratándose  de  bienes  inmuebles, 
no  necesita  para  su  legalidad  y  validez,  ser  extendido  en  escri- 
tura pública.  La  escritura  en  este  caso,  sólo  importa  la  auten- 
ticación ex  po»t  facto,  del  acto  del  remate  y  no  un  contrato  (art. 
Í184,  Cód.  Civ.).  —  T.  n,  p.  325. 

—  .La  posibilidad  de  que  se  saque  un  precio  mejor,  no  autoriza 
al  acreedor  hipotecario  posterior,  para  pedir  se  ponga  nueva- 
mente en  remate  la  finca  hipotecada,  que  ha  sido  vendida  en 
juicio  ejecutivo  á  instancia  del  hipotecario  anterior  y  con  arre- 
glo á  derecho.  —  T.  49,  p.  484. 

—  £1  anunciado  durante  diez  dias,  que  no  se  verifica  el  día  se- 
ñalado, es  nulo  si  se  verifica  siij  ser  previamente  anunciado 
durante  otros  diez  días  (art.  288,  Ley  Proc).  —  T.  25,  p.  96. 

—  La  denuncia  del  ejecutado,  de  pertenecer  en  condominio  á 
sus  hijos  menores,  los  bienes  mandados  rematar,  y  la  solicitud 
de  que  se  les  nombre  tutor  especial  para  defenderlos,  autoriza 
la  suspensión  de  la  venta  dedichos  bienes  (art.  302,  Ley  Proc). 
—  T.  38^  p.  26!. 

—  No  puede  ordenarse  la  suspensión  del  remate  de  la  cosa  liti- 
giosa, anunciado  con  sujeción  al  pleito  pendiente  sobre  ella. 
(Pendiente  el  pleito,  se  anunció¡el  remate  de  unos  terrenos,  cu* 
ya  escrituración  se  había  [demandado,  con  indicación  de  esta 
circunstancia.   Se  pidió  la  suspensión,  del  remate  y  no  se  hizo 
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lugar,  porque  la  enajenación  de  cosas  litigiosas  como  tales, 
está  autorizada  por  disposiciones  legales  vigentes).  —  T.  45, 
p.  71. 

Remate.  —  Véase :  Comprador ;  Venta . 

Remisión*  —  La  entrega  de  documentos  al  deudor,  para  que  pa- 
gue su  valor  en  otro  lugar^  no  puede  importai*  remisión  de  la 
deuda.  (Véase :  Fiador).  —  T.  8,  p.  424. 

Remisión  de  autos.  —  La  remisión  de  los  autos  en  los  casos 
prescriptos  por  los  artículos  21 1  y  225  de  la  ley  d^  procedi- 
mientos, debe  ser  hecha  por  los  mismos  jueces  de  sección,  con 
oficio  dirigido  al  secretario  de  la  Suprema  Corte.  — T.  10,  p. 
424. 

—  No  es  procedente,  la  que  ordena  el  juez  que  se  declara  incom- 
petente, á  aquél  á  quien  considera  con  jurisdicción  para  cono- 
cer en  la  causa.  —  T.  38,  p.  415. 

Remoción  de  puente.  —  Véase :  Competencia, 

Remolido.  —  Véase :  Dobles  derechos. 

Remuneración.  —  La  prometida  para  el  caso  de  obtenerse  y  rea- 
lizarse una  concesión,  no  se  debe,  si  ésta  no  se  hizo  efectiva  y 
se  convino  en  que  no  se  pagaría,  si  llegara  á  rescindirse.  —  T. 
23,  p.  268. 

—  Véase  :  Mandato  comercial. 

Rendición  de  cuentas.  «^Todo  comerciante  que  maneja  nego- 
cios ajenos,  debe  presentar  su  cuenta  con  los  comprobantes  res- 

'  pectivos,  y  puede  ser  rechazada  toda  partida  que  no  esté  debi- 
damente justificada.  —  T.  4,  p.  75. 

—  La  rendición  de  cuentas  sociales^  hecha  por  uno  de  los  socios 
ala  esposa  del  otro,  sin  que  ella  esté  autorizada  por  su  marido  ni 
por  el  juez,es  de  ningún  valor,  aun  cuando  se  trate  de  bienes  de 
propiedad  de  ella.  Quedan,  sin  embargo, al  socio  que  rindióla 
cuenta,  expeditas  sus  acciones  para  repetir  por  lo  pagado  inde- 
bidamente á  la  esposa,  ó  cargar  en  cuenta,  lo  que  se  hubiese 
convertido  en  su  utilidad  (art.  734,  Cód.  Civ.),  —  T.  21,  p.  186. 

—  Los  asuntos  que  versen  sobre  rendición  de  cuentas,  que 
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no  presentan  grandes  diñcultades  y  pueden  decidirse  sin  es- 
cándalo, no  deben  ser  resueltos  con  intervención  de  peritos 
arbitradores  (art.  7,  reglamento  de  Í813).  —  T.  Í3,  p.  676. 

Aendición  de  cuentas.  —  Tiene  obligación  de  hacerla^  el  que 
ha  administrado  negocios  ajenos  (art.  83,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  26,  p.  \3. 

—  Elque  administra  bienes  ajenos,  tiene  obligación  de  rendir 
cuenta  instruida  y  documentada  de  los  intereses  que  tuvo  á  su 
cargo.  —  T.  31,  p.  350. 

—  No  puede  imponerse  la  obligación  de  rendir  cuentas,  de  un 
encargo  concluido  desde  casi  25  años,  y  del  cual  existen  sobra- 
dos elementos  de  inducción,  para  establecer  que  se  rindió  cuen- 
ta á  su  conclusión  (art.  4023  y  4054 ,  Cód.  Civ.).  —  T.  34,  p.  433. 

—  No  probándose  el  ejercicio  del  mandato,  ni  la  entrega  de  do- 
cumentos por  razón  de  él,  no  puede  admitirse  la  demanda  de 
rendición  de  cuentas  y  devolución  de  ducumentos.  —  T.  37,  p. 
130. 

—  Véase :  Capitán  j  Mandatario  ;  Peritos  arbitradores ;  Protisor. 

Rentas  fiscales.  —  No  pueden  ser  invertidas»  sino  con  arreglo  á 
la  ley  ó  presupuesto  de  gastos  nacionales  (art.  86,  Const.  Nao.). 
—  T.  10,  p.  282. 

Renuncia.  —  El  aviso  que  el  mandante  dé  al  deudor  del  docu- 
mento, de  haber  ordenado  al  encargado  de  cobrarlo^  por  no 
haber  sido  pagado  con  arreglo  á  sus  instrucciones  y  en  la  for- 
ma debida,  no  importa  la  renuncia  de  sus  acciones  contra  el 
mandatario  que  no  las  cumplió,  —  T.  8,  p.  72. 

Renuncia  defiansa.  — Véase  :  Fianza. 

Renuncia  de  fuero.  —  No  está  comprendida  entre  las  excepcio- 
nes consignadas  en  el  articulo  12  de  la  ley  de  jurisdicción,  la 
renuncia  que  un  extranjero,  demandado  por  un  argentino,  haga 
delfuero  nacional.— T.  12,  p.  7;  t.  13,  p.  392. 

Renuncia  de  poder.  —  La  falta  de  fondos,  no  es  causa  justa  para 
la  renuncia  del  poder.  —  T.  1 0,  p.  94. 

—  El  apoderado  sustituto  que  renuncia  el  poder,  cesa  en  áu  re- 
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presentación  después  de  haberse  hecho  saber  la  renuncia  al 
sustituyente)  y  haber  vencido  el  término  de  la  citación  á  éste 
(art.  1963,  inc.  2%  y  1979,  Cód.  Civ.).  — T.  48,  p.  192. 

Renuaeias.  —  Las  de  derecho  ante  los  jueces,  deben  tomarse  en 
el  sentido  estricto  en  que  se  hacen.  — T.  17,  p.  313. 

Reparación.  —  Véase:  Cláusula:  Duda» 

Reparaeión  de  buque.  —  Véase  :  Locación  de  servicios ;  Pritn- 
legio. 

Repetición.  —  La  reclamación  quesehace  parala  devolución  de 
derechos,  pagados  con  arreglo  á  una  ley  inconstitucional,  es 
una  verdadera  condictio  indebiti  6  condictio  sine  causa.  — 
T.  3,  p.  131. 

—  No  puede  tener  lugar,  cuando  la  reclamación  es  destituida 
de  equidad,  cuando  la  imposición  de  los  derechos  que  se  recla- 
man, ha  sido  hecha  de  buena  fe  y  para  invertir  su  producto  en 
gastos  de  servicios  y  seguridad  pública,  cuando  el  pago  se  hizo 
sin  oposición  y  cuando  existe  la  obligación  natural  en  los  ha- 
bitantes de  un  país,  de  contribuir  á  los  gastos  de  la  adminis- 
tración pública.  — T.  3,  p.  131. 

—  Debe  admitirse,  cuando  se  trata  de.derechos  que  se  hubiesen 
percibido,  después  de  demandada  en  forma  la  devolución.  — 
T.  3,  p.  131. 

Reposición.  —  Sólo  procede  este  recurso,  contraías  providencias 
interlocutorias  y  nunca  contra  los  autos  definitivos  (art.  203^ 
Ley  Proc).  —  T.  5,  p.  263. 

—  No  es  susceptible  de  ella,  la  resolución  que  causa  ejecutoria. 
—  T.  47,  p.  108. 

—  Véase:  Apelable;  Recurso. 

Repreguntas.  —  Admitido  el  interrogatorio  de  preguntas  pre- 
sentado por  una  parte,  puede  la  contraria  antes  que  aquel  sea 
evacuado,  presentar  en  cualquier  tiempo  un  interrogatorio  de 
repreguntas  para  los  mismos  testigos.  (No  es  aplicable  á  ese 
caso,  el  art.  120,  Ley  Proc),  —  T.  38,  p.  65. 

Rescisión.  —  En  una  demanda  mercantil  por  daños  y  perjuicios 
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causados  por  falta  de  cumplimiento  á  un  contrato»  se  supone 
la  rescisión  de  éste  (art.  218  y  246,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  6, 
p.  433. 

Rescisión.  —  No  se  puede  anular  ó  rescindir  un  contrato  por 
dolo  ó  lesión,  cuando  respecto  del  dolo  el  presunto  engañado, 
su  heredero  y  los  cesionarios  de  todos  sus  bienes,  confiesan 
esplícita  é  implícitamente  no  haber  existido  el  engaño,  y  los 
antecedentes  sobre  los  que  se  trata  de  fundar  su  prueba,  no  han 
sido  probados  ó  se  ha  probado  lo  contrario,  ó  no  importan  la 
deducción  precisa  y  necesaria  del  engaño ;  y  respecto  de  la 
lesión,  no  existen  ni  se  ha  probado  existir  los  términos  hábiles 
para  calcularla.  —  T.  7,  p.  221 . 

—  No  puede  rescindirse  un  contrato  bajo  el  pretexto  de  dolo^ 
violencia  ó  lesión,  si  no  se  prueba  que  ésta  fué  cometida  por 
quien  contrató.  — T.  7,  p.  414. 

—  La  rescisión  pura  y  simple  de  un  contrato,  sin  estipularse  la 
renuncia  á  los  derechos  adquiridos  por  una  de  las  partes  antes 
de  la  rescisión,  no  importa  la  anulación  de  éstos,  sino  sólo  la 
de  las  obligaciones  futuras.  —  T.  8,  p.  458. 

—  El  que  encarga  una  obra,  para  la  que  el  obrero  debe  poner 
los  materiales,  puede  á  su  arbitrio  rescindir  el  contrato,  aun- 
que la  obra  esté  ya  empezada  á  ejecutar  (art.  596,  Cód.  Com. 
ant.).  — T.  13,  p.  259. 

—  Recibida  y  enajenada  por  el  comprador  la  cosa  vendida,  sin 
protesta,  tasación  ni  intervención  judicial,  se  pierde  todo 
derecho  á  pedir  la  rescisión  del  contrato  y  la  consiguiente  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios  (art.  546,  Cód.  Con.  ant.). 
—  T.  14,  p.  476. 

—  El  dueño  de  la  obra,  cuando  se  trata  del  empresario  que  po- 
ne servicios  y  materiales  para  su  construcción,  tiene  el  derecho 
de  rescindir  el  contrato  en  cualquier  estado  en  que  se  halle, 
indemnizando  al  constructor  los  trabajos  hechos  y  las  utilida- 
des que  pudiese  haber  reportado,  á  haberse  llevado  á  efecto  el 
contrato  (art.  596,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  15,  p.  294. 
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Rescisión.  —  No  procede  la  acción  de  rescisión  de  venta,  por 
causa  de  ser  imposible  la  entrega  déla  cosa  vendida,  si  no  se 
demuestra  dicha  imposibilidad.  —  T.  23,  p.  582. 

—  No  siendo  posible  la  entrega  de  las  mercaderías,  debe  decla- 
rarse la  rescisión  del  contrato,  siendo  á  cargo  del  vendedor  los 
daños  é  intereses  (art.  524  y  534,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  24,  p. 
432. 

—  La  nulidad  de  la  citación,  y  la  falta  de  citación  al  apoderado, 
autorizan  la  rescisión  de  la  sentencia  dictada  en  rebeldía.  — 
T.  26,  p.  24. 

— ,  La  cláusula  comisoria,  estipulada  por  la  falta  de  cumplimien- 
to de  cualquiera  de  las  obligaciones  de  un  contrato,  da  derecho 
para  pedir  su  rescisión  contra  aquel  que  ha  incurrido  en  la  fal- 
ta. —  T.  29,  p.  57. 

—  La  cláusula  rescisoria  que,  por  falta  de  pago  de  alguna  de  las 
cuotas  correspondientes,  la  ley  de  tierras  públicas  de  Corrien- 
tes impone  á  las  ventas  de  terrenos  fiscales,  debe  entenderse 
subordinada  ai  vencimiento  de  los  plazos  según  los  fija  la  mis- 
ma  ley,  y  no  al  de  los  que  resulten  de  las  letras  otorgadas  por 
el  comprador;  de  manera  que  si  el  pago  de  la  cuota  adeudada 
fué  ofrecida  antes  de  vencer  el  plazo,  contado  según  las  dispo- 
siciones de  la  ley,  no  procede  la  rescisión  de  la  venta  y  debe 
admitirse  el  pago  ofrecido.  —  T.  61 ,  p.  400. 

Rescripto.  -^  Véase:  Pa%t, 

Reserras.  —  Véase :  StnitMia  de  remate. 

Residencia.  —  El  que  alterna  su  residencia  en  dos  provincias, 
y  en  una  de  ellas  tiene  propiedades  raíces,  debe  considerarse 
vecino  de  ésta  (art.  í1,  Ley  Jurisd.).  —  T.  40,  p.  276. 

—  La  residencia  en  la  República  que  exige  la  Constitución  y  la 
ley  de  ciudadanía,  para  que  los  extranjeros  puedan  obtener  na- 
turalización, debe  ser  actual  en  el  momento  de  pedirla  (art.  20, 
Const.  Nac;  y  art.  2,  ley  de  8  de  octubre  de  1869).  —  T.  22,  p. 
454. 

—  Véase  :  Domicilio. 
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Resolución  judicial.  —  Las  resoluciones  judiciales  no  tienen 
efecto  sino  contra  las  partes  en  Iitigio,y  no  puede  extenderse  su 
acción  á  otras  que  no  han  intervenido  en  nombre  propio  en  el 
juicio.  — T.U,  p.267. 

—  No  procede  ella,  donde  no  hay  solicitud  pendiente  que  la 
exija. —T.  24,  p.  163. 

Responsabilidad.  —  Vendida  una  cosa  ajena,  el  vendedor  es  res- 
ponsable sólo  á  favor  del  comprador,  y  no  del  que  pretende  ser 
dueño  de  la  cosa;  y,  por  consiguiente,  puede  negarse  á  contes- 
tar la  demanda  que  éste  entable  por  la  entrega  de  la  cosa  ó  del 
precio.  —  T.  4,  p.  313. 

—  Los  funcionarios  públicos  son  responsables  de  sus  actos  y  de 
aquellos  que  deben  ejecutar.  —  T.  5,  p.  15. 

—  £1  jefe  de  una  oficina  á  quien  se  entrega  directamente  dinero 
del  Estado,  debe  rendir  cuenta  justificada  de  él,  y  responde  de 
las  faltas  que  no  sean  el  resultado  de  una  substracción  violenta. 
— |T.  5,  p.  15. 

—  La  culpa  de  empleados  subalternos,  no  exonera  al  jefe  de  una 
oficina,  de  responsabilidad,  máxime  cuando  ha  descuidado 
cumplir  con  su  deber  de  fiscalizar¡las  operaciones  de  aquellos. 
—  T.  5,p.  15. 

—  Si  se  comete  un  acto  contrario  á  la  ley,  y  que  constituya  un 
crimen,  obedeciendo  orden  de  un  superior,  esa  orden  no  es 
suficiente  para  cubrir  al  agente^  y  ponerlo  al  abrigo  de  toda 
responsabilidad  penal.  —  T.  5,p.  181. 

—  El  inferior  no  debe  obediencia  á  su  superior,  sino  cuando 
ordena  en  la  esfera  de  sus  atribuciones,  y  en  ningún  caso  cuan- 
do el  acto  ordenado  es  un  delito.  (Espíritu  de  la  ley  5,  título  15, 
partida  7',  conforme  con  la  doctrina  de  los  jurisconsultos).  — 
T.  5,p.  181. 

—  Siempre  que  se  comete  un  crimen,  la  ley  presume  que  se  ha 
cometido  voluntariamente  y  á  sabiendas;  y  al  acusado  incumbe 
la  prueba  cuando  alega  que  lo  ha  ejecutado  sin  voluntad,  for- 
zado, física  ó  moralmente.  —  T.  5,  p.  181v 
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Responsabilidad.  —  La  escasez  de  prácticos  patentados,  no  pue- 
de exonerar  al  cargador  de  la  responsabilidad  que  se  impuso  al 
nombraruno,quenoteníaacreditadasu  suficiencia. — T.5,p.  273. 

—  Dividida  en  plazos  la  ejecución  de  un  contrato»  el  que  rehusa 
ejecutarlo  en  los  primeros  plazos,  negando  su  existencia,  es 
responsable  de  la  inejecución  de  todo  el  contrato,  aun  antes 
del  último  plazo.  —  T.  5,  p.  420. 

—  Existiendo  cosa  juzgada  que  declara  los  cargos  que  puedan 
hacerse  al  responsable  de  una  suma,  es  infundado  formular 
otros  nuevos.  — T.  5,  p.  476. 

—  Los  reos  de  un  delito,  son  responsables  de  los  daños  y  perjui- 
cios causados  por  él.  — T.  6,  p.  U3. 

—  La  responsabilidad  civil  de  los  reos,  comprende  la  reparación 
de  daños  y  perjuicios,  y  la  obligación  de  pagar  las  costas  cau- 
sadas para  reclamarlos.  —  T.  6,  p.  H3. 

^  Del  cumplimiento  de  la  obligación,  no  puede  resultar  respon- 
sabilidad para  el  obligado.  —  T.  8,  p.  27. 

-—  No  se  extiende  á  las  consecuencias  de  hechos  producidos  por 
fuerza  mayor.  — T.  10,  p.  34. 

—  No  la  tiene  una  provincia,  por  los  actos  ejecutados  por  un 
jefe  militar,  que  no  tiene  carácter  público,  emanado  de  su  go- 
bierno, y  no  obra  por  orden  ó  autorización  del  mismo.  —  T.  10, 
p.  34. 

—  El  impresora  quien  se  encargó  imprimir  billetes  de  banco, 
aun  siendo  responsable  de  la  substracción,  no  loes  de  los  per- 
juicios, cuya  indemnización  se  pide,  si  aquellos  no  han  sido 
causados  por  el  simple  hecho  de  la  substracción. —T.  10,  p  .236. 

—  La  de  los  dueños  ó  armadores,  por  las  obligaciones  contraí- 
das por  el  capitán,  sólo  es  efectiva  cuando  se  justifica  la  inver- 
sión de  las  cantidades  debidas,  en  beneficio  del  buque  (art.  4  067 
y  Í407,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  41,  p.  465. 

—  El  hecho  que  causa  daño  por  una  falta  imputable  á  la  perso- 
na perjudicada,  no  impone  responsabilidad  alguna  (art.  1111, 
Cód.  Civ.).  —  T.  16,  p.  258. 
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>— £n  los  delitos,  la  responsabilidad  es  perso- 
nal y  alcanza  gradualmente  á  los  participes  de  toda  clase,  sean 
agentes  oficiales  ó  no.  No  sucede  así  con  la  ejecución  de  ana 
ley,  aunque  sea  inconstitucional.  Los  ejecutores  de  ella»  no  in- 
curren en  responsabilidad.  — T.  16,  p.  464. 

—  El  que  ejercita  un  derecho,  en  consecuencia  de  una  senten- 
cia dictada  por  juez  competente,  no  asume  responsabilidad 
alguna.  —  T.  80,  p.  459. 

—  El  hecho  de  haber  salido  de  Ih  jurisdicción  déla  aduana  las 
mercaderías  en  que  se  ha  cometido  fraude  ó  daño  de  los  de- 
rechos fiscales,  no  exime  de  responsabilidad  á  sus  dueños,  los 
cuales  pueden  ser  traídos  ante  los  tribunales  federales  y  conde- 
nados á  pagar  el  valor  en  depósito^  de  dichas  mercaderías  (art. 
1026,  1027  y  1034,  Ord.).  —  T.  34,  p.  71 . 

—  El  uso  de  un  derecho  legítimo,  exime  de  responsabilidad  res* 
pectode  las  personas  con  quienes  se  contrató  ó  de  sus  causa, 
habientes,  pero  no  respecto  délos  terceros  de  buena  fe,  á  quie- 
nes ha  causado  daño  el  hacer  efectivo  ese  derecho  (art.  903, 
Cód.  Civ.).  —  T.  42,  p.  248. 

—  Véase  :  Daños  y  perjuicios:  Embargo  preventivo. 

Respuesta  eTftsiTa.  —  Véase  :  Posiciones. 

Restitaoión  in  integrum.  —  La  ley  6,  tit.  19,  partida  6%  conce- 
de al  menor  la  restitución  del  término  de  apelación,  en  aque- 
lla parte  en  que,  negándosela  para  pedir  la  revocación  de  la 
sentencia  definitiva  dada  en  juicio  promovido  para  ser  restituí- 
do  de  sus  contratos,  agrega  estas  palabras  :  fueras  ende  si 
apelarse  de  aquella  sentencia ;  palabras  que  Gregorio  López,  glosa 
asi:  ad  appelandum,  ergo  restituetur.  —  T.  2,  p,  148. 

—  Basta  para  acordar  á  los  privilegiados  la  restitución  del  tér* 
mino  de  la  apelación^  el  principio  fundamental  en  la  materia 
deducido  de  la  generalidad  con  que  las  leyes  5*  y  8*,  titulo 
19,  partida  6*,  conceden  el  beneficio,  según  el  cual  los  me* 
ñores  gozan  de  la  restitución  en  todos  los  casos  en  que  no 
se  les  deniega  por  las  leyes ;  y  esta  negación,  respecto  de  los 
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términos  judiciales,  está  limitada  en  las  leyes  comunes,  á  los 
designados  para  intentar  el  retracto^  tachar  testigos  j  mplicar 
de  las  sentencias  interlocutorias,  y  en  la  ley  nacional  de  proce- 
dimientos (art.  40Oi  a1  término  de  prueba.  —  T.  i,  p.  148. 

Reatitación  in  integrum.  —  La  ley  3,  título  25^  partida  3»,  per-» 
mite  á  los  menores  pedir  restitución  de  las  sentencias  defini- 
tivas hasta  los  veinticinco  años ;  lo  que  prueba  que  para  ellos 
no  pasan  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  y  que  medíante  la 
restitución  ,del  término,  pueden  apelar;  porque  á  quien  se 
concede  lo  más»  se  entiende  concedido  lo  menos. ^T.  2,  p.  U8. 

—  La  ley  5^  título  VS,  Novísima  Recopilación,  que  negó  la 
restitución  de  las  sentencias  definitivas,  se  refiere  á  las  pro- 
nunciadas en  última  instancia ;  y,  por  consiguiente,  ia  ley  3, 
titulo  25,  partida  3",  quedó  vigente  respecto  de  las  que  no 
hubieran  sido  apeladas  en  los  juzgados  inferiores.  —  T.  2, 
p.  US. 

—  La  ley  40,  título  19,  partida  6«,  concede  el  término  de  cua- 
tro años  á  las  corporaciones  privilegiadas,  para  pedir  la  resti- 
tución ;  y  según  la  ley  3,  título  25,  partida  3*,  solamente  se 
requiere  para  obtenerla,  alegar  daño  causado  por  error  del 
juez  ó  por  neg^gencia  de  los  curadores  ó  abogados  del  que 
invoca  el  beneficio.  — T.  2,  p.  148. 

—  El  colegio  de  la  Santísima  Trinidad  de  Mendoza,  atendidos 
los  fines  de  su  fundación,  debe  gozar  del  beneficio  de  restitu- 
ción in  integrum^  en  los  mismos  términos  que  los  menores  de 
edad  (interpretación  de  la  ley  10,  tíi.  19,  part.  6»),  y,  por  lo 
tanto,  goza  del  beneficio  de  restitución  del  término  para  ape- 
lar.—T.  2,  p.  148. 

-^  Por  la  nueva  legislación,  el  fisco  no  goza  del  beneficio  déla 
restitución  in  integrum.  Según  la  antigua  legislación,  el  fisco 
gozaba  de  ese  beneficio,  no  tamquam  fiscus,  sed  tamquam  lofsus; 
y  por  consiguiente,  tratándose  de  la  restitución  contra  una 
sentencia,  era  necesario  también  que  la  sentencia  fuese  supli- 
cable  (ley  6,  tít.  19,  part.  6*).  —  T.  12,  p.  134. 
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Restricción  al  dominio.  —  Los  casos  de  perjuicios  causados 
por  la  administraciÓD  en  la  ejecución  de  los  trabajos  públicos, 
á  la  propiedad  particular,  sin  que  haya  incorporación  al  domi- 
minio  público  de  ninguna  parte  de  ella,  son  restricciones  im- 
puestas al  dominio  privado,  sólo  en  interés  público.Estas  res- 
tricciones son  regidas  por  el  derecho  administrativo,  y  las 
acciones  que  nazcan  de  ellas  por  indemnización  de  perjuicios, 
deben  deducirse  ante  la  autoridad  administrativa,  que  con  sus 
hechos  ó  los  de  sus  agentes  los  haya  causado  ó  pretenda  cau- 
sarlos (arl.  2611,  Cód.  Civ.).  —  T.  H,  p.  472. 

—  Véase  :  Eticción. 

Retardada  justicia.  —  Resultando  haber  sido  proveídas  las  so- 
licitudes que  motivan  el  recurso  de  retardada  justicia,  deben 
devolverse  los  autos  al  juzgado  de  su  origen.  —  T.  56,  p.  83. 

—  Siendo  justificada  la  demora,  no  procede  la  fijación  de  tér- 
mino para  que  se  dicte  providencia.  —  T.  56,  p.  259. 

—  Siendo  procedente  este  recurso,  debe  fijarse  un  término  para 
que  se  dicte  sentencia  (art.  545,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  57, 
p.  42. 

Retasa.  —  El  auto  aprobando  la  retasa  de  bienes,  no  es  apelable 
en  el  procedimiento  ejecutivo  (art.  286,  287  y  300,  Ley  Proc). 
—  T.  50,  p.  483. 

—  Véase  :  Juicio  ejecutivo. 

Retención.  —  Todo  crédito  privilegiado  da  el  derecho  para  pe- 
dir la  retención  de  la  cosa  ó  cantidad  sobre  que  se  ejercita  el 
privilegio  ;  porque,  de  otro  modo,  quedaría  al  arbitrio  de  aquel 
contra  quien  el  crédito  privilegiado  se  cobra,  la  facultad  de 
hacer  ilusorio  el  privilegio,  haciendo  desaparecer  la  cosa  que 
le  está  afectada.  — T.  H,  p.  356. 

—  El  acreedor  tiene  derecho  á  retener  las  cosas  de  que  proce- 
den su  crédito.  —  T.  13,  p.  26. 

—  Aunque  el  importe  del  crédito  sea  menor  del  que  se  pretende, 
la  retención  no  infiere  perjuicios  al  deudor,  si  éste  no  obló  lo 
que  realmente  debía,  ó  no  dio  fianza  por  ello.  -— T.  13^  p.  86. 
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Aetención.  —  No  hay  derecho  á  retener  los  fletes,  para  respon- 
derá los  daños  que  se  pretenden  sufridos  por  la  carga,  cuan- 
do el  fletador  no  hace  oposición  al  crédito  de  aquellos,  y  el 
fletante  no  se  halla  en  el  caso  de  deber  arraigar  el  juicio. —  T. 
i  3,  p.  54. 

• —     El  simple  tenedor  no  puede  ejercitar  el  derecho  de  retención 
riel  fundo,  en  virtud  de  mejoras  de  las  que  no  ha  sido  declarado 
acreedor,  y  sobre  las  que  pende  un  juicio  por  separado  (art. 
3939  y  3940,  Cód.  Civ.).  —  T.  U,  p.  449. 

-Hay  derecho  de  retención  y  no  de  despojo,  cuando  el  locador 
rfo    una  obra  la  retiene  por  una  deuda   del  propietario,  pro- 
iente  del  mismo  contrato  de  obra, —  T.  16,  p.  465. 

'uede  ejercitarse  ésta  en  los  inmuebles,  cuando  concurre  la 
»esión  por  contrato,  la  deuda  del  propietario  resultante  de 
I,  y  la  relación  entre  el  crédito  y  la  cosa,  beneficiada  por 
^^^  uél  (art.  3490,  Cód.  Civ.).  — T.  46,  p.  165. 

lEl  juez  que  ha  vendido  válidamente  una  cosa,  puede  mandar 
F^si^gar  el  precio  de  compostura  de  ella,  para  hacer  cesar  el  de- 
^ho  de  retención,  y  entregarla  al  comprador.  —  T.  20,  p. 
55. 


A  la  excepción  de  retención^  por  mejoras  hechas  como  posee- 

^or  de  buena  fe,  por  actos  consumados  antes  delavígencia  del 

Código  Civil,  son  aplicables  las  disposiciones  de  éste,  porque 

*il  derecho  de  poseedor  de  buena  fe  surge  del  acto  de  reivindi- 

<iación  y  es  un  derecho  en  espectativa  (arl.  4044,  Cód.  Civ.). — 

T.  24,  p.  550. 

-^  El  porteador  no  tiene  derecho  de  Wiener  los  efectos  portea- 
dos que  no  se  hallen  en  su  poder.  La  retención  indebida  lo 
hace  pasible  de  los  danos  y  perjuicios  que  originó.  —  T.  22, 
p.  207. 

—  Este  derecho  no  puede  ejercitarse   sobre    cosa  que  está  en 
poder  de  tercero.  — T.  23^  p.  48. 

—  Para  ejercitar  este  derecho,  es  necesario  la  posesión  de  la 

T.  II  19 
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cosa  y  que  la  deuda  tenga  su  origen  en  la  misma  cosa  retenida 
(art.  3939,  Cód.  Civ.).  —  T.23,  p.  418. 

Retención.  —  Los  efectos  consignados  por  una  persona  resi- 
dente en  el  mismo  domicilio  del  comisionista,  están  exc  luidos 
del  derecho  de  retención,  por  razón  de  anticipos  (art.  386,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  23,  p.  WS. 

—  El  poseedor  de  buena  fo  tiene  derecho  de  retener  la  cosa 
reivindicada,  hasta  ser  indemnizado  del  valor,  que  tasen  los  pe- 
ritos, de  las  mejoras  necesarias  y  útiles  (art.  2447  y  2448,  Cód. 
Civ.).  — T.  26.  p.  390. 

'  —  El  derecho  de  retención  que  la  ley  acuerda  al  mandatario, 
no  le  autoriza  á  aprovechar  en  beneficio  propio,  de  la  cosa  del 
mandante  (art.  4956,  ^2298,  3939  á  3944,  Cód.  Civ.).  —  T.  32, 
p.  56. 

—  Demostrado  el  valor  délas  mejoras,  el  locatario  tiene  dere- 
cho de  retener  la  finca  pagando  el  alquiler  convenido  mientras 
se  le  reembolse  dicho  valor  (art.  4547,  Cód.  Civ.).  — T.  35,  p. 
434. 

—  Depositándose  en  garantía  la  suma  por  la  cual  se  ejerce  el 
derecho  de  retención,  debe  ordenarse  la  entrega  de  la  cosa  re- 
tenida. — T.  47,  p.  477. 

—  £1  privilegio  que  tiene  el  posadero  sóbrelos  efectos  introdu- 
cidos en  la  posada,  mientras  permanezcan  en  ella,  presupone 
la  existencia  del  derecho  de  retención  (art.  3886,  Cód.  Civ.).— 
T.  48,  p.  448. 

—  Véase :  Mejoras, 

Retención  de  carga.  —  Véase :    Capitán. 

Retribución  de  pastoreo.V-  Véase  :  Pastoreo. 

Retroaotiyidad.  —  La  fuerza  retroactiva  de  una  ley,  es  ineficaz 
para  dar  existencia  legal  á  los  actos  que  han  carecido  de  ella, 
por  haber  sido  nulas  desde  su  origen.  — T.  4,  p.  473. 

—  El  principio  de  la  no  retroactividad  de  la  ley,  comprende  á 
la  Constitución  general,  que  es  la  ley  suprema  de  la  nación.  — 
T.  5,  p.  326. 
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RetroaotÍTidad.  —  El  principio  de  la  no  retroactividad  de  las 
leyes,  no  es  aplicable  á  las  de  competencia  y  procedimiento. 
—  T.27,  p.  170. 

—  Véase  :  Efecto  retroactivo;  Leyes  retroactivas. 

Retroventa. — Para  ejercitar  el  derecho  emanado  del  pacto  de 
retroventa,  no  es  necesario  hacer  depósito  judicial  del  precio, 
basta  probar  que  éste  fué  ofrecido  oportunamente,  y  rehusado 
por  el  obligado  á  retrovender.  (La  ley  ni  razón  alguna  de  de- 
recho, exigen  el  depósito  judicial).  —  T.  37,  p.  374. 

—  Véase  :  Dominio  ;  Mandato. 

ReTOcación.  —  Puede  pedirse  la  de  un  acto  jurídico  celebrado 
en  perjuicio  deun  acreedor,  aunque  el  crédito  sea  de  fecha  pos- 
terior al  acto^  siempre  que  se  trate  de  acciones  provenientesde 
un  crimen  (art.  963,  Cód.  Civ.).  —  T.  17,  p.  228. 

—  Véase  :  Enajenación. 

Revo,catoria.  —  El  auto  que  declara  cuáles  son  los  jueces  que 
deben  conocer  del  recurso  de  revisión,  no  es  revocable  (ley  7, 
tít.  21,  lib.  11,  Nov.  Rec).  —  T.  26,  p.  452. 

Ribereños.  —  Los  propietarios  ribereños  no  pueden  hacer  tra- 
bajos para  desviar  el  agua  del  río  y  utilizarla  en  favor  de  su  pro- 
piedad, con  perjuicio  de  la  de  los  demás.  Los  trabajos  hechos 
con  ese  fin,  deben  ser  destruidos.  (El  derech.i  á  alzar  el  agua, 
á  que  se  refiere  la  concesión,  que  alegaba  el  demandado,  no 
acuerda  ni  lleva  como  inherente,  necesariamente  consigo,  el  de 
hacer  obras  ó  construcciones  en  el  lecho  todo  del  río,  perjudi- 
cando el  derecho  natura],  el  interés  justo  y  razonable  de  los  co- 
ribereños  y  prescindiendo  además  de  las  leyes  y  disposiciones 
relativas  al  uso  y  régimen  de  las  aguas  públicas,  en  reserva  de 
las  cuales  debe,  en  todo  caso,  entenderse  hecha  aquella.  El  de- 
mandado no  tiene  ni  título  cumplido  ni  posesión  bastante  que 
justifiquen  la  continuación  de  los  trabajos  extraordinarios  que 
motivaron  el  juicio,  y  la  variación  pretendida  en  el  uso  y  dis- 
tribución de  las  aguas  primitivamente  establecida,  en  oposición 
á  la  disposición  del  Cód.  Civ.^  que  prescribe  que  ni  con  licen- 
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cia  del  Estado,  provinciaó  municipalidad,  podrá  ningún  ribere- 
ño extender  sus  diques  de  represas  más  alia  del  medio  del  río  ó 
arroyo.  La  continuación  de  aquellos  trabajos  después  de  la  san- 
ción del  Cód.  Civ.,  no  ha  podido  tampoco  consagrar  derecho  al- 
guno en  favor  del  demandado,  por  tratarse  de  disposiciones  de 
orden  público  y  de  carácter  prohibitivo,  contra  las  cuales  ya 
por  su  naturaleza^  ya  por  el  objeto  sobre  que  recaen,  no  es  po- 
sible prescripción  ni  otro  medio  de  adquisición  común).  —  T. 
38,  p.  367. 

RÍ9go  de  agua.  —  No  determinándose  por  la  voz  riego  de  agua^ 
la  cantidad  precisa  de  agua  que  debe  restituirse  al  despojado 
de  ella^  el  juez  puede  determinarla,  previas  las  verificaciones 
legales.  —  T.  27,  p.  295. 

Riesgos  de  carga.  —  Véase  :  Carga. 

Rio  navegable.  —  Sus  aguas  están  sometidas  á  la  jurisdicción 
nacional,  como  grandes  vías  públicas  del  comercio  de  la  Na- 
ción, que  el  Congreso  tiene  el  poder  de  reglamentarlas  y  de  ejer- 
cer sobre  ellas  todas  las  facultades  esplícitas  ó  derivadas,  que  la 
Constitución  le  atribuye.  —  T.  25,  p.  449. 

Robo  en  la  aduana.  —  Tratándose  de  un  robo  en  los  depósitos 
de  aduana,  con  fractura  y  escalamiento,  es  justa  la  pena  de  4 
años  de  trabajos  forzados,  para  los  autores  principales,  dos  años 
para  el  cómplice  en  segundo  grado,  y  de  arresto  para  los  meros 
auxiliadores.  —  T.  26,  p.  356. 

—    Véase  :  Pena, 

Robo  en  ferrocarriles.  —  Véase  :  Justicia  federaL 

Rol  de  equipaje.  —  Véase:  Prueba. 
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Saladeros.  —  £1  decreto  de  U  de  febrero  de  1871,  del  gobierno 
de  Buenos  Aires,  y  la  ley  de  esa  provincia  de  6  de  septiembre 
del  mismo  año,  retirando  á  los  saladeros  establecidos  en  Ba- 
rracas, la  autorización  para  continuaren  ese  punto,  por  exigirlo 
así  la  salud  pública,  no  son  contrarios  á  la  Constitución,  ni 
atacan  el  derecho  de  propiedad.  (Según  la  Constitución,  lapro- 
piedad  y  el  ejercicio  de  una  industria  lícita  están  sujetos  á  las 
leyes  que  reglamenten  su  ejercicio,  y  según  el  Cód.  Civ.  la  pro- 
piedad está  sujeta  á  las  restricciones  y  limitaciones  exigidas 
por  el  interés  público  ó  privado,  correspondiendo  establecer 
las  primeras  al  derecho  administrativo  solamente:  art.  261 1 ,  Cód. 
Civ.;  ley  13,  tít.  32,  part.  3*).  —  T.  31,  p.  273. 

Salario.  —  Hecho  el  salvataje  con  consentimiento  expreso  ó  tá- 
cito del  capitán  del  buque  salvado,  hay  derecho  á  cobrar  el  sa- 
lario de  salvamento.  Este  salario  debe  ser  determinado  por  el 
juez,  previa  estimación,  por  peritos  arbitradores,  délos  objetos 
salvados,  según  su  valor  probable  en  el  momento  y  lugar  de  la 
entrega,  después  del  siniestro.  Los  obligados  al  pago  del  salario, 
son  los  propietarios  del  buque  salvado  (art.  1143,  1463,  1465  y 
1468,  Cód.  Coni.  ant.).  —  T.  21,  p.  80. 

—  Aunque  un  buque  haya  sido  adjudicado  á  un  tercero,  su  pa- 
trón tiene  derecho  de  cobrar  al  antiguo  dueño^  sus  salarios  de- 
vengados después  de  la  adjudicación,  si  ella  no  ha  sido  trans* 
cripta  en  el  registro  de  marina,  ni  consta  que  el  nuevo  dueño 
haya  sido  puesto  en  posesión,  ni  que  tomase  á  su  cargo  la  ad- 
ministración, ni  hiciese  saber  de  algún  modo  al  patrón  que  en 
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lo  sucesivo  trabajaría  por  su  cuenta  (art.  1015,nód.ConQ.  ant.). 

—  T.  24,  p.  272. 

Salario.  —  El  de  salvamento,  debe  estimarse  en  relación  al  peli- 
gro sufrido  y  á  las  dificultades  para  el  salvataje.— T.  22,  p.  94. 

—  £1  de  salvamento,  debe  estimarse  por  peritos  arbitradores  (art. 
4465,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  23,  p.  432. 

—  El  de  un  depositario  judicial,  debe  ser  fijado  por  el  juez.  — 
T.  24,  p.  534. 

—  Los  propietarios  del  buque  dado  por  ellos  en  arriendo,  son 
responsables  del  salario  del  capitán  y  tripulantes  que  prestaban 
servicio  en  él  antes  de  dicho  contrato,  y  siguieron  prestándolos 
durante  y  después  de  él.  —  T.  58,  p.  348. 

—  Véase:  Justicia  federal;  Prescripción;  Privilegio;  Salvamento. 

Salida  de  puerto.  —  El  movimiento  de  un  buque  hasta  la  Canal 
del  exterior  y  el  Tigre,  no  es  salida  del  puerto  de  Buenos  Aires. 

—  T.  48,  p.  342. 

Salvamento.  —  Las  causas  relativas  á  éi,  pertenecen  alas  de  al- 
mirantazgo y  jurisdicción  marítima.  —  T.  4,  p.  424. 

—  La  persona  que  no  entregue  todos  los  efectos  naufragados, 
pierde  el  derecho  á  cualquier  salario  de  asistencia  ó  salvamen- 
to. —  T.  3,  p.  259. 

—  El  contrato  de  salvamento,  no  está  exceptuado  de  la  regla  es- 
tablecida en  el  artículo  493  del  Código  de  Comercio  antiguo.  — 
T.  8,p.  400. 

—  Expirando  el  término  de  un  contrato  de  salvamento  de  un 
buque,  por  el  que  debe  ponerse  á  flote  en  tiempo  determinado, 
no  hay  acciones  que  pueda  ejercitar  el  que  debió  salvarlo,  aun 
cuando  el  salvamento  posterior  se  deba  en  parte  á  los  trabajos 
hechos  con  motivo  del  contrato.  —  T.  9,  p.  549. 

—  Cuando  un  buque  se  halla  en  tal  peligro,  que  no  ofrece  segu- 
ridad para  la  tripulación  y  carga,  procede  el  salvamento  (art. 
4464,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  24,  p.  80. 
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Salvamento. — Los  servicios  prestados  por  un  buque  á  otro,  que 
uo  han  tenido  por  objeto  el  reponerlo  á  flote  y  conducirlo  á 
buen  puerto,  ni  salvarlo  ó  salvar  la  carga,  sino  simplemente 
haber  acudido  al  llamado  de  auxilio,  á  causa  de  baradura,  ha> 
ber  estado  á  su  disposición  por  cualquier  evento,  y  haber  ayu- 
dado á  levar  el  ancla,  no  pueden  clasificarse  como  servicios  de 
asistencia  y  salvamento  (art.  4462  y  1463,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  28,  p.  U3. 

—  Véase:  Competencia;  Embargo;  Salario;  Seguro. 

Saneamiento.  —  La  obligación  del  saneamiento  en  los  contratos, 
no  tiene  por  objeto,  en  ningún  caso,  asegurar  á  una  de  las 
partes,  los  beneficios  de  su  propio  dolo.  — T.  6,  p.  419. 

—  Vendido  un  terreno  al  propietario  del  terreno  limítrofe,  con 
la  cláusula  de  darse  por  terminada  la  diferencia  existente  so- 
bre un  pedazo  de  terreno  entre  el  del  vendedor  y  el  del  com- 
prador, éste  no  puede  exigir  de  aquél,  el  saneamiento  de  la 
parte  comprendida  eri  la  venta,  que  aparezca  pertenecer  al  com- 
prador, si  resulta  que  sobre  esa  parte  de  terreno  existía  una 
cuestión  entre  los  dos.  No  probándose  la  existencia  de  otra 
cuestión,  debe  decirse  que  esa  era  la  especificada  en  el  con- 
trato de  compraventa,  por  el  cual  se  daba  por  concluida.  — 
T.  10,p.  245. 

—  Véase  :  Citación  de  etirción;  Eticdón, 

Secretario.  —  Los  de  los  juzgados  federales  no  pueden  exten- 
der en  sus  registros,  escrituras  de  protestas  que  no  procedan 
de  actos  judiciales  (art.  9,  reglamento  de  los  juzgados  de  Sec- 
ción). —  T.  51,  p.  431. 

—  Véase  :  Escribano. 

iGlecretario  ad  hoc.  —  Las  actuaciones  obradas  ante  el  secreta- 
rio ad  hoc,  nombrado  por  inhibición  del  titular,  son  válidas 
aunque  el  nombrado  no  tenga  titulo  de  abogado  ó  escribano, 
cuando  en  el  lugar  del  juicio  no  exista  persona  alguna  que  ten- 
ga ese  título  (art.  61,  62,  217,  402  y  814,  Cód.  Proc.  vigente 
en  los  territorios  nacionales).  —  T.  58,  p.  377. 
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Secretarios  de  la  Saprema  Corte.  —  No  son  agentes  del  pro- 
curador general,  ni  deben  avisarle  las  apelaciones  interpuestas 
por  los  procuradores  fiscales,  como  no  avisan  á  los  particula- 
res las  apelaciones  interpuestas  por  sus  representantes  ó  apela- 
dos. —  T.  12,  p.  405. 

—  Véase  :  Remisión  de  autos. 

Secreto  profesional.  —  Véase  :  Abogado. 

Secuestro.  —  El  de  un  bieu  raíz,  objeto  de  un  juicio,  no  puede 
decretarse  si  no  concurren  los  requisitos  exigidos  por  la  ley  1», 
título  9,  partida  3».  —  T.  52,  p.  385. 

—  Véase  :  Hipoteca. 

Sedición.  —  No  pueden  llamarse  actos  de  sedición,  las  resolu- 
ciones de  una  legislatura  provincial,  en  que  se  autoriza  para 
continuar  ejerciendo  el  poder  ejecutivo,  al  jefe  de  una  revolu- 
ción local,  hasta  que  se  nombre  constitucionalmente  el  gober- 
nador de  la  provincia.  —  T.  6,  p.  354. 

—  No  es  sedicioso  el  hecho  de  nombrar  una  legislatura,  la  per- 
sona que  debe  sostituir  al  gobernadorsurgido  de  la  revolución, 
cuando  éste  anuncia  que  tiene  que  ausentarse  á  objetos  de 
seguridad.  —  T.  6,  p.  354. 

—  El  hecho  de  encabezar  una  subscrición  para  contener  una 
tropa  provincial  sublevada,  que  no  presenta  sino  el  aspecto  de 
motín,  con  el  objeto  de  evitar  los  males  consiguientes  á  un  sa- 
queo, no  es  un  acto  de  sedición  en  el  sentido  de  la  ley  penal 
de  1863  {art.  19  y  20).  —  T.  6,  p.  354. 

—  El  hecho  de  sublevar  y  disolver  un  contingente  del  ejército 
nacional,  es  un  acto  de  sedición  (art  20,  Ley  Penal).  —  T.  7, 
p.  356. 

—  La  prisión  de  un  comisionado  nacional,  ordenada  por  haber 
éste  cumplido  su  comisión,  es  un  acto  de  sedición  penado  por 
la  ley  nacional  penal  (art.  20).  —  T.  7,  p.  457. 

—  El  haber  inducido  al  gobierno  rebelde,  á  resistir  el  recono- 
cimiento del  vicario  capitular  nombrado  por  la  autoridad  legi- 
tima, es  un  acto  de  sedición.  —  T.  8,  p.  78. 
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Sedición.  —  El  hecho  de  alzarse  públicamente,  para  impedir  la 
libre  celebración  de  elecciones  nacionales,  constituye  el  delito 
de  sedición  (art.  20,  inc.  \^,  ley  penal).  —  T.  59,  p.  393. 

Seducción  de  tropas.  —  La  seducción  de  tropas,  cuando  no  se 
imputa  como  delito  aislado,  sino  para  cometer  el  de  rebelión, 
no  tiene  otra  pena  que  la  impuesta  á  los  promovedores  de  la 
rebelión,  que  es  la  de  extrañamiento  y  multa  (art.  45,  Sil  y  28, 
Ley  Penal).— T.  54,  p.  264  y 29?.. 

—  Véase  :  Excarcelación. 

Segunda  instancia.  — El  articulo  224  de  la  ley  nacional  de  pro- 
cedimientos, no  compréndelas  razones  y  hechos  nuevos  que  se 
aleguen  en  segunda  instancia,  para  sostener  lo  que  se  ha  dedu- 
cido en  la  demanda  ó  en  la  excepción  propuesta  en  la  primera. 
—  T.  12,  p.  134. 

—  No  pueden  hacerse  ante  ella  la  presentación  de  los  documen- 
tos que  no  han  sido  presentados  en  la  primera,  sin  haberse  ma- 
nifestado razón  para  no  presentarlos  teniéndolos  en  su  poder, 
y  sin  que  conste  su  autenticidad.  Mucho  más,  cuando  en  ellos 
no  ha  tenido  intervención  la  contraparte.  — T.  13,  p.  66. 

—  En  ella,  pueden  presentarse  documentos  simples  de  prueba, 
que  antes  estaban  extraviados,  siempre  que  se  acompañen  con 
juramento  de  que  la  parte  no  pudo  proporcionárselos  en  tiempo 
oportuno.  —  T.  14,p.  45. 

—  No  puede  en  segunda  instancia,  resolverse  sobre  puntos  no 
decididos  en  primera  ni  comprendidos  en  la  apelación  inter- 
puesta.—T.  24,  p.  266. 

—  Los  hechos  no  alegados  ni  discutidos  en  1^  instancia,  no  pue- 
den ser  tomados  en  consideración  en  segunda.  —  T.  27,  p. 
282. 

—  Véase  :  Prueba  en  segunda  instancia ;  Suprema  Corte, 

Seguro.  — En  el  marítimo,  para  que  el  abandono  tenga  lugar,  es 
necesario  que  haya  naufragio  ó  pérdida  total  de  la  cosa  asegu- 
rada (art.  1394,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  6,  p.  26. 
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Seguro.  — La  presentación  de  las  pólizas  es  necesaria  para 
cobrar  el  valor  del  seguro  (art,  1392,  Cód.  Com,  ant.).  —  T.  8, 
p.  68. 

—  La  cláusula  de  la  póliza  de  seguro,  por  la  que  limita  ésteá 
la  navegación  del  Plata  y  sus  afluentes^  hasta  donde  lo  permite 
el  calado  del  buque  asegurado,  importa  una  restricción  puesta 
á  éste  para  navegar  en  canales  que  ordinariamente  no  tengan 
agua  suficiente  para  la  navegación  de  buques  del  calado  del 
asegurado.  Siendo  el  canal,  donde  tuvo  lugar  el  siniestro,  fre- 
cuentado por  buques  de  mayor  calado  de  aquel,  no  puede  opo- 
nerse á  la  demanda  del  asegurado,  la  excepción  fundada  en  la 
cláusula  mencionada.  —  T.  8,  p.  244. 

El  asegurador  no  responde,  salvo  estipulación  en  contrario, 
de  la  baratería  del  capitán  ó  de  su  tripulación.  —  T.  9,  p.  164. 

—  El  falso  precio  de  las  cosas  no  anula  el  seguro,  ni  exime  á 
los  aseguradores  del  pago  del  verdadero.  £1  precio  no  objeta- 
do en  la  contestación,  se  presume  verdadero.  Xo  ha  lugar  á  su 
reducción  por  error  ó  fraude,  si  del  balance  practicado  resulta 
una  diferencia  de  tres  por  ciento,  que  por  otra  parte  tenga 
explicación  razonable  (art.  661,  Cód.  Com.  ant.;  art.  86,  Ley 
Proc.).— T.  i7,p.  43. 

—  Teniendo  á  su  cargo  el  asegurador,  la  baratería  del  patrón, 
está  obligado  á  abonar  el  seguro,  aun  cuando  el  incendio  que  lo 
hiciere  efectivo,  hubiese  sido  voluntario  (art.  1371,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  23,  p.  143. 

—  Según  los  estatutos  de  la  compañía  de  seguros  <La  Mutua», 
el  asegurado  pierde  el  derecho  á  ser  indemnizado,  cuando,  para 
acreditar  el  daño,  se.  vale  de  medios  ilícitos,  y  resulta  probada 
por  presunciones  graves  y  concordantes,  su  culpa  ó  negligencia 
culpable  en  el  incendio.  — T.  37,  p.  329. 

—  No  es  admisible  la  acción  por  pago  de  seguro,  cuando  no  se 
ha  hecho  la  reclamación  en  las  condiciones  y  dentro  de  los 
términos,  cuya  inobservancia  se  establece  en  la  póliza  como 
caducidad  de  todo  derecho  é  indemnízatjión.  —  T.'46,  p.  407. 
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Seguro.  —  El  importe  de  la  indemnización  fijada  á  favor  del  ase- 
gurado, cuando  el  seguro  ha  sido  hecho  por  varios  asegura- 
dores, debe  entenderse  que  corresponde  ser  pagado  á  prorrata 
de  la  suma  asegurada  por  éstos.  —  T.  48,  p.   52. 

—  Los  gastos  hechos  con  posterioridad  al  abandono  de  un  bu- 
que, por  el  asegurado,  para  conseguir  el  salvamento  de  él,  son 
de  cargo  del  asegurador  (art.  668,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  48,  p. 
307. 

—  La  cláusula  libre  de  averia  ó  libre  de  toda  averia,  no  exonera 
al  asegurador  en  los  casos  en  que  hay  lugar  al  abandono  (art. 
1374,  Cód.  Com.  ant.).  — T.  48,  p.  307. 

—  La  circunstancia  de  haber  cesado  la  clasificación  del  buque, 
bajo  la  cual  se  aseguraron  las  mercaderías  embarcadas,  no 
anula  el  seguro,  si  la  clasificación  cesó  solamente  por  la  ex- 
piración del  plazo  por  el  cual  se  hizo,  y  no  por  otros  acciden- 
tes que  hayan  podido  deteriorar  el  buque.  —  T.  54,  p.  402. 

—  Véase  :  Abandono ;  Averias;  Intereses;  Naufragio. 

Senado  nacionaL  —  No  es  autoridad  competente  para  juzgar  el 
delito  de  desacato  previsto  y  penado  por  la  ley  nacional  penal 
de  1863,  y  ordenarla  prisión  de  la  persona  á  la  que  se  atribu- 
ye. (Al  calificar  la  ley  el  hecho  como  desacato  y  designar  la 
pena  con  que  debe  ser  castigado,  entendió  sin  duda  alguna  so- 
meterlo á  la  jurisdicción  de  los  tribunales  ordinarios,  como 
todos  los  demás  delitos  que  comprende.  Siendo  así,  es  eviden- 
te que  una  sola  de  las  Cámaras,  no  puede  reasumir  por  acto 
exclusivamente  suyo^  una  facultad  que  quedó  conferida  al  po- 
der judicial,  en  virtud  de  una  sanción  legislativa.  Este  fallo  re- 
cayó en  el  caso  de  don  Eliseo  Acevedo).  —  T.  28,  p.  406. 

—  Véase  :  Habeas  corpiis. 

Senador  nacionaL  —  La  prisión  de  un  senador  nacional,  no 
puede  ser  mantenida  después  de  abierto  el  Congreso,  si  resulta 
no  haberse  dado  cuenta  del  procedimiento  á  la  cámara  respec- 
tiva, con  la  información  sumaria  del  hecho  (art.  61,  Const. 
Nac).  —T.  41,  p.  405. 
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Senador  nacional. — No  verificándose  el  caso  de  excepción  con- 
teoido  en  el  articulo  61  de  la  Constitución  Nacional,  no  puede 
arrestarse  á  un  senador  nacional.  —  T.  59,  p.  434. 

—  Véase:  Jefe  de  policía. 

Sentencia.  —  Debe  circunscribirse  á  resolver  sóbrelas  peticio- 
nes deducidas  por  las  partes,  en  el  juicio  (ley  16,  tlt.  33,  part. 
3»;  art.  13,  Ley  Proc).  —  T.  2,  p.  280. 

—  Debe  ajustarse,  en  su  parte  condenatoria,  á  la  cantidad  expre- 
sada en  la  demanda,  aunque  en  el  curso  del  juicio  se  haya  pro- 
bado que  es  mayor  la  cantidad  debida.  —  T.  S,  p.  20. 

—  La  ejecutoriada,  que  reconoce  el  derecho  á  la  indemnización 
de  perjuicios,  pero  que  deja  A  peritos  contadores  el  arreglo  de 
la  cuenta  de  cargos  reconocidos  por  de  legitimo  abono,  no  li- 
quida los  perjuicios,  sino  que  deja  su  liquidación  para  otro  jui- 
cio; y  esa  liquidación  debe  hacerse  por  la  vía  ordinaria.  —  T. 
3,  p.  228. 

—  Puede  pedirse  aclaración  de  unadela  Suprema  Corle,  den- 
tro de  tres  días  de  pronunciada  (art.  232,  Ley  Proc).  —  T.  3, 
p.  328. 

—  No  debeconsiderar  las  peticiones  deducidas  después  de  con- 
clusa la  causa  para  definitiva.  —  T.  i,  p.  412. 

—  La  ejecutoriada  por  deserción  de  recurso,  debe  cumplirse 
aunque  las  bases  en  ella  establecidas,  se  desvien  de  los  prin- 
cipios de  derecho.  —  T,  4,  p.  41 2. 

—  Debe  limitarse  á  los  puntos  controvertidos,  y  no  hacer  decla- 
raciones que  aprovechen  ó  perjudiquen  intereses  de  personas 
que  no  han  sido  parte  en  el  juicio.  —  T.  5,  p.  74. 

—  No  existiendo  una  disposición  legislativa  que  comprenda  el 
caso  subjudice,  debe  ocurrirse  para  resolverlo,  á  los  principios 
de  justicia  y  equidad,  que  son  los  fundamentos  del  derecho.  — 
T.  b,  p.  74  y  135. 

—  Las  sentencias  ejecutoriadas,  no  pueden  diferirse  en  su  eje- 
cución bajo  pretexto  alguno,  mucho  más  tratándose  de  inter- 
dictos. —  T.  5,  p,  98. 
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Sentencia.  —  El  juicio  en  que  se  trata  de  la  ejecución  de  una  sen- 
tencia pronunciada  en  grado  de  apelación,  debe  substanciarse 
poreljuez  originario  á  quien  se  devuelven  los  autos. —  T.  5^  p. 
141. 

—  Los  jueces  carecen  de  la  facultad  de  explicar  sus  sentencias, 
pasado  el  término  acordado  por  la  ley;  y  esta  prescripción  es 
aplicable  también  á  los  jueces  arbitros.  -—  T.  5,  p.  131. 

—  Debe  conformarse  con  lo  que  se  pide  en  la  demanda.  —  T. 
5,  p.  251 . 

—  Los  casos  análogos,  deben  resolverse  del  mismo  modo.  —  T. 
5,  p.  257. 

—  Llamados  autos,  debe  dictarse  dentro  de  veinte  días.  —  T.  5, 
p.  388. 

—  El  juez  debe  atender  á  la  acusación  y  no  á  otras  peticiones, 
para  resolver  la  causa  que  se  somete  á  su  conocimiento.  —  T. 
5,  p.  285. 

—  Con  el  título  de  aclaración,  no  se  puede  pedir  reforma  de  un 
auto  definitivo,  que  no  tiene  recurso  por  derecho.  —  T.  6,  p. 
253. 

—  Las  definitivas  deben  contener  decisión  expresa  condenando 
ó  absolviendo,  y  los  acusados  contra  quienes  no  se  ha  justifi- 
cado cargo  alguno,  deben  ser  absueltos  de  culpa  y  cargo  (art. 
13,  Ley  Proc).  —  T.  9,  p.  108. 

—  Debe  contraerse  á  resolver  los  puntos  comprendidos  en  la  de- 
manda, y  no  otros.  —  T.  9,  p.  1 55. 

—  Cuando  una  acción  comprende  varios  puntos,  aunque  sean  di- 
ferentes  no  por  eso  debe  dividirse  en  otros  tantos  pleitos,  sino 
ventilarse  conjuntamente  y  resolverse  haciendo  en  la  sentencia, 
tantos  capítulos  cuantos  sean  los  puntos  de  la  demanda  (art.  1 4, 
Ley  Proc).  —  T.  9,  p.  155. 

—  Para  que  el  juez  pueda  resolver  en  la  sentencia  definitiva,  en 
la  forma  que  lo  establece  el  artículo  1 3  de  la  ley  de  procedimien- 
tos, es  indispensable  que  al  deducirse  la  acción,  se  determine 
claramente  la  persona  contra  quien  se  pide.  —  T.  10,  p.  129. 
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Sentencia.  —  Habiendo  hechos  alegados  por  el  demandante,  y 
no  consentidos  por  el  demandado,  si  el  juez  no  considera  nece- 
sario recibirlos  á  prueba^  debe  expresar  en  la  sentencia  los  fun- 
damentos de  derecho  que  motivan  su  resolución  sóbrelo  prin- 
cipal (art.  13^  Ley  Proc).  —  T.  10,  p.  328. 

—  Debe  ser  conforme  á  la  acción  deducida  enjuicio  (art.  43^ 
Ley  Proc).  Interpuesta  acción  por  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  provenientes  de  un  pleito  temerario,  los  que  pro- 
vengan de  otra  causa,  no  deben  tenerse  en  cuenta  en  la  senten- 
cia. —  T.  10,  p.  390. 

—  No  vicia  ésta  de  nulidad^  el  error  evidente  en  el  nombre  de  la 
persona  condenada  por  la  sentencia;  mucho  más  si  la  persona 
realmente  condenada,  después  de  haber  sido  notificada  de  la 
sentencia,  no  hizo  uso  del  recurso  autorizado  por  el  artículo  232 
déla  ley  de  procedimientos.  — T.  H,  p.  148. 

—  Para  decir  que  una  sentencia  es  notoriamente  injusta  y  nula, 
es  necesario  que  exista  en  ella  una  violación  de  la  ley,  palma- 
ria, evidente,  prima  facie,  y  resaltante  sin  discusión  ni  argu- 
mentos. —  T.  12,  p.  134. 

—  La  sentencia  no  haciendo  lugar  al  pago  de  fletes,  no  puede 
entenderse  que  haya  rechazado  también  el  pago  de  los  demás 
gastos,  cuyo  cobro  se  pidiójunto  con  los  fletes.  —  T.  13,  p.  272. 

—  Debe  contener  decisión  categórica  sobre  el  punto  que  se  ven- 
tila en  la  caujsa.  —  T.  15,  p.  241. 

—  Cuando  se  funda  en  un  error  material  ó  de  cálculo,  ó  presen- 
ta en  sus  cláusulas  alguna  obscuridad  ó  ambigüedad,  es  á  los 
mismos  jueces  que  la  han  dictado^  á  quienes  corresponde  repa- 
rar el  error,  si  es  reparable,  y  explicar  el  sentido  de  lo  que 
fuere  ambiguo  (art.  232,  Ley  Proc).  —  T.  17,  p.  358. 

—  Debe  limitarse  á  resolver  sobre  lo  pedido  en  las  acciones  de- 
ducidas (art.  13,  Ley  Proc).  —  T.  21,  p.  445. 

—  Habiéndose  confirmado  una  sentencia  sólo  en  una  parte,  se 
entiende  que  en  las  otras,  inclusive  la  que  condenó  en  costas, 
ha  sido  revocada.  Si  otra  fuera  la  mente  de  dicha  sentencia, 
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sólo  el  tribunal  que  la  dictó,  puede  declararlo.— T.  ^2,  p.  M4. 

Sentencia. — Si  las  obras  mandadas  estimar  por  sentencia  ejecu- 
toriada, no  bastan,  según  los  peritos,  para  reparar  el  perjuicio, 
cuya  indemnización  se  ordenó,  la  sentencia  puede  ser  cum- 
plida por  medio  de  otras  obras  que  propone  el  interesado  con 
ese  fin.  En  caso  de  no  hacerlas,  queda  éste  obligado  al  pago  de 
los  perjuicios  estimados  por  los  mismos  peritos,  como  conse- 
cuencia de  la  inejecución  de  dichas  obras.  — T.  23,  p.  361. 

—  Dictada  en  un  juicio,  debe  llevarse  adelante  por  el  juez  que 
la  dictó,  mientras  no  reciba  exhorto  de  haber  sido  declarado 
en  quiebra  el  deudor  y  no  se  le  pidan  los  autos  por  el  juez  del 
concurso.  —  T.  25,  p.  280. 

—  Su  ejecución  puede  pedirse  ante  el  juez  que  la  dictó;  y  en 
este  caso,  es  éste  el  competente  para  entender  en  el  juicio  eje- 
cutivo, aunque  los  bienes  á  embargar  se  hallen  en  otra  juris- 
dicción. —  T.  27,  p.  255. 

—  Es  la  parte  dispositiva  de  ella,  la  que  constituye  el  fallo,  y 
no  sus  considerandos.  — T.  28,  p.  129. 

—  No  existiendo  en  la  2»  instancia,  alguno  de  los  errores  pre- 
vistos por  el  artículo  232  de  la  ley  de  procedimientos,  no  pue- 
de hacerse  lugar  á  su  rectificación.  —  T.  29,  p.  160. 

—  Revocada  la  sentencia  que  absMvió  al  demandado  por  una 
de  las  varias  excepciones  opuestas,  debe  seguir  el  juicio,  y  de- 
volverse la  causa  al  juez  de  1>  instancia  para  que  conozca  y 
resuelva  en  mérito  de  las  demás  excepciones.  —  T.  33,  p.  30. 

—  Cualquiera  que  sea  la  generalidad  de  los  conceptos  empleados 
por  el  tribunal  en  sus  fallos,  ellos  no  pueden  entenderse  sino 
con  relación  á  las  circunstancias  del  caso  que  las  motivó,  sien- 
do, como  es,  una  máxima  de  derecho,  que  las  expresiones  ge- 
nerales empleadas  en  las  decisiones  judiciales,  deben  tomarse 
siempre  en  conexión  con  el  caso  en  el  cual  se  usan,  y  que  en 
cuanto  vayan  más  allá,  pueden  ser  respetadas,  pero  de  ningu- 
na manera  obligan  el  juicio  del  tribunal  para  los  casos  subsi- 
guientes. —  T.  33,  p.  162. 
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á  la  ejecución  por  esa  parte,  y  manda  llevarla  adelante  por  la 
otra.  — T.  12,  p.  70. 

Sentencia  de  remate.  —Los  artículos  279  y  305  de  la  ley  do  pro- 
cedimientos nacionales,  sobre  el  recurso  de  apelación  contraía 
sentencia  de  remate,  establecen  que  éste  sea  sólo  en  rel^tción, 
aunque  con  suspensión  de  los  procedimientos  por  part«  del 
juez  aquo.  — T.  U,  p.  270. 

—  Debe  dictarse  ésta,  no  probándose  la  excepción  opuesf:^*  — 
T.  20,p.  42. 

—  Es  apelable  en  ambos  efectos,  sin  distinción  de  casos*  — T. 
23,  p.  341. 

—  Es  apelable  por  el  ejecutado,  aun  cuando  no  haya  opue^  to  ex- 
cepciones ante  el  inferior  farl.  279,  Ley  Proc).  —  T.  S3,  p. 
523. 

—  Véase  :  Apelable;  Ejecución;  Juicio  gecutivo. 

Sentencias  extranjeras.  —  Las  sentencias  pronunciadas  ^n  un 
país  extranjero,  no  tienen,  por  derecho  estricto,  autoridad  obli- 
gatoria en  otro  Estado.  Las  naciones  civilizadas  y  amigas  9  ^^" 
consentido  la  ejecución  de  ellas  con  más  ó  menos  requisitos. 
Estos  son,  ó  el  principio  de  reciprocidad,  ó  un  examen  del 
cual  resulte  que  no  hay  en  ellas  una  evidente  injusticia,  u  n  ata- 
que á  la  soberanía  del  Estado,  ó  á  los  principios  de  dereo^ho;  ó 
que  sean  definitivas,  dictadas  en  último  resorte,  con  la  aa^i6i>~ 
cia  legal  de  las  partes,  por  tribunales  competentes,  y  habién- 
dose dejado  abiertos  los  recursos  legales.  En  Inglaterra,  y  ^^ 
Estados  Unidos,  no  se  exige  la  reciprocidad.  En  Francia,  c3 onde 
no  se  acuerda  la  ejecución  de  sentencias  extranjeras,  se  h»^  ^^ 
lebrado  tratados  internacionales  para  acordarla,  reconocí  ^ndo 
la  conveniencia  de  ello.  En  la  República  no  existe  ley  alS^^i^ 
que  la  prohiba.  El  artículo  7  de  la  Constitución  Nacional*  ^^ 
la  reproducción  literal  del  artículo  4  de  la  Constitución  de  los 
Estados  Unidos.  Ese  artículo  no  ha  obstado  á  la  ejecaJción 
de  las  sentencias  extranjeras;  él  ha  sido  entendido  tenes*  po^ 
objeto,  acordar  á  las  sentencias  de  un  estado,  lleno  y  ©n^ero 
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efecto  en  los  demás  de  la  unión;  y  debe  presumirse  que  con  la 
misma  jurisprudencia  haya  sido  introducido  en  nuestra  Consti- 
tución. Siendo  uniforme  en  todas  ]as  naciones,  la  jurisprudencia 
respecto  de  la  ejecución  de  las  sentencias  extranjeras,  tío  es 
posible  prescindir  de  ella,  sin  contradecir  los  intereses  de  bue- 
na relación  y  armonía  de  las  naciones  entre  sí.  Es(o,  el  respeto 
debido  á  sus  actos  solemnes,  el  .mal  proveniente  de  la  perpe- 
tuidad de  los  pleitos,  la  presunción  resultante  en  favor  del  que 
ha  obtenido  una  sentencia  favorable,  inducen  á  conceder  pri' 
ma  fdcie  el  carácter  de  prueba  completa  á  las  sentencias  ex- 
tranjeras. El  demandado  tiene  derecho  á  mostrar  la  evidente 
injusticia  y  nulidad  de  ellas,  por  ser  contra  ley  expresa,  ó  por 
no  habérsele  dado  audiencia  ni  permitido  los  medios  de  defen- 
SB)  ó  por  incompetencia  de  los  tribunales.  Debe,  por  consi- 
guiente, acordarse  la  ejecución  á  las  sentencias  legalesy  válidas 
dictadas  en  país  extranjero.  Mucho  más  si  éste  es  una  Repú- 
blica amiga  y  límitrofe,  con  la  que  se  ejerce  un  comercio  con- 
siderable, que  no  se  ha  probado  haber  resistido  la  ejecución 
de  nuestras  sentencias,  y  cuyos  tribunales  declaran  que  en  los 
casos  ocurrentes  aplican  las  reglas  del  derecho  internacional 
privado.  —  T.7,  p.  282. 

Separación  de  autos.  —  El  pedido  sobre  ella,  hecho  á  la  Supre- 
ma Corte,  debe  pasar  al  juez  de  sección  para  que  lo  resuelva. 
—  T.  35, p.  420. 

—  El  proceso  instaurado  sobre  defraudación  contra  un  gerente 
de  Banco  y  otros  como  cómplices,  tiene  que  continuar  contra 
todos  en  conjunto,  y  no  seguir  separadamente  contra  cada  uno 
de  éstos.— T.  52,  p.  340. 

Separación  de  hecho. —  La  separación  de  hecho  de  los  cónyu- 
ges, no  quita  al  marido  el  derecho  de  la  administración  legíti- 
ma de  los  bienes  del  matrimonio,  aunque  sean  adquiridos  por 
la  mujer  durante  la  separación  (art.  186,  i88,  190  y  210,  Cód. 
Civ.).  —  T.  11,  p.  420. 

Servicio.  —  Ninguno  se  supone  prestado  gratuitamente,  mientras 
no  se  pruébelo  contrario.  —  T.  43,  p.  145. 
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Senricio.  —  Los  servicios  prestados  á  las  personas  que  componen 
una  sociedad,  no  pueden  ser  cobrados  á  ésta.  —  T.  13,  p.35d. 

—  Reconocidos  los  servicios  que  se  cobran,  y  no  habiendo  con- 
venio'acerca  de  los  precios,  deben  éstos  pagarse  según  la  tari- 
fa, con  arreglo  al  uso  del  comercio  y  á  la  jurisprudencia  cons> 
tante  de  los  tribunales  nacionales.  —  T.  44,  p.  5. 

—  El  obligado  a  hacer  ó  prestar  algún  servicio,  debe  ejecutar  el 
I',  hecho  en  un  tiempo  propio  y  del  modo  en  que  fué  la  intención 

de  las  partes  que  el  hecho  se  ejecutara,  y  si  de  otro  modo  lo 
hiciese  se  tendrá  por  no  hecho,  ó  podrá  deshacerse  lo  que 
fuese  mal  hecho  (art.  625,  Cód.  Civ.).  —  T.  19,  p.  217. 

—  No  mediando  ajuste  de  precio,  respecto  de  servicios  de  con- 
tabilidad prestados  por  un  contador,  debe  entenderse  que  se 
ajustó  el  precio  de  costumbre,  para  ser  determiuado  por  arbi- 
tros (art,  1627,  Cód.  Civ.).  —T.  21.  p.  454. 

—  Los  servicios  prestados  á  un  amigo,  en  épocas  de  hallarse  en- 
fermo, dándole  casa  y  habitación,  no  dan  acción  para  cobrar  su 
importe  (art.  1627  y  1628,  Cód.  Civ.).  —  T.  22,  p.  97. 

—  Véase:  Justicia  federal;  Locación  de  servicios. 

Senricio  militar.  —  £1  único  hijo  que  atiende  á  la  subsistencia 
de  su  madre  víuda^  es  exonerado  por  la  ley  de  prestar  servicio 
militar  fuera  de  su  distrito  (ley  de  5  de  junio  de  1865).  —  T. 
17,  p.  144. 

—  El  ser  quien  provee  ala  subsistencia  de  la  familia,  no  es  caso 
de  excepción  sancionado  por  la  ley  de  5  de  junio  de  1865.  — T. 
25,  p.  25. 

—  Entre  las  excepciQnes  de  la  ley  de  5  de  junio  de  1865,  no  exis- 
te la  del  hermano  que  provee  á  la  subsistencia  de  la  hermana. 
T.  25,  p.  27. 

—  No  es  aplicable  la  pena  del  inciso  1«»,  artículo  16,  de  la  ley  de 
23  de  septiembre  de  1872,  á  los  que  se  hallan  comprendidos  en 
el  decreto  de  excepción  de  cinco  años,  de  18  de  diciembre  de 
1878.— T. 25,  p.  150. 
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Servicio  militar.  —  No  es  Imposibilidad  física  que  exceptúe  del 
servicio  de  guardia  nacional,  la  lesión  en  un  ojo  que  no  impide 
distinguir  los  objetos,  y  permite  prestar  el  servicio  sin  peligro 
de  la  salud.  —  T.  26,  p.  398. 

—  Véase  :  Enrolamiento;  Guardia  nacional;  Imposibilidad  física; 
Procurador  fiscal;  Provincia, 

Servidumbre.  —  £1  hecho  de  conceder  á  un  vecino  colindante, 
sin  cargo  alguno,  permiso  para  pasar  un  canal  por  el  terreno 
propio  para  el  servicio  de  un  molino,  importa  la  concesión  de 
una  servidumbre  rústica  de  acueducto  (Cód.  Civ.,  art.  2977  y 
3082).  Las  palabras  sin  cargo  alguno,  importan  que  el  dueño 
del  predio  dominante  no  se  ha  impuesto  ninguna  obligación 
para  con  el  del  predio  sirviente.  — T.  11,  p.  274. 

—  £1  hecho  de  poner  tapones  al  canal,  para  impedir  el  curso  del 
agua^  importa  perturbarla  posesión,  y  el  que  lo  verifica  se  hace 
responsable  del  daño  que  causa  al  que  goza  de  la  servidumbre. 
—  T.W,  p.271. 

—  Las  servidumbres  discontinuas,  aparentes  ó  no  aparentes, 
no  pueden  establecerse  por  el  solo  destino  que  tuviese  dado  á 
los  inmuebles,  el  propietario  de  ellos ;  y  su  cuasiposesión  no 
basta  por  sí  sola  para  fundar  una  acción  posesoria  (art.  2994, 
2995,  2975,  2997,  3017  y  3034,  Cód.  Civ.  Sin  el  título,  dice  el 
fallo,  la  cuasiposesión  se  halla  atectada  del  vicio  de  tolerancia, 
ó  reviste  el  carácter  de  precaria,  y  por  lo  tanto  no  confiere  el  de- 
recho á  los  interdictos,  como  terminantemente  lo  establece  el 
art.  2480,  Cód.  Civ.).  —  T.  27,  p.  461. 

—  Reconociéndose  por  el  demandado  el  derecho  de  servidum- 
bre en  que  se  funda  la  acción  de  la  demanda,  debe  ésta  ser  ad- 
mitida y  ordenarse  se  remuevan  los  obstáculos  que  impiden  el 
libre  ejercicio  de  la  servidumbre.  —  T.  30,  p.  271 . 

—  £1  convenio  de  dos  vecinos  con  el  ferrocarril,  para  construir 
y  mantener  á  sus  expensas  un  ramal  que  atraviesa  sus  propie- 
dades, lio  importa  una  constitución  de  servidumbre  del  predio 
por  el  cual  empieza  el  ramal,  á  favor  del  predio  en  el  que  con- 
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cluye  (arl.  2977,  2978,3011  y  3078,  Cód.  Civ.).  —  T.  30,  p.342. 

Servidumbre.  —  La  prohibición  de  tener  vistas  sobre  el  predio 
vecino,  sancionada  por  e]  artículo  2658  del  Código  Civil,  se  re- 
fiere á  las  vistas  desde  las  habitaciones,  y  no  á  las  vistas  desde 
las  azoteas.  —  T.  32,  p.  222. 

—  Véase  :  Interdicto;  Posesión. 

Simulación.  —  En  una  escritura  [de  obligación  hipotecaria,  no  es 
prueba  de  simulación  para  defraudar  á  un  tercero,  el  hecho  ais- 
lado de  hacer  los  otorgantes,  vida  común  bajo  un  mismo  techo. 

—  T.  11,  p.  110. 

—  Debe  declararse  simulada  la  escritura  de  venta,  contra  la  cual 
se  reúnen  los  siguientes  hechos:  1^  falsedad  en  la  cláusula  rela- 
tiva al  pago  del  precio;  2*"  venta  hecha  por  quien  el  comprador 
sabía  no  ser  sino  un  condómino  de  la  finca  vendida;  3""  ser  el 
otro  condómino  esposa  del  comprador^  y  prohibida  su  venta  á 
éste;  i""  actos  de  dominio  ejercidos  por  el  vendedor  después  de  la 
venta;  5""  falta  de  prueba  de  la  tradición  al  comprador;  6°  cons- 
tar en  el  testamento  público  del  vendedor,  hecho  antes  de  la 
venta,  sus  deudas,  y  ser  la  finca  sus  únicos  bienes;  7«  ser  el  com- 
prador, marido  de  la  hija  del  vendedor.  Todos  estos  hechos 
constituyen  presunciones  graves,  precisas  y  concordantes  á 
demostrarla  simulación  déla  venta,  con  el  objeto  de  hacer  ine- 

*  ficaces  las  acciones  del  acreedor  (art.  955  y  957,  Cód.  Civ.).  — 
T.  24,  p.  473. 

—|^ Véase  :  Acción  pauliana;  Enajenación;  Hipoteca;  Prueba; 
Nulidad. 

Sistema  métrico.  —  El  [infractor  á  la  ley  n<>  845,  sobre  sistema 
métrico  decimal,  es  pasible  de  la  multa  de  diez  pesos  fuertes. 

—  1.54,  p.  346. 

—  La  infracción  delaleyn** 845,  sobre  sistema  métrico  decimal, 
hace  pasible  al  escribano  autorizante  y  á  las  partes,  de  la  multa 
establecida  por  los  artículos  14  y  15  de  dicha  ley.  —  T.58,  p. 
160. 

Sistema  monetario.  —  Aun  cuando  la  unidad  monetaria  de  la 
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República,  creada  por  ley  de  27  de  septiembre  de  4875,  sea  una 
moneda  de  oro  y  nadie  esté  obligado  á  recibir  mayor  cantidad 
de  moneda  de  plata,  que  la  que  establece,  en  todo  pago  de  más 
de  20  pesos  fuertes,  esa  limitación  sólo  debe  regir  desde  que  se 
ponga  en  circulación  la  moneda  nacional .  Mientras  esto  no  su- 
ceda, el  doble  patrón  es  regla  de  nuestro  sistema  monetario^  es 
decir^  la  presunción  legal  de  que  las  monedas  de  plata  que  cir- 
culan en  la  República^  son  un  equivalente  de  las  monedas  de 
oro,  por  el  valor  que  les  ha  6jado  la  ley,  como  un  m^edio  de  chan- 
celación de  las  obligaciones.  La  ley  citada  y  el  decreto  de  6  de 
junio  de  1876,  dictado  en  su  cumplimiento,  deben  ser  observa- 
dos absolutamente,  y  los  jueces  tienen  que  aplicarlos^  por  in- 
convenientes y  duras  que  parezcan  sus  disposiciones.  —  T.  22, 
p.  450. 

Soberanía.  —  Véase;  Acto  de  soberanía;  Personería. 

Soborno.  —  La  práctica  constante  de  los  tribunales  del  fuero 
común,  de  imponer  á  la  tentativa  de  soborno,  una  pena  menor 
de  la  que  se  impone  al  delito  consumado,  aunque  deba  ser 
igual  por  la  ley  2,  titulo  31,  partida  7%  es  obligatoria  para  los 
tribunales  federales,  según  el  artículo  93  de  la  ley  penal  de  14 
de  septiembre  de  1863.  —  T.  1,  p.  353. 

Sobreestadias.  —  Se  llaman  sobreestadias,  los  días  de  demora 
que  exceden  el  término  fijado  á  las  estadías.  —  T.  8,  p.27. 

—  Probado  el  hecho  de  las  sobreestadías,  deben  éstas  ser  pa- 
gadas con  arreglo  al  convenio  relativo,  en  caso  de  no  justifi- 
carse excepción  alguna.  —  T.  10,  p.  114. 

—  Las  cobradas  como  daños  y  perjuicios  derivados  del  embar- 
go del  flete,  pedido  por  los  cargadores  en  juicio  separado,  son 
materia  de  este  mismo  juicio.  —  T.  10,  p.  114. 

—  Cuando  en  un  contrato "tie  fletamento  se  acuerda  un  número 
fijo  de  días  corridos  para  la  carga  y  descarga  del  buque,  y  en 
la  carga  se  emplean  todos  los  concedidos,  los  transcurridos 
durante  la  descarga,  aun  los  inhábiles,  deben  abonarse  como 
sobreest?idías.  •;- T.  14,  p.  399. 


I 
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Sobreestediaa.  —  £1  pago  de  ellas,  es  la  indemnización  de  los 
daños  cansados  al  buque  por  la  demora  á  que  le  sujeta  el  car- 
gador. —  T.  44,  p.  399. 

—  Losdias  que  se  pierden  por  no  haberse  cumplido  por  los  fle- 
tadores, la  obligación  de  remolcar  el  buque  fletado  á  los  puer- 
tos de  cai^a,  deben  contarse  para  el  pago  de  las  sobreestadias 
convenidas.  Si  el  remolcador  sufre  averia  y  esto  lo  inhabilita 
para  dar  el  remolque  por  un  período  prolongado,  el  fletador 
está  obligado  á  enviar  otro  remolcador.  —  T.  27,  p.  412. 

-:-  Pasado  el  término  estipulado,  de  descargar  40  toneladas  por 
día,  que  debe  contarse  desde  el  día  en  que  el  buque  queda 
expedito  por  la  aduana,  los  días  de  exceso  deben  considerarse 
como  sobreestadias,  sin  que  pueda  inducir  alteración  la  varia- 
ción convelida  en  beneficio  de  los  cargadores,  del  lugar  de  la 
descarga,  y  la  demora  no  imputable  al  capitán  para  descalcar 
en  dicho  lugar.  —  T.  27,  p.  226. 

—  El  capitán  está  obligado  á  comunicar  á  los  fletadores  la  can- 
tidad de  carga  que  falta  para  el  completo  cargamento,  máxime 
tratándose  de  cargamentos  de  madera;  y  su  resistencia  á  cum- 

'J  plirlo,  exonera  á  éstos  de  indemnizar  las  sobreestadias  corres- 
pondientes. —  T.  35,  p.  449. 

—  El  que,  con  pleno  conocimiento  de  sus  cláusulas,  se  ha  en- 
cargado de  la  ejecución  del  contrato  de  fletamento  en  el  puerto 
de  la  descarga,  responde  al  capitán  de  las  sobreestadias  que 
se  causen.  —  T.  35,  p.  446. 

—  El  gasto  por  derecho  de  muelle,  durante  las  sobreestadias, 
debe  entenderse,  por  su  naturaleza^  comprendido  en  el  valor 
fijado  á  éstas  por  el  contrato.  —  T*  36,  p.  425. 

—  En  ellas,  se  computan  los  días  corridos  hábiles  é  inhábiles. 
—  T.  58,  p.  446.  » 

Sobreaeimieiito.  —  La  larga  prisión  sufrida  por  el  procesado, 
7  el  no  aparecer  del  proceso  cargos  que  autoricen  su  prisión 
por  más  tiempo,  es  justa  causa  para  ordenar  el  sobreseimien- 
to en  la  causa,  y  la  libertad  del  reo.  —  T.  5,  p.  467. 
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Sobreseimiento.  —  La  larga  prisión  sufrida  á  causa  de  un  pro- 
ceso nulo^  autoriza  el  sobreseimiento  en  la  causa,  y  la  libertad 
del  procesado.  —  T.  5,  p.  471. 

—  Es  nulo  un  auto  en  que  se  manda  sobreseer  en  una  causa 
criminal,  cuando  ha  sido  pronunciado  sin  forma  de  juicio,  sin 
prueba  alguna,  y  sin  audiencia  de  la  parte  acusadora.  —  T.  5, 
p.  181. 

—  £1  proceso  criminal  levantado  por  juez  incompetente,  hace 
nulo  todo  lo  que  se  actúa  fundado  en  él ;  y,  en  tal  caso,  la  pri- 
sión sufrida  por  el  procesado,  autorizad  sobreseimiento  de  la 
causa,  á  no  ser  que  de  las  diligencias  obradas  por  el  juez 
incompetente,  resulten  indicios  de  un  delito  grave.  — T.  5, 
p.  211. 

—  Si  de  la  indagatoria  levantada  por  juez  incompetente,  no  re- 
sultan indicios  de  tal  gravedad  que  justifiquen  la  formación  de 
un  nuevo  proceso  por  el  juez  competente,  debe  sobreseerse 
en  la  causa,  y  poner  en  libertad  al  indiciado.  —  T.  5,  p.  211. 

—  Cuando  de  un  proceso  nulo,  no  resultan  cargos  graves  que 
justifiquen  la  prolongación  de  la  prisión  délos  indiciados,  debe 
sobreseerse  en  la  causa,  y  ordenarse  la  libertad  de  aquéllos.  — 
T.  5,  p.  868. 

—  Es  razón  de  sobreseimiento  en  una  causa  criminal,  la  prisión 
y  molestias  sufridas  en  la  tramitación  de  un  proceso  nulo,  y  la 
levedad  de  la  pena,  que  de  ese  mismo  proceso  puede  inducirse 
merezcan  los  procesados,  y  que  pide  el  ministerio  público 
contra  ellos.  —  T.  7,  p.  312. 

—  Debe  el  juez  nacional  sobreseer  en  una  causa  criminal  por 
rebelión,  desde  el  momento  que  tenga  constancia  de  que  el 
acusado  ha  sido  amnistiado  por  ese  delito. — T.  11,  p.  405. 

—  La  falta  de  acusación  por  parte  del  fiscal,  no  autoriza  el  so- 
breseimiento, cuando  existe  acusador  particular.  —  T.  11, 

p.  423. 

* 

—  Cuando  no  es  posible  proseguir  el  sumario  en  una  causa 
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criminal,  sf  sobresee  en  ella  y  se  pone  eo  libertad  al  procesa- 
do. —  T.  15,  p.  185. 
Sobreseimiento.  —  \o  debe  sobreseerse  en  una  causa  crimÍDal, 
en  razón  de  no  resultar  del  sumario  quienes  son  los  delincuen- 
tes, cuando  existen  aún  diligencias  que  practicar  para  adelan- 
tarlo. —  T.  23,  p.  88. 

—  No  debe  decretarse  en  la  causa,  cuando  aparece  de)  proceso 
mérito  bastante  acerca  de  la  comisión  del  delito  y  de  sus  auto- 
res. —  T.  18,  p.  158. 

—  El  provisorio  ó  definitivo,  procede  solamente  en  el  sumario; 
en  pleoario,  si  no  hay  pruebas  para  condenar,  debe  dictarse 
sentencia  absolutoria  (art.  i95,  inc.  5°,  y  497,  Cód.  Proc.  Crim.). 
—  T.  19,  p.l52. 

—  Corresponde  el  provisional,  cuando  está  comprobado  el  de- 
lito, y  no  su  autor  ó  cómplice  (art.  434  y  435,  Cód.  Proc. 
Crim.).  —  T.  55,  p.  377. 

—  Cuando  resulta  la  irresponsabilidad  criminal  de  los  acusados 
y  la  existencia  del  delito,  el  sobreseimiento  defínitiru  procede 
respecto  de  los  primeros  ;  en  cuanto  á  la  causa,  debe  ella  ser 
proseguida  contra  quienes  hubiere  tugar  (art.  434,  tnc.  3o,  Cód. 
Proc.  Crim.).  —  T.  56,  p.  50. 

Procede  el  provisional  cuando  comprobado  el  hecho  crimi- 
nal, no  aparecen  indicios  bastantes  paara  delerminar  la  culpa- 
bilidad del  procesado  (art.  43b,-  inc.  3»,  Cód.  Proc.  Crim.).  — 
r.  59,p.  91. 

.No  debe  decretarse  el  deñnítivo,  si  no  hay  mérito  bastante 
laraello.  —  T.59,  p.  393. 

El  definitivo  debe  ser  objeto  de  la  sentencia  final.  —  T.  60, 
p.  30. 

Procede  el  definitivo,  no  resultando  pruebas  del  delito  (art. 
434,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  61,  p.  21. 

Procede  el  definitivo  respecto  de  los  procesados  contra  los 
cuales,  después  de  agotados  los  medios  de  inrestigacíÓD,  no 
resultan   cargos. —T.  62,  p.  22. 
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Sobreseimiento.  —  Véase  :  Apelación. 

Sociedad.  — .Siendopor  derecho,  el  socio  y  la  sociedad  personas 
distintas  y  con  distintos  derechos  y  obligaciones,  no  es  lícito 
á  un  socio  imputar  al  pago  de  sus  créditos  particulares,  lo  que 
recibe  por  cuenta  de  la  sociedad.  Por  consiguiente,  la  entrega 
de  valores  'que  el  deudor  principal  hace  á  uno  de  sus  fiadores 
man comunadosy  pero  á  cuenta  de  la  sociedad  á  que  éste  per- 
tenece, no  opera  el  pago  de  la  deuda  activa  que  dicho  fiador 
tenga  contra  aquél.  —  T.  2,  p.  330. 

—  £1  socio  tiene  personería  para  gestionar  el  cobro  de  una  deu- 
da social,  aunque  no  tenga  autorización  para  percibir.  —  T.  3, 
p.  200. 

—  £1  socio  que  no  acredita  estar  autorizado  para  [percibir  las 
deudas  sociales,  puede  suplir  esa  falla  con  dar  fianza  bastante, 
deque  no  se  cobrará  otra  vez  al  deudor.  — T.  3, p.  200. 

—  La  igualdad  en  el  reparto  de  las'ganancias  y  pérdidas,  no  es 
exigida  por  la  ley,  sino  cuando  los  socios  se  han  librado  al  jui- 
cio de  un  tercero,  ó  nada  se  ha  estipulado.  —  T.  7,  p.  221 . 

—  Para  que  un  contrato  de  sociedad  se  haga  obligatorio  á  los 
socios  entre  sí  en  lo  futuro,  es  necesario  que  sea  registrado 
(art.  399,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  7,  p.  269. 

—  El  gerente  nombrado  en  un  contrato  de  sociedad,  es  el  admi- 
nistrador legal  de  los  bienes  sociales.  —  T.  7,  p.  274. 

—  Los  artículos  479  y  1530  del  Código  de  Comercio  antiguo,  son 
consecuencia  inmediata  del  principio  de  derecho,  de  quelas  ac- 
ciones y  derechos  de  una  sociedad  son  distintas  de  los  derechos 
y  acciones  personales  de  los  socios.  —  T.  7,  p.  274. 

—  No  publicada  la  liquidación  de  una  sociedad,  ni  hecho  saber 
al  comercio  la  inhibición  de  la  firma  social  á  algunos  de  los  so- 
cios, las  transacciones  celebradas  por  los  terceros  con  los  so- 
cios que  figuran  en  la  razón  jsocial,  obligan  á  todos  los  socios 
(art.  455  y  457,  Cód.  Cora.  ant.).  —  T.  9,  p.  320. 

—  Disuelta  una  sociedad,  no  puede  hacerse  por  uno  de  los  so- 
cios nada  de  nuevo,  que  altere  el  estado  de  las  cosas  y  compro- 
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meta  la  responsabilidad  de   los  demás  socios.  — T.  43,  p.  166. 
Sociedad,  —  No  se  entiende  liquidada  una  sociedad  por  el  mero 
hecho  de  poner  avisos  al  público,  de  que  ha  quedado  disuelta 
amigablemente  (art.  (65,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  U,  p.  379. 

—  La  de  capital  é  industria  no  puede  decirse  liquidada  con  la 
sola  entrega  de  las  existencias  al  socio  capitalista,  sin  que  se 
complete  la  liquidación,  con  la  rendición  de  cuentas  del  socio 
industrial.  —  T.  14,  p.  379. 

—  La  existencia  de  una  sociedad  puede  probarse  por  testigos, 
pero  éstos  lian  de  carecer  de  toda  tacha  legal  (art.  400,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  16,  p.  452. 

—  El  contrato  de  sociedad  con  el  objeto  de  negociar  en  ganados 
por.ol  cual  los  socios  convienen  en  comprarlos  á  crédito  y  po- 
ner su  trabajo,  es  válido.  Dicho  contrato,  constante  de  escritu- 
ra púLlica,  lirmado  por  los  socios,  subsiste  para  los  terceros, 

a   alegue  la  disolución  de  la  sociedad,  si  esto  no  ha 
ificado  (art.  387,  389  y  492,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  17. 

rifldud  distinta  de  la  que  contrajo  una  deuda,  no  pue- 
iciitiidn  ni  ser  parte  en  el  Juicio  seguido  contra  ésta. 
I  los  socios  de  la  extinguida  sociedad  lo  fuese  también 
vnmi'nte  Tormada,  los  acreedores  de  ésta  sólo  pueden 
tí*  Tondos  líquidos  que  tuviese  en  la  actual  compañía, 
do  1^1  otros  bienes  libres,  ó  si  después  de  ejecutados 
iiviore,  no  fuesen  suHcienles  para  el  pago  (art.  479, 
.  ant.). -T.  19,  p.  463. 
iiHiu  cuyo  nombre  se  halla  incluido  en  la  razón  social, 

luoir  domanda  en  representación  do  la  sociedad  (art. 

Com.  ant.).  -  T.  21.  p.  426. 
iirtinhu  la  iixistencia  de  la  sociedad  con  sólo  presun- 

Mii'vioii>M  proülailos.  máxime  cuando  se  hademostra- 
«  rnxiH  prosuutus  sociales  han  sido  compradas  á  nom- 
«IvímI»  uno.  — T.  á2,  p.  97. 
Il)>iid(>  t'vcrituní  de  sociedad,  ní  designación^del  socio 
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á  quien  corresponde  usar  de  la  firma  social^  cualquiera  de  ellos 
puede  cobrar  válidamente  á  nombre  de  aquélla.  Aun  cuando  el 
contrato  prohiba  á  uno  de  los  socios  usar  de  la  firma  social,  la 
sociedad  quedará  obligada  por  los  actos  de  éste,  si  su  nombre 
está  incluido  en  la  razón  social  (art.  395  y  457,  Cód.  Com.  ant.). 
—  T.  22,  p.  U6. 

Sociedad.  —  La  quita  y  espera  concedida  á  una  sociedad,  no  fa- 
vorece las  deudas  de  otra  sociedad  ó  del  socio  que  formaba 
parte  de  aquella.  —  T.  23,  p.  499. 

—  £1  haberse  tratado  de  formar  una  sociedad,  no  basta  para  crear 
derechos  y  obligaciones  de  socios,  y  hace  derivar  las  conse- 
cuencias inherentes  á  la  inejecución  délas  convenciones.  —  T. 
25,  p.  30. 

—  No  es  responsable,  como  persona  jurídica,  de  los  actos  ilíci- 
tos de  cualquiera  de  los  socios,  ni  de  sus  consecuencias  (art. 
43  y  4081,  Cód.  Civ.).  —  T.  27,  p.  208. 

—  La  contraída  por  la  mujer  soltera,  mayor  de  edad,  no  se  ex- 
tingue por  su  matrimonio  posterior.  (Tal  causa,  dice  el  fallo, 
no  se  encuentra  entre  las  causas  de  disolución,  que  enumera 
el  Cód.  Civ.  No  se  priva  al  marido  de  sus  facultades  de  admi- 
nistrador de  la  sociedad  conyugal,  porque  puede  representar 
los  derechos  de  la  mujer  en  la  sociedad,  ó  autorizarla  para  con- 
tinuar en  ella.  Esta  doctrina,  agrega,  no  se  opone  á  los  art. 
1735  y  4737  del  Cód.  Civ.,  porque  el  derecho  que  por  ellos  se 
confiere  de  excluir  déla  sociedad  á  un  socio  á  quien  le  sobre- 
viniese alguna  incapacidad,  es  meramente  facultativo  y  acorda- 
do solamente  á  los  otros  socios,  los  cuales  podrían,  en  el  caso, 
ó  continuar  la  sociedad,  representando  en  ella  el  marido  los 
derechos  sociales  de  la  mujer,  ó  demandar  su  exclusión  por  in- 
capaz, á  menos  de  ser  autorizada  por  el  marido  para  continuar 
en  la  sociedad).  —  T.  27,  p.  373. 

—  La  terminación  del  contrato  social  por  la  expiración  del  tér- 
mino, no  invalida  las  obligaciones  contraídas  por  la  socie  ad 
con  un  tercero  de  buena  fe,  máxime  cuando  resulta  haber  sido 
ratificadas  expresamente  con  posterioridad,  todas  las  operacio- 
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ues  hechas  por  la  razón  social  (art.  (00,  101 ,  402,  4S5,  457,  458, 
459,  494  y  498,  Cód.  Com.  ant).  —  T.  36,  p.  870. 
Sociedad.  —  Probada  su  existencia,  cada  socio  es  solidario  por 
sus  deudas,  aunque  la  sociedad  se  haya  disuelto,  y  uno  de  etlos 
se  haya  hecho  cargo  del  activo  y  pasivo  (art.  401,  402,  454,  479 
y  492,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  37,  p.  381 . 

—  El  contrato  de  arrendamiento,  cuyo  precio  consiste  en  ana 
cuota  proporcional  de  los  trutos  que  produzca  la  cosa,  es  un 
contrato  de  sociedad,  en  que  el  locatftrio  es  socio  industrial.  Sí 
éste  no  cumple  con  el  servicio  prometido,  por  su  culpa,  puede 
disolverse  el  contrato.  (Nota  al  art.  1493  yart.  1709, Cód. Civ.). 
—  T.  43,  p.  198. 

—  El  que  ha  contratado  con  una  razón  social,  no  puede  exigir 
queésta  al  entablar  demanda  sobre  rescisión  del  contrato,  acom- 
pañe el  documento  probatorio  de  la  sociedad.  — T.  48,  p.  267. 

—  El  convenio  por  el  cual,  demandante  y  demandado  se  unen 
para  practicar  actos  de  comercio,  con  ánimo  de  partir  el  lucro 
y  las  pérdidas,  es  un  contrato  de  sociedad  (art.  282,  Cód.  Com. 
ant.). —  T.  53,  p.  307. 

—  La  sociedad  arrendataria  de  una  finca,  no  se  exonera  de  sus 
obligaciones  á  favor  del  locador  por  el  solo  hecho  de  haber 
transferido  á  otro  el  arriendo,  aunque  el  locador  lo  haya  sabi- 
do, y  recibido  de  éste  sumas  de  dinero  (art.  496,  Cód.  Com.  ant.; 
art.  1742,  Cód.  Civ.).  —  T.  53,  p.  339. 

-  El  socio  que  ha  aportado  una  cosa  en  uso  y  goce,  tiene  dere- 
cho para  exij^ir  su  restitución,  una  vez  disuelta  la  sociedad, 
^¡X  máxime  cuando  no  se  prueba  que  sea  deudor  de  suma  alguna 
por  razón  déla  cosa  demandada  (art.  1706,  Cód.  Civ.).  —  T.  56, 
p.  66. 

El  contrato  que  tiene  por  objeto  una  negociación  promiscua, 
para  distribuir  las  utilidades  una  vez  liquidado,  es  nulo  y  no 
produce  efecto,  si  el  aporte  de  uno  de  los  contratantes  consiste 
solamente  en  su  influencia  y  crédito  (art.  1630,  Cód.  Civ.  Si  el 
contrato  no  debiera  ser  calificado  de  sociedad,  sino  como  for- 
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mando  entre  los  innominados,  la  solución  de  las  cuestiones 
que  de  él  surjan,  deben  ser  resueltas  por  los  principios  esta- 
blecidos por.leyes  análogas  :  art.  16,  21, 1648'y  1649,  Cód.  Civ.). 
—  T.  61,  p.  165. 

Sociedad.  —  Probada  la  sociedad  para  la  adquisición  de  un 
campo,  el  que  adquirió  éste  en  su  nombre,  está  obligado  á 
reconocer  su  existencia  y  proceder  á  la  liquidación  (art.  1648, 
1662.  1675  y  1778,  Cód.  Civ.).  —  T.  62,  p.  331. 

—  Dado  un  contrato  de  sociedad  sobre  explotación  agrícola  de 
un  establecimiento  de  campo,  por  el  cual  un  socio  industrial 
queda  encargado  de  la  administración,  si  los  socios  capitalis- 
tas y  dueños  del  campo  lo  transfieren  á  otras  sociedades,  sin  men- 
ción ni  intervención  del  socio  industrial,  éste  no  puede  consi- 
derarse socio  de  dichas  sociedades,  y  demandarlas  por  falta  de 
cumplimiento  del  contrato  de  sociedad,  aunque  hayan  conti- 
nuado en  la  misma  explotación.  Si  el  socio  industrial  siguió  en 
la  administración,  tiene  acción  contra  estas  últimas  para  que 
le  paguen,  por  sus  servicios,  el  precio  de  costumbre  que  de- 
terminen los  arbitros,  sin  perjuicio  de  los  derechos  que  le  co- 
rrespondan contra  la  primitiva  sociedad  (art.  1199, 1627  y  1667, 
Cód.  Civ.).  — T.  62,  p.  372. 

—  Véase  :  Adminütrador ;  Contrato  de  sociedad;  Escritura; 
Prueba  ;  Prueba  testimonial. 

Sociedad  anónima.  —  El  centro  principal  de  los  negocios  de 
una  corporación  anónima,  se  encuentra  en  el  lugar  en  que  re- 
side el  directorio,  y  en  donde  se  reúne  la  asamblea  general, 
porque  es  ese  el  lugar  donde  se  imprime  la  iniciativa  y  direc- 
ción, donde  se  lleva  la  contabilidad  general,  donde  se  aprue- 
ba, desaprueba  y  finiquita  todos  los  actos  de  la  administración, 
de  donde  parte  y  á  donde  retrovierte  el  movimiento  de  los  fon- 
dos, y  donde  se  conserva  el  archivo  de  los  papeles  sociales.  — 
T.  9,  p.  365. 

—  Las  sociedades  anónimas  tienen  domicilio  en  la  provincia 
donde  funcionan,  sea  como  casa  principal  ó  como  sucursal. — 
T.  17,  p.  156. 
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Sociedad  anónima.  —  Las  sociedades  anónimas  no  autorizadas, 
no  tienen  personería  jurídica,  y  por  ellas  son  personalmente 
responsables  sus  administradores.  Siendo  extranjeros  éstos,  no 
pueden  ser  demandados  por  otro  extranjero  ante  la  justicia 
nacional  (art.  9,  Ley  Jurisd.;  art.  405  y  408,  Cód.  Com.  ant. ; 
art.  45,  Cód.  Civ.).  —  T.  18,  p.  432. 

—  Las  sociedades  anónimas  son  reputadas  para  los  efectos  del 
fuero,  como  ciudadanos  vecinos  de  la  provincia  en  que  se  ha- 
llen establecidas  (art.  9,  Ley  Jurisd.).  — T.  25,  p.  312. 

—  Para  los  efectos  del  fuero  federal,  las  sociedades  anónimas 
son  consideradas  como  de  nacionalidad  argentina  (art.  9,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  34,  p.  426. 

—  Las  sociedades  anónimas  son  reputadas  á  los  efectos  del 
fuero,  como  ciudadanos  vecinos  del  lugar  en  que  hacen  sus 
negocios  (art.  9,  Ley  Jurisd.). —  T.  37,  p.  343. 

—  Aquella,  cuya  existencia  y  formación  aparece  autorizada  por 
leyes  de  una  provincia,  se  considera  á  los  efectos  del  fuero, 
como  ciudadano  vecino  de  esa  provii^cia,  aunque  su  directo- 
rio esté  constituido  y  funcione  en  el  extranjero  (art.  9,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  39,  p.  32. 

—  El  presidente  de  una  sociedad  anónima,  no  puede  demandar 
al  poder  ejecutivo  de  la  provincia  que  la  autorizó,  para  que  se 
declare  nula  una  cláusula  del  decreto  de  autorización.  (Los 
poderes  con  que  actúa  el  demandante,  alcanzan  sólo  á  la  ges- 
tión de  los  derechos  é  intereses  de  la  compañía,  tal  como  na- 
cen de  sus  estatutos  y  en  la  forma  en  que  han  sido  reconoci- 
dos y  aprobados  por  el  gobierno,  mediante  cuya  autorización 
funciona,  y  no  á  actos  que  tengan  por  objeto  la  modificación 
de  dichos  estatutos  ó  de  las  condiciones  mismas  de  la  forma- 
ción y  subsistencia  de  la  sociedad,  que  son  extraños  y  opues- 
tos por  su  propia  naturaleza,  á  su  cometido).  —  T.  40,  p.  396. 

—  Véase  :  Administrador ;  Estatutos ;  Justicia  federal. 

Sociedad  civiL  —  La  sociedad  que  tiene  por  objeto  la  siembra  y 
explotación  de  viñas,  caña  de  azúcar  y  demás  productos  agrí- 
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colas,  es  de  naturaleza  civil.  La  circunstancia  de  mencionarse 
el  establecimiento  de  un  ingenio,  como  complemento  de  la  ex- 
plotación agrícola,  no  la  cambia  en  comercial,  ni  hace  nece- 
saria para  su  subsistencia,  la  inscripción  del  contrato  en  el 
registro  de  comercio.  —  T.  30,  p.  391. 

Sociedad  civil.  —  El  contrato  de  sociedad  civil,  en  que  el  aporte 
de  uno  de  los  socios  consiste  en  bienes  inmuebles,  debe  ser 
hecho  en  escritura  pública,  bajo  pena  de  nulidad.  Siendo  he- 
cho en  escritura  privada,  cualquiera  de  los  socios  puede  sepa- 
rarse cuando  le  parezca,  y  el  otro  socio  sólo  tiene  derecho  á  la 
liquidación  de  las  operaciones  sociales  hasta  el  día  de  la  sepa- 
ración y  partición  consiguiente.  Existiendo  datos  bastantes 
para  apreciar  el  importe  de  las  ganancias  producidas,  el  tribu- 
nal puede  hacerlo  equitativamente  (art.  1184,  inc.  d^y  y  1663, 
Cód.  Civ.  iVo  puede  oponerse  en  contrario,  la  disposición  del 
art.  1662,  Cód.  Civ.,  porque  sin  admitir  incongruencia  entre 
este  artículo  y  los  anteriormente  citados,  é  incurrir  en  olvido 
de  los  textos  que  sirven  de  fuente  á  unos  y  otros,  no  es  posible 
entender  esta  disposición  sino  en  relación  á  las  sociedades  cuyo 
capital  no  alcance  á  mil  pesos,  ó  sea,  de  aquellas  que,  ya  por  no 
alcanzar  á  esta  suma,  ya  por  recaer  sobre  bienes  puramente 
muebles,  no  se  hallen  regidas  por  el  art.  1184).  —  T.  37,  p.  50. 

Sociedad  conjugal.  —  No  probándose  que  una  compra  se  ha 
hecho  con  bienes  de  uno  de  los  cónyuges,  es  de  estimarse  que 
se  ha  hecho  con  bienes  de  la  sociedad  conyugal.  —  T.  15, 
p.  436. 

—  La  cosa  adquirida  durante  la  sociedad,  pero  cuya  causa  es 
anterior  al  matrimonio,  y  lo  poseído  por  alguno  de  los  cónyuges 
antes  del  matrimonio,  por  título  vicioso  juzgado  durante  la  so- 
ciedad conyugal,  no  pertenece  á  ésta,  sino  al  que  la  adquirió 
y  poseyó  (art.  1268,  Cód.  Civ.).  —  T.  16,  p.  123. 

—  Los  bienes  poseídos  por  la  mujer,  se  consideran  de  la  socie- 
dad conyugal,  si  no  se  prueba  que  pertenecen  á  aquélla  exclu- 
vamente.  —  T.  18,  p.  44. 

—  Véase  :  Bienes ;  Bienes  de  la  mujer;  Bienes  gananciales. 

T.  II  91 
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Sociedad  anónima.  —  Las  sociedades  anónimas  no  autorizadas, 
no  tienen  personería  jurídica,  y  por  ellas  son  personalmente 
responsables  sus  administradores.  Siendo  extranjeros  éstos,  no 
pueden  ser  demandados  por  otro  extranjero  ante  la  justicia 
nacional  (art.  9,  Ley  Jurisd. ;  art.  405  y  408,  Cód.  Cora.  ant. ; 
art.  45,  Cód.  Civ.).  —  T.  18,  p.  432. 

—  Las  sociedades  anónimas  son  reputadas  para  los  efectos  del 
fuero,  como  ciudadanos  vecinos  de  la  provincia  en  que  se  ha- 
llen establecidas  (art.  9,  Ley  Jurisd.).  — T.  25,  p.  342. 

—  Para  los  efectos  del  fuero  federal,  las  sociedades  anónimas 
son  consideradas  como  de  nacionalidad  argentina  (art.  9,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  34,  p.  426. 

—  Las  sociedades  anónimas  son  reputadas  á  los  efectos  del 
fuero,  como  ciudadanos  vecinos  del  lugar  en  que  hacen  sus 
negocios  (art.  9,  Ley  Jurisd.). —  T.  37,  p.  343. 

—  Aquella,  cuya  existencia  y  formación  aparece  autorizada  por 
leyes  de  una  provincia,  se  considera  á  los  efectos  del  fuero, 
como  ciudadano  vecino  de  esa  proviíjcia,  aunque  su  directo- 
rio esté  constituido  y  funcione  en  el  extranjero  (art.  9,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  39,  p.  32. 

—  El  presidente  de  una  sociedad  anónima^  no  puede  demandar 
al  poder  ejecutivo  de  la  provincia  que  la  autorizó,  para  que  se 
declare  nula  una  cláusula  del  decreto  de  autorización.  (Los 
poderes  con  que  actúa  el  demandante,  alcanzan  sólo  á  la  ges- 
tión de  los  derechos  é  intereses  de  la  compañía,  tal  como  na- 
cen de  sus  estatutos  y  en  la  forma  en  que  han  sido  reconoci- 
dos y  aprobados  por  el  gobierno,  mediante  cuya  autorización 
funciona,  y  no  á  actos  que  tengan  por  objeto  la  modificación 
de  dichos  estatutos  ó  de  las  condiciones  mismas  de  la  forma- 
ción y  subsistencia  de  la  sociedad,  que  son  extraños  y  opues- 
tos por  su  propia  naturaleza,  á  su  cometido).  —  T.  40,  p.  396. 

—  Véase  :  Administrador ;  Estatutos ;  Justicia  federal. 

Sociedad  civiL  —  La  sociedad  que  tiene  por  objeto  la  siembra  y 
explotación  de  viñas,  caña  de  azúcar  y  demás  productos  agrí- 
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colas,  es  de  naturaleza  civil.  La  circunstancia  de  mencionarse 
el  establecimiento  de  un  ingenio,  como  complemento  de  la  ex- 
plotación agrícola,  no  la  cambia  en  comercial,  ni  hace  nece- 
saria para  su  subsistencia,  la  inscripción  del  contrato  en  el 
registro  de  comercio.  —  T.  30,  p.  391. 

Sociedad  civil.  —  £1  contrato  de  sociedad  civil,  en  que  el  aporte 
de  uno  de  los  socios  consiste  en  bienes  inmuebles,  debe  ser 
hecho  en  escritura  pública,  bajo  pena  de  nulidad.  Siendo  he- 
cho en  escritura  privada,  cualquiera  de  los  socios  puede  sepa- 
rarse cuando  le  parezca,  y  el  otro  socio  sólo  tiene  derecho  á  la 
liquidación  de  las  operaciones  sociales  hasta  el  día  de  la  sepa- 
ración y  partición  consiguiente.  Existiendo  datos  bastantes 
para  apreciar  el  importe  de  las  ganancias  producidas,  el  tribu- 
nal puede  hacerlo  equitativamente  (art.  1184,  inc.  3^,  y  1663, 
Cód.  Civ.  No  puede  oponerse  en  contrario,  la  disposición  del 
art.  1662,  Cód.  Civ.,  porque  sin  admitir  incongruencia  entre 
este  artículo  y  los  anteriormente  citados,  é  incurrir  en  olvido 
de  los  textos  que  sirven  de  fuente  á  unos  y  otros,  no  es  posible 
entender  esta  disposición  sino  en  relación  á  las  sociedades  cuyo 
capital  ni)  alcance  á  mil  pesos,  ó  sea,  de  aquellas  que,  ya  por  no 
alcanzar  á  esta  suma,  ya  por  recaer  sobre  bienes  puramente 
muebles,  no  se  hallen  regidas  por  el  art.  1184).  —  T.  37,  p.  50. 

Sociedad  conyugal.  —  No  probándose  que  una  compra  se  ha 
hecho  con  bienes  de  uno  de  los  cónyuges,  es  de  estimarse  que 
se  ha  hecho  con  bienes  de  la  sociedad  conyugal. — T.  15, 
p.  436. 

—  La  cosa  adquirida  durante  la  sociedad,  pero  cuya  causa  es 
anterior  al  matrimonio,  y  lo  poseído  por  alguno  de  los  cónyuges 
antes  del  matrimonio,  por  título  vicioso  juzgado  durante  la  so- 
ciedad conyugal,  no  pertenece  á  ésta,  sino  al  que  la  adquirió 
y  poseyó  (art.  1268,  Cód.  Civ.).  —  T.  16,  p.  123. 

—  Los  bienes  poseídos  por  la  mujer,  se  consideran  déla  socie- 
dad conyugal,  si  no  se  prueba  que  pertenecen  á  aquélla  exclu- 
vamente. — T.  18,  p.  44. 

— -    Véase  :  Bienes;  Bienes  de  la  mujer;  Bienes  gananciales. 
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Sociedad  anónima.  —  Las  sociedades  anónimas  no  autorizadas, 
no  tienen  personería  jurídica,  y  por  ellas  son  personalmente 
responsables  sus  administradores.  Siendo  extranjeros  éstos,  no 
pueden  ser  demandados  por  otro  extranjero  ante  la  justicia 
nacional  (art.  9,  Ley  Jurisd.;  art.  405  y  408,  Cód.  Cora.  ant. ; 
art.  45,  Cód.  Civ.).  —  T.  18,  p.  432. 

—  Las  sociedades  anónimas  son  reputadas  para  los  efectos  del 
fuero,  como  ciudadanos  vecinos  de  la  provincia  en  que  se  ha- 
llen establecidas  (art.  9,  Ley  Jurisd.).  — T.  25,  p.  342. 

—  Para  los  efectos  del  fuero  federal,  las  sociedades  anónimas 
son  consideradas  como  de  nacionalidad  argentina  (art.  9,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  34,  p.  426. 

—  Las  sociedades  anónimas  son  reputadas  á  los  efectos  del 
fuero,  como  ciudadanos  vecinos  del  lugar  en  que  hacen  sus 
negocios  (art.  9,  Ley  Jurisd.). —  T.  37,  p.  343. 

—  Aquella,  cuya  existencia  y  formación  aparece  autorizada  por 
leyes  de  una  provincia,  se  considera  á  los  efectos  del  fuero, 
como  ciudadano  vecino  de  esa  proviíjcia,  aunque  su  directo- 
rio esté  constituido  y  funcione  en  el  extranjero  (art.  9,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  39,  p.  32. 

—  El  presidente  de  una  sociedad  anónima,  no  puede  demandar 
al  poder  ejecutivo  de  la  provincia  que  la  autorizó,  para  que  se 
declare  nula  una  cláusula  del  decreto  de  autorización.  (Los 
poderes  con  que  actúa  el  demandante,  alcanzan  sólo  á  la  ges- 
tión de  los  derechos  é  intereses  de  la  compañía,  tal  como  na- 
cen de  sus  estatutos  y  en  la  forma  en  que  han  sido  reconoci- 
dos y  aprobados  por  el  gobierno,  mediante  cuya  autorización 
funciona,  y  no  á  actos  que  tengan  por  objeto  la  modificación 
de  dichos  estatutos  ó  de  las  condiciones  mismas  de  la  forma- 
ción y  subsistencia  de  la  sociedad,  que  son  extraños  y  opues- 
tos por  su  propia  naturaleza,  á  su  cometido).  —  T.  40,  p.  396* 

—  Véase  :  Administrador ;  Estatutos ;  Justicia  federal. 

Sociedad  civiL  —  La  sociedad  que  tiene  por  objeto  la  siembra  y 
explotación  de  viñas,  caña  de  azúcar  y  demás  productos  agrí- 
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colas,  es  de  naturaleza  civil.  La  circunstancia  de  mencionarse 
el  establecimiento  de  un  ingenio,  como  complemento  de  la  ex- 
plotación agrícola,  no  la  cambia  en  comercial,  ni  hace  nece- 
saria para  su  subsistencia,  la  inscripción  del  contrato  en  el 
registro  de  comercio.  —  T.  30,  p.  391. 

Sociedad  cítíI.  —  £1  contrato  de  sociedad  civil,  en  que  el  aporte 
de  uno  de  los  socios  consiste  en  bienes  inmuebles,  debe  ser 
hecho  en  escritura  pública,  bajo  pena  de  nulidad.  Siendo  he- 
cho en  escritura  privada,  cualquiera  de  los  socios  puede  sepa- 
rarse cuando  le  parezca,  y  el  otro  socio  sólo  tiene  derecho  á  la 
liquidación  de  las  operaciones  sociales  hasta  el  día  de  la  sepa- 
ración y  partición  consiguiente.  Existiendo  datos  bastantes 
para  apreciar  el  importe  de  las  ganancias  producidas,  el  tribu- 
nal puede  hacerlo  equitativamente  (art.  4184,  inc.  3^,  y  4663, 
Cód.  Civ.  No  puede  oponerse  en  contrario,  la  disposición  del 
art.  4662,  Cód.  Civ.,  porque  sin  admitir  incongruencia  entre 
este  artículo  y  los  anteriormente  citados,  é  incurrir  en  olvido 
de  los  textos  que  sirven  de  fuente  á  unos  y  otros,  no  es  posible 
entender  esta  disposición  sino  en  relación  á  las  sociedades  cuyo 
capital  no  alcance  á  mil  pesos,  ó  sea,  de  aquellas  que^  ya  por  no 
alcanzar  á  esta  suma,  ya  por  recaer  sobre  bienes  puramente 
muebles,  no  se  hallen  regidas  por  el  art.  4484).  —  T.  37,  p.  50. 

Sociedad  conjugal.  —  No  probándose  que  una  compra  se  ha 
hecho  con  bienes  de  uno  de  los  cónyuges,  es  de  estimarse  que 
se  ha  hecho  con  bienes  de  la  sociedad  conyugal.  —  T.  45, 
p.  436. 

—  La  cosa  adquirida  durante  la  sociedad,  pero  cuya  causa  es 
anterior  al  matrimonio,  y  lo  poseído  por  alguno  de  los  cónyuges 
antes  del  matrimonio,  por  título  vicioso  juzgado  durante  la  so- 
ciedad conyugal,  no  pertenece  á  ésta,  sino  al  que  la  adquirió 
y  poseyó  (art.  4268,  Cód.  Civ.).  —  T.  46,  p.  423. 

—  Los  bienes  poseídos  por  la  mujer,  se  consideran  déla  socie- 
dad conyugal,  si  no  se  prueba  que  pertenecen  á  aquélla  exclu- 
vamente. — T.  48,  p.  44. 

—  Véase  :  Bienes ;  Bienes  de  la  mujer;  Bienes  gananciales, 
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Sociedad  anónima^  —  Las  sociedades  anónimas  no  autorizadas, 
no  tienen  personería  jurídica,  y  por  ellas  son  personalmente 
responsables  sus  administradores.  Siendo  extranjeros  éstos,  no 
pueden  ser  demandados  por  otro  extranjero  ante  la  justicia 
nacional  (art.  9,  Ley  Jurisd.;  art.  405  y  408,  Cód.  Cora.  ant. ; 
art.  45,  Cód.  Civ.).  —  T.  18,  p.  432. 

—  Las  sociedades  anónimas  son  reputadas  para  los  efectos  del 
fuero,  como  ciudadanos  vecinos  de  la  provincia  en  que  se  ha- 
llen establecidas  (art.  9,  Ley  Jurisd.).  — T.  25,  p.  312. 

—  Para  los  efectos  del  fuero  federal,  las  sociedades  anónimas 
son  consideradas  como  de  nacionalidad  argentina  (art.  9,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  34,  p.  426. 

—  Las  sociedades  anónimas  son  reputadas  á  los  efectos  del 
fuero,  como  ciudadanos  vecinos  del  lugar  en  que  hacen  sus 
negocios  (art.  9,  Ley  Jurisd.). —  T.  37,  p.  343. 

—  Aquella,  cuya  existencia  y  formación  aparece  autorizada  por 
leyes  de  una  provincia,  se  considera  á  los  efectos  del  fuero, 
como  ciudadano  vecino  de  esa  provincia,  aunque  su  directo- 
rio esté  constituido  y  funcione  en  el  extranjero  (art.  9,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  39,  p.  32. 

—  El  presidente  de  una  sociedad  anónima,  no  puede  demandar 
al  poder  ejecutivo  de  la  provincia  que  la  autorizó,  para  que  se 
declare  nula  una  cláusula  del  decreto  de  autorización.  (Los 
poderes  con  que  actúa  el  demandante,  alcanzan  sólo  á  la  ges- 
tión de  los  derechos  é  intereses  de  la  compañía,  tal  como  na- 
cen de  sus  estatutos  y  en  la  forma  en  que  han  sido  reconoci- 
dos y  aprobados  por  el  gobierno,  mediante  cuya  autorización 
funciona,  y  no  á  actos  que  tengan  por  objeto  la  modificación 
de  dichos  estatutos  ó  de  las  condiciones  mismas  de  la  forma- 
ción y  subsistencia  de  la  sociedad,  que  son  extraños  y  opues- 
tos por  su  propia  naturaleza,  á  su  cometido).  — T.  40,  p.  396. 

—  Véase  :  Administrador ;  Estatutos ;  Juslicia  federal. 

Sociedad  cítü.  —  La  sociedad  que  tiene  por  objeto  la  siembra  y 
explotación  de  viñas,  caña  de  azúcar  y  demás  productos  agrí- 
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colas,  es  de  naturaleza  civil.  La  circunstancia  de  mencionarse 
el  establecimiento  de  un  ingenio,  como  complemento  de  la  ex- 
plotación agrícola,  no  la  cambia  en  comercial,  ni  hace  nece- 
saria para  su  subsistencia,  la  inscripción  del  contrato  en  el 
registro  de  comercio.  —  T.  30,  p.  391.  í 

Sociedad  cítíI.  —  £1  contrato  de  sociedad  civil,  en  que  el  aporte  ' 

de  uno  de  los  socios  consiste  en  bienes  inmuebles,  debe  ser 
hecho  en  escritura  pública,  bajo  pena  de  nulidad.  Siendo  he- 
cho en  escritura  privada,  cualquiera  de  los  socios  puede  sepa- 
rarse cuando  le  parezca,  y  el  otro  socio  sólo  tiene  derecho  á  la 
liquidación  de  las  operaciones  sociales  hasta  el  día  de  la  sepa- 
ración y  partición  consiguiente.  Existiendo  datos  bastantes 
para  apreciar  el  importe  de  las  ganancias  producidas,  el  tribu- 
nal puede  hacerlo  equitativamente  (art.  1184,  ¡nc.  3®,  y  1663, 
Cód.  Cív.  No  puede  oponerse  en  contrario,  la  disposición  del 
art.  1662,  Cód.  Civ.,  porque  sin  admitir  incongruencia  entre 
este  artículo  y  los  anteriormente  citados,  é  incurrir  en  olvido 
de  los  textos  que  sirven  de  fuente  á  unos  y  otros,  no  es  posible 
entender  esta  disposición  sino  en  relación  á  las  sociedades  cuyo 
capital  ni)  alcance  á  mil  pesos,  ó  sea,  de  aquellas  que,  ya  por  no 
alcanzar  á  esta  suma,  ya  por  recaer  sobre  bienes  puramente 
muebles,  no  se  hallen  regidas  por  el  art.  1184).  —  T.  37,  p.  50. 

Sociedad  conyugal.  —  No  probándose  que  una  compra  se  ha 
hecho  con  bienes  de  uno  de  los  cónyuges,  es  de  estimarse  que 
se  ha  hecho  con  bienes  de  la  sociedad  conyugal.  —  T.  15, 
p.  436. 

—  La  cosa  adquirida  durante  la  sociedad,  pero  cuya  causa  es 
anterior  al  matrimonio,  y  lo  poseído  por  alguno  de  los  cónyuges 
antes  del  matrimonio,  por  título  vicioso  juzgado  durante  la  so- 
ciedad conyugal,  no  pertenece  á  ésta,  sino  al  que  la  adquirió 
y  poseyó  (art.  1268,  Cód.  Civ.).  —  T.  16,  p.  123. 

—  Los  bienes  poseídos  por  la  mujer,  se  consideran  de  la  socie- 
dad conyugal,  si  no  se  prueba  que  pertenecen  á  aquélla  exclu- 
vamente.  —  T.  18,  p.  44. 

—  Véase  :  Bienes  ;  Bienes  de  la  mujer ;  Bienes  gananciales. 
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Sociadad  ds  baneficancia.  —  Una  sociedad  de  beneficencia,  que 
tiene  existencia  legal  como  persona  jurídica,  do  puede  ser  di- 
suelta por  decreto  del  poder  ejecutivo,  ni  privada  del  domi- 
nio de  sus  bienes.  Tampoco  lo  puede  una  simple  asociación 
religiosa,  según  el  fin  de  su  instituto  (art.  16,  Cóá.  Civ.).  Un 
decreto  de  tal  naturaleza,  es  repugnante  á  los  artículos  1i  y  15 
de  la  Cunstitucíónanacional.  —  T.  11,  p.  139. 

Sociedad  da  aaguroa.  — Las  suciedades  de  seguros  que  do  son 
mutuas,  ton  consideradas  como  personas  jurídicas  en  igualdad 
de  condiciones  legales,  como  las  simples  particulares.  Ellas, 
como  éstas,  no  pueden  sustraerse  alas  disposiciones  imperati- 
vas ó  prohibitivas  que  rigen  la  materia  de  seguros,  y  el  pacto  en 
contra  se  tiene  por  no  escrito.  Tal  es  la  disposición  que  auto- 
riza al  juez  para  deferir  al  juramento  del  asegurado,  el  precio 
cierto  de  las  cosas  muebles  incendiadas,  en  defecto  de  pruebas 
justificativas  (art.  643,  671  y  684,  Cód.  Cora.  ant.).  —  T.  17, 
p.  43. 

Sociedad  en  liqoídaeidii.  —  Véase  :  Liquidación;  Poder. 

Sociedad  en  participación.  —  Uno  de  los  caracteres  de  ésta,  es 
la  reserva;  y  es  esta  la  razón  por  la  cual  el  artículo  446,  Códi- 
go de  Comercio  antiguo,  dispensa  del  registro  de  la  escritura, 
que  la  revelarla  a!  público  contra  la  intención  de  los  asocia- 
dos. Por  esto,  00  obliga  sino  i  los  que  la  celebran,  y  no  á  ter- 
ceros que  la  ignoran.  Para  éstos,  cada  socio  tiene  la  represen- 
tación individual  de  su  persona,  y  responsabiliza  los  bienes 
que  administra,  como  si  fueran  suyos,  aun  por  sus  obligacio- 
nes personales  (art.  444  y  450,  Cód.  Com.  ant.).  — T.  8,p.  335. 

—  Véase  :  Personería. 

Sooiadad  mercantil. — Todo  contrato  de  sociedad  mercantil 
debe  ser  inscripto  en  el  registro  público  de  comercio.  Sin  ese 
requisito,  carece  de  valor  contra  terceros  (art.  47, 397,  398  y 
399,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  20,  p.  310. 

—  Un  contrato  en  el  que  se  ponen  en  común,  por  uno  de  los 
contratantes,  un  terreno,  y  por  el  otro,  su  trabajo  personal,  con 
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objetos  de  coraercio,  llaináadose  socios  los  contratantes^  y  so- 
metiendo al  juez  de  comercio  las  desaveniencias,  es  un  contrato 
de  sociedad  comercial  y  no  de  locación  de  obra  (art.  387ysig., 
Cód.  Cora.  ant.).  —  T.  23,  p.  397. 

Socio.  —  El  no  ostensible  puede  ser  juzgado  socio^  con  relación  á 
las  personas  con  quienes  contrató  la  sociedad,  aunque  no  pue- 
da serlo  en  relación  á  terceros  (art.  1669,  Cód.  Civ.).  —  T.  H, 
p.  80. 

—  El  no  ostensible,  que  pide  ser  declarado  socio  respecto  de 
las  personas  con  quienes  contrató,  ejercita  una  acción  personal, 
y  el  fuero  legitimo  es  el  del  domicilio  de  los  demandados  (ley 
32,  tít.  2,  part.  3*).  —  T.  11,  p.  80. 

—  Liquidada  y  disuelta  una  sociedad,  cada  uno  de  los  socios 
responde  solidariamente  de  las  deudas  sociales,  si  los  socios 
han  sido  solidarios.  — T.  18,  p.  56. 

—  £1  que  se  pretende  acreedor  de  una  sociedad,  puede legalmen- 
te  demandar  á  uno  de  los  socios,  si  la  sociedad  se  ha  disueUo. 
En  ese  caso,  la  competencia  resulta  del  domicilio  del  demanda, 
do  y  de  la  distinta  nacionalidad  de  éste  y  del  demandante.  — 
T.  22,  p.  111. 

—  Una  de  los  socios  no  puede  nombrar  interventor  para  que  ve- 
le é  inspecciónelos  libros  y  demás  intereses  sociales,  teniendo 
el  derecho  de  examinar  los  libros  y  demás  documentos  que 
comprueben  el  estado  de  la  administración  social  y  pudiendo 
pedir  al  juez  de  la  causa  las  medidas  de  seguridad  y  conserva- 
ción de  los  bienes  sociales  (art.  392^  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  22, 
p. 117. 

—  El  que  se  apropia  obras  de  la  sociedad  que  no  han  sido  pa- 
gadas, contrae  la  obligación  de  abonarlas  al  constructor,  que 
tiene  derecho  preferente  para  cobrar  su  importe.  —  T.  23,  p. 
397. 

—  La  obligación  firmada  por  una  razón  social,  obliga  á  todoslos 
socios  solidariamente^  cuando  la  sociedad  es  colectiva.  No  im- 
porta que  en  la  firma  se  haya  incluido  un  nombre  que  no  era 
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el  usual  de  la  razón  social,  desde  que  ese  nombre  es  de  unode 
los  socios,  no  se  ha  producido  la  escritura  de  sociedad  que  pre- 
cise otro  nombre  de  la  misma,  y  la  deuda  resulte  ó  se  presume 
contraída  por  los  negocios  de  la  sociedad.  El  socio  responsa- 
ble no  tíeue  derecho  para  deducir  tercería  y  excluir  de  la  ejecu- 
ción, los  bienes  de  su  propiedad  que  se  lian  embargado  para  el 
pago  de  la  deuda  social  (art.  387, 393,  391,  401,  437,  453,  454, 
455y  456,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  24,  p.  184. 
Socio.  —  La  participación  en  las  utilidades,  no  constituye  en  el 
que  la  recibe,  el  carácter  de  socio.  Ella  puede  verificarse  en 
Tavor  de  un  dependiente.  —  T.  36,  p.  13. 

—  La  exclusión  de  un  socio  de  la  sociedad,  por  las  causas  que  la 
ley  señala  debe  ser  pedida  al  juez  competente,  y  no  ser  verifi- 
cada por  si  mismos,  por  los  otros  socios  (art.  tfi83, 1684  y  4685, 
Cód.  Civ.).  —  T.  26,  p.  319. 

—  La  expulsión  de  hecho  y  con  violencia  de  un  socio,  sujeta  al 
que  la  verificó  á  las  responsabilidades  é  indemnizaciones  con- 
siguientes, las  que  deben  ser  fijadas  porperitos.  —  T.  26,  p.  319. 

—  Están  los  socios  en  el  deber  de  conocer  los  actos  que  se  re- 
fieren Á  la  sociedad,  y  la  contestación  de  ignorarlos,  debe 
tenerse  por  confesión.  —  T.  27,  p.  i12. 

—  Es  válido  el  testimonio  del  socio,  que  no  lo  es  en  el  negocio 
en  que  declara.  (Ley  21,  til.  16,  part.  3*.  Se  Iratitba  de  una  de- 
claración prestada  para  acreditar  el  fuero).  — T.  28,  p.  H. 

—  El  que  ha  tomado  sobre  si  e)  activo  y  pasivo  de  la  sociedad, 
DO  puede  oponer  al  acreedor  de  ésta,  la  compensación  por  deu- 
da personal  d  favor  de  otro  socio  (art.  ili,  inc,  2°,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  30,  p.  186. 

—  El  socio  que  se  prueba  haber  sido  el  administrador  de  la  so- 
ciedad, está  obligado  á  rendircuentadesu  administración  (art. 
1700  y  1709,  Cód.  Civ.).  — T.  30,  p.  506. 

—  La  muerte  de  un  socio,  no  impide  que  la  razón  social  conti- 
núe las  gestiones  iniciadas  en  vida  de  él,  ante  el  juez  competen- 
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te  í[\ie  conoce  de  ellas  (art.  484,  Cód.  Gom.  ant.;  ley  23,  tit.  5, 
part.  3*).  —  T.  3i,  p.  391. 

Socio.  —  Muerto  el  socio  administrador,  puede  darse  la  posesión 
provisoria  de  los  bienes  sociales,  á  los  demás  socios^  sin  per- 
juicio de  proveer  sobre  la  posesión  y  administración  de  éstos, 
con  audiencia  y  acuerdo  de  todos  los.  interesados.  — T.  37, 
p.  257. 

—  Los  socios  en  participación  no  son  solidarios,  si  han  expresa- 
do la  participación  que  toman  en  la  sociedad  (art.  399,  Cód. 
Com.;  art.  449,  Cód.  Com.  ant.  Según  estos  artículos,  la  solida- 
ridad entre  los  socios  en  caso  de  sociedad  en  participación  y 
de  una  operación  hecha  en  común,  sólo  existe  cuando  no  se  ha 
expresado  la  participación  que  cada  uno  toma  en  la  última).  — 
T.  47,  p.  U. 

—  Véase:  Contrato  de  sociedad;  Justicia  federal;  Prueba ; Socie-- 
dad. 

Socio  comanditario.  —  No  puede  ser  considerado  como  simple- 
mente comanditario,  el  socio  capitalista  á  quien,  en  el  contrato 
de  sociedad,  se  atribuye  facultad  de  administrar  (art.  438,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  53,  p.  339. 

Socio  industrial.  —  Véase  :  Sociedad, 

Socio  liquidador.  —  Tiene  la  representación  completa  déla  so- 
ciedad en  liquidación  (art.  997,  Cód.  Com.  ant.),  y  no  está  obli- 
gado ánsar  de  la  firma  social,  cuando  es  único  liquidador  de  la 
sociedad.  — T.  11,  p.  148. 

—  Véase  :  Liquidaciónm 

Solidaridad.  —  La  solidaridad  entre  los  deudores,  es  la  obliga- 
ción impuesta  á  cada  uno  de  ellos  de  pagar  por  todos,  la  cosa 
que  deben  en  común,  con  facultad  de  oponer  todas  las  excep- 
ciones que  resulten  de  la  naturaleza  de  la  obligación  y  las  que 
le  sean  personales,  así  como  las  comunes  á  los  demás  deudores 
{art.  262,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  13,  p.  288. 

—  Esta  no  se  presume,  y  no  tiene  lugar  en  la  posesión  (art.  668 
y  701,  Cód.  Civ.).  —  T.  32,  p,  256. 
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Solidaridad.  —  Véase  :  Embargo, 

Soltura  de  presos.  —  El  hecho  de  arrebatar  presos  sujetos  á  la 
jurisdicción  federal,  puede  penarse  con  dos  anos  de  trabajos 
forzados  ó  una  multa  de  mil  pesos  fuertes  (art.  39,  Ley  Penal). 

—  T.  7,  p.  421. 

Subfietador.  —  Véase:  Bíique, 

Subfietamento.  —  Véase:  Sublocación. 

Sublooación.  —  En  materia  de  sublocación,  es  de  derecho  ex- 
preso que  el  locador  originario  sólo  puede  ejercer  sus  privile- 
gios contra  el  subarrendatario,  hasta  donde  alcancen  las  obli- 
gaciones que  incumben  á  éste.  No  habiendo  sido  derogadas 
estas  reglas  por  disposiciones  especiales  del  derecho  marítimo, 
debe  estarse  á  ellas  cuando  se  trata  de  arrendamiento  y  sublo- 
cación ó  subfletamento  de  naves,  para  establecerlas  relaciones 
jurídicas  entre  fletantes  y  subfletantes  (art.  1593  y  1601^  Cód. 
Civ.).  —  T.  19,  p.  41. 

—  Véase  :  Fletador;  Flelamento;  Fletante, 

Sublocatariow  —  Hay  casos  en  el  derecho,  en  que  el  locador 
puede  reclamar  directamente  contra  el  sublocatario,  y  vicer 
versa(arl.  1591,  1592,  1602  y  1603,  Cód.  Civ.);  el  sublocatario 
tiene  por  consiguiente  el  derecho  de  tener  conocimiento  de  lo 
convenido  entre  el  locador  y  el  locatario,  para  poder  usar  de  sus 
derechos  ó  evitar  sus  responsabilidades  con  respecto  al  locador. 

—  T.  14,p.  102. 

—  Véase  :  Locación;  Locatario. 

Subrogación.  —  No  puede  subrogarse  un  deudor  á  otro,  sin  el 
consentimiento  del  acreedor  (art.  81 4,  Cód.  Civ.).  —  T.  1 3,  p.  32. 

—  Véase :  Fletador. 

Subsanación.  —  La  falta  de  audiencia  escrita  del  demandado, 
queda  subsanada  por  la  aceptación  del  auto  de  prueba  y  proce- 
dimientos ulteriores.  —  T.  48,  p.  ,2í7. 

Subsecretario  de  Estado.  —  Este  puesto  no  puede  desempe* 
ñarse  por  quien  no  es  ciudadano  argentino. —  T.  10,  p.  108. 
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Subsuelo.  —  Véase:  Expropiación. 

Sucesión.  —  Los  juicios  de  sucesión,  son  de  la  exclusiva  compe- 
tencia de  los  tribunales  de  provincia  (art.  •12,  Ley  Jurisd.).  — 
T.  12,  p.488. 

—  £1  articulo  341 4  del  Código  Civil^  no  debe  entenderse  de  modo 
que  dé  lugar  á  que,  siempre  que  los  bienes  que  componen  una 
sucesión  se  bailen  diseminados  en  diferentes  lugares,  sea  ne- 
cesario abrir  tantas  sucesiones  independientes  las  unas  de  las 
otras,  cuantos  sean  los  puntos  en  que  se  halle  alguna  parte  de 
esos  bienes.  En  todo  caso,  las  disposiciones  especiales  de  un 
código  no  pueden  prevalecer  sobre  las  leyes  generales  de  un  ca- 
rácter político  y  constitucional.  —  T.  17,  p.  286. 

—  £1  juez  que  debe  conocer  de  un  juicio  de  sucesión  y  sus  in- 
cidentes, es  el  del  último  domicilio  del  difunto.  —  T.  24,  p.  351 . 

—  £1  juez  competente  para  conocer  en  un  juicio  testamentario, 
es  el  del  último  domicilio  del  difunto,  y  éste  es  donde  el  finado 
tenía  el  centro  principal  de  los  negocios.  —  T.  26,  p.  109. 

—  Cuando  una  persona  tiene  establecida  su  familia  y  unos  ne- 
gocios en  un  lugar,  y  otros  negocios  en  otro,  y  muere  en  el  pri- 
mer punto,  el  juez  competente  para  conocer  de  la  sucesión,  es 
el  de  éste.  —  T.  26,  p.  307. 

—  El  juez  del  último  domicilio  del  fallecido,  es  el  que  debe  co- 
nocer del  juicio  de  su  testamentaria  (art.  3284,  Cód.  Civ.).  —  T. 
33,  p.  67. 

—  £1  último  domicilio  del  difunto,  señala  el  lugar  de  la  jurisdic- 
ción donde  debe  abrírsela  sucesión.  —  T.  44,  p.  297. 

—  Proceda  ó  no  por  derecho  la  prorrogación  de  jurisdicción,  una 
vez  abierta  la  sucesión  ante  juez  competente,  no  basta  para  in- 
hibir áéste  de  su  conocimiento,  la  circunstancia  de  presentarse 
los  pretendientes  á  la  herencia,  ante  otro  juez.  —  T.  44,  p.  297. 

—  No  corresponde  á  este  juicio,  la  demanda  sobre  cumplimiento 
de  una  obligación  que  se  dice  contraída  personalmente  por  los 
herederos  y  se  dirige  contra  éstos.  (En  ese  caso  no  es  de  apli- 
cación el  art.  3284,  Cód.  Civ.).  —  T.  45,  p.  72. 
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Sucesión.  —  £1  juez  de  la  sucesión,  es  el  del  lugar  en  que  el 
dirunto  tuvo  su  último  domicilio  (art.  3284,  Cód.  Civ.).  — 
T.  52,  p.  333. 

—  Resultando  debidamente  comprobado  que  el  último  domici- 
lio del  difunto  ha  sido  en  la  capital  federal,  debe  declararse 
que  corresponde  aljuezdeésta,  el  conocimiento  del  juicio  uni- 
versal de  su  testamentaría  (art.  3284,  Cód.  Civ.).  —  T.  60,  p. 
474. 

—  Véase  :  Competencia;  Domicilio;  Justicia  federal;  Justicia 
provincial. 

Sucesión  testamentaria.  — Véase:  Ley  inconstitu^^ional. 

Sucesor.  —  No  pueden  transmitirse  á  éste  sino  los  derechos  del 
autor,  y  no  hay  posibilidad  jurídica  de  transmitir  al  adquirente 
un  derecho  mejor  ó  más  extenso  que  el  que  goce  el  enajenan- 
te (art.  3270,  Cód.  Civ.).  —  T.  54,  p.  9. 

Sueldos.  —  El  tripulante  herido  en  servicio  del  buque,  tiene  de- 
recho al  sueldo  mientras  dure  su  enfermedad^  derecho  que  se 
le  acuerda  por  una  indemnización  del  daño  que  recibe  por  no 
poder  trabajar.  El  recibo  de  los  sueldos  dado  por  el  tripulante, 
hasta  el  dta  de  su  separación  del  empleo,  no  importa  la  renun- 
cia á  ese  derecho ;  y  sólo  fija  el  día  desde  que  deben  abonársele 
los  sueldos.  La  enfermedad  se  considera  haber  durado  hasta  el 
día  en  que  el  tripulante  salió  del  hospital  (art.  4174,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  8,  p.  318. 

—  El  cobro  de  sueldos  del  capitán,  es  ejecutivo,  y  no  puede 
oponerse  á  él  un  crédito  ilíquido,  y  cuya  existencia  no  se  halle 
aún  definida.  —  T.  47,  p.  44. 

—  Véase  :  Capitán;  Marineros;  Prescripción  ;  Privilegio. 

Sufragio.  —  La  pureza  del  sufragio,  es  la  base  de  la  forma  repre* 
sentativa  de  gobierno  sancionada  por  la  constitución  nacional, 
y  es  de  importancia  substancial  reprimir  todo  lo  que  puede 
contribuir  á  alterarla.  —  T.  9,  p.  344. 

Sumario.  —  No  pueden  suplirlo  las  diligencias  indagatorias  he- 
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chas  ante  juez  incompetente,  ni  pueden  las  últimas,  servir  de 
fundamento  á  la  acusación.  — T.  o,  p.  471 . 

Sumario.  —  No  constituyen  el  verdadero  sumario,  las  diligen- 
cias hechas  ante  juez  incompetente.  —  T.  5,  p.  215. 

—  Supone  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  y  hace  parte  del  cono- 
cimiento de  la  causa.  — T.  5,  p.  215. 

—  £1  juez  injuriado  puede,  cuando  el  caso  no  es  de  aquellos 
que,  por  su  levedad  y  circunstancias  en  que  se  comete,  debe 
reprimir  por  sí  mismo,  levantar  el  sumario,  ordenar  la  prisión 
y  remitir  el  conocimiento  de  la  causa  á  otro  que  sea  compe- 
tente. —  T.  8,  p.  495. 

—  £n  el  sumario,  debe  el  juez  averiguar  no  sólo  los  hechos  ad- 
versos al  procesado,  sino  también  los  que  puedan  servir  á  su 
descargo.  —  T.  42,  p.  67. 

—  En  el  estado  de  sumario,  no  puede  abrirse  juicio  sobre  ios 
descargos  del  reo  ni  sobre  las  circunstancias  que  puedan  ate- 
nuar el  delito.  —  T.  24,  p.  424. 

—  En  los  procesos  criminales,  el  juez  de  la  causa,  si  bien  pue- 
de cometer  á  un  juez  de  provincia,  la  verificación  de  una  ó  más 
diligencias  determinadas,  no  puede  cometerle,  por  vía  de  ex- 
horto, la  instrucción  del  sumario.  —  T.  33,  p.  94. 

—  Para  instruir  un  sumario  sobre  substracción  de  valores  decla- 
rados y  extravio  de  correspondencia,  resultantes  de  actuacio- 
nes remitidas  al  juez  por  la  administración  de  correos,  no  es 
necesaria  la  incitación  fiscal  (art.  469  y  479,  Cód.  Proc.  Crim.). 
T.  48,  p.  470. 

—  Durante  la  instrucción  del  sumario  en  los  procesos  crimi- 
nales, sólo  son  inapelables  las  providencias  denegatorias  de  las 
diligencias  pedidas  por  el  fiscal  ó  por  el  querellante  (art.  498, 
Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  49,  p.  428. 

—  £1  denunciante  que  no  se  ha  constituido  parte,  no  tiene  de- 
recho á  pedir  que  se  le  dé  vista  del  sumario,  después  del  so- 
breseimiento, ordenado  en  virtud  de  los  artículos  442  y  434 
Código  de  Procedimientos  Criminal.  —  T.  55,  p.  348. 
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Sumario.  —  Véase  :  Actuaciones  administrativas;  Apelable;  Dic- 
tamen fiscal;  Excarcelación;  Marca  de  fábrica;  Sobreseimiento. 

Suministro  de  gas.  —  Sin  la  existencia  de  an  contrato  especial, 
ó  de  una  ley  que  obligue  á  la  empresa  á  suministrar  á  los 
particulares,  el  gas  de  su  propiedad,  éstos  no  pueden  exigir  que 
se  les  suministre,  ni  aun  bajo  promesa  ó  fianza  de  pagar  su 
precio.  El  suministro  anterior,  hecho  con  la  condición  de  sus- 
penderlo en  caso  de  no  pagarse  puntualmente  el  consumo,  no 
justifica  esa  exigencia^  una  vez  que  se  haya  realizado  el  hecho 
de  la  falta  de  pago.  —  T.  59,  p.  244. 

Sumo  pontífice.  —  No  tiene  ni  conserva  el  dominio  sobre  bie- 
nes raíces,  sitos  en  territorio  de  la  República  y  donados  á  ór- 
denes religiosas  dentro  de  ella.  —  T.  47,  p.  143. 

Superintendencia.  —  No  es  caso  de  superinteridencia,  la  inter- 
pretación que  se  pretende  haberse  hecho  erróneamente  de  una 
ley. —  T.  24,  p.309. 

—  La  atribuida  á  la  Corte,  por  la  ley  de  45  de  diciembre  de 
1881,  sobre  organización  de  los  tribunales  de  la  Capital,  tiene 
por  objeto  velar  el  buen  desempeño  y  disciplina  de  la  adminis- 
tración de  justicia,  y  cuidar  que  cada  uno  de  sus  miembros 
cumpla  su  deber,  en  la  esfera  que  le  está  marcada.  —  T.  24, 
p.  309. 

—  La  de  la  Suprema  Corte,  no  autoriza  á  rever  los  actos  y  pro- 
cedimientos de  jueces  inferiores  que  no  sean  llevados  á  su 
conocimiento  por  los  recursos  establecidos  por  la  ley,  y  dedu- 
cidos en  forma  por  quien  tiene  personería  para  hacerlo.  —  T. 
29,  p.  427. 

—  Véase  :  Suprema  Corte. 

Suprema  Corte.  —  No  tiene  autoridad,  para  dirimir  las  compe- 
tencias que  se  susciten  entre  los  tribunales  de  provincia.  —  T. 
4,p.  25. 

—  No  le  corresponde  hacer  declaraciones  generales  en  ningún 
caso^  y  menos  dictar  reglas  de  procedimientos  á  las  justicias 
provinciales,  completamente  independientes  en  su  acción,  mien- 
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tras  no  infrinjan  la  Constitución  nacional  ó  las  leyes  y  tratados 
Sancionados  por  el  Congreso.  —  T.  1,  p.  27. 

Suprema  Corte.  —  Están  fi^era  del  alcance  de  su  jurisdicción 
apelada,  los  procedimientos  de  los  juzgados  de  provincia,  los 
cuales  son  materia  de  su  legislación  peculiar.  —  T.  4,  p.  38. 

—  Disponiendo  el  articulo  363  de  la  ley  de  procedimientos,  que 
de  las  sentencias  que  se  pronuncian  en  causas  criminales  por 
los  jueces  de  sección,  puede  siempre  apelarse,  la  consulta  es- 
tablecida por  las  leyes  comunes  para  los  casos  en  que  todo  re- 
curso al  superior  debe  ser  denegado,  no  puede  tener  lugar  para 
ante  la  Suprema  Corte.  —  T.  1,  p.  85. 

—  Su  jurisdicción  sólo  se  extiende  á  los  casos  expresados  en  el 
articulo  100  de  la  Constitución,  entre  los  cuales  no  están  com- 
prendidas las  cuestiones  sobre  competencia  que  se  susciten 
entre  los  jueces  provinciales,  tanto  porque  la  jurisdicción  que 
ellos  ejercen  se  rige  por  el  derecho  común  y  no  por  la  Cons- 
titución^ ni  por  las  leyes  nacionales,  cuanto  porque  defendién- 
dola no  obran  como  partes  litigantes,  sino  como  autoridades, 
que  en  el  desempeño  de  sus  funciones  son  independientes  de 
los  poderes  nacionales.  —  T.  1,  p.  87. 

—  No  viniendo  los  autos  por  recurso  departe,  no  puede  poner 
en  ejercicio  su  jurisdicción,  para  tomar  conocimiento  judicial 
de  los  procedimientos  que  en  ellos  se  registran,  ni  para  ordenar 
diligencias  tendentes  á  la  ejecución  de  las  providencias  pro- 
nunciadas por  el  juez  de  sección^  lo  cual  es  de  la  exclusiva 
competencia  de  éste.  —  T.  1,  p.  228. 

—  No  puede  conocer  y  resolver  en  las  contiendas  de  competen- 
cia entre  jueces,  sino  cuando  la  causa  se  ha  puesto  en  estado, 
siguiéndose  los  trámites  establecidos  por  la  ley.  -^  .T  1,  p. 
258. 

—  No  puede  tomar  conocimiento  de  una  causa,  si  no  es  traída 
por  parte  legitima  y  en  la  forma  establecida  por  la  ley  de  pro- 
cedimientos.—  T.  1,  p.  292. 

—  No  puede  conocer  en  las  acusaciones  contra  los  jueces  de 
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sección,  los  cuales  son  acusables  por  la  Cámara  de  Diputados 
ante  el  Senado.  — T.  1,  p.  3021, 

Suprema  Corte.  —  Es  el  intérprete  final  de  la  Constitución  ;  y 
siempre  que  se  haya  puesto  en  duda  la  inteligencia  de  alguna 
de  sus  cláusulas  y  la  decisión  sea  contra  el  derecho  que  en 
ellas  se  funda,  la  sentencia  de  los  tribunales  provinciales  está 
sujeta  á  la  revisión  de  la  Suprema  Corte.  —  T.  1,  p.  341. 

—  Es  competente  para  conocer  y  juzgar  las  controversias  que 
se  suscitan  entre  particulares  y  una  provincia,  ya  sea  ésta  la 
demandante  ó  la  demandada  (art.  100,  Const.  Nac).  —  T.  1, 
p.  485. 

—  Conoce  originaria  y  exclusivamente,  en  toda  causa  en  que 
una  provincia  es  parte  (art.  104,  Const.  Nac).  —  T.  1,  p.  485. 

—  Conoce  originariamente  de  las  causas  concernientes  á  los 
encargados  de  negocios  délas  naciones  extranjeras  (art.  2,  inc. 
3%  Ley  Jurisd.).  —  T.  2,  p.  30. 

—  Sólo  puede  traerse  por  apelación  á  su  conocimiento,  las  sen- 
tencias pronunciadas  por  los  tribunales  de  provincia,  cuando 
en  ellas  se  desconoce  la  validez  de  un  tratado  público,  de  una 
ley  del  Congreso,  de  un  acto  del  presidente  de  la  República,  ó 
cuando  se  invalida  un  titulo  fundado  en  una  cláusula  de  la 
Constitución  ó  de  las  leyes  nacionales.  —  T.  2,  p.  34. 

—  No  es  de  la  competencia  de  ella,  la  interpretación  de  una  ley 
provincial  que  no  tiene  conexión  con  las  instituciones  nacio- 
nales. —  T.  2,  p.  34. 

-—  No  puede  conocer  de  causas  civiles  contra  los  ministros  di- 
plomáticos, sino  en  los  casos  autorizados  por  el  derecho  de 
gentes  (art.  1%  Ley  Jurisd.).  —  T.  2,  p.  46. 

—  Sólo  son  apelables  para  ante  ella,  las  resoluciones  definitivas 
de  los  superiores  tribunales  de  justicia  de  provincia,  en  que 
se  resuelve  algún  punto  regido  por  la  Constitución,  por  un  tra- 
tado celebrado  con  una  nación  extranjera,  ó  por  una  ley  del 
Congreso;  ó  cuando  se  desconoce  la  validez  de  los  actos  legi- 
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timos  de  una  autoridad  nacional  (art.  14,  Ley  Jurisd.).  —  T.  S, 

p.  89. 

»■ 

Suprema  Corte.  —  No  puede  conocer,  por  falta  de  competencia, 
en  las  acusaciones  contra  los  jueces  de  sección.  —  T.  2,  p.  94. 

—  Ella,  y  no  los  jueces  de  sección,  puede  conocer  de  las  cau- 
sas en  que  una  provincia  es  parte.  —  T.2,p.  94. 

—  Como  tribunal  de  apelación,  tiene  que  circunscribirse  á  re- 
ver las  sentencias  pronunciadas  en  primera  instancia,  sobre 
puntos  controvertidos  por  las  partes.  —  T.  2,  p.  417. 

—  No  puede  aplicar  las  leyes  sino  á  los  casos  ocurrentes.  —  T. 
2,  p.  254. 

—  Su  facultad  de  aplicar  é  interpretar  las  leyes,  se  ejerce  sólo 
aplicándolas  á  las  controversias  que  se  suscitan  ó  traen  ante 
ella,  para  el  ejercicio  de  los  derechos  y  cumplimiento  de  las 
obligaciones.  —  T.  2,  p.  254. 

—  No  puede  pedírsele  que  emita  su  opinión  sobre  una  ley,  sino 
aplicándola  á  un  hecho  y  señalando  al  contradictor.  —  T.  2,  p. 
254. 

—  Está  facultada  para  juzgar  sobre  el  fondo  del  asunto  venido 
en  apelación  por  un  incidente,  cuando  las  parte&Jo  piden  (art. 
233,  Ley  Proc).  —  T.  3,  p.  7. 

—  No  tiene  jurisdicción  para  conocer  del  recurso  que  se  deduz- 
ca, de  providencias  que  son  inapelables  por  la  ley.  —  T.  3,  p. 
172. 

—  No  es  competente  para  conocer  de  ios  casos  que  se  susciten, 
entre  una  provincia  y  un  vecino  de  la  misma.  —  T.  3,  p.  279. 

—  No  puede  dar  explicaciones  sobre  teorías  que  se  sustenten 
cuando  no  hay  casos  prácticos  á  que  aplicarlas,  porque  el  ob- 
jeto de  la  jurisdicción  nacional  es  decidir  causas  y  nocuestio- 
nes  abstractas  de  derecho.  —  T.  4,  p.  75. 

—  No  tiene  facultad  para  ordenar  la  formación  de  un  juicio  mi- 
litar. Esta  facultad  pertenece  al  poder  ejecutivo. — T.  4,  p. 
225. 
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Suprema'  Corte.  —  No  puede  adicionar  ni  aclarar  el  texto  de 
una  sentencia,  si  no  puede  conocer  del  fondo  de  la  misma  (art 
236,  Ley  Proc).  —  T.  4,  p.  232. 

—  En  las  causas  criminales,  no  puede  conocer' en  virtud  de 
apelación,  sino  de  los  puntos  fallados  por  los  jueces  de  sec- 
ción. — .  T.  4,  p.  285. 

—  Carece  de  jurisdicción  para  conocer  en  apelación,  de  los  au- 
IOS  interlocutorios  que  no  causan  gravamen  irreparable.  — 
T.  4,  p.  437. 

—  No  tiene  jurisdicción  en  las  causas  que  se  susciten  entre  una 
provincia  y  sus  propios  vecinos  (art.  100,Const.).— T.  5,  p.|242. 

—  No  puede  conocer  de  demandas  contra  los  gobiernos  de  pro- 
vincia, por  actos  ó  leyes  anteriores  á  la  aceptación  de  la  Cons- 
titución general.  En  tal  caso  se  halla  la  ley  de  tierras  públicas, 
dictada  en  Buenos  Aires  en  12  de  octubre  de  1858.  —  T.  5,  p. 
326. 

—  En  el  articulo  4  4  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia 
de  los  tribunales  federales,  no  está  comprendido  el  caso  de  una 
ley  provincial  dictada  y  ejecutada  antes  de  la  incorporación  de 
la  provincia  á  la  nación.  — T.  5,  p.  326. 

—  Cuando  no  se  ha  puesto  en  cuestión  la  validez  de  un  decreto 
provincial^  bajo  la  pretensión  de  ser  repugnante  á  la  Constitu- 
ción y  leyes  nacionales,  no  corresponde  la  apelación  que  con- 
cede el  articulo  U,  inciso  2%  déla  ley  sobre  jurisdicción  y  com- 
petencia de  los  tribunales  federales.  —  T.  5,  p.  335. 

—  Tratándose  de  personas  desvalidas  y  á  quienes  se  ha  hecho 
sufrir  una  prisión  inmerecida,  puede  la  Suprema  Corte,  por 
equidad,  apartarse  del  rigor  del  derecho  para  reparar  los  efec- 
tos de  una  condenación  injusta,  de  que  no  se  apeló  por  igno- 
rancia de  los  acusados  ó  por  descuido  del  defensor.  —  T.  5,  p. 
459. 

—  No  tiene  jurisdicción  para  conocer  del  fondo  del  asunto  por 
apelación,  cuando  ésta  no  procede  contra  la  sentencia  dictada 
en  causa  de  menor  cuantía.  —  T.  6,  p.  296. 


—  495  —  SÜP 

Suprema  Corte.  —  Las  observaciones  contra  la  justicia  de  un 
auto  dado  en  causa  de  menor  cuantía,  no  pueden  ser  discutidas 
ante  la  Suprema  Corte  (art.  4,  Ley  Jurisd.).  —  T.  6,  p.  413. 

^  No  puede  modificar  las  sentencias  de  los  jueces  de  sección, 
sino  en  la  parte  apelada.  —  T.  6,  p.  433. 

—  Es  necesario  que  una  provincia  figure  como  parte  en  los  au- 
tos, para  establecer  en  el  caso  la  jurisdicción  originaria  de  la 
Suprema  Corte.  —  T.  8,  p.  156. 

—  No  puede  fallar  sobre  capítulos  que  no  se  hayan  propuesto 
á  la  decisión  del  inferior,  sin  que  los  nuevamente  aducidos  se 
hallen  comprendidos  en  las  excepciones  establecidas  por  el 
artículo  224  de  la  ley  de  procedimientos.  —  T.  8,  p.  464. 

—  Para  que  ella  ejerza  jurisdicción  originaria  en  los  casos  en 
que  una  provincia  es  parte  contra  un  particular,  se  requiere  que 
éste  sea  extranjero,  ó  vecino  de  otra  provincia  (art.  100,  Const. 
Nac).  —  T.  8,  p.  186. 

—  Aun  cuando  ésta  viera  ofensa  á  una  de  las  partes  en  una  sen- 
tencia del  juez  seccional,  debería  abstenerse  de  todo  pro- 
nunciamiento tendente  á  repararla,  pues  por  el  articulo  45  de 
la  Constitución  Nacional,  sólo  el  Senado  puede  conocer  de  las 
faltas  que  cometan  los  jueces  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 
Henos  puede  mandar  testar  palabras  de  las  sentencias  de  los 
jueces  de  sección^  las  cuales  son  instrumentos  auténticos  que 
deben  conservar  su  integridad.  —  T.  8,  p.  466. 

—  Es  incompetente  para  conocer  en  una  cuestión,  en  que  son 
interesados  dos  ciudadanos  que  pretenden  mejor  derecho  á  la 
posesión  y  propiedad  de  un  campo,  por  tener  mejores  títulos 
otorgados  por  el  gobierno  de  una  provincia,  en  uso  de  sus  fa- 
cultades, aun  cuando  la  demanda  se  dirija  contra  ésta.  —  T.  9, 
p.  391 . 

—  Al  establecerse  en  el  artículo  101  de  la  Constitución^  que  la 
Suprema  Corte  tiene  jurisdicción  originaria  y  exclusiva  en  los 
casos  en  que  una  provincia  sea  parte,  no  se  refiere  á  aquellos 
en  que  quiera  hacérsele  responsable  de  los  perjuicios  que  crean 
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sufrir  los  ciudadanos  por  los  actos  administrativos  ó  jurisdic- 
cionales que  ejerza  dentro  del  círculo  de  sus  atribuciones,  si- 
no como  lo  establece  el  artículo  1°,  inciso  \^,  de  la  ley  de  juris- 
dicción, en  las  causas  civiles  que  contra  la  provinría  promo- 
viese algún  vecino  ó  vecinos  de  otra,  ó  ciudadanos  ó  subditos 
extranjeros.  —  T.  9,  p.  394 . 

Suprema  Corte.  —  No  puede  fallar  fuera  de  los  casos  del  artículo 
324  de  la  ley  de  procedimientos,  sobre  capítulo  alguno  que  no 
haya  sido  propuesto  á  la  decisión  del  inferior.  —  T.  10,  p.  42. 

—  Cesa  su  jurisdicción  originaria,  para  conocer  en  la  demanda 
dirigida  contra  una  provincia,  cuando  resulte  que  ésta  no  es 
parte  en  la  causa.  —  T.  40,  p.  34. 

—  £1  conocimiento  de  las  causas  en  que  se  versan  los  privilegios 
y  exenciones  de  los  cónsules,  en  su  carácter  público,  corres- 
ponde originariamente  á  la  Suprema  Corte  (art.  4^,  inc.  4^  Ley 
Jurisd.).  —  T.  40,  p.  324. 

—  En  las  causas.de  menor  cuantía,  la  Suprema  Corte  no  puede 
conocer  por  recurso  de  apelación  (art.  4,  Ley  Jurisd.).  — T.  40, 
p.  369. 

—  No  puede  proveer,  sobre  lo  que  no  ha  venido  por  apelación  á 
su  conocimiento  en  los  casos  en  que  no  tiene  la  jurisdicción 
originaria.  —  T.  40,  p.  375. 

—  No  puede  fallar  sobre  capítulo  alguno,  que  no  se  hubiere  pro- 
puesto á  la  decisión  del  inferior  (art.  224,  Ley  Proc).  —  T.  44, 
p.  47. 

—  En  una  causa  criminal,  la  Suprema  Corte  no  puede  fallar  so- 
bre un  capítulo  en  que  el  juez  de  sección  se  ha  declarado  in- 
competente, si  el  procurador  fiscal  no  apela  ó  el  señor  procu- 
rador general  no  se  adhiere  á  la  apelación  del  acusado.  —  T. 
42,  p.20. 

—  De  sus  fallos  no  hay  recurso  alguno,  excepto  el  de  revisión 
en  los  casos  de  jurisdicción  originaria  y  exclusiva.  No  por  eso 
puede  convertirse  en  poder  arbitrario.  —  T.  42,  p.  434. 

—  Representa  en  la  esfera  de  sus  atribuciones,  la  soberanía  na- 
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cional^  y  es  tan  íadependiente  easu  ejercicio  como  el  Congreso 
y  el  poder  ejecutivo  en  las  suyas.  Sus  decisiones  son  finales, 
y  no  hay  tribunal  que  las  pueda  revocar.  Esa  es  la  doctrina  de 
laConstitución,  y  ninguna  legislación  admite  que  pueda  haber 
recurso  de  las  decisiones  del  tribunal  constituido  para  juzgar 
en  último  resorte.  —  T.  12,  p.  -134. 

Sapremft  Corte,  -r  La  Suprema  Corte  es  incompetente  para 
conocer  en  una  demanda  contra  el  gobierno  de  una  provincia^ 
tratándose  de  una  resolución  administrativa  del  poder  ejecutivo 
de  dicha  provincia,  no  haciendo  lugar  á  la  conversión  de  un 
vale  de  depósito  en  titulo  de  renta  pública,  conforme  á  una 
ley  provincial,  no  poniéndose  en  cuestión  esa  resolución  bajo 
la  pretensión  de  ser  repugnante  á  la  Constitución  nacional,  ni 
á  los  tratados  ó  leyes  del  Congreso.  —  T.  12,  p.  183. 

—  No  debe  tomar  conocimiento  de  una  causa,  sino  cuando  es 
provocada  por  parte  legítima  y  en  la  forma  establecida  por  la 
ley  de  procedimientos.  —  T.  12,  p.  266. 

—  Es  de  su  competencia,  el  conocimiento  y  la  decisión  del  re- 
curso de  nulidad,  deducido  de  sentencias  definitivas  de  los  juz- 
gados de  sección  (art.  234,  Ley  Proc).  —  T.  12,  p.  302. 

—  Carece  de  jurisdicción  para  conocer  del  recurso  de  rescisión, 
procedente  en  las  sentencias  dictadas  en  rebeldía.  —  T.  12,  p. 
302. 

—  La  investigación  que  puede  hacer  la  Suprema  Corte,  cuando 
un  individuo  se  halla  detenido  ó  preso,  y  á  instancias  del  mis- 
mo ó  de  sus  parientes  ó  amigos,  sobre  el  origen  de  su  prisión, 
es  con  el  objeto  de  mandarlo  poner  inmediatamente  en  libertad, 
en  caso  que  la  prisión  haya  sido  ordenada  por  autoridad  que  no 
esté  facultada  por  la  ley.  Esa  investigación  no  puede  tener  lu- 
gar si  el  solicitante  no  se  encuentra  detenido  6  preso^  aunque  se 
haya  librado  contra  él  una  orden  de  prisión,  mucho  más  si  di- 
cha orden  ha  sido  librada  por  juez  competente  (art.  20,  Ley  Ju- 
risd.).  — T.  12,  p.  394. 

—  Cuando  un  cónsul  extranjero  es  demandado,  la  Suprema  Corte 
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no  ejerce  su  jurisdicción  originaria,  si  no  Tersa  la  causa  sobre 
los  privilegios  y  exenciones  del  cónsul  en  su  carácter  público. 

—  T.  12,  p.  437. 

Suprema  Corte.  —  Puede  mandar  practicar  ante  ella,  las  dili- 
gencias probatorias  de  primera  instancia  que  estimare  viciosas 
ó  insuficientes  (art.  222,  Ley  Proc).  —  T.  43,  p.  7. 

—  No  puede  fallar  en  segunda  instancia,  sobre  ningún  capítulo 
que  no  se  haya  propuesto  á  la  decisión  del  inferior,  y  no  sea  con- 
forme á  las  acciones  deducidas  enjuicio  (art.  13  y  224^  Ley 
Proc).  —  T.  U,  p.  60. 

—  Corresponde  á  la  Suprema  Corte  Nacional  la  decisión  de  las 
competencias  que  se  susciten  á  instancia  de  parte,  sobre  juris- 
dicción de  los  jueces  nacionales  (art.  17,  Ley  Jurisd.).  —  T. 
44,  p.  244. 

—  No  conoce  en  grado  de  apelación,  en  las  eaosas  menores  de 
200  pesos  fuertes  (art.  4,  Ley  Jurisd.).  —  T.  14,  p.  257. 

—  Es  incompetente  para  conocer  en  grado  de  apelación  en  cau- 
sas de  menor  cuantía  (art.  4,  Ley  Jurisd.).  —  T.  14,  p.  360. 

—  Debe  ser  decidida  por  ella,  toda  cuestión  de  competencia  en- 
tre los  jueces  de  provincia  y  los  de  sección  (art.  17,  Ley  Jurisd.). 

—  T.  14,  p.  394. 

—  No  interviene  en  ninguno  de  los  casos  en  que  correspon- 
diendo su  conocimiento  y  decisión  á  la  jurisdicción  de  provin- 
cia, no  se  halle  interesada  la  Constitución  ni  ley  alguna  nacio- 
nal. —  T.  15,  p.  7. 

—  No  puede  juzgar  de  los  actos  y  contratos  de  las  provincias,  an- 
teriores ala  Constitución.  —  T.  15,  p.  7. 

—  Basta  el  sólo  hecho  extrínseco  de  que  se  demande  una  pro- 
vincia por  un  extranjero^  para  deducir  que  el  conocimiento  de 
la  causa  corresponde  á  la  Suprema  Corte.  —  T.  16,  p.  9. 

—  No  corresponde  á  ella,  el  conocimiento  del  delito  cometido 
por  haberse  asumido  el  título  de  provincial  de  una  orden,  y  ejer- 
cido sus  funciones  sin  el  pase  del  poder  ejecutivo.  —  T.  16,  p. 
92. 
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Suprema  Corte,  —  No  tiene  jurisdicción  para  dirimir  las  com- 
petencias que  se  suscitan  entre,  los  tribunales  de  provincia.  — 
T.  46,  p.  U2. 

—  Es  bastante  para  que  ella  sea  competente^  que  una  provincia 
sea  demandada  por  un  extranjero  ó  por  un  vecino  de  otra.  — 
T.  16,  p.  380. 

—  No  puede  apelarse  á  la  Suprema  Corte,  de  las  sentencias  de- 
finitivas pronunciadas  por  los  tribunales  de  provincia,  sino  en 
los  casos  enumerados  por  el  artículo  H  de  la  ley  de  jurisdic- 
ción y  competencia  de  los  tribunales  nacionales.  —  T.  16,  p. 
442. 

—  Son  de  su  competencia  exclusiva,  las  causas  en  que  una  pro- 
vincia es  parte  (art.  401,  Const.  Nac;  art.  1,  inc.  I^,  Ley  Ju- 
risd.).  —  T.  17,  p.  194. 

—  No  es  competente  para  conocer  en  causa  suscitada  contra  una 
provincia,  por  uno  desús  propios  vecinos.  —  T.  18,  p.  23. 

—  El  caso  en  que  un  proveedor  de  fuerzas  nacionales  es  deman- 
dado ante  los  tribunales  de  provincia,  por  un  recaudador  de 
impuestos  provinciales,  cobrándole  el  correspondiente  á  los  ga- 
nados de  la  proveeduría,  no  es  de  ios  que  en  última  instancia 
pueden  llevarse  á  la  Suprema  Corte  Nacional  fart.  14,  Ley  Ju- 
risd.).  —  T.  18,p.  103. 

—  No  puede  conocer  en  apelación,  de  las  demandas  por  menos 
de  200  pesos  fuertes.  —  T.  18,  p.  437. 

—  Habiendo  estado  pendiente  una  causa  entre  el  gobierno  de 
una  provincia  y  un  vecino  de  otra,  ante  los  tribunales  provin- 
ciales, cuando  se  dictó  la  ley  sobre  jurisdicción  nacional,  y  ha- 
biendo continuadoel  juicio  ante  los  mismos  por  consentimiento 
de  las  partes,  la  Suprema  Corte  no  es  competente  para  conocer 
del  asunto  (art.  12,  inc.  4®,  y  art.  14  y  22,  Ley  Jurisd.).  —  T. 
19,  p.  463. 

—  Esta  no  puede  conocer  en  grado  de  apelación,  no  excediendo 
de  doscientos  pesos  fuertes  el  valor  demandado  (art.  k.  Ley  Ju- 
risd.).—T.  20,  p.  14. 
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fcpraBtt  Citt,  —  ^o  puede  fallar  en  caestiones  transadas  ea 
!•  miunría.  — T.  á»>,  p.  17. 

—  fMbe  ser  interpuesta  ante  ella,  la  demanda  del  fiscal  general 
de  ana prorrncia contra  UD  Tecino  de  otra (art.  100  y  lOt.CoDSi. 
5ac.;  art-  I,  ¡nc.  I\  Ley  Jnrís^l.).  —  T.  20, p.  102. 

—  5o  ejerce  jurÍ94^1tccíón  originaria  y  eiclusÍTa,  sino  en  los  casos 
expresamente  determinados  por  los  articolos  101  de  la  Cons- 
tjtación  y  primero  de  la  ley  de  jurisdicción  de  1863.  Uno  de 
es^^s  casos,  es  cuando  nna  proTincia  fuese  parte  en  un  juicio  con 
ana  orarías  provincias,  ó  con  los  vecinos  de  éstas,  ó  con  un  Es- 
tado extranjero,  ó  con  sos  vecinos;  pero  no  lo  es  en  el  caso  de 
ana  demanda  de  un  obispo  contra  la  provincia  en  que  está  do- 
miciliado, siendo  asiento  de  la  catedral,  del  cabildo  y  de  la  cu- 
ria eclesiástica.  —  T.  20,  p.  487. 

—  En  todos  los  asuntos  en  que  una  provincia  es  parte,  la  Supre- 
ma Corte  ejerce  su  jurisdicción,  no  por  apelación,  sino  origi- 
naría y  exclusivamente  (art.  tOI,  ConsL  Nac,  y  art.  4,  Ley  Ju- 
risd.).  —  T.2l,p.  287. 

—  No  pueble  conocer  por  vía  de  apelación,  en  las  causas  de  me- 
nor cuantía  (art.  4,  Ley  Jurisd.).  — T.  21,  p.  410. 

—  Es  incompetente  para  conocer  de  la  causa  en  grado  de  apela- 
ción, cuando  son  diferentes  y  de  menor  cuantía  los  créditos  que 
se  cobran,  aunque  todos  los  acreedores  aparezcan  representa- 
dos por  un  solo  apoderado.  —  T.  21 ,  p.  558. 

—  Es  incompetente  para  conocer  en  apelaciones  de  asuntos  que 
no  exceden  de  200  pesos  fuertes  (art.  4,  Ley  Jurisd.).  —  T.  22, 
p.  49  y  370. 

—  Pendiente  un  incidente  ante  la  Suprema  Corte,  ésta  puede 
resolverlo  principal,  si  todas  las  partes  lo  pidieren  (art.  223, 
Ley  Proc).  —  T.  23,  p.  25. 

—  No  corresponde  á  ella  hacer  aclaración  de  las  sentencias  dic- 
tadas por  los  jueces  de  sección.  —  T.  23,  p.  377. 

—  No  es  competente  parn  conocer  en  demandas  interpuestas  con- 
tra los  encargados  de  negocios.  —  T.  23,  p.  640. 
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Saprema  Corte.  —  No  puede  ser  atendida  una  petición  ante  la 
Suprema  Corte,  que  no  importe  un  recurso  de  apelación  ni  sea 
un  caso  de  la  jurisdicción  de  ella.  —  T.  24,  p.  46. 

—  Sus  resoluciones  sólo  deciden  el  caso  concreto  sometido  á 
su  fallo,  y  no  obligan  legalmente  sino  en  él,  en  loque  consiste 
particularmente  ladiferencia  entre  la  función  legislativa  y  judi- 
cial; y  si  bien  hay  un  deber  moral  para  los  jueces  inferiores  en 
conformar  sus  decisiones  á  los  fallos  de  Suprema  Corte,  él  se 
funda  principalmente  en  la  presunción  de  verdad  y  justicia  que 
á  sus  doctrinas  da  la  sabiduría  é  integridad  de  los  magistrados 
que  la  componen,  y  tiene  por  objeto  evitar  recursos  inútiles;  sin 
que  esto  quite  á  los  jueces  la  facultad  de  apreciar  con  su  criterio 
propio  esas  resoluciones  y  apartarse  de  ellas,  cuando  á  su  jui- 
cio no  sean  conformes  á  los  preceptos  claros  del  derecho,  por- 
que ningún  tribunal  es  infalible  y  no  faltan  precedentes  deque 
aquellos  han  vuelto  contra  resoluciones  anteriores  en  casos  aná- 
logos. —  T.  25.  p.  364. 

—  En  las  contiendas  de  competencia  entre  un  juez  de  la  capital 
de  la  Nación  y  un  juez  de  provincia,  relativas  á  juicios  uni- 
versales de  sucesión,  corresponde  á  la  Suprema  Corte  Fede- 
ral decidir  quién  es  el  juez  competente  (art.  3  de  la  ley  de  3  de 
septiembre  de  1878;  art.  94,  ley  orgánica  de  los  tribunales  de 
la  capital,  de  4881).  —  T.  26,  p.  409. 

—  Suscitada  una  contienda  con  un  juez  nacional,  remitidos 
los  autos  por  ambos  jueces  para  que  la  Corte  la  dirima,  sin 
hacer  cuestión  sobre  la  jurisdicción  déla  misma  para  dirimirla^ 
la  Corte  debe  proceder  á  resolver.  (Se  trataba  de  una  contien- 
da de  competencia  entre  el  juez  de  4*  instancia  de  la  Capital  y 
el  de  igual  clase  de  Corrientes,  para  conocer  en  la  demanda 
interpuesta  por  los  herederos  de  don  Robustiano  Lagraña,  con- 
tra la  testamentaría  de  don  Manuel  1.  Lagraña,  que  fué  abierta 
en  esta  Capital  :  art.  47,  Lev  Jurisd.).  —  T.  26,  p.  424. 

»^  Corresponde  á  ella,  originaria  y  exclusivamente,  el  conoci- 
miento y  decisión  de  las  causas  entre  una  provincia  y  los  veci- 
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nos  de  otra  (art.  100  y  401,  Const.  Nac;  art.  I,  inc.  1«,  Ley  Ju- 
risd.).— T.  26,  p.  433. 

Suprema  Corte.  —  Ni  la  consUtoción  ni  las  leyes  nacionales 
autorizan  á  ésta,  para  conocer  en  las  causas  que  se  susciten 
sobre  si  las  leyes  provinciales  son  contrarias  á  las  respectivas 
constituciones  locales.  —  T.  26,  p.  UO. 

—  La  violación  de  una  resolución  de  la  Suprema  Corte,  sólo 
puede  dar  derecho  á  presentarse  ante  ella^  á  los  que  han  sido 
actores  directos  y  formales  en  el  juicio  relativo,  y  no  á  perso- 
nas extrañas  á  él.  —  T.  27,  p.  35. 

—  No  es  de  su  competencia,  la  cuestión  sobre  cumplimiento 
de  exhorto  dirigido  por  un  tribunal  de  provincia  á  otro  tam- 
bién de  provincia.  (Este  último  negaba  el  diligenciamiento  del 
exhorto,  por  no  contener  los  recaudos  requeridos  por  la  ley  de 
procedimientos  vigente  en  la  provincia).  —  T.  27,  p.  212. 

—  Tiene  facultad  para  reprimir  las  faltas  leves  que  en  el  desem- 
peño de  sus  funciones,  cometan  los  jueces  de  sección.  —  T.  27, 
p.  389. 

—  No  procede  su  jurisdicción  originaria  por  el  interés  que  en 
una  causa  tenga  una  provincia,  si  ésta  no  es  parte  directa  en 
en  el  juicio.  (Véase  :  Provincia).  — T.  28,  p.  93, 

—  Carece  de  jurisdicción  para  conocer  en  forado  de  apelación, 
en  asuntos  menores  de  200  pesos  tuertes  (art.  4,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  28,  p.  315y  349. 

—  No  puede  conocer  de  demandas  contra  las  provincias,  por 
deudas  anteriores  en  fecha  ala  Constición  nacional.  —  T.  28, 
326  y  331 . 

—  No  puede  resolver  consultas  de  ¿los  jueces  inferiores,  con 
respecto  á  las  causas  sometidas  á  su  resolución.  —  T.  28, 
p.  404. 

—  No  puede  resolver,  por  vía  de  consulta^  una  contienda  de 
competencia,  que  no  se  somete  á  su  conocimiento  en  forma 
legal.  —  T.  28,  p.  411. 
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Suprema  Corte.  —  No  puede  conocer  por  apelación,  de  las  reso- 
luciones de  tribunales  inferiores  de  provincia.  —  T.  29,  p.  73. 

— >  Cuando  la  pena  fijada  por  la  ley  como  mínímun,  no  está  en 
proporción  con  el  delito  cometido,  la  Suprema  Corte  puede,  en 
equidad,  invitar  al  poder  ejecutivo,  á  ejercer  el  derecho  de  in- 
dulto que  le  acuerda  la  Constitución.  (Se  trataba  en  el  caso  de 
la  coloración  de  cuatro  monedas  de  cobre^  siendo  condenado 
su  autor  á  la  pena  de  cuatro  años  de  trabajos  forzados  y  500 
pesos  fuertes  de  multa).  —  T.  29,  p.  330. 

—  Una  vez  pagado  un  impuesto  de  herencia  que  se  cree  in- 
constitucional, corresponde  á  la  Suprema  Corte,  y  no  al  juez 
de  la  testamentaría,  conocer  en  el  pleito  sobre  devolución  que 
se  suscita  entre  la  provincia  que  lo  cobró,  y  los  herederos  ve- 
cinos de  otra  provincia,  ó  extranjeros,  que  lo  pagaron  (art.  1, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  30,  p.  24. 

—  Es  competente  para  entender  en  la  causa  de  un  extranjero 
contra  una  provincia,  en  la  que,  según  el  actor,  las  resolucio- 
nes del  poder  ejecutivo,  afectan  derechos  reales  constituidos  á 
su  favor.  —  T.  30,  p.  443. 

—  No  puede  conocer  en  reclamos  que  no  vienen  á  ella  por  ape- 
lación, ni  por  contienda  de  competencia,  ni  como  caso  de  su- 
perintendencia. —  T.  30,  p.  479. 

—  No  tiene  jurisdicción  originaria  para  conocer  en  las  cuestio- 
nes que  se  susciten  entre  particulares,  respecto  del  alcance  de 
sus  sentencias  dictadas  en  uso  de  dicha  jurisdicción,  una  vez 
que  éstas  han  tenido  su  completa  ejecución.  —  T.  30,  p.  566. 

—  Cuando  la  sentencia  de  1*  instancia  prescinde  de  las  varias 
excepciones  opuestas  á  la  acción  de  la  demanda,  y  resuelve 
una  sola  de  ellas,  la  Suprema  Corte  debe  ocuparse  solamente 
de  esta  excepción,  una  vez  que  no  ha  sido  tachado  por  las  par- 
tes, el  procedimiento  del  juez  a  quo,  —  T.  31,  p.  21. 

—  No  constando  que  un  procurador  fiscal  de  provincia,  con 
poder  especial  del  gobernador  de  la  misma,  demandando  á  un 
vecino  de  la  Capital  ante  los  tribunales  ordinarios,  tuviera  fa- 
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cuitad  para  prorrogar  la  jurisdicción  de  éstos,  el  conocimiento 
de  la  demanda  corresponde  á  la  Suprema  Corte.  —  T.  34,  p.  448. 

Suprema  Corte.  —  No  tiene  jurisdicción  para  decidir  las  con- 
tiendas de  competencia  entre  las  Cámaras  de  apelación  de  la 
Capital  (art.  101,  ley  orgánica  de  los  tribunales,  de  4886). — 
T.  34,  p.  484. 

—  Carece  de  jurisdicción  para  conocer  de  la  nulidad  ó  validez 
de  una  resolución  del  poder  ejecutivo  de  una  provincia,  relativa 
á  la  distribución  de  sus  tierras  públicas.  (Los  demandantes  pi- 
den se  declare  nula  la  resolución  administrativa  del  gobierno, 
reconociendo  á  otras  personas  la  posesión  y  propiedad  de  un 
campo  denunciado  como  fiscal.  Tal  demanda  no  importa  otra 
cosa  que  traer  á  la  revisión  de  la  Corte  un  acto  de  gobierno, 
ejecutado  en  su  carácter  de  poder  administrativo,  y  en  ejerci- 
cio de  sus  funciones  propias  y  de  su  exclusiva  competencia, 
cual  es  la  distribución  de  las  tierras  públicas  de  la  provin- 
cia, con  arreglo  á  las  leyes  locales.  La  Corte  carece  de  ju- 
risdicción para  rever  tales  casos,  mientras  no  se  produzca 
con  ocasión  de  ellos  un  caso  contencioso  que  dé  mérito  á  una 
acción  civil,  en  que  la  provincia  sea  parte).  —  T.  34,  p.  255. 

—  Corresponde  á  ella,  conocer  en  las  acciones  civiles  deduci- 
das contra  un  gobierno  de  provincia  por  un  vecino  de  la  Capi- 
tal, sobre  entrega  de  un  campo  comprado  á  dicho  gobierno 
(art.  4.  inc.  4°,  Ley  Jurisd.).  —  T.  34,  p.  270. 

—  No  corresponde  á  ella,  conocer  en  un  decreto  del  poder  eje- 
cutivo nacional  destituyendo  á  un  juez  letrado  de  un  territorio 
nacional,  nombrado  en  comisión.  —  T.  34,  p.  288. 

—  No  es  competente  para  conocer  en  la  demanda  deducida  so- 
bre mejor  derecho  á  un  campo^  contra  una  provincia  que  no 
tiene  sobre  dicho  campo,  derecho  alguno  de  propiedad  ó  pose- 
sión. —  T.  32,  p.  69. 

—  No  tiene  jurisdicción  originaria  para  conocer  en  los  recursos 
de  habeos  corpus,  interpuestos  por  particulares.  (No  es  dado  á 
poder  alguno,  ampliar  ó  extender  los  casos  en  que  la  Suprema 


—  505  —  SUP 

Corte  ejerce  jurisdicción  exclusiva  y  originaria,  por  mandato 
imperativo  de  la  Constitución  nacional.  Para  que  el  caso  ocu- 
rriese, en  el  procedimiento  que  se  le  ha  sometido  por  el  recurso 
de  habeos  Corpus^  sería  necesario  que  el  individuo  arrestado  fue- 
se un  embajador,  ministro  ó  cónsul  extranjero,  ó  el  arresto  hu- 
biese sido  decretado  por  tribunal  ó  juez,  de  cuyos  autos  le  co- 
rrespondiese entender  por  apelación.  No  está  en  este  último 
caso,  la  Cámara  de  diputados  de  la  nación,  de  quien  emanóla 
prisión.  La  ley  autorizando  el  recurso  de  habetis  corpusy  y  atri- 
buyendo á  todo  juez  el  resolverlo,  no  ha  podido  alterar  y  uo 
ha  alterado  la  jurisdicción  fundada  en  las  claras  y  terminantes 
prescripciones  constitucionales.  El  Congreso  puede  establecer 
excepciones  y  dictar  reglamentos  á  la  jurisdicción  de  apela- 
ción^lo  que  importa  decir  distribuirla  justicia  entre  los  tribu- 
nales inferiores  y  la  corte,  que  siempre  es  de  apelación,  con 
excepción  délos  casos  en  que  la  ley  hubiese  limitado  el  recurso 
ó  en  que  la  jurisdicción  es  originaria  y  exclusiva,  vocablo  que 
no  está  en  la  Constitución  americana.  Esla  última  jurisdicción 
no  está  sujeta  á  las  excepciones  que  pueda  establecer  el  Con- 
greso :  limitada  como  está,  no  puede  ser  ampliada  ni  restrin- 
gida. El  art.  20  de  la  ley  de  jurisdicción  no  autoriza  á  pensar 
que  la  mente  del  congreso,  haya  sido  crear  un  nuevo  caso  de 
jurisdicción  originaria  y  exclusiva).  —  T.  32,  p.  420. 

Suprema  Corte.  —  No  puede,  sin  petición  de  todas  las  partes, 
fallar  sobre  una  excepción  no  resuelta  por  el  juez  de  sección,  ni 
tomar  en  consideración  separadamente  las  demás  excepciones 
no  resueltas  por  el  mismo  (art.  224,  Ley  Proc).  —  T.  32,  p.  183. 

—  No  puede  entender  en  casos  que  no  son  de  superintendencia, 
ó  no  vienen  á  su  conocimiento  por  un  recurso  legal.  —  T.  32, 
p.  371 . 

—  No  puede  resolver  sino  en  virtud  de  jurisdicción  en  grado 
de  apelación  ú  originaria,  y  no  por  vía  de  consulta.  —  T.  34, 
p.  62. 

—  La  adquisición  de  fondos  públicos,  crea  una  obligación  entre 
el  gobierno  provincial  que  los  emite  y  su  tenedor,  y  somete  á 
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aquél  á  la  jurisdicción  de  la  Suprema  Corte  en  los  casos  del 
artículo  \y  inciso  i^,  ley  de  jurisdicción.  —  T.  34,  p.  449. 

Suprema  Corte.  —  £1  castigo  de  las  injurias  á  un  juez  federal, 
no  pertenece  á  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corte. 
(El  juez  ofendido  debe  proceder  á  tomar  por  sí  las  medidas 
que  el  derecho  sujiera,  por  ser  á  él  directamente  á  quien  co- 
rresponde por  la  ley  verificarlo).  —  T.  34,  p.  4i3. 

—  No  puede  dictar  resoluciones,  sin  producirse  caso  judicial. 
—  T.  35,  p.  U4. 

—  El  interdicto  de  despojo  es  una  acción  civil,  cuyo  conocimien- 
to corresponde  á  la  Suprema  Corte  originariamente^  cuando  se 
deduce  por  un  extranjero  contra  una  provincia  (art.  h^  inc.  i». 
Ley  Jurisd.).  —  T.  35,  p.  284. 

—  Dado  el  fallo  por  el  que  se  establece  que  no  corresponde  á 
la  Suprema  Corte,  el  conocimiento  de  las  cuestiones  relativas  á 
la  liquidación  de  un  contrato,  no  puede  traerse  á  su  jurisdic- 
ción el  de  las  cuestiones  que  surjan  de  un  convenio  que,  con 
referencia  á  dicha  liquidación,  se  haya  celebrado  con  el  cesio- 
nario del  contratante.  (El  cesionario  no  puede  invocarun  fuero 
propio  y  personal  distinto  del  de  su  cadente,  para  el  ejercicio  de 
sus  acciones  como  tal,  con  arreglo  al  art.  8,  ley  de  jurisdicción, 
y  estando  además  él  obligado,  á  la  par  de  su  causante,  por  las 
estipulaciones  celebradas  por  éste,  quien  fijó  domicilio  especial 
para  la  ejecución  del  contrato  en  el  lugar  donde  se  celebró, 
por  cuyo  motivo  se  declaró  en  el  primer  fallo  (t.  19,  p.  203)  la 
incompetencia  de  la  Corte).  —  T.  36,  p.  5. 

—  Por  el  Código  de  Procedimiento  Criminal,  de  17  de  octu- 
bre de  1888  (art.  460,  461  y  693),  la  Suprema  Corte  no  puede 
agravarla  pena  impuesta  por  la  sentencia  apelada,  si  el  recurso 
ha  sido  interpuesto  por  el  acusado,  y  no  por  el  acusador  par- 
ticular ó  el  ministerio  fiscal.  — T.  36,  p.  226. 

—  No  corresponde  al  conocimiento  de  ella,  una  demanda  que 
por  fallo  anterior  de  la  misma,  ha  sido  juzgado  no  ser  de  su 
competencia.  —  T.  37,  p.  242. 
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Suprema  Corte.  —  No  tiene  jurisdicción  para  enjuiciar  y  remo* 
ver  á  los  jueces  letrados  de  los  territorios  nacionales^  ni  para 
conocer  de  los  procesos  criminales  por  delitos  comunes,  que 
se  tramiten  ante  dichos  jueces  (art.  33,  ley  de  territorios,  de 
1884  ;  art.  33,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  38,  p.  136. 

—  No  puede  rever  los  actos  y  resoluciones  de  los  jueces  na- 
cionales, sino  por  los  recursos  de  apelación  y  nulidad.  — T.  40, 
p.  386. 

—  No  procede  ante  ella,  el  recurso  originario  de  habeas  corpus 
(art.  618,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  40,  p.  386. 

—  No  puede  dictar  resoluciones  en  quejas  y  reclamaciones,  que 
se  le  sometan  sin  conocimiento  de  causa.  —  T.  41,  p.  232. 

—  La  petición  de  un  fiscal  de  estado,  de  que  se  declare  nula  la 
misión  en  posesión  acordada  por  un  juez  local,  sin  haberse  de- 
ducido acción  contra  persona  determinada,  siendo  extranjero 
el  que  obtuvo  la  posesión,  da  á  éste  el  derecho  de  declinar  de 
jurisdicción  é  invocar  la  originaria  de  la  Suprema  Corte  nacio- 
nal (arl.  100  y  101,  Const.  Nac;  art.  1,  inc.  1°,  Ley  Jurisd.).  — 
T.  41,  p.  306. 

—  Las  resoluciones  délos  tribunales  locales  sobre  la  aplicación 
é  interpretación  de  las  leyes  de  procedimientos,  están  fuera  del 
control  y  revisión  de  la  Suprema  Corte,  con  arreglo  á  los  artícu- 
los 67,  inciso  11,  Constitución  nacional,  y  15,  ley  de  jurisdic- 
ción. —  T.  42,  p.274. 

^  No  puede  hacer  declaración  alguna  respecto  de  las  excepcio- 
nes contra  una  ejecución,  que  no  hayan  sido  materia  de  deci- 
sión en  1«  instancia.  —  T.  44,  p.  79. 

—  Enlos  casos  de  apelación,  los  fallos  de  ella  son  finales,  sal- 
vas las  excepciones  del  articulo  551 ,  Código  de  Procedimiento 
Criminal,  y  no  pueden  reverse  bajo  pretexto  de  aclaraciones 
que  no  procedan^  por  ser  claros  sus  considerandos  y  parte 
dispositiva  (art.  4,  Ley  Jurisd.;  art.  548  y  sig.  Cód.  Proc.  Crim.). 
—  T.  43,  p.  20. 

—  No  puede  modificar  una  sentencia  no  apelada  por  el  ministe- 
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rio  fiscal,  en  perjuicio  del  procesado  (art.  693,  Cód.  Proc.  Crim.). 

—  T.  44,  p.  275. 

Suprema  Corte.  —  Concluido  el  juicio  sobre  mejor  derecho  se- 
guido con  intervención  de  una  provincia  citada  de  evicción,  no 
corresponde  al  conocimiento  originario  de  la  Suprema  Corte,  la 
contestación  sobre  retención  que  se  suscite  después  directa- 
mente entre  las  partes,  por  razón  de  mejoras.  —  T.  44,  p.  44  4. 

—  No  es  competente  para  conocer  en  pleito  civil  contra  una 
provincia,  si  el  título  con  que  actúan  los  demandantes  es  una 
cesión  de  derechos,  y  los  cedentes  son  en  su  mayor  parte  veci- 
nos de  la  provincia  demandada  (art.  8,  Ley  Jurisd.).  —  T.  45, 
p.  17. 

—  Sus  sentencias  definitivas  en  materia  criminal,  fuera  de  los 
casos  enumerados  en  el  artículo  551  del  Código  de  Procedi- 
miento  Criminal^  no  son  susceptibles  del  recurso  de  revisión. 

—  T.  45,  p.  351. 

—  Cuando  una  provincia  es  parte  demandante,  aunque  la  de- 
mandada sea  una  sucesión,  el  conocimiento  de  lacausa  corres- 
ponde á  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corle  (art.  101^ 
Const.  Nac).  —  T.  45,  p.  377. 

—  No  corresponde  á  la  jurisdicción  originaria  de  ella,  el  caso  de 
tercería  de  dominio  deducida  á  nombre  del  fisco  nacional,  en 
ejecución  seguida  ante  la  justicia  ordinaria.  —  T.  46,  p.  59. 

~  No  es  competente  para  dirimir  las  contiendas  de  competencia 
entre  un  juez  de  provincia  y  un  juez  de  la  Capital,  en  juicios 
que  no  sean  de  concurso  ó  sucesión.  (£1  caso  no  está  compren- 
dido en  la  ley  de  3  de  septiembre  de  1878).  —  T.  46,  p.  293. 

—  La  resolución  del  superior  tribunal  de  justicia  de  provincia, 
declarando  inapelable  un  auto  dictado  por  los  tribunales  de  la 
misma  provincia,  no  es  materia  de  revisión  por  la  Suprema 
Corte  Nacional,  porque  decide  sólo  un  punto  de  competencia 
de  jurisdicción  meramente  local  y  no  entraña  cuestión  alguna 
de  las  determinadas  por  el  artículo  14  de  la  ley  de  jurisdicción. 

—  T.  46,  p.  348. 


-i-, 
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Suprema  Corte.  —  Eo  el  ejercicio  de  su  jurisdicción  de  apela- 
ción, no  puede  resolver  sino  sobre  los  puntos  decididos  en 
1*  instancia.  Para  los  no  decididos,  deben  volverse  los  autos  al 
inferior  á  fin  de  que  se  pronuncie  sobre  ellos.  —  T.  46,  p.  372. 

—  Corresponde  al  conocimiento  originario  de  ella,  la  causa  ci- 
vil entre  una  provincia  y  el  vecino  que  resulta  haber  tenido  y 
tener  su  domicilio  real  en  la  capital  federal^  no  existiendo  en 
el  contrato  que  origina  la  controversia,  cláusula  alguna  que  la 
haga  de  competencia  especial  de  los  tribunales  locales  (art.  i, 
inc.  \^,  Ley  Jurisd.).  —  T.  47,  p.  24. 

—  La  demanda  de  nulidad  de  una  venta  hecha  y  ejecutada  den- 
tro de  los  límites  jurisdiccionales  de  la  República,  interpuesta 
por  un  ministro  diplomático,  corresponde  al  conocimiento  ori- 
ginario de  la  Suprema  Corle  (arl.  101,  Const.  Nac;  art.  4,  inc. 
3o,  Ley  Jurisd.;  art.  1209  y  1215,  Cód.  Civ.).  —  T.  47,  p.  248. 

—  No  ejerce  superintendencia  en  lo  que  se  refiere  á  los  juicios 
de  tachas,  seguidos  ante  los  jueces  federales,  contraía  inscrip- 
ción de  ciudadanos  en  el  registro  cívico.  —  T.  47,  p.  264. 

—  No  puede  conocer  en  los  reclamos  respectivos  como  tribunal 
de  apelación,  sin  la  previa  interposición  délos  recursos  legales. 
—  T.  47,  p.  264. 

—  No  puede  conocer  en  las  causas  traídas  por  recurso  de  ape- 
lación, mientras  la  resolución  apelada  no  haya  sido  notificada 
á  todos  los  interesados  en  forma  legal.  —  T,  47,  p.  288. 

—  No  puede  conocer  por  demanda  originaria,  en  el  caso  de  un 
particular  contra  una  municipalidad:  el  caso  no  está  compren- 
dido en  ninguno  de  los  que  enumera  el  artículo  101  de  la  Cons- 
titución Nacional.  —  T.  47, ,p.  367. 

—  No  puede  conocer  directamente  de  una  queja  que  no  viene 
por  recurso  de  apelación.  —  T.  47,  p.  483. 

—  No  puede  conocer  en  recurso  directo,  sin  que  proceda  reso- 
lución y  recurso  ante  el  inferior.  —  T.  47,  p,  492. 

—  No  tiene  jurisdicción  para  entender  en  demandas  contra  per- 
sonasj)ertenecientes  á  legaciones  extranjeras,  á  menos  que  se 
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río  fiscal,  en  perjuicio  del  procesado  (art.  693,  Cód.  Proc.  Criin.)* 

—  T.  U,  p.  275. 

Suprema  Corte.  —  Concluido  el  juicio  sobre  mejor  derecho  se- 
guido con  intervención  de  una  provincia  citada  de  evicción,  no 
corresponde  al  conocimiento  originario  de  la  Suprema  Corte,  la 
contestación  sobre  retención  que  se  suscite  después  directa- 
mente entre  las  partes,  por  razón  de  mejoras.  —  T.  44,  p.  4H. 

—  No  es  competente  para  conocer  en  pleito  civil  contra  una 
provincia,  sí  el  título  con  que  actúan  los  demandantes  es  una 
cesión  de  derechos,  y  los  cedentes  son  en  su  mayor  parte  veci- 
nos de  la  provincia  demandada  (art.  8,  Ley  Jurisd.).  —  T.  45» 

p.  n. 

—  Sus  sentencias  definitivas  en  materia  criminal,  fuera  de  los 
casos  enumerados  en  el  artículo  551  del  Código  de  Procedí- 
miento  Criminal,  no  son  susceptibles  del  recurso  de  revisión. 

—  T.  45,  p.  351. 

—  Cuando  una  provincia  es  parte  demandante,  aunque  la  de- 
mandada sea  una  sucesión,  el  conocimiento  de  lacausa  corres- 
ponde á  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corle  (art.  401^ 
Const.  Nac).  —  T.  45,  p.  377. 

—  No  corresponde  ala  jurisdicción  originaria  deella,el  caso  de 
tercería  de  dominio  deducida  á  nombre  del  fisco  nacional,  en 
ejecución  seguida  ante  la  justicia  ordinaria.  —  T.  46,  p.  59. 

—  No  es  competente  para  dirimir  las  contiendas  de  competencia 
entre  un  juez  de  provincia  y  un  juez  de  la  Capital,  en  juicios 
que  no  sean  de  concurso  ó  sucesión.  (El  caso  no  está  compren- 
dido en  la  ley  de  3  de  septiembre  de  1878).  —  T.  46,  p.  293. 

—  La  resolución  del  superior  tribunal  de  justicia  de  provincia, 
declarando  inapelable  un  auto  dictado  por  los  tribunales  de  la 
misma  provincia,  no  es  materia  de  revisión  por  la  Suprema 
Corte  Nacional,  porque  decide  sólo  un  punto  de  competencia 
de  jurisdicción  meramente  local  y  no  entraña  cuestión  alguna 
de  las  determinadas  por  el  artículo  14  de  la  ley  de  jurisdicción. 

—  T.  46,  p.  348. 
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Suprema  Gorfe.  —  Eo  el  ejercicio  de  su  jurisdicción  de  apela- 
ción, no  puede  resolver  sino  sobre  los  puntos  decididos  en 
1*  instancia.  Para  los  no  decididos,  deben  volverse  los  autos  al 
inferior  á  fin  de  que  se  pronuncie  sobre  ellos.  —  T.  46,  p.  372. 

—  Corresponde  al  conocimiento  originario  de  ella,  la  causa  ci- 
vil entre  una  provincia  y  el  vecino  que  resulta  haber  tenido  y 
tener  su  domicilio  real  en  la  capital  federal,  no  existiendo  en 
el  contrato  que  origina  la  controversia,  cláusula  alguna  que  la 
haga  de  competencia  especial  de  los  tribunales  locales  (art.  4, 
inc.  1«,  Ley  Jurisd.).  —  T.  47,  p.  24. 

—  La  demanda  de  nulidad  de  una  venta  hecha  y  ejecutada  den- 
tro de  los  limites  jurisdiccionales  de  la  República,  interpuesta 
por  un  ministro  diplomático,  corresponde  al  conocimiento  ori- 
ginario de  la  Suprema  Corte  (art.  101,  Const.  Nac;  art.  4,  inc. 
3o,  Ley  Jurisd.;  art.  1209  y  1215,  Cód.  Civ.).  —  T.  47,  p.  248. 

—  No  ejerce  superintendencia  en  lo  que  se  refiere  á  los  juicios 
de  tachas,  seguidos  ante  los  jueces  federales,  contraía  inscrip- 
ción de  ciudadanos  en  el  registro  cívico.  —  T.  47,  p.  264. 

—  No  puede  conocer  en  los  reclamos  respectivos  como  tribunal 
de  apelación,  sin  la  previa  interposición  délos  recursos  legales. 
—  T.  47,  p.  264. 

—  No  puede  conocer  en  las  causas  traídas  por  recurso  de  ape- 
lación, mientras  la  resolución  apelada  no  haya  sido  notificada 
á  todos  los  interesados  en  forma  legal.  —  T.  47,  p.  288. 

—  No  puede  conocer  por  demanda  originaria,  en  el  caso  de  un 
particular  contra  una  municipalidad:  el  caso  no  está  compren- 
dido en  ninguno  de  los  que  enumera  el  artículo  101  de  la  Cons- 
titución Nacional.  —  T.  47, .p.  367. 

—  No  puede  conocer  directamente  de  una  queja  que  no  viene 
por  recurso  de  apelación.  —  T.  47,  p.  483. 

—  No  puede  conocer  en  recurso  directo,  sin  que  proceda  reso- 
lución y  recurso  ante  el  inferior.  — T.  47,  p,  492. 

—  No  tiene  jurisdicción  para  entender  en  demandas  contra  per- 
sonasj)ertenecientes  á  legaciones  ex.tranjeras,  á  menos  que  se 
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renuncie  el  privilegio  con  la  debida  autorización.  —  T.  48,  p. 
349. 

Suprema  Corte.  —  No  corresponde  á  su  jurisdicción  originaria, 
la  declaración  de  ser  ilegal  el  nombramiento  de  un  juez  federal. 
—  T.  48,  p.  462. 

—  No  tiene  jurisdicción  para  conocer  originariamente  en  de- 
mandas que  se  deducen  contra  un  gobierno  de  provincia  por 
actos  de  una  municipalidad,  en  los  que  no  tiene  aquél  ninguna 
responsabilidad  propia,  y  sólo  porque  haya  asumido  proviso- 
riamente su  representación.  (Los  intereses  municipales  no  se 
confunden  con  los  de  la  provincia,  por  el  hecho  accidental  de 
haberse  reunido  en  una  sola  persona  la  representación  de  la 
provincia  y  la  de  la  municipalidad,  pues  esta  concurrencia  de 
facultades  no  suprime  ninguno  de  estos  cuerpos,  ni  altera  la 
naturaleza  de  las  funciones  que  el  representante  ó  mandatario 
desempeñe  en  uno  ú  otro  sentido).  —  T.  49,  p.  74. 

—  Su  jurisdicción  de  apelación  sólo  puede  ponerse  en  ejercicio, 
después  de  interpuestos  y  concedidos  los  recursos  legales.  — 
T.  52,  p.  67. 

—  No  tiene  jurisdicción  para  dirimir  las  contiendas  de  compe- 
tencia entre  jueces  locales,  sobre  juicios  particulares.  —  T.  52, 
p.  304. 

—  Carece  de  atribuciones  para  resolver  consultas  de  los  funcio- 
narios judiciales. — T.  52,  p.  432. 

—  Son  de  su  competencia  las  causas  entre  una  provincia  y  un 
vecino  de  la  capital  (art.  401,  Const.  Nac;  art.  i°,  inc.  4»,  Ley 
Jurisd.;  ley  de  18  de  septiembre  de  1884).  —  T.  53,  p,  75. 

-*  No  puede  avocarse  el  conocimiento  de  ninguna  causa,  sin 
mediar  los  recursos  establecidos  por  la  ley.  —  T.  53,  p.  132. 

—  Para  que  su  jurisdicción  originaria  proceda^  no  basta  que 
una  provincia  tenga  interés  en  el  pleito,  sino  que  es  indispen- 
sable que  la  provincia  misma  aparezca  en  él  como  parte.  —  T. 
54,  p.  550. 

—  No  tiene  ella,  la  misión  de  hacer  cumplir  las  resoluc'^ones  de 
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los  jueces  de  sección;  son  éstos  los  que  deben  hacerlas  efecti- 
vas. —  T.  55,  p.  53. 

Soprema  Corte.  —  No  tiene  ella,  la  misión  de  hacer  cumplirlos 
mandatos  de  los  jueces  inferiores  :  son  éstos  los  que  deben 
hacerlos  efectivos;  y  tratándose  de  desobediencia  de  las  auto- 
ridades en  recursos  de  habeos  corpus,  el  Código  de  Procedi- 
miento Criminal,  que  indica  cómo  el  juez  debe  proceder,  no 
autoriza  su  ocurso  á  la  Suprema  Corte.  — T.  55,  p.  H9. 

—  No  puede  resolver  puntos  sometidos  á  su  fallo,  sin  un  caso 
existente  que  decidir.  —  T.  55,  p.  134. 

—  No  tiene  jurisdicción  de  apelación,  en  las  causas  criminales 
de  los  territorios  nacionales,  que  no  sean  del  fuero  federal  (art. 
22,  inc,  1°,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  55,  p.  138. 

—  No  puede  conocer  de  demandas  contra  un  ministro  diplo- 
mático extranjero^  por  actos  ejecutados  en  el  ejercicio  desús 
funciones.  —  T.  55,  p.  328. 

—  No  tiene  jurisdicción  de  apelación,  en  los  asuntos  cuya  im- 
portancia es  inferior  al  valor  de  200  pesos  (art.  4,  Ley  Jurísd.). 
—  T.  55,  p.  383. 

—  No  tiene  jurisdicción  para  conocer  en  la  contienda  de  com- 
petencia entre  jueces  locales,  en  los  juicios  que  no  sean  de  con- 
curso ó  testamentaría.  (Sólo  á  éstos  se  refiere  la  ley  de  3  de  sep- 
tiembre de  4878).  —  T.  56,  p.  307. 

—  No  puede  resolver  sobre  puntos  respecto  de  los  cuales  el  in- 
ferior no  se  ha  pronunciado.  —  T.  56,  p.  354. 

—  En  cuestiones  de  expropiación  para  calles  y  obras  de  embe- 
llecimiento local,  que  son  del  resorte  de  la  municipalidad,  la 
provincia  no  es  parte,  y  la  Suprema  Corte  no  es  competente  pa- 
ra conocer  en  ellas  originariamente.  — T.  58,  p.  333. 

—  El  auto  por  el  cual  la  Cámara  de  Apelaciones  de  la  Capital, 
niega  el  cumplimiento  de  un  exhorto  de  un  juzgado  de  provin- 
cia, sin  desconocer  su  autenticidad,  no  es  contrario  á  la  ley 
nacional  de  26  de  agosto  de  1863,  y  no  importando  dicho  auto 
un  caso  de  contienda^  ni  de  los  previstos  por  laley  de  3  de  sep- 
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tíembrede  1878)1a  Suprema  Corte  carece  de  jurisdicción  para  co- 
nocer en  él,  y  no  procede  el  recurso  de  apelación. — T.  58,  p.  4  00. 

Suprema  Corte.  —  Es  competente  para  conocer  en  demanda  in- 
terpuesta contra  la  provincia  de  Buenos  Aires,  por  un  vecino 
de  la  Capital  federal  (art.  401,  Const.  Nac;  art.  1,  inc.  1%  Ley 
Jurisd.;  Ley  de  48  de  septiembre  de  1884).  —  T.  59,  p.  73. 

—  No  puede  ser  tomada  en  consideración  por  ella,  la  petición 
que  no  ha  sido  materia  de  la  demanda  ni  se  ha  hecho  de  ella, 
contención  en  4  •  instancia  (art.  224,  Ley  Proc).  — T.  59,  p.  342. 

—  Corresponde  á  ella,  la  resolución  ñnal  sobre  competencia  de 
los  tribunales  federales.  —  T.  59,  p.  389. 

—  Interpuesto  de  la  sentencia  del  inferior  solamente  el  recurso 
de  apelación,  la  Suprema  Corte  se  halla  habilitada  para  dar  fin 
al  pleito,  apreciando  y  resolviendo  las  cuestiones  apreciadas  y 
resueltas  por  dicha  sentencia.  —  T.  60,  p.  54. 

—  No  puede  pronunciarse  sobre  la  interpretación  que  los  jueces 
locales  hayan  dado  alas  leyes  que  reglan  sus  respectivos  pro- 
cedimientos, ni  sobre  las  contestaciones  que  se  resuelven  por 
los  principios  del  derecho  común  (art.  4  4,  Ley  Jurisd.).  — T. 
60,  p.  74  y  458. 

—  Cuando  se  ha  acusado  por  varios  delitos,  y  el  acusador  no 
apela  de  la  sentencia  que  declara  probado  uno  solo,  é  impro- 
bados los  otros,  la  Suprema  Corte  no  puede  pronunciarse  sobre 
estos  últimos.  La  sentencia  en  esta  parte,  debe  darse  por  con- 
sentida. —  T.  60,  p.  277. 

—  No  está  encargada  de  evacuar  consultas.  —  T.  64,  p.  97. 

—  No  puede  apreciar  en  segunda  instancia  la  causal  de  nulidad 
fundada  en  la  inconstitucionalidad  de  la  ley  aplicada  por  la 
sentencia  recurrida,  cuando  en  primera  instancia  no  se  ha 
suscitado  ni  resuelto  esa  cuestión  (art.  224  y  233,  Ley  Proc). 
—  T.  64,p.  295. 

—  Carece  de  jurisdicción  para  conocer  en  primera  instancia  y 
originariamente,  del  recurso  de  hateas  corpus  (arU  ñ\S,  Cód. 
Proc.  Crim.).  —  T.  62,  p.  239. 
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Suprema  Corte.  —  Las  resoluciones  de  ésta,  dictadas  en  ejer- 
cicio de  su  superintendencia,  no  son  susceptibles  de  revoca- 
toria. —  T.  62,  p.  401. 

—  Carece  de  jurisdicción  para  conocer  en  la  gestión  por  la  cual 
se  pide  la  declaración  de  inconstitucionalidad  de  un  decreto, 
en  la  solicitud  de  inscripción,  en  los  tribunales  locales,  de  un 
titulo  de  abogado.  (£1  caso  no  está  comprendido  en  los  deter- 
minados por  el  art.  101,  Const.  Nac,  y  art.  14,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  62,  p.  270. 

—  No  puede  evacuar  consultas  de  los  jueces,  en  los  asuntos  so- 
bre que  deben  expedirse.  —  T.  62,  p.  313. 

—  No  puede  decidir  una  cuestión  que,  propuesta  y  discutida 
en  primera  instancia,  no  ha  sido  resuelta  por  el  inferior.  — 
T.  62,  p.  425. 

—  Véase  :  Contienda  de  competencia  ;  Delito  común ;  Gestiones  ad- 
ministrativas ;  Interventor  nacional ;  Limites ;  Prueba ;  Recurso, 

Suspensión  de  apremio.  —  No  corresponde  al  deudor,  el  dere- 
cho de  pedir  la  suspensión  de  los  procedimientos  de  apremio, 
respecto  de  sus  propios  bienes,  aunque  éstos  hubiesen  sido 
objeto  de  otro  embargo.  — T.  21,  p.  332. 

Suspensión  de  despacho.  —  El  embarijo,  la  suspensión  del 
despacho  y  del  recurso  á  los  tribunales  ordinarios,  sirven  para 
asegurar  el  percibo  de  la  renta,  y  hacer  saber  al  comercio  el 
estado  del  crédito  del  comerciante  deudor  en  las  oficinas  fis- 
cales. —  T.  10,  p.  203. 

Suspensión  de  procedimiento.  —  El  juez  local,  cuya  compe- 
tencia ha  sido  desconocida  por  el  juez  federal,  debe  suspender 
todo  procedimiento,  aunque  dicha  competencia  haya  sido  re- 
conocida después  por  este  juez,  si  el  auto  relativo  ha  sido  ape- 
lado. —  T.  57,  p.  87. 

—  £1  proceso  criminal  correspondiente  ala  jurisdicción  de  la 
justicia  federal,  no  puede  ser  suspendido  en  virtud  de  resolu- 
ciones extrañas  del  poder  judicial.  —  T.  57,  p.  420. 

Suspensión  de  remate.  —  Si  el  juez  de  la  ejecución  resuelve  la 
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tiembrede  1878,1a  Suprema  Corte  carece  de  jurisdicción  para  co- 
nocer en  él,  y  no  procede  el  recurso  de  apelación. — T.  58,  p.  4  00. 

Suprema  Corte.  —  Es  competente  para  conocer  en  demanda  in- 
terpuesta contra  la  provincia  de  Buenos  Aires,  por  un  vecino 
de  la  Capital  federal  (art.  101,  Const.  Nac;  art.  1,  ¡nc.  1%  Ley 
Jurisd. ;  Ley  de  18  de  septiembre  de  1884).  —  T.  59,  p.  73. 

—  No  puede  ser  tomada  en  consideración  por  ella,  la  petición 
que  no  ha  sido  materia  de  la  demanda  ni  se  ha  hecho  de  ella, 
contención  en  1'  instancia  (art.  224,  Ley  Proc).  — T.  59,  p.  342. 

—  Corresponde  á  ella,  la  resolución  ñnal  sobre  compotencia  de 
los  tribunales  federales.  —  T.  59,  p.  389. 

—  Interpuesto  de  la  sentencia  del  inferior  solamente  el  recurso 
de  apelación,  la  Suprema  Corte  se  halla  habilitada  para  dar  fin 
al  pleito,  apreciando  y  resolviendo  las  cuestiones  apreciadas  y 
resueltas  por  dicha  sentencia.  —  T.  60,  p.  51. 

—  No  puede  pronunciarse  sóbrela  interpretación  que  los  jueces 
locales  hayan  dado  alas  leyes  que  reglan  sus  respectivos  pro- 
cedimientos, ni  sobre  las  contestaciones  que  se  resuelven  por 
los  principios  del  derecho  común  (art.  14,  Ley  Jurisd.).  — T. 
60,  p.  74  y  158. 

—  Cuando  se  ha  acusado  por  varios  delitos,  y  el  acusador  no 
apela  de  la  sentencia  que  declara  probado  uno  solo,  é  impro- 
bados los  otros,  la  Suprema  Corte  no  puede  pronunciarse  sobre 
estos  últimos.  La  sentencia  en  esta  parte,  debe  darse  por  con- 
sentida. —  T.  60,  p.  277. 

—  No  está  encargada  de  evacuar  consultas.  —  T.  61,  p.  97. 

—  No  puede  apreciar  en  segunda  instancia  la  causal  de  nulidad 
fundada  en  la  inconstitucionalidad  de  la  ley  aplicada  por  la 
sentencia  recurrida,  cuando  en  primera  instancia  no  se  ha 
suscitado  ni  resuelto  esa  cuestión  (art.  224  y  233,  Ley  Proc). 
—  T.  61,p.  295. 

—  Carece  de  jurisdicción  para  conocer  en  primera  instancia  y 
originariamente,  del  recurso  de  hateas  corpus  {eLtU  ñ\S,  Cód. 
Proc.  Crim.).  —  T.  62,  p.  239. 
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Suprema  Corte.  —  Las  resoluciones  de  ésta,  dictadas  en  ejer- 
cicio de  su  superintendencia,  no  son  susceptibles  de  revoca- 
toria. —  T.  62,  p.  401. 

—  Carece  de  jurisdicción  para  conocer  en  la  gestión  por  la  cual 
se  pide  la  declaración  de  inconstitucionalidad  de  un  decreto, 
en  la  solicitud  de  inscripción,  en  los  tribunales  locales,  de  un 
titulo  de  abogado.  (£1  caso  no  está  comprendido  en  los  deter- 
minados por  el  art.  404,  Const.  Nac,  y  art.  44,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  62,  p.  270. 

—  No  puede  evacuar  consultas  de  los  jueces,  en  los  asuntos  so- 
bre que  deben  expedirse.  —  T.  62,  p.  343. 

—  No  puede  decidir  una  cuestión  que,  propuesta  y  discutida 
en  primera  instancia,  no  ha  sido  resuelta  por  el  inferior.  — 
T.  62,  p.  425. 

—  Véase  :  Contienda  de  competencia ;  Delito  común ;  Gestiones  od- 
ministratinas ;  Interventor  nacional;  Limites ;  Prueba;  Recurso. 

Suspensión  de  apremio.  —  No  corresponde  al  deudor,  el  dere- 
cho de  pedir  la  suspensión  de  los  procedimientos  de  apremio, 
respecto  de  sus  propios  bienes,  aunque  éstos  hubiesen  sido 
objeto  de  otro  embargo.  — T.  24,  p.  332. 

Suspensión  de  despacho.  —  El  embarp^o,  la  suspensión  del 
despacho  y  del  recurso  á  los  tribunales  ordinarios,  sirven  para 
asegurar  el  percibo  de  la  renta,  y  hacer  saber  al  comercio  el 
estado  del  crédito  del  comerciante  deudor  en  las  oficinas  fis- 
cales. —  T.  40,  p.  203. 

Suspensión  de  procedimiento.  —  El  juez  local,  cuya  compe- 
tencia ha  sido  desconocida  por  el  juez  federal,  debe  suspender 
todo  procedimiento,  aunque  dicha  competencia  haya  sido  re- 
conocida después  por  este  juez,  si  el  auto  relativo  ha  sido  ape- 
lado. —  T.  57,  p.  87. 

—  El  proceso  criminal  correspondiente  á  la  jurisdicción  de  la 
justicia  federal,  no  puede  ser  suspendido  en  virtud  de  resolu- 
ciones extrañas  del  poder  judicial.  —  T.  57,  p.  420. 

Suspensión  de  remate.  —  Si  el  juez  de  la  ejecución  resuelve  la 
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suspensión  del  remate  del  bien  embargado,  á  requisición  de 
otro  juez,  es  ante  el  primero  que  el  interesado  debe  hacer  las 
gestiones  ó  promover  los  recursos  legales  en  guarda  de  sus 
derechos.  —  T.  57,  p.  131. 

Suspensión  de  remate .  —  Véase  :  Banco  Hipotecario ;  Remate, 

Sustitución. — La  del  poder,  que  el  apoderado  instruido  y  expen- 
sado para  la  causa,  otorga  al  efecto  de  seguirse  en  la  Capital  la 
instancia  de  apelación,  no  quita  á  aquél  la  personería,  para 
que  intervenga  en  los  autos  sobre  ejecutoria^  concluida  que 
sea  la  segunda  instancia.  —  T.  44,  p.  433. 

Sustracción.  —  No  puede  haber  delito  de  sustracción  de  mer- 
caderias,  cuando  sólo  aparentemente  se  consintió  en  dejarlas 
sacar  para  detenerlas  en  seguida.  —  T.  59,  p.  47. 

—  Véase  :  Caudales  públicos. 

Sustracción  de  correspondencia.  —  La  substracción  de  cartas 
con  valores  declarados,  cometida  en  la  oficina  de  correos,  es 
penada  con  cinco  años  de  trabajos  forzados,  menos  la  mitad 
del  tiempo  de  detención  sufrida,  y  con  la  inhabilitación  para 
ejercer  cargos  públ¡cos(art.  53y  94,  Ley  Penal).— T,  47,  p.289. 

—  Es  justa  la  pena  de  cinco  años  de  trabajos  forzados,  multa 
de  300  pesos  é  inhabilidad  para  ejercer  cargos  públicos,  im- 
puesta al  autor  del  delito  de  sustracción  de  correspondencia 
cometido  con  reiteración  (art.  53,  Ley  Penal;  art.  85,  Cód. Pe- 
nal). —  T.  54,  p.  58. 

Sustracción  de  dinero.  —  £1  uso  indebido  del  dinero,  producto 
de  papel  sellado,  hecho  sin  daño  ni  entorpecimiento  del  servi- 
cio público,  hace  incurrir  á  los  culpables  en  la  pérdida  del 
empleo  é  inhabilitación  por  cuatro  años  para  obtener  otro 
(art.  84,  Ley  Penal).—  T.  38,  p.  80. 

Sustracción  de  documentos.  —  Véase  :  Delito. 

Sustracción  de  valores.  —  Verificado  el  cargo  de  la  entrega  de 
una  suma  en  timbres  postales,  al  jefe  de  la  oficina  de  timbres,  la 
falta  departe  de  dicha  suma,  constituye  el  delito  previsto  y  pena- 
do por  el  artículo  80  de  la  ley  penal  de  4863.  —  T.  47,  p.  338  • 
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Tachas.  —  Las  tachas  contra  los  testigos,  deben  proponerse  y 
probarse  dentro  del  término  probatorio.  No  pueden,  por  consi- 
guiente^ aceptarse  las  propuestas  en  el  último  dia  de  dicho  tér- 
mino (art.  Í24,  Ley  Proc).  —  T.  8,  p.  200. 

—  Las  tachas  opuestas  á  los  testigos,  para  ser  admitidas,  deben 
probarse  en  el  término  de  prueba  (art.  124,  Ley  Proc).  —  T. 
13,  p.  150. 

—  No  es  admisible,  la  tacha  de  ser  los  testigos,  de  opinión  polí- 
tica contraria  á  la  de  los  acusados.  —  T.  29,  p.  436. 

—  Las  tachas  á  los  testigos,  deben  oponerse  y  probarse  dentro 
del  término  probatorio  (art.  124,  Ley  Proc).  — T.  31,  p.  18. 

—  Véase  :  Testigos. 

Talaje.  —  No  habiéndose  convenido  el  tiempo  en  que  debe  pa- 
garse el  talaje  de  animales,  se  entiende  en  el  que  se  sacan  éstos 
de  los  potreros.  —  T.  10,  p.  154. 

Tasación.  —La  de  mercaderías  ordenada  por  sentencia,  no  cau- 
sa por  sí  cosa  juzgada,  y  puede  ser  moderada  por  el  tribunal  en 
lo  que  exceda  de  la  suma  cobrada  por  el  interesado.  —  T.  54, 
p.  548. 

—  Desde  que  existe  sentencia  que  manda  llevar  adelante  la  eje- 
cución para  el  pago  de  los  intereses  vencidos,  lo  que  corres- 
ponde es  mandar  tasar  el  bien  embargado,  sin  necesidad  de 
practicar  previamente  la  liquidación  de  dichos  intereses  (art. 
293,  Ley  Proc).  -  T.  58,  p.  446. 
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Tasación. — Ella  es  un  medio  deficiente  para  llegar  á  un  resul- 
tado preciso  del  verdadero  valor  de  los  inmuebles^  y  los  jueces 
no  pueden  dar  preferencia  á  unas  tasaciones  sobre  otras, 
cuando  éstas  son  distintas  y  se  destruyen  entre  sí.  —  T.  60, 
p.  277. 

—  Es  nula  laque  se  practique  por  el  perito  nombrado  de  oficio, 
antes  del  término  que  la  ley  concede  á  las  partes  para  recusarle 
(art.  143,  Ley  Proc.  La  tasación  se  presentó  al  mismo  tiempo 
que  se  notificaba  el  auto  nombrando  el  perito).  —  T.  62^  p.  444. 

—  Véase  :  Apelable, 

Tasador.  —  Véase  :  Ejecución, 

Teatros.  —  Es  práctica  establecida  en  los  de  Buenos  Aires,  á  fal- 
ta de  convenio  especial,  que  el  beneficiado  que  toma  á  su  cargo 
el  reparto  de  aposentadurias,  para  hacerlo  á  su  discreción,  res- 
ponde á  la  empresa  por  el  producto  délas  mismas,  según  tari- 
fa, sin  que  pueda  objetar  falta  de  pago  de  algunas,  y  percibien- 
do para  si  el  excedente  que  sobre  el  precio  de  tarifa  obtenga. 
—  T.  23,  p.  443. 

Temeridad.  —  Resistir  uno  de  los  litigantes  el  ejercicio  de  un 
derecho  perfecto  de  su  contrario,  rechazar  proposiciones  de 
arreglo  ventajosas,  fundar  esa  negativa  en  el  resentimiento  que 
ocasiona  un  pleito,  son  hechos  que  hacen  temerario  á  un  liti- 
gante. —  T.  5,  p.  254. 

—  El  litigante  temerario  es  responsable  de  los  perjuicios  que 
causa  á  su  contrario.  —  T.  5,  p.  251 . 

—  La  hay,  en  interponer  demanda  ante  un  tribunal  sobre  cantN 
dad  de  pesos  de  que  ya  se  había  juzgado  en  otro.  —  T.  5^  p.« 
303. 

—  El  que  deduce  una  acción  sin  contar  con  las  pruebas  nece- 
sarias, es  litigante  temerario.  —T.  22,  p.  440. 

—  No  la  hay  en  la  parte  que  ha  ocurrido  á  la  justicia  federal, 
con  un  derecho  que  le  pertenece  por  título  de  cesión  de  accio- 
nes. —  T.  29,  p.  433. 

—  Véase:  Costas;  Ignorancia. 
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Tenedor.  —  Fenecido  un  juicio  de  reivindicación  de  un  inmue- 
ble en  favor  del  actor,  el  poseedor  del  fundo  se  convierte  en  un 
simple  tenedor  de  la  cosa  (art.  2462,  inc.  S"",  Cód.  Civ.).  —  T. 
U,  p.  449. 

—  Véase  :  Interdicto ;  Posesión. 

Tenedor  precario.  —  Es  el  que  recibe  la  cosa,  para  tenerla  á 
disposición  del  dueño  y  entregársela  en  cualquier  momento  que 
se  la  pida.  —  T.  10,  p.  23. 

Tentativa.  —  En  caso  de  delito  no  consumado,  hay  desde  la  or- 
ganización del  complot,  la  tentativa.  Ella  es  el  principio  de  eje- 
cución, para  establecer  el  cual  basta  el  acto  exterior  de  un  pacto 
de  asociación,  el  acopio  de  armas,  etc.  —  T.  17,  p.  402. 

—  No  siendo  comunes  sino  políticos,  los  delitos  que  se  propo- 
nen los  conspiradores,  la  pena  por  la  tentativa  es  la  de  destierro 
y  pecuniaria,  conjunta  ó  separadamente.  —  T.  17,  p.  402. 

—  La  tentativa  de  contrabando  no  está  sujeta  á  pena  alguna. 
(Los  importadores  pidieron  la  rectificación  de  los  manifiestos, 
antes  de  pedir  su  despacho :  art.  9,  Cód.  Penal).  —  T.  48,  p. 
407. 

Tentativa  de  rebelión.  —  No  obstante  el  silencio  de  la  ley  penal 
de  14  de  septiembre  de  1863,  acerca  de  la  tentativa  en  el  delito 
de  rebelión,  el  derecho  común  y  la  práctica  unifórmele  impo- 
nen una  pena  menor  que  la  del  delito  consumado.  Esta  pena 
puede  ser  la  de  dos  años  de  extrañamiento  y  pago  de  las  costas. 
—  T.  21,p.  598. 

Tentativa  frustrada.  —  Según  las  doctrinas  déla  jurisprudencia 
moderna^  en  los  casos  de  tentativa  frustrada,  la  pena  debe  mo- 
derarse, teniendo  en  cuenta  que,  si  bien  existe  la  intención  cri- 
minal puesta  en  ejercicio,  no  existe  el  daño  material.  —  T.  11, 
p.  47. 

Teroeria.  —  Declarada  nula  la  escritura  hipotecaria  del  crédito 
en  que  el  tercer  opositor  funda  su  acción,  debe  rechazarse  to- 
talmente la  oposición  y  seguirse  el  juicio  ejecutivo,  en  provecho 
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del  ejecutante  hasta  el  íotegro  pago  de  la  deuda  que  deioanda. 

—  T.  2,  p.  220. 

Tercería. — El  articulo  298  de  la  ley  de  procedimientos,  prescribe 
terminantemente,  que  sin  estar  completamente  reintegrado  el  eje- 
cutantey  no  podrá  aplicarse  las  sum€Ls  realizadas  (por  la  venta  de 
los  bienes  embargados)  á  otros  objetos^  á  menos  que  sea  para  las 
costas  de  la  ejecución^  ó  que  otro  acreedor  haya^sido  declarado  pre- 
ferente por  ejecutoria;  disposición  que  se  halla  corroborada  por 

'    los  artículos  264  y  304  de  la  misma  ley.  —  T.  2,  p.  220. 

—  Declarada  nula  la  escritura  hipotecaria  del  tercer  opositor, 
sin  que  las  partes  hayan  pedido  prorrateo,  ni  se  encuentre  el 
deudor  en  estado  de  insolvencia,  debe  rechazarse  la  oposición 
y  seguirse  el  juicio  en  provecho  del  ejecutante.  —  T.  2,  p.  220. 

—  La  de  oposición  supone  necesariamente  que  el  tercer  opositor 
se  presenta  como  acreedor  del  ejecutado,  acreedor  de  dominio 
cuando  deduce  tercería  excluyente,  y  acreedor  de  preferente 
derecho,  cuando  comparece  como  coadyuvante.  —  T.  9,  p.  405. 

—  La  tercería  de  oposición  en  el  juicio  ejecutivo  debe  substan- 
ciarse en  juicio  ordinario,  por  cuerda  separada,  con  el  ejecu- 
tante y  ejecutado  (art.  301 ,  Ley  Proc).  —  T.  40,  p.  328. 

—  No  procede  la  tercería  de  mejor  derecho  en  el  caso  de  haber 
sido  ya  pagado  el  acreedor  ejecutante  y  sancionado  este  pago 
por  auto  ejecutoriado.  —  T.  43,  p.  269. 

—  Las  tercerías  deducidas  en  un  juicio  ejecutivo,  son  incidentes 
de  éste.  —  T.  47,  p.  478. 

—  El  segundo  ejecutante  tiene  que  deducir  tercería  en  el  juicio 
ejecutivo  ya  iniciado,  y  probar  su  derecho  al  efecto  del  pago. 

—  T.  49,  p.84. 

—  Embargada  una  finca  por  ejecución  contra  la  viuda,  los  hijos 
pueden  deducir  tercería  é  iniciarel  juicio  de  sucesión,  en  el  que 
el  acreedor  puede  hacer  valer  sus  derechos.  —  T.  24,  p.  89. 

—  La  compra  de  muebles  hecha  después  de  su  embargo,  no  pue- 
de fundar  una  tercería  para  el  desembargo.  —  T.  23,  p.  407. 
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Tercería.  —  No  ]o  es^  la  simple  petición  de  desembargo.  — 
T.  24,  p.  496. 

—  La  que  tiende  á  anular  los  autos  de  un  expediente  radicado 
en  el  juzgado  ordinario,  corresponde  al  conocimiento  de  éste. 
—  T.  25,  p.  89. 

—  Las  demandas  de  tercería  pertenecen  al  juez  de  la  ejecución 
(art.  301.  Ley  Proc).  —  T.  29,  p.  38. 

—  Concluido  el  juicio  ejecutivo  por  arreglo  entre  acreedor  y 
deudor,  queda  de  hecho  levantado  el  embargo,  y  la  cuestión  de 
tercería,  que  deja  de  tener  razón  de  ser,  debe  darse  por  termi- 
nada. —  T.  32,  p.  375. 

—  La  dación  en  pago  de  una  finca,  hecha  por  el  deudor  después 
de  haber  sido  embargada  por  el  acreedor,  y  no  escriturada 
además,  ni  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad,  no  da  dere- 
cho para  oponerse  ala  ejecución  de  dicha  finca  (art.  4474,Cód. 
Civ.;  art.  242,  ley  orgánica  de  los  tribunales  déla  capital,  de 
1886). —T.  33,  p.  214. 

—  Embargados  los  derechos  hereditarios  del  deudor,  el  cesio- 
nario de  esos  derechos  puede  deducir  tercería  contra  el  embar- 
go, debiendo  ésta  tramitarse  por  cuerda  separada  del  juicio  eje- 
cutivo. —  T.49,  p.  143. 

—  Si  el  ejecutante  manifiesta  que  se  prescinda  del  embargo  del 
bien,  sobre  el  cual  se  ha  deducido  tercería  de  dominio,  no  co- 
rresponde se  proceda  á  resolver  dicha  tercería. — T.  53,  p.169. 

—  Véase  :  Competencia;  Incidente;  Personería. 

Tercería  de  dominio.  —  La  excluyente,  fundada  en  el  dominio 
de  una  propiedad  raíz,  es  legal  yjusta,  si  concurren  los  siguien- 
tes elementos  :  1**  si  la  deuda  que  se  cobra  procede  de  paga- 
rés otorgados  por  un  individuo  á  su  nombre  particular,  y  no  al 
de  la  sociedad  que  tenía  con  otro ;  2°  si  la  propiedad  raíz  hipo- 
tecada á  su  seguridad  y  pago,  es  de  la  exclusiva  propiedad  de 
este  último;  y  su  hijo  y  heredero  fué  quien  otorgó  la  hipoteca, 
y  deduce  la  tercería^  habiendo   sido  en  la  fecha  de  su  otorga 
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miento,  menor  de  edad,  sin  asistencia  de  curador.  —  T.  2,  p. 
Í55. 

Tercería  de  dominio.  —  No  puede  suspender  los  procedimien- 
tos de  la  via  ejecutiva,  sino  después  de  ejecutoriada  la  senten- 
cia de  remate  (art.  302, Ley  Proc).  —  T.  Í9,  p.  215. 

—  Es  bastante  para  fundarla,  sobre  un  bien  mueble,  un  contrato 
de  venta  privado  y  firmado  por  testigos  que  lo  reconocen,  el 
hecho  de  publicársela  venta  por  un  diario  y  la  pública  posesión 
(art.  958.  959  y  968,  Cód.  Civ.).  —  T.  19,  p.  406. 

. —  Cuando  se  deduce  la  tercería  excluyeme  en  eljuicio  ejecutivo, 
ha  de  fundarse  precisamente  en  el  dominio  de  los  bienes  em- 
bargados. La  alegación,  sin  prueba,  de  que  esos  bienes  han 
sido  adquiridos  con  dinero  del  opositor,  no  es  bastante  para 
fundar  el  dominio  (art.  301,  Ley  Proc). — T.  20,  p.  63. 

—  Puede  deducirse  mientras  no  se  haya  dado  posesión  al  com- 
prador de  la  finca  subastada,  porque  hasta  entonces  se  mantiene 
la  cosa  á disposición  del  juez  y  no  ha  adquirido  el  comprador  el 
dominio  de  ella,  como  lo  sostienen,  entre  otros  tratadistas  prác- 
ticos, Caravantes,  Tapia  y  Escriche.  —  T.  20,  p.  78. 

—  Para  deducir  la  tercería  excluyente,  es  necesario  fundarla  pre- 
cisamente en  el  dominio  de  losbienes  embargados,presentándo  - 
se  el  título  que  lo  demuestre  (art.  10  y  301,  Ley  Proc).  — T.  20^ 
p.  366. 

—  Es  título  bastante  para  comprobarla,  tratándose  de  muebles, 
la  transferencia  judicial,  anteriora  la  ejecución,  hecha  en  pago 
de  una  deuda.  -  T.  20,  p.  400. 

—  Debe  ser  rechazada,  cuando  el  tercer  opositor  reconoce  ser 
deudor  solidario  con  el  ejecutado.  —  T.  21,  p.  574. 

—  Un  contrato  de  arrendamiento  no  puede,  en  ningún  caso,  fun- 
dar una  tercería  excluyente  ó  de  dominio,  la  cual  necesaria- 
mente debe  tener  por  base  la  propiedad  del  bien  embargado 
(art.  301,  Ley  Proc).  —  T.22,  p.  101. 

—  Una  demanda  eu  que  se  reclama  la  propiedad  exclusiva  de 
fondos  embargados  preventivamente^  como  pertenencia  de  otro. 
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importa  una  tercería  de  dominio  y  debe  ser  sustanciada  como 
Ui.  —  T.  23,  p.  678. 

Tercería  de  dominio. — La  deducida  sobre  dinero  y  probada  sólo 
de  parte  de  él,  sólo  por  esta  parte  es  admisible  la  demanda.  — 
T.  24,  p.  305. 

—  No  probándose  iaeiLclusiva  propiedad  sobre  la  cosa  embar- 
gada, debe  rechazarse  la  tercería  de  dominio  fundada  en  ella. 
—  T.  24,p.  374. 

Terceríeta.  —  Cuando  en  una  tercería  de  mejor  derecho,  se  man- 
da entregar  al  ejecutado  la  suma  embargada  bajo  fianza  de 
devolverla  al  tercerista,  si  los  demás  bienes  del  deudor  ejecu- 
tado por  éste  no  alcanzan  á  cubrir  su  crédito,  y  se  declara  el 
mismo.de  pago  preferente,  se  entiende  que  el  tercerista  tiene 
el  cargo  de  seguir  y  terminar  las  ejecuciones  relativas.  No  ha- 
biéndose designado  plazo  para  cumplir  con  ese  cargo,  el  tribu- 
nal debe  fijarlo  (art.  564,  Cód.  Civ.).  —  T.  2i,  p.  363. 

Tercero.  —  Cesando  la  oposición  del  actor  á  la  intervención  de 
un  tercero  en  el  juicio,  éste  debe  continuar  interviniendo.  — 
T.  52,  p.  379. 

Término.  —  El  de  nueve  días  concedido  para  contestar  la  de- 
manda, corre  desde  el  día  siguiente  al  en  que  se  entregan  al 
demandado  las  copias  de  la  demanda  y  de  los  documentos 
acompañados  á  la  misma.  —  T.  4,  p.  345. 

—  El  término  para  apelar  de  un  auto,  corre  desde  el  día  en  que 
se  tiene  conocimiento  de  él.  —  T.  12,  p.  548. 

—  El  de  diez  días  para  observar  la  liquidación  de  una  sociedad, 
corre  desde  que  se  comunique  á  los  socios  (art.  504^  Cód.  Com. 
ant.).  — T.  44,  p.  379. 

—  Cuando  todos  los  signatarios  de  un  contrato  son  demanda- 
dos conjuntamente,  teniendo  un  interés  común  y  constituyen- 
do una  sola  parte,  los  términos  deben  correr  simultáneamente 
para  todos,  y  no  puede  por  lo  mismo  contarse  sino  desde  la 
última  notificación.  —  T.  47,  p.  205. 

-~    Aunque  el  juez  puede  fijar  término  á  los  peritos  para  expe- 
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dirse,  éste  no  es  fatal  y  la  falta  de  ellos  puede  ser  penada  con 
arreglo  al  articulo  U4  de  la  ley  de  procedimientos. — T.  49, 
p.  437. 

Término. —  Guando  la  ley  dispone  que  no  se  cuente  el  día  de  la 
notificación  en  los  términos  legales,  se  refiere  á  los  términos 
por  días  y  no  á  los  términos  por  horas,  que  corren  de  momen- 
to á  momento.  —  T.  24 ,  p.  402. 

—  No  es  insuficiente  el  de  seis  días  para  que  se  expida  una  pe- 
ricia, cuando  esos  seis  días  se  fijan  después  de  haber  pasado 
muchos  meses  desde  que  debió  practicarse.  — T.  22,  p.  80. 

—  Los  términos  fijados  por  la  Suprema  Corte  en  sus  fallos  de 
apelacióu,  empiezan  el  día  en  que  se  notifica  el  auto  de  cúm- 
plase, dictado  por  el  juez  de  sección.  —  T.  24,  p.  492. 

—  No  suspende  el  término  para  apelar,  un  pedido  de  aclaratoria 
de  la  sentencia,  cuando  dicha  aclaratoria  no  se  refiere  al  pun- 
to apelado  y  no  ha  sido  deducida  por  la  parte  apelante.  — 
T.  59,  p.  43. 

—  Véase  :  Aduana;  Apelación ;  Jactancia ;  Prescripción;  Prueba; 
Recurso  de  rescisión. 

Término  fatal.  —  £1  de  24  horas^  acordado  por  la  ley  cuando  ha 
sido  acusada  la  rebeldía,  es  fatal  y  perentorio.  —  T.  12,  p.  392. 

—  No  lo  es,  el  término  dentro  del  cual  se  ordena  la  presenta- 
ción de  documentos  que  fundan  una  petición.  —  T.  14,  p.  445. 

—  Las  24  horas  fijadas  por  la  ley  para  evacuar  la  rebeldía  acu- 
sada, es  un  término  fatal  y  perentorio,  y  una  vez  transcurrido, 
se  produce  el  efecto  de  hacer  decaer  el  derecho  que  dejó  de 
usarse.  —  T.  20,  p.  297. 

Término  judiciaL —  Los  términos  judiciales  no  pueden  alte- 
rarse, cuando  no  hay  facultad  expresa  que  así  lo  consigne.  — 
T.  46,  p.  46. 

Territorios  nacionales.  —  Comprende  también  á  éstos,  la  ley 
de  34  de  julio  de  4890,  que  suspendió  los  términos  judiciales. 
—  T.  43,  p.  491. 

—  Véase:  Jurisdicción. 
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Testamentaria.  —  Toda  acción  directamente  deducida  contra 
una  testamentaria,  debe  entablarse  ante  los  juzgados  de  provin- 
cia, aunque  los  de  la  Nación  hayan  podido  conocer  en  las  di- 
ligencias preparatorias  de  la  misma  (art.  12,  Ley  Jurisd.). — 
T.  11,  p.  382. 

—  Las  deudas  contraidas  en  nombre  propio  por  los  herederos 
ó  administradores  de  una  testamentaria,  no  pertenecen  á  ésta 
y  no  excusan  á  los  deudores  de  responder  en  un  juicio  particu- 
lar, separado  del  juicio  universal  déla  testamentaría.  —  T.  14, 
p.  259. 

—  Cuando  en  ella  hay  un  solo  heredero,  que  entra  en  posesión 
de  la  herencia  sin  necesidad  de  formalidad  alguna  ó  interven- 
ción de  los  jueces,  las  acciones  de  terceros  contra  la  testamen- 
taria, deben  dirigirse  ante  el  juez  del  domicilio  de  este  here- 
dero, una  vez  aceptada  la  herencia  (art.  3285  y  3410,  Cód.  Civ.). 
—  T.  21.  p.  469. 

—  £1  juez  de  la  testamentaría  demandada,  es  el  que  debe  cono- 
cer de  la  acción  personal  deducida  contra  ella  por  la  testamen- 
taria demandante  (art.  3284,  Cód.  Civ.).  —  T.  26,  p.  124. 

—  La  acción  seguida  personalmente  contra  la  viuda,  no  hace 
parte  del  juicio  testamentario  del  marido.  —  T.  47,  p.  278. 

—  Debe  aprobarse  la  liquidación  testamentaria,  cuando  apare- 
cen llenadas  las  formalidades  esenciales.  —  T.  53,  p.  383. 

—  Véase  :  Incidente;  Justicia  federal;  Justicia  provincial. 

Testigos.  —  El  interés  que  quiere  suponérsele,  de  ser  consecuen- 
te con  las  declaraciones  que  haya  prestado  extrajudicialmente, 
no  hace  sospechosa  su  veracidad,  ni  tachable  su  declaración 
judicial.  —  T.  1,  p.353. 

—  La  enemistad  que  produzca  tacha^  debe  ser  capital,  con  arre- 
glo á  la  ley  6,  titulo  33.  partida  7*.  —  T.  1,  p.  353. 

—  El  representante  en  juicio,  de  una  de  las  partes  contendoras, 
es  hábil  para  declarar  como  testigo  en  la  causa  en  que  el  letra- 
do director  de  aquél,  cobra  honorarios  á]la  parte  contraria,  por 
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servicios  que  se  dicen  prestados  en  el  arreglo  amigable  del  asun- 
to. —  T.  2,  p.  103. 

Testigos. — El  dicho  de  testigos  de  referencia,  no  tiene  valor  algu- 
no, cuando  aquel  á  quien  se  refieren,  lo  contradice.  —  T.  3,  p. 

—  El  soldado  desertor  se  considera  como  perjuro  por  haber  fal- 
tado al  juramento  que  se  presume  haber  hecho  de  sostener  su 
bandera,  y  por  lo  tanto,  es  testigo  inhábil.  —  T.  3,  p.  282. 

—  El  autor  principal  de  un  delito,  es  inhábil  para  declarar  con- 
tra sus  cómplices,  mucho  más  estando  preso  y  procesado  por 
dicho  delito.  —  T.  3,  p.  282. 

—  No  son  tachables,  por  el  hecho  de  haber  demandado  á  una 
de  las  partes,  si  ha  sido  juzgada  justa  la  demanda.  —  T.  3,  p.  328. 

—  No  son  tachables  por  ser  hijos  de  la  persona  con  quien  una 
de  las  partes  tenga  motivos  de  desavenencia,  si  su  declaración 
al  perjudicar  á  ésta,  perjudica  también  á  su  padre.  —  T.  3,  p. 
328. 

—  La  prueba  con  que  uno  de  los  litigantes  ha  acreditado  su  ve- 
cindad en  una  provincia,  no  puede  ser  destruida  por  declara- 
aciones  de  testigos  que  no  dan  razón  suficiente  de  sus  dichos, 

ni  expresan  las  circunstancias  de  donde  resulta  la  traslación  de 
domicilio  á  otra  provincia.  —  T.  ,3,  p.  464. 

—  En  el  caso  del  artículo  121  déla  ley  de  procedimientos^  para 
obligar  al  testigo,  que  voluntariamente  no  se  presente  á  decla- 
rar, y  para  que  su  declaración  surta  efecto,  es  necesario  que 
sea  citado  por  cédula  cuando  menos  un  día  antes  de  vencerse 
el  término  probatorio.  —  T.  3,  p.  493. 

—  Las  declaraciones  de  ellos  y  la  confesión  del  procesado,  de- 
ben prestarse  ante  el  juez  de  la  causa  (art.  352,  353,  354  y  358, 
LeyProc.).— T.  5,  p.  167  y  171. 

—  Laprueba  testimonial  producida  ante  una  jurisdicción  incom - 
pétente,  no  es  plena  en  ningún  caso,  y  menos  en  los  juicios 
criminales.  —  T.  5, p.  171 . 

—  Si  de  varios  testigos,  hay  algunos  contestes  mayores  de  toda 
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excepción,  y  los  que  les  contradicen  no  son  tales,  debe  estarse 
al  testimonio  de  aquellos.  —  T.  5,  p.  420. 

Testigos.  —  La  disposición  de  la  ley  45,  titulo  7,  libro  2»  de  la 
Recopilación  Castellana,  que  habla  de  testigos  que  declaren 
ante  escribano,  no  es  aplicable  á  los  juzgados  nacionales,  por- 
que en  ástos,  todas  las  declaraciones  se  prestan  ante  el  juez.^ 
T.  5«  p.433. 

—  La  ratifícación  de  ellos  se  ordena  por  la  ley,  cuando  pueden 
ser  habidos.  —  T.  6,  p.  302. 

—  Cuando  no  pueden  ser  habidos,  y  cuando  han  sido  examina- 
dos en  el  sumario  por  el  juez  de  la  causadla  falta  de  ratificación 
en  el  plenario,  no  anula  las  declaraciones.  —  T.  6,  p.  302. 

—  Las  declaraciones  deben  ser  apreciadas  por  el  criterio  judi- 
cial. —  T.  6,  p.  302. 

—  Los  de  referencias  á  personas  que  no  nombran,  ó  que  no  dan 
razón  de  su  credulidad,  no  merecen  fe  (leyes  28  y  29,  tít.  16, 
part.  3»).  —  T.  7,  p.  221. 

—  En  la  prueba  testimonial,  la  lista  de  testigos  debe  ser  presen- 
tada cuando  menos  tres  días  antes  del  dia  en  que  deben  ser 
examinados.  La  lista  presentada  con  dos  rlías  de  anticipación 
ai  del  vencimiento  del  término  de  prueba,  no  puede  ser  acep- 
tada (art.  120,  Ley  Proc).  —  T.  7,  p.  295. 

—  Ninguna  ley  autoriza,  y  la  jurisprudencia  reprueba  como  in- 
moral é  inhumano,  el  interrogar  á  los  esposos,  al  uno  contra 
el  otro,  á  los  padres  contra  sus  hijos,  y  á  los  hijos  contra  sus 
padres  y  hermanos.  — T.  7,  p.  301 . 

—  La  circunstancia  de  haber  formado  parte  del  ejército  rebelde^ 
no  es  causa  bastante  para  anular  la  declaración  de  un  testigo 
sobre  el  hecho  de  un  homicidio  perpetrado  durante  la  rebelión, 
y  en  el  que  el  testigo  no  tomó  parte.  —  T.  7,  p.  356. 

—  Dos  ó  más  testigos  contestes  y  refiriéndose  en  sus  dichos  á 
hechos  personales,  establecen  plena  prueba  sobre  los  puntos 
que  declaran.  —  T.  7,  p.  471 . 

—  Debe  preferirse  la  declaración  de  los  testigos  que  contestan 
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directamente  sobre  la  existencia  de  un  hecho  positivo,  á  la  de 
aquellos  que  la  niegan.  — T.  7,  p.  47Í . 

Testigos. — Los  del  sumario  no  ratificados  en  el  plenario,  no  ha- 
cen prueba  (art.  358,  Ley  Proc).  —  T.  9,  p.  290. 

—  La  declaración  de  uno  sólo  no  hace  fe  enjuicio.  —  T.  ÍO,  p. 

—  La  declaración  de  uno  sólo,  no  hace  fe,  máxime  cuando  no  ha 
sido  jurado,  ni  su  testimonio  s»6  ha  recibido  con  citación  de  la 
parte  contraria.  —  T.  10,  p.  449. 

—  Solicitándose  el  examen  de  testigos  fuera  del  municipio^  las 
partes  pueden  asistir  á  él  y  hacer  preguntas  verbales  á  los  tes- 
tigos (art.  139,  Ley  Proc).  —  T.  40,  p.  220. 

—  La  no  comparencia  de  un  testigo  ofrecido  dentro  del  tér- 
mino probatorio,  no  autoriza  á  pedir  que  se  le  obligue  á  de- 
clarar y  se  reciba  su  declaración,  si  esta  petición  no  se  ha 
presentado  dentro  del  mismo  término.  — T.  44,  p.  447. 

—  Deben  ser  examinados  dentro  del  término  de  prueba,  salvo 
el  caso  en  que,  por  hecho  no  imputable  á  la  parte  que  los  pre- 
sente, no  hubieren  podido  serlo.  —  T.  42,  p.  76. 

—  La  manifestación  de  la  profesión  y  domicilio  de  éstos,  debe 
hacerse  cuando  menos  tres  días  antes  de  vencer  el  término  de 
la  prueba,  para  que  puedan  ser  examinados  (art.  420,  Ley 
Proc).  —  T.  42,  p.  76. 

—  Deben  comparecer  á  declarar,  so  pena  de  nulidad,  cuando 
menos  tres  días  después  de  notificada  la  parte  contra  quien  se 
litiga  (art.  420,  Ley  Proc).  —  T.  42,  p.  325. 

—  Los  que  declaren  de  ciencia  propia,  son  más  fidedignos  que 
los  que  lo  hacen  por  referencia  (ley  28,  tíL  46,  part.  3*). — 
T.  43,  p.  450. 

—  Los  presentados  por  las  dos  partes,  no  pueden  ser  tachados. 
—  T.  43,  p.  450. 

—  Es  válida  la  declaración  prestada  fuera  del  término  conce- 
dido por  el  juez  para  la  prueba,  si  dentro  de  dicho  término  se 
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ba  fijado  día  parala  declaración,  y  ésta  se  ba  prestado  dentro 
del  establecido  por  la  ley.  —  T.  14,  p.  341. 

Testigos. — La  declaración  de  uno  sólo,  no  hace  prueba  en  jui- 
cio, —  T.  14,  p.  476. 

—  Admitir  éstos  habiéndose  citado  á  las  partes  para  sentencia, 
sería  abrir  el  término  probatorio,  contra  la  disposición  del  ar- 
tículo 101,  ley  de  procedimientos.  —  T.  15,  p.  77. 

—  La  inexactitud  de  la  fecha,  no  hace  tachable  la  declaración 
del  testigo,  cuando  todas  las  demás  circunstancias,  como  la 
hora,  lugar,  personas  presenciales  y  otros  accesorios  son  exac- 
tos y  concordantes  con  las  demás  declaraciones  (ley  36,  tít.  16, 
part.  3»).  —  T.  16,  p.  165. 

—  Las  acciones  por  sumas  de  mayor  cuantía,  no  pueden  ser 
probadas  por  testigos  (art.  193,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  16, 
p.  252. 

—  Existiendo  precedentes  bastantes  para  autorizar  el  esclareci- 
miento del  cohecho  de  un  testigo^  deben  ser  pasados  al  juez 
del  crimen.  —  T.  17,  p.  43. 

—  Sólo  en  el  caso  en  que  la  declaración  de  un  testigo  ofrezca 
indicios  graves  de  falsedad  ó  de  soborno,  debe  ordenarse  su 

.prisión  (art.  134,  Ley  Proc).  —  T.  18,  p.  465. 

—  La  presentación  de  éstos  en  el  penúltimo  día  del  término 
probatorio,  no  es  admisible.  —  T.  20,  p.  99. 

—  £1  artículo  135  de  la  ley  de  procedimientos  no  obliga,  sino 
que  faculta  á  la  parte  á  presentar  los  testigos  al  día  siguiente 
del  señalado  en  que  no  pudieron  ser  examinados,  sin  nueva 
citación.  La  parte  puede^  pues,  pedir  nueva  citación  dentro 
del  término  probatorio  ó  al  día  siguiente  del  señalado,  y  los 
testigos  así  citados  son  admisibles,  aunque  para  el  examen  se 
señale  un  día  fuera  del  término.  —  T.  22,  p.  31. 

—  Son  indignos  de  fe  é  inhábiles  para  establecer  la  responsabi- 
lidad del  acusado,  los  testigos  que  se  contradicen,  se  decla- 
ran cómplices,   cometen  falsedad,   y  contra  los  que  existen 
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vehementes  sospechas  de  soborno  (ley  8,  tít.  46,  part.  7*;  ley  i\ , 
tít.  16,  part.  3*).  — ■  T.  22,  p.  236. 

Testigos. — Los  del  sumario,  tienen  que  ratificarse  en  el  plena- 
rio,  pudiendo  ser  habidos  (ley  25,  tít.  46,  part.  3').  —  T.  22, 
p.  236. 

—  En  la  apreciación  de  sus  declaraciones  deben  preferirse  las 
más  precisas  y  que  se  hayan  prestado  llenando  las  formalidades 
legales.  —  T.  23,  p.  347. 

—  No  pueden  citarse  nuevamente  los  testigos  que  no  hayan  de- 
clarado por  culpa  del  que  los  presentó,  cuando  falta  menos  de 
tres  dias  para  el  vencimiento  del  término  de  prueba.  —  T.  23, 
p.  540. 

—  Todos,  sin  distinción,  tienen  que  ser  presentados,  por  lo  me- 
nos antes  de  los  últimos  tres  días  del  término  probatorio.  Si  en 
la  falta  de  examen,  no  ha  habido  culpa  de  la  parte,  puede  seña- 
larse otro  día,  aunque  sea  fuera  del  término  (art.  120,  Ley 
Proc).  ■— T.  24,  p.  49. 

—  No  siendo  por  culpa  de  la  parle  que  no  han  sido  recibidas 
las  declaraciones  de  los  testigos  presentados  y  citados  dentro 
del  término,  debe  el  juez  recibirlas  fuera  de  él,  señalando  día. 
—  T.  24,  p.  278. 

—  Declarado  decaído  el  derecho  de  presentar  un  testigo,  no 
puede  volverse  á  pedir  su  examen.  — T.  24,  p.  397. 

—  Señalado  un  nuevo  día  después  de  vencido  el  término  pro- 
batorio, y  no  presentados  para  ese  día  los  testigos  ofrecidos, 
no  puede  exigirse  ya  su  examen.  —  T.  25,  p.  37. 

—  No  es  imputable  á  la  parte,  la  no  comparencia  de  testigos 
en  la  audiencia  últimamente  señalada,  cuando  en  la  anterior, 
en  que  no  pudieron  ser  examinados,  concurrieron  voluntaria- 
mente. —  T.  25,  p.  444. 

—  El  hijo  de  una  de  las  partes,  puede  ser  presentado  por  la  otra 
como  testigo,  para  reconocer  la  fírma  de  un  documento  otor- 
gado por  él.  —  T.  30,  p.  476. 

—  Es  causal  bastante  para  postergar  el  examen  de  los  presen- 
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lados,  la  de  tener  lugar  en  el  día  designado  los  funerales  del 
padre  del  abogado  de  la  parte.  No  es  imputable  á  ésta,  el  hecho 
de  haber  pedido  la  postergación  después  de  vencido  el  término 
probatorio,  cuando  la  petición  se  hace  en  el  mismo  día  desig- 
nado por  el  juez  para  el  examen.  — T.  30,  p.  556. 

Testigos. — El  presentado  en  tiempo,  cuya  declaración  no  ha  po- 
dido ser  prestada  el  día  señalado  por  haber  estado  enfermo, 
puede  y  debe  ser  examinado  con  arreglo  al  artículo  139  de 
la  ley  de  procedimientos.  —  T.  31,  p.  364  y  371. 

—  La  declaración  de  un  solo  testigo^  no  hace  fe  enjuicio,  — 
T.  33,  p.2l2. 

—  No  es  admisible  en  el  último  día  del  término,  probatorio,  la 
citación  de  testigos  que  fueron  indicados  en  oportunidad  para 
el  examen,  sin  pedirse  entonces  su  citación  en  forma  (art.  122, 
Ley  Proc).  —  T.  34,  p.  242. 

—  La  presentación,  dentro  del  término  de  testigos  cuyo  examen 
no  ha  sido  solicitado  oportunamente,  no  autoriza^  después  de 
Tencido  aquél,  á  pedir  que  sean  citados  para  declarar.  —  T.  35, 
p.  59. 

—  Debe  admitirse  á  declarar  el  testigo  presentado  en  tiempo, 
y  no  examinado  sin  culpa  del  interesado.  — T.  40,  p.  14. 

—  Aquellos,  cuya  profesión  se  omitió  indicar  al  presentarlos, 
deben  ser  examinados  una  vez  que  resulte  haberse  salvado  esa 
omisión.  —  T.  42,  p.  171 . 

—  Cuando  se  presentan  testigos  en  la  oportunidad  legal,  pidién- 
dose sean  citados  por  secretaría,  la  omisión  déla  citación  exo- 
nera de  responsabilidad  á  la  parte.  —  T.  43,  p.  90. 

—  No  deben  ser  admitidos  á  examen,  los  ofrecidos  con  sólo  un 
día  de  anticipación  al  del  vencimiento  del  término  probatorio 
(art.  120,  Ley  Proc).  —  T.  43.  p.  231. 

—  No  debe  hacerse  lugar  á  la  declaración  de  aquellos,  que  se 
pida  después  de  vencido  el  término  de  prueba. — T.  43,  p.  319. 

—  No  son  admisibles  los  presentados  el  último  día  del  término 
probatorio.  —  T.  44,  p.  178. 

T,  II  S4 
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Testigos.  —  La  falta  de  comparecencia,  dentro  del  término  pro- 
batorio^ del  testigo  ofrecido  en  tiempo  y  debidamente  citado, 
no  es  imputable  á  la  parte. — T.  44^  p.  385. 

—  Es  imputable  á  la  parte  que  no  presentó  la  lista  de  testigos, 
la  no  recepción  de  la  prueba  testimonial  dentro  del  término.— 
T.  45,  p.  314. 

—  No  es  admisible  la  prueba  de  testigos  presentados  el  día  an- 
terior al  del  vencimiento  del  término  (art.  120,  Ley  Proc).  — 
T.  46,  p.15. 

—  Vencido  el  término  probatorio,  no  puede  pedirse  el  examen 
de  testigos,  que  la  parte  manifiesta  haberle  sido  imposible  ha- 
cer examinar  dentro  de  él.  —  T.  46,  p.  18. 

—  Vencido  el  término  probatorio,  no  es  admisible  la  presenta- 
ción de  testigos  que  no  fueron  examinados  en  tiempo,  debido 
á  negligencia  de  la  parte.  — T.  46,  p.  165. 

—  La  parte  que  debió  presentar  á  los  testigos  no  puede  exigir, 
después  de  vencido  el  término  probatorio,  que  se  les  cite  por 
no  haberlos  podido  presentar  el  día  señalado  (art.  477,  Cód. 
Proc.  Crim.).  — T.  47,  p.  356. 

—  La  prueba  de  testigos  pedida  y  urgida  dentro  del  término, 
debe  ser  recibida  después  de  él.  —  T.  47,  p.  370. 

—  Pueden  ser  recibidas  después  del  término,  las  declaraciones 
no  recibidas  dentro  de  él  por  hecho  no  imputable  á  la  parte.  — 
T.  47,  p.  495. 

—  En  los  juicios  criminales  por  falsificación  de  patente,  la  prue- 
ba de  testigos  debe  ser  solicitada  dentro  de  los  primeros  diez 
dias  del  término  de  prueba  (art.  483,  Cód.  Proc.  Crim.).  — T. 
48,  p.  484. 

—  El  articulo  483  del  Código  de  Procedimiento  Criminal,  no 
prescribe  que  sean  nulas  las  declaraciones  de  testigos  presen- 
tados después  de  los  primeros  diez  días  del  término  de  prueba, 
y  por  consiguiente,  consentido, por  la  contraparte  el  auto  que 
las  ordena,  y  la  diligencia  de  las  declaraciones,  éstas  subsisten 
y  el  auto  es  válido.  —  T.  49,  p.  316. 


—  531  —  TES 

Testigos.  —  No  puede  procederse  á  la  prisión  de  un  testigo, 
sobre  cuya  falsedad  no  resulte  de  autos  mérito  bastante.  —  T. 
51,  p.  231. 

—  Los  testigos  deben  ser  presentados  expresando  su  propio 
nombre,  profesión  y  domicilio  (art.  483,  Cód.  Proc.  Crim.). — 
T.  51,  p.  235. 

—  Una  razón  social  no  puede  ser  presentada  como  testigo  (art. 
483,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  51,  p.  235. 

—  En  los  juicios  criminales,  la  prueba  de  testigos  es  inadmisi- 
ble si  se  presenta  después  de  los  primeros  diez  días  del  término 
probatorio  (art.  483,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  51,  p.  260. 

—  El  error  en  el  nombre  del  testigo^  no  autoriza  su  rechazo  cuan- 
do las  demás  enunciaciones  relativas  á  su  apellido,  profesión 
y  domicilio,  demuestran  que  es  la  misma  persona  incluida  en 
la  lista.  —  T.  52,  p.   182. 

—  La  prueba  de  testigos  en  las  causas  criminales,  debe  ser 
ofrecida  dentro  de  los  primeros  diez  días  del  término  probato- 
rio (art.  483,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  52,  p.  253. 

—  La  prueba  de  testigos  ofrecida  por  el  denunciante  debe  ser 
admitida,  cuando  tiene  por  objeto  la  comprobación  del  delito  y 
la  averiguación  de  la  persona  del  delincuente.  — T.  52,  p.  293. 

—  La  prueba  de  testigos  solicitada  y  urgida  oportunamente,  de- 
be ser  recibida  aún  después  del  término  probatorio.  —  T.  52^ 
p.297 

—  No  debe  admitirse  la  prueba  de  testigos  presentados  fuera 
de  la  oportunidad  establecida  en  el  articulo  120  de  la  ley  de 
procedimientos.  — T.  53,  p.  82. 

—  Cuando  no  se  ha  pedido  la  citación  de  testigos,  y  éstos  no 
comparecen  el  día  señalado,  no  puede  pedirse  ya,  si  en  dicho 
día  estaba  vencido  el  término  probatorio.  —  T.  53,  p.  222. 

—  En  lo  crimina!,  la  prueba  de  testigos  debe  ofrecerse  con  la 
lista  é  interrogatorios  correspondientes,  dentro  de  los  primeros 
diez  días  del  término  probatorio  (art.  477  y  483,  Cód.  Proc. 
Crim.).  —  T.  53,  p.  260. 
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Testigos.  — En  las  causas  criminales,  la  prueba  de  testigos 
debe  ser  ofrecida  dentro  de  los  prinieros  diez  días  del  término 
probatorio  (art.  483,  Cód.  Proc.  Crim.).—  T.  57,  p.  452. 

—  Vencido  el  término  de  prueba,  no  puede  pedirse  el  señala- 
miento de  nuevo  día  para  la  declaración  de  los  testigos  que 
no  concurrieron  el  día  fijado,  si  no  se  solicita  su  citación  en 
forma,  y  no  se  justifica  la  causa  de  su  inasistencia.  —  T.  58^ 
p.  442. 

—  La  inasistencia  de  los  testigos,  cuya  citación  oportunamente 
pedida  y  ordenada  dejó  de  hacerse,  no  puede  perjudicar  á  la 
parte  que  los  presentó.  —  T.  58,  p.  408. 

—  No  son  admisibles  las  preguntas  dirigidas  á  pedir  del  testigo, 
la  apreciación  y  no  la  declaración  sobre  un  hecho.  —  T.  50, 
p.  65. 

—  Los  producidos  por  el  demandante,  pueden  ser  examinados 
á  tenor  del  interrogatorio  presentado  por  el  demandado,  aun 
después  de  vencido  el  término,  si  el  interrogatorio  ha  sido  pre- 
sentado dentro  de  él,  v  el  demandante  ha  asentido  al  examen 
ordenado  por  el  juez.  —  T.  60,  p.  204. 

« 

—  No  es  admisible  la  prueba  de  testigos  presentada  en  el  últi- 
mo día  del  término  probatorio  (art.  420,  Ley  Proc,)  —  T.  62, 
p.  225. 

—  Véase  :  Apelación ;  Documentos;  Gerente  de  Banco ;  Mujer  ; 
Prueba;  Prueba  testimonial;  Repreguntas. 

Testigos  auriculares. —  No  se  considera  probado  el  hecho,  so- 
bre cuya  verdad  deponen  testigos  meramente  auriculares  :  su 
testimonio  carece  de  valor  jurídico  (ley  29,  tít.  16^  part.  3«). 
—  T.  40,  p.  320. 

Testigos  singulares.  *-  Los  testigos  que  no  se  refieren  á  los 
hechos  y  á  las  mismas  fechas,  son  singulares^  y  por  consiguien- 
te, no  hacen  prueba.  —  T.  44,  p.  322. 

Testimonios  auténticos .  —  Deben  ser  tenidos  por  tales,  los  tes- 
timonios en  forma  expedidos  por  las  autoridades  de  las  provin- 
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cias,  aun  cuando  se  hubiesen  extraviado  los  originales.  —  T.  22, 
p.  182. 

Titulo.  —  El  título  para  fundar  una  tercena  es  la  causa  legal  en 
que  se  funda  el  derecho,  y  puede  existir  aún  careciéndose  de 
documento  probatorio  :  él  puede  justificarse  con  los  otros  me- 
dios de  prueba  admitidos  en  el  derecho.  —  T.  40,  p.  328. 

—  Reclamado  un  terreno  en  virtud  de  título  expedido  por  el 
gobierno  de  la  provincia,  y  oponiéndose  por  el  demandado  que 
él  es  dueño  de  dicho  terreno,  por  razón  de  título  legítimo  y  de 
prescripción,  queda  fuera  de  discusión  la  legítimidjad  del  título 
del  demandante,  y  solamente  pertenece  al  juicio,  el  examen  de 
la  eficacia  del  título  y  de  la  prescripción  opuesta  por  el  deman- 
dado. —  T.'51,p.  426. 

—  El  título  no  es  eficaz  para  transferir  el  dominio,  si  el  que 
vendió  el  terreno  á  los  causantes  del  demandado,  no  tenía  en 
propiedad  sino  la  de  un  terreno  distinto  (art.  2604  y  3270, 
Cód.  Civ.).  — T.  54,  p.  426. 

—  Véase  :  Posesión;  Prescripción. 

Titulo  de  propiedad.  —  Lo  es  una  escritura  de  venta,  no  tachada 
ni  en  su  forma,  ni  en  su  contenido.  —  T.  46,  p.  443. 

—  No  tiene  derecho  para  pedirla  entrega  de  los  títulos  de  pro- 
piedad de  un  inmueble,  el  que  no  acredita  ser  dueño  de  éste. 
—  T.38,  p.  440. 

Titulo  ejecutivo.  —  Véase  :  Ejecución;  Juicio  ejecutivo ;  Liquida* 
ción. 

Titulo  supletorio.  — La  información  sumaria  aprobada  como 
título  supletorio  del  dominio,  en  tanto  tiene  valor  en  cuanto 
resulte  conforme  con  la  verdad  de  los  títulos  auténticos,  y  no 
envuelva  una  adquisición  indebida.  —  T.  26,  p.  225. 

Tolerancia.  —  El  ocho  por  ciento  de  tolerancia  á  que  se  refiere 
el  artículo  434  de  las  ordenanzas  de  aduana  (antiguas),  debe 
computarse  con  relación  al  contenido  de  cada  bulto  y  no  al 
total  de  la  factura.  —  T.  44,  p.  309. 

—  Véase  :  Comiso ;  Dobles  derechos  ;  Exceso, 
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Toma  de  rasón.  —  Véase  :  Hipoteca. 

Tonelaje.  —  Cuando  en  un  contrato  de  fietamento  se  expresa  el 
tonelaje  del  buque,  sin  hacerse  referencia  á  carga  especial,  se 
entiende  que  el  tonelaje  se  refiere  á  la  carga  que  en  tonelada  de 
2240  libras  inglesas,  no  mide  más  de  40  pies  cábicos,  como 
sal,  carbón,  hierro,  etc.  — T.  24,  p.  420. 

Trabajos.  —  Debe  mandarse  pagar  la  cuenta  de  trabajos,  cuya 
existencia  é  importe  han  sido  probados.—  T.  53,  p.  323. 

Tradición.  —  Cuando  la  cosa  vendida  es  indivisible  ó  consiste 
en  un  solo  cuerpo,  el  comprador  no  puede  exigir,  ni  son  nece- 
sarios actos  parciales  de  tradición.  — T.  45,  p.  473. 

—  No  es  necesaria  la  de  la  cosa  para  adquirir  la  posesión, 
cuando  el  que  la  posee  á  nombre  del  propietario,  principia  á 
poseerla  á  nombre  de  otro.  Tampoco  es  necesaria  cuando  el 
poseedor  desiste  de  la  posesión  que  tenfa^  y  el  adquirente  ejer- 
ce actos  posesorios  en  el  inmueble,  en  presencia  de  él  y  sin 
oposición  alguna  (art.  2380  y  2387,  Cód.  Civ.).  —T.  16,  p.  347. 

—  La  declaración  del  deudor  de  darse  por  desposeído  y  de  te- 
ner las  cosas  á  disposición  del  acreedor,  no  suple  la  tradición 
y  posesión  real  que  exigen  las  leyes  (art.  2378  y  2381,  Cód. 
Civ.).—  T.  20,  p.  462. 

—  Para  que  se  perfeccione  el  contrato  de  compraventa  de  mue- 
bles y  se  adquiera  el  dominio,  es  necesario  la  tradición  al 
comprador.  Esta  tradición  debe  ser  real  ó  siquiera  simbólica, 
expresándose  en  el  titulo  que  el  comprador  se  da  por  recibido. 
—  T.  21,  p.  117. 

-*-  Tratándose  de  bienes  muebles^  para  adquirir  el  dominio  es 
necesario  la  tradición  real  y  la  posesión  de  los  mismos  (art  577, 
Cód.  Civ.).  -  T.  24,  p.  462. 

—  La  tradición  de  la  cosa  sobre  que  recae  la  renuncia  del  dere- 
cho de  propiedad,  es  innecesaria  para  adquirir  la  propiedad, 
porque  el  que  renuncia  á  sus  pretensiones  sobre  el  objeto  liti- 
gioso, no  cede  este  objeto  mismo,   sino  que  lo  deja  simple- 
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mente  á  la  otra  parte  con  los  derechos  que  ésta  pretendía  te- 
ner en  él.  —  T.  34,  p.  322,  340  y  382. 

Tradición.  —  Antes  de  la  tradición  de  la  cosa,  el  acreedor  no 
adquiere  sobre  ella  ningún  derecho  real,  de  modo  que  hasta  ese 
momento  sólo  tiene  las  acciones  personales  que  en  su  caso 
correspondan  (art.  505  y  507,  Cód,  Civ.).  —  T.  54,  p.  9. 

—  Véase  :  Dominio, 

Traducción.  — Para  la  de  un  documento  en  idioma  extranjero, 
debe  nombrarse  al  traductor  público  conocedor  del  idioma.  — 
T.  24,  p.  264. 

—  El  demandado,  si  le  conviene,  puede  pedir  la  traducción  al 
idioma  nacional  de  documentos  acompañados  á  la  demanda. 
—  T.  30,  p.  33. 

—  Es  de  derecho  la  versión  al  idioma  nacional,  de  todo  docu- 
mento que  se  agregue  á  la  causa  en  idioma  extranjero.  — 
T.  45,  p.  59. 

—  Véase  :  Defecto  legal. 

Traductor.  —  El  que  presenta  documentos  en  idioma  extran- 
jero, tiene  derecho  á  proponer  el  traductor  que  los  vierta  al 
idioma  nacional.  — T.  7,  p.  464. 

Traición. — No  se  comete  el  delito  de  traición  á  la  patria,  con 
arreglo  al  artículo  103,  Constitución  Nacional,  por  el  hecho  de 
ofrecer  sus  intereses  al  enemigo  que  ocupa  el  territorio,  cuando 
ésto  se  hace  con  el  objeto  de  salvarse  de  mayores  violencias, 
y  no  se  tiene  medios  de  defenderse.  —  T.  9,  p.  108. 

Transacción.  —  Las  transacciones  deben  ser  guardadas.  — T.  44^ 
p.  436. 

—  En  negocio  de  mayor  cuantía,  no  puede  ser  probada  por  sólo 
testigos  (art.  493,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  14,  p.  399. 

—  Siempre  que  el  deudor  de  varios,  transe  con  uno  de  sus 
acreedores,  transHriéndoIe  la  propiedad  de  sus  bienes,  la  tran- 
sacción debe  aprobarse  sin  perjuicio  de  tercero  y  del  mejor 
derecho  de  otro.  —T.  24,  p.  440. 
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Transacción.  —  No  lo  es,  el  convenio  por  el  cual  se  reconoce  un 
crédito  y  solamente  se  determina  el  modo  y  la  forma  de  cobrar- 
lo (arl.  842,  Cód.  Civ.).— T.  30,  p.  532. 

—  Por  ella  no  se  transmiten,  sino  que  se  declaran  ó  reconocen 
derechos  que  hacen  el  objeto  de  las  diferencias  sobre  que  in- 
terviene (art.  836,  Cód.  Civ.).  —  T.  35,  p.  342. 

—  El  contrato  por  el  cual  se  enajenan  terrenos,  respecto  de  los 
cuales  no  existe  duda  ó  pleito,  ni  intervienen  concesiones  recí- 
procas, no  es  transacción  (art.  832,  Cód.  Civ.).  — T.  53,  p.  75. 

—  El  que  no  ha  tenido  intervención  en  un  juicio,  no  puede  pe- 
dir en  ella  nulidad  de  la  transacción,  por  la  cual  las  partes  le 
han  dado  fin.  —  T.  56,  p.  478. 

—  Deben  considerarse  suspendidos  los  efectos  de  una  transac- 
ción, contra  la  cual  se  deduce  acción  de  nulidad.  — T.  58,  p. 
385. 

—  El  acto  por  el  cual,  durante  un  juicio  ejecutivo,  las  partes 
convienen  en  arreglar  todas  las  cuentas  pendientes,  debiendo 
el  actor  desistir  déla  ejecución,  no  es 'una  transacción,  sino  un 
arregle  de  cuentas,  sin  que  altere  su  naturaleza  el  haber  renun- 
ciado el  actor  á  la  mitad  de  las  costas  procesales.  Ese  acto  debe 
ser  observado,  aunque  el  documento  que  lo  contiene  no  haya 
sido  presentado  al  juez  de  la  causa  (art.  838,  Cód.  Civ.).  —  T. 
64 ,  p.  383. 

—  Véase  :  Acto  declarativo. 

Transeúnte.  —  Véase  :  Arraigo ;  Extranjeros. 

Transferencia.  —  La  de  mercaderías,  con  la  anotación  corres- 
pondiente de  la  aduana,  sirve  al  nuevo  propietario  de  copia  de 
factura  para  las  operaciones  subsiguientes  (art.  357,  Ord.  ant.). 
—  T.  47,  p.  496. 

—  El  que  no  tiene  ningún  derecho  sobre  un  bien  raíz,  no  puede 
transferirlo  á  otros,  y  los  títulos  emanados  del  primero,  que  in- 
vocan éstos,  no  pueden  oponerse  eficazmente  á  los  presentados 
por  el  actor  (art.  3270,  Cód.  Civ.).  —  T.  35,  p.  49. 

Transporte.  —  El  contrato  de  transporte  de  personas  en  un  bu- 
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que,  es  mercantil,  y  su  justificación  debe  hacerse  coii  arreglo  al 
Código  de  Comercio.  — T.  8,  p.  34. 

Transporte.  —  La  diminución  de  efectos  que  se  entregan  por  el 
capitán,  debe  hacerse  justificar  por  medio  de  reconocimiento 
judicial,  y  dentro  de  los  términos  señalados  por  los  artículos 
1246  y  1247  del  Código  de  Comercio  (ant.).  — T.  10.  p.  414. 

—  La  justificación  de  un  contrato  de  transporte  y  sus  condicio- 
nes^ sólo  puede  obtenerse  mediante  la  exhibición  de  un  ejem- 
plar del  conocimiento.  — T.  11,  p.  229. 

—  Los  artículos  174  y  175  del  Código  de  Comercio  (ant.)  se  refie- 
ren á  todos  los  casos  de  reclamación,  tanto  por  detrimentos  co- 
mo por  pérdidas  délas  mercaderías.  — T.  12,  p. 386. 

—  Las  responsabilidades  de  los  encargados  del  transporte  de 
mercaderías,  cesa  en  el  momento  de  la  entrega  en  su  destino, 
hecha  sin  observación  dentro  del  término  legal  (art.  167,  168  y 
175,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  25,  p.  259. 

—  La  empresa  de  transporte  no  está  obligada  á  devolvei'el  pre- 
cio de  pasaje  estipulado  para  ciertas  personas,  y  de  los  que  han 
usado  otras  con  consentimiento  de  éstas.  —  T,  26,  p.  1 01 . 

—  La  responsabilidad  de  las  empresas  de  transporte  por  las  en- 
comiendas que  deben  depositarse  en  el  Resguardo,  cesa  al  ha- 
cerse dicho  depósito.  —  T.  29,  p.  40. 

—  Comprobado  el  hecho  de  la  entrega  de  un  baúl  ala  empresa 
porteadora,  ésta,  aunque  no  exista  carta  de  porte,  se  halla  obli- 
gada á  restituirlo  ó  á  abonar  su  valor  y  el  de  los  objetos  en  él  con- 
tenidos, determinado  por  peritos  (art.  166  y  171,  Cód.  Com.  ant.). 
—  T.  40,  p.  88. 

—  Los  contratos  de  transporte  por  ferrocarriles,  son  regidos  por 
el  derecho  común.  —  T.  45,  p.  295. 

—  Reconocida  por  la  empresa  transportadora  su  responsabili- 
dad en  caso  de  dolo,  y  probada  la  culpa  grave  de  la  misma,  pro- 
cede su  condenación  al  pago  de  los  perjuicios  por  los  efectos 
deteriorados,  y  del  precio  de  los  inutilizados,  debiendo  éste  ser 
fijado  por  peritos,  según  el  que  tenían  en  la  fecha  en  que  debie- 
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ron  ser  entregados  (art.  471,  172  y  473,  Cód.  Cora.  ant.).  —  T. 
48,  p.  487. 

Transporte.  —  La  empresa  porteadora  no  puede  resistir  )a  entre- 
ga de  mercaderías,  ni  cobrar  derechos  de  almacenaje,  si  su 
consignatario  pidió  dicha  entrega  fundado  en  el  extravío  de  la 
carta  de  porte^  y  se  obligó  á  cumplirlas  condiciones  impuestas 
por  la  misma  carta  de  porte,  para  el  caso  de  extravío  (art.  466, 
Cód.  Com.  ant.).— T.  49,  p.366. 

—  No  negado  por  la  contestación,  el  valor  atribuido  en  la  de- 
manda álos  efectos,  no  es  necesaria  su  demostración.  —  T.  49, 
p.  373. 

—  Las  empresas  de  ferrocarriles  combinadas,  se  consideran  co- 
mo una  sola  empresa  á  los  efectos  de  la  contratación  en  ma- 
teria de  transporte,  sin  perjuicio  de  las  acciones  que  puedan 
corresponderles  entre  sí.  (Esta  doctrina  ha  sido  elevada  poste- 
riormente á  la  categoría  de  ley,  dice  el  fallo,  segán  se  ve  en  el 
art.  64  de  la  ley  n°  2873).  --  T.  49,  p.  409. 

—  Dado  por  probado  este  contrato,  es  obligación  del  transpor- 
tador entregar  las  mercaderías  objeto  de  él  (art.  495,  Cód.  Com.). 
—  T.  49,  p.  472. 

—  £1  porteador  tiene  la  obligación  de  efectuar  la  entrega  de  los 
efectos  cargados  en  el  tiempo  y  lugar  convenido,  y  es  respon- 
sable de  las  pérdidas  ó  daños  que  resulten  por  su  culpa  ó  por 
la  de  sus  empleados  ó  agentes  (art.  163,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  49,  p.  525. 

—  Las  empresas  de  transporte  están  obligadas  á  entregar  las 
mercaderías  porteadas,  ó  su  valor,  con  los  intereses  desde  el 
día  de   la  demanda  (art.  479,  Cód.  Com.).  —  T.  54,  p.  44. 

—  El  acarreador  responde  de  la  pérdida  de  la  carga  sucedida 
por  su  culpa.  Existe  culpa,  si  la  carga  destruida  por  incendio 
fué  colocada  junto  con  artículos  inflamables  de  otra  proceden- 
cia, y  se  debió  á  esta  circunstancia  que  no  pudo  hacerse  su  sal- 
vamento (art.  470,  Cód.  Com.  ant.;  art.  476,  Cód.  Com.).  — T. 
51,  p.*48. 
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Transporte.  —  Debe  ser  condenada  á  hacer  entrega  de  las  mer- 
caderías, la^empresa  que  reconoce  haberlas  transportado  y  no 
entregado.  — T.  51,  p.  341. 

—  La  responsabilidad  del  acarreador,  no  acaba  sino  cuando  se 
ha  hecho  entrega  de  las  mercaderías  al  destinatario  (art.  1 63 
y  167,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  53,  p.  275. 

—  No  probando  hechos  que  excusen  su  responsabilidad,  la  em- 
presa de  transportes  está  obligada  á  indemnizar  el  perjuicio 
del  deterioro  y  disminución  de  las  mercaderías,  causados  por 
sus  actos.  —  T.  54,  p.  381 . 

—  Las  empresas  de  ferrocarriles  combinadas,  deben  ser  consi- 
deradas como  una  sola  empresa  ¿  los  efectos  de  la  contratación 
en  materia  de  transportes,  sin  perjuicio  de  las  acciones  que 
pueden  corresponder  entre  sí  á  las  respectivas  compañías.  — 
T.  55,  p.  30  y  357. 

—  No  habiéndose  probado  causa  que  exima  de  responsabilidad, 
procede  la  indemnización  por  falta  de  mercaderías,  que  no  ha 
sido  negada.  —  T.  55,  p.  357. 

—  El  valor  de  los  efectos  que  el  acarreador  está  obligado  á  abo- 
nar, debe  fijarse  por  peritos  (art.  181,  Cód.  Com.).  —  T.  56, 
p.  58. 

—  Los  contratos  de  transportes  por  ferrocarriles,  en  los  que  no 
se  ha  hecho  convención  alguna  en  contrario  á  las  disposiciones 
del  Código  de  Comercio,  sobre  pérdida  de  flete,  por  demora  en 
el  transporte,  son  actos  voluntarios  que  suponen  la  aceptación 
de  dichas  disposiciones,  y,  por  tanto,  no  pueden  ponerse  en 
cuestión  como  repugnantes  al  artículo  17  de  la  Constitución 
(art.  1197  y  1198,  Cód.  Civ.).  —  T.  56,  p.  133. 

—  Las  empresas  ferroviarias  que  obran  en  combinación,  deben 
reputarse  como  una  sola  á  los  efectos  de  la  contratación  en  ma- 
teria de  transportes.  —  T.  56,  p.  204. 

—  No  exime  al  porteador  de  la  obligación  de  probar  que  el  mal 
estado  de  los  efectos  proviene  de  vicio  propio^  ó  de  otra  causa 
que  no  sea  su  negligencia  ó  culpa,  la  cláusula  de  sin  responsa^ 
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bilidad,  bajo  la  que  pretende  haber  recibido  la  carga  en  con- 
formidad álos  reglamentos  de  su  empresa.  —  T.  56,  p.  240. 

Transporte.  —  £1  acarreador  que  no  hace  la  entrega  exacta  de 
las  mercaderías  transportadas,  y  no  prueba  que  esto  ha  suce-^ 
dido  por  culpa  del  destinatario,  está  obligado  á  abonar  el  valor 
de  las  que  deja  de  entregar  (art.  467,  Cód.  Com.  ant.;  y  170, 
Cód.  Com.).  —  T.  57,  p.  357. 

—  Hecha  consignación  judicial  del  valor  del  flete,  no  puede 
detenerse  la  entrega  de  las  mercaderías  porteadas.  (La  deten- 
ción de  los  efectos  porteados,  es  únicamente  para  la  garantía 
del  pago  de  flete,  gastos,  etc. :  art.  200,  Código  de  Comercio. 
£sa  detención  carece  de  objeto,  cuando  el  valor  del  flete  se 
consigna  á  la  orden  del  juzgado).  — T.  57,  p.  440. 

—  Véase:  Averias;  Competencia;  Ferrocarril;  Porteador;  Pre- 
sunción; Prueba;  Prueba  testimonial. 

Transporte  maritimo. —  Un  contrato  de  transporte  marítimo,  he- 
cho por  un  agente  competentemente  autorizado,  obliga  al  man- 
dante, sin  que  pueda  éste  quedar  desobligado  con  la  afírmación 
de  aquél  de  que  contrató  á  nombre  propio.  Esta  afírmación  no 
tiene  más  efecto  que  confesarse  obligado  á  indemnizar  al  man- 
dante los  perjuicios  que  le  haya  causado  contrariando  sus  ins- 
trucciones. —  T.  23,  p.  709. 

Trasbordo  de  mercaderías.  —  Véase  :  Actos  y  contratos  marí- 
timos. 

Traslado.  —  No  habiéndose  evacuado  un  traslado  ni  en  el  térmi- 
no ordinario,  ni  en  el  de  24  horas  señalado  bajo  apercibimiento 
de  rebeldía,  no  puede  conferirse  nuevo  traslado,  y  debe  darse 
por  evacuado  el  conferido.  —  T.  43,  p,  32. 

—  De  la  petición  del  ejecutante  que  á  la  acción  reivindicatoria 
de  un  tercero  opone  el  fraude  de  la  enajenación,  pidiendo  su 
revocación^  debe  darse  traslado  á  éste,  so  pena  de  nulidad.  — 
T.  18,  p.  394. 

—  Todo  juicio  en  el  que  no  haya  hechos  controvertidos,  queda 
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substanciado  con  un  solo  traslado  (art.  478,  Ley  Proc).  —  T. 
23,  p  25. 

Traslado. —  No  es  lícito  al  evacuar  el  traslado  de  documentos 
acompañados  á  la  contestación,  producir  un  nuevo  alegato 
sobre  hechos  anteriores  que  han  debido  hacer  parte  de  la  de- 
manda. —  T.  42,  p.  90. 

—  El  auto  ordenando  la  contestación  de  un  traslado  dentro  de 
24  horas,  queda  cumplido,  probándose  haber  sido  presentada 
la  contestación  dentro  de  ese  término.  El  cargo  puesto  por  el 
secretario  una  hora  después,  por  haberse  hallado  antes  en  el 
despacho  del  juez,  no  contradice  el  hecho,  y  sólo  expresa  la  ho- 
ra en  que  el  secretario  pudo  asentarlo.  —  T.  44,  p.  233. 

—  Véase  :  Copias. 

Traslado  sin  perjuicio .  —  Véase:  Juicio  ejecutivo. 

Tratado.  —  Tomar  dinero  á  un  chileno,  con  el  objeto  de  impedir 
lo  consumación  de  un  delito,  y  no  imponer  contribución  .y  re- 
quisición militar,  no  importa  la  violación  del  artículo  5°  del 
tratado  con  Chile.  —  T.  7,  p.  454. 

Tribunales.  —  Aun  cuando  está  en  la  esencia  del  orden  constitu- 
cional, que  los  tribunales  tengan,  no  sólo  la  facultad,  sino  la 
obligación  de  anteponer  en  sus  resoluciones,  lospreceptos  de  la 
Constitución  Nacional  en  todo  caso,  y  los  de  las  respectivas  cons- 
tituciones de  provincia  en  los  que  corresponda,  á  los  preceptos 
de  las  leyes  ordinarias,  porque,  siendo  la  Constitución  la  ley  su- 
prema, de  la  cual  deriva  sus  facultades  el  poder  legislativo,  como 
los  demás  poderes,  y  ala  cual  están  todos  subordinados  en  su  ac- 
ción, no  puede  reputarse  válido  y  subsistente  ningún  acto  que 
le  sea  contrario;  no  sucede  lo  mismo  cuando  los  actos  legislati- 
vos son  opuestos,  no  á  la  Constitución,  sino  á  las  reglas  de  la 
legislación  común;  porque  si  los  tribunales  pudieran  juzgar  del 
mérito  intrínseco  de  las  leyes  y  de  su  justicia  en  abstracto,  sa- 
liendo de  sus  atribuciones  que  son  jus  dicere,  no  ju8condere,]iiZ' 
gar  según  las  leyes  y  no  juzgar  de  las  leyes,  quedarían  sobre- 
puestos al  poder  legislativo,  cuyas  resoluciones  podrían  diaria- 
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mente  Invalidar  á  pretexto  de  que  no  eran  ellas  conformes  á  la 
justicia,  viniendo  á  tener  al  fin,  contra  las  disposiciones  expre- 
sas de  la  Constitución  que  consagra  la  recíproca  independencia 
de  los  poderes,  la  parte  miis  importante  en  la  sanción  de  las  le- 
yes, que  necesitarían  obteuer,  en  tal  caso,  la  final  aprobación 
de  los  jueces  para  adquirir  su  fuerza  obligatoria. — T.  40,  p.  427. 

Tribunales.  —  No  tratándose  de  juzgar  los  actos  de  los  poderes 
públicos  de  una  provincia, sino  simplemente  del  importe  de  una 
deuda,  el  caso  puede  ser  sometido  al  conocimiento  de  los  tri- 
bunales.—T.  47,  p.  343. 

Tribunales  militares .  —  Los  delitos  de  muerte  y  heridas  inferi- 
das por  orden  de  un  oficial,  al  mando  de  tropas  de  línea  de  la 
Nación,  á  presos  que  estaban  bajo  su  custodia,  son  delitos  del 
fuero  militar,  y  su  juzgamiento  corresponde  álos  tribunales  mi- 
litares. (Ley  de  7  de  julio  de  4823;  art.  7,  Ley  Jurisd.;  art.  26, 
Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  25,  p.  479  ;  t.  52,  p.  241. 

Tribunales  prorinciales .  —  Tienen  el  deber  de  ajustar  sus  re- 
soluciones á  lo  que  disponen  las  leyes  del  Congreso  (art.  34 , 
Const.  Nac).  —  T.  9,  p.  405. 

—  Son  también  ejecutores  de  la  Constitución  Nacional,  y  la  pue- 
den y  deben  interpretar  y  aplicar,  quedando  á  salvo  el  recurso 
establecido  por  el  artículo  44,  inciso  2^  de  la  ley  de  44  de  sep- 
tiembre de  4863;  pues  de  otro  modo  la  jurisdicción  de  aquellos 
sería  absorbida  por  la  de  los  tribunales  de  la  Nación,  bastando 
para  privarles  del  conocimiento  de  las  causas,  alegar  que  las 
leyes  aplicables  al  debate  son  contrarias  á  la  Constitución.  — 
T.  40,  p.  434. 

—  £1  juicio  radicado  en  los  tribunales  de  provincia,  debe  se- 
guirse y  fenecerse  en  ellos,  cualquiera  que  sea  la  calidad  de 
las  partes.  —  T.  40,  p.  474 . 

—  No  pueden  ligar  con  sus  resoluciones  los  actos  de  los  poderes 
públicos  de  la  Nación,  ó  de  los  que  procedan  en  su  nombre  y  re- 
presentación, como  empleados,  comisionados  ó  agentes. — T. 
42,  p.  206. 
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Tribunales  proTÍnoiales.  —  Sus  resoluciones  no  pueden  ser 
sometidas  á  una  revisión  estemporánea  y  ajena  á  las  atribucio- 
nes de  la  Suprema  Corte. —  T.  45,  p.  4^3. 

—  El  hecho  de  ocurrir  un  particular  al  gobierno  de  una  provin- 
cia para  cobrar  el  valor  de  terrenos  ocupados  por  un  ferrocarril, 
pidiendo  la  mensura  y  tasación  de  ellos,  no  importa  la  volun- 
tad de  sujetarse  á  los  tribunales  provinciales  ni  la  renuncia  de 
ningún  derecho.  —  T.  45,  p.  459. 

—  Si  los  tribunales  superiores  de  provincia,  interpretando  un  ar- 
tículo de  la  Constitución  Nacional  y  una  ley  del  Congreso,  de- 
clarasen queno  son  aplicables  al  caso,  esta  decisión  es  apelable 
para  ante  la  Suprema  Corte  Nacional  (art.  i  4,  inc.  3<>,  ley  Jurisd. 
En  este  caso  se  trataba  del  art.  7  de  la  Const.  Nac.  y  de  la  ley- 
de  26  de  agosto  de  1863).  —  T.  47,  p.  286. 

—  No  pueden  ampararse  en  la  nulidad  de  los  procedimientos  de 
los  tribunales  de  otra,  para  negarles  eficacia,  estando  debida- 
mente autenticados.  Dicha  nulidad  sólo  puede  ser  declarada 
por  los  tribunales  de  la  provincia  en  que  los  procedimientos  hu- 
biesen tenido  lugar,  y  mientras  esto  no  suceda,  son  válidos  y 
surten  los  mismos  efectos  en  toda  la  República.  —  T.  47,  p.  286 

—  La  demanda  iniciada  por  un  extranjero  contra  una  sociedad 
argentina  ante  los  tribunales  de  provincia,  debe  ventilarse  ante 
éstos,  aunque  el  juzgado  á  quien  se  ocurrió  se  haya  declarado 
incompetente  ratione  materioB  (art.  42  y  44,  Ley  Jurisd.).  —  T. 
49,  p.  5. 

—  Cuando  éstos  han  conocido  y  resuelto  el  fondo  de  un  pleito, 
deben  fenecer  ante  ellos  las  incidencias,  aunque  la  cuestión 
sea  entre  argentinos  y  extranjeros  (art.  42  y  44,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  49,  p.  344. 

—  La  acción  civil  por  daños  y  perjuicios,  procedentes  de  deli- 
to de  rebelión,  es  independiente  de  la  criminal ;  y  su  conoci- 
miento corresponde  á  los  tribunales  de  provincia,  si  las  par- 
tea son  argentinos  vecinos  de  una  misma  provincia  (art.  4096, 
Cód.  Civ.).  —  1.49,  p.  335. 
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Tribunales  provinciales. — Pertenecen  á  éstos,  las  causas  contra 
un  concursado  (art.  1536,  Cód.  Com.  ant.;  art.  i2.  Ley  Jurisd.). 

—  T.22í,p.  261. 

—  La  falsificación  de  moneda,  que  no  tiene  curso  legal  en  la 
República,  es  justiciable  ante  los  tribunales  de  provincia.  Ella 
no  constituye  el  delito  previsto  por  el  art.  60  de  la  ley  penal). 

—  T.  23,  p.  84. 

—  Carecen  de  jurisdicción,  tratándose  de  ejercitar  una  acción 
hipotecaria  contra  un  bien  que  se  halla  bajo  la  posesión  y  do- 
minio de  la  nación.  Corresponde  en  este  caso,  dirigir  la  acción 
hipotecaria  contra  la  nación  (art.  3163,  Cód.  Civ.).  — T.  23, 
p.  436. 

—  Corresponde  á  ellos,  el  conocimiento  de  los  asuntos  perte- 
necientes á  un  concurso  (art.  12,  inc.  4°,  Ley  Jurisd.).  —  T.  24, 
p.  194. 

—  Las  causas  del  vecino  de  una  provincia  contra  un  vecino  de 
la  Capital,  corresponden  á  los  tribunales  locales.  (Esta  resolu- 
ción se  funda  en  la  ley  de  organización  de  los  tribunales  de 
la  Capital,  de  18S1,  la  que  suprimió  del  conocimiento  del  juez 
federal  de  aquella  sección  las  cuestiones  entre  vecinos  de  dis- 
tintas provincias).  — T.  24,  p.  285. 

—  Corresponde  ^  ellos,  el  conocimiento  de  las  causas  por  subs- 
tracción de  los  registros  públicos  del  estado  civil.  (Véase  Esta- 
do ciüil).  -^  T.  25,  p.  41 . 

—  Fallada  una  causa  ante  los  tribunales  de  provincia,  el  cum- 
plimiento de  sus  resoluciones  debe  gestionarse  ante  los  mismos. 

—  T.  27,  p.  160. 

—  Siendo  dos  las  personas  demandadas,  y  no  procediendo  por 
razón  de  una  de  ellas  el  fuero  federal,  el  conocimiento  de  ia 
causa  corresponde  á  los  tribunales  provinciales  (art.  10,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  27,  p.  160. 

—  Véase  :  Justicia  provincial. 

Tripulantes.  —  Tienen  derecho  á  demandar  la  rescisión  del 
contrato  de  servicios  por  mal  tratamiento  ó  falta  en  la  alimen- 
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tacíÓR,  siempre  que  el  buque  haya  foudeado  en  buen  puer- 
to (art.  1180,  Cód.  Cora.  ant.).  —  T.  21,  p.  104. 

Tutor  e8pecial.  —  Estando  en  colisión  los  derechos  litigiosos 
del  padre  con  los  de  su  hijo  menor,  debe  nombrarse  á  éste  un 
tutor  especial.  —  T.  18,  p.  290. 
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Unidad  monetaria.  — El  término  de  30  días  fijado  en  el  artícu- 
lo i  4  de  la  ley  de  unidad  monetaria^  de  5  de  noviembre  de  1881, 
se  refiere  á  la  emisión  y  no  á  la  circulación  de  billetes  menores 
de  un  peso  emitidos  antes  de  dicho  término.  La  publicación  á 
que  se  refíere  el  artículo  i 5  de  dicha  ley,  es  Tacultativa  y  no 
imperativa.  —  T.  28,  p.  250. 

Uso.  —  Véase:  Interpretación. 

Uso  de  agua.  —  La  convención  hecha  entre  linderos  para  milar 
por  iguales  partes  el  agua  del  río  Singuil,  en  Catamarca,  impor- 
ta que  esa  agua  debe  ser  usada  en  turno  por  igual  número  de 
días  cada  uno  (ley 27,  tít.  12,  lib.  6,  Recop.  de  Indias;  art.  217, 
Cód.  Rural  de  Catamarca).  —  T.  25,  p.  371 . 

—    Véase  :  Interdicto. 

Usurpación.  —  La  de  atribuciones  del  congreso,  no  constituye 
un  delito  definido  y  penado  por  la  Constitución  y  por  las  leyes 
nacionales.  Por  esto  no  es  materia  de  acusación  criminal.  — 
T.  11,  p.  423. 


V 


Vales  al  portador.  —  \o  producían  obligación  civil  ni  acción  en 
juicio,  según  el  Código  español  dado  en  Aranjuez  el  30  de  ma- 

.  yo  de  1829,  y  los  otorgados  en  la  provincia  de  Córdoba  cuando 
regía  en  ellaese  Código,  son  nulos.  — T.  4,  p.  473. 

—  Los  que  no  son  susceptibles  en  derecho,  de  producir  acción 
judicial,  no  confieren  á  sus  tenedores,  personería  legítima  pa- 
ra reclamar  su  importe  enjuicio.  —  T.  8,  p.  389. 

Valor.  — El  de  la  cosa  asegurada,  se  presume  ser  el  fijado  en  la 
póliza.  Los  aseguradores  son  admitidos  á  la  prueba  contraria, 
cuando  dicho  valor  no  haya  sido  fijado  por  peritos,  ó  aleguen 
fraude  en  la  declaración  del  asegurado  respecto  de  él  (art.  600 
y  601,  Cód.  Com.  aut.).  —  T.  17,  p.43. 

Valor  de  mercaderías  multadas.  —  En  el  valor  de  mercaderías, 
cuyo  pago  se  impone  por  multa  en  materia  de  aduana,  se  com- 
prende no  sólo  el  valor  de  la  mercadería  en  depósito,  sino 
también  el  de  los  derechí)S  que  debe  pagar  para  ser  introduci- 
da á  la  plaza.  —  T.  21 ,  p.  63. 

Vapores  con  privilegio  de  paquetes.  —  En  éstos  se  sustituye 
á  la  responsabilidad  de  las  mercaderías,  la  de  los  armadores  ó 
agentes  de  aquellos.  Existiendo  los  armadores  ó  agentes,  las 
mercaderías  desembarcadas  se  consideran  como  existentes  ba- 
jo la  jurisdicción  de  la  aduana ;  y  es  el  administrador  de  ren- 
tas que  debe  conocer  en  primera  instancia,  de  los  contrabandos 
relativos  (art.  842,  1034  y  1063,  Ord.).  —  T.  19,  p.  268. 

—  Las  mercaderías  venidas  en  ellos,  se  consideran  como  existen- 
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tes  en  la  aduana,  aunque  hayan  sido  entregadas,  siempre  que 
existan  los  armadores  ó  agentes  del  vapor.  Por  esto  el  conoci- 
miento de  las  infracciones  á  la  ley  de  aduana  con  respecto  á 
ellas,  corresponden  en  1*  instancia  al  administrador  de  rentas 
(art.  864,  Ord.).  —  T.  20,  p.  24. 

Vapores  con  privilegio  de  paquetes.  —  La  disposición  del 
articulo  1034  de  las  Ordenanzas  de  aduana,  no  es  aplicable  á 
los  paquetes  á  vapor  que  tienen  en  el  país  armadores  ó  agentes 
responsables  de  las  operaciones  de  aduana.  —  T.  20,  p.  29. 

—  Véase:  Rancho, 

Vecindad.  —  Un  individuo  no  puede  ser  vecino  de  dos  provin- 
cias á  la  vez,  porque  la  vecindad  supone  la  residencia  con  áni- 
mo de  permanecer.  —  T.  7^  p.  101 . 

—  En  el  articulo  11,  ley  de  jurisdicción,  se  enumeran  las  cir- 
cunstancias de  que  debe  hallarse  acompañada  la  residencia, 
para  inferir  de  ellas,  el  ánimo  de  permanecer.  —  T.  7,  p.  101. 

—  La  residencia  con  su  familia  y  el  establecimiento  de  sus  prin- 
cipales negocios  en  un  lugar,  demuestra  ánimo  de  permanecer 
y  constituye  vecindad  en  dicho  lugar.  —  T.  7,  p.  101, 

—  No  se  la  reputa  adquirida  en  una  provincia  para  los  efectos 
del  fuero,  sino  por  residencia  continua  de  dos  años,  ó  por  te- 
ner en  ella  bienes  raices,  ó  un  establecimiento  de  industria  ó 
comercio^  ó  por  hallarse  establecido  de  modo  que  aparezca  el 
ánimo  de  permanecer  (art.  11,  Ley  Jurisd.).  —  T.  15,  p.  ^15. 

—  La  razón  de  vecindad  en  diferentes  provincias,  se  refiere  soIa« 
mente  á  los  nacionales  y  no  á  los  extranjeros  cuando  litigan  en- 
tre sí.  Esta  ha  sido  la  doctrina  adoptada  por  la  Suprema  Corte 
desde  los  primeros  tiempos  de  su  instalación.  — T.  16,  p.  471. 

—  La  residencia  continua  de  dos  años,  hace  adquirir  la  vecindad 
á  los  efectos  del  fuero  (art.  11,  Ley  Jurisd.).  —  T.  19,  p.  27. 

—  Una  papeleta  de  enrolamiento  en  la  guardia  nacional  de  una 
provincia,  no  basta  por  sí  sola,  para  demostrar  la  vecindad  en 
esa  provincia.  —  T.  19,  p.  435. 

—  La  sola  residencia  por  dos  años  en  distinta  provincia,  basta 
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para  acreditar  la  vecindad  á  los  efectos  del  fuero  nacional  (art, 
M,  Ley  Junsd.).  —  T.  20,  p.  463. 

Vecindad.  —  A  los  efectos  del  fuero,  se  reputan  vecinos  de  una 
provincia  las  corporaciones  anónimas  que  hacen  sus  negocios 
en  la  misma  (art.  9,  Ley  Jurisd.).  —  T.  22,  p.  225. 

—  La  vecindad  en  una  provincia,  se  adquiere  á  los  efectos 
del  fuero  por  la  residencia  continua  de  dos  años,  por  tener 
en  ella  propiedades  raíces  ó  un  establecimiento  de  industria 
ó  comercio,  ó  por  hallarse  establecido  de  modo  que  apa- 
rezca el  ánimo  de  permanecer  (art.  í1,Ley  Jurisd.).  — T.  23, 

p.  491. 

—  A  los  efectos  del  fuero  federal,  ella  se  establece  por  el  domi- 
cilio real  de  las  personas  (art.  94,  Cód.  Civ.).  —  T.  52,  p.  382. 

—  La  vecindafl  en  una  provincia,  declarada  por  testigos  y  ma- 
nifestada en  escritura  pública  por  el  propio  interesado,  quien 
además  es  diputado  á  su  legislatura,  debe  darse  por  demos- 
trada. —  T.  55,  p.  171  y  175. 

—  Véase  :  Domicilio;  Justicia  federal ;  Residencia. 

Vendedor.  —  Para  que  el  vendedor  pueda  usar  de  las  acciones 
que  le  acuerda  el  artículo  535  del  Código  de  Comercio  antiguo, 
contra  el  comprador  moroso  ó  que  se  niega  é  cumplir  lo  pac- 
tado, es  necesario  que  cumpla  con  lo  que  prescribe  el  mismo 
articulo,  respecto  del  depósito  é  interpelación  judicial.  — 
T.  13,  p.  166. 

—  Comprado  un  buque  con  la  condición  de  imputarse  su  pre- 
cio en  la  cuenta  corriente  del  vendedor  con  el  comprador,  no 
no  puede  aquél  exigir  que  su  precio  se  lu  abone  de  contado. 
Mucho  menos  cuando  hay  litispendencia  sobre  dicha  cuenta 
corriente,  y  el  comprador  ofrece  ñanza  por  el  valor  del  buque. 
—  T.  13,  p.  247. 

—  Cuando  no  hay  plazo  señalado,  el  vendedor  está  obligado  á 
entregar  la  cosa,  al  ser  requerido  por  el  comprador  (art  1409, 
Cód.  Civ.).  —  T.  16,  p.  138. 
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Vendedor.  —  Cumplido  por  su  parte  el  contrato,  tiene  derecho 
á  exigir  el  pago  del  precio.  —  T.  16,  p;  138. 

—  Debe  entregar  al  comprador  la  mercancía  que  ha  vendido 
según  los  términos  del  contrato,  y  el  interés  del  dinero  que 
haya  pagado  por  él  con  motivo  del  mismo^  desde  el  día  del 
pago  hasta  el  de  la  completa  entrega  de  la  mercadería.  —  T.  18, 
p.  125. 

—  Habiendo  el  vendedor,  citado  de  evicción,  declarado  que  no 
sale  á  la  defensa  en  juicio  del  comprador,  el  juez  debe  conocer 
y  resolver  en  el  fondo  de  la  causa^  dejando  al  comprador  su 
derecho  á  salvo  contra  el  vendedor.  —  T.  18,  p.  144. 

—  En  el  contrato  de  compraventa,  el  vendedor  tiene  perfecto 
derecho  para  no  entregar  la  cosa  cuando  el  comprador  no  ha 
satisfecho  el  precio  (art.  1418,  Cód.  Civ.).  —  T.  22,  p.  330. 

—  El  de  haciendas  no  puede  negarse  á  otorgar  los  certificados 
de  venta,  mientras  el  comprador  no  le  dé  recibo  de  la  conta- 
da y  entregada.  —  T.  23,  p.  212. 

—  No  es  necesario  que  aparezca  en  el  contrato  de  compraventa 
mercantil,  el  nombre  del  comitente^  para  que  el  vendedor  pue- 
da repetir  contra  él  el  precio  no  pagado  de  los  efectos  com- 
prados de  su  cuenta,  por  el  fallido  (art.  1681,  Cód.  Com.  ant.). 

—  T.  23,  p.  696. 

—  En  los  contratos  comerciales,  la  condición  de  que  Jas  merca- 
derías serán  recibidas  á  satisfacción¡del  comprador,  sólo  da  de- 
recho al  vendedor,  cuando  el  comprador  las  rechaza,  para 
hacerlas  reconocer  por  peritos  á  fin  de  establecer  que  eran  de 
recibo  (art.  521,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  24,  p.  132. 

—  Incurriendo  en  mora  el  comprador  para  el  recibo  de  las  mer- 
caderías, el  único  derecho  del  vendedor  es  el  de  solicitar  el 
depósito  judicial  ó  la  venta  en  remate  público,  debiendo  pe- 
sar los  gastos  sobre  el  comprador  (art.  535,  Cód.  Com.  ant.). 

—  T.  24,  p.  132. 

—  Tiene  la  obligación  de  sanear  la  cosa  vendida,  aunque  no  se 
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obligue  á  ello  expresamente  (ley  13,  tít.  5,  part.  5»). — T.  24, 
p.  501. 

Vendedor.  —  Hecha  la  compra  de  mercancías  á  bordo,  y  conve- 
nido que  el  buque  que  las  contiene  atraque  al  costado  del  que 
debe  exportarlas,  el  mayor  gasto  que  puede  originarse  en  el 
transporte  de  un  buque  á  otro,  por  la  diferencia  del  tamaño  de 
los  dos,  no  es  de  cuenta  del  vendedor,  á  menos  de  convenio 
especial.  —  T.  28,  p.  360. 

—  El  vendedor  de  una  cosa,  de  la  que  todavía  no  ha  adqui- 
rido el  dominio  por  la  tradición,  se  entiende  que  vende  las 
acciones  y  derechos  que  le  corresponde  para  obtener  del  cau- 
sante la  entrega  de  la  cosa  vendida;  y,  por  consiguiente,  la 
acción  que  el  comprador  intenta  con  este  fin  contra  el  primi- 
tivo vendedor,  es  procedente  (art.  4196,  U58,  2*096,  2109,  3154 
y  3267,  Cód.  Civ.).  —  T.  31,  p.  21 . 

—  El  de  buena  fe,  que  se  halla  imposibilitado  para  entregar  la 
cosa  al  comprador,  que  no  quiere  esperar  que  cese  la  imposibi- 
lidad, está  obligado  solamente  á  devolver  el  precio  recibido  y 
sus  intereses  (art.  1413,  Cód.  Civ,).  —  T.  31,  p.  75. 

—  Está  obligado  hacer  entrega  del  inmueble  vendido,  no  sola- 
mente á  su  comprador,  sino  también  al  cesionario  ó  sucesor 
del  comprador  (art.  2379  y  3266,  Cód.  Civ.).  —  f.  35,  p.  83. 

—  Probada  la  convención  sobre  la  venta,  el  precio  y  la  cosa 
vendida,  el  vendedor  está  obligado  á  escriturar  la  venta,  bajo 
pena  de  resolverse  la  obligación  en  el  pago  de  pérdidas  é  inte- 
reses (art.  1184,  1185,  1187,  1188  y  1201,  Cód.  Civ.).  —  T.  37, 
p.  159. 

—  El  que  recibe  el  precio  en  pagarés  á  la  orden,  no  puede  exi- 
gir su  pago,  si  se  prueba  que  no  ha  cumplido  por  su  parte  el 
contrato  de  venta.  —  T.  37,  p.  363. 

—  Ordenada  por  sentencia  ejecutoriada,  la  entrega  de  precio 
previa  fianza,  el  vendedor  no  es  admitido  á  exigirla  sin  pres- 
tar dicha  fianza,  aunque  pretenda  que  lo  que  vendió  no  fué  una 
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finca  sujeta  á  reivindicación,  sino  solamente  los  derechos  y 
acciones  á  esa  finca. —  T.  38,  p.  264. 

Vendedor.  —  Véase  ;  Evicción;  Fianza;  Ínter  ese»;  Venta, 

Venta.  —  Los  bienes  cuya  propiedad  se  litiga^  no  pueden  ser  ven- 
didos sin  acuerdo  de  partes.  Exceptúase  el  caso  en  que  se  li- 
tigue una  cosa  que,  conservándose,  se  deterioraría;  pues  pro- 
bado el  deterioro,  el  juez  debe  ordenar  su  venta.  —  T.  3^  p. 
482. 

—  Cuando  en  este  contrato^  el  vendedor  se  ha  obligado  expre- 
samente á  la  evicción  y  saneamiento,  no  puede  posteriormente, 
sin  temeridad,  ejercer  acciones  que  ataquen  la  integridad  de  la 
cosa  vendida.  —  T.  8,  p.  227. 

—  La  obligación  que  contrae  el  vendedor  de  salir  á  la  evicción 
y  saneamiento,  se  entiende  para  el  caso  de  que  un  tercero  de* 
mande  la  cosa  vendida,  no  para  cuando  él  mismo  ó  sus  here- 
deros son  los  demandantes,  pues  sería  absurdo  que  ellos  se 
encargasen  de  contradecir  su  propia  acción.  —  T.  8,  p.  264. 

—  Presentado  á  embargo  un  buque  vendido  antes  en  público 
remate,  sin  haberse  extendido  la  escritura  de  venta,  se  supone 
ésta  rescindida  por  parte  del  vendedor.  —  T.  8,  p.  303. 

—  En  un  contrato  sobre  venta  de  pasto  enfardelado,  el  compra- 
dor tiene  el  derecho  de  hacerlo  reconocer  y  desechar  el  que 
no  sea  de  la  calidad  convenida.  No  siendo  de  la  calidad  con- 
venida, el  comprador  puede  pedir  la  resolución  del  contrato. 
Si  el  vendedor  no  se  conforma  con  el  rechazo,  debe  ponerlo  á 
disposición  déla  autoridad  judicial  y  pedir  su  reconocimiento 
por  peritos.  No  procediendo  así,  se  presume  que  consiente  en 
la  rescisión.  Esta  presunción  destruye  los  fundamentos  de  una 
reconvención  por  daños  y  perjuicios  (art.  521,  530,  535  y  540, 
Cód.  Coto.  ant.).  —  T.  8,  p.  466. 

—  Cuando  en  una  venta,  se  recibe  dinero  como  señal  y  á  cuenta 
del  precio,  no  puede  el  vendedor  rescindir  el  contrato.  — T.  9, 
p.  335. 

—  El  contrato  de  compra-venta  queda  consumado  tomando  el 
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comprador  posesión  de  la  cosa  y  el  vendedor  la  mayor  parte 
del  precio  (ley  7,  til.  5.   part.  o').  —  T.  9,  p.  335. 

Venta.  —  El  contrato  de  compra-venta  queda  perfecto  una  vez 
convenidos  comprador  y  vendedor,  en  la  cosa  y  el  precio  (art. 
514,  Cód.  Cora.  ant.).  —  T.  9,  p.  365. 

—  Vendido  un  terreno  al  propietario  del  terreno  limítrofe,  con 
la  cláusula  de  darse  por  terminada  la  diferencia  existente  so- 
bre un  pedazo  de  terreno  entre  el  del  vendedor  y  el  del  com- 
prador, éste  no  puede  exigir  de  aquél  el  saneamiento  de  la 
parte  comprendida  en  la  venta  que  aparezca  pertenecer  al  com- 
prador, si  resulta  que  sobre  esa  parte  de  terreno  existía  una 
cuestión  entre  los  dos.  No  probándose  la  existencia  de  otra 
cuestión,  debe  decirse  que  esaera  la  especificada  en  el  contra-* 
to  de  compra-venta,  por  el  cual  sedaba  por  concluida.  —  T. 
40,  p.  245. 

—  La  escritura  de  venta  celebrada  en  una  provincia,  no  es  sufi- 
ciente para  transferir  el  dominio  de  los  bienes  vendidos  situados 
en  otra  provincia,  mientras  no  se  haya  protocolizado  en  ésta, 
por  orden  del  juez  competente  (art.  1211,  Cód.  Civ.). — T.  13, 
p.  456. 

—  Las  escrituras  de  venta  de  bienes  raíces,  que  no  contengan 
la  cláusula  del  consliiuto  posesorio^  no  confieren  la  tradición 
ni  el  dominio  de  los  bienes  vendidos  (leyes  56,  tít.  18.;  6,  8  y 
9,  tít.  30,  p.  3').  — T.  14,  p.  18. 

—  Estando  comprobado  que  las  partes  han  celebrado  sólo  un 
contrato  de  venta,  deben  imputarse  á  él  las  cantidades  que  con 
posterioridad  hubiese  entregado  el  comprador  al  vendedor.  — 
T.  14,  p.  161. 

—  En  la  de  inmuebles,  en  el  caso  de  resultar  menor  área  que 
la  vendida,  no  procede  la  resolución  del  contrato  si  esa  dife- 
rencia no  excede  de  una  vigésima  del  área  total  (art.  1346,  Cód. 
Civ.;.  —  T.  16,  p.  28. 

—  Aquella,  cuya  violencia  y  lesión  no  se  prueba,  debe  conside- 
rarse como  espontánea  y  justa.  —  T.  16,  p.  123. 
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Venta.  —  La  de  cosa  ajena  se  consolida^  ratificándola  el  propie- 
tario, ó  sucediendo  á  éste  el  vendedor,  por  título  universal  ó 
singular  (art.  4330,  Cód.  Civ.).  —  T.  46,  p.  438. 

—  La  afirmación  del  martiliero  en  el  acto  del  remate,  de  ser 
buenos  los  títulos,  no  perjudica  la  subsistencia  de  la  venta  y 
sólo  podría  producir  responsabilidades  á  cargo  de  aquél.  La 
nota  impresa  en  el  boleto  del  remate,  diciendo:  a  en  caso  que 
las  escrituras  no  estén  bien,  la  tenta  quedará  nula  "^^  no  altera  la 
conclusión  anterior,  si  dicha  nota  no  fué  suscrita  por  las  partes 
y  la  compra  se  efectuó  en  el  acto  del  remate  sin  condición. 
La  subsistencia  de  una  cláusula  semejante  afecta  al  titulo  del 
vendedor,  y  para  que  ella  sea  eficaz  es  necesario  alegar  y  de- 
mostrar los  vicios  legales  de  aquél.  — T.  46,  p.  228, 

—  Hecha  una  venta  á  plazo,  y  vendidos  á  su  vez  los  efectos  por 
los  compradores,  el  tercero  que  no  les  haya  pagado  el  precio, 
no  tiene  derecho  á  la  entrega,  si  se  opone  el  primer  vendedor, 
máxime  si  los  compradores  han  caído  en  insolvencia.  El  tercero 
se  halla  obligado  á  pagar  el  precio  del  primer  vendedor,  ó  á 
afianzar  su  pago  en  oportunidad  (art.  2780,  Cód.  Civ.). — T.  46, 
p.  345. 

—  En  la  escritura  de  venta  de  una  casa,  aun  cuando  el  edificio 
sea  de  madera,  se  supone  vendido  también  el  terreno  en  que 
está  construida,  salvo  la  prueba  en  contrario.  Mucho  más,  si 
en  el  título  se  especifica  el  origen  de  la  adquisición  del  te- 
rreno. —  T.  46,  p.  443. 

—  El  que  posee  una  cosa  como  dueño,  tiene  título  bastante  pa- 
ra venderla.  —  T.  48,  p.  399. 

—  La  de  una  finca  ganancial,  hecha  en  nombre  de  la  mujer,  no 
es  válida  ni  por  lo  relativo  á  su  parte  indivisa  (art.  4042  y  4334, 
Cód.  Civ.).  —  T.  49,  p.  390. 

—  Según  las  leyes  antiguas,  no  era  indispensable  la  escritura 
pública  para  perfeccionar  un  contrato  de  venta  de  bienes  raices 
(leyes  4  y  6,  tít.  5%  part.  5).  —  T.  22,  p.  267. 

—  Habiendo  el  vendedor  recibido  el  precio,  ni  él  ni  sus  suceso- 
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res  pueden  apartarse  del  cumplimiento  del  contrato  (ley  7,  tít. 
5spart.  5).  — T.  22,  p.  267. 

Venta.  —  La  de  créditos,  pertenecientes  á  una  sociedad,  hecha 
por  un  tercero,  en  su  nombre,  y  sin  transcribir  en  la  escritura 
de  venta,  el  poder  del  socio  á  cuyo  nombre  estaban  los  crédi- 
tos, no  transfiere  la  propiedad  de  ellos  (art.  4001,  4003  y  4004, 
Cód.  Cív.).  —  T.  24,  p.  317. 

—  La  hecha  sin  condiciones,  ni  plazo,  debe  ser  cumplida,  en- 
tregándose la  cosa  al  comprador  el  día  que  éste  lo  exija.  —  T, 
24,  p.  428. 

—  La  enajenación  de  vales  municipales,  prometidos  como  pre- 
cio de  un  mercado  que  hace  el  empresario  á  un  tercero,  por 
una  suma  determinada,  esuna  venta  (ley  41,  tít.  5»,  part.  5). — 
T.  24,  p.  501. 

—  Este  contrato,  hecho  por  el  mandatario,  sin  reserva  por  par- 
te del  mandante,  de  aprobarlo  ó  no,  se  halla  concluido  y 
debe  llevarse  á  cumplimiento  (art.  1946,  Cód.  Civ.).  —  T.  27, 
p.  364. 

—  Es  válida,  cuando  el  vendedor  ha  sido'reconocido  por  el  com- 
prador como  propietario,  sin  haberse  alegado  hechos  posterio- 
res que  demuestren  su  error,  y  se  halla  en  posesión  de  la  cosa 
por  titulo  de  compra  hecha  en  escritura  pública.  En  tal  caso,  el 
vendedor  debe  tenerse  como  verdadero  dueño  á  título  de  pres- 
cripción cuando  menos,  sin  que  sea  necesario  establecer  la 
prescripción  extraordinaria.  —  T.  30,  p.  326. 

—  La  de  una  cosa  inmueble  de  la  sociedad  conyungal,  que  apare- 
ce convenida  después  de  la  muerte  de  uno  de  los  cónyuges,  y 
resulta  llevada  á  cabo  después  de  la  muerte  del  otro  cónyuge, 
por  el  mandatario  de  ambos,  siendo  conocida  la  muerte,  tanto 
por  el  mandatario  como  por  el  tercero  que  trató  con  él,  no 
obliga  á  los  herederos  menores  de  los  mandantes.  Dichos  he- 
rederos pueden  reivindicar,  con  sus  frutos  desde  el  día  de  la 
demanda,  la  cosa  vendida,  contra  el  poseedor  de  buena  fe  que 
la  hubo  de  ese  tercero,  salvo  los  derechos  que  contra  éste  pue- 
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dan  corresponder  al  mencionado  poseedor  (arl.  4964,  1984  y 
2433,  Cód.  Civ.).  —  T.  32,  p.  399. 

Venta.  —  La  de  un  bien  inmueble  de  un  menor,  autorizada  por 
un  juez  que  no  es  el  de  la  tutela,  es  nula  (art.  404  y  434,  Cód. 
Civ.  La  autorización  dada  por  dicho  juez  y  los  procedimientos 
seguidos  ante  él,  sin  jurisdicción  y  en  contravención  á  las  dis- 
posiciones de  los  artículos  citados,  deben  tenerse,  en  conse- 
cuencia, como  seguidos  coram  nonjudice  y  sin  valor  ni  efecto 
en  el  caso).  —  T.  33,  p.  118. 

—  El  contrato  privado  de  ventade  un  inmueble,  da  derecho  pa- 
ra exigir  la  escrituración  de  la  compra,  ó  la  indemnización  de 
perjuicios,  si  resulta  que  el  vendedor  concluyó  la  venta  con  un 
tercero  (art.  1185  y  H 87,  Cód.  Civ.).  —  T.  38,  p.  138. 

—  La  confesión  de  la  existencia  del  contrato  privado  de  venta 
de  un  inmueble,  basta  para  darlo  por  probado,  aunque  se  ob- 
serven defectos  de  forma  en  el  documento  relativo. Las  enmen- 
daturas  y  entrelineas  no  salvadas,  cuya  verdad  no  se  descono 
ce  y  aparece  además  confirmada  por  el  contexto  del  documento, 
no  alteran  las  condiciones  del  contrato.  —  T.  38,  p.  138. 

—  En  l:i  venta  sucesiva  de  un  mismo  inmueble  á  diversas  per- 
sonas, el  primer  comprador  tiene  derecho  preferente  al  poste- 
rior, aunque  hubiese  tomado  posesión  primero  de  la  cosa  ven- 
dida, si  al  hacerlo  tuvo  conocimiento  de  la  venta  anterior  (art. 
594  y  3269,  Cód.  Civ.).  —  T.  40,  p.  245. 

—  Vendido  por  las  provincias  de  Córdoba  y  Santa  Fe  á  dos  per- 
sonas, un  mismo  terreno^  de  los  comprendidos  en  la  zona  dis- 
putada entre  dichas  provincias  y  la  de  Buenos  Aires,  cuyo  liti- 
gio fué  resuelto  por  el  fallo  arbitral  de  la  Suprema  Corte,  y 
resultando  que  antes  del  compromiso  arbitral  los  sucesores  de 
la  provincias  de  Córdoba  tenían  adquirido  la  posesión  y  el  do- 
minio, y  no  los  de  la  provincia  de  Santa  Fe,  debe  resolverse  la 
cuestión  de  su  dominio,  á  favor  de  aquéllos.  No  obsta  que,  con 
anterioridad  á  la  transmisión  del  dominio  hecha  por  la  provin- 
cia de  Córdoba,  la  de  Santa  Fe  hubiese  hipotecado  á  favor  de 
terceros  el  mencionado  terreno,  pues  los  derechos  de  loscom- 
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pradores,  que  las  provincias  causantes,  citadas  de  evicción, 
pueden  hacer  valer  en  juicio,  no  emanan  de  esa  hipoteca,  sino 
de  la  venta,  seguida  ó  no  de  tradición,  hecha  por  dichas  provin- 
cias. —  T.  41,  p.  325. 

Venta.  ^-  La  de  un  terreno,  expresando  que  se  vende  una  área  de 
terreno  bañado,  interpuesta  entre  el  río  Paraná  y  el  terreno  de 
propiedad  del  comprador,  de  tantas  varas  de  frente  con  tantas 
de  fondo  hacia  el  río,  con  reserva  á  éste  del  derecho  de  adquirir 
en  todo  tiempo  y  por  el  precio  estipulado,  el  exceso  de  terreno, 
si  lo  hubiere>  hasta  lindar  con  la  ribera  del  Paraná,  no  importa 
una  venta  ad  corpus  sino  ad  mensuram.  La  reserva  mencionada 
no  comprende  las  superficies  mayores,  existentes  á  las  costas 
del  terreno  aludido,  y  por  rumbos  distintos  al  previsto  en  la 
venia.  —  T,  45,  p.  U6. 

—  Siendo  la  compra  y  posesión  de  la  sucesión  demandada,  un 
hecho  indiscutible  v  no  discutido,  no  es  admisible  en  contra 
de  ella  el  argumento  de  no  haber  sido  escriturada  la  venta,  y 
de  haberse  hecho  ésta,  con  la  cláusula  de  no  responsabilidad, 
por  la  parte  de  que  el  comprador  no  pudiera  tomar  posesión. 
(La  cláusula  aludida  en  ninguna  manera  puede  afectar  el  dere- 
cho del  comprador,  en  la  parte  que  ha  tomado  posesión).  — 
T.  45,  p.  377. 

—  En  la  enajenación  de  un  mism^^  terreno,  hecha  por  dos  de 
las  provincias  signatarias  del  compromiso  de  1°  de  mayo  de 
1881,  sobre  límites  interprovinciales,  el  dominio  pertenece  al 
comprador  que  lo  adquirió  primero.  (Véase  :  Limites  interpro- 
vinciales). —  T.  46,  p.  142. 

—  Antes  de  la  vigencia  del  Código  Civil,  la  entrega  de  la  es- 
critura de  venta  bastaba  para  la  transmisión  de  la  cosa  inmue- 
ble vendida  (ley  8,  tít.  30,  part.  3*).  —  T.  46,  p.  142. 

—  Deben  tenerse  por  cumplidas  las  condiciones  do  la  ley  rela- 
tivas á  la  determinación  de  la  cosa  vendida,  cuando  ésta  es  un 
terreno,  y  se  ha  especificado  su  extensión  y  límites,  y  fa  mayor 
porción  de  la  que  debe  ser  tomada.  La  ubicación  del  mismo  de- 
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be  hacerse  dentro  del  perímetro  en  que  pueda  encuadrarse, 
según  los  términos  de  la  escritura.  —  T.  46,  p.  312. 

Venta.  —  Vendida  una  estancia  con  sus  ganados,  garantiendo  el 
vendedor  la  existencia  de  un  número  dado  de  animales,  y  fijando 
precio  por  cada  cabeza,  los  animales  que  falten  deben  ser  pa- 
gados al  comprador,  al  precio  establecido.  —  T.  48,  p.  7. 

—  El  mandato  para  vender  por  un  precio  determinado,  no  auto- 
riza al  mandatario  para  conceder  plazos  respecto  al  pago  del 
precio^  y  la  venta  hecha  por  aquél  con  la  concesión  de  dichos 
plazos,  no  consentida  por  el  mandante,  sino  bajo  condiciones 
rechazadas  por  el  comprador,  es  de  ningún  efecto.  (La  conce- 
sión de  plazos  sin  interés,  importa  en  principio  una  reducción 
en  el  precio  de  venta:  art.  i  137,  1144,  1152,  1931  y  1941,  Cód. 
Civ.).  -^T.  48,  p.  554. 

—  La  compra  de  un  número  de  bolsas  de  azúcar,  que  el  vende- 
dor tenía  en  un  depósito,  debe  reputarse  perfeccionada  aunque 
el  azúcar  no  sea  uniforme  en  todas  las  bolsas,  si  con  posterio- 
ridad á  la  compra  fueron  caladas  varias  bolsas,  y  á  pesar  de  re- 
sultar desigualdad  en  el  artículo,  el  comprador  no  hizo  obser- 
vación alguna  al  vendedor.  —  T.  49,  p.  219. 

—  Cuando  se  vende  azúcar  con  designación  de  clase  y  marca, 
y  no  bajo  de  muestra  ó  con  condición  de  recibir  A  calado,  es 
uso  en  la  plaza  de  Tucunián,  entender  la  que  labora  el  ingenio 
á  que  pertenece  la  marca,  quedando  comprendidas  en  la  clase 
vendida  sus  distintas  graduaciones.  —  T.  49,  p.  219. 

—  La  de  bienes  ordenada  por  el  Banco  Hipotecario  de  la  pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  á  consecuencia  de  inejecución  de  las 
obligaciones  del  deudor,  puede  hacerse  legalmente  cargando 
el  comprador  con  la  hipoteca  por  el  capital  adeudado  según  su 
valor  nominal,  y  abonando  del  precio  ofrecido,  el  importe  de  los 
servicios  atrasados  con  lo  demás  que  exceda  de  dicho  capital 
(ley  de  21  de  julio  de  1875,  de  la  citada  provincia).  —  T.  51, 
p.  62. 

—  La  hecha  con  la  reserva  á  favor  del   Banco  Hipotecario,  de 
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aprobarla  ó  anularla,  no  se  entiende  perfeccionada,  mientras 
el  banco  no  la  apruebe.  (Aceptada  por  el  actor  la  reserva  para 
el  directorio  del  banco,  de  aprobar  ó  anular  el  remate,  éste  que- 
da reducido  á  una  operación  ad  referendum ;  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  la  postura  admitida  por  el  rematador  en  el  acto,  no  sig- 
nifica el  acuerdo  de  voluntades  necesario  para  la  formación  de 
un  contrato,  sino  una  oferta  que,  para  prorJucir  el  vínculo  de 
derecho,  requería  la  correspondiente  aceptación  :  art.  1144  y 
1147,  Cód.  Civ.).  —  T.  52,  p.  307. 

Venta.  —  El  comprador  que  ha  recibido  la  cosa  y  no  es  turbado 
en  la  posesión,  no  puede  pretender  la  devolución  del  precio, 
alegando  la  nulidad  de  la  venta  (art.  1329,  Cód.  Civ.).  —  T.  53, 
p.  75. 

—  El  error  sobre  la  calidad  substancial  de  la  cosa,  anula  el  con- 
trato de  venta.  Existe  ese  error,  cuando  dado  el  hecho  de  haber- 
se hipotecado  al  Banco  Hipotecario  Nacional,  un  terreno  baldío 
y  de  haberse  construido  con  posterioridad  un  edificio  industrial 
de  importancia,  ignorándolo  el  banco,  éste  ha  hecho  anunciar 
en  venta  y  ha  vendido  el  terreno  baldío  (art.  926  y  927,  Cód. 
Civ.).  —  T.  53,  p.  284. 

—  El  vendedor  que  no  tiene  la  posesión  de  la  cosa  vendida,  se 
halla  en  la  imposibilidad  de  entregarla  al  comprador,  y  procede 
en  tal  caso  la  rescisión  del  contrato  y  la  devolución  del  precio 
recibido  y  sus  intereses  (art.  1413,  Cód.  Civ.).  — T.  54,  p.  9. 

—  La  venta  cuya  validez  ha  sido  reconocida  en  juicio  y  por  juez 
competente,  tiene  que  ser  respetada  y  tenida  p:)r  válida,  aunque 
se  pretenda  haber  sufrido  perjuicio  un  menor  interesado,  que  ha 
sido  representado  debidamente  en  dicho  juicio  (art.  438,  inc. 
6%  Cód.  Civ.  —  Véase  :  Menores),  —  T.  54,  p.  117. 

—  El  coheredero  ó  condómino  que,  por  desistimiento  ó  transac- 
ción de  los  otros  coherederos  ó  condóminos,  es  reconocido  co- 
mo propietario  de  la  cosa,  si  la  vende  á  un  tercero,  no  puede 
decirse  que  haya  vendido  una  cosa  común,  sino  una  cosa  pro- 
pia (art.  2696  y  3503,  Cód.  Civ.).  —  T.  54,  p.  193. 
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Venta.  —  Convenida  la  venta  de  64  hectáreas  de  campo^  dentro 
de  una  superficie  mayor,  acordando  al  comprador  la  facultad  de 
ubicarlas  sobre  la  línea  indicada  en  c  una  forma  regular  como^por 
ejemplo,  ocho  hectáreas  de  frente  al  norte  por  ocho  de  frente  al  íud», 
debe  considerarse  comprendida  en  la  facultad  acordada,  la  for- 
ma de  i  hectáreas  de  trente  por  32  de  fondo,  propuesta  por  el 
comprador  y  aceptada  en  ocasión  anterior  por  el  vendedor.  — 
T.  55,  p.  U8. 

—  No  puede  admitirse  que  no  sea  cierta  una  venta,  cuya  reali- 
dad demuestra  una  serie  de  hechos  concordantes,  que  se  ini- 
cian por  escrituras  de  enajenación  y  se  continúa  por  largos  años 
de  posesión.  —  T.  58,  p.  1Ó5. 

—  Antes  de  la  vigencia  del  Código  Civil,  la  enajenación  de  in- 
muebles no  estaba  sometida  á  requisitos  de  forma.  (Leyes  6  y 
23,  tft.  5,  part.  5*.  No  contradice  á  estas  disposiciones,  la  ley 
1H,  tít.  18,  part.  3*,  pues  ésta  sólo  estatuye  sobre  el  mérito  pro. 
batorío  de  los  instrumentos).  —  T.  58,  p.  405. 

—  Las  acciones  que  los  artículos  1345  y  1346  del  Código  Civil 
acuerdan  al  comprador,  por  falta  de  continencia  de  la  superficie 
vendida,  no  proceden  cuando  dicha  falta  se  atribuye  á  la  parte 
de  la  misma  superficie  que  la  municipalidad,  sin  ser  dueña  de 
ella,  ha  destinado,  con  anterioridad  á  la  venta^  para  calles  no 
abiertas  todavía.  —  T.  60,  p.  51. 

—  En  la  venta  de  cosas  muebles,  de  las  que  el  vendedor  no  ha- 
ce la  entrega  en  el  tiempo  convenido,  el  comprador  tieneel  de- 
recho de  pedir  la  disolución  del  contrato,  la  devolución  del  pre- 
cio pagado  con  los  intereses  de  la  demora  y  la  indemnización 
de  perjuicios  (art.  1409,  1413,  1420  y  1430,  Cód.  Civ,).  —  T.  62, 
p.  457. 

—  Véase  :  Competencia;  Comprador;  Compra-tenta ;  Crédito; 
Cumplimiento  de  contrato;  Diminución  de  precio;  Dominio; 
Ejecución ;  Entrega;  Escritura;  Escrituración;  Estado;  Mandato; 
Municipalidad;  Posesión;  Precio;  Protocolización;  Prueba  ;  Res- 
cisión. 
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Venta  má  corpas.  —  Lo  es,  la  de  una  finca  con  límites  ciertos, 
y  señalándose  al  terreno  y  edificio,  un  solo  precio.  —  T.  3, 
p.  90. 

—  En  las  ventas  ad  corpas,  la  enunciación  de  la  medida  del  te- 
rreno y  del  edificio^  no  obliga  al  vendedor  á  garantirla,  sí  exce- 
de los  límites  fijados.  —  T.  3^  p.  90. 

—  En  las  ventas  ad  corpus,  se  atiende  sólo  á  los  límites,  y  per- 
tenece al  comprador  el  provecho  y  el  perjuicio  del  error  en  el 
cálculo  ó  en  la  mensura.  —  T.  3,  p.  90. 

—  No  se  puede  reclamar  indemnización  de  perjuicios  por  falta 
de  integración  en  la  superficie  real  de  un  terreno  vendido,  cuan- 
do la  venta  se  hace  adcorpusy  con  indicación  de  la  área  deque 
se  compone  y  por  un  precio  único.  —  T.  10,  p.  470. 

Venta  al  peso.  —  Habiéndose  verificado  el  menor  peso  dado  por 
la  balanza  empleada  para  pesar  el  artículo  vendido,  con  balanzas 
é  instrumentos  no  observados  por  las  partes,  en  el  acto  del  co- 
tejo, no  puede  en  seguida  una  de  éstas,  tachar  la  fidelidad  de 
las  mismas,  para  no  abonar  la  diferencia  que  resulta  en  menos. 
—  T.  27,  p.  i98. 

Venta  á  plazo.  — En  ella,  debe  presumirse  que  el  pagaré  ó  paga- 
rés firmados  por  el  comprador,  comprenden  la  totalidad  del  pre- 
cio. —  T.  U,  p.  161. 

Veto.  —  El  poder  ejecutivo  puede  vetar  un  contrato  ad  referen- 
dum, celebrado  por  él,  una  vez  que  haya  sido  aprobado  por  la 
Legislatura.  La  aprobación  previa  que  él  le  ha  prestado,  no  le 
liga,  ni  puede  inhabilitarle  para  retractarlo,  si  las  necesidades 
públicas  lo  requieren,  á  su  juicio;  de  lo  contrario  debería  lógi- 
camente concluirse  que  sanción  alguna  iniciada  por  proyectos 
presentados  por  el  poder  ejecutivo  á  las  cámaras  legislativas, 
haciendo  uso  de  sus  facultades  de  colegislador,  podría  ser  ve- 
tada, ni  requeriría  ulterior  sanción  de  su  parte,  situación  jurí- 
dica que  nadie  puede  sostener.  —  T.  31 ,  p.  307. 

Vía  de  apremio.  — Véase  :  Apelable;  Apremio;  Provisiones. 

Viaje.  —  Interrumpiéndose  éste  por  causa  de  fuerza  mayor,  el 

T.  II  36 
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pasajero  de  un  buque  sólo  debe  el  precio  correspondiente  á  la 
distancia  recorrida  (art.  1278,  Cód.  Com.  ant.)»  —  T.  8,  p.  34. 

Viaje.  —  Se  supone  queun  buque  está  listo  para  emprender  Tiaje. 
el  día  que  el  capitán  firma  los  conocimientos  de  la  carga, 
habiéndose  manifestado  en  el  contrato  de  fletamento  que  esta- 
ba provisto  de  lo  necesario  (art.  1197,  Cód.  Com.  ant.).  Si 
un  hecho  posterior^  no  imputable  al  capitán,  retarda  el  viaje, 
la  prueba  corresponde  á  aquél.  —  T.  11,  p.  168. 

—  £1  capitán  de  un  buque,  luego  que  se  halle  provisto  de  lo  ne- 
cesario para  el  viaje,  está  obligado  á  emprenderlo  á  la  prime- 
ra ocasión  favorable  (art.  1078,  Cód,  Com.  ant.).  — T.  11 ,  p.  168. 

—  Un  buque  de  ultramar,  no  puede  emprenderlo  sin  muñirse  de 
carta  de  sanidad.  —  T.  11,  p.  168. 

—  No  puede  considerarse  variación  en  el  rumbo  ó  en  el  viaje, 
una  separación  de  poca  importancia  (art.  1326,  Cód.  Com.  ant.). 
—  T.  23,  p.  143. 

—  La  expiración  del  de  retorno,  se  entiende  ser  el  punto  de 
donde  el  buque  salió  para  empezar  el  viaje  de  ida.  —  T.  23, 
p.  252. 

—  En  los  buques  que  hacen  carrera  continua  entre  diversos  pun- 
tos, se  entiende  por  viaje  entero^  el  que  empieza  de  uno  de  esos 
puertos  hasta  su  vuelta  á  él,  después  de  tocados  los  puertos  de 
la  carrera  (art.  1377,  inc.  1\  Cód.  Com.).  —  T.  62,  p.  315. 

Vicario.  —  Un  vicario  extranjero  no  puede  otorgar  jurisdicción 
dentro  del  territorio  de  la  República,  sin  acuerdo  de  las  auto- 
ridades civiles.  —  T.  17,  p.  113. 

Vicecónsules.  —  Véase  :  Cónsules;  Justicia  federal;  Suprema 
Corte. 

Vicio  propio.  —  Véase  :  Carga. 

Vicios.  —  Para  que  el  vendedor  responda  de  los  déla  cosa  ven- 
dida, después  de  la  entrega,  es  necesario  que  hayan  sido  ocul- 
tos (art.  545,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  14,  p.  476. 

Vicios  redhibitorios.  —  La  constitución  de  domicilio  especial, 
para  todas  las  cuestiones  que  puedan  surgir  de  un  contrato  de 
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compraventa,  afecta  también  las  que  se  susciten  por  vicios 
redhibitorios  en  la  cosa  comprada  (art.  44U,  Cód.  Civ.)-  — 
T.  59,  p.  344. 

Violación.  —  No  puede  invocar  la  violación  del  articulo  18, 
Constitución  Nacional,  el  que  ha  sido  parte  en  el  juicio,  ha- 
ciendo valer  sus  defensas.  —  T.  55,  p.  318. 

▼iolaciónde  correspondencia.  —  Este  delito  es  justiciable  por 
los  tribunales  nacionales,  sólo  cuando  se  sustraen  cartas  de  la 
oficina  de  Correos  (art.  51 ,  Ley  Penal).  —  T.  17,  p.  166. 

—  La  ley  aplicable  á  este  delito,  cometido  por  empleado  nacio- 
nal, es  la  penal  de  14  de  septiembre  de  1863.  —  T.  36,  p.  226. 

—  Este  delito  está  sujeto  á  la  pena  establecida  por  la  ley  nacio- 
nal penal,  y  no  por  el  Código  Criminal  común  (art.  53  de  di- 
cha ley).  —  T.  41,  p.  186. 

—  Ésta  y  la  substracción  de  valores  cometida  por  un  emplea- 
do de  la  administración  de  correos,  es  penada  con  cinco  años 
de  trabajos  forzados  é  inhabilitación  para  obtener  cargos  pú- 
blicos (art.  52  y  53,  Ley  Penal).  —  T.  51,  p.  81. 

—  El  delito  de  substracción  y  violación  de  correspondencia 
con  documentos  de  valores,  hace  pasible  á  su  autor  de  la  pena 
de  cinco  años  de  trabajos  forzados  (art.  51  y  53,  Ley  Penal).  — 
T.  60,  p.  431. 

Violación  de  la  ley.  —  ¿a  aplicación  errónea  de  una  doctrina 
cierta,  constituye  un  error  de  apreciación,  y  no  una  violación 
delaley.  —  T.  12,  p.  134. 

Violación  del  sumario.  —  Véase  :  Dictamen  fiscal. 

Violencia.  —  Cuando  se  alega  esta  excepción,  y  hay  vehementes 
presunciones  para  creer  que  ha  existido,  debe  aceptarse  la  ex- 
cepción, porque  es  doctrina  de  los  criminalistas,  digna  de  ser 
aceptada  como  razonable  y  justa,  que  para  absolver,  bastan 
las  presunciones  que  hagan  vacilar  el  ánimo  del  juez,  respecto 
de  la  verdad  de  los  cargos  que  se  hagan.  — T.  5,  p.  88. 

—  La  renuncia  de  un  abogado  al  cargo  de  defensor,  presenta- 
da después  de  rendida  la  prueba,  y  aceptada  por  el  juez  con 
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calidad  de  sin  perjuicio,  no  probándose  que  fuera  aquél  el 
único  capaz  de  seguir  la  defensa,  no  constituye  la  violencia  ó 
miedo  grave  que  pueda  anular  el  consentimiento  prestado  por 
el  defendido  en  la  modificación  del  convenio  sobre  honora- 
rios; mucho  más  en  el  caso  en  que  fué  el  defendido  quien 
buscó  al  defensor  para  celebrar  la  nueva  iguala^  y  que  la  ra- 
zón de  la  renuncia  fué  fundada  sn  la  enfermedad  del  defensor^ 
sin  haberse  probado  su  falsedad  (leyes  22^  tít.  16,  lib.  2;  y  43, 
tit.  9,  lib.  3,  Recop.  Cast.).  —  T.  9,  p.  417. 

Tiolencia. — Para  que  la  violencia  ymiedograve,  anulen  el  consen- 
timiento^ es  necesario  que  sean  capaces  de  intimidar,  de  modo 
que  constituyan  la  causa  del  contrato,  y  que  el  que  sufre  la 
violencia  no  ejecute  después  ni  ejercite  libremente  las  obli- 
gaciones ó  derechos  que  han  sido  materia  del  consentimiento 
(ley  7,  tit.  33,  part.  7';  ley  28,  tit.  M,  part.  5»).  —  T.  9,  p.  417. 

—  Comete  violencia  el  lindero  que  sin  consentimiento  del  co- 
lindero, procede  á  construir  una  pared  divisoria  y  encierra 
dentro  de  ella,  construcciones  hechas  por  el  último.  —  T.  30, 
p.  95. 


z 


Zarate.  —  Los  crímenes  cometidos  en  el  puerto  de  Zarate,  deben 
ser  juzgados  por  los  jueces  federales  (art.  3^  inc.  S%  Ley  Jurisd. 
El  crimen  tuvo  lugar  en  el  muelle  de  dicho  puerto  :  este  mue- 
lle se  halla  situado  sobre  un  río  navegable,  cuyas  aguas  están 
sometidas  á  la  jurisdicción  nacional,  como  grandes  vías  públi- 
cas del  comercio  de  la  nación^  que  el  congreso  tiene  el  poder 
de  reglamentarlas  y  de  ejercer  sobre  ellas,  todas  las  facultades 
explícitas  ó  derivadas^que  la  Constitución  le  atribuye.  Dada  esta 
doctrina,  los  límites  de  una  provincia  con  el  mar  y  los  ríos 
navegables,  llegan  cuando  más  á  la  línea  del  reflujo  de  las 
aguas).  —  T.  25,  p.  4Í9. 

—  El  puerto  de  Zarate  es  un  lugar  de  importación  y  exporta- 
ción de  mercaderías,  y  está,  por  tanto,  sometido  á  la  jurisdic- 
ción privativa  del  gobierno  nacional.  •—  T.  25,  p*  419. 


NOTA 


Habiéndose  omitido  colocar  en  el  respectivo  lugar,  los  dos 
sumarios  ó  resoluciones  que  siguen,  se  ha  creído  conveniente 
insertarlas  aquí. 


Interpretación  constitueional.  —  Es  principio  de  derecho  co- 
mún^  que  el  mandatario  sólo  puede  hacer  aquello  á  que  se 
halla  expresa  ó  implícitamente  autorizado  por  su  mandato,  y 
este  principio  es  el  mismo  que  sirve  de  base  á  la  interpretación 
de  los  poderes  en  el  orden  constitucional.  Sólo  á  las  personas 
en  el  orden  privado,  es  aplicable  el  principio  de  que  nadie  pue- 
de ser  obligado  á  hacer  lo  que  la  ley  no  mande,  ni  privado  de 
hacer  lo  que  la  ley  no  prohibe ;  pero  á  los  poderes  públicos 
no  se  les  puede  reconocer  la  facultad  de  hacer  lo  que  la  Consti- 
tución no  les  prohibe  expresamente,  sin  invertir  los  roles  res- 
pectivos de  mandante  y  mandatario  y  atribuirle's  poderes  ilimi- 
tados. (Véase  :  Suprema  Corte).  —  T.  32,  p.  420. 

Municipalidad.  —  Los  intereses  municipales  no  se  confunden  con 
los  intereses  de  la  provincia,  por  el  hecho  accidental  de  que  el 
poder  ejecutivo  represente  á  la  municipalidad,  ó  de  haberse 
reunido  en  una  sola  persona  la  representación  de  ésta  y  la  de 
la  provincia ;  pues  esta  concurrencia  de  facultades,  no  suprime 
ninguno  de  estos  cuerpos,  ni  altera  la  naturaleza  de  las  fun- 
ciones que  el  representante  ó  mandatario,  desempeñe  en  uno 
ú  otro  sentido.  (Véase  :  Svprema  Corte).  —  T.  19,  p.  74. 
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21 

141 
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60 
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440 
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Ley  de  jupitsdiccion  y  competencia  de  los 

tribunales  nacionales^ 
de  1  ^  de  sentiembre  de  1 S63 
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6 

400 



7 
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— 

473 



— 

457 



9 
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— 

350 



— 

450 



10 
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— 
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— 
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11 

76 

— 

— 

257 



— 

436 

_ 

12 

7 
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2 

12 
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233 
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335 
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425 

— 
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13 

35 

— 
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844 

— 
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— 

\^ 

54 

— 
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i5 

58 

— 

— 

65 

— 

— 

215 

— 

— 

233 

— 

865 

— 

— 
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— 

— 
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— 

16 
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— 

18 
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— 
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— 

— 
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— 
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— 
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— 

— 
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— 

td 
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— 
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— 
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20 
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29 
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32 
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35 
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38 

513 



39 
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40 

360 



41 

57 



— 
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— 
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43 
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44 

92 





382 



52 
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53 
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55 
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56 

304 



58 

315 



61 

35 



62 
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3 

i 

32 

— 

5 
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7 
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8 
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9 
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10 
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_— 
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—  608  — 


Artículo 

Tomo 

Pigink 

3 

12 

40 

— 

U 

26 

— 

15 

80 

— 



80 

— 



237 

— 

21 

276 
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11 
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29 
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13 

407 
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— 

33 
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17 
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— 
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— 

— 
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— 

39 
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— 

18 

■9 
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45 
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47 
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— 
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— 
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— 
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41 
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9 
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i4 
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20 
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23 
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— 
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40 
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13 
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, 
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— 

384 



16 

48 



— 

142 



n 

346 



18 

70 



— 

79 

—^ 

19 

193 

Arltcolo 

Tomo 

Pi«il» 

12 

19 

314 

— 

— 

328 

—    ■ 

— 

345 

— 

20 

60 

— 

— 

241 

— 

— 

258 

— 

21 

321 

— 

22 

161 

— 

— 

261 

— 

— 

343 

— 

23 

75 

— 

24 

39 

— 

— 

194 

— 

— 

389 

— 

26 

157 

— 

27 

150 

— 



449 

— 

30 

146 

— 

— 

559 

— 

— 

614 

— 

33 

91 

— 

— 

285 

— 

— 

305 

— 

37 

354 

— 

38 

105 

— 

40 

276 

— 

41 

174 

— 

— 

260 

— 

43 

244 

— 

— 

258 

— 

— 

372 

— 

44 

182 

— 

46 

96 

— 

— 

123 

12 

59 

7 

—  6H  — 


Artículo 

Tomo 

P»(tiii 

12 

61 

35 



— 

327 



— 

423 



62 

422 

13 

9 

405 



— 

474 



10 

464 



n 

144 



47 

203 



62 

465 

14 

1 

29 

— 

— 

38 

— 

2 

88 

— 

H7 

» 

3 

75 

— 

— 

397 

— 

4 

7 

— 



250 

— 

5 

59 

— 

— 

205 

— 

— 

326 

— 

— 

335 

— 

7 

38 

— 

8 

191 

— 

9 

219 

— 



405 

— 



439 

— 

10 

134 

— 

— 

171 

— 

— 

380 

— 

— 

413 

— 

— 

490 

— 

11 

90 

— 

— 

444 

__ 

._ 

471 
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115 

— 

— 

315 

— 

14 

142 

— 

— 

302 
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-^ 
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19 
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48 
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^ 
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51 

379 
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385 
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— 
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— 
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140 
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307 
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44 

25 



46 
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47 
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50 

9 
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52 

286 



53 

359 



56 

312 





417 



58 
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— 
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60 
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62 
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— 

190 



— 

274 



— 
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— 

465 

i7 
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28 
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Pigina 
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9 
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12 
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19 
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21 
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8 
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456 
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Ley  de  Procedimientos  de  los  tribunales 
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93 

— 

43 

194 

A 

46 

217 

% 

54 

417 



56 

293 



57 

424 



59 

288 

74 

10 

354 

— 

11- 

356 

— 

13 

382 

—  ■ 

16 

173 

— 

19 

112 

— 



271 

— 



380 

— 

22 

187 

— 

23 

404 

— 

25 

463 

— 

27 

185 

_ 

33 

34 

/ 


^ 


—  618  — 


Articulo 

Tomo 

Pagina 

Articulo 

Tomo 

Pagina 

74 

33 

91 

85 

55 

352 

.  — 

— 

274 

— 

57 

424 

— 

38 

323 

— 

— 

432 

— 

— 

513 

86 

8 

176 

— 

42 

322 



9 

5 

— 

46 

200 

— - 

12 

271 

— 

47 

145 



13 

145 

— 

48 

323 



— 

374 

— 

51 

101 

•^. 

14 

10 

— 

52 

184 

— — 

— 

409 

— 

55 

352 

-.• 

15 

35(t 

— 

61 

291 

— 

16 

28 

— 

62 

78 

— . 

^«^* 

53 

75 

14 

182 

— > 

— 

138 

— 

18 

13 

_ 

». 

206 

— 



107 





216 

— 

29 

146 

\  ^^^"^ 

17 

43 

— 

32 

426 



19 

129 

— 

43 

172 



21 

25 

76 

5 

70 



— 

170 

— 

21 

251 



22 

138 

79 

44 

401 



— 

309 

80 

• 

401 



— 

319 

81 

401 



23 

98 

83 

9 

172 



24 

337 

85 

5 

339 



— 

391 



8 

43 



40 

153 

— 

9 

5 

87 

5 

393 



la 

434 



8 

372 



21 

59 



59 

122 



22 

276 

88 

8 

372 



38 

237 



49 

513 



41 

278 

89 

5 

393 

42 

329 

— 

44 

401 

._ 

54 

311 

90 

5 

339 

—  649  — 


Arttcalo 

Tomo 

Pigiiw 

Aitieolo 

Tomo 

Pagina 

91 

10 

328 

108 

27 

30 



12 

380 

_ 

:;2 

315 



18 

60 

— 

51 

24  i 



47 

373 

^— 

55 

195 

92 

i 

103 

•— 



405 



8 

209 



62 

161 



12 

380 

109 

6 

393 



13 

292 



— 

398 



29 

146 

— . 

10 

455 

94 

11 

240 

110 

12 

224 



12 

15 



— 

325 

95 

3 

24 



16 

447 

— 

6 

136 



31 

112 

— 

8 

13 



33 

274 

— 



382 



46 

299 

— 

12 

15 

112 

23 

57 

— 

22 

75 

— 

33 

i74 

— 

26 

388 

113 

23 

57 

— 

33 

404 

114 

— 

53 

— 

45 

348 

115 

10 

154 

96 

7 

160 





483 

101 

2 

148 



15 

153 

— 

5 

209 



21 

170 

— .. 

8 

25 



22 

309 

— 

13 

292 



24 

368 

— 

15 

77 

• 

33 

274 

10-2 

6 

161 

118 

10 

464 

— 

13 

292 

— 

46 

156 

— 

41 

146 

119 

11 

240 



43 

343 

120 

7 

295 

108 

10 

461 

— 

12 

76 

— 

19 

2177 

— 

— 

325 

— 

20 

100 

— 

20 

133 

— 

22 

133- 

— 

24 

49 

._ 

23 

573 

— 

38 

65 

—  620  — 


Arlicalo 

Tomo 

Pigim 

120 

43 

231 



46 

15 



53 

82 



62 

225 

121 

3 

493 



11 

417 

122 

34 

242 

124 

8 

200 

— 

13 

150 

— 

31 

18 

127 

15 

29 

129 

15 

29 

— 

23 

57 

134 

18 

465 

139 

10 

220 

^ 

23 

57 

— 

31 

364 

— 

— 

371 

143 

62 

441 

141 

19 

437 

152 

28 

435 

157 

59 

321 

177 

11 

441 

— 

13 

292 

178 

10 

328 



12 

124 



23 

205 

180 

10 

328 





464 

182 

5 

388 

183 

12 

57 

— 

19 

288 

20 

2U 

185 

11 

95 

_ 

13 

118 

Articulo 

Tomo 

Pigin 

185 

13 

224 

— 

15 

413 

186 

11 

95 



13 

118 

187 

10 

301 

— - 

20 

241 



24 

101 

188 

n 

395 

— 

— 

399 

190 

4 

38 



13 

95 

191 

6 

393 

— 



398 

— 

10 

301 

— 

12 

349 

— 

21 

402 

— 

32 

149 

193 

13 

35 

194 

8 

25 

— 

13 

35 

— 

17 

395 

— 



399 

— 

49 

79 

198 

52 

145 

203 

5 

263 

205 

— 

139 

— 

7 

354 

— 

18 

411 

— 

21 

481 

— 

22 

265 

— 

45 

3i6 

— 

51 

319 

206 

4 

437 

-^ 

6 

296 

_^ 

.i. 

437 

—  624  — 


Articulo 

Tomo 

Pigias 

Artícalo 

Tomo 

Página 

206 

10 

255 

214 

10 

163 

— 

— 

364 



— 

316 

— 

il 

381 



_. 

333 

— 

22 

167 



11 

101 

— 

29 

182 



— 

220 

— 

32 

171 



12 

83 

— 

39 

63 



— 

85 

— 

47 

164 



— 

380 

— 

50 

28 





405 

— 

53 

44 



15 

63 

— 

57 

135 



lü 

27 

— 

58 

229 



— 

400 

— 

— 

355 

— 

20 

69 

— 

59 

42 



46 

259 

207 

4 

437 

54 

124 

— 

11 

240 

57 

151 

— 

12 

115 

216 

6 

34¿ 

— 

13 

• 

88 

— 

14 

468 

— 

18 

60 

— 

37 

118 

— 

21 

381 

45 

209 

— 

47 

14 

— 

49 

483 

— 

— 

373 

— 

50 

135 

— 

62 

140 

217 

10 

193 

— 



165 



23 

299 

208 

14 

468 



46 

310 

— 

37 

118 



47 

210 

— 

45 

209 



50 

98 

— 

49 

483 

2i8 

5 

316 

— 

50 

135 

219 

8 

121 

209 

11 

9 



2ü 

78 

211 

6 

310 

220 

20 

181 

— 

10 

4¿4 



56 

419 

— 

12 

380 

222 

13 

7 

214 

3 

243 

223 

23 

25 

— 

7 

17 

224 

7 

464 

—  622  — 


Articalo 

Tomo 

PigiM 

Articulo 

Tomo 

Página 

224 

8 

164 

233 

51 

308 



10 

12 

— 

62 

66 



11 

47 

234 

5 

64 



12 

134 

— 

12 

299 



14 

60 

— 



302 



32 

183 

— 

9 

148 



36 

157 

— 

— 

2i0 



59 

342 

— 

11 

148 



61 

295 

— 

•^ 

240 

225 

6 

296 

— 

12 

299 

— 

10 

424 

— 

— 

302 

— 

35 

157 

— 

13 

257 

f 

52 

313 

— 

19 

163 

229 

12 

374 

— 

20 

251 



— 

394 

— 

21 

170 

— 

43 

307 

— 

23 

709 





370 

26 

440 

231 

12 

380 

— 

28 

435 

232 

11 

148 

236 

4 

232 

— 

12 

224 

237 

12 

380 

— 

n 

358 

— 

19 

356 

233 

3 

7 

238 

4 

357 

— 

— 

202 

— 

12 

302 

— 

4 

67 

— 

48 

177 

— 

— 

232 

241 

3 

243 

— 

— 

291 



7 

93 

— 

12 

90 



12 

513 

— 

— 

305 



14 

387 

— 

— 

380 



15 

309 

— 

13 

424 



— 

314 

— 

19 

356 



16 

160 

— 

21 

364 



17 

434 

— 

28 

435 



19 

* 

26 

— 

47 

139 



^ 

67 

._- . 

51 

300 

~.^ 

46 

382 

—  623  — 


Articulo 

Tomo 

Pigiaa 

Articalo 

Tomo 

Pigio 

241 

55 

431 

249 

58 

75 

243 

12 

513 

250 

9 

241 

247 

5 

248 



-^ 

577 

248 

9 

43 



32 

20 

— 

10 

358 



5i 

113 

— 

13 

229 



53 

229 

— 

14 

423 



55 

204 

— 

21 

85 

251 

5 

248 

— 

37 

219 

— 

51 

113 

42 

254 

— 

53 

2"?Í9 

— 

47 

261 

— 

55 

204 

— 

49 

109 

252 

5 

343 

— 

55 

204 

— 

7 

172 

— 

57 

137 

9 

43 

— 

— 

254 

20 

177 

249 

2 

209 

59 

185 

— 

3 

185 

— 

— 

187 

— 

9 

43 

— 

61 

5 

— 

— 

142 

253 

6 

73 

— 

— 

241 



55 

204 

— 

— 

272 

254 

7 

170 

— 

iO 

358 



59 

185 

— 

15 

465 





187 

— 

17 

437 

— 

61 

5 

— 

21 

85 

255 

20 

177 

— 

37 

22 

— 

48 

588 

— 

42 

254 

256 

46 

102 

— 

— 

266 

— 

57 

137 

— 

51 

113 

257 

20 

177 

— 

— 

224 

30 

184 

— 

52 

359 

259 

9 

577 

— 

53 

40 

263 

3 

253 

— 

— 

395 

264 

2 

220 

— 

56 

352 

268 

9 

272 

— 

57 

137 

_ 

_^ 

577 

—  624  — 


Articulo 

Tomo 

Piglna 

Articulo 

Tomo 

Página 

268 

10 

106 

277 

52 

108 



15 

355 

278 

8 

252 



54 

480 



12 

70 



59 

104 



25 

437 

270 

1 

432 

279 

14 

270 

— 

5 

56 

— 

23 

523 

■  — 

— 

415 

— 

30 

152 

— 

6 

164 

282 

11 

41 

— 

7 

327 

283 

32 

11 

— 

9 

142 

286 

50 

183 

— 

— 

677 

287 

— 

183 

— 

12 

305 

288 

20 

43 

— 

13 

24 

— 

21 

429 

— 

— 

420 



25 

96 

— 

19 

10 

290 

19 

172 

— 

21 

466 

— 

22 

94 

27 

31 

293 

21 

298 

— 

32 

325 

— 

48 

588 

— 

U 

43 

.  — 

58 

446 

— 

48 

430 

— 

61 

53 

— 

52 

108 

— 



72 

— 

53 

263 

294 

61 

53 

— 

61 

56 





72 

271 

9 

401 

298 

2 

220 

276 

2 

209 

— 

7 

107 

277 

1 

432 

— 

11 

222 

— 

2 

209 

— 

48 

588 

— 

5 

56 

— 

61 

53 

— 

6 

209 

— 

— 

72 

— 

9 

311 

299 

7 

394 

— 

— 

354 

300 

3 

172 

— 

— 

562 



8 

159 

12 

70 



9 

468 

— 

22 

352 



10 

202 

23 

368 

_ 

13 

235 

—  625  — 


AiüCttI» 

Tomo 

Página 

300 

ib 

130 

— 

24 

63 

— 

32 

346 



36 

420 



45 

399 

— 

47 

325 



49 

382 



50 

183 



52 

52 

— 

54 

371 



420 

— 

57 

283 



59 

185 

— 



187 

60 

140 



61 

5 

:j0l 

2 

220 

— 

10 

328 

— 

20 

63 

— 

— 

366 

— 

22 

101 

— 

29 

38 

302 

13 

269 

— 

i9 

215 

— 

38 

261 

303 

22 

165 

304 



165 

305 

14 

270 

306 

8 

220 



14 

270 

307 

13 

306 

308 

14 

85 



20 

22 

309 

58 

75 

314 

__ 

339 

T.  ii 


AtUculo 

Tomo 

Págipa 

312 

55 

204 

315 

10 

161 

^- 

14 

304 



52 

354 

320 

23 

276 



56 

410 



57 

15 

58 

345 



59 

105 



60 

192 

321 

5 

179 

15 

457 

326 

22 

25 

25 

71 



30 

190 

327 

9 

365 



523 



27 

323 

— 

28 

137 

^ 

29 

466 



34 

256 



56 

399 

328 

9 

160 

— 

25 

314 

28 

442 

33 

356 

— 

61 

387 

332 

35 

109 

333 

10 

159 

— 

31 

34 



34 

34 



35 

109 

334 

9 

160 

336 

40 

8 



46 

174 

40 

—  626  — 


Artículo 

Tomo 

P  Agina 

352 

5 

167 

— 

— 

215 

353 

— 

167 



— 

215 



6 

455 

354 

0 

215 

355 

15 

355 

358 

5 

215 



9 

290 

362 

10 

334 

363 

1 

83 

Artículo 

Tomo 

Pñgina 

374 

1 

224 

— 

7 

192 

— 

8 

195 

10 

180 

— 



301 

— 

12 

134 

— 

24 

473 

— 

32 

361 

— 

41 

250 

— 

61 

242 

__ 

62 

126 

Ley  de  patentes  de  invención 


ArUcBlo 

Tomo 

Página 

1 

14 

290 



31 

427 



34 

157 



41 

394 



— 

399 



48 

497 

3 

14 

290 

— 

20 

403 

4 

14 

290 

— 

31 

427 

— 

34 

157 

— 

41 

394 

-^ 



399 

27 

14 

290 

29 



290 

46 

7 

318 

— 

24 

546 

— 

31 

427 

•« 

34 

157 

ArUcalo 

Tomo 

Página 

46 

41 

394 



399 



48 

497 

47 

20 

403 

48 

24 

466 

— 

34 

344 

51 

20 

403 



31 

472 

— 

41 

394 





399 

— 

48 

497 

53 

• 

7 

348 

54 

28 

417 

57 

13 

102 

— 

23 

109 

-^ 

24 

518 

58 

51 

161 

59 

13 

102 

L<ey  de  mareas  de  fábrica  y  de  comercio 


Artículo 

Tomo 

Pigin» 

1 

24 

235 

— 

53 

155 



62 

246 

2 



95 

3 

24 

487 



53 

155 

^— 

60 

231 

— 

61 

80 



62 

95 

\ 

24 

235 



— 

522 



29 

309 



30 

367 





421 



53 

155 

5 

30 

367 

6 

62 

95 

10 

24 

235 

— 

30 

367 

22 

44 

;i69 

— 

60 

231 

23 

23 

478 

^_- 

_ 

502 

ArUculo 

Tomo 

Página 

23 

23 

507 





513 



44 

369 



60 

130 

28 

24 

526 

— 

36 

111 

— 

38 

38 

— 

56 

285 

3i 

28 

lá 

— 

32 

162 

— 

• — 

167 

— 

41 

254 

33 

62 

246 

34 

60 

122 

35 

27 

122 

— 

29 

24 

36 

34 

55 



62 

144 

37 

44 

369 

38 

30 

421 

39 



421 

42 

58 

362 

Código  de   Comercio 
vigente  hasta  el  3 O  de  abril  de  f  S90 


A  iticulo 

Tomo 

Pigiaa 

Arlicalo 

Torno 

Pi!;iiu 

1 

7 

397 

76 

21 

25 

5 

— 

397 

78 

11 

27 

— 

16 

485 

81 

— 

27 

6 

7 

47 

83 

26 

13 

7 



47 

86 

11 

479 

— 

13 

205 



16 

53 

— 

16 

4H5 



23 

531 

29 

7 

81 

92 

5 

133 

32 



397 

98 

23 

232 

36 

13 

385 

99 

5 

133 

40 

30 

•512 

16 

228 

43 

9 

80 

103 

5 

133 

— 

— 

360 

106 

4 

345 

— ^ 

19 

203 



9 

320 

— 

25 

235 

107 

13 

205 

— 

30 

512 

108 

23 

232 

44 

23 

575 

109 

17 

262 

47 

20 

310 

111 

5 

133 

56 

4 

75 

112 

10 

2á5 

66 

— 

75 

115 

17 

378 

67 

— 

75 

116 

— 

378 



7 

47 

129 

21 

170 

71 

31 

364 

139 

11 

460 



— 

371 



13 

374 

72 

— 

364 

151 

17 

457 

— 

— 

371 

163 

14 

96 

76 

13 

292 

_ 

49 

525 

r    ■  . 


—  630  — 


Articulo 

Tomo 

Piglna 

Articulo 

Tomo 

Pifüui 

163 

53 

275 

175 

13 

310 

165 

28 

66 

— 

17 

272 

166 

13 

318 



25 

259 

— 

U 

341 

_ 

36 

276 

— 

33 

30 

« 

43 

308 

— 

40 

88 

-^ 

44 

75 

^^^la  • 

49 

366 

47 

320 

167 

8 

214 

178 

16 

53 

— 

14 

96 

180 

40 

40 

25 

259 

183 

31 

290 



53 

275 

186 

13 

26 



57 

357 

187 

9 

320 

168 

8 

214 

188 

12 

386 

— 

23 

709 

190 

— > 

386 

— 

25 

259 

-^ 

13 

310 

169 

8 

214 

'— 

14 

96 

— 

14 

96 

— . 

_ 

341 

170 

51 

48 

« 

28 

66 

171 

17 

272 

191 

24 

118 

— 

23 

709 

192 

8 

34 

— 

30 

611 

— 

9 

320 

— 

40 

88 

— 

11 

229 

— 

48 

487 

193 

6 

9 

172 

7 

77 

— • 

— . 

252 

— 

14 

96 

— > 

7 

35 

— 

23 

138 

— 

-: — 

47 

— 

48 

487 



8 

400 

173 

25 

73 

— 

11 

229 

— 

48 

487 



14 

399 

174 

12 

386 

— 

15 

294 

— 

n 

272 

_ 

16 

206 

— 

24 

410 





452 

— 

43 

308 



30 

186 

175 

7 

218 

194 

6 

252 

12 

386 

16 

114 

—  634  — 


Articalo 

Tomo 

Página 

197 

25 

45 

202 

6 

252 

207 

23 

352 

-- 

29 

75 

209 

11 

148 

— 



193 

— 



479 

— 

13 

236 

— 

— 

449 

— 

14 

176 

— 



234 

— 

19 

360 

— 

— 

369 

— 

21 

290 

— 

22 

403 

— 

23 

352 

— 

31 

133 

211 

23 

65 

212 

22 

276 

213 

8 

453 



11 

222 





397 



16 

282 

215 

25 

324 

218 

6 

433 



8 

105 



11 

168 

— 



222 



12 

271 





397 



13 

26 



42 

49 

219 

5 

273 



9 

339 

_. 

11 

168 

Articulo 

Tomo 

Pájjiíl 

219 

11 

193 

— 

— 

222 

— 

12 

397 

— 

14 

399 

— 

33 

348 

220 

3 

39 

— 

9 

339 

— 

11 

193 

221 

5 

273 

—^ 

6 

173 

17 

262 



33 

348 





436 

222 

6 

173 

— 



436 

— 

10 

342 

— 

11 

168 

— 

12 

271 

— 

— 

397 

223 

6 

.436 



7 

116 

—^ 

10 

342 



11 

168 



12 

271 
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— 

196 
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Alticulo 

Tomo 

Pigiu 

Artículo 

Tomo 

Pigiai 

328 

17 

276 

1092 

21 

141 

357 

— 

196 

— 

— 

15 

447 

14 

15 

1100 

15 

58 

448 

•^ 

15 

— 

18 

32 

449 

16 

362 

— 

— 

350 

452 

19 

95 

— 

21 

276 

-— 

20 

7 

1101 

8 

393 

453 

n 

276 

1120 

— 

393 

517 

5 

349 

1122 

12 

268 

900 

21 

326 

— 

13 

50 

915 

— 

326 

— 

18 

21 

987 

18 

319 

1123 

12 

268 

990 

17 

219 

— 

13 

50 

993 

15 

140 

1126 

17 

174 

— — 

17 

140 

19 

258 

— . 

— 

219 

1129 

8 

393 

..« 

18 

319 

1130 

6 

264 

1037 

— 

350 

— 

11 

296 

1079 

5 

463 

— 

13 

389 

1091 

7 

196 

1131 

8 

393 

.— . 

21 

141 

1136 

6 

264 

— — 

.» 

150 

1138 

11 

34 

1092 

5 

349 

1146 

— 

326 

V— 

20 

344 

~— 

12 

414 

Código     de   procedimientos   en    lo    criminal 
vigíente  desde  el  i  "^  de  enero  de  1880 


Afticnlo 

Tomo 

Pigio* 

ArUcalo 

Tomo 

Pigiaa 

2 

50 

181 

33 

44 

249 

9 

51 

403 

34 

61 

414 

10 

53 

74 

35 

59 

102 

13 

60 

277 

— 

60 

219 

14 

52 

468 

36 

35 

224 

19 

48 

151 

— 

59 

102 

22 

38 

249 

— 

— 

368 

— 

39 

352 

— 

61 

106 

... 

41 

65 

38 

60 

219 

—— 

55 

138 

43 

62 

386 

— 

62 

386 

47 

54 

334 

2a 

36 

264 

48 

48 

151 

39 

352 



54 

334 

— 

38 

151 

75 

51 

159 

— 

48 

151 

— 

— 

315 

— 

55 

284 

— 

52 

57 

— 



392 

— 



62 

— 

57 

300 

— 



64 

— 

58 

185 

— 



122 

— 

59 

230 

— 

53 

135 

— 

62 

437 

77 

51 
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24 

54 

108 

— 

— 

315 

25 

45 

194 

— 

52 

57 



48 

131 

— 

— 

62 

— 

— 

151 

— 

— 

64 



54 

108 

— 

— 

122 

26 

52 

211 

93 

43 

337 

33 

38 

136 

101 

60 

383 
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Articnlo 

Tamo 

PajPB» 

AiUcalo 

Tomo 

Pagina 

118 

47 

457 

376 

52 

350 

_ 

55 

443 

— 

53 

379 

— . 

59 

34 

— 

54 

183 

144 

49 

29t 

— 

— 

264 

— 

53 

155 

— 

— 

292 

— . 

62 

246 

— 

— 

509 

145 

55 

82 

— 

55 

259 

169 

4K 

170 

— 

56 

119 

no 

59 

34 

— 

57 

256 

174 

62 

144 

— 

59 

66 

179 

48 

170 

— 

— 

425 

182 

47 

457 

— 

— 

427 

196 

49 

128 

— 

62 

192 

198 

42 

160 

386 

— 

356 

— . 

49 

128 

389 

— 

200 

.i... 

52 

145 

395 

— 

200 

293 

47 

457 

398 

59 

419 

316 

52 

126 

411 

41 

368 

318 

36 

14 



50 

192 

— 

57 

291 

413 

41 

368 

— 

61 

195 

414 

53 

243 

336 

53 

243 

423 

42 

160 



— ,. 

248 

434 

55 

348 

351 

57 

44 

— 

— 

377 

»56 

46 

36 

— 

56 

50 

358 

49 

249 



57 

226 

— 

54 

68 

->— 

61 

21 



56 

377 

435 

55 

377 

359 

46 

36 



59 

91 

366 

50 

181 

441 

— 

210 

376 

4t 

290 

442 

55 

348 

— 

45 

65 

443 

46 

36 

— 

49 

135 

460 

36 

226 

— 

50 

145 

-^ 

52 

126 

— 

51 

208 

__ 

57 

395 
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Articulo 

Tomo 

PigiM 

Aitleolo 

Tomo 

Pigiaa 

461 

36 

2i6 

501 

53 

68 

— 

52 

126 

_ 

54 

467 

463 

60 

30 

— 

56 

408 

467 

43 

7 

504 

40 

47 

— 

44 

275 

505 

51 

257 

470 

47 

359 

509 

41 

368 

471 

62 

90 

— 

51 

260 

472 

— 

90 

— 

61 

352 

473 

— 

90 

— 

62 

200 

477 

47 

356 

510 

48 

108 

— 

— 

359 

513 

53 

155 

— 

53 

260 

516 

59 

32 

483 

40 

376 

522 

57 

434 

— 

48 

484 

527 

— 

437 

— 

49 

316 

528 

52 

139 

— 

51 

235 

545 

57 

42 

— 

— 

260 

548 

43 

20 

— 

52 

253 

551 

-~ 

20 

— 

5:) 

260 

— 

45 

351 

— 

57 

152 

554- 

54 

481 

— 

61 

47 

617 

46 

83 

490 

47 

359 

— 

55 

362 

491 

— 

359 



62 

60 
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61 

352 

618 

40 

386 

495 

49 

152 

— 

60 

397 

— 

61 

352 

,— 

62 

60 

496 

57 

226 

— ~ 

— > 

239 

497 

49 

152 

636 

51 

273 

— 

61 

352 

644 

57 

98 

501 

42 

160 

646 

45 

318 

— 

48 

41 

— 

46 

228 

— 

524 

648 

40 

92 

— 

49 

51 

— 

49 

15 

— 

— 

97 

649 

45 

318 

•» 

.^ 

128 

651 

39 

124 
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Artículo 

Tomo 

Pi«iu 

ArUcolo 

Tomo 

Pifia» 

651 

49 

15 

674 

59 

66 

652 

55 

332 

690 

41 

859 

655 

40 

92 

— 

52 

126 

* 

49 

22 

691 
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126 



53 

84 

692 

— 

126 



61 

129 

693 

36 

236 

659 

48 

460 



44 

275 

— 

— 

461 



49 

395 

— 

— 

573 



52 

126 

— 

57 

309 



54 

46 

667 

48 

65 



58 

208 

671 

59 

53 

696 

41 

368 

672 

55 

332 

— 

53 

68 

^_ 

59 

53 

ACUERDOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


Reg^lamento  de  la  Suprema  Corte 


£n  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  once  de  octubre  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  tres,  reunidos  en  su  sala  de  acuerdos  los  seño- 
res presidente  y  vocales  de  la  Suprema  Corte  y  el  señor  Procu- 
rador General,  con  el  objeto  de  preparar  el  reglamento  que  por  el 
artículo  noventa  v  nueve  de  la  Constitución  Nacional,  se  manda 
á  esta  Corte  dictar  para  su  régimen  interior,  después  de  deliberar 
sóbrela  materia  acordaron  el  siguiente: 


TITULO  I 


DE  LOS    días  de  AUDIENCIA  Y  DURACIÓN  DEL  DESPACHO 

Art.  i**.  —  La  Suprema  Corte  se  reunirá  todos  los  días  que   no 
sean  feriarlos,  para  ocuparse  de  los  asuntos  de  su  despacho  (1). 

(1)  Este  articulo  fué  modificado  por  acuerdo  de  7  julio  de  1865,  que  se  en> 
cuentra  más  adelante. 
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Art.  2o.  — Solamente  se  considerarán  feriados,  los  días  festivos 
de  ambos  preceptos,  los  de  Semana  Santa,  los  de  Carnaval  y  los 

de  fiesta  nacional. 

Art.  3"*.  —  La  Suprema  Corte  vacará  además  desde  el  siete  de 
diciembre  de  cada  año  hasta  el  siete  de  enero  siguiente  (I). 

Art.  i*".  —  Durante  este  tiempo,  quedará  uno  de  sus  miembros 
autorizado  para  expedir  las  providencias  interinas  que  no  admi- 
tan demora. 

Art.  5<>.  — Las  licencias  á  los  vocales,  para  no  asistir  al  despa- 
cho, solamente  se  concederán  por  un  corto  tiempo  y  por  causas 
graves. 

Art.  6<>.  —  El  despacho  diario  durará  cuatro  horas^  ó  más,  si 
los  asuntos  que  girasen  por  ante  la  Suprema  Corte  lo  requície- 
sen. 

Art.  7*".  —  Los  asuntos  se  despacharán  por  el  orden  de  su  en- 
trada á  secretaria. 

Art.  8o.  —  La  audiencia  pública  para  la  vista  de  las  causas,  y 
demás  diligencias  que  hayan  de  practicarse  en  ella,  comenzará 
á  las  doce  del  dia ;  pero  una  hora  antes,  los  miembros  de  la  Cor- 
te se  reunirán  en  su  sala  de  acuerdos  para  recibir  y  proveer  las 
peticiones  que  se  les  presenten,  tramitar  los  expedientes  y  acor*^ 
dar  sentencias  definitivas  en  los  pleitos  que  se  hallen  en  estado 
y  para  el  despacho  de  los  otros  asuntos  que  no  requieran  trami- 
tación ó  audiencia. 

Art.  9o.  —  Las  providencias  interlocutorias  de  la  Corte,  serán 
autorizadas  con  la  media  firma,  y  las  definitivas  ó  que  tengan 
fuerza  de  tales,  con  la  firma  entera  de  los  vocales,  que  las  hayan 
acordado,  sin  que  se  certifique  su  proveído,  por  el  secretario  (S). 

Art.  10.  —  Las  partes  no  estarán  obligadas  á  encomendar  su 
defensa  y  representación,  á  abogados  y  procuradores  para  litigar 
ante  la  Suprema  Corte. 


(L)  Por  acuerdo  de  14  de  octubre  de  18d3,-8e  modificó  este  artículo,  disponién- 
dose que  la  feria  tenga  lugar  durante  el  mes  de  enero. 

(3)  Este  articulo  ftié  modificado  por  el  acuerdo  de  23  de  junio  de  1965,  que  ee 
encuentra  más  adelante. 
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TITULO  II 


DEL   PRESIDENTE 

Art.  M,  — El  presidente  cuidará  del  orden  interior  de  la  Cor- 
te, y  de  que  sus  empleados  cumplan  con  sus  obligaciones. 

Art.  42.  —  Recibirá  y  despachará  la  correspondencia^  firman- 
do las  comunicaciones  que  no  hayan  de  hacerse  por  secretaría, 
y  autorizará  todos  los  despachos  de  la  Suprema  Corte. 

Art.  42.  —  Decretará  también  las  providencias  interinas  que 
no  admitan  demora,  dando  cuenta  ala  Corte  á  la  mayor  breve- 
dad. 

Art.  44.  —  El  presidente  llevará  la  palabra  en  las  audiencias, 
y  los  otros  vocales  no  podrán  hacer  uso  de  ella  sin  su  per- 
miso. 

Art.  45.  —  Podrá,  por  justas  causas^  concederá  los  vocales  li- 
cencias que  no  pasen  de  ocho  días. 

Art.  46.  —  A  falta  del  presidente,  hará  sus  veces  el  vocal  más 
antiguo. 

TÍTULO  III 


DE  LA  ORGANIZACIÓN  DE  LAS  OFICINAS  DB  LA  SUPREMA    CORTE 

Art.  47.  —  Por  ahora  y  hasta  que  la  experiencia  demuestre  la 
necesidad  de  mayor  número  de  empleados,  la  Suprema  Corto 
tendrá  para  su  despacho,  parala  ejecución  de  sus  providencias 
y  para  su  servicio,  un  secretario^  un  ugier  y  un  ordenanza. 

Art.  48.  — El  secretario  y  el  ugier,  antes  de  tomar  posesión  de 
sus  cargos,  jurarán  su  fiel  desempeño  ante  la  Suprema  Corte. 

Art.  49.  —  El  secretario  y  el  ugier  podrán  nombrar  sus  adjun- 


—  654  — 

tos  ó  auxiliares  con  aprobación  de  la  corte,  los  cuales  deseaipe- 
ñaráu  sus  cargos  bajo  la  dependencia  de  sus  principales,  serán 
amovibles á  su  voluntad  y  recibirán  de  ellos  su  remuneración. 


TITULO  IV 


DEL  SECRETARIO 

Art.  20.  —  Las  funciones  del  secretario  serán  : 

Dar  cuenta  de  los  escritos  que  presenten  los  litigantes  y  de  las 
comunicaciones  que  se  dirijan  á  la  Suprema  Corte. 

Autorizar  los  despachos  y  exhortos  de  la  Suprema  Corte,  y  las 
copias  que  hubieren  de  franquearse. 

Custodiarlos  expedientes,  el  archivo  y  el  sello  de  la  Corte. 

Desempeñar  las  funciones  de  relator,  y  redactar  las  notas,  in- 
formes y  contestaciones  que  el  presidente  le  ordene. 

Autorizar  los  nombramientos  de  apoderado  ó  procurador  que 
se  hiciesen  apud  acta. 

Presenciar,  extender  y  autorizar  las  diligencias  de  prueba  que 
se  practiquen  ante  la  Suprema  Corte  en  audiencia,  ó  fuera  de 
ella,  por  alguno  ó  algunos  de  sus  miembros,  comisionados  al 
efecto. 

Cobrar  los  sueldos  de  los  vocales,  y  las  sumas  votadas  para 
gastos  de  la  Suprema  Corte,  no  haciendo  éstos  sin  orden  del 
presidente,  y  llevando  cuenta  de  lo  que  se  invirtiese  para  rendir- 
la al  fin  de  cada  año^  documentada,  á  la  contaduría  general. 

Art.  21.  —  El  secretario  llevará  un  libro  en  que  se  registren  los 
despachos  de  los  vocales  y  se  anoten  su  toma  de  posesión  del 
cargo,  y  los  nombres  de  los  jueces  seccionales  ;  otro  en  que  se 
transcriban  los  acuerdos  generales  sobre  asuntos  de  que  no  se 
hubiere  formado  expediente ;  otro  en  que  se  anote  la  entrada  y 
salida  de  los  expedientes  ;  otro  en  que  se  registren  las  sentencias 
que  pronunciase  la  Corte,  expresando  los  votos  de   los  vocales 
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que  disoordasen,  cuando  éstos  así  lo  pidieren;  otro  en  que  se 
copien  las  notas  é  informes,  y  las  contestaciones  de  la  Corte  á  las 
comunicaciones  que  reciba ;  y  los  demás  que  se  hallare  por 
conveniente  ordenar  para  el  mejor  arreglo  de  la  oficina. 

Art.  22.  — Todo  despacho^  requisitoria^  carta,  acordada  y 
acuerdo  general  de  la  Suprema  Corte  que  contenga  encargo,  co- 
misión, orden  ó  resolución,  para  que  tenga  efecto  ante  otras  au- 
toVidadesó  tribunales  dentro  ó  fuera  del  territorio  de  la  repábli- 
ea^  y  toda  copia  ó  certificado  que  con  el  mismo  objeto  se  expida 
por  la  secretaria,  llevarán  el  sello  en  tinta  de  la  Corte  puesto  por 
el  secretario. 

Art.  23.  —  El  secretario  lle/ará  un  registro  para  los  poderes  y 
demás  escrituras  que  emanen  de  los  procedimientos  judiciales, 
en  la  forma  prescripta  para  el  de  los  escribanos  de  los  juzgados 
seccionales,  el  cual  será  rubricado  por  el  Procurador  General  y 
visitado  por  él  en  el  mes  de  enero  de  cada  ano. 

Art.  24.  —  Estará  también  obligado  el  secretario,  á  conservar 
en  legajos  y  en  buen  orden  la  correspondencia  que  reciba  la  Su* 
prema  Corte,  relativa  á  los  asuntos  de  su  despacho. 

4rt.  25.  —  Asistirá  á  su  oficina  todos  los  días,  durante  las  ho- 
ras del  despacho  de  la  Suprema  Corte. 

Art.  26.  — Y,  últimamente,  recibirá  la  oficina  por  inventario, 
y  con  la  misma  formalidad  la  entregará  á  su  sucesor  en  el 
cargo . 


TITULO  V 


DEL    UGIER 


Art.  27.  —  Las  obligaciones  del  ugier,  serán: 

Hacer  los  empla|amientos,  citaciones,  notificaciones,  embargos 
y  demás  diligencias,  que  se  practiquen  de  orden  de  la  Suprema 
Corte,  fuera  déla  audiencia  y  de  la  secretaría. 
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Regflamento  de  los  juzg^ados  de  se<M;ión 


En  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  doce  de  octubre  de  mil  ochocien- 
tos sesenta  y  tres,  reunidos  en  su  sala  de  acuerdos  los  señores  ^ 
presidente  y  vocales  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional  • 
y  el  señor  procurador  general ^  con  el  objeto  de  dictar  un  regla- 
mento para  los  juzgados  seccionales,  en  cumplimiento  de  lo  dis- 
puesto por  el  artículo  once  de  la  Ley  de  diez  y  seis  de  octubre 
del  año  próximo  pasado,  después  de  una  detenida  deliberación, 
acordaron  : 

Primero :  Que  los  dichos  jueces  de  sección  asistan  al  despacho 
de  los  pleitos,  de  que  les  incumba  conocer,  todos  los  días  hábiles 
del  año,  durante  cuatro  horas,  quedando  ásu  discreción  señalar 
•aquéllas  que,  atendidas  las  costumbres  de  la  provincia  en  que 
residan,  juzgueu  más  cómodas  para  los  litigantes. 

Segundo :  Que  solamente  se  consideren  feriados  los  dias  de  fies- 
ta religiosa  de  ambos  preceptos,  los  de  fiesta  nacional,  los  de  se- 
mana santa,  los  de  carnaval  y  los  de  vacaciones,  las  que  comen- 
zarán el  día  siete  de  diciembre  de  cada  año  y  durarán  hasta  el 
siete  de  enero  del  siguiente  (1). 

Tercero:  Que  siempre  que  una  causa  criminal  ó  civil  de  un  ca- 
rácter urgente  lo  requiera,  los  jueces  de  sección  habiliten  los 
<lias  de  estas  ferias,  que  sean  necesarios  para  su  prosecución  ó  re- 
solución. 

Cuarto:  Que  por  regla  general  den  preferencia  en  el  despacho^ 
á  las  causas  criminales  y  á  las  fiscales,  sin  desatender  por  esto, 
ni  causar  notable  retardo,en  las  demás  que  no  se  hallen  compren- 
<lidas  en  estas  clasifícaciones. 

Quinto :  Que  estas  últimas  se  tramiten  y  resuelvan  por  el  orden 


(1)  Por  acuerdo  de  U  de  octubre  de  1893,  modificándose  la  última  parte  de  este 
•articulo,  se  dispuso  que  la  feria  tenga  lugar  durante  el  mes  de  enero. 

TU  4t  i 
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de  su  entrada  aldespacho,  con  la  sola  excepción  de  aquellas  que 
por  su  naturaleza  reclamen  una  resolución  urgente. 

Sexto:  Que  los  escribanos  no  asistan  á  las  audiencias  que  se 
concedan  á  las  partes  ó  á  sus  defensores  para  informar  en  dere- 
cho,  llamándoseles  solamente  en  el  caso  de  ser  necesario  con- 
signar en  acta,  algún  hecho  importante  parala  resolución  defíni- 
tiva  de  la  causa. 

Séptimo:  Que  las  providencias  interlocutorias  se  suscriban  con 
la  media  firma  del  juez,  y  con  la  firma  entera  las  definitivas  ó  con 
fuerza  de  tales,  quedando  suficientemente  autorizadas  con  esta 
formalidad^  sin  el  proveído  de  los  escribanos. 

Octavo:  Que  ordenen  á  éstos  llevar  un  libro  en  que  se  registren 
la  actas  de  los  juicios  verbales,  cuyas  fojas  numerarán  y  rubrica- 
rán los  mismos  jueces,  guardándose  en  el  orden  y  forma  de  su 
asiento  lo  prescripto  por  las  leyes  comunes  para  los  registros  de 
las  escrituras. 

Noveno:  Que  asimismo  les  manden  llevar  registro  para  lospo^ 
deres  y  demás  instrumentos  que  procedan  de  actos  judiciales,  en 
el  cual,  además  de  las  formalidades  prescriptas  por  las  leyes  ge- 
nerales, se  observarán  las  siguientes:  el  registro  se  formará  de 
cuadernos  de  cinco  pliegos  intercalados,  que  foliarán  y  rubrica- 
rán los  jueces  sucesivamente  conforme  se  vayan  llevando,  y  és- 
tos se  reunirán  en  un  solo  volumen  al  fin  de  cada  ano:  no  se  po- 
drá pasar  de  una  foja  á  la  otra,  sin  dejar  en  la  anterior  sentado 
cuando  menos,  los  nombres  de  los  otorgantes:  al  final  de  cada 
escritura  se  hará  expresa  referencia  á  la  que  inmediatamente  le 
precede,  mencionándose  los  nombres  de  sus  otorgantes  y  una 
razón  sumaria  de  su  contenido:  en  seguida  se  pondrán  las  firmas 
de  los  otorgantes  y  testigos  de  la  nueva  escritura,  y  en  los  testi- 
monios que  de  ella  se  saquen,  se  transcribirá  la  dicha  referencia 
íntegramente. 

Décimo:  Que  los  jueces  de  siícción  visiten  estos  registros  todos 
los  años  en  el  mes  de  enero,  haciendo  en  el  acto  y  consignando 
por  escrito,  las  observaciones  que  crean  oportunas. 

Undécimo:  Que  siempre  que  hayan  de  librar  despachos,  dirigi- 

■ 

dos  á  autoridades  de  provincia,  ó  á  autoridades  nacionales  fuera 
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de  su  jurisdicción, pongan  el  sello  de  tinta  del  juzgado  á  la  dere- 
cha  de  la  fínna  del  juez.  Que  asimismo,  siempre  que  hayan  de 
librar  exhortos  á  las  autoridades  de  países  extranjeros,  ó  siempre 
que  en  su  juzgado  se  expidan  testimonios  de  actuaciones  ó  de  es- 
crituras, para  tener  efecto  fuera  de  su  jurisdicción  ó  en  países  ex- 
tranjeros, pongan  el  sello  de  tinta  en  la  forma  prevenida. 

Duodécimo :  Que  en  lodo  lo  demás  que  no  esté  contenido  en 
este  reglamento,  y  que  á  él  no  se  oponga,  se  rijan  los  jueces  de 
sección  por  lo  que  se  halle  dispuesto  en  las  leyes  comunes. 

Decimotercero:  Y,  últimamente,  que  este  acuerdo  se  registre  en 
el  líbix)  correspondiente,  se  publique  en  uno  de  los  periódicos  de 
esta  ciudad^  y  se  circule  á  los  jueces  de  sección  por  esta  secreta- 
ría. Todo  lo  cual  dispusieron  y  mandaron,  firmándolo  ante  mí. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salvador 
María  del  Carril.  —  Francisco  Del- 
gado. —  José  Barros  Pazos.  —  Fran- 
cisco Pico. 


Ante  mí: 


Rafael  Pereyra, 
Secretario  interino. 


Acuerdo  modificando  el  aptículo  9  del  Reg^la- 

mento  de  la  Suprema  Corte 


En  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  veintitrés  de  junio  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  cinco,  reunidos  en  su  sala  de  acuerdos  los  seño- 
res presidente  y  vocales  de  la  Suprema  Corte,  acordaron,  con  el 
objeto  de  facilitar  la  tramitación  de  los  expedientes,  modificar 
la  disposición  del  artículo  9  del  reglamento  para  su  régimen 
interior,  de  fecha  H  de  octubre  de  1863,^en  los  términos  si- 
guientes : 
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€  Art.  ^.  —  Las  providencias  interlocutorias  de  la  Corte,  serán 
autorizadas  con  la  media  firma  del  presidente,  y  las  definitivas 
ó  las  que  tengan  fuerza  de  tales,  con  la  firma  entera  de  los  vo- 
cales que  hayan  acordado,  sin  que  se  certifique  su  proveído  por 
el  secretario  ».  Lo  cual  dispusieron  y  mandaron  publicarlo,  fir- 
mándolo ante  mi. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salvadob 
María  del  Carril.  —  José  Barros 
Pazos.  — J.  B.  Gorostiaga. 

Ante  mí  : 

Antonio  Tarnassi, 
Secretario. 


Acuerdo  modificando  el  aptículQ   1<>  del  regala* 

mentó  de  la  Suprema  Corte 

En  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  siete  de  julio  de  mil  ochocien- 
tos sesenta  y  cinco,  reunidos  en  su  sala  de  acuerdo  los  señores 
presidente  y  vocales  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  y 
en  consideración  á  ser  innecesaria  la  asistencia  diaria  de  la  Supre- 
ma Corte,  según  lo  prescribe  el  artículo  \^  del  reglamento  para 
su  régimen  interior,  por  el  reducido  número  de  asuntos  de  que 
tiene  que  ocuparse  en  su  despacho,  acordaron,  que,  por  ahora, 
dicha  asistencia  tendría  lugar  solamente  en  los  días  martes,  jue* 
ves  y  sábado  de  cada  semana.  Así  lo  dispusieron  y  mandaron 
por  ante  mí. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salvador 
María  del  Carril.  —  José  Barros 
Pazos.  —  J.  B.  Gorostiaga. 

Ante  mí  : 

Antonio  Tarnassi^ 
Secretario. 
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Acuerdo  sobre  la  manera  de  informar  en  los 

recursos  de  liecho 


En  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  seis  de  abril  de  mil  ochocien- 
tos sesenta  y  nueve,  reunidos  en  su  sala  de  acuerdos,  los  señores 
presidente  y  vocales  de  la  Suprema  Corte,  dijeron  :  Que  habién- 
dose observado  que  en  los  recursos  de  queja  de  que  hablan  los 
artículos  229  y  230  de  la  ley  de  procedimientos,  se  está  introdu- 
ciendo la  práctica  de  remitir  los  autos  como  único  informe,  con 
perjuicio  de  la  pronta  suministración  de  justicia,  acordaron  que 
por  secretaría  se  hiciera  saber  á  los  jueces  de  sección,  que  en 
los  dichos  informes  deben  sujetarse  estrictamente  á  los  mencio- 
nados artículos,  no  remitiendo  los  autos  sino  cuando  expresa- 
mente se  los  pidan.  Igualmente  ordenaron  que  éste  se  publicara 
en  uno  de  los  diarios  de  la  ciudad.  Así  lo  dispusieron,  mandaron 
y  firmaron  por  ante  mí. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salvador 
María  del  Carril.  —  Francisco  Del- 
gado. —  José  Barros  Pazos.  —  Benito 
Carrasco. 


Ante  mí  : 


N.    ROJOy 

Secretario. 


Acuerdo    sobre   inscripción    de  los  títulos   de 

Abog^ados 


En  Buenos  Aires,  á  veinte  de  junio  de  mil  ochocientos  setenta 
y  dos,  reunidos  en  su  sala  de  acuerdos  el  señor  presidente  y  vo- 
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cales  del»  Suprema  Corle  de  Justicia  Nacional,  abajo  firmados, 
dijeron  :  Que  determinándose  por  el  artículo  5**  de  la  ley  de  26 
de  agosto  de  4863,  sobre  organización  del  personal  de  los  juzga- 
dos de  sección,  que  los  abogados  de  los  tribunales  de  provincia 
serán  admitidos  á  desempeñar  los  deberes  de  su  profesión  en  los, 
tribunales  nacionales,  ^in  perjuicio  de  la  libre  defensa  que  á  las 
partes  se  concede  por  el  2^  inciso  del  mencionado  artículo;  y  sien- 
do necesario  conocer  de  un  modo  legal^  los  títulos  por  los  que  di  - 
chos  abogados  quedan  habilitados  para  ejercer  su  profesión  de 
tales^  debían  acordar  y  acordaban  se  abriese  por  la  secretaría  de 
la  Suprema  Corte,  un  libro  de  matrícula,  en  el  cual  se  inscriban, 
sin  erogación,  los  diplomas,  que  para  ese  efecto  presenten  los 
mencionados  abogados  en  la  forma  legal,  pudiendo,  luego  de  or- 
denada la  inscripción,  darse  por  la  secretaría  el  correspondiente 
certificado  de  inscripción,  á  pedimento  de  los  interesados.  Todo 
lo  cual  dispusieron  y  mandaron,  ordenando  se  registrase  en  el  li- 
bro correspondiente,  y  se  publicase. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  fiABROs  Pa- 
zos. —  M.   Ugarte.  —  J.  B.   Go- 

ROSTIAGA. 


Ante  mi 


Antonio  Tarnassij 
Secretario. 


Acuerdo  sobre  inadmisibilidad  de  los  podere» 

apud  acta 


En  Buenos  Aires,  á  veinte  y  dos  de  septiembre  de  mil  ocho- 
cieAtos  ochenta  y  siete,  reunidos  en  acuerdo  extraordinario  el  se- 
ñor presidente  de  la  Suprema  Corte,  doctor  don  Benjamin  Victo- 
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rica,  y  los  señores  ministros  doctores  don  Uladislao  Frías,  don 
Federico  Ibarguren,  don  Calixto  S.  de  la  Torre  y  don  Salustiano 
J.  Zavalía,  dijeron :  Que  á  pesar  de  haberse  declarado  admisibles 
en  juicio  los  poderes  apud  acta^  por  resolución  de  esta  Corte,  de 
fecha  i  4  de  marzo  de  1878,  fundada  en  la  práctica  constantemen- 
te observada  y  en  lo  dispusto  por  el  artículo  1*»  de  la  ley  de  26  de 
agosto  de  1863,  sancionando  el  arancel  para  el  pago  de  derechos 
procesales,  —  considerando  más  regular  para  el  buen  orden  de 
los  juicios,  que  en  adelante  se  observe  exclusivamente  en  los  po- 
deres la  forma  de  escritura  pública  prescriptaporelartículo1184, 
inciso  7*»,  del  Código  Civil,  así  lo  acordaron  y  mandaron;  dispo- 
niendo además^  que  se  hiciera  saber  este  acuerdo  átodoslosjue- 
ces  de  sección  y  que  se  publicara. 

Benjamín  Victorica.  — Uladislao  Fbías. 
—  Federico  Ibarguren.  —  C.  S.  de  la 
Torre.  —  Salustiano  J.  Zavalía. 


Ante  mí : 


JoséE.  Domínguez, 
Secretario. 


Acuerdo  disponiendo  se  remita  al  poder  ejecu- 
tivoy  el  detalle  mensual  de  las  cartas  de  ciuda- 
danía que  concedieren  los  juzg^ados  de  sección 
y  los  de  los  territorios  nacionales. 


£n  Buenos  Aires,  á  veintitrés  de  agosto  de  mil   ochocientos 

t 

ochenta  y  ocho,  reunidos  en  su  sala  de  acuerdos  los  señores  pre- 
sidente y  ministros  de  la  Suprema  Corte,  doctores  don  Benjamín 
Victorica,  don  Uladislao  Frias,  don  Federico  Ibarguren,  don  Ca- 
lixto S.  de  la  Torre  y  don  Salustiano  J.  Zavalía^  con  asistencia 
del  señor  Procurador  General,  doctor  don  Eduardo  Costa^  para 
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tomar  en  consideración  la  nota  del  poder  ejecutivo  de 
la  Nación,  de  fecha  doce  de  julio  del  corriente  año,  solicitando 
el  detalle  de  las  cartas  de  ciudadanía  concedidas  por  los  jueces 
de  sección,  el  señor  Procurador  General  expúsolo  siguiente  :  cLa 
resistencia  de  los  jueces  de  sección  de  Buenas  Aires,  Tucumán 
y  Salta,  á  dar  la  nómina  de  los  españoles  nacionalizados  que 
el  Ministerio  de  Justicia  les  había  pedido  remitieran  al  mismo 
ministerio,  es^  á  mi  juicio,  inmotivada;  los  inconvenientes  que 
obstaran  á  que  se  diera  tal  nómina,  á  que  el  señor  ministro  se 
refiere,  no  podrán  ser  otros  que  los  referentes  al  orden  interno 
del  juzgado,  es  á  saber:  la  falta  de  escribientes,  perturbación 
en  las  funciones  del  juzgado,  ó  en  los  trabajos  de  la  secretaría, 
etc.,  etc. ;  en  vez  de  esto,  los  señores  jueces  han  entrado  en  un 
orden  de  consideraciones  ajenas  completamente  á  sus  funcio- 
nes, sobre  puntos  que  el  ministerio  nt)  había  sometido,  ni  po- 
día someter  á  su  criterio  ;  si  hay  ó  no  conveniencia  en  dar  á  los 
ministros  extranjeros  nota  de  los  individuos  de  sus  respectivas 
nacionalidades  que  hubiesen  tomado  ó  en  adelante  tomaran 
carta  de  ciudadanía,  es,  en  efecto,  cuestión  esencialmente  po- 
lítica, y  como  tal,  del  resorte  exclusivo  del  poder  encargado  de 
mantener  las  relaciones  de  la  república  con  las  naciones  extran- 
jeras i  por  otra  parte,  el  hecho  de  tomar  carta  de  ciudadanía 
un  extranjero,  es  un  hecho  público,  y  de  hecho  se  publica;  y  le- 
jos de  ofrecer  los  inconvenientes  y  peligros  que  los  señores 
jueces  han  señalado  con  tanta  detención, — hay  conveniencia 
positiva  en  que  llegue  á  conocimiento  de  todos  :  de  los  naciona- 
les para  que  sepan  que  á  ellos  se  incorporan,  con  los  derechos 
y  obligaciones  consiguientes;  de  los  ministros  de  la  nación  á  que 
pertenecían ,  para  que  no  lo  ignoren,  y  dejen  de  contarlos  en  el 
número  de  aquellos  que  hasta  entonces  consideraban  bajo  su 
protección ;  no  veo,  por  todo  esto,  inconveniente  alguno  en  que 
los  jueces  de  sección  pasen  al  ministerio  de  justicia  la  nómina 
que  les  ha  pedido,  en  la  misma  forma  que  pasan  la  estadística 
de  las  causas  que  ante  ellos  tramitan  ;  y  pienso  que  está  en  las 
atribuciones  reglamentarias  de  esta  Corte  ordenarlo  así.  »  Oído 
el  señor  Procurador  General  y  en  virtud  de  lo  dispuesto .  por  el 
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artículo  14  de  la  ley  de  46  de  octubre  de  4862,  la  Suprema  Corte 
acordó :  que  se  pasara  por  secretaria  una  circular  á  los  jueces  fe- 
derales y  á  los  letrados  de  los  territorios  nacionales,  comunicán- 
doles que  debían  remitir  al  Ministerio  de  Justicia  un  detalle  de 
las  cartas  de  ciudadanía  concedidas  durante  el  año  4887 ;  y  una 
relación  mensual  de  las  que  en  adelante  concedieran,  debiendo 
devolverse  al  poder  ejecutivo,  con  el  oficio  correspondiente,  el 
expediente  remitido  por  él  con  la  nota  antes  mencionada.  — Con 
lo  que  concluyó  el  acto,  firmando  los  señores  de  la  Suprema 
Corte  y  el  señor  Procurador  General. 

Benjamín  VicxoniCA.  —  Ul/ioislad  Frías. 
—  Federico  Ibarguren.  —  C.  S.  de  la 
Torre.  —  Salüstiano  J.  Zavalía.  — 
Eduardo  Costa. 

José  Eb  Dominguez, 
Secretario. 


Acuerdo  sobre  registro  de  fianzas 

de  excarcelación 

En  Buenos  Aires,  á  44  de  de  marzo  de  marzo  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  nueve,  reunidos  en  acuerdo  extraordinario  los  seño- 
res presidente  y  ministros  de  la  Suprema  Corte,  doctores  don 
Benjamín  Victorica,  don  Uladislao  Frías,  don  Federico  Ibarguren, 
don  Calixto  S.  de  la  Torre  y  don  Salüstiano  J.  Zavalía,  dijeron  : 
Que  estando  dispuesto  por  el  artículo  382  del  Código  de  Proce- 
dimientos en  lo  criminal,  que  las  fianzas  de  excarcelación  deberán 
anotarse  en  los  juzgados  seccionales  por  los  secretarios  de  los 
jueces  y  en  la  forma  que  lo  determine  la  Suprema  Corte,  oído  el 
señor  procurador  general^  acordaban  :  que  la  mencionada  ano- 
tación se  haga  por  los  secretarios  de  los  juzgados  en  un  registro 
especial  que  deberán  llevar  con  sujeción  á  lo  dispuesto  por  las 
leyes  generales  y,  en  lo  adaptable,  por  el  artículo  9  del  regla* 
mentó  dictado  para  los  juzgados  seccionales,  inserto  en  la  pági- 
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na  12,  tomo  1^  de  los  fallos  del  tribuual.  Con  lo  que  concluyó 
el  acto,  disponiéndose  además  que  se  comunicase  el  presente 
acuerdo  á  los  jueces  de  sección  y  de  los  territorios  nacionales, 
y  que  se  publicara. 

Benjamín  Victobica.  —  Uladislao  Frías. 

—  FbDBBICO  IBARGURBN.  —  C.   S.  DE  LA 

Torre.  —  Salustiano  J.  Za valía. 

José  E.  Domíngutz, 
Secretario. 


AcueiHlo  sobre  fcpia  de  los  tpibunales 

nacionales 

En  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  catorce  de  octubre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  tres,  reunidos  los  señores  presidente  y 
ministros  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  doctores 
Benjamín  Paz,  Luis  V.  Várela,  Abel  Bazán,  Octavio  Bunge  y  Juan 
E.  Torrent,  dijeron  :  Que  considerando  más  conveniente  para 
los  intereses  generales  y  los  de  la  administración  de  la  justicia 
federal,  que  la  feria  fijada  desde  el  siete  de  diciembre  de  cada 
año  hasta  el  siete  de  enero  siguiente,  por  et  articulo  tres  del 
reglamento  déla  Suprema  Corte  y  por  la  última  parte  del  artícu- 
lo dos  del  reglamento  para  los  juzgados  seccionales,  tuviera 
lugar  durante  el  mes  de  enero,  acordaban  y  resolvían  :  qne  así 
se  observase  desde  el  presente  año  en  adelante,  debiendo  inser- 
tarse el  presente  acuerdo  un  el  libro  correspondiente  y  comu- 
nicarse á  quienes  corresponda. 

Benjamín  Paz.  —  Luis  V.  Varbla.  — 
Abel  Bazan.  —  Octavio  Bungb.  — « 
Juan  E.  Torrent. 

Ante  mí  : 

José  E.  Dom(ngueZy 
Secretario. 
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AeueiHlo  estableciendo  el  turno  de  los  jiusg^ados 

federales  de  la  Capital 


En  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  seis  de  febrero  de  mil  ocho-^ 
cientos  noventa  y  siete,  reunidos  en  su  sala  de  acuerdos,  el  se- 
ñor presidente  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  doctor 
don  Benjamín  Paz  y  los  señores  ministros  doctores  don  Abel 
Bazan  y  don  Octavio  Bunge,  dijeron  :  Que  habiéndose  nombra- 
do al  doctor  Agustín  Urdinarrain,  según  comunicación  del  po- 
der ejecutivo,  de  la  fecha,  para  desempeñar  el  nuevo  cargo  de  juez 
federal  en  lo  civil  y  comercia),  creado  por  la  ley  de  presupuesto 
del  presente  año,  acordaban  :  Primero  :  Que  las  causas  civiles 
y  comerciales  existentes  hasta  el  31  de  enero  próximo  pasado,  en 
los  juzgados  federales  de  la  Capital,  se  repartan  por  mitad  entre 
ios  jueces  doctores  Olaechea  y  Alcorta  y  Urdinarrain.  Segundo  : 
Que  los  secretarios  Juan  ('.  Almandos  y  Daniel  S.  Tedin,  presten 
sus  servicios  en  el  juzgado  á  cargo  del  doctor  Urdinarrain,  con 
todo  el  personal  de  sus  respectivas  ofícinas,  continuando  los 
secretarios  Eduardo  M.  Zavalia  y  Enrique  Amaya,  tambiéo  con 
su  respectivo  personal,  al  servicio  del  juzgado  del  doctor  Olaechea 
y  Alcorta,  y  los  secretarios  Luis  Rodríguez  de  la  Torre  y  Benigno 
Zanoletti  en  el  juzgado  en  lo  criminal  y  correccional.  Tercero  : 
Que  el  turno  de  los  juzgados  civil  y  comercial  se  establezca  en  el 
corriente  año  en  la  siguiente  forma  :  Meses  de  febrero,  abril, 
junio,  agosto,  octubre  y  diciembre,  juez  doctor  Urdinarrain, 
y  los  meses  restantes  el  juez  doctor  Olaechea  y  Alcorta^  debiendo 
en  los  años  sucesivos  invertirse  este  orden,  esto  es,  juez  doctor 
Olaechea  y  Alcorta  en  los  meses  que  hubiere  tenido  en  el  ante* 
rior  el  doctor  Urdinarrain,  y  éste  los  que  hubiere  tenido  aquél. 
Cuarto:  Que  se  comunique  al  poder  ejecutivo  y  á  los  jueces  fe- 
derales de  la  Capital. 
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Con  lo  que  terminó  el  acto,  firmando  el  señor  presidente  y  los 
señores  ministros  por  ante  mí. 

Benjamín  Paz.  —  Abel  Bazan.  —  Octa- 
vio BUNGE. 

José  A,  Frías, 
Secretario. 


Acuerdo  ordenando  la  tramitación  de  los  juiciosi 
y  la  residencia  de  los  funcionarios  judiciales 

En  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  trece  de  febrero  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete,  reunidos  en  su  Sala  de  Acuerdos  el  señor 
presidente  déla  Suprema  Corte  de  Justicia  iVacionat^  doctor  don 
Benjamín  Paz,  y  los  señores  ministros  doctores  don  Ln¡s  V.  Vá- 
rela, don  Abel  Bazán,  don  Octavio  Bunge  y  don  Juan  E.  Torrent, 
con  asistencia  del  señor  Procurador  General,  doctor  don  Sabi- 
niano  Kier,  dijeron  :  Que  consultando  la  más  ordenada  trami- 
tación de  los  juicios  y  en  ejercicio  de  las  facultades  que  confie- 
ren las  leyes  á  la  Suprema  Corte,  acordaban  que  se  librase  oficio 
por  secretaría  á  los  jueces  letrados  de  los  territorios  nacionales, 
previniéndoles  que  en  las  causas  en  que  intervengan,  deben  ob- 
servar cuidadosamente  lo  siguiente  : 

Primero:  Al  pie  de  todos  los  escritos,  debe  ponerse  el  co- 
rrespondiente cargo  de  presentación,  autorizado  por  el  secre- 
tario con  indicación  de  dia  y  hora.  Cuando  el  escrito  sea  de 
aquellos  que,  por  la  ley,  debe  presentarse  dentro  de  un  término 
fatal,  el  cargo  deberá  ser  firmado  por  el  interesado  ó  por  quien 
lo  presentase,  conjuntamente  con  el  actuarix). 

Segundo :  La  reposición  del  papel  sellado  y  uso  de  estampi- 
llas de  abogados,  procuradores,  peritos,  etc.,  se  hará  en  todos 
los  casos  sin  demora,  y  en  los  términos  fijados  por  la  ley  de  la 
materia. 
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Tercero:  Los  jueces  federales  y  los  de  los  territorios  nacionales 
dirigirán  todas  las  comunicaciones  al  secretario  de  la  Suprema 
Corte. 

Cuarto:  En  todos  los  casos  en  que  se  otorguen  libremente  los 
recursos  para  ante  la  Suprema  Corte,  fíjarán  en  el  mismo  auto  el 
término  de  emplazamiento  á  que  se  refiere  la  segunda  parte  del 
artículo  214  de  la  ley  de  procedimientos. 

Qm'nío;  Las  causas  por  infracciones  á  la  ley  de  enrolamiento 
deben.tramitarse,  en  lo  pertinente,  según  las  reglas  establecidas 
en  el  título  4°,  sección  I»,  libro  4^  Código  de  Procedimientos  en 
lo  criminal. 

Sexto :  Las  citas  de  las  leyes  se  hará  con  toda  precisión,  sin  de- 
jarse en  blanco  fecha  alguna,  como  tampoco  el  número  de  las 
fojas  de  autos,  escritos   ó  diligencias  á  que  se  haga  refencia. 

Igualmente  acordaron,  se  hiciera  saber  á  los  jueces  federales, 
procuradores  fiscales,  jueces  letrados  de  los  territorios  naciona- 
les, agentes  fiscales,  defensores  de  pobres  y  menores^  secretarios 
y  demás  empleados  de  unos  y  otros  juzgados,  que  la  feria  no  los 
autoriza  para  ausentarse  de  la  sección  ó  territorio  de  su  jurisdic- 
ción, y  que  deben  residir  en  el  lugar  designado  para  asiento  del 
juzgado^  como  está  dispuesto  para  los  jueces  letrados  de  los  ci- 
tados territorios,  por  el  artículo  35  de  la  ley  sobre  organización 
de  los  mismos.  El  señor  ministro  doctor  Bazan  manifestó  que,  á 
su  juicio,  no  era  necesaria  la  disposición  que  se  consigna  en  la 
segunda  parte  del  número  primero  de  este  acuerdo. 

Con  lo  que  terminó  elacto,  firmando  el  señor  presidente,  los 
señores  ministros  y  el  señor  procurador  general  por  ante  mi. 

Benjamín  Paz.  —  Luis  V.  Várela.  —  Abel 
Bazan.  —  Octavio  Bünge.  —  Juan  E. 
Torrent.  —  Sabinianü  Kier. 

José    A.  Frias^ 
Secretario. 
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